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Memorias de la Fundación Externado Nacio¬ 
nal Camilo Torres, Bogotá, Canal Ramí¬ 
rez, 1967; Hacia la autonomía de Cundina¬ 
marca, Bogotá, Editorial Igra tal, 1967; 
Hacia una historia de literatura cundina- 
marquesa, folleto del semanario Integra¬ 
ción Comunal , Bogotá, enero 1971; Pano¬ 
rama histérico-musical de Cundinamarca , 
folleto del semanario Integración Comu¬ 
nal , abril 1971; Historia geopolítica de Cun¬ 
dinamarca, Bogotá, Imprenta Departa¬ 
mental, 1971; Antología de poetas cundina- 
marqueses contemporáneos, Bogotá, Im¬ 
prenta Departamental, 1972; Ciudades 
históricas de Cundinamarca, 3 Vols., Bogo¬ 
tá, Imprenta Departamental, 1972-73; 
Relicario histórico de Zipaquirá, Bogotá, 
Imprenta Departamental, 1972; Müne- 
grafía de Supatá , Bogotá, Imprenta De¬ 
partamental, 1972; Documentos para la 
historia de Ubaté, Bogotá, Imprenta De¬ 
partamental, 1973; Calendario histórico de 
Cundinamarca , Bogotá, Imprenta Depar¬ 
tamental, 1973; Hombres de letras y gran¬ 
des hombres de Cundinamarca , álbum, Bo¬ 
gotá, Imprenta Departamental, 1974; 2- 
ed. aumentada y corregida: Bogotá, 
Cooperativa Nacional de Artes Gráfi¬ 
cas, 1978; Guías histérico-turísticas de 
Cundinamarca, Corporación de Turismo 
de Cundinamarca, 1972; Antecedentes 
históricos del nombre Serrezuela, Bogotá, 
GAB Editores, 1976; El prócer don José An¬ 
tonio Olaya, separata de la Revista Boliva- 
riana, N- 87, 1976; "Próceres cundina- 
marqueses", Revista Bolívariana, N-s 87 
a 91,1977; Enciclopedia histórica de Cundi¬ 
namarca, 5 tomos, Bogotá, Cooperativa 
Nacional de Artes Gráficas, 1979, 1980 
y 1982; Fontibón, pueblo de la Real Corona, 
Bogotá, Imprenta Distrital, 1983; Silva- 
nia, pueblo agrario, Bogotá, Cooperativa 
Nacional de Artes Gráficas, 1985; Proce¬ 
res y mártires cundinamarqueses de la Inde¬ 
pendencia, Bogotá, Cooperativa Nacio¬ 
nal de Artes Gráficas, 1988; La Academia 
Colombiana de Historia, Bogotá, Kelly, 
1988; Memoria del primer Congreso de Aca¬ 
demias Departamentales de Historia, Bogo¬ 
tá, Kelly, 1989; La Villa de San Bartolomé 
de Honda, 2 tomos, Bogotá, Kelly, 1989- 
91; El descubrimiento de América y sus an¬ 
tecedentes (en preparación). En este vo¬ 
lumen: "Los símbolos patrios". 












Cuando el estado de anomía alcanzaba preocupantes niveles que en¬ 
sombrecían la realidad colombiana, la idea de convocar a una Asam¬ 
blea Nacional Constituyente apareció como una alternativa para re¬ 
construir el consenso, presupuesto indispensable de la convivencia 
pacífica. El proceso culminó con un nuevo texto constitucional, que 
puede ser definido como un proyecto político ambicioso, sí, pero 
también representativo del anhelo del pueblo colombiano. Debe plan¬ 
tearse, entonces, cómo el paradigma jurídico reaparece como el instru¬ 
mento idóneo para lograr la reconciliación, reforzar nuestras Institu¬ 
ciones y crear las condiciones para hacer realidad los anhelos de de¬ 
mocracia política y social, así como de autonomía y pluralismo. 

Se trata, en efecto, de reconstruir la relación entre la sociedad 
civil y el Estado, sin descuidar la perspectiva hacia la integración 
supranacional. Con relación al primer aspecto, debe destacarse el 
principio de la soberanía popular, que encuentra un espacio privilegia¬ 
do: el ciudadano, y a veces el extranjero, no se limita, como antaño, 
a ejercer sus derechos políticos el día de elecciones; ahora es titular 
de la iniciativa normativa, lo que le permite participar en el proceso 
constitucional, legislativo y administrativo; adicionalmente está en 
capacidad de revocar el mandato de quienes, habiendo sido elegidos, 
no cumplan con su programa político; su opinión puede ser consultada 
por las autoridades, y se ha establecido el referéndum y el plebiscito. 

Debe destacarse el respeto a la diversidad, como instrumento 
para mantener la unidad nacional: el pluralismo, el reconocimiento 
de la existencia de minorías étnicas y la consagración del principio de 
igualdad material han de permitir el desarrollo de nuestra sociedad 
civil dentro del respeto recíproco y el libre desarrollo de la personali¬ 
dad. Para responder a la demanda del Estado, a veces ausente de 
gran parte del territorio nacional, se promulgan los principios de au¬ 
tonomía y descentralización: se trata de acercar a los administrados 
a su administración. 

Dentro de este orden constitucional, que tiene como núcleo cen¬ 
tral al hombre, contribuir a la difusión de las principales Instituciones 
reviste una importancia cívica excepcional, y esta es precisamente la 
tarea del volumen Instituciones de la Gran Enciclopedia de Colombia. 
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Constituciones de Colombia: 

un Estado en formación Néstor Iván Osuna Patino 


Lo que hoy es el Estado colombiano 
fue ideado por primera vez a principios 
del siglo xix, hace algo más de 180 
años. Comparado con el promedio de 
edad de los Estados nacionales en el 
mundo, se trata de un ente bastante 
joven, aún en formación. 

Múltiples y complejos factores deter¬ 
minaron, hacia 1810, la formación de 
un Estado independiente en el hasta 
entonces Virreinato de la Nueva Gra¬ 
nada, territorio ocupado por España 
desde la conquista iniciada en América 
con el arribo de Cristóbal Colón. El mo¬ 
delo económico, político y social im¬ 
puesto por España 
y aclimatado du¬ 
rante tres siglos de 
dominación colo- 
nial, tenía como 
presupuestos de 
funcionamiento la 
espedali zación y 
control de la pro¬ 
ducción econó¬ 
mica de los territo¬ 
rios ocupados, la 
prohibición de co¬ 
mercio entre las 
colonias y de éstas 
con el mundo ex¬ 
terior, la aeultura- 
ción de las civiliza- 
dones asentadas 
en América y la 
imposición de la 
religión católica. 

La potencia ibérica 
pretendía ensan¬ 
char su poderío 
económico me¬ 
diante la sustrac¬ 
ción de materias 
primas de las colonias —especialmente 
metales preciosos—> a la vez que en¬ 
contraba en ellas mercado para sus 
productos. La propiedad de la tierra se 
había concentrado en manos de la Igle¬ 
sia católica y de algunos pocos terrate¬ 
nientes que compartían el poder polí¬ 
tico con la Corona, Paralelamente al 
gran latifundio, pequeños grupos so¬ 
ciales de comerciantes y productores 
artesanales habían adquirido relevan¬ 
cia social y económica. El panorama 
lo completaban los indígenas y los es¬ 
clavos importados de Africa, quienes 
proporcionaban la fuerza de trabajo 


necesaria para mantener el imperio. 
La intención de los Barbones, quienes 
asumieron la Corona española a par¬ 
tir del siglo XVIII, de concentrar el po¬ 
der económico y político y, en conse¬ 
cuencia, suprimir ciertos privilegios 
que los Habsburgos habían permitido 
a los conquistadores y sus descendien¬ 
tes, desencadenó una creciente ola de 
descontento entre los grupos afecta¬ 
dos, tanto los propietarios de la tierra 
:omo los comerciantes y artesanos. Los 
intereses económicos de estos últimos 
se veían, además, entorpecidos con las 
limitaciones impuestas por la metrópo¬ 


li. Fue esta pequeña élite inconforme 
la que, ante el vacío de poder ocurrido 
en 1808 a consecuencia de la invasión 
de España por las tropas napoleónicas, 
decidió actuar y desató el golpe que 
culminó con la creación de varios de 
los Estados de América Latina, entre 
ellos el colombiano. 

El movimiento emancipador actuó 
movido por circunstancias principal¬ 
mente internas. Los comerciantes y ar¬ 
tesanos de la Nueva Granada reclama¬ 
ban libertad de producción y comercio, 
esto es, suplantación del modelo eco¬ 
nómico colonial por uno de Ubre mer¬ 


cado, Si para ello era necesaria la sepa¬ 
ración de España, estaban dispuestos 
a lanzarse a una guerra y a la organiza¬ 
ción de un Estado. Para los latifundis¬ 
tas el proceso de independencia tenía 
en cambio un contenido más político 
que económico: se trataba de una sepa¬ 
ración de la Corona española y de la 
afirmación del poder vernáculo, que 
pasarían a detentar en forma exclusiva, 
proceso que no necesariamente debía 
afectar la estructura económica bajo la 
cual habían alcanzado el lugar de pre¬ 
dominio en la pirámide social La ideo¬ 
logía liberal de las revoluciones norte¬ 
americana y fran¬ 
cesa, con su coro¬ 
lario jurídico-po- 
lítdco del Estado 
constitucional, de¬ 
sempeñó el papel 
de elemento teóri¬ 
co, del cual se va¬ 
lieron los emanci¬ 
padores para racio¬ 
nalizar y justificar 
su movimiento. 

El Estado co¬ 
lombiano ha sido, 
desde sus inicios, 
un Estado de filia¬ 
ción liberal, con 
un sistema de po¬ 
der político for¬ 
malmente expre¬ 
sado en Constitu¬ 
ciones de corte 
burgués, y con 
agudas contradic¬ 
ciones internas en 
materia tanto eco¬ 
nómica como po¬ 
lítica y social. Den¬ 
tro del contexto internacional, Co¬ 
lombia se presenta desde su funda¬ 
ción como un país económicamente 
subdesarrollado, exportador de mate¬ 
rias primas, enganchado en el mundo 
capitalista, junto con los demás Esta¬ 
dos periféricos, como soporte de la 
riqueza de las potencias occidentales. 

La Primera república 

El movimiento que saltó a la luz pú¬ 
blica como consecuencia de los he¬ 
chos ocurridos en Bogotá el 20 de julio 



Escudo de armas y pabellón de la República de Nueva Granada , propuesto por Uno de Pombo 
al Despacho de Guerra , en cumplimiento de la ley de mayo 9 de 1834. 

Archivo General de la Nación, Santafé de Bogotá, 
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de 1810, inició el camino hacia la cons¬ 
trucción formal del Estado indepen¬ 
diente. El acta promulgada por el ca¬ 
bildo capitalino en aquel momento, 
expresó la decisión de los cabildantes 
de depositar en una junta de gobierno 
el poder político, con desconoci¬ 
miento de la autoridad proveniente 
de la península* Esta junta debía con¬ 
vocar a los representantes de las res¬ 
tantes provincias neogranadinas para 
establecer la Constitución que, bajo 
la forma federal, regiría los destinos 
del naciente Estado. 

En diciembre de 1810 se reunió el 
primer congreso constituyente, que 
suspendió sus deliberaciones al no lo¬ 
grar un punto de acuerdo en el enco¬ 
nado debate entre partidarios del cen¬ 
tralismo y el federalismo. Como con¬ 
secuencia de la disolución, en Bogotá 
se reunió otra corporación, que dictó 
una Constitución exclusiva para la 
provincia de C un dina marca, en abril 
de 1811, En este documento jurídico- 
político se estableció un singular sis¬ 
tema de gobierno, consistente en una 
monarquía constitucional con sis¬ 
tema presidencial sustitutivo. En 
efecto, se aceptaba la jefatura del Es¬ 
tado del monarca español, siempre y 
cuando éste trasladara la sede de go¬ 
bierno al territorio de la provincia 
cundinamarquesa. De no suceder 
esto, el monarca sería remplazado 
por un presidente de origen electivo. 
Para la elección de dicho funcionario 
se estableció un sistema electoral indi- 
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Portada de la Constitución de la República 
de Cundimmarm, expedida el 17 de abril 
de 1812 . Santafé, Imprenta de Bruno Espinosa 
de los Monteros , 1812. Biblioteca Nacional. 
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recto con sufragio restringido (sola¬ 
mente quienes demostraran tener 
cuantiosos bienes de fortuna podían 
participar en la elección). 

Por su lado, representantes de las 
provincias do Antioquia, Cartagena, 
Neiva, Pamplona y Tunja proclama¬ 
ron, en noviembre de 1811, el Acta 
de Federación de las Provincias Uni¬ 
das de la Nueva Granada, que fue 
posteriormente aceptada por varias 
otras provincias. De contenido más 
orgánico que doctrinario, el Acta de 
Federación constituye el primer docu¬ 
mento jurídico que agrupa territorial¬ 
mente como Estado a las diversas co¬ 
marcas neogranadinas. El documento 
postula la creación de un Estado repu¬ 
blicano federal, señala las competen¬ 
cias de las provincias y las de la fede¬ 
ración, establece una fuerza armada 
y fija ciertos parámetros de funciona¬ 
miento de la hacienda publica. En el 
mismo se convoca una asamblea 
constituyente que, de haberse reuni¬ 
do, habría redactado la primera Cons¬ 
titución Nacional, La suerte adversa 
del movimiento emancipador en los 
años inmediatamente siguientes y la 
reconquista española frustraron tal 
intención. 


La Gran Colombia: 

UN ESTADO IMPOSIBLE 

El propósito de formar un Estado de 
dimensión continental, que agrupara 
al territorio y los pobladores de las 
colonias hispánicas de América, hacía 
parte, de tiempo atrás, del inventario 
de posibilidades que algunos sectores 
del movimiento emancipador con¬ 
templaban con simpatía. El naufragio 
de la Primera República en el mar de 
sangre de la reconquista generó como 
reacción un inusitado impulso hacia 
el propósito integracionista. La idea 
de un Estado territorialmente exten¬ 
so, con una fuerza armada de consi¬ 
derable magnitud, y con la reunión 
de los líderes del movimiento eman¬ 
cipador bajo un mismo aparato jerár¬ 
quico de poder, apareció como la ma¬ 
nera más indicada de hacer frente al 
imperio español y de obtener recono¬ 
cimiento y patrocinio internacionales. 

De entre los varios proyectos de 
creación de este tipo de Estados, al¬ 
canzó una corta existencia —entre 
1819 y 1829— el formado mediante la 
unión del antiguo Virreinato de la 
Nueva Granada con la Capitanía Ge¬ 
neral de Venezuela, que fue bauti¬ 
zado como República de Colombia, y 


CONSTÍT ÜCIOtf 
BEL ESTADO DE 
CARTAGENA DE INDIAS 

SANCIONADA 
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Segundo de su Independencia. 
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Portada de la Constitución del Estado 
de Cartagena de Indias t sancionada el día 74 
de junio de 1812. Cartagena , Diego Espinosa , 
1812. Biblioteca Nacional, Bogotá. 


que históricamente se conoce como la 
Gran Colombia, para distinguirlo de la 
Colombia de nuestros días* Estuvo in¬ 
tegrado por lo que hoy, con algunas 
variaciones de límites, son Colombia, 
Ecuador, Panamá y Venezuela. 

Fue creado formalmente mediante 
una ley fundamental aprobada en la 
población venezolana de Angostura, 
en diciembre de 1819* Según esta ley, 
de carácter provisional, el poder eje¬ 
cutivo se ejercía por un presidente, 
quien era remplazado en caso de au¬ 
sencia por un vicepresidente. El terri¬ 
torio del Estado fue dividido en tres 
departamentos denominados Vene¬ 
zuela, Quito y Cundinamarca, cada 
uno de los cuales sería gobernado, 
una vez expulsadas las tropas espa¬ 
ñolas, por un jefe superior denomi¬ 
nado también vicepresidente* Con el 
objetivo de dotar de Constitución a 
la República, la ley de Angostura con¬ 
vocó a un congreso constituyente 
para enero de 1821 en la Villa del Ro¬ 
sario, población cercana a Cúcuta* A 
este congreso acudieron los represen¬ 
tantes elegidos por ios votantes de las 
secciones efectivamente emancipa¬ 
das del dominio español. 

El principal lema del Congreso de 
Cúcuta fue configurar en la Gran Co¬ 
lombia un Estado de derecho, esto 
es, un sistema político en el cual se 
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Primera página de la Ley Fundamental de la Unión de los Pueblos de Colombia , expedida en Santo 
Tomás de Angostura el 17 de diciembre de 1819. Casa Museo 20 de Julio, Bogotá. 


garantiza y protege la libertad de los 
individuos, se acata y respeta la ley, 
que es producto de la declaración de 
una asamblea que representa la vo¬ 
luntad general, y se establecen límites 
y controles al poder de todos los de¬ 
positarios del mismo. Se trata de la 
idea liberal clásica (je Estado: un Es¬ 
tado que garantiza la propiedad pri¬ 
vada, la libertad económica y las de¬ 
más libertades de los ciudadanos. 

Constitución de 1821 

En líneas generales, esta primera 
Constitución del Estado grancolom- 
biano proclamó la independencia de 
la nación y propuso un gobierno re¬ 
publicano, representativo, territorial¬ 


mente centralizado, con división del 
poder público en tres ramas y sistema 
electoral indirecto con sufragio res¬ 
tringido. Se estableció un Congreso 
bicameral, con un Senado compuesto 
por cuatro senadores por cada depar¬ 
tamento, elegidos para periodos de 
ocho años, con renovación del cuerpo 
por mitades cada cuatro años, y una 
Cámara de Representantes integrada 
según la población de cada provincia, 
con miembros de período cuatrienal. 
El Congreso se reunía ordinaria¬ 
mente cada año durante noventa días 
prorrogables hasta por treinta más. 

El presidente de la República eia 
elegido cada cuatro años y se permitía 
su reelección inmediata por una vez. 


En sus faltas, tanto absolutas como 
temporales, lo remplazaba el vicepre¬ 
sidente. Ambos funcionarios eran 
elegidos indirectamente —los ciuda¬ 
danos escogían unos "electores", los 
cuales decidían el nombre del manda¬ 
tario—♦ Pero si ningún candidato ob¬ 
tenía los dos tercios de los votos de 
los electores, la competencia para ha¬ 
cer la elección pasaba al Congreso de 
la República. El presidente era aseso¬ 
rado en el ejercicio de sus funciones 
por un consejo de gobierno, com¬ 
puesto por el vicepresidente, los se¬ 
cretarios del despacho y un miembro 
de la alta Corte de Justicia. El presi¬ 
dente tenía las funciones de jefe de 
Estado, de gobierno y de la adminis¬ 
tración. Sin embargo, para el nombra¬ 
miento de agentes diplomáticos, in¬ 
tendentes departamentales y gober¬ 
nadores de las provincias requería el 
consentimiento del Senado. 

La Constitución de 1821 estableció 
un sistema presidencial de gobierno, 
inspirado en el modelo estadouni¬ 
dense, considerado el más adecuado 
para la república grancolombiana, 
dada la gueTta contra España aún in¬ 
conclusa, la carencia de cultura polí¬ 
tica para una mayor participación de¬ 
mocrática y la preponderancia irresti- 
ble de la figura del Libertador. Los me¬ 
canismos de controles y contrapesos 
entre los diversos órganos detentadores 
de poder, establecidos principalmente 
con el ánimo de limitar al presidente, 
alcanzaron a garantizar la constitucio- 
nalidad del régimen, pero no a dotar 
a los órganos diferentes del Ejecutivo 
de verdadero poder de decisión. 

La Gran Colombia nunca contó con 
aceptación popular. Para la mayoría 
de la población, incluida dentro de 
ella buena parte de los caudillos mili¬ 
tares que adelantaron la guerra de in¬ 
dependencia, los enunciados de Es¬ 
tado-nación, y más aún, de Estado- 
continente, carecían de significado. 
Habituada como estaba la población 
al régimen colonial semifeudal, y ca¬ 
rente de los más elementales rudi¬ 
mentos de formación política, los pro¬ 
pósitos de los líderes del movimiento 
emancipador resultaban extraños dis¬ 
cursos refinados de imposible com¬ 
prensión. El Estado grancolombiano 
devino así un Estado oligárquico, una 
nación exclusivamente criolla, sin 
sustento popular, a pesar de los pos¬ 
tulados de la Constitución. 

La élite criolla venezolana se vio 
afectada por el sistema férreamente 
centralista establecido por la Consti¬ 
tución, y lastimada en su legítimo 
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Portada de fa Constitución 
de la Repwlí/ícfl do Coiomfcífi, 
prom ideada en ia 1/í/ifl de/ 
Rosario de Ciíoutá, agosto 30 
de 1S2J, ArcJiiuo General 
de la Nación , Bogotá, 


Prafnifudc y Tífu/o J 
(De tá nflctán Co/omínana 
y de los Colombianos). 
Constitución de Cúcuta, 1821. 
Archivo General de la Nación. 
Bogotá. 


firmas de promulgación de la 
Constitución de 1821 , Entre 
ellas : Miguel Peña, presidente 
del Congreso, y Rafael Lasso 
de la Vega, obispo de Méñda 
y Maracaibo, vicepresidente. 


celo regional por la designación de 
Bogotá como capital de la República, 
La Constitución fue reconocida a re¬ 
gañadientes y con condiciones por la 
municipalidad de Caracas, la cual 
desde el primer momento se quejó de 
no haber tenido adecuada representa¬ 
ción en el congreso constituyente. 

La incorporación del Ecuador se 
efectuó como una simple anexión del 
territorio militarmente conquistado 
por el ejército patriota, luego de la 
batalla de Pichincha, en 1822. Guaya¬ 
quil, ciudad que había declarado indi¬ 
vidualmente su independencia, fue 
anexada a la República por decisión 
de dos generales victoriosos. La par¬ 
ticipación de los grupos dirigentes 
ecuatorianos en los círculos deciso¬ 
rios del gobierno nacional fue prácti¬ 
camente nula. En el Ecuador, la Gran 


Colombia fue vista más como una 
nueva dominación, proveniente de 
neogranadinos y venezolanos, que 
como una efectiva independencia. 

A pesar del régimen enunciado en 
la Constitución, la praxis política de 
la Gran Colombia fue una prolonga¬ 
ción del régimen colonial, ahora sin 
la injerencia de la Corona española. 
Los caudillos militares del ejército pa¬ 
triota fueron recompensados con 
grandes extensiones de tierra, con lo 
que se creó una nueva clase dominan¬ 
te, y se mantuvieron los postulados 
básicos de funcionamiento del sis¬ 
tema que en teoría se pretendía supri¬ 
mir. Un sector de los fundadores del 
Estado grancolombiano fue refor¬ 
zando paulatinamente la dosis de au¬ 
toritarismo del sistema de gobierno, 
creyendo encontrar en ello solución 
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Firmas de diputados en la 
Constitución de 1821. Entre 
ellas: Ramón Ignacio Méndez, 
fosé María Hinestrosa, Sinforusa 
Mutis, José Manuel Res trepo, 
Félix Restrepo y Pedro Gual. 


Firmas de los tres secretarios del 
Congreso de Cúcuta ; Francisco 
Soto , Miguel Santamaría 
y Antonio José Caro, y otros 
diputados como Vicente A. 
Porrero y Francisco Conde. 


Sanción de la Constitución de 
Cúcuta, firmada el 6 de octubre 
de 1821 por Simón Bolívar 
y tos ministros Pedro Brice ño 
Méndez, Pedro Gual y Diego 
Bautista Urbano ja. 


a los problemas estructurales del en¬ 
gendro. Se llegó a pensar en la susti¬ 
tución del régimen republicano por 
uno monárquico, ya fuera éste con la 
figura del presidente vitalicio o me¬ 
díanle la importación de un príncipe 
europeo que iniciara la dinastía luego 
de la muerte de Bolívar. Tales proyec¬ 
tos fracasaron. 

En 1828 se reunió un nuevo con¬ 
greso constituyente, en la población 
de Ocaña, el cual no llegó a ningún 
acuerdo sobre las reformas que se 
creía conveniente introducir a la 
Constitución. La disolución de este 
cuerpo precipitó la dictadura, que fue 
asumida por Simón Bolívar y ejercida 
hasta comienzos de 1830. Para este 
año se reunió otro congreso que dictó 
una nueva Constitución para la Gran 
Colombia, en sustitución de la de 1821 
Sin embargo, ya Venezuela y Ecuador 
habían decidido separarse de la unión 
y organizarse autónomamente. 

Constitución de 1830 

La Constitución de 1830, de la cual 
se ha dicho con acierto que «nació 
muerta», fue presentada como un 
cuerpo normativo enteramente nue¬ 
vo, a pesar de lo cual puede conside¬ 
rársele como una reforma a la de 182L 
Se introdujo una pequeña dosis fie 
descentralización territorial, se eleva¬ 
ron los requisitos de propiedad para 
elegir y ser elegido, se aumentó el 
poder del Ejecutivo y se extendió su 
período a ocho años, a la vez que se 
atenuó su régimen de responsabili¬ 
dad. Se prohibió la delegación de fa¬ 
cultades legislativas del Congreso al 
presidente. Pero, como se ha dicho, 
esta Constitución no fue más que parte 
del epitafio de la Gran Colombia. 

Un Estado con semejantes deficien¬ 
cias estructurales no podía subsistir. 
A pesar de los intentos por introducir 
reformas económicas, jurídicas y en 
el estilo de vida política, resultaron 
insuperables los obstáculos ocasiona¬ 
dos por la carencia de sentimiento de 
nación, la falta de institucionalidad 
del Estado, que semejaba más un 
pacto de caballeros que un auténtico 
aparato político, la penuria ocasio¬ 
nada por la guerra, los persistentes 
brotes tanto de anarquía como de au¬ 
toritarismo, la imprepara clon de los 
grupos dominantes para asumir las 
tareas del gobierno y de la administra-’ 
ción, y otros factores conexos. La 
Gran Colombia fue una estrategia bri¬ 
llante para enfrentar la guerra con Es¬ 
paña, pero un Estado imposible para 
organizar a partir suyo el modelo eco- 
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Cúpula del templo de Villa del Rosario 
de Cúeuta, donde se reunió el Congreso 
General de 1821. 

Corporación Nacional de Turismo , Bogotá. 


nómico y social que los emancipado¬ 
res proclamaban. 


La Nueva Granada 

Constitución de 1832 

Desmembrada la Gran Colombia por 
la separación de Venezuela y Ecua¬ 
dor, la Nueva Granada, desprovista 
de aquel carácter y dimensión sub¬ 
continentales, pudo comenzar a mol¬ 
dear su Estado nacional, aunque es 
cierto que para la época no existía su¬ 
ficiente sentimiento de nacionalidad. 

Un congreso constituyente reunido 
en Bogotá a finales de 1831 expidió, 
primero, una ley fundamental que 
formalmente creó el Estado de la 
Nueva Granada en las provincias cen¬ 
trales de la extinta Gran Colombia, y 
en febrero de 1832 tuvo lista la nueva 
Constitución, que mantuvo inmodifi¬ 
cados los principios fundamentales 
del sistema gestado desde el inicio de 
la emancipación: adopción formal del 
liberalismo económico y político, sis¬ 
tema republicano, representativo y 
presidencialista, predominio de la 
rama ejecutiva, y exclusión de los sec¬ 
tores populares del ejercicio del sufra¬ 
gio, Debe anotarse que pese a las dis¬ 
posiciones constitucionales sobre li¬ 
bertades económicas, las bases del 
modo de producción y el sistema fis¬ 
cal heredados de la Colonia se mantu¬ 
vieron durante varios lustros más. 

La Constitución acogió la forma es¬ 
tatal unitaria, con moderada descen¬ 


tralización, En cada provincia —el ni¬ 
vel departamental fue suprimido-—se 
creó una cámara provincial que tenía 
injerencia en la designación de sus fun¬ 
cionarios judiciales y de su goberna¬ 
dor, mediante el envío de listas de as¬ 
pirantes a tales cargos a las autoridades 
centrales, para que de entre ellas fuese 
efectuada la‘designación. En el caso de 
los gobernadores, quienes tenían la ca¬ 
lidad de agentes inmediatos constitu¬ 
cionales del presidente de la Repúbli¬ 
ca, las listas eran de seis candidatos. 

Aunque se mantuvo el sistema 
electoral indirecto, con sufragio res¬ 
tringido, se disminuyeron las exigen¬ 
cias económicas y capacitarías para 
los sufragantes de primer grado. El 
requisito de saber leer y escribir para 
el ejercicio del sufragio fue diferido 
por la Constitución hasta 1850, así 
que nunca tuvo aplicación. Cada dos 
años los sufragantes de primer grado 
designaban a los electores, a razón de 
uno por cada mil habitantes. Estos 
posteriormente elegían al presidente, 
al vicepresidente, a los senadores y 
representantes de la respectiva pro¬ 
vincia, y a los diputados de las cáma¬ 
ras provinciales. 

El Congreso se reunía anualmente 
durante sesenta días prorrogables 
por treinta más. Los senadores tenían 
período de cuatro años y los repre¬ 
sentantes de dos. Ambas cámaras se 
renovaban por mitades cada dos y un 
año, respectivamente. La función le¬ 
gislativa correspondía al Congreso, 
con el expreso carácter de indelega¬ 
ble. Como garantía de independencia 
entre el Congreso y las demás ramas 
del poder, se prohibió a los miembros 





Iglesia de Ocaña f en Norte de Santander, 
donde se reunió la Convención de 1828. 
Acuarela de Roberto Páramo Tirado , 
Museo Nacional , Bogotá. 


de estas ultimas hacer parte del Con¬ 
greso, a la vez que los congresistas 
estaban vedados para aceptar em¬ 
pleos de libre nombramiento y remo¬ 
ción del Ejecutivo. 

El presidente de la República tenía 
período cuatrienal y no podía ser re¬ 
elegido para el período inmediata¬ 
mente siguiente. Conservó las funcio¬ 
nes principales de jefe de Estado, de 
gobierno, de la administración y de 
la fuerza pública. Sin embargo, como 
reacción frente a los abusos autorita¬ 
rios padecidos durante la época gran- 
colombiana, se introdujeron algunos 
límites, restricciones y contrapesos a 
su poder, especialmente en el régi¬ 
men de excepción. 

Se creó un Consejo de Estado, inde¬ 
pendíente de la rama ejecutiva, inte- 
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Preámbulo de la Constitución 
de 1880, expedida en Bogotá el 
29 de abril de ese año. Archivo 
General de la Nación , Bogotá. 


Constitución de 1830: firmas de 
Vicente Barrero r presidente del 
Congreso, José Modesto Larrea r 
vicepresidente, y otros 
diputados . 


Sanción de la Constitución de 
1830, firmada el 5 de maya por 
el vicepresidente Domingo 
Cay cedo y los ministros Osario, 
Márquez y Herrón. 
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Constitución del Estado de la 
Nuezm Granada, expedida en 
Bogotá el 29 de febrero de 1832. 
Archivo General de la Nación, 
Bogotá. 


Constitución de 1832 con las 
firmas de los dignatarios de la 
Convención José María Estévez , 
obispo de Santa Marta,, y 
Mauricio José Romero* 


Sanción de la Constitución 
firmada ello, de marzo de 1832 
por el vicepresidente J.M. 
Obando y tos ministros Per eirá, 
D.F. Gómez y A. Obando. 
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grado por siete miembros elegidos 
por el Congreso en reunión plena, 
con período cuatrienal y renovación 
por mitades bienalmente. El Consejo 
emitía dictámenes no obligatorios 
para el presidente, en los casos expre¬ 
sados en la Constitución. Intervenía 
además en el nombramiento de ma¬ 
gistrados de la Corte Suprema de Jus¬ 
ticia, de los tribunales de distrito judi¬ 
cial y de agentes diplomáticos y con¬ 
sulares, Su principal atribución con¬ 
sistía en remplazar al Congreso en 
sus períodos de receso, en la conce¬ 
sión de facultades extraordinarias al 
presidente de ia República durante 
los estados de excepción. 

Durante el lapso de vigencia de la 
Constitución de 1832 no se presenta¬ 
ron golpes de Estado, ni cambios 
traumáticos en el estilo de vida polí¬ 
tica, Se aclimataron en el país la ten¬ 
dencia al gobierno constitucional, el 
repudio a los regímenes de hecho, la 
preferencia por las formas jurídicas y 
la resistencia a las transformaciones 
radicales. El temperamento civilista, 
pero fuertemente autoritario y re¬ 
nuente al cambio, constituye la he¬ 
rencia de esta época. 

Constitución de 1843 

El régimen debió hacer frente a varias 
agresiones imperialistas extranjeras, 
que fueron solucionadas diplomática¬ 
mente, única herramienta con que se 
contaba para el manejo de las relacio¬ 
nes internacionales. También salie¬ 
ron airosos los gobiernos del conflicto 
conocido como guerra de los Supre¬ 
mos, contienda civil que, encendida 
en el sur del país, alcanzó entre 1839 
y 1841 relieve nacional. Se denominaba 
"supremos" a los caudillos regionales 

Constituciones de Colombia: 


y locales insurrectos, cuyos variados 
y difusos reclamos apenas permiten 
vislumbrar la ausencia de un senti¬ 
miento genuino de nacionalidad, 
cierto afán deseentralizador o federal 
e, indirectamente, el reclamo reivin¬ 
dicatorío contra las condiciones de 
miseria en que permanecían los gru¬ 
pos trabajadores, en especial el de los 
esclavos. En la guerra de los Supre¬ 
mos hay también, sin duda, una ma¬ 
nifestación del espíritu militarista ve¬ 
leidoso propio de la guerra de eman¬ 
cipación y del estilo político de la 
Gran Colombia, 

La derrota de los "supremos" dejó 
el campo abierto a ios grupos reaccio- 
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Primera página de la Constitución 

de la República de la Nueva Granada , expedida 

en Bogotá el 20 de abril de 1843. 

Archivo General de la Nación, Bogotá. 


narios, que aprovecharon la ocasión 
para anatematizar la Constitución 
como no apta para mantener el orden 
público. Como reforma al modelo de 
1832 fue promulgada en 1843 una 
Constitución que robustecía el princi¬ 
pio de autoridad, desarrollado princi¬ 
palmente en la figura del presidente 
de la República, y proponía un sis¬ 
tema de gobierno excluyen te y centra¬ 
lizado, dentro de un régimen con pre¬ 
ponderancia de la Iglesia católica y 
concepto subalterno de la libertad. 


TRANSFORMACIONES 
DE MEDIADOS DEL SIGLO XIX 

La guerra de los Supremos trajo como 
consecuencia indirecta la división del 
grupo dominante que había salido 
vencedor. Los comerciantes y peque¬ 
ños productores, por su lado, habían 
adquirido mayor predominio econó¬ 
mico y social y reclamaban la aboli¬ 
ción definitiva de la estructura pro¬ 
ductiva colonial. Frente a ellos perma¬ 
necían los latifundistas, encabezados 
por el clero católico, interesados en 
la conservación del statu quo , 

El debate sobre la conservación o 
suplantación del modelo económico 
y social de la Colonia ocupó durante 
los siguientes lustros el primer plano 
en la discusión nacional. Los interesa¬ 
dos en la prolongación del sistema 
fundaron el partido conservador, 
mientras que los amigos de instaurar 



Constitución de 1843: firmas de José Ignacio de 
Márquez, Juan CU maco Ordóñez , Vicente 
Cárdenas , Pedro Alcántara Herrón, Mariano 
Ospina, Rufino Cuervo y fosé Acevedo. 
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Tomás Cipriano de Mosquera y Arboleda. 
Oteo de Marco A , Salas Yepes, 

Ministerio de Gobierno, Bogotá, 


un sistema de libre producción y com¬ 
petencia se agruparon en el liberal. 
Tal es el origen de los partidos polí¬ 
ticos tradicionales, que desde enton¬ 
ces han disputado y compartido alter¬ 
nativamente el poder político en Co¬ 
lombia. Sus fronteras ideológicas y 
programáticas, no siempre bien deli¬ 
mitadas, han cambiado bastante 
desde entonces, a la par con la histo¬ 
ria nacional. 

Para mediados del siglo xix se ha- 
bían fortalecido los grupos sociales 
compuestos por manufactureros, co¬ 
merciantes y artesanos, para cuyos 
intereses el modelo colonial era un 
obstáculo* Los pequeños agriculto¬ 
res, en especial del oriente neograna- 
díno, abogaban también por la supre¬ 
sión de las trabas coloniales al libre 
cultivo. Los latifundistas y el clero, 
en situación de decadencia, resistie¬ 
ron con tenacidad el embate del refor- 
mismo desatado por los primeros* 

FJ Congreso de 1848 aprobó una 
ley sobre administración y régimen 
municipal que detalló los bienes y 
rentas de propiedad de las entidades 
territoriales. Esta ley fue precursora 
del impulso deseentralizador que 
pronto irrumpió en la vida nacional. 
Al año siguiente, el Congreso decretó 
la libertad del cultivo del tabaco y la 
abolición de la pena de muerte por 
delitos políticos. Al cuerpo legislativo 
de 1850 correspondió aprobar la ley 
de redistribución de rentas y gastos 
entre la nación y las entidades territo¬ 


riales; esta ley de carácter económico 
tuvo profundas repercusiones políti¬ 
cas y dio oxígeno a la vida provincial. 
Medíante ley de 21 de mayo de 1851 
fue abolida definitivamente la esclavi¬ 
tud. El mismo año fueron aprobadas 
leyes de libertad de imprenta, juicio 
por jurados y extinción de fueros ecle¬ 
siásticos, En 1853 fue aprobada legal¬ 
mente la separación entre la Iglesia 
católica y el Estado. 

Este cumulo de medidas reformis¬ 
tas no fue asimilado ni fácil ni pronta¬ 
mente, El líbre comercio arruinó la 
pequeña estructura productiva de los 
artesanos; las reformas eclesiásticas 
marcaron un grave punto de discor¬ 
dia nacional; y la abolición de la escla¬ 
vitud desató la insurrección de los 
dueños de esclavos contra el gobierno 
nacional, movimiento que fue derro¬ 
tado por las fuerzas de este último* 

Dentro del liberalismo existía, sin 
embargo, una profunda división in¬ 
terna* A pesar del propósito común 
de desterrar el régimen colonial y de 
establecer un mercado más amplio, 
el grupo de los comerciantes propug¬ 
naba por un comercio exterior basado 
en el libre cambio, mientras que ios 
artesanos requerían para subsistir ba¬ 
rreras proteccionistas de los produc¬ 
tos nacionales frente a los extranjeros. 
Tal diversidad de posiciones tuvo su 
expresión política en la división del 
partido entre gólgotas y draconianos. 
Los segundos patrocinarían el golpe 
de Estado del general José María 
Meló, en 1854, que con muy poca for¬ 
tuna pretendió detener el movimiento 



¡osé Hilario López Valdés. 

Oleo de Guillermo Vi lia , 1891 . 

Casa Museo de la Convención, Rionegro . 



Salón del Senado en Bogotá. Acuarela de ¡osé 
Gabriel Tatis én sh álbum sobre el Congreso 
Constituyente de 1853 (Ver Tomo 2, pág$. 
380/382). Museo Nacional, Bogotá , 


librecambista favorecido desde el Con¬ 
greso por la mayoría gólgoía, que hizo 
coalición con el partido conservador 
para bloquear la dictadura* 

Constitución de 1853 

El ímpetu reformista llegó hasta la 
misma Constitución. Para el Estado 
que tenían planeado los liberales, la 
estructura del código de 1843 resul¬ 
taba inadecuada. Si bien el modelo 
autoritario facilitaba la imposición de 
las reformas desde la cúspide guber¬ 
nativa, el liberalismo pretendía tam¬ 
bién un mecanismo alternativo de 
distribución territorial del poder po¬ 
lítico, que atendiera de mejor manera 
las necesidades de la postrada vida 
municipal* El ambiente filantrópico y 
romántico que a nivel internacional 
caracterizó el período en cuestión, in¬ 
fluyó también en la elaboración de la 
nueva Carta Política, 

La Constitución de 1853 diseñó una 
república territorialmente descentra¬ 
lizada, con sistema de gobierno presi- 
deneialísta, aunque aumentó la dosis 
de poder del Congreso. Se estableció 
por primera vez el sufragio universal 
—reservado a los varones mayores de 
21 años— y se amplió el número de 
funcionarios de elección popular. En 
efecto, los ciudadanos elegían direc¬ 
tamente al presidente y al vicepresi¬ 
dente de la República, a los magistra¬ 
dos de la Corte Suprema de Justicia, 
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Preámbulo de la Constitución Política de la 
Nueva Granuda, expedida el 20 de mayo de 1853. 
Archivo General de la Nación, Bogotá. 


al procurador general de la nación, a 
los senadores y representantes, a los 
gobernadores de las provincias y a 
los miembros de las legislaturas pro¬ 
vinciales. Se consagró además un am¬ 
plio catálogo de libertades y derechos 
de los neogranadinos. 

Dada la estructura unitaria pero 
descentralizada del Estado, la Consti¬ 
tución estableció una distribución de 
competencias entre la nación y las 
provincias. Al nivel central le corres¬ 
pondían la conservación del orden 
público, la organización de las fuerzas 
armadas, las relaciones internaciona¬ 
les, la legislación constitucional, civil 
y penal, la administración de justicia 
y la determinación de la moneda y 
del sistema de pesas y medidas, entre 
otras. Las fundones no conferidas ex¬ 
presamente por la Constitución al ni¬ 
vel nadonal, correspondían a las pro¬ 
vincias. Estas podían dictarse sus 
propias constituciones. 

Con las reformas introducidas en¬ 
tre 1845 y 1853, cuya máxima ex¬ 
presión fue la Constitución expedida 
ese último año, se inauguró un pe¬ 
ríodo conocido como República Libe¬ 
ral, época de predominio del partido 
liberal en fa vida política del país, 
que se extendió hasta 1885, fecha en 
la que, vencidas en la batalla de 
La Humareda las fuerzas radicales, 
dieron paso a la Regenerarión conser¬ 
vadora. 
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SíJttritfn de la Constitución del853 r firmada por 
¡osé María Otando, Patrocinio Cuéllar, José 
M, Plata , Lorenzo Muría Lleras y Santiago Fraser. 


PROCESO 

DE FEDERALIZACIÓN 

Colombia no ha encontrado aún solu¬ 
ción político-jurídica satisfactoria a su 
diversidad regional. A lo largo de su 
historia ha ensayado el centralismo a 


ultranza, el sistema unitario con di¬ 
versos grados de descentralización 
administrativa y política, y el sistema 
federal, sin que ningún modelo 
pueda considerarse consolidado o 
haya funcionado sin obstáculos. El 
país posee una rica diversidad regio¬ 
nal, afianzada en factores geográficos, 
económicos, étnicos, históricos y cul¬ 
turales, que ha persistido sin necesa¬ 
ria relación con sus sucesivos ordena¬ 
mientos territoriales. 

Hada 1845 se inició un proceso de 
creadón de nuevas provincias dentro 
del esquema centralista de la Consti- 
tudón entonces vigente. Datos fide¬ 
dignos afirman que se llegó al número 
de 36 provincias en 1853. Para este 
último año se inició un proceso inver¬ 
so, de reagrupación de las provincias 
en estados de mayores dimensiones 
y capaddades, como antesala del fe¬ 
deralismo. El impulso federal llevó al 
Congreso de 1855 a reformar la Cons¬ 
titución expedida dos años atrás, en 
el sentido dé hacer una excepción al 
sistema de Estado unitario descentra¬ 
lizado y crear un estado federal "so¬ 
berano", dentro del mismo: ei Estado 
de Panamá. El acto reformatorio fa¬ 
cultó además al Congreso para la 
creación, mediante el trámite estable¬ 
cido para la aprobación de las leyes, 
de otros estados federales. La reac¬ 
ción de las provincias no se hizo espe¬ 
rar, Antioquia, Santander, Cauca, 



Mapa de Venezuela , Nueva Granada y Ecuador , ¿n que se aprecia la división en provincias 
del territorio colombiano. j.H. Colion & Cu., Nueva York, 1855. 

Mapoteca 4, XMS, Archivo General de la Nación, Bogotá. 
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Afo Constitucional Transitorio y Cowsfífüridn Pofífica para los Estados Unidos de Colombia, expedidos en Rionegro , Antioquia, el 8 de mayo de 1863, 
con las firmas de justo Arosemem como presidente de la Convención y de Julián Trujillo como vicepresidente . Archivo General de la Nación , Bogotá. 


Cundinamarca, Boy acá, Bolívar y 
Magdalena obtuvieron su categoría de 
estados miembros de la federación. 

Se presentó así una situación anó¬ 
mala, en la cual una Constitución dise¬ 
ñada para un Estado unitario, lo era 
en realidad de una federación. Ello 
determinó la elaboración de una 
nueva Carta Política, la de 1858, apro¬ 
bada en el Congreso sin mayores 
traumatismos, dado el acuerdo bipar¬ 
tidista que respaldó al movimiento fe¬ 
deral de ese entonces. 

Constitución de 1858 

La Constitución de 1858 dio al país el 
nombre de Confederación Granadi¬ 
na. En su parte orgánica se limitó a 
regular los asuntos propios de la ór¬ 
bita federal, y dejó a ios estados la 
competencia en todos los aspectos de 
la organización no atribuidos expre¬ 
samente a la Confederación, con la 
exigencia de que sus gobiernos fue¬ 
sen representativos, alternativos, 
electivos y responsables. Ai nivel fe¬ 
deral le correspondían el manejo de 
las relaciones internacionales y los 
asuntos en que se vieran involucrados 
dos o más estados de la Confedera¬ 
ción. En concurrencia con los esta¬ 
dos, a la federación le correspondía 
el fomento de la instrucción pública, 
el servicio de correos y la construcción 
de vías de comunicación* Como varia¬ 
ción a la estructura de la rama ejecutiva 
federal se sustituyó la figura del vice¬ 
presidente por la de tres "designados" 
elegidos anualmente por el Congreso. 

Debe resaltarse de esta Constitu¬ 
ción la introducción de un mecanismo 
de control de constitucionalidad y le¬ 


galidad, en virtud del cual la Corte 
Suprema Federal podía suspender los 
actos de las legislaturas de los estados 
contrarios a la Constitucidh o a las 
leyes federales* Una vez suspendi¬ 
dos, dichos actos pasaban al examen 
del Senado de la confederación, el 
cual decidía en definitiva sobre su ju¬ 
ridicidad. Colombia inició así su ca¬ 
mino hacia el control judicial de cons- 
titucionalidad. 

El Congreso de 1859, con el patro¬ 
cinio del gobierno de turno, apTObó 
tres leyes mediante las cuales se res¬ 
tringían considerablemente las facul¬ 
tades y autonomía de los estados. 
Una de ellas versaba sobre asuntos 
electorales, mientras las dos restantes 
establecían las figuras de "intenden¬ 
tes" e "inspectores", funcionarios de¬ 
signados por el gobierno central, que 
vigilaban el funcionamiento de los es¬ 
tados en diversas materias* Estas le¬ 
yes desdibujaban la estructura federal 
de la Constitución y suscitaron en 
consecuencia airada oposición en va¬ 
rios estados* La falta de cultura polí¬ 
tica de los líderes gobernantes, la au¬ 
sencia de efectivos canales de expre¬ 
sión pacífica del descontento y otros 
factores agudizaron la controversia, 
al punto de desatar una prolongada 
guerra civil de estos estados contra el 
gobierno federal* 

Como caso único en la historia del 
país, las fuerzas insurrectas vencie¬ 
ron al gobierno constitucional, pro¬ 
duciéndose en consecuencia un rom¬ 
pimiento insalvable en el sistema de 
legalidad* El general Tomás Cipriano 
de Mosquera, al mando de las tropas 
victoriosas y como jefe del partido libe¬ 


ral (a pesar de su origen conservador), 
asumió el poder absoluto en 1861. 

La necesidad de seguridad jurídica, 
muy característica del temperamento 
nacional, determinó cierta oposición 
por parte del radicalismo liberal al dic¬ 
tador, y aceleró la convocatoria de un 
nuevo cuerpo constituyente, el cual, 
reunido entre febrero y mayo de 1863, 
en Rionegro (Antioquia), expidió una 
nueva Constitución para los Estados 
Unidos de Colombia, en la cual se 
consagró el ideario de la corriente de 
avanzada del liberalismo de la época. 

Constitución de 1863 

En la parte doctrinaria de la Constitu¬ 
ción se consagró un amplio catálogo 
de derechos y libertades de los ciuda¬ 
danos, de corte individualista. En los 
principios constitucionales se acen¬ 
tuó la forma federal del Estado. Se 
facultó a los estados para tener fuerza 
pública diferente de la federal y se 
prohibió al gobierno central el envío 
de funcionarios a los estados en tiem¬ 
pos de paz. Tales normas entrañaban 
una reacción contra las leyes y prácti¬ 
cas gubernamentales que habían de¬ 
satado la guerra civil. Para la protec¬ 
ción de la autonomía de los estados 
y de los derechos de los ciudadanos, 
considerados bases de la Unión, se 
estableció un mecanismo de control 
consistente en que las legislaturas de 
los estados podían anular todo acto 
del Congreso o del poder ejecutivo 
nacionales que se considerara violato- 
rio de estos principios. 

En el ámbito federal se aumentó el 
relieve político del Congreso y se de¬ 
bilitó el poder del Ejecutivo, aunque 
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Patio y salón principal de la Casa de la Convención, en Rionegro (Antioquia), donde se elidió la Constitución de ios Estados Unidos de Colombia 
el 8 de mayo de 1863. Fotografías de jorge Alberto Londoño. 


se mantuvo el esquema de gobierno 
presidencíalista. El período presiden¬ 
cial fue reducido a dos años, sin posi¬ 
bilidad de reelección inmediata. Los 
nombramientos de secretarios de Es¬ 
tado, agentes diplomáticos y jefes mi¬ 
litares se sometían a la aprobación del 
Senado. Esta misma corporación in¬ 
tervenía en la dirección de las relacio¬ 
nes internacionales, mediante la 
aprobación de las instrucciones que 
el presidente impartiera a los agentes 
diplomáticos sobre la celebración de 
tratados públicos. El general en jefe 
del Ejército Nacional era nombrado 
por el presidente, de lista de aspiran¬ 
tes elaborada por el Congreso. 

De acuerdo con los presupuestos 
de funcionamiento de un sistema fe¬ 
deral, el presidente era elegido por 
los estados. Cada estado tenía para 
el efecto un voto, independiente¬ 
mente de factores como población o 
extensión territorial. En cada estado 
se realizaba una votación interna. El 
ganador de dicha votación, por mayo¬ 
ría relativa, obtenía el voto del esta¬ 
do. Dado que la federación estaba 
compuesta por nueve estados, el can¬ 
didato que obtuviera la mayoría en 
cinco estados resultaba elegido presi¬ 
dente, así la suma simple de los votos 
de los electores arrojara una mayoría 
diversa. 

El funcionamiento regular de un 
sistema constitucional es complejo; 
requiere la combinación de factores 
económicos, políticos, culturales y ju¬ 
rídicos adecuados. Dentro de la es¬ 
tructura social colombiana del siglo 
XíX se presentaban múltiples obstácu¬ 
los al funcionamiento de cualquier 
sistema de gobierno. Las ya señaladas 
carencias de cultura política y senti- 
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miento arraigado de nacionalidad, 
además de la insuficiencia de recursos 
económicos para atender elementales 
necesidades de la sociedad y la situa¬ 
ción de pobreza crítica en que perma¬ 
necía la mayoría de la población, aten¬ 
taban permanentemente contra las ins¬ 
tituciones. A estas circunstancias no 
escapó la Constitución de 1863. 

El régimen instaurado en Rionegro 
tuvo también elementos propios de 
desgaste. La ausencia del partido con¬ 
servador en el cuerpo constituyente 
restó legitimidad a la Constitución. 
Las relaciones entre el partido liberal 
gobernante y el clero fueron difíciles. 
En 1861 se había decretado la expro¬ 
piación de bienes raíces de la Iglesia, 
conocida como desamortización de 
bienes de manos muertas, medida de 
espíritu latifundista que, si bien tenía 
su justificación, causó aguda resisten¬ 
cia entre los afectados. Durante el go¬ 
bierno de Mosquera fueron dictadas 
otras medidas anticlericales, como la 
expulsión de los jesuítas y la ley de 
tuición. Estas medidas iban más allá 
del postulado de «la Iglesia libre en 
el Estado libre», y de la libertad reli¬ 
giosa. La Constitución incluyó algu¬ 
nos preceptos de recio contenido lai¬ 
co, que endurecieron la posición del 
clero frente al sistema. 

Uno de los aspectos más criticados 
del régimen derivado de la Constitu¬ 
ción de 1863 ha sido el manejo del 
orden público. El espíritu federal que 
inspiró a la generación radical fue 
aplicado también en esta materia. 
Cada estado estaba en capacidad de 
establecer y mantener su propia 
fuerza armada. El gobierno central 
debía mantener neutralidad frente a 
los conflictos internos de cada estado; 


cuando ei gobierno de alguno de és¬ 
tos fuera derrocado por fuerzas rebel¬ 
des, el gobierno de la federación de¬ 
bía reconocer la nueva situación, una 
vez cerciorado del acatamiento de la 
Constitución por las nuevas autorida- 
de s secci ona les. A dido nal me n te, 
otro precepto de la Constitución, que 
pretendía dar cabida a prácticas hu¬ 
manitarias durante las contiendas ci¬ 
viles, fue interpretado como válvula 
a la arbitrariedad y el desconoci¬ 
miento de los derechos consagrados 
por la misma Constitución. Se pre¬ 
sentaron varias revueltas locales y 
una guerra civil de carácter nacional 
(entre 1876 y 1877) durante la vigencia 
de la Constitución de 1863. 

Esta misma situación, de persis¬ 
tente alteración del orden público, 
acompañó los 1Ü5 años de vigencia 
de la Constitución de 1886, a pesar 
de la centralización del manejo del 
orden público. Tales alteraciones se 
deben a complejos factores que la so¬ 
ciología y la politología nacionales se 
han esforzado por explicar durante 
los años recientes. La superestructura 
jurídica no puede considerarse como 
responsable exclusiva, ni siquiera pri¬ 
mordial, de este fenómeno. La anate- 
mización que por el manejo del orden 
público se ha hecho del régimen inau¬ 
gurado en la Constitución de 1863 res¬ 
ponde a intereses políticos. Similar 
crítica podría hacerse al sistema de la 
Constitución de 1886. 

El panorama social de la segunda 
mitad del siglo xíx colombiano pá¬ 
senla, frente al latifundio que perma¬ 
nece y a los productores artesanales 
arruinados por el libre comercio, a 
una clase social de comerciantes enri¬ 
quecidos por el aumento en el inter- 
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cambio de productos. Los adelantos 
en las vías de comunicación, especial¬ 
mente del ferrocarril, facilitaron la im¬ 
portación de mercancías. En el dece¬ 
nio de 1870 se fundaron los primeros 
bancos, signo inequívoco de la conso¬ 
lidación del sistema capitalista. Algu¬ 
nos indígenas y los antiguos esclavos 
fueron incorporados al esquema so¬ 
cial como proletarios asalariados des¬ 
poseídos, La vida municipal y provin¬ 
cial tuvo relativo florecimiento. El 
proceso de migración de población 
campesina hacia el occidente colom¬ 
biano, ocurrido por esta época y cono¬ 
cido como la "colonización a n tí oque - 
ña", dio origen al cultivo masivo del 
café, producto básico de ia economía 
nacional. 
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Todo sistema político tiene épocas de 
crisis. El desgaste propio del ejercicio 
del poder, las limitadas posibilidades 
de acción gubernativa en un Estado 
de arcas exiguas, el embate de las re¬ 
vueltas y guerras civiles y los estragos 
propios del Estado liberal clásico, 
afectaron a la generación radical go¬ 
bernante. La verticalidad de los radi¬ 
cales en sus principios ideológicos fue 
aprovechada por grupos reacciona¬ 
rios para demoler el sistema federal. 
El sector de los artesanos y manu¬ 
factureros no encontró posibilidades 
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Preámbulo de la Constitución Política 
de Colombia, expedida ei 4 de agosto de 1886 
por el Consejo Nacional de Delegatorias. 
Archivo General de la Nación, Bogotá. 
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de expansión con el sistema de libre 
comercio internacional, el cual, ade¬ 
más, ciertamente inscribía a Colom¬ 
bia dentro del contexto mundial como 
exportador tan solo de materias pri¬ 
mas agrícolas y mineras, situación 
perjudicial para el desarrollo econó¬ 
mico de cualquier país. El reclamo de 
medidas proteccionistas fue en au¬ 
mento y constituyó la base económica 
del movimiento político "regenera¬ 
dor", que sustituyó al partido liberal 
en el dominio del Estado. 

La Constitución de 1863 dejó de 
existir en septiembre de 1885, luego 
de la derrota de las fuerzas radicales 
a manos del gobierno del presidente 
Rafael Núñez, El programa político 
que éste abanderaba vino a consa¬ 
grarse en el estatuto constitucional de 
1886, Los 18 miembros del nuevo 
cuerpo constituyente, denominado 
Consejo Nacional de Delegatarios, 
fueron designados indirectamente 
por el Ejecutivo nacional, a través de 
los jefes civiles y militares de los esta¬ 
dos, Nueve conservadores y nueve 
independientes (nudistas) dieron 
aprobación a la Constitución de 1886. 
El liberalismo radical fue excluido del 
gobierno y duramente perseguido. 

Previamente a la elaboración de la 
Constitución, el Consejo Nacional de 
Delegatarios expidió un "acuerdo so¬ 
bre reforma constitucional", que se 


sometió a la aprobación de los conce¬ 
jos municipales, cuyos miembros 
procedían también del nombra¬ 
miento de los jefes civiles y militares. 
Se intentó así dar un sustento de legi¬ 
timidad al nuevo régimen . Sin embar¬ 
go, la Constitución aprobada se 
apartó del acuerdo en mención. 

Dentro del cuerpo constituyente 
contó con especial relieve la figura de 
Miguel Antonio Caro, filólogo y lin¬ 
güista de alto calado, místico de la 
autoridad, obsesivo religioso, expo¬ 
nente del ala más reaccionaria del 
pensamiento conservador. La mayo¬ 
ría de sus planteamientos fueron re¬ 
cogidos por la Constitución. 

La forma federal fue extinguida. El 
territorio nacional se dividió en de¬ 
partamentos, provincias y munici¬ 
pios. La decisión política se trasladó 
en su totalidad al poder central. Los 
bienes públicos se redistribuyeron en 
favor de la nación y en desmedro de 
las entidades territoriales. Los canales 
de expresión democrática fueron re¬ 
ducidos. Se excluyó del sufragio a los 
sectores populares de la población y 
se estableció un sistema indirecto 
para la elección presidencial. Las au¬ 
toridades regionales pasaron a ser de 
libre nombramiento por el presidente 
de la República. 

El período presidencial se aumentó 
a seis años, con posibilidad de reelec¬ 
ción indefinida siempre que se abstu¬ 
viera de ejercer el cargo en los 18 me- 
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Sanción de la Constitución de 1886, firmada 
d 5 de agosto por el Designado encargado del 
poder ejecutivo José María Campo Serrano 
y ios ministros Calderón , Restrepo y Roldan. 

Constituciones de Colombia: 


un Estado en formación 












CENTENARIO DE LA CONSTITUCION 



Hoja filatélica del Centenario de la Constitución de 1886 , con ¡as figuras de Núñez y Caro. 


ses anteriores a la nueva elección, 5e 
restableció la figura de la Vicepresiden- 
cia. La responsabilidad presidencial 
fue reducida. El presidente dirigía las 
relaciones internacionales y la fuerza 
pública, dirigía y vigilaba la instruc¬ 
ción pública, inspeccionaba el funcio¬ 
namiento de los establecimientos 
bancarios e instituciones de utilidad 
común, nombraba a los magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia (nom¬ 
bramientos que se sometían a la apro¬ 
bación del Senado), al procurador ge¬ 
neral de la nación y a los gobernado¬ 
res de los departamentos. Sus fundo¬ 
nes como jefe de Estado, de gobierno 
y de la administración fueron fortaleci¬ 
das a través de variados mecanismos* 
Uno de estos mecanismos fue el es¬ 
tado de sitio, medíante el cual, en 
épocas de alteración del orden pú¬ 
blico interno o en casos de guerra ex¬ 
terior, el presidente podía dictar de¬ 
cretos extraordinarios que provisio¬ 
nalmente adquirían el carácter de le¬ 
gislativos* A pesar de ciertas restric¬ 
ciones que el precepto constitucional 
establecía para tal tipo de decretos, 
que nunca fueron atendidas, y del ca¬ 
rácter excepcional para el cual estaba 
destinado, el estado de sitio fue una 
herramienta autoritaria predilecta de 
los gobiernos, durante los 105 años 
del régimen instaurado en 1886, A 
través de decretos de estado de sitio 
los gobiernos asumieron discrecional- 
mente atribuciones políticas, econó¬ 
micas, fiscales, judiciales, de fomen¬ 
to, laborales, penales y de policía, en 
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detrimento de las libertades públicas 
y de la misma estructura constitucio¬ 
nal del sistema de gobierno. Al pre¬ 
cepto constitucional del estado de si¬ 
tio le fueron introducidos retoques en 
las reformas constitucionales de 1910, 
1960 y 1968. Sin embargo, conservó 
siempre sus características esenciales: 
era declarado por decisión autónoma 
del gobierno nacional, su duración de¬ 
pendía de la voluntad dei mismo go¬ 
bierno, y no existía un límite claro a 
las atribuciones extraordinarias que el 
gobierno asumía con su declaratoria. 

En lo relacionado con la composi¬ 
ción y funcionamiento del Congreso, 
se establecieron requisitos de propie¬ 
dad para los senadores. El periodo 
de los mismos se elevó a seis años, 
con renovación del cuerpo por terce¬ 
ras partes cada dos años. En cambio, 
los representantes se elegían cada 
cuatro años. El Congreso se reunía 
ordinariamente una vez cada dos 
años, por un lapso de 120 días. 

La Iglesia católica fue reivindicada. 
El artículo 38 de la Constitución dis¬ 
puso: «La religión católica, apostóli¬ 
ca, romana es la de la nación: los po¬ 
deres públicos la protegerán y harán 
que sea respetada, como esencial ele¬ 
mento del orden social». Se estableció 
así un sistema confesional de injeren¬ 
cia de la Iglesia católica en la vida po¬ 
lítica nacional, una de cuyas conse¬ 
cuencias fue la organización de la 
educación pública en concordancia y 
bajo la dirección de dicha jerarquía 
eclesiástica. Autorizado por la propia 


Constitución, el Ejecutivo celebró en 
1887 un concordato con el Estado Va¬ 
ticano, en el cual se establecieron cier¬ 
tos privilegios para el clero y se otor¬ 
garon efectos civiles al matrimonio ce¬ 
lebrado por el rito católico. Desde en¬ 
tonces hasta la expedición de la Cons¬ 
titución de 1991, se negó a los colom¬ 
bianos la posibilidad de divorcio del 
matrimonio católico, constituyendo 
tal situación un fenómeno arcaico de 
declinación de la potestad soberana 
del Estado para regular el estado civil 
de sus nacionales. 

El principio de supremacía de la 
Constitución fue abordado apenas in¬ 
directa y parcialmente por el estatuto 
de 1886. Por un lado, se estableció la 
responsabilidad personal de quienes 
causaran daño a alguna persona me¬ 
díante la ejecución de un acto mani¬ 
fiestamente inconstitucional, salvo 
para los militares en servicio activo, 
a quienes se aplicaba el principio de 
obediencia pasiva. Por otro lado, el 
presidente de ia República podía obje¬ 
tar por ínconstitucionaiidad los proyec¬ 
tos de ley aprobados por el Congreso. 
Si este último insistía en la aprobación 
del proyecto, la Corte Suprema de 
Justicia decidía en definitiva. Una ley 
ya sancionada no podía ser conside¬ 
rada contraria a la Constitución. Esto 
último fue reiterado en la ley 153 de 
1887, según la cual una disposición 
legal se aplicaría aun cuando fuera 
contraria a la Constitución. Se supri¬ 
mió así el principio de supremacía de 
la Constitución, con grave peligro 
para las libertades y derechos de los 
colombianos. Tal situación permane¬ 
ció inmodíficada hasta el año 1910. 

La versión original de la Constitu¬ 
ción de 1886 se resentía por exceso 
de autoritarismo. Los gobiernos de la 
época de la Regeneración aplicaron 
rigurosamente su espíritu excluyen- 
te, represivo y vindicatorio* Fue una 
reacción llana contra el sistema de la 
Constitución de 1863 y contra el 
grupo político radical, por parte de 
un partido con pretensiones hege- 
mónicas. El grupo de comerciantes y 
banqueros fue golpeado con las nue¬ 
vas políticas económicas. Se dieron 
los primeros pasos, sin embargo, ha¬ 
da el favorecimiento de la incipiente 
estructura industrial del país. Para las 
clases dominadas el cambio político 
paso sin mayores consecuencias: no 
se trataba de una reivindicación po¬ 
pular. 

El siglo XIX colombiano terminó en 
guerra civil. Desde 1899, sectores deí 
partido liberal se lanzaron a la re be- 
















Cartel conmemorativo de! Centenario de ía Constitución de 1886 , diseñado por Camilo Umaña . 
Biblioteca Luis Angel Arengo , Bogotá. 


lión armada contra las prácticas de 
gobierno que ponían en peligro su 
propia subsistencia» Dentro del grupo 
gobernante sobrevino una división 
entre "nacionalistas" e "históricos". 
Estos últimos proponían moderar la 
severidad del régimen mediante la in¬ 
troducción de reformas a la Constitu¬ 
ción y a las prácticas políticas, de ma¬ 
nera tal que se diera cabida dentro 
del establecimiento a los grupos opo¬ 
sitores. 

En noviembre de 1902 el partido 
liberal firmó capitulaciones. La guerra 


dejó un país anegado en sangre, 
arruinado, con una situación econó¬ 
mica agravada por la caída internacio¬ 
nal de los precios del café y una infla¬ 
ción incontrolable, producto de emi¬ 
siones de moneda que el gobierno 
realizaba irregularmente para finan¬ 
ciar el conflicto* El país fue además 
mutilado terrítorialmente, Las pre¬ 
tensiones imperialistas de los Estados 
Unidos de Norteamérica llegaron 
hasta el istmo de Panamá. Tiempos 
difíciles, poco propicios para el fun¬ 
cionamiento re guiar de las institucio¬ 


nes políticas. La Constitución de 1886 
se aplicó parcial e irregularmente. En 
1905 sobrevino la dictadura, con el 
respaldo de los partidos. 

Reforma constitucional de 1910 

Las ideas económicas proteccionistas 
patrocinadas por la Regeneración vi¬ 
nieron a aplicarse durante el quinque¬ 
nio de Rafael Reyes (1904-1909). Se 
pretendía evitar la transferencia de 
rentas al exterior, por lo cual se res¬ 
tringieron las importaciones» Se esta¬ 
blecieron subsidios para la naciente 
industria y se abogó por la diversifica- 
don de la producción agrícola. De 
esta época proceden las empresas tex- 
tileras, cerveceras y manufactureras 
que han servido de puente hada la 
modernización de Colombia. 

El espíritu empresarial que domi¬ 
naba el ambiente en el país a comien¬ 
zos del siglo XX requería seguridad 
jurídica, esto es, prohibición de im¬ 
puestos arbitrarios, garantías a las li¬ 
bertades económicas y demás dere¬ 
chos individuales, y atenuación de los 
excesos autoritarios propios de la 
época precedente, los cuales habían 
hecho tambalear el régimen en más 
de una ocasión. La reforma constitu¬ 
cional de 1910 vino a recoger tales as¬ 
piraciones. Eue patrocinada por una 
coalición bipartidista denominada 
Unión Republicana, y elaborada por 
una asamblea constituyente y legisla¬ 
tiva diferente del Congreso Nacional. 

La enmienda previó la reunión 
anual del Congreso, redujo el período 
presidencial a cuatro años y prohibió 
su reelección inmediata, cambió la fi¬ 
gura del vicepresidente por la de las 
Designaturas, estableció la responsa¬ 
bilidad del Ejecutivo, eliminó la pena 
de muerte, otorgó garantías a los bie¬ 
nes departamentales y municipales y 
reformó el estado de sitio. El período 
de los senadores se redujo a cuatro 
años y el de los representantes a dos. 
Merecen destacarse también los cam¬ 
bios introducidos al sistema electoral 
y el restablecimiento del principio de 
supremacía de la Constitución. 

En cuanto a lo primero, se garan¬ 
tizó la representación de las minorías 
en las corporaciones públicas, me¬ 
diante ía aplicación del sistema de 
cuociente electoral en dichas eleccio¬ 
nes* El partido Liberal, minoritario 
frente al conservador en aquella épo¬ 
ca, pudo regresar así al Congreso y 
a las asambleas departamentales y 
concejos municipales. El Estado dejó 
de ser botín exclusivo del ganador en 
la contienda electoral. En el futuro. 
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ambos partidos tendrían participa¬ 
ción en él La medida contribuyó efi¬ 
cazmente a la civilización de las cos¬ 
tumbres políticas nacionales y alivió al¬ 
gunos factores de tensión del sistema. 

En cuanto a la supremacía constitu¬ 
cional, se estableció la posibilidad 
para cualquier ciudadano de obtener 
de la Corte Suprema de Justicia pro¬ 
nunciamiento sobre la constitucional 
lidad de las leyes. Desde entonces, 
las leyes contrarias a la Constitución 
pueden ser dejadas sin efectos por 
dicho cuerpo judicial Este es un me¬ 
canismo de control jurídico y político 
propio de los sistemas constituciona¬ 
les contemporáneos, que beneficia 
en últimas la seguridad jurídica y los 
derechos de los ciudadanos. 

Se ha dicho que la reforma constitu¬ 
cional de 1910 dio carácter verdadera¬ 
mente nacional al régimen político co¬ 
lombiano. En realidad, lo que se ob¬ 
tuvo en el campo político con ella fue 
la aceptación e incorporación del par¬ 
tido liberal al establecimiento. Este 
partido dejó atrás sus antiguos ímpe¬ 
tus descentralistas y laicos, a cambio 
de la garantía de supervivencia y las 
posibilidades electorales que se le 
ofrecieron. Paulatinamente, el libera¬ 
lismo fue impregnándose de la ideo¬ 
logía del modelo conservador de 
1910. Salvo el paréntesis del período 
1934-1938, los valores del tradiciona¬ 
lismo, el mantenimiento de la legali¬ 
dad y la oposición al cambio serían 
en adelante bandera compartida de 

Constituciones de Colombia: 


los partidos políticos conservador y 
liberal en Colombia. 

La pequeña industrialización ini¬ 
ciada a principios del siglo, sus proce¬ 
sos conexos de migración de campe¬ 
sinos hacia las ciudades para confor¬ 
mar la mano de obra en las fábricas, 
y de crecimiento paulatino de las cla¬ 
ses medías, la mayor dosis de movili¬ 
dad social que acompaña al mundo 
contemporáneo, fueron ingredientes 
nuevos en el panorama social colom¬ 
biano. El proletariado hizo sentir su 
presencia y reclamó mejores condi¬ 
ciones de vida. Las instituciones po¬ 
líticas no estaban diseñadas para res¬ 
ponder a estos desafíos. 

La Revolución en marcha 

El partido liberal obtuvo la presiden¬ 
cia de la República por primera vez 
en el presente siglo en el año 1930. 
El predominio del con serva tismo se 
vio eclipsado parcialmente durante 
los años siguientes. El liberalismo in¬ 
trodujo reformas importantes en la 
Constitución, aunque mantuvo el es¬ 
queleto básico del régimen prove¬ 
niente de 1886. 

De tiempo atrás, un sector del libe¬ 
ralismo propugnaba por la sustitu¬ 
ción del nutriente ideológico del par¬ 
tido. Se proponía el abandono del in¬ 
dividualismo y la recepción del socia¬ 
lismo democrático, lo que permitiría 
identificar al partido con el proletariado 
y las clases medias, carentes hasta en¬ 
tonces de representación en el es¬ 
quema bipartidista tradicional. Dentro 
del mismo partido, otro sector prefería 
mantener el estado de cosas existente. 

El sindicalismo adquirió cierta rele¬ 
vancia, a pesar de haber sido dura¬ 
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mente reprimido. Las revoluciones 
mexicana de 1910 y bolchevique de 
1917, el ejemplo de la Constitución 
alemana de Weimar, las inocultables 
falencias del Estado liberal clásico y 
la crisis del capitalismo mundial desa¬ 
tada en 1929, aliñaron el ambiente na¬ 
cional que hacía inaplazable la intro¬ 
ducción de reformas al funciona¬ 
miento del Estado. 

Un sector de la politología y la doc¬ 
trina constitucional colombiana ha 
visto en el proceso de la Revolución 
en marcha y en la reforma de 1936 
una contrarrevolución preventiva del 
poder popular. Ante el peligro de la 
toma del poder por el proletariado, y 
en consecuencia del abandono del es- 
q uem a el i ti s ta ma n ten ido durante 
tantos años por las clases dominantes 
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y el bípartidismO/ el liberalismo se ha¬ 
bía apersonado de introducir algunas 
reformas que calmaran el descon¬ 
tento popular sin poner en peligro el 
sistema tradicional. Otro sector ha 
visto en el mismo proceso la moderni¬ 
zación del partido liberal, su adop¬ 
ción del credo socialdemócrata, y con 
ello la variación de la estructura del 
Estado colombiano en beneficio de 
sectores hasta entonces marginados. 
El partido conservador se opuso en 
aquel momento a las reformas, pero 
posteriormente hizo suyos también 
los postulados intervencionistas pro¬ 
pios del Estado social de derecho. 

En todo caso, la reforma constitu¬ 
cional de 1936 tuvo hondo contenido 
ideológico y fue la más importante 
enmienda introducida a la Constitu¬ 
ción de 1886. El individualismo impe¬ 
rante fue matizado con preceptos de 
contenido social y el Estado asumió 
la función interventora y de dirección 
de la economía nacional, con el obje¬ 
tivo de subsanar los desmanes del ca¬ 
pitalismo puro. Los fines del Estado 
fueron rede finidos en torno del con¬ 
cepto de deberes sociales. 

Reforma constitucional de 1936 

En la reforma constitucional de 1936 
se garantizaron los derechos de aso¬ 
ciación sindical y de huelga, se esta¬ 
bleció la asistencia pública como fun¬ 
ción del Estado, se restauró el sufra¬ 
gio universal para los varones y se 
dio al trabajo el carácter de obligación 
social. 

La propiedad privada se mantuvo, 
pero su contenido fue modificado por 
la "función social" que se le introdujo. 
Se proponía que la propiedad fuera 
garantizada como derecho particular, 
sólo en la medida en que cumpliera 
con una función en beneficio de la 
sociedad. Por lo tanto, la propiedad 
implicaría obligaciones, entre ellas la 
de darle adecuada explotación eco¬ 
nómica, Preceptos como éste perma¬ 
necieron prácticamente sin aplicación 
durante los 55 años de vigencia de la 
Constitución reformada. 

La cuestión religiosa volvió a ocu¬ 
par en aquel proceso lugar de predi¬ 
lección en el debate nacional. La Igle¬ 
sia se oponía con vehemencia a la de¬ 
rogación de las cláusulas confesiona¬ 
les de la Constitución. Sin embargo, 
se consagró la libertad religiosa y se 
laicizó la dirección de la educación 
pública. En contrapartida, se man¬ 
tuvo el concordato. 

La reforma de 1936 fue pobremente 
desarrollada. Los preceptos más au¬ 


daces que incluyó fueron letra muéTta 
dentro del constitucionalismo colom¬ 
biano. El compromiso popular del li¬ 
beralismo se agotó, al parecer, en la 
consagración formal de un catálogo 
de derechos y libertades de contenido 
social. El ala derecha del partido tomó 
las riendas del Estado y en poco 
tiempo el partido conservador in¬ 
gresó al poder. 

Gobiernos de 

MEDIADOS DE SIGLO 

El ambiente político de los años cin¬ 
cuenta del presente siglo estuvo mar¬ 
cado por violencia, persecuciones, 
censura y represión. Se intentó poner 
en funcionamiento un modelo de re¬ 
forzado autoritarismo, inspirado en 
algunos aspectos por los regímenes 
totalitarios establecidos en varios 
países europeos años atrás. 

El 9 de abril de 1948 fue asesinado 
Jorge Eliécer Gaitán en una calle del 
centro de Bogotá. El carismático líder 
popular había recogido las banderas 
de multitudinarios sectores de la so¬ 
ciedad tradicionalmente marginados. 
Había sido candidato presidencial 
por un sector del partido liberal en 
1946, Su camino hacia la Presidencia 
para el cuatrienio 1950-1954 parecía 
irrefrenable. El discurso de Gaitán 
enardecía a la población y hacía estre¬ 
mecer las bases del sistema. Su asesi¬ 


nato generó como reacción espontá¬ 
nea e inmediata la destrucción de 
parte del centro de la capital por cuenta 
de enfurecidos seguidores del caudi¬ 
llo. El episodio conocido como "El Bo- 
gotazo" degeneró en una asonada 
desbordada e incontrolable. La or¬ 
ganización de la revuelta popular ha¬ 
bría puesto en aprietos al gobierno. 
La dirigencia del partido liberal apro¬ 
vechó la ocasión para hacer coalición 
con el presidente conservador, Ma¬ 
riano Ospina Pérez, y entró por algu¬ 
nos meses al gabinete ministerial. Las 
estructuras tradicionales se conserva¬ 
ron. Gaitán pasó a ser un mito de la 
historia nacional y una frustración 
p¿ira ios sectores excluidos por el bi- 
partídismo. Su asesinato elevó en 
todo el país el coeficiente de violencia 
política. 

En noviembre de 1949 fue clausu¬ 
rado el Congreso por decreto presi¬ 
dencial. A las elecciones presidencia¬ 
les de 1950 no se presentó candidato 
del partido liberal, que adujo falta de 
garantías para el desarrollo de la cam¬ 
paña. En 1953 la dictadura militar 
remplazó a la civil. La violencia se 
enseñoreó nuevamente en el país. 
Los partidos tradicionales adelanta¬ 
ban en las áreas rurales una encarni¬ 
zada guerra civil no declarada, que 
aceleró, entre otros fenómenos, el 
proceso nacional de urbanización. 
Masas de campesinos y propietarios 
de haciendas fueron expulsados de 
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CONSTITUCIONES DE COLOMBIA 

Fecha 

Constitución 

Congreso 

Sanción del Ejecutivo 

1819 

Diciembre 17 

Santo Tomás 
de Angostura 

Ley Fundamental de la República 
de Colombia 

Presidente: Francisco Antonio Zea 

Simón Bolívar 

Diciembre 17 de 1819 

1821 

Julio 12 

Rosario de Cúcuta 

Ley Fundamental de la Unión 
de los Pueblosde Colombia 

Presidente: José Ignacio de Márquez 
Vicepresidente: Antonio María Briceño 

José María del Castillo y Rada 

Julio 18 de 1821 

1821 

Agosto 30 

Rosario de Cúcuta 

Constitución de la República 
de Colombia 

Presidente: Miguel Peña 

Vicepresidente: Rafael Lasso de la Vega 

Simón Bolívar 

Octubre 6 de 1821 

1830 

Abril 29 

Bogotá 

Constitución de la República 
de Colombia 

Congreso Constituyente 

Presidente: Vicente Borrero 
Vicepresidente: José Modesto Larrea 

Domingo Cay cedo 

Mayo 5 de 1830 

1832 

Febrero 29 

Bogotá 

Constitución del Estado 
de la Nueva Granada 

Convención Constituyente 

Presidente: José María Estévez 
Vicepresidente: Mauricio José Romero 

José María Obando 

Marzo 1 de 1832 

1843 

Abril 20 

Bogotá 

Constitución Política de la República 
de la Nueva Granada 

Senado: José Ignacio de Márquez 
Cámara: Juan Clímaco Ordóñez 

Pedro Alcántara Herrén 

Abril 20 de 1843 

1853 

Mayo 20 

Constitución Política 
de la Nueva Granada 

Senado: Tomás Herrera 

Cámara: Vicente Lombaña 

José María Obando 

Mayo 21 de 1853 

1858 

Mayo 22 

Bogotá 

Constitución Política 

para la Confederación Granadina 

Senado: Tomás Cipriano de Mosquera 
Cámara: Juan Antonio Marroquín 

Mariano Ospina 

Mayo 22de1858 

1863 

Mayo 8 

Rionegro 

Constitución de los Estados 

Unidos de Colombia 

Convención Nacional 

Presidente: Justo Arosemena 
Vicepresidente: Julián T rujillo 

Ratificación de los Estados 
Soberanos 

Mayo 8 de 1863 

1886 

Agosto 4 

Bogotá 

Constitución de la República 
de Colombia 

Consejo Nacional Constituyente 
Presidente: Juan de Dios Ulloa 
Vicepresidente: José María Rubio Frade 

José María Campo Serrano 

Agosto 5 de 1886 

1991 

Julio 4 

Bogotá 

Constitución Política de Colombia 

Asamblea Nacional Constituyente 
Presidentes: Alvaro Gómez Hurtado 
Horacio Serpa Uribe 

Antonio Navarro Wolff 

l 

César Gavina Trujilio 

Julio 4 de 1991 


sus tierras y migraron a las ciudades, 
donde la violencia se desarrollaba con 
menor intensidad. 

En el campo constitucional, el régi¬ 
men se propuso introducir una en¬ 
mienda que derogaba la reforma de 
1936 y limitaba las exiguas posibilida¬ 
des de participación democrática. 
Para el efecto fueron convocadas su¬ 
cesivas asambleas constituyentes, 
cuyo relieve se redujo a reformas de 
corto alcance, a la legalización del po¬ 
der del dictador militar y a la proscrip¬ 
ción del comunismo internacional en 
Colombia. En agosto de 1954 fue 
aprobado un acto legislativo me¬ 
diante el cual se otorgó a las mujeres 
el derecho del sufragio. 

Constituciones de Colombí a; 


El Frente Nacional 

A pesar de Ja violencia partidista que 
arrasó con la vida de millares de co¬ 
lombianos, las cúpulas dirigentes de 
los dos partidos tradicionales llegaron 
en 1957 a un acuerdo para deshacerse 
de la dictadura y reasumir el poder. 
El período en el cual se puso en mar¬ 
cha dicho acuerdo es conocido como 
el Frente Nacional, capítulo de la re¬ 
ciente historia colombiana que varió 
las costumbres políticas, aclimató la 
concordia bipartidista, restituyó la 
institucional i dad construida desde 
1886, excluyó nuevamente del poder 
a los sectores diferentes de los dos 
partidos y generó otro tipo de secue¬ 


las sociales y políticas que conforman 
la Colombia de hoy. 

A través de las declaraciones de Be- 
nidorm y Sitges, de 1956 y 1957, res¬ 
pectivamente, altos representantes 
de los partidos tradicionales diseña¬ 
ron un esquema político según el cual 
se actuaría conjuntamente para de¬ 
rrocar la dictadura y restablecer el ré¬ 
gimen constitucional. Una sucesión 
de gobiernos de coalición bipartidista 
tomaría el poder para el efecto. Se 
abriría paso así a un período de re¬ 
conciliación nacional. En la declara¬ 
ción de Benidorm se hace mención 
de un «patrimonio cívico nacional 
construido por los dos partidos». El 
Frente Nacional es la consolidación 
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de tal dominio bipartidista edificado 
durante decenios. La confrontación 
por el poder vino a ser sustituida por 
la repartición acordada del mismo. 

El acuerdo bipartidista fue some¬ 
tido a aprobación popular mediante 
el plebiscito de 1 de diciembre de 
1957. En adelante, y hasta el año 1970, 
las enrules en las corporaciones públi¬ 
cas serían repartidas por mitades en¬ 
tre los partidos tradicionales. Igual 
proporción se estableció para el gabi¬ 
nete ministerial, las diferentes instan¬ 
cias de gobierno, la administración 
pública y la rama judicial. Este sis¬ 
tema paritario fue aplicado con mili¬ 
métrico rigor. En cnanto a la Presi¬ 
dencia de la República, se acordó la 
alternancia de los dos partidos entre 
1958 y 1974. Así, el presidente para 
el cuatrienio 1958-1962 fue liberal, el 
del período 1962-1966 conservador, el 
siguiente liberal y el ciclo se cerró con 
un conservador. Cada partido se 
comprometió ano presentar candida¬ 
tos en el período correspondiente a 
su histórico adversario. 

El Frente Nacional borró de Colom¬ 
bia la disputa enconada entre los par¬ 
tidos tradicionales. La generación ac¬ 
tual es ajena a los odios bipartidistas 
del pasado. Los dirigentes y los acti¬ 
vistas de los partidos se han aclima¬ 
tado de buen grado al sistema de coa¬ 
lición permanente. Las fronteras 
ideológicas y programáticas de los 


partidos son, desde la iniciación del 
Frente Nacional, prácticamente in¬ 
existentes, Dentro de ambos partidos 
existen variados matices y corrientes 
políticas que, concordes al espíritu 
del régimen, se encuentran siempre 
dispuestas ai acuerdo y a la reparti¬ 
ción burocrática. La intensidad de la 
agitación política entre los dos parti¬ 
dos es mínima, comparada con la de 
los años anteriores a la gran coalición. 

La generación gobernante tipo 
Frente Nacional tiene como valor la 
miiimetría en la repartición burocrá¬ 
tica y la búsqueda del equilibrio per¬ 
fecto de las diversas tendencias en el 
manejo del Estado. Son derivados su¬ 
yos los fenómenos contemporáneos 
del clientelismo y corrupción de que 
adolece la administración pública. 
Dentro del esquema del Erente Nacio¬ 
nal no hay cabida para la oposición. 
Todo está previamente acordado y 
distribuido entre dos, y no se prevé 
la existencia de ningún tercero. La po¬ 
blación sólo puede expresarse institu¬ 
cionalmente a través de alguno de los 
partidos. Paradójicamente, un sis¬ 
tema que se propuso como democrá¬ 
tico empujó hacía la ilegalidad a los 
sectores que se oponían al mismo. 

El acuerdo fren ten acionalista fue 
puramente político. No se acompañó 
de ninguna reforma económica. Vino 
además desde la cúpula dirigente tra¬ 
dicional. Se ha visto en el mismo un 
acuerdo de la oligarquía para mante¬ 
nerse y perpetuarse en el poder, 
desterrando de Colombia el debate 
político. 
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Reforma constitucional de 1968 

En el año 1968 fue introducida a la 
Constitución una reforma de conte¬ 
nido tecnocrático y presidencialista, 
impulsada por el gobierno de turno 
y apoyada por los dos partidos. Se 
intentó modernizar la estructura y 
funcionamiento de la administración, 
otorgando al Ejecutivo una alta dosis 
de discrecionalidad en la dirección 
económica nacional. El Congreso per¬ 
dió parte de su ya menguado relieve 
institucional. La decisión política se 
desplazó hacía el Ejecutivo y hacía la 
dirección de los partidos, donde ac¬ 
túan grupos de interés. Este último 
fenómeno no es exclusivo de Colom¬ 
bia, por el contrario, es una tendencia 
mundial. 

El período previsto para el Frente 
Nacional finalizó en 1974, pero su es¬ 
píritu se ha visto prolongado tanto 
en disposiciones constitucionales, 
como en las costumbres y prácticas 
políticas. El esquema partido de go¬ 
bierno-partido de oposición es visto 
con rechazo por amplios sectores de 
las clases dirigentes. Ambos partidos 
han disfrutado conjuntamente del 
poder desde 1958 y no muestran inte¬ 
rés en disputárselo. Grupos campesi¬ 
nos que durante la dictadura forma¬ 
ron guerrillas liberales, devinieron or¬ 
ganizaciones guerrilleras de inspira¬ 
ción marxista-leninista, con dimen¬ 
sión nacional. A través de la lucha 
armada han hecho oposición al régi¬ 
men, sin mayores resultados. La paz 
bipartidista no se ha extendido a la 
nación. Una alta dosis de violencia ha 
acompañado los años recientes de la 
histo ria colo mbiana. 

Desde 1978 se había pretendido Te- 
formar nuevamente la Constitución, 
en algunos de sus aspectos orgánicos. 
Varios intentos de reforma se vieron 
frustrados, ya por inercia parlamenta¬ 
ria, ya por oposición de la Corte Su¬ 
prema de Justicia, organismo que se 
atribuyó el control de constítucionali- 
dad sobre las mismas reformas cons¬ 
titucionales, Vientos de descentrali¬ 
zación territorial han arribado recien¬ 
temente. En 1986 fue introducida la 
elección popular de alcaldes munici¬ 
pales. La corta experiencia de estos 
últimos años tiende a favorecer y am¬ 
pliar toda política deseen tralizadora. 
La provincia, asfixiada por años de 
centralismo, se ha hecho sentir nue¬ 
vamente en la escena política. El pro¬ 
ceso descentralízador está apenas re- 
iniciándose y su prosperidad es aún 
parcial; se ha visto obstaculizado por 
la estructura autoritaria centralista en 
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EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA , 
em ejercicio de sus facultades constitucionales , y 
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EncabeTámiento y firmas de Carlos Lleras Restrepo y Misad Pastrana Borrero en el proyecto de Reforma Constitucional de 1968. 
Archivo del Ministerio de Gobierno , Palacio Echeverry, Bogotá. 


que se han formado ios colombianos, 
que se resiste y opone a cualquier 
cambio. 

Hacia la Constitución 

DE 1991 

El esquema de la Constitución de 
1886, con sus reformas, naufragó en 
el océano de violencia y terrorismo 
que ha amenazado con destruir al 
país entero en los años recientes. En 
noviembre de 1985 fue asaltada a san¬ 
gre y fuego por un grupo insurgente 
la sede de la Corte Suprema de Justi¬ 
cia y el Consejo de Estado. La fuerza 
pública reaccionó con enceguecida fu¬ 
ria. El centro de Bogotá fue nueva¬ 
mente escenario de batalla campal, en 
esta ocasión con sofisticado e impo¬ 
nente arsenal bélico. Los rehenes del 
Palacio de Justicia, entre ellos la ma¬ 
yoría de los magistrados de la Corte 
Suprema, fueron asesinados. En me¬ 
dio de las balas de la insurgencia y 
del Estado, quedó atrapada la pobla¬ 
ción civil. 

Ei país ha visto, igualmente, caer 
asesinados a ministros, profesores 
universitarios, candidatos presiden¬ 
ciales, jueces, periodistas, abogados, 
defensores gremiales, indígenas. La 
violencia se ha generalizado y ha afec¬ 


tado a miembros de todos los sectores 
y clases sociales. El terrorismo ha sido 
utilizado como herramienta de intimi¬ 
dación por grupos económicos enri¬ 
quecidos con el tráfico ilegal de estu¬ 
pefacientes. Algunos grupos guerri¬ 
lleros han pactado la paz con el go¬ 
bierno y han entrado al estableci¬ 
miento, otros persisten en sus prácti¬ 
cas, sin mayor relación con las reivin¬ 
dicaciones proletarias. El Estado ha 
resistido el embate de las fuerzas que 
lo amenazan, pero ha sido incapaz 
para garantizar la vida, tranquilidad 
y prosperidad de los colombianos. 
Los derechos fundamentales son vio¬ 
lados cotidianamente. 

Dentro de este marco desalentador, 
se ha elaborado la Constitución de 
1991, como la Carta de la esperanza 
para una sociedad que reclama un 
mejor nivel de vida, justicia social, 
reconocimiento del pluralismo, cum¬ 
plimiento de los derechos humanos, 
eliminación de la arbitrariedad. De 
llegar a aplicarse plenamente, la so¬ 
ciedad del futuro vivirá en una Co¬ 
lombia democrática, tranquila y pro¬ 
gresista. El espíritu represivo, autori¬ 
tario y excluyante, que por herencia 
han recibido los colombianos de la ge¬ 
neración actual, puede ser un obs¬ 
táculo al cambio propuesto por la 
nueva Constitución. 
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Antecedentes 

Los motivos que dieron origen a la 
convocatoria de la Asamblea Nacio¬ 
nal Constituyente de 1990 son de di¬ 
verso orden, pero podríamos sinteti¬ 
zarlos en los siguientes: 

—La incapacidad del Estado colom¬ 
biano para controlar el creciente clima 
de violencia desatado por factores 
como elnarcoterrorismo, responsable 
de los asesinatos de varios candidatos 
presidenciales y de una serie de aten¬ 
tados dinamiteros indiscriminados; la 
guerrilla, los grupos paramilitares y 
las autodefensas. 

—El fracaso de la reforma constitu¬ 
cional de 1989 en el Congreso, debido 
al retiro del apoyo del gobierno por 
la inclusión del tema sobre la extradi¬ 


ción de colombianos, petición del nar- 
coterrorismo. 

—'"El gobierno de los jueces", ex¬ 
presión con la que se conoció la acti¬ 
tud de la Corte Suprema de Justicia 
en virtud de la cual dos reformas 
constitucionales (1977 y 1979) fueron 
declaradas inconstitucionales por vi¬ 
cios de forma. 

—El desprestigio y la falta de con¬ 
fianza de la nación'en el Congreso, 
provocados por su incapacidad para 
reformarse y llevar a cabo la renovación 
de las instituciones, cuando éstas ha¬ 
bían demostrado ser insuficientes para 
enfrentar los problemas de la nación. 

Con base en estos cuatro factores 
se creó el movimiento estudiantil, de 
origen universitario, "Todavía Pode¬ 
mos Salvar a Colombia", que se em¬ 


peñó en adelantar la campaña de la 
"séptima papeleta", con la cual se 
pretendía convocar una asamblea na¬ 
cional constituyente que reformara la 
Constitución vigente. Habiendo con¬ 
firmado el registrador nacional del es¬ 
tado civil que la inclusión de esta pa¬ 
peleta no anularía la votación, la cam¬ 
paña se intensificó y el 11 de marzo 
de 1990, junto con la elección de alcal¬ 
des, senadores, representantes, di¬ 
putados, concejales y consulta in¬ 
terna del partido liberal para elegir 
candidato a la Presidencia, el grupo 
estudiantil obtuvo una votación de 
cinco millones de votos en favor de 
la convocatoria de una asamblea na¬ 
cional constituyente* 

Ante este hecho, el gobierno de Vir¬ 
gilio Barco, amparado en la figura del 
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Posesión del presidenta César Gaviria Trujillo 
en el patio de Núñez del Capitolio Nacional. 
Fotografía de "Cromas". 


estado de sitio (artículo 121 de la 
Constitución Política), expidió el de¬ 
creto 92? del 3 de mayo de 1990, en 
el cual autorizaba al registrador nacio¬ 
nal a realizar el conteo de los votos 
en favor o en contra de la convocato¬ 
ria de una asamblea constitucional 
—nombre que le dio el gobierno—, 
que se depositarían el 27 de mayo, 
junto con la elección de presidente de 
la República. Este decreto se expidió 
amparado en el decreto 1038 de 1984, 
que declaró turbado el orden público 
y en estado de sitio todo el territorio 
nacional. Su finalidad era facilitar el 
pronunciamiento popular sobre el de¬ 
seo de convocar una asamblea consti¬ 
tuyente para reformar la Constitu¬ 
ción. Por haber sido expedido al am¬ 
paro del estado de sitio, debía ser revi¬ 
sado por la Corte Suprema de Justicia 
para establecer su constitucional]dad. 

El concepto del procurador general 
de la nación, necesario para realizar 
el control de constitucionalidad, no 
encontró conexidad entre el decreto 
927 y la declaratoria de estado de sitio 
y, por lo tanto, solicitó la declaratoria 
de inconstitucionalidad. Además, el 
decreto desconocía los objetivos del 
artículo 121, de preservar el orden 
público, y pretendía cambiarlo. Ei 
procurador añadió que si la Corte Su¬ 
prema de Justicia encontraba que el 
decreto no encajaba dentro de los pre¬ 
supuestos del artículo 121, se debía 
declarar inhibida, es decir, no proferir 
sentencia. 

El 24 de mayo de 1990 la Corte Su¬ 
prema de Justicia se pronunció decla¬ 
rando la constitucionalidad del de¬ 
creto y le dio viabilidad jurídica al 
conteo de votos, favorables o no, a la 
convocatoria de una asamblea consti¬ 
tucional. Su motivación se basó en la 
conexidad entre la declaratoria de es¬ 


tado de sitio y el decreto 927, y en 
que la simple autorización para el 
conteo no significaba una reforma 
constitucional; consideró que el de¬ 
creto tenía como fin cumplir las fun¬ 
ciones de una encuesta, porque no 
era ni un referendo ni un plebiscito. 
La Corte Suprema de Justicia no tuvo 
en cuenta que la Consti tución de 1886 
entregaba la reglamentación del régi¬ 
men electoral (artículo 171) única¬ 
mente al Congreso, y que la reforma 
constitucional sólo se podía realizar 
a través de éste (artículo 218). Es de¬ 
cir, la Corte justificó su sentencia en 
consideraciones políticas, mas no ju¬ 
rídicas; perdió de vista sus objetivos, 
estrategias e instrumentos pura¬ 
mente jurídicos para trabajar con pre¬ 
ceptos políticos, como la reínserción 
de los alzados en armas y el hecho 
político del 11 de marzo de 1990, por¬ 
que, de no hacerlo, generaría mayor 
desestabilización del orden público. 

El 27 de mayo resultó electo como 
presidente de la República el candi¬ 
dato del partido liberal César Gaviria 
Trujillo, en unas elecciones marcadas 
por una abstención superior al cin¬ 
cuenta por ciento del censo electoral. 
Los votos depositados en esta fecha 
mostraron un respaldo del 88% en 
favor de la convocatoria de la asam¬ 
blea constitucional. 

Apartirdeeste momento, el presi¬ 
dente electo conformó un grupo de 
asesores para trabajar sobre un posi¬ 
ble temario de la asamblea. Posterior¬ 
mente convocó a los principales gru¬ 
pos políticos (Partido Social Conser¬ 
vador, Movimiento de Salvación Na¬ 
cional y Movimiento Alianza Demo¬ 
crática M-19) a una reunión en la que 
actuó como presidente electo y jefe 
del partido liberal. El 2 de agosto fue 
firmado por parte de estos cuatro gru¬ 
pos el acuerdo político sobre la asam¬ 
blea constitucional, cuyo fundamento 
era cumplir el mandato surgido el 27 
de mayo, convocando a todas las 
fuerzas políticas, sociales y regionales 
de la nación para obtener representa¬ 
ción en la asamblea constitucional. 
Este acuerdo fue modificado el 23 de 
agosto, cuando ya era presidente de 
la República César Gaviria Trujillo. 

El acuerdo contenía la forma y el 
método para convocar una asamblea 
constitucional y un temario al que la 
asamblea debía someterse y desarro¬ 
llar. Se fijaba como fecha de convoca¬ 
toria y elección de miembros de la 
asamblea el 9 de diciembre de 1990, 
Un acuerdo importante y novedoso 
fue i a creación, en cada municipio, 
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de mesas de trabajo para la recepción 
de propuestas de reforma constitucio¬ 
nal, con el fin de darle mayor partici¬ 
pación a la ciudadanía en ei proceso. 
Se fijaba un número de 70 miembros 
elegidos popularmente y dos, desig¬ 
nados por el presidente, de los gru¬ 
pos alzados en armas que firmasen 
un tratado de paz y se insertaran en 
la sociedad civil. 

El 24 de agosto el presidente Gavi- 
ría expide ei decreto 1926 de 1990, 
amparado en el artículo 121 de la 
Constitución y en desarrollo del de¬ 
creto 1038 de 1984 que declaró tur¬ 
bado el orden público. Este decreto 
contiene el acuerdo político y el con¬ 
siderando quinto cita la justificación 
política de constitucionalidad que dio 
la Corte Suprema al decreto 927 
de 1990, 

El concepto del procurador, nece¬ 
sario para estudiar este decreto en la 
Corte Suprema de Justicia, recoge 
opiniones de varios ciudadanos parti¬ 
darios de la declaratoria de inconsti¬ 
tucionalidad del decreto 1926, entre 
los cuales sobresalen aquellos que in¬ 
dican que este decreto, en lugar de 
buscar el restablecimiento del orden 
público y constitucional, lo que desea 
es subvertirlo. En cuanto a la conexi¬ 
dad, el procurador no encuentra rela¬ 
ción entre el decreto 1038 de 1984, 
que declaró turbado el orden público, 
y el decreto 1926 de 1991 que, ade¬ 
más, en lugar de buscar el restableci¬ 
miento del orden público, pretende 
establecer un nuevo orden, cuando 
el artículo 121 sólo permite expedir 
normas de carácter legal, de vigencia 
transitoria; el decreto en mención 
busca derogar la Constitución, olvi¬ 
dando que la forma jurídica de refor¬ 
marla es a través del Congreso, como 
lo establece el artículo 218. El procu¬ 
rador concluye su argumentación 
afirmando que para hacer una re¬ 
forma constitucional, ésta debe reali¬ 
zarse basándose en el régimen cons- 


PARA FORTALECER LA DEMOCRACIA PARTICIPATE 
VA, VOTA POR LA CONVOCATORIA DE UNA ASAM¬ 
BLEA CONSTITUCIONAL CON REPRESENTACION 
DE LAS FUERZAS SOCIALES, POLITICAS V REGIO¬ 
NALES OE LA NACION, INTEGRADA DEMOCRATICA 
Y POPULARMENTE PARA REFORMAR LA CONSTI¬ 
TUCION POLITICA DE COLOMBIA? 

rsn i no i 

MARQUE SU VOTQOCW UNA X SQBflE UC ASALA 00RMSP0WÍEV1, 


Voto a favor de la convocatoria de una 
asamblea constitucional , llamada popularmente 
la "7a. papeleta". Mayo 27 de 1990. 
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titucional vigente, poique hacerlo de 
otra forma sería una solución extra- 
jurídica. Posteriormente agrega que 
un decreto de estado de sitio que re¬ 
quiere para su expedición «el acuerdo 
previo de las fuerzas política s», 
pierde su verdadera naturaleza jurí¬ 
dica, Basado en este último argumen¬ 
to, solicita que la Corte Suprema de 
Justicia se declare inhibida, porque el 
decreto está «planteado fundamen¬ 
talmente en términos políticos» y, por 
tanto, no tiene sentido confrontar el 
decreto con los fundamentos jurídi¬ 
cos, es decir, la Constitución Política. 

La Corte Suprema de Justicia pro¬ 
duce en este caso la sentenda más 
controversia 1, porque sus fundamen¬ 
tos fueron solamente de carácter po¬ 
lítico. En sus primeras consideracio¬ 
nes, descarta la idea de la declaración 
de inhibición por «tratarse de un acto 
político derivado de un mandato de 
la misma naturaleza otorgado por el 
pueblo el pasado 27 de mayo» y la 
perentoria obligación de revisión que 
indica el artículo 121. En cuanto a la 
conexidad, la Corte Suprema indica 
que sí la hay por las continuas mani¬ 
festaciones de violencia que azotan al 
país, la ineficacia de las instituciones 
para enfrentarlas y la manifestación 
popular. El «análisis jurídico» de la 
Corte, basado en una serie de diserta¬ 
ciones político-filosóficas y en la nece¬ 
sidad de un pacto de paz, dice que 
cuando «un orden normativo pierde 
su validez» por la falta de conformi¬ 
dad con la realidad, pierde su eficacia, 
y la asamblea constituyente puede sa¬ 
tisfacer dichos anhelos. Además, am¬ 
parado en el concepto de constitu¬ 
yente primario, «puede en cualquier 
tiempo darse una Constitución dis¬ 
tinta de la vigente hasta entonces sin 
sujetarse a los requisitos que ésta con¬ 
sagra», y por tanto a ningún poder 
derivado le es posible revisar sus 
actos. Por otra parte, la Corte Su¬ 
prema de Justicia se considera partí¬ 
cipe del pToceso político de la consti¬ 
tuyente, al avalar su realización en la 
sentencia que declaró constitucional 
el decreto 927. 

La Corte juzga como «inconstitu¬ 
cionales» las limitaciones que impone 
el temario, porque la asamblea «no 
puede ser limitada en su competen¬ 
cia», y por consiguiente procede a de¬ 
clarar inconstitucionales todas las li¬ 
mitaciones por considerarlas una res¬ 
tricción al ejercicio pleno de la sobera¬ 
nía. Por estas razones, procede a de¬ 
clarar «constitucional», ajustado a la 
Constitución, el decreto 1926, excepto 



El presidente de la Corte Suprema de justicia, 
jorge Carreña Luengas, anuncia 
la ex&fuibilidad de la convocatoria de la 
Constituyente , octubre 9 de 1990. 

Fotografía de Lope Medina , "Semana". 

en las limitaciones al temario a ser 
analizado por la asamblea. 

Es importante analizar el salva¬ 
mento de voto, manifestación de de¬ 
sacuerdo de unos magistrados con la 
sentenda adoptada por la mayoría, 
por ser un concepto redactado con 
base en argumentos jurídicos, análi¬ 
sis propio de un juez, y no políticos, 
como los expresados por la mayoría 
de la Corte Suprema de Justicia. El 
salvamento de voto se divide en dos 
partes: una primera analiza el fallo de 
la mayoría y señala su errónea funda- 
mentación, y las incoherencias y va¬ 
cíos que deja en sus principios y con¬ 
ceptos; la segunda parte indica cuál 
debió ser el fallo jurídico paTa analizar 
el decreto. 

En la primera parte, el salvamento 
de voto indica que los análisis que 
debe realizar la Corte Suprema de Jus¬ 
ticia son de «índole estricta y exclusi¬ 
vamente jurídica», y no de carácter 
político, y señala que la Corte está 
establecida «no para garantizar el 
acierto político de la legislación, sino 
su juridicidad». Por esta razón, consi¬ 
dera absurda la declaratoria de cons- 
titucionalidad de una parte del de¬ 
creto y de otra no, y la cataloga como 
un acto de «alquimia jurídica». Re¬ 
chaza el análisis político-filosófico, al 
utilizar el concepto de pérdida de efi¬ 
cacia de ciertas normas y por lo tanto 
quitarles validez, ya que ello origina¬ 
ría «el caos y la arbitrariedad». 

En la segunda parte, el salvamento 
de voto indica que la realización de 


una convocatoria electoral no con¬ 
templada en la ley viola la Constitu¬ 
ción en lo referente al régimen electo¬ 
ral. En cuanto a la convocatoria para 
la elección de una asamblea constitu¬ 
yente, considera que ésta desvirtúa 
la naturaleza del artículo 121, porque 

10 que se busca no es restablecer el 
orden institucional, sino crear uno 
nuevo; incluso viola el artículo 218, 
que indica que el único órgano com¬ 
petente para reformar la Constitución 
es el Congreso de la República. En 
cuanto a la solicitud de declaratoria de 
inhibición por parte de la Corte Su¬ 
prema de Justicia, hecha por el procu¬ 
rador, señala que ésta no procede, por¬ 
que es obligación constitucional irre- 
nunciable el análisis de los decretos 
dictados ai amparo del artículo 121. 
El salvamento de voto concluye que 
el fallo jurídico correcto era declarar 
inconstitucional el decreto 1926, por¬ 
que no se ajustaba y desconocía la 
Constitución. Agrega que no fue su 
intención entorpecer el proceso de re¬ 
forma, pero que su función era dictar 
una sentencia conforme a derecho es¬ 
tablecido por la Constitución. 

La Asamblea Nacional 
Constituyente 

En la votación del 9 de diciembre se 
presentó una de las más grandes abs¬ 
tenciones electorales, superior al se¬ 
tenta por ciento. Además, no quedó 
un grupo o partido con mayoría para 
que liderara las discusiones. El par¬ 
tido liberal, con su proliferación de 
listas ("Operación avispa"), consi¬ 
guió 25 constituyentes; la Alianza De¬ 
mocrática M-19 —movimiento guerri¬ 
llero recién desmovilizado— logró 19 
constituyentes; y el Movimiento de 
Salvación Nacional, liderado por Al¬ 
varo Gómez Hurtado y compuesto 
por liberales y conservadores, obtuvo 

11 constituyentes. Por esta razón, fue 
necesario conformar una presidencia 
colegiada, integrada por los líderes 
de los tres grupos mayoritarios; Hora¬ 
cio Serpa Uribe, Antonio Navarro 
Wolff y Alvaro Gómez Hurtado, res¬ 
pectivamente. También lograron re¬ 
presentación el movimiento indíge¬ 
na, con dos constituyentes, y los 
evangélicos, con dos constituyentes, 
grupos que no habían tenido antes 
representación electoral. El Partido 
Social Conservador, con una muy re¬ 
ducida representación de cinco cons¬ 
tituyentes, encabezada por el jefe del 
partido, el ex presidente Misa el Pas- 
trana Borrero, perdió todo poder de 
influencia. El gobierno nombró tres 
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1. - Horado Serpa Uribe 

2. - Alvaro Gómez Hurtado 

3. - Antonio Navarro Wolff 
4*- Aída Abella Esquivel 
5.- Jaime Castro Castro 

ó.- Carlos Lleras de la Fuente 

7. - María Teresa Garcés Lloreda 

8. - Antonio Galán Sarmiento 

9. - Guillermo Perry Rubio 

10. - Miguel Antonio Yepes Parra 

11. - Carlos Lemos Simmonds 

12. - Eduardo Verano de la Rosa 

13. - Augusto Ramírez Ocampo 

14. - Francisco Rojas Birry 

15. - Lorenzo Muelas Hurtado 

16. - Alfredo Vásquez Carrizos a 

17. - Alfonso Palacio Rudas 

18. - Orlando Fals Borda 

19*- Fernando Carrillo Flórez 

20. - Alberto Zalamea Costa 

21. - Carlos Holmes Trujillo García 


22. - Julio Salgado Vásquez 

23. - Luis Guillermo Nieto Roa 

24. - Diego Uribe Vargas 

25. - Jaime Benítez Tobón 

26. - Alfonso Peña 

27*- Juan Gómez Martínez 

28. - Hernando Londoño Jiménez 

29. - Rosemberg Pabón Pabón 

30. - Alvaro Leyva Durán 

31. - Armando Holguín 

32. - Rodrigo Lloreda Caicedo 

33. - Miguel Santamaría Dávila 
34*- Otty Patino Hormaza 

35. - María Mercedes Carranza 

36. - Angelino Garzón 

37. - Misael Pastrana Burrero 
38*- Germán Toro Zuluaga 

39. - Jaime Fajardo 

40. - Abel Rodríguez Céspedes 

41. - Darío Mejía 

42. - Héctor Pineda Salazar 

43. - Germán Rojas Niño 

44. - Valentín González 

45*- Jesús íérez González-Rubio 

46. - Mariano Ospina Hernández 

47. - Marcos Chalita 

48. - Alvaro Cala Hederich 


49. - Helena Herrén de Montoya 

50. - Carlos Ossa Escobar 

51. - Augusto Ramírez Cardona 

52. - Alvaro Echeverry Umburo 

53. - Tulio Cuevas Romero 

54. - Daniel Abello Roca 
55*- Rafael Molina Giraldo 
56*- Oscar Hoyos Naranjo 

57. - Guillermo Guerrero Figueroa 

58. - Arturo Mejía Borda 

59. " Carlos Rodado Noriega 

60. - Fabio Villa Rodríguez 

61. - Rodrigo Llórente 

62. - Hernando Yepez Ardía 
63*- Comelio Reyes Reyes 

64. - Carlos Giraldo Angel 

65. - José María Velasco Guerrero 

66. - Guillermo Plazas Alcid 

67. - Jaime Ortiz Hurtado 

68*- Raimundo Emilíani Román 

69. - Juan C. Esguerra Portocarrero 

70. - Gustavo Zafra Roldan 

71. - Eduardo Espinosa Faciolince 

72. - Jaime Arias López 

73. - Tván Marulanda Gómez 

74. - Hernando Herrera Vergara 
75*- Juan B. Fernández Renowitzky 


II*- 


César Gaviria Trujillo 
Presidente de la República 
Humberto de la Calle Lombana 
Ministro de Gobierno 


I,- 
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Instalación de la Asamblea Nacional 
Constituyente en el Salón Elíptico del Capitolio 
Nacional , febrero 5 de 7991. 

Foto de Daniel Jiménez , "Cromos", 


representantes de la guerrilla desmo¬ 
vilizada, dos por el Ejército Popular 
de Liberación (EPL) y uno del Partido 
Revolucionario de los Trabajadores 

(PRT). 

Esta situación se reflejó en las dis¬ 
cusiones. No se pudo lograr una 
Constitución con una directriz filo¬ 
sófica, política y económica definida, 
sino una Constitución transaccional 
o de consenso para la gobernabílidad, 
reflejada en la extensión y falta de 
técnica constitucional. Además, la 
Constitución de 1991 terminó por 
concebirse como un tratado de paz. 

En su discurso de instalación, el 
presidente de la República trató de 
fijar una dirección a las discusiones, 
estableciendo como bases la carta de 
derechos y deberes, la participación 
ciudadana (democracia participa ti - 
va), el pluralismo ideológico, la des¬ 
centralización administrativa —esta¬ 
bleciendo el sistema federal—, y la 
eficacia y responsabilidad del Estado. 
Como puntos de especial atención 
determino la reforma y mayor poder 
fiscalizador del Congreso, la reforma 
a la justicia —creando la Fiscalía Ge¬ 
neral— y la eliminación de la figura 
permanente del estado de sitio. Ade¬ 
más de su discurso, el presidente, a 
través del ministro de Gobierno, pre¬ 
sentó un proyecto de Constitución ex¬ 
tenso. A esto se sumó una serie de 
propuestas presentadas por la ciuda¬ 
danía en las mesas de trabajo estable¬ 
cidas para recibir proyectos de re¬ 
forma constitucional. 

Inícialmente la asamblea se en¬ 
frascó en el difícil trabajo de elaborar 
un reglamento. Este trámite demoró 
más de lo estipulado por el decreto 
1926. El reglamento se expidió final- 
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mente el 3 de mayo de 1991. Este acto 
fue demandado ante el Consejo de 
Estado para la suspensión provisional 
y declaratoria de nulidad del artículo 
63 del reglamento, por juzgarlo vi ola- 
torio del decreto 1926, numeral 13. El 
Consejo de Estado se consideró com¬ 
petente para tramitar la demanda por 
estimar el reglamento como un acto 
típicamente administrativo expedido 
por una entidad pública, actos que 
debían ser estudiados por esta corpo¬ 
ración para analizar su conformidad 
con la Constitución y las leyes, siem¬ 
pre y cuando no fueran legislativas o 
judiciales. Además, concluyó su com¬ 
petencia diciendo que todo acto de 
un constituyente derivado está some¬ 
tido, por excepcional que sea, ai res¬ 
peto del orden jurídico dentro del 
cual surgió a la vida, lo cual permite 
deducir que la asamblea no tenía po¬ 
deres absolutos, sino limitados por 
las normas contenidas en el decreto 
1926, en lo declarado constitucional 
por la Corte Suprema de Justicia. 

El artículo 63 del reglamento se re¬ 
fería a la votación necesaria para 
aprobar reformas, que establecía la 
mayoría simple como mayoría nece¬ 
saria para este fin. Por su parte, el 
numeral 13 de la parte resolutiva del 
decreto 1926 fijaba como salvedad los 
casos en los cuales la Constitución de 
1886 establecía mayorías calificadas 
para la aprobación de reformas. El 
Consejo concluyó que había una ma¬ 
nifiesta violación del reglamento al de¬ 
creto 1926, y procedió a declarar la sus¬ 
pensión provisional del artículo 63* 

Es necesario indicar que el Consejo 
de Estado olvidó que el reglamento 
tiene igual jerarquía a la del orga¬ 
nismo que lo profiere para condicio¬ 
nar su ejercicio y, por lo tanto, no 
era, en este preciso caso, susceptible 
de control judicial por parte de los 
tribunales de lo contenrioso-adminis- 
trativo, por ser un acto de carácter 
constitucional, y las normas proferí- 



Logo publicitario de la Asamblea Nacional 
Constituyente , diseñado por Carlos Lersundy, 1990, 


das para permitir su funcionamiento 
son de vigencia inmediata. Además, 
la sentencia de la Corte dejó sin vigen¬ 
cia todas las normas referentes al ré¬ 
gimen reformatorio de la Constitu¬ 
ción. 

Como respuesta a esta sentencia 
del Consejo de Estado, los constituyen¬ 
tes se declararon soberanos, omní¬ 
modos y omnipotentes por consi¬ 
derar que la aceptación de esta sen¬ 
tencia les limitaría sus poderes refor¬ 
matorios, para lo cual concluyeron 
que el decreto 1926 había perdido vi¬ 
gencia jurídica desde el momento de 
su elección y que su única misión era 
la de redactar una nueva Constitución 
sin otra atadura que su propio regla¬ 
mento. Todo esto dio origen a la expe¬ 
dición del acto constituyente número 
1, de mayo 9 de 1991, de efecto inme¬ 
diato, en virtud del cual desconocían 
toda sujeción al régimen existente y 
desconocían el pacto firmado por las 
principales fuerzas políticas de la 
constituyente. 

El primer acto, en su artículo pri¬ 
mero, establecía que el reglamento de 
la asamblea y sus modificaciones te¬ 
nían carácter constitucional. El artí¬ 
culo segundo establecía que los actos 
que sancionara y promulgara la asam¬ 
blea no estarían sujetos a control 
constitucional; y el tercero, que el acto 
regía a partir de su publicación. 

Con ocasión de la expedición de 
este acto, se presentaron ante la Corte 
Suprema de Justicia varias demandas 
de inconstitudonalidad contra éste y 
el reglamento. La Corte ínadmitíó to¬ 
das las demandas. En cuanto al regla¬ 
mento, se declaró incompetente por 
considerar éstos como actos de trá¬ 
mite no sujetos al control constitucio¬ 
nal* En lo relacionado con el acto 
constituyente número uno, concluyó 
que la asamblea no estaba sometida 
al cumplimiento de la Constitución y, 
en especial, al artículo 218, por resul¬ 
tar inaplicable a esta corporación. 

Durante las sesiones de la asam¬ 
blea, Pablo Escobar Gaviria, jefe del 
"Cartel de Medellín", se entrego a las 
autoridades colombianas, luego de la 
aprobación por parte de la asamblea, 
en votación secreta, de un artículo 
que prohíbe la extradición de colom¬ 
bianos. Lo paradójico es que la inclu¬ 
sión de este artículo en el proyecto 
de reforma constitucional del go¬ 
bierno Barco fue la causa de su hun¬ 
dimiento en el trámite de aprobación, 
todo esto liderado por el entonces mi¬ 
nistro de Gobierno, Carlos Le trios 
Simmonds, con el apoyo de toda la 
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nación. Por esta misma razón y man¬ 
teniendo sus principios y actitud po¬ 
lítica, Lcmos Simmonds, junto con 
Antonio Galán Sarmiento, hermano 
del asesinado candidato liberal a la 
Presidencia, Luis Carlos Galán, fue¬ 
ron los únicos que votaron pública¬ 
mente en contra de la aprobación de 
este artículo. Pero la nación también 
cambió de posición y aplaudió la 
aprobación del artículo. 
Posteriormente, y pOT la presión 
ejercida por el Movimiento de Salva¬ 
ción Nacional y la Alianza Democrá¬ 
tica M-19, que solicitaron la revocato¬ 
ria del mandato a los congresistas, pe¬ 
tición que originó un fuerte enfrenta¬ 
miento entre estos dos organismos, 
la tesis de la revocatoria del mandato 
salió victoriosa. En principio, el presi¬ 
dente de la República, el partido libe¬ 
ral y el Partido Social Conservador 
defendieron la irrevocabilidad del 
mandato del Congreso, parte esencial 
del acuerdo político; pero ante la pre¬ 
sión de estos dos movimientos y la 
opinión pública, el 8 de junio, con la 
participación del presidente de la Re¬ 
pública, Horacio Serpa en represen¬ 
tación del partido liberal, Alvaro Gó¬ 
mez en representación del Movi¬ 
miento de Salvación Nacional, y An¬ 
tonio Navarro en representación del 
M-19, se firmó un pacto de revocato¬ 
ria del mandato y convocatoria a elec¬ 
ciones para elegir nuevo Congreso. 
Se excluyó de este acuerdo al Partido 
Social Conservador, lo que originó la 
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Ceremonia de proclamación de la Constitución en el Capitolio Nacional julio 4 de 1991. 
Fotografía de Luz E. Castro t Secretaría de Prensa, Casa de Nariño. 


renuncia del jefe de este paTtído, Mi- 
sael Pastrana, a su curul en la asam¬ 
blea, por considerar que su partido, 
dueño y partícipe de la historia polí¬ 
tica de Colombia desde los inicios de 
la República, había sido tratado como 
un grupo de inferior categoría y no 
con el estatus que le correspondía. 

Cuando se aproximaba el fin del 
período de deliberaciones de la asam¬ 
blea, ésta aún no había aprobado ni 
la cuarta parte de la reforma constitu¬ 
cional. Ante este hecho, se presenta¬ 
ron dos tesis para cumplir a cabalidad 
con su obligación: la primera propo¬ 
nía extender el período de delibera¬ 
ciones más allá del 4 de julio; la se¬ 
gunda exigía el cumplimiento del 
mandato popular y terminar su tra¬ 
bajo el 4 de julio, haciendo jornadas 
mucho más largas. Con el triunfo de 
la segunda tesis fue aprobada una 
Constitución a "las carreras", con una 
ceremonia simbólica de promulga¬ 
ción porque el texto constitucional 
sólo fue publicado la semana siguien¬ 
te, pero con tantos errores en su con¬ 
tenido, que fue necesario hacer varias 
publicaciones adicionales con las co¬ 
rrecciones necesarias (fe de erratas). 


Contenido de la nueva 
Constitución 

La Constitución es un conjunto de 
normas que contiene los lineamientos 


y los principios por los cuales se de¬ 
ben organizar el Estado y los ciudada¬ 
nos. Se refiere a los ciudadanos, a los 
particulares y al Estado. 

La Constitución de 1991 y la mayor 
parte de los códigos tienen una es¬ 
tructura que permite utilizar un len¬ 
guaje que podríamos llamar técnico; 
se habla de artículos, incisos, nume¬ 
rales, parágrafos, capítulos y títulos. 
Inícialmente, el texto constitucional 
se divide en grandes temas denomi¬ 
nados títulos. La Constitución colom¬ 
biana tiene trece grandes temas, que 
son incorporados en títulos en algu¬ 
nos casos. Debido a la extensión, los 
títulos se dividen en capítulos donde 
se incluyen subtemas; los artículos 
expresan ideas concretas y tienen una 
numeración continua a lo largo de 
toda la codificación. 

La Constitución tiene dos grandes 
aspectos: una parte dogmática, de prin¬ 
cipios fundamentales, derechos, ga¬ 
rantías y deberes: derechos sociales 
(obligaciones), económicos y cultura¬ 
les, derechos civiles, el carácter de na¬ 
cional y extranjero. Y una parte orgíí- 
nica t que se refiere, como su nombre 
lo indica, a los órganos y la forma 
como se organiza el poder político; 
allí se establecen las ramas del poder 
público y cómo debe funcionar el Es¬ 
tado para lograr los cometidos de la 
parte dogmática. Así, el texto consti¬ 
tucional desarrolla básicamente dos 
grandes materias: una que se refiere 
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a los principios, los objetivos y las 
ideas que deben orientar el Estado co¬ 
lombiano; y otra que señala cómo de¬ 
ben organizarse las instituciones po¬ 
líticas- 

Inicialmente se desarrollan los 
principios fundamentales del Estado 
colombiano, los distintos derechos y 
deberes de que gozan los colombia¬ 
nos y quienes estén residiendo en 
nuestro país. La secuencia continua 
con la organización de los partidos 
políticos y las características de las 
distintas ramas del poder: legislativa, 
ejecutiva y judicial, además de la or¬ 
ganización territorial. El texto va de 
la generalidad de lo Abstracto a lo par- 
ticular concreto; las disposiciones de 
la parte orgánica deben aplicarse e in¬ 
terpretarse de acuerdo con lo contem¬ 
plado en la parte dogmática . 

Principios fundamentales 

La Constitución colombiana incor¬ 
pora como novedad la consagración 
de unos principios fundamentales, y 
todo el ordenamiento jurídico que si¬ 
gue es un desarrollo de esta parte ini¬ 
cial, Tanto la aplicación como la inter¬ 
pretación deben estar en concordan¬ 
cia con los principios fundamentales. 
Estos tienen un contenido que debe 
expresarse en toda la actividad del Es¬ 
tado, en los funcionarios públicos y 
en cada uno de los colombianos indi¬ 
vidualmente considerados. 

Según los principios fundamenta¬ 
les, Colombia es un Estado liberal, es 
decir, comprendido dentro del tradi¬ 
cional marco conceptual de los Esta¬ 
dos occidentales. Esto se aprecia al 
consagrar como fundamentos que 
Colombia es un Estado de derecho 
donde prima Ja voluntad de las mayo¬ 
rías, expresada a través de las leyes; 
se reconoce la primada de la Consti¬ 
tución sobre las demás normas; existe 
una trídivisión de poderes, en legisla¬ 
tivo, judicial y ejecutivo; y se funda¬ 
menta toda la actividad del Estado en 
el reconocimiento de derechos y ga¬ 
rantías de los ciudadanos. 

En igual forma, se establece como 
principio que Colombia es un Estado 
social de derecho, con lo que se añade 
a las características del Estado liberal, 
un carácter de primer orden en los 
Estados contemporáneos. La vocá- 
ción del Estado colombiano es "so¬ 
cial", esto significa que las autorida¬ 
des no deben quedarse en el simple 
papel de proferir y hacer respetar el 
derecho, deben participar activa¬ 
mente en los procesos económicos de 
la sociedad para obtener ganancias. 
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Preámbulo y 'firmas de Horacio Serpa Uribe , 
Alvaro Gómez Hurtado y Antonio Navarro Wolff, 
presidentes de la Constituyente, y de ¡acobo 
Pérez Escobar , secretario general , 
en el ejemplar original de la Constitución, 
Archivo General de la Nación, Bogotá. 


evitar que grupos sociales reducidos 
se aprovechen indebidamente de 
oíros, y brindar oportunidades reales 
de acceso a los derechos que postula 
la Constitución. Se pretende lograr la 
igualdad de los ciudadanos ante la 
ley, brindando la igualdad de opor¬ 
tunidades. 

La nueva Constitución modifica 
uno de los aspectos más importantes 
de nuestro sistema de organización 
política, al fundar la soberanía en el 
pueblo y no en la nación, como en 
las anteriores Constituciones, Antes, 
las autoridades, los funcionarios y, 
principalmente, los de elección popu¬ 
lar, respondían y derivaban su auto¬ 
ridad de la nación, y por nación se 
entiende un ente abstracto en el cual 
confluyen y residen los elementos 
culturales, históricos, sociales, reli¬ 
giosos y demás, que constituyen los 
lazos de unión del pueblo colombia¬ 
no. Como la nación es un ente abs¬ 
tracto inasible, los funcionarios que 
observaban un comportamiento inep¬ 
to no podían ser objeto de sanciones 
políticas. Un alcalde, por ejemplo, 
que incumplía con sus promesas, no 
podía ser sancionado por los electores 
pues él era responsable ante la nación 
y no ante el pueblo que lo eligió. La 
Constitución de 1991 establece una 
relación más seria entre elector y ele¬ 
gido. A través de los mecanismos de 
participación y, principalmente, con 
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la posibilidad de revocar el mandato, 
a los electores se les dan herramientas 
para fiscalizar la actividad de los go¬ 
bernantes. 

También están contemplados den¬ 
tro de los principios fundamentales, 
el reconocimiento de la diversidad ét¬ 
nica y cultural del país, y el reconoci¬ 
miento oficial de las lenguas indíge¬ 
nas, incorporando la voluntad de los 
grupos regionales y, principalmente, 
de los sectores indígenas; la obliga¬ 
ción de todas las personas y del Es¬ 
tado de proteger las riquezas cultura¬ 
les y naturales de la nación colombia¬ 
na; y en materia de las relaciones in¬ 
ternacionales, se reconoce la sobera¬ 
nía nacional de otros Estados y el res¬ 
peto a la autodeterminación de los 
pueblos. 

Carta de derechos 

En materia de derechos y garantías, 
la Constitución de 1991 es amplia y 
generosa; reconoce todo tipo de dere¬ 
chos y protege casi la totalidad de los 
sectores sociales. Tiene derechos que 
se refieren a los individuos, las perso¬ 
nas individualmente consideradas, y 
también derechos y garantías dirigi¬ 
dos a sectores sociales definidos, 
como la niñez, la tercera edad, los 
trabajadores. Por último, recoge los 
derechos que poseemos los seres hu¬ 
manos como miembros de una espe¬ 
cie en peligro de auto destrucción. 

La distinción por el objeto o conte¬ 
nido de los derechos protegidos, dis¬ 
tingue entre los derechos individua¬ 
les, colectivos y de solidaridad (ter¬ 
cera generación). 

Derechos individuales 

Los derechos individuales o derechos 
de libertad son derechos protegidos 
por el liberalismo clásico. Consagran 
la autonomía de la voluntad y las po¬ 
sibilidades de participación política 
del individuo frente a la acción del 
Estado, como producto de las ideas 
de la revolución francesa. 

Los derechos civiles se refieren al 
hombre como sujeto de derechos res¬ 
pecto de su vida, libertad, igualdad 
y seguridad. Son los derechos clásicos 
del liberalismo del Siglo de las Luces. 
Los derechos políticos, como es el 
caso del derecho de sufragio, la li¬ 
bertad de imprenta, reunión y expre¬ 
sión, son los derechos propios de una 
sociedad de participación o demo¬ 
crática. 

Los derechos civiles tienden a pro¬ 
teger la existencia, la libertad, la igual¬ 
dad, la seguridad, la dignidad y la 
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ESTRUCTURA TEMÁTICA 
Preámbulo 

TITULO I. DE LOS PRINCIPIOS 
FUNDAMENTALES 
(Definición del Estado) 

TITULO II. DE LOS DERECHOS, LAS 
GARANTIAS Y LOS DEBERES 
Capítulo 1. De los derechos fundamen¬ 
tales 

Cap. 2. De los derechos sociales, eco¬ 
nómicos v culturales 
Cap. 3. De los derechos colectivos y del 
ambiente 

Cap. 4. De la protección y aplicación de 
los derechos 

Cap. 5. De los deberes y obligaciones 

TITULO III, DE LOS HABITANTES Y 
DEL TERRITORIO 
Cap. 1 > De la nacionalidad 
Cap. 2. De la ciudadanía 
■Cap. 3. De los extranjeros 
Cap. 4. Del territorio 

TITULO IV. DE LA PARTICIPACIÓN 
DEMOCRÁTICA Y DE LOS PARTIDOS 
POLÍTICOS 

Cap. L De las formas de participación 
democrática 

Cap. 2, De los partidos y de los movi¬ 
mientos políticos 

Cap. 3. Del estatuto de la oposición 

TITULO V. DE LA ORGANIZACIÓN 
DEL ESTADO 

Cap. 1. De la estructura del Estado 
Cap. 2, De la función pública 

TITULO VI. DE LA RAMA 
LEGISLATIVA 

Cap. 1. De la composición y las fundones 
Cap. 2. De la reunión y el funciona¬ 
miento 

Cap. 3. De las leyes 

Cap, 4. Del Senado 

Cap. 5. De la Cámara de Representantes 

Cap. ó. De los congresistas 

TITULO VIL DE LA RAMA 
EJECUTIVA 

Cap. 1. El Presidente de la República 


Cap. 2. Del Gobierno 

Cap. 3. Del Vicepresidente 

Cap. 4. De los ministros y directores de 

los Departamentos Administrativos 

Cap. 5, De la fundón administrativa 

Cap. ó. De los estados de excepción 

Cap. 7. De la Fuerza Pública 

Cap. 8. De las relaciones internacionales 

TÍTULO VIII. DE LA RAMA JUDICIAL 
Cap, 1. De las disposidones generales 
Cap. 2, De la Jurisdicción Ordinaria 
Cap. 3. De la Jurisdicción Contencioso- 
Ad ministra ti va 

Cap. 4. De la Jurisdicción Constitucional 
Cap. 5, De las Jurisdicciones Especiales 
Cap. 6. De la Fiscalía General de la 
Nación 

Cap. 7, Del Consejo Superior de la Judi¬ 
catura 

TITULO IX. DE LAS ELECCIONES Y DE 
LA ORGANIZACIÓN ELECTORAL 
Cap. 1, Del sufragio y de 1 as aleccione s 
Cap. 2. De las autoridades electorales 

TITULO X, DE LOS ORGANISMOS DE 
CONTROL 

Cap . 1. De la Con trataría General de la 
República 

Cap. 2. Del Ministerio Público 

TITULO XI. DE LA ORGANIZACIÓN 
TERRITORIAL 

Cap, I. De las disposidones generales 
Cap, 2. Del régimen departamental 
Cap, 3, Del régimen munidpal 
Cap. 4, Del régimen especial 

TITULO XII. RÉGIMEN ECONÓMICO 

Y HACIENDA PÚBLICA 

Cap. 1. De las disposidones generales 

Cap. 2. De los planes de desarrollo 

Cap. 3, Del presupuesto 

Cap. 4* De la distribudón de recursos 

y de las competencias 

Cap. 5. De la finalidad social del Estado 

y de los servicios públicos 

Cap. ó. De la Banca Central 

TITULO XIII. DE LA REFORMA 
DE LA CONSTITUCIÓN 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


integridad física y moral del ser hu¬ 
mano. Se podría evitar esta concep¬ 
túa lización señalando que se identifi¬ 
can los derechos civiles y los políticos; 
con todo, queda claro que estos dere¬ 
chos pertenecen al individuo, como 
sujeto de las libertades. 

Derechos sociales 

Los derechos socioeconómicos son 
aquellos que protegen a la persona 
humana en sus condiciones de vida 
y trabajo. Más precisamente, son 
aquellos que rigen las relaciones entre 
patrones y trabajadores. Son, por 
consiguiente, derechos colectivos; 
pertenecen al individuo en tanto que 
forma parte de un grupo social, en 
relación con la producción de bienes 
y servidos. Es el caso del derecho al 
trabajo, derecho de sindi caliza ció n, 
derecho a la seguridad social, a la ali¬ 
mentación, vivienda y salud, a la edu¬ 
cación, a la información, y a la cultura 
y la ciencia. Estos son los derechos 
generados a partir de la ruptura his¬ 
tórica provocada por la primera gue¬ 
rra mundial. 

Los derechos que globalmente de¬ 
nominamos socioeconómicos repre¬ 
sentan una relación entre el indivi¬ 
duo, ahora como ser social, y el Esta¬ 
do; constituyen la defensa y protec¬ 
ción de los trabajadores frente a la 
creciente participación del Estado en 
la vida económica. 

Derechos de solidaridad 

Los derechos de solidaridad o dere¬ 
chos de la tercera generación se refie¬ 
ren al derecho de los pueblos a recla¬ 
mar determinadas prestaciones de la 
sociedad —y no comunidad— inter¬ 
nacional: 1) Derecho al desarrollo, 2) 
Derecho a la paz, 3) Derecho a un 
medio ambiente sano y ecológica¬ 
mente equilibrado, 4) Derecho a be¬ 
neficiarse del patrimonio común de 
Ja humanidad, y 5) Derecho a la 
comunicación. 

Estos nuevos derechos, llamados 
con razón "derechos de solidaridad", 
nacen del reconocimiento de nuestro 
destino común y de la búsqueda de 
condiciones necesarias para permitir 
a cada uno gozar de estos derechos 
y asegurar responsabilidades mutuas 
para salvaguardar el futuro de la 
humanidad. 

Acción de tutela 

La Constitución de 1991 recoge todos 
los derechos y los redasifica de ma¬ 
nera diferente en: derechos funda¬ 
mentales; derechos sociales, econó¬ 


micos y culturales; y derechos colecti¬ 
vos y del medio ambiente. 

El variado y extenso catálogo de de¬ 
rechos de la Constitución de 1991 es 
producto del clima de violencia que 
antecedió a las deliberaciones de la 
Asamblea Nacional Constituyente. 
Es discutible la conveniencia de la in¬ 
corporación de tantos derechos, pues 
no se puede, con la simple enuncia¬ 
ción de garantías, transformar el país 
y su actitud frente al respeto de los 


derechos humanos. Pcto, sin duda, 
los constituyentes estimaron que el 
texto constitucional, a través de ia di¬ 
vulgación y cabal comprensión por la 
ciudadanía, permitiría una concienti- 
zación y un cambio de actitud frente 
a la protección de los derechos huma¬ 
nos en cada una de sus modalidades. 

No obstante, el avance no se queda 
en la mera formulación de derechos 
y garantías, sino que llega hasta la 
incorporación del derecho de tutela o 
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amparo, que consiste en la obligación 
que tienen las autoridades judiciales 
de proteger la libertad individual o 
patrimonial de las personas, cuando 
ésta ha sido desconocida o atrope¬ 
llada por una autoridad —cualquiera 
que sea su índole— que actúa fuera 
de sus atribuciones legales o exce¬ 
diéndose en ellas, vulnerando las ga¬ 
rantías establecidas en la Constitu¬ 
ción. La figura de la tutela era una 
necesidad manifiesta en nuestro or¬ 
denamiento constitucional, básica¬ 
mente debido a la inoperan da e injus¬ 
ticia propiciadas por los esquemas 
procedimientos. Ante la violación 
continua de derechos fundamentales 
por causa de entrabes jurídicos y de¬ 
cisiones judiciales, se hacía necesaria 
una vía rápida que protegiera a los 
dudadanos. Si bien las actuaciones 
de la administración de justicia no son 
la única causa para invocar la tutela, 
es notorio cómo en la actualidad la 
mayor parte de estos recursos son in¬ 
terpuestos para evitar decisiones de 
carácter judicial. 

Es indispensable señalar que la tu¬ 
tela no es más que un mecanismo 
dentro de los muchos con que cuenta 
nuestro ordenamiento. Así como 
existen las vías judidales ordinarias 
ante la jurisdicción civil, penal, con- 
tendoso administrativa, etc., la tutela 
es un mecanismo más para defender 
nuestros derechos. Y aunque la ac¬ 
ción de tutela tiene la importancia de 
referirse a la protección de derechos 
constitucionales fundamentales, no 
debe perderse de vista su carácter ex- 
cepdonal y que en ningún momento 
suprime los otros mecanismos de pro¬ 
tección de los derechos. 

Nacionalidad y ciudadanía 

En materia de nadonalidad y ciuda¬ 
danía, la Constitución de 1991 con¬ 
templa los lincamientos de la Consti- 
tudón de 1886, con algunas noveda¬ 
des propias de la tendencia o voca¬ 
ción intemacionalista. 

La Constitución colombiana es am¬ 
plía en el otorgamiento de ia naciona¬ 
lidad, como corresponde a un país 
con escasa población en proporción 
a su territorio. La nacionalidad es en¬ 
tendida como el vínculo jurídico-po- 
lítico que liga a una persona con un 
Estado determinado, el hecho de per¬ 
tenecer a un Estado. Hay dos clases 
de nadonales: los nacionales por naci¬ 
miento y lo s nadonales por adopción. 

Se conservan los criterios tradicio¬ 
nales para el reconocimiento de ia na¬ 
cionalidad por nacimiento, es decir. 
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el ius solí (nacer en territorio colombia¬ 
no), ius sanguini (ser hijo de padre o 
madre colombiano) y el ius domicilii 
(estar domiciliado en Colombia). Se 
considera colombiano de nacimiento a 
quien reúna dos de los tres requisitos. 

Se considera colombiano o nacional 
por adopción a: los extranjeros que so¬ 
licitan carta de naturalización o nacio¬ 
nalidad; por cortesía internacional, a 
los latinoamericanos y del área del 
Caribe por nacimiento domiciliados 
en Colombia; los domiciliados en Co¬ 
lombia que, previa autorización del 
gobierno, pidan ser inscritos como co¬ 
lombianos ante la municipalidad; y, 
por último, a los miembros de los 
pueblos indígenas que comparten te¬ 
rritorios fronterizos. 

La doble nacionalidad, que se in¬ 
corpora al ordenamiento constitucio¬ 
nal, implica que la calidad de nacional 
colombiano no se pierde por el hecho 
de adquirir otra nacionalidad. Los na¬ 
cionales por adopción no estarán obli¬ 
gados a renunciar a su nacionalidad 
de origen o adopción. 

Algunos cargos públicos se reser¬ 
van para ser desempeñados exclusi¬ 
vamente por nacionales por naci¬ 
miento, como son, entre otros, los 
cargos de senador de la República, 
presidente de la República, vicepresi¬ 
dente, magistrado de ia Corte Consti¬ 
tucional, fiscal general de la nación, 
miembro del Consejo Superior de la 
Judicatura, miembro del Consejo Na¬ 
cional Electoral, registrador nacional 
del estado civil, entre otros. 


Se puede renunciar a la nacionali¬ 
dad y recobrarla, pero aunque el co¬ 
lombiano haya renunciado a la cali¬ 
dad de nacional, sí actúa en guerra 
exterior contra los intereses del país, 
será considerado traidor. Colombia 
no obliga a los nacionales por adop¬ 
ción, ni a los extranjeros domiciliados 
en su territorio, a tomar armas contra 
su país de origen. 

Mecanismos de participación 

Los mecanismos de participación 
consagrados por la Constitución de 
1991 para materializar el principio de 
la democracia participa ti va son: el 
voto, el plebiscito, el referendo o refe¬ 
réndum, la consulta popular, el ca¬ 
bildo abierto, la iniciativa legislativa, 
la revocatoria del mandato, la partici¬ 
pación de las organizaciones no gu¬ 
bernamentales en la gestión pública. 
Todos los mecanismos de participa¬ 
ción parten del supuesto de la nueva 
concepción de la democracia partici¬ 
pa tiva, donde no sólo se implantan 
los mecanismos de la democracia semi- 
directa, es decir, la participación di¬ 
recta con la elección de represen¬ 
tantes, sino que además desempeña 
un papel de primera magnitud la so¬ 
lidaridad, entendida como la concien- 
tización por toda la ciudadanía de su 
papel en la organización estatal. Los 
colombianos conscientes de su im¬ 
portancia como miembros del Estado, 
ya sea como funcionarios o particula¬ 
res, son responsables de la realización 
de los fines del Estado colombiano. 
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£1 respeto a los derechos humanos, 
el desarrollo, el bienestar social no 
son labores exclusivas de las autorida¬ 
des; no se puede ver al gobierno como 
un oponente al que únicamente se le 
debe exigir, mediante los mecanis¬ 
mos de participación todos los colom¬ 
bianos apoyamos e intervenimos en 
los cometidos estatales* 

Partidos y movimientos políticos 

Los partidos y movimientos políticos 
son una de las formas de ejercer el 
derecho de participación ciudadana, 
a la vez que se encuadran dentro de 
las modalidades del derecho de aso¬ 
ciación* Así se establece, a nivel cons¬ 
titucional, el agrupamiento de ciuda¬ 
danos que pretenden obtener poder 
político a través de partidos y movi¬ 
mientos políticos* 

La Constitución no establece dispa¬ 
ridad entre partidos y movimientos 
políticos, pero a nivel doctrinario se 
pueden diferenciar por dos criterios. 
En primer lugar, según el aspecto his¬ 
tórico, cuando se habla de partidos 
se hace referencia a una organización 
política arraigada en la tradición, pro¬ 
veniente de tiempo atrás y capaz de 
mantenerse a pesar de los vaivenes 
coyunturales de la política; el movi¬ 
miento, por el contrario, no tiene vo¬ 
cación de permanencia, se organiza 
según la situación política y tiene una 
circunscripción delimitada en el tiem¬ 
po. El segundo criterio es el carácter 
caudillista y personalista que rodea a 
los movimientos. Estos se estructuran 
alrededor de una persona y en ellos 
prevalece el carísma de ésta y sus fi¬ 
nalidades al momento de obtener el 
poder, de ahí su vocación temporal. 
Los partidos políticos, en cambio, tie- 
nen como soporte una ideología y 
unos criterios filosóficos que trascien¬ 
den a los líderes; por otra parte, su 
organización es más sólida, no de¬ 
pende de una figura en particular, y 
persiste aun después de acceder al 
poder* 

La Constitución, aunque no consa¬ 
gró expresamente la organización 
electoral como rama del poder públi¬ 
co, le dio un tratamiento de organiza¬ 
ción autónoma con competencias en 
la organización de elecciones, la Re¬ 
gistraduría del Estado Civil y la regu- 
¡ación dé la actividad de los partidos 
políticos. A la cabeza de esta organi¬ 
zación electoral se colocó al Consejo 
Nacional Electoral 

Como regulador de los partidos V 
movimientos políticos, al Consejo 
Nacional Electoral se le encargó la mi¬ 


sión de otorgarles la personería jurí¬ 
dica, siempre y cuando cumplan con 
unos requisitos mínimos: reunir no 
menos de 50 000 firmas, que en la 
elección anterior hayan obtenido no 
menos de 50 000 votos, y que hayan 
obtenido representación en el Con¬ 
greso. 

En cuanto a las restricciones a la 
intervención estatal en la organiza¬ 
ción de los partidos políticos y a la 
organización partidista misma, se 
consagró que la ley no puede regla¬ 
mentar la organización interna, ni la 
afiliación a los movimientos o parti¬ 
dos políticos. Los actuales partidos y 
movimientos políticos podrán inscri¬ 
bir candidatos sin requisito adicional 
alguno. La inscripción será avalada 
por el representante legal del partido. 
La ley puede establecer requisitos para 
garantizar la seriedad de las personas 
que se inscriban como candidatos* 

La financiación de los partidos y 
movimientos políticos es un avance 
en la implementación del sistema 
electoral colombiano. Sobre este as¬ 
pecto se estableció que el Estado con¬ 
tribuirá a la financiación del funciona¬ 
miento y de las campañas de los parti¬ 
dos y movimientos políticos con perso¬ 


nería jurídica; los demás partidos, mo¬ 
vimientos y grupos significativos que 
postulen candidatos se harán acree¬ 
dores a una financiación de la campa¬ 
ña, siempre que obtengan el porcen¬ 
taje de votos que diga la ley* La ley 
podrá limitar el monto de los gastos 
de los partidos o candidatos en cam¬ 
paña y la máxima cuantía de las con¬ 
tribuciones individuales. Además, 
los partidos deberán rendir cuentas 
sobre el volumen, origen y destino 
de sus ingresos. 

Por último, la Constitución consa¬ 
gró el estatuto de la oposición, como 
un elemento indispensable para 
afrontar los nuevos gobiernos post¬ 
fren tena dona listas. Se consagran los 
derechos de todos los partidos frente 
al gobierno; su derecho a criticar al 
gobierno y plantear alternativas polí¬ 
ticas* Para estos efectos se garantizan 
los siguientes derechos: acceso a la 
información y documentadón oficial; 
uso de los medios de comunicación 
sedal, de acuerdo con la representa¬ 
ción en el Congreso; derecho de ré¬ 
plica frente a tergiversaciones graves 
y evidentes, o ataques públicos de 
funcionarios oficíales; finalmente, en 
las mesas directivas de los cuerpos 
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colegiados tendrán representación las 
minorías. 


Rama legislativa 

A través de la historia, la rama del 
poder legislativo ha sido la represen¬ 
tante por excelencia del pueblo, y su 
importancia radica, precisamente, en 
su representación popular. Dentro 
del Estado moderno, liberal y social 
de derecho, la rama legislativa cum¬ 
ple básicamente tres funciones: 

a) Reformar la Constitución. 

b) Hacer las leyes. 

c) Ejercer control político sobre las 
actuaciones del gobierno. 

En la actualidad, la necesidad de 
tomar decisiones rápidas por parte de 
funcionarios especializados en temas 
particulares, ha determinado que el 
legislativo ceda funciones a la rama 
ejecutiva. Por esta razón, en la mayo¬ 
ría de Estados la función de control 
político se está convirtiendo en la más 
importante, inclusive sobre la facul¬ 
tad de hacer la ley. 

La rama legislativa es el Congreso 
de la República, que está formado por 
el Senado de la República y la Cámara 
de Representantes. Sólo estas dos cá¬ 
maras hacen parte del Congreso y de 
la rama legislativa, aunque ocasional¬ 
mente, por delegación del Congreso, 
las asambleas departamentales pue¬ 
den realizar leyes* Los miembros de 
los cuerpos colegiados (Senado, Cá¬ 
mara de Representantes, asambleas 
departamentales, concejos municipa¬ 
les, juntas administrativas o cabildos 
indígenas) representan al pueblo* 
Esto es una derivación del principio 
de soberanía popular. 

La rama legislativa se fortalece en 
la nueva Constitución* Las atribucio¬ 
nes propias de este órgano: la realiza¬ 
ción de las leyes, la modificación de 
la Constitución y el control político, 
son imple menta das de tal forma que 
el Congreso aparece dotado de nue¬ 
vos y mejores instrumentos. En mate¬ 
ria de control político, se establece la 
figura de la moción de censura, que 
consiste en la posibilidad de que el 
Congreso en pleno manifieste su in¬ 
conformidad con la política de un de¬ 
terminado ministro, a través de un 
número calificado (superior a lo nor¬ 
malmente exigido) de votos. En caso 
de ser aprobada esta decisión, el mi¬ 
nistro quedará separado de su cargo. 
Por otra parte, se conserva la facultad 
de citar a los altos funcionarios del 
Ejecutivo para que se presenten ante 
comisiones y plenaria a rendir infor- 
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mes sobre temas que el Congreso con¬ 
sidere de interés. 

El trámite de las leyes no tiene cam¬ 
bios importantes, pero se destaca la 
modificación del quórum delibera to¬ 
rio, que se reduce de un tercio de los 
miembros a un cuarto. Se modifican 
las sesiones ordinarias y se establecen 
dos períodos en el año, el primero 
desde el 20 de julio hasta el 16 de 
diciembre, y el segundo desde el 16 
de marzo hasta el 20 de junio. 

A las leyes orgánicas, de facultades 
extraordinarias y a las cuadro o marco 
se le suman como normas especiales 
las leyes estatutarias. Las leyes de fa¬ 
cultades extraordinarias (artículo 150, 
numeral 10) son aquellas que tienen 
por contenido una autorización para 
que el presidente de la República ex¬ 
pida normas con fuerza de ley. La 
autorización debe establecer clara y 
concretamente los temas que debe de¬ 
sarrollar el presidente a través de 
los decretos. 

A diferencia de la anterior Carta 
Constitucional, en la ley de facultades 
extraordinarias no se limita el tiempo 
para utilizar las facultades, pero se 
exige una mayoría calificada para en¬ 
tregar dichas facultades al presidente, 
y además debe existir una petición 
por parte del Ejecutivo para que se 
tramite este tipo de ley. Esto es salu¬ 
dable, pues de una parte se exige que 
la iniciativa de estas leyes sea del Eje¬ 
cutivo; sólo cuando éste lo considere 
necesario y se encuentre preparado 
para expedir una norma ti vidad, el 
Congreso podrá delegar esta atribu¬ 
ción, Tal mecanismo soluciona los in¬ 
convenientes originados por la en¬ 
trega de facultades extraordinarias al 
presidente, cuando éste no las había 
pedido ni se encontraba preparado, 
lo que conducía a la expedición de 
normas con impropiedades y realiza¬ 
das de manera improvisada. Por otra 
parte, es importante resaltar que sí 
bien se elimina la limitación de las 
facultades en el tiempo, la consagra¬ 
ción de una mayoría calificada pre¬ 
tende que el legislativo no se des¬ 
prenda tan fácilmente de una de sus 
funciones principales: la de legislar, 
colocando un voto más exigente para 
estas delegaciones* 

Para ser aprobadas las leyes orgá¬ 
nicas (artículo 151) se exigirá la mayo¬ 
ría absoluta de una y otra cámaras, y 
éstas se referirán al ejercido de la ac¬ 
tividad legislativa. Las normas sobre 
preparación, aprobación y ejecución 
del presupuesto de rentas y ley de 
apropiaciones y del plan general de 


desarrollo también tendrán que con¬ 
tener todo lo referente a las compe¬ 
tencias de las entidades territoriales. 

Mediante las leyes estatutarias (ar¬ 
tículo 152), el Congreso de la Repú¬ 
blica regulará: los derechos y deberes 
fundamentales de las personas y los 
procedimientos y recursos para su 
protección, la administración de justi¬ 
cia, la organización y régimen de los 
partidos y movimientos políticos, el 
estatuto de la oposición y funciones 
electorales, las instituciones y meca¬ 
nismos de participación ciudadana y 
los estados de excepción. La aproba¬ 
ción, modificación o derogatoria de 
estas leyes también requerirá mayoría 
absoluta en ambas cámaras, pero ade¬ 
más deberán ser revisadas por la 
Corte Constitucional antes de pasar 
a sanción presidencial. 

En lo tocante al régimen de inhabi¬ 
lidades e incompatibilidades, se esta¬ 
blecen requisitos más exigentes. Se 
pretende lograr una mayor indepen¬ 
dencia del legislativo frente a la admi¬ 
nistración pública, impidiendo que 
sean candidatos los familiares de los 
altos funcionarios del gobierno. Tam¬ 
bién se pretende profesionalizar la la¬ 
bor de los congresistas, al impedirles 
que desempeñen cargo o empleo pú¬ 
blico o privado durante su período. 

Rama ejecutiva 

Dentro de las novedades incluidas 
por la Constitución de 1991 en ia ra¬ 
ma ejecutiva se destaca el restableci¬ 
miento de la figura de la Vicepresi¬ 
dencia . Las faltas absolutas y tempo¬ 
rales del presidente de la República 
serán suplidas por un vicepresiden¬ 
te, en remplazo del designado presi¬ 
dencial, quien era elegido por el 
Congreso, 

El presidente y el vicepresidente se 
eligen bajo el sistema mayo rita rio a 
dos vueltas, esto es: se inscriben va¬ 
rias fórmulas, integrada cada una por 
un candidato a presidente y otro a 
vicepresidente; si en la primera vuelta 
una fórmula obtiene la mitad más uno 
de la totalidad de los votos deposita¬ 
dos, esa será la ganadora y sus inte¬ 
grantes serán presidente y vicepresi¬ 
dente. Si ninguna fórmula alcanza ia 
mitad más uno de los votos, será ne¬ 
cesario realizar una segunda elección 
(segunda vuelta), en la que sólo par¬ 
ticiparán las dos fórmulas que hayan 
obtenido la mayor votación en la pri¬ 
mera vuelta. Obsérvese que para la 
elección de presidente y vicepresi¬ 
dente no es necesaria la realización 
de dos vueltas, la segunda sólo se pre- 
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sentará si no se obtiene la mayoría 
absoluta por una fórmula* 

Esta forma de elegir presidente 
puede llevar a la formación de múlti¬ 
ples partidos o movimientos políticos 
que representen intereses concretos. 
Los grandes partidos, como el liberal 
y el conservador, que reúnen en su 
seno todas las tendencias y aspiracio¬ 
nes nacionales, cederían espado a 
grupos raciales, culturales, tenden¬ 
cias de derecha, tanto extrema como 
moderada, e igualmente una iz¬ 
quierda con mayores matices. Esta 
multiplicidad tendría sentido, porque 
el sistema de doble vuelta propicia la 
realización de coaliciones y alianzas; 
a través de éstas se realizarían gobier¬ 
nos con compromisos mucho más de¬ 
finidos que los que se han desarro¬ 
llado en nuestro país. 

En materia de estados de excep¬ 
ción, la figura del estado de sitio, con¬ 
templada por el artículo 121 de la 
Constitución anterior, abre paso, en 
la nueva Carta, al estado de guerra 
exterior y al estado de conmoción in¬ 
terior. El estado de guerra exterior se 
establece para dotar de una gran fle¬ 
xibilidad al gobierno en caso de con¬ 
flicto con otras naciones. Se trata de 
proporcionar las facultades estricta¬ 
mente necesarias para repeler la agre¬ 
sión, defender la soberanía y atender 
los requerimientos de la guerra. La 
consagración por separado del estado 
de guerra exterior tiene como finali¬ 
dad diferenciarlo del estado de con¬ 
moción interna. El primero, por su 
naturaleza, es indefinido, como in¬ 
definida es la duración de un conflicto 
internacional. La otra figura, por el 
contrario, puede ser limitada en el 
tiempo durante el cual se expidan las 
medidas para restablecer el orden 
público. Así se pretende limitar La 
tendencia a utilizar la figura de los 
estados excepcionales para toda cir¬ 
cunstancia, trátese del motivo inicial 
por el cual se declaró el estado de 
conmoción, o de nuevos hechos rea¬ 
les o hipotéticos. 

Rama judicial 

La rama judicial del poder público es 
objeto de varias transformaciones en 
la Constitución de 1991* En primer 
lugar, las distintas áreas de compe¬ 
tencia son definidas en cuatro gran¬ 
des campos o jurisdicciones: 

—La jurisdicción ordinaria, encar¬ 
gada de impartir justicia en los asun¬ 
tos de carácter laboral, penal y civil, 
esto es, comercial y familiar* Los jue¬ 
ces encargados de administrar justicia 
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en estas áreas se encuentran en todo 
el país, estando a la cabeza la Corte 
Suprema de Justicia. 

—La jurisdicción contencioso ad¬ 
ministrativa tiene como función ad¬ 
ministrar justicia cuando se presen¬ 
ten conflictos entre los particulares y 
el Estado. Ante ella se conocen los 
asuntos de naturaleza laboral de los 
empleados oficiales, las controversias 
originadas en los contratos adminis¬ 
trativos y similares, las demandas 
contra los actos administrativos, deci¬ 
siones de la administración. 

—La novedad en el tema de las ju¬ 
risdicciones es la creación de una 
nueva institución encargada de velar 
por el principio de supremacía de la 
Constitución: la Corte Constitucio¬ 
nal Esta Corte tiene como principal 
función vigilar que las principales de¬ 
cisiones de las ramas legislativa y eje¬ 
cutiva estén dentro de los parámetros 
trazados por la Constitución. 

—Por último, se dejan las bases 
para la implementación de una juris¬ 
dicción especial que permita a los 
pueblos indígenas administrar justi¬ 
cia a través de sus propias autorida¬ 
des, con sus normas y procedimien¬ 
tos, siempre que no sean contrarios 
a la Constitución y leyes de nuestro 
país. La ley también podrá crear jue¬ 
ces de paz encargados de resolver en 
equidad conflictos individuales y co¬ 
munitarios. 

Además de las jurisdicciones, la 
Constitución establece dentro de la 
rama judicial dos nuevas figuras: la 
Fiscalía General de la Nación y el 


Consejo Superior de la Judicatura. La 
Fiscalía General de la Nación, como 
una organización con presupuesto y 
administración propios, estará diri¬ 
gida por un fiscal general elegido por 
la Corte Suprema de Justicia. A esta 
institución le corresponde, de oficio 
o mediante denuncia o querella, in¬ 
vestigar los delitos y acusar a los pre¬ 
suntos infractores ante los juzgados 
y tribunales competentes. Se excep¬ 
túan los delitos cometidos por miem¬ 
bros de la fuerza pública en servicio 
activo y en relación con el mismo ser¬ 
vicio. En razón de esta competencia, 
la Fiscalía tendrá bajo su dirección 
todo lo correspondiente a la policía 
judicial. El Consejo Superior de la Ju¬ 
dicatura se establece como una insti¬ 
tución con el deber de desarrollar las 
políticas administrativas en la rama 
judicial a través de la dirección de la 
carrera judicial y, por otra parte, con 
la decisión sobre los problemas disci¬ 
plinarios de los funcionarios judicia¬ 
les y los abogados. 

Ordenamiento territorial 

La redistribución del poder político en 
el territorio nacional fue una de las 
principales preocupaciones dentro del 
proceso constituyente; consecuencia 
de este hecho es la consagración del 
concepto de autonomía de las entida¬ 
des territoriales, indicada en la sección 
de los principios fundamentales. 

El proceso de descentralización que 
se ha venido desarrollando en Colom¬ 
bia en los últimos años se puede expli¬ 
car, por una parte, como la respuesta 
del gobierno colombiano a los incon¬ 
venientes económicos sufridos en los 
años ochenta y, por otra, como la ca¬ 
nalización de las protestas por la ín- 
eficiencia del Estado para prestar los 
servicios públicos esenciales en diver¬ 
sos sectores geográficos y sociales. La 
incapacidad del Estado para cumplir 
con el cometido de lograr el bienestar 
de los ciudadanos a través de la pres¬ 
tación de servicios, principalmente, 
ha hecho que revise su funcionamiento 
y replantee su intervención en algunos 
campos donde la iniciativa privada 
puede ser más útil a la sociedad* 

Además, se plantea el fenómeno 
social de las organizaciones políticas 
que están por fuera de la dicotomía 
comunismo-capitalismo, es decir, los 
movimientos sociales denominados 
ONG (Organizaciones No Guberna¬ 
mentales). En efecto, éstas son expre¬ 
siones colectivas que surgen en torno 
a una necesidad específica o un servi¬ 
cio no prestado. 
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El proceso de descentralización en 
Colombia es orquestado por el poder 
central y la consonancia de las políti- 
cas con las necesidades locales será 
evaluada y revisada por éste. Los ins¬ 
trumentos para la descentralización, 
planteados en la Constitución de 
1991, son daros en dos aspectos: pri¬ 
mero, la necesidad de trasladar recur¬ 
sos y competencias a las localidades, 
así como crear un verdadero am¬ 
biente democrático en éstas para lo¬ 
grar mejores resultados en los fines 
del Estado, Para esto se establecen 
los conceptos de descentralización 
administrativa y autonomía de las en¬ 
tidades territoriales. Segundo, la res¬ 
ponsabilidad del proceso descentráis 
zador recae en órganos del nivel cen¬ 
tral como el Ejecutivo y el Congreso. 
A través de leyes se reglamentarán las 
facultades para la descentralización. 

La modernización del Estado co¬ 
lombiano debe realizarse con una 
clara especificación de responsabili¬ 
dades de los distintos niveles: central, 
departamental, municipal e inter¬ 
medios. Esta especificación depen¬ 
derá de las condiciones y ventajas de 
cada nivel, dándose un adecuado 
margen de flexibilidad para que las 
localidades se acomoden al esquema 
que más les convenga. Los procesos 
tendientes a fortalecer las entidades 
territoriales deben ser observados con 
una óptica diferente de la tradicio¬ 
nal, que enmarcaba todas las estrate¬ 
gias gubernamentales dentro de una 
política de fortalecimiento de las cla¬ 
ses capitalistas. La descentralización 
es un proceso anterior a la nueva ola 
capitalista (neoliberal! sirio), que debe 
ser evaluada como un instrumento 
para fortalecer la democracia, un pro¬ 
ceso que beneficiará a todos los secto¬ 
res de la sociedad. 

El concepto de autonomía de las 
entidades territoriales está contem¬ 
plado como la facultad de éstas para 
la gestión de sus intereses dentro de 
los límites de la Constitución y la ley, 
con el ejercicio de los siguientes dere¬ 
chos: gobernarse por autoridades 
propias, ejercer las competencias que 
les correspondan, administrar los re- 
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cursos y establecer los tributos nece¬ 
sarios para el cumplimiento de sus 
funciones, y participar en las rentas 
nacionales. Así, la autonomía de las 
entidades territoriales sería un tipo 
de descentralización administrativa, 
una verdadera capacidad de las enti¬ 
dades territoriales para tomar decisio¬ 
nes en los asuntos que les interesan, 
así como imple mentar las medidas 
administrativas que sean necesarias. 
Lo importante es administrar más que 
ejecutar; ejecutar es cumplir lo orde¬ 
nado, mientras que administrar es 
concebir y llevar a la práctica lo dis¬ 
puesto, con criterio de oportunidad, 
elección de medios de economía y 
mayor eficiencia. 

La Constitución de 1991 contiene 
otra innovación en cuanto al ordena¬ 
miento territorial: la introducción de 
alternativas en la organización territo¬ 
rial con la posibilidad de formar regio¬ 
nes y provincias; las primeras, me¬ 
diante la asociación de departamen¬ 
tos; las segundas, con el acuerdo de 
varios municipios dentro de un de¬ 
partamento. 


Los distritos, como municipios con 
características especiales, represen¬ 
tan la tendencia a revaluar el esquema 
de la organización homogénea para 
todos los municipios; se pretende re¬ 
plantear el sistema anterior de organi¬ 
zación, que establecía las mismas au¬ 
toridades para un municipio de mil 
habitantes en la cabecera municipal, 
que para una ciudad de más de un 
millón de habitantes. La Constitución 
de 1991 establece un régimen especial 
para las ciudades de Cartagena y 
Santa Marta, además del capítulo es¬ 
pecial de la capital, que cambia su 
nombre por el de Santafé de Bogotá. 
Estos distritos, además de la posibili¬ 
dad de organizarse en forma diferen¬ 
te, tienen una participación en las 
rentas nacionales superior a los de¬ 
más municipios. El Distrito Capital de 
Santafé de Bogotá tiene una adminis¬ 
tración más descentralizada, que di¬ 
vide la ciudad en juntas administrado¬ 
ras locales, con miembros elegidos po¬ 
pularmente y con alcaldes menores. 
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Cuando se hace referencia al recono¬ 
cimiento jurídico formal de los dere¬ 
chos que por su naturaleza son inhe¬ 
rentes a la persona humana, los años 
de 1776 y 1789 son dos momentos his¬ 
tóricos ineludibles. En efecto, la pro¬ 
mulgación de la Constitución de los 
Estadós Unidos de América y la De¬ 
claración de los Derechos del Hombre 
y el Ciudadano marcan un hito en 
cuanto a la dignidad del hombre se 
refiere, a la vez que constituyen una 
limitación al ámbito de acción del Es¬ 
tado, hasta entonces omnipotente. 
Sin embargo, con el transcurso de las 
décadas y el desarrollo de la sociedad 
capitalista tal advenimiento se tornó 
insuficiente, toda vez que no com¬ 
portó necesariamente la efectividad 
de los respectivos derechos y liberta¬ 
des. Las críticas presentaron diferen¬ 
tes matices, pero sin lugar a duda el 
marxismo fue el más contestatario, 
porque no existía correspondencia 
entre la realidad material y las decla¬ 
raciones formales. 

Históricamente no se llegó a negar 
nunca la validez filosófica de las pri¬ 
meras declaraciones de derechos, 
pero sin adentrarse en el problema 
que implica suponer que los que co¬ 
múnmente se clasifican como dere¬ 
chos de la primera generación tienen 
un carácter universal, nótese que la 
evolución en esta materia no ha impli¬ 
cado la sustitución de un paradigma 
de derechos por otro, sino la sobrepo¬ 
sición. Así, en el constitucionalismo 
moderno, al lado de los derechos in¬ 
dividuales de contenido civil y polí¬ 
tico, se han erigido como tales aque¬ 
llos económicos y sociales, o de la 
segunda generación. Y adicional¬ 
mente se habla de los derechos de 
los pueblos, de! derecho a Ja paz, al 
medio ambiente sano, de los consu¬ 
midores. 

Esta ampliación del horizonte de 
los derechos ha permitido hablar a 
autores como Stefano Rodotá de una 
inflación de derechos que, en el ám¬ 
bito interno, se ha reflejado en la pro¬ 
mulgación de textos constitucionales 
muy extensos, y en el ámbito interna¬ 
cional, en la multiplicidad de cartas 
de derechos —del enfermo, del niño, 
del automovilista, de la ciudad, de las 
universidades—♦ Tal situación ha ca¬ 


racterizado las dos últimas décadas 
de este siglo, y es en este momento 
cuando surge la Constitución colom¬ 
biana de 1991, precedida, por lo de¬ 
más, por una generalizada preocupa¬ 
ción de la sociedad civil y del Estado 
por la cotidiana y violenta vulnera¬ 
ción de los derechos humanos. Esto 
explica, en alguna medida, que más 
de 84 artículos se hayan destinado a 
los derechos, garantías y deberes* 

La comisión codificadora, que sur¬ 
gió del seno de la Asamblea Nacional 
Constituyente, clasificó los preceptos 
en diversos capítulos: "De los dere¬ 
chos fundamentales", "De los dere¬ 
chos sociales, económicos y cultura¬ 


les" y "De los derechos colectivos y 
del ambiente". Ninguna generación 
de derechos quedó excluida; sin em¬ 
bargo, adicionalmente se preceptuó 
que la enumeración carece de preten¬ 
sión alguna de taxatividad, toda vez 
que el artículo 94 del texto constitu¬ 
cional dice: «La enunciación de los 
derechos y garantías contenidos en 
la Constitución y en los convenios in¬ 
ternacionales vigentes, no debe en¬ 
tenderse como negación de otros que, 
siendo inherentes a la persona huma¬ 
na, no figuren expresamente en ellos». 
Parece viable concluir, sin miedo a 
equivocarse, que en materia de dere¬ 
chos ei nuevo ordenamiento constitu- 
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cional tiene una vocación totalizado¬ 
ra. Pero la gran innovación no es ésta; 
lo interesante es que la viabilidad o, 
en términos jurídicos, efectividad de 
los derechos, es la preocupación prio¬ 
ritaria del Estado colombiano. 

Efectividad 

DE LA CARTA DE DERECHOS 

Control de constitucionalidad 

En la Constitución de 1991, además 
de los instrumentos ya existentes, el 
orden jurídico colombiano se enri¬ 
quece con nuevas vías procesales, 
que tienen como única finalidad la 
protección real y efectiva del dudada- 
no, cada vez que se sienta vulnerado 
en un derecho. 

Así, la Corte Constitudonal ha de 
declarar inexequible todo acto refor¬ 
matorio de la Constitudón en la parte 
relativa a la carta de derechos, si no 
ha sido sometido a referéndum, como 
lo prescribe el artículo 377 de la Cons¬ 
titución Política; toda vez que tal omi¬ 
sión comporta un vicio de procedi¬ 
miento (artículo 241). 

Igualmente, han de ser declarados 
inconstitucionales toda ley —incluso 
las estatutarias y los proyectos de ley 
objetados por el gobierno como in¬ 
constitucionales, como también las le¬ 
yes aprobatorias de tratados interna¬ 
cionales—, todo decreto con fuerza 
de ley dictado por el gobierno con 
fundamento en los artículos 150, nu¬ 
meral 10, y 341 de la Constitudón, 
todo decreto legislativo que dicte el 
gobierno para declarar un estado de 
excepción y para ejecutarlo, y los tra¬ 
tados internacórtales —antes de su 
ratificadón—, cuando se opongan a 
la letra y al telos de la carta de derechos 
hoy vigente en Colombia. 

Le corresponde al Consejo de Es¬ 
tado declarar la nulidad por inconsti- 
tucionalídad de los decretos dictados 
por el gobierno nacional, cuya compe¬ 
tencia no corresponda a la Corte Cons¬ 
titucional (artículo 237, numeral 2). 

Excepción 

de Ínconstitudonalidad 

La Constitución de 1991 mantuvo la 
excepdón de Ínconstitudonalidad, 
según lo consagra el artículo 4: «La 
Constitución es norma de normas. En 
todo caso de incompatibilidad entre 
la Constitución y la ley u otra norma 
jurídica, se aplicarán las disposicio¬ 
nes constitucionales». 

Así un juez, cuando encuentre que 
una norma de jerarquía inferior a la 
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Constitución vulnera la carta de dere¬ 
chos, deberá proceder conforme a la 
norma constitucional. 

Leyes estatutarias 
y estados de excepción 

La Constitución de 1991 consagra las 
leyes estatutarias, cuya aprobación, 
modificación o derogación exigirá la 
mayoria absoluta de los miembros del 
Congreso y deberá efectuarse dentro 
de una misma legislatura; el respec¬ 
tivo proyecto estará sujeto al control 
de constitucionalidad previo por 
parte de la Corte Constitucional (ar¬ 
tículo 153), 

La existencia de esta categoría de 
leyes ha despertado diversas críticas, 
puesto que la complejidad del pro¬ 
ceso legislativo puede conducir a la 
imposibilidad de que las leyes estatu¬ 
tarias existan. Sin embargo, indepen¬ 
dientemente de que tal vicisitud de¬ 
penda de la voluntad política, lo que 
aquí se quiere subrayar es que una 
de las leyes estatutarias ha de ser 
aquella relativa a los «derechos y de¬ 
beres fundamentales de las personas 
y los procedimientos y recursos para 
su protección» (artículo 152, numeral 
a). Se pretende, entonces, por esta 
vía, impedir que una materia tan im¬ 
portante para la calidad de vida ciuda¬ 
dana sea objeto de modificación y 
eventual manipulación, que impida a 
cualquier sujeto el goce de sus dere¬ 
chos. No está de más recordar que, 
así mismo, la ley sobre estados de 
excepción, ontológicamente relacio¬ 
nada con los derechos, también ha de 
ser estatutaria. 

Ahora bien, durante la declaratoria 
del estado de excepción, «no podrán 
suspenderse los derechos humanos 
ni las libertades fundamentales. En 


todo caso se respetarán las reglas del 
derecho internacional humanitario. 
Lina ley estatutaria regulará las facul¬ 
tades del gobierno durante los esta¬ 
dos de excepción y establecerá los 
controles judiciales y las garantías 
para proteger los derechos de confor¬ 
midad con los tratados internaciona¬ 
les» (artículo 214, numeral 2 de la 
Constitución). Esta norma encuentra 
explicación histórica en el hecho de 
que, so pretexto de la declaratoria del 
estado de sitio, se suspendían hasta 
las más elementales garantías ciuda¬ 
danas, con el agravante de que el es¬ 
tado de sitio en Colombia ha sido la 
regla general y no la excepción, A la 
luz de la nueva Constitución, éste no 
puede seguir siendo escudo para el 
desconocimiento de los derechos hu¬ 
manos. 

Una interpretación sistemática y te- 
leológica de todas estas disposiciones 
permite concluir que la protección a 
los derechos es especialísíma, y que 
el constituyente quiso hacer que su 
desarrollo legal, que incluye mecanis¬ 
mos de protección, fuese objeto de 
monopolio del legislador. Parece in¬ 
cluso válido dudar del poder regla¬ 
mentario que sobre esta materia tenga 
el gobierno, lo que pone en tela de 
juicio la constitucionalidad del de¬ 
creto 306 de 1992. 

Referéndum 

Cuando una reforma constitucional 
aprobada por el Congreso se refiera 
a la carta de derechos, deberá some¬ 
terse a referéndum (artículo 377). En 
efecto, si por un lado el monopolio 
legislativo le corresponde al Congre¬ 
so, éste no es plenamente soberano 
para modificar la Constitución en el 
capítulo 1 del título n y, por tanto, 
debe recurrir al llamado constitu¬ 
yente primario. 

Acción de tutela 

El artículo 86 de la Constitución Polí¬ 
tica introduce en el ordenamiento co¬ 
lombiano la acción de tutela, que ha 
sido el mecanismo más recurrente 
para proteger los derechos de los cua¬ 
les son titulares las personas. Su crea¬ 
ción constituye la más diáfana prueba 
de que la preocupación del constitu¬ 
yente era darle una dimensión real a 
la carta de derechos, de lo contrario 
ésta se erigiría como un monumento 
a la retórica. 

La tutela es una acción que, una 
vez incoada por medio de una solici¬ 
tud informal —que puede ser incluso 
verbal—, se tramita de manera prele¬ 
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rente y sumaria. De manera preferen¬ 
te, porque el juez de tutela dispone, 
en primera instancia, tan sólo de diez 
días para decidir; y con ocasión de la 
impugnación, de veinte días. Este úl¬ 
timo término fue establecido por el 
decreto 2591 de 1991, y su funda¬ 
mento constitucional no es del todo 
claro, siendo que la Constitución, de 
manera anti técnica pero expresa, se 
refiere a diez días. La preferencia 
comporta, además, que antes de cual¬ 
quier asunto el juez decida la tutela, 
salvo el hateas eorpus (artículo 15 del 
decreto 2591 de 1991). 

La sumariedad ha de entenderse en 
el sentido de que controvertir las 
pruebas no es requisito indispensa¬ 
ble. En efecto, según el decreto 2591 
de 1991, en caso de que el juez solicite 
informes a la autoridad cuya con¬ 
ducta supuestamente ha vulnerado 
un derecho, y ésta no responda, se 
tendrán por ciertos los hechos y en¬ 
trará a resolver de plano. Así mismo, 
basta el convencimiento del juez para 
resolver la situación litigiosa, sin ne¬ 
cesidad de decretar las pruebas solici¬ 
tadas. Finalmente, en materia de tutela 
se prohíbe la sentencia inhibitoria. 

El artículo 86 constitucional define 
la acción de tutela como subsidiaria, 
es decir, como procedente, toda vez 
que no existan otras vías procesales 
para invocar la protección de un dere¬ 
cho. El decreto 2591 establece: «La ac¬ 
ción de tutela no procederá: 1) 
Cuando existan otros recursos o me¬ 
dios de defensa judiciales, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. La existencia de dichos 
medios será apreciada en concreto, 
en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentre el 
solicitante [...] Se entiende por irreme¬ 
diable el perjuicio que sólo pueda ser 
reparado en su integridad mediante 
una indemnización» (artículo 6). 

La tutela procede, entonces, en las 
siguientes hipótesis: cuando no existe 
otra vía procesal para proteger el de¬ 
recho. Pensemos en el caso del hijo 
extra matrimonial que es discrimina¬ 
do, en violación del artículo 13 cons¬ 
titucional, por un plante] de educa¬ 
ción privado, que no lo admite preci¬ 
samente por esta razón. 

La secunda hipótesis se plantea 
cuando una vez agotados todos los 
recursos procesales, el sujeto no ha 
sido restablecido en su derecho. Sin 
embargo, en este supuesto de hecho 
encontramos una situación a la que 
se le dio el carácter de problemática 



Portadas de dos de los primeros estudios sobre la acción de tutela, publicados por 
la Consejería Presidencial para el Desarrollo de la Constitución „ Bogotá, 1992. 


por atentar contra la seguridad jurí¬ 
dica y el principio de la cosa juzgada. 
En efecto, por esta vía se estaría ata¬ 
cando la sentencia ejecutoriada. 

La procedencia de la tutela contra 
sentencias que hubieren hecho trán¬ 
sito a cosa juzgada generó un gran 
debate nacional, y culminó cuando la 
Corte, considerando la cosa juzgada 
un derecho fundamental, declaró in¬ 
constitucional el artículo 40 del de¬ 
creto 259 L El pronunciamiento intro¬ 
dujo, por lo demás, la doctrina de que 
cuando la Constitución se refería a 
cualquier autoridad pública, los jue¬ 
ces estaban excluidos. 

Por esta vía se cerró la posibilidad 
de corregir graves errores judiciales, 
que cercenan de manera notable los 
derechos inherentes a las personas. 
Bien puede suceder que durante el 
trámite de un proceso por estafa se 
vulnere un derecho fundamental, 
verbigracia el debido proceso. ¿Qué 
impide que se abra un nuevo proceso, 
preferente y sumario, por lo demás, 
para debatir un asunto distinto, no la 
estafa, sino la violación del debido 
proceso? En tal vicisitud no se estaría 
violando el principio de la cosa juz¬ 
gada que, por otra parte, está lejos 
de ser un derecho fundamental. 
¿Acaso la seguridad jurídica debe 
considerarse un bien superior al de 
la justicia? 

La tercera hipótesis es aquella se¬ 
gún la cual la tutela procede cuando 
se trate del instrumento más idóneo, 
más eficaz para la protección de un 


derecho. Por esta vía la jurispruden¬ 
cia constitucional ha llegado a acortar 
notablemente las diferencias concep¬ 
tuales entre subsidiar!edad y eficacia. 

Finalmente, la tutela es proceden¬ 
te, por vía excepcional, cuando a pe¬ 
sar de existir otra vía procesal se uti¬ 
liza con la finalidad de evitar un per¬ 
juicio irremediable (decreto 2591 de 
1991, articulo 6, numeral 1, inciso fi¬ 
nal). El artículo 1 del decreto 306 de 
1992 enumera los supuestos de hecho 
en los cuales no se puede hablar de 
un perjuicio irremediable, con miras 
a delimitar puntualmente el alcance 
de la excepción a la subsidiariedad de 
la tutela. 

Acción de tutela y derechos 
de contenido social y económico 

El problema de los derechos no es tan 
sólo superable por medio de procedi¬ 
mientos jurídicos; las condiciones 
materiales son una variable ineludible 
que obliga al Estado, tildado de "so¬ 
cial de derecho", a remover las condi¬ 
ciones que impiden el pleno goce de 
los derechos. Vale la pena citar al 
constitudonalista Giuliano Amato, 
quien se refiere a los derechos sociales 
como aquellos que consagran un inte¬ 
rés del ciudadano por obtener una 
prestación directa o indirecta por 
parte del Estado. Estos se diferencian 
de los demás derechos que implican 
esencialmente una libertad frente al 
Estado, o tienden as influir sobre la 
composición y selección de los órga¬ 
nos representativos. 
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A diferencia de estas dos últimas 
categorías, los derechos sociales ge¬ 
neran situaciones jurídicas que no 
siempre son susceptibles de acción 
frente al juez, y no siempre gozan de 
los mismos poderes que competen a 
los titulares de los derechos subjeti¬ 
vos perfectos. No obstante, su viola¬ 
ción comporta siempre motivo deín- 
constitución a li dad y, en todo caso, 
obliga al legislador a su respeto y de¬ 
sarrollo. 

Estas consideraciones plantean du¬ 
das sobre si la tutela puede contribuir 
al desarrollo de todos y cada uno de 
los derechos predicables del Estado 
social de derecho. No es tan descabe¬ 
llado afirmar que, en forma indirecta, 
sí contribuye. Un ejemplo resulta 
ilustrativo, el artículo 51 de la Consti¬ 
tución estatuye: «Todos los colombia¬ 
nos tienen derecho a vivienda digna. 
El Estado fijará las condiciones nece¬ 
sarias para hacer efectivo este dere¬ 
cho y promover planes de vivienda 
de interés social, sistemas adecuados 
de financiación a largo plazo y formas 
asociativas de ejecución de estos pro¬ 
gramas de vivienda»* Cualquier co¬ 
lombiano no puede interponer una 
acción de tutela cuando no goza de 
una vivienda, ni siquiera indigna. La 
tu tela sólo procedería en caso de que 
el Estado lo hubiese privado de su 
vivienda en forma injustificada, vul¬ 
nerando en una situación concreta el 
derecho consagrado en el artículo 51, 
frente al cual el Estado tenía el deber 
de abstenerse de actuar. El ejemplo 
concreto lo encontramos en el decreto 
por medio del cual se eliminaron las 
residencias femeninas adscritas al Mi¬ 
nisterio de Educación, en desarrollo 



Derecho a vivienda digna. Detalle del mural de 
Ignacio Gómez Jaramüh y Jorge Elias Trkna, 1954. 
Inurbe, Bogotá. 


del artículo 20 transitorio constitucio¬ 
nal. Por esta vía la tutela, incoada 
para proteger una situación jurídica 
subjetiva, está contribuyendo a darle 
efectividad a un precepto propio del 
Estado social de derecho, de carácter 
programático. 

Sin embargo, debido a que los de¬ 
rechos de contenido económico y so¬ 
cial no son tan solo declaraciones de 
principio, sino que tienen fuerza jurí¬ 
dica vinculante, si el Estado omite en 
su presupuesto una partida para «pla¬ 
nes de vivienda de interés social», la 
ley de presupuesto debería ser decla¬ 
rada inconstitucional, toda vez que la 
actuación de la autoridad no está con¬ 
forme con el mandato constitucional. 
De no ser así ¿que utilidad tendría 


incluir los derechos sociales y econó¬ 
micos en el instrumento jurídico por 
excelencia, que es la Constitución? 

Tutela y derechos fundamentales 

El artículo 86 constitucional limita el 
radio de acción de la tutela a los dere¬ 
chos f undamentales. Pero ¿cuáles son 
esos derechos llamados fundamenta¬ 
les, objeto de protección por parte de 
la tutela? Al respecto el decreto 2591 
establece: «La acción de tutela garan¬ 
tiza los derechos constitucionales 
fundamentales. Cuando una decisión 
de tutela se refiera a un derecho no 
señalado expresamente por la Consti¬ 
tución como fundamental, pero cuya 
naturaleza permita su tutela para ca¬ 
sos concretos, la Corte Constitucional 
le dará prelación en la revisión de la 
decisión». 

La posición inicial del Consejo de 
Estado fue considerar que la acción 
de tutela se refería tan sólo a aquellos 
derechos clasificados como funda¬ 
mentales, en el título II, capítulo 1 del 
texto constitucional. No obstante, 
ésta es una interpretación eminente¬ 
mente formalista y desconoce el artí¬ 
culo 94 («La enunciación de los dere¬ 
chos y garantías contenidos en la 
Constitución [...] no debe entenderse 
como negación de oíros...»). La inter¬ 
pretación constitucional exige una vi¬ 
sión sistemática de la Constitución, 
dado que ésta es un todo. Se debe 
identificar la relación de unas normas 
con otras y su posición en el cuadro 
constitucional, así como supuestos de 
hecho mterréladonados, que a su vez 
deben ser cotejados con los principios 
que alimentan el ordenamiento fun¬ 
damental* Esta última sugerencia co- 
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rresponde al método teleológico, in¬ 
dispensable para desentrañar el ver- 
da dero sentido de la Constitución y 
permitir su correcta aplicación. 

Por medio de estos instrumentos 
hermenéuticos, la Corte Constitucio¬ 
nal entendió que los derechos funda¬ 
mentales eran todos aquellos inhe¬ 
rentes a la persona, y su alcance ha¬ 
bría de establecerse en cada caso. No 
olvidemos que la tutela es la solución 
a un caso concreto. 

La jurisprudencia de la Corte Cons¬ 
titucional es, pues, armónica con las 
tendencias contemporáneas. Stefano 
Rodotá considera que hoy en día ha 
madurado la pretensión, cada vez 
más amplia e incisiva, de darles el 
rango de derechos a nuevos intereses 
y necesidades, que antes eran ignora¬ 
dos o subvalorados. Rodotá agrega 
que sólo bajo este tipo de razona¬ 
miento se considera posible dar a es¬ 
tos intereses y a estas necesidades, 
dignidad y protección adecuadas. 
Contemporáneamente también la je¬ 
rarquía entre las distintas categorías 
se pone en tela de juicio: basta pensar 
en los derechos de la salud y el am¬ 
biente, que 30 ó 40 años atrás no eran 
tomados ni siquiera en consideración 
por políticos o estudiosos, y que hoy 
se consideran valores guía para todo 
el sistema de los derechos fundamen¬ 
tales. 

En realidad, parece que el derecho 
fundamental se identifica con el inhe¬ 
rente a la persona humana, sin que 
sea menester una definición expresa 
y taxativa por parte de la normatívi- 
dad positiva. En materia de derecho 
el iusnaturalismo prevalece en la 
Constitución colombiana del 91, 

En el caso colombiano, además, la 
clasificación del articulado constitu¬ 
cional fue obra de una comisión Codi¬ 
ficadora constituida paia tal efecto, y 
el trámite de aprobación no fue el 
mismo que aquel adoptado para el 
articulado propiamente dicho, lo que 
desde el punto de vista de la validez 
kelseniana le resta fuerza imperativa. 
Serán, pues, las circunstancias con¬ 
cretas de modo, tiempo y lugar, las 
que ilustrarán al juzgador para definir 
los derechos fundamentales. 

Esta interpretación, que bajo la 
perspectiva de la eficacia del derecho 
puede parecer sana, siembra algunas 
dudas de compatibilidad con la lógica 
de nuestro sistema jurídico del civil 
Lazo. Como anota Pensavecchio, en 
nuestro sistema la función creativa 
del juez está bastante limitada, toda 
vez que la norma es una prescripción 



Abolición de la esclavitud. Relieve en bronce 
de Pietro Teñera ni, para el pedestal de la 
estatuía del Libertador en la Plaza de Bolívar, 
de Bogotá , inaugurada en 1846. 

general y abstracta, y el juez debe li¬ 
mitarse a aplicar la norma al caso con¬ 
creto, después de que por medio de 
la hermenéutica haya captado su ver¬ 
dadero sentido. Ir más allá implica 
trasladar la función creativa del dere¬ 
cho al juez, lo que relativiza notable¬ 
mente el principio de separación de 
poderes. 

Derechos de aplicación 
inmediata 

La Constitución colombiana intro¬ 
dujo una diferencia entre derechos de 
aplicación inmediata y derechos que 
requieren previamente de desarrollo 
legal. Manuel José Cepeda anota que 
con tal clasificación no se busca, al me¬ 
nos por parte del gobierno, equiparar 
la importancia a la exigibilidad directa, 
pero sí determinar los derechos objeto 
de protección por medio de la tutela; 
sin embargo, en el debate constitucio¬ 
nal se desvirtuó tal objetivo. 

El artículo 85 dice: «Son de aplica¬ 
ción inmediata los derechos consa¬ 
grados en los artículos 11, 12, 13, 14, 
15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 23, 24, 26, 
27, 28, 29, 30, 31, 33, 34, 37 y 40», Es 
decir, que son de aplicación directa: 
el derecho a la vida; la prohibición de 
la desaparición forzada, tortura, tra¬ 
tos o penas crueles, inhumanos o de¬ 
gradantes; la libertad e igualdad; el 
derecho al reconocimiento de la per¬ 
sonalidad jurídica; el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad; la 
prohibición de la esclavitud, la servi¬ 
dumbre y la trata de blancas; la liber¬ 


tad de conciencia; la libertad de cul¬ 
tos; la libertad de expresar y difundir 
el pensamiento; el derecho a la honra; 
el derecho de petición; el derecho a 
la libre circulación; la libertad de esco¬ 
ger profesión y oficio; la libertad de 
enseñanza; la libertad y su limitación 
sólo mediante orden judicial; el de¬ 
bido proceso; el hateas corpus ; el prin¬ 
cipio de la doble instancia; la prohibi¬ 
ción de ser obligado a declarar contra 
sí mismo o contra el cónyuge, compa¬ 
ñero permanente o pariente dentro 
del cuarto grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil; 
la prohibición de la pena de destierro, 
prisión perpetua y confiscación; el de¬ 
recho de reunión y manifestación; y 
el derecho de los ciudadanos a parti¬ 
cipar en la conformación, ejercicio y 
control del poder político. En otros 
términos, no es menester ningún de¬ 
sarrollo legal para que estos derechos 
puedan ser .aplicados a un supuesto 
de hecho determinado. Un ciuda¬ 
dano puede, entonces, exigir su apli¬ 
cación sin que medie reglamentación 
legal 

El tratadista argentino Humberto 
Quíroga Lavié recuerda que existen 
disposiciones constitucionales que re¬ 
quieren para su aplicación una condi¬ 
ción, que bien puede ser normativa 
o táctica. Así, por ejemplo, una 
norma programática exige que ade¬ 
más de su reglamentación legal, las 
autoridades correspondientes desti¬ 
nen los recursos necesarios para rea¬ 
lizar obras concretas que permitan 
cumplir con los objetivos constitucio¬ 
nalmente preestablecidos. Otras nor¬ 
mas son directamente aplicables, 
puesto que no están condicionadas a 
desarrollo legal ni táctico alguno, 
como aquellas que para su cumpli¬ 
miento tan sólo necesitan una absten¬ 
ción por parte de la autoridad o, even¬ 
tualmente, de un particular. 

Desde el punto de vista de la vali¬ 
dez, Quiroga Lavié agrega que no 
existe ninguna diferencia entre los 
dos tipos de preceptos, y por tanto 
se trata, en cualquier caso, de normas 
jurídicas imperativas. La eficacia en 
las normas que no son de aplicación 
directa depende de la condición, lo 
que no quiere decir que por este solo 
hecho estas disposiciones no sean 
obligatorias para las autoridades en¬ 
cargadas de hacerlas efectivas, me¬ 
diante su desarrollo legal y fáctico. 

Esta interpretación jurídica es más 
que sana, y por consiguiente se con¬ 
sidera extensible ai ámbito de los 
preámbulos, los principios y los dere- 
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chos* Una posición hermenéutica 
contraria podría llevarnos a concluir 
que la Constitución, antes que norma 
jurídica, es un conjunto de orientacio¬ 
nes políticas, cuyo carácter vincu¬ 
lante deriva, o mejor depende, de su 
eventual desarrollo legaL Por esta vía 
sencillamente se relativiza el Estado 
de derecho, siendo que el principio 
de legalidad se predicaría tan sólo de 
la parte orgánica de la Constitución. 
Debe tenerse en cuenta que el conte¬ 
nido jurídico de la Constitución es 
algo más que una declaración de prin¬ 
cipio. Su efectividad se exige por me¬ 
dio de instrumentos tales como la ac¬ 
ción de inconstitucionalidad, la ex¬ 
cepción de inconstitucionalidad y, 
ahora, la tutela. 

Sujetos activos y pasivos 
de la tutela 

El texto constitucional estatuye que 
son titulares de la acción de tutela to¬ 
das las personas. No puede excluirse 
su procedencia cuando se trata de 
personas jurídicas, toda vez que cier¬ 
tos derechos fundamentales también 
son predicables de éstas; pensemos 
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en el debido proceso o en el derecho 
al buen nombre. Así lo sentenció la 
Corte Constitucional, contrariando 
una posición restrictiva del Consejo 
de Estado. Adicionalmente, y al tenor 
del artículo 282 constitucional, el De¬ 
fensor del Pueblo puede interponer 
acción de tutela, sin perjuicio de los 
derechos que asisten a los interesados. 

Ahora bien, en relación con el su¬ 
jeto pasivo, por mandato constitucio¬ 
nal la tutela procede contra cualquier 
autoridad pública y el artículo 86 
agrega: «La ley establecerá los casos 
en los que la acción de tutela procede 
contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o 
cuya conducta afecte grave y directa¬ 
mente el interés colectivo, o respecto 
de quienes el solicitante se halle en 
estado de subordinación o indefen¬ 
sión». 

El artículo 13 del decreto 2591 prevé 
la hipótesis en que la autoridad hu¬ 
biese actuado en cumplimiento de 
una orden del superior. En tal caso, 
Ja tutela se dirigirá contra ambos, sin 
perjuicio de lo que se decida en el 
fallo. 


En relación con los particulares, el 
artículo 42 del mismo decreto esta¬ 
blece que procede la tutela si el parti¬ 
cular está encargado del servicio pú¬ 
blico de educación y se trata de prote¬ 
ger los derechos contenidos en los ar¬ 
tículos constitucionales 11,13, 15, 16, 
18, 19, 20, 27, 29, 37 y 38. Cuando el 
particular esté encargado de un servi¬ 
do de salud y se trate de proteger los 
derechos a la vida, a la igualdad, a la 
intimidad y a la autonomía; cuando 
se trate del encargado de la prestación 
de un servicio público domiciliario; 
cuando exista una relación de subor¬ 
dinación o indefensión entre quien 
incoa la acción y aquel contra quien 
la dirige; cuando el derecho que se 
pretende proteger sea la prohibición 
de la esclavitud, la servidumbre o la 
trata de blancas; cuando se trate del 
babeas data ; cuando se hubiere trans¬ 
mitido información inexacta o errada; 
cuando se trate de situaciones de in¬ 
defensión o subordinación y se pre¬ 
tenda tutelar la vida o la integridad. 
En fin, la tutela no se podrá conceder 
cuando la conducta del particular sea 
legítima. 


LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 


Artículo 11. El derecho a la vida es inviolable. 
No habrá pena de muerte. 

Artículo 12. Nadie será sometido a desapari¬ 
ción forzada, a torturas ni a tratos o penas crue¬ 
les, inhumanos o degradantes. 

Artículo 13, Todas las personas nacen libres 
e iguales ante la ley, recibirán la misma protec¬ 
ción y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de 
sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para 
que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas 
personas que por su condición económica, fí¬ 
sica o mental, se encuentren en circunstancia 
de debilidad manifiesta y sancionará los abusos 
o maltratos que contra ellas se cometan. 

Artículo 14. Toda persona tiene derecho al 
reconocimiento de su personalidad jurídica. 

Artículo 15, Todas las personas tienen dere¬ 
cho a su intimidad personal y familiar y a su 
buen nombre, y el Estado debe respetarlos y 
hacerlos respetar. De igual modo, tienen dere¬ 
cho a conocer, actualizar y rectificar las informa¬ 
ciones que se hayan recogido sobre ellas en 
bancos de datos y en archivos de entidades 
públicas y privadas. 

En la recolección, tratamiento y circulación 
de datos se respetarán la libertad y demás ga¬ 
rantías consagradas en la Constitución. 

La correspondencia y demás formas de co¬ 
municación privada son inviolables. Sólo pue¬ 
den ser interceptadas o registradas mediante 
orden judicial, en los casos y con las formalida¬ 
des que establezca la ley 

Para efectos tributarios o judiciales y para los 
casos de inspección, vigilancia e intervención 


del Estado podrá exigirse la presentación de 
libros de contabilidad y demás documentos pri¬ 
vados, en los términos que señale la ley . 

Artículo 16, Todas las personas tienen dere¬ 
cho al libre desarrollo de su personalidad sin 
más limitaciones que las que imponen los dere¬ 
chos de los demás y el orden jurídico. 

Artículo 17. Se prohíben la esclavitud, la ser¬ 
vidumbre y la trata de seres humanos en todas 
su formas. 

Artículo 18, Se garantiza la libertad de con¬ 
ciencia, Nadie será molestado por razón de sus 
convicciones o creencias ni compelido a revelar¬ 
las ni obligado a actuar contra su conciencia. 

Artículo 19. Se garantiza la libertad de cultos. 
Toda persona tiene derecho a profesar libre¬ 
mente su religión y a difundirla en forma indi¬ 
vidual o colectiva. 

Todas las confesiones religiosas c iglesias son 
igualmente libres ante la lev. 

Artículo 20. Se garantiza a toda persona la 
libertad de expresar y difundir su pensamiento 
y opiniones, la de informar y recibir informa¬ 
ción veraz e imparcial, y la de fundar medios 
masivos de comunicación. 

Estos son libres y tienen responsabilidad so¬ 
cial. Se garantiza el derecho a la rectificación 
en condición de equidad. No habrá censura. 

Artículo 21. Se garantiza el derecho a la hon¬ 
ra. La ley señalará la forma de su protección. 

Artículo 22. La paz es un derecho y un deber 
de obligatorio cumplimiento. 

Artículo 23. Toda persona tiene derecho a 
presentar peticiones respetuosas a las autorida¬ 
des por motivos de interés general o particular 
y a obtener pronta resolución. El legislador po¬ 
drá reglamentar su ejercido ante organizacio¬ 
nes privadas para garantizar los derechos fun¬ 
damentales. 

Artículo 24. Todo colombiano, con las limita¬ 
ciones que establezca la ley, tiene derecho a 


drcglar libremente por el territorio nacional, a 
entrar y salir de él, y a permanecer y residen¬ 
ciarse en Colombia. 

Artículo 25, El trabajo es un derecho y una 
obligación social y goza, en todas sus modalida¬ 
des, de la especial protección del Estado. Toda 
persona tiene derecho aun trabajo en condicio¬ 
nes dignas y justas. 

Artículo 26. Toda persona es libre de escoger 
profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos 
de idoneidad. Las autoridades competentes 
inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las 
profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios 
que no exijan formación académica son de líbre 
ejercido, salvo aquellas que impliquen un 
riesgo social. 

Las profesiones legalmente reconocidas pue¬ 
den organizarse en colegios. La estructura in¬ 
terna y el funcionamiento de éstos deberán ser 
democráticos. 

La ley podrá asignarles fundones públicas y 
establecer los debidos controles. 

Articulo 27. El Estado garantiza las libertades 
de enseñanza, aprendizaje, investigación y cá¬ 
tedra . 

Artículo 28. Toda persona es libre. Nadie 
puede ser molestado en su persona o familia, 
ni reducido a prisión o arresto, ni detenido, ni 
su domicilio registrado, sino en virtud de man¬ 
damiento escrito de autoridad judicial compe¬ 
tente, con las formalidades legales y por motivo 
previamente definido en la lev. 

La persona detenida preventivamente será 
puesta a disposición del juez competente den¬ 
tro de las treinta y seis horas siguientes, para 
que éste adopte la decisión correspondiente en 
el término que establezca la ley. En ningún caso 
podrá hacer detención, prisión ni arresto por 
deudas, ni penas y medidas de seguridad im¬ 
prescriptibles. 






Se amplía así el radio de acción de 
la tutela. En efecto, los derechos fun¬ 
damentales no son tan sólo objeto de 
vulneración por parte del Estado, sino 
también por los particulares, sobre 
todo con el advenimiento, en la socie¬ 
dad moderna, de los poderes para- 
constitucionales. 

Acción de cumplimiento 

Al lado de la acción de tutela, el nuevo 
texto constitucional consagró, en el 
artículo 87, la acción de cumplimien¬ 
to: «Toda persona podrá acudir ante 
la autoridad judicial para hacer efec¬ 
tivo el cumplimiento de una ley o un 
acto administrativo. En caso de pros¬ 
perar la acción, la sentencia ordenará 
a la autoridad renuente el cumpli¬ 
miento del deber omitido». La ac¬ 
ción de cumplimiento es una acción 
pública, que puede ser intentada por 
cualquier persona, sin que sea menes¬ 
ter demostrar interés particular, con 
la finalidad de que se cumpla una ley 
o un acto administrativo. Con ese me¬ 
canismo se está reforzando el poder 
del juez sobre la administración; no 
obstante, en la realidad el alcance de 


Artículo 29. El debido proceso se aplicará a 
toda clase de actuaciones judiciales y adminis¬ 
trativas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a le¬ 
yes preexistentes aí acto que se le imputa, ante 
juez o tribunal competente y con observancia 
de la plenitud de las formas propias de cada 
juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favora¬ 
ble, aun cuando sea posterior, se aplicará de 
preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras 
no se la haya declarado judicialmente culpable. 
Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa 
y a la asistencia de un abogado escogido por 
él, o de oficio, durante la investigación y el 
juzgamiento; a un debido proceso público sin 
dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y 
a controvertir las que se alleguen en su contra; 
a impugnar Ja sentencia condenatoria, y a no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho, 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida 
con violación del debido proceso. 

Artículo 30* Quien estuviere privado de su 
libertad, y creyere estarlo ilegalmente, tiene de¬ 
recho a invocar ante cualquier autoridad judi¬ 
cial, en todo tiempo, por sí o por interpuesta 
persona, el babeas Corpus, el cual debe resolverse 
en el término de treinta y seis horas. 

Artículo 31» Toda sentencia judicial podrá ser 
apelada o consultada, salvo las excepciones que 
consagre la ley. 

El superior no podrá agravar la pena im¬ 
puesta cuando el condenado sea apelante úni¬ 
co. 

Artículo 32. El delincuente sorprendido en 
flagrancia podrá ser aprehendido y llevado ante 
el juez por cualquier persona. Si los agentes de 
la autoridad lo persiguieren y se refugiare en 
su propio domicilio, podrán penetrar en él para 
el acto de la aprehensión; si se acogiere a domi¬ 
cilio ajeno, deberá preceder requerimiento al 
morador. 


este artículo es limitado, porque mu¬ 
chas veces el cumplimiento de una 
norma no depende tan sólo de la vo¬ 
luntad de la administración, sino de 
la disponibilidad de recursos. 

Hasta ahora los jueces colombianos 
se han abstenido de dar curso a las 
solicitudes presentadas, alegando 
que la norma no ha sido objeto de 
reglamentación y que ignoran, por 
tanto, cuál ha de ser el trámite a se¬ 
guir. 

Acciones populares 

Los derechos colectivos consagrados 
en la nueva Constitución colombiana 
son una innovación que no se agota 
en su carácter declarativo, toda vez 
que el artículo 88 estableció un instru¬ 
mento para hacerlos efectivos: «La ley 
regulará las acciones populares para 
la protección de los derechos e intere¬ 
ses colectivos, relacionados con el pa¬ 
trimonio, el espacio, la seguridad y 
la,salubridad públicos, la moral admi¬ 
nistrativa, el ambiente, la libre com¬ 
petencia económica y otros de similar 
naturaleza que se definen en ella. 
También definirá las acciones origina¬ 


Artículo 33. Nadie podrá ser obligado a decla¬ 
rar contra sí mismo o contra su cónyuge, com¬ 
pañero permanente o parientes dentro del 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad*o primero civil. 

Artículo 34, Se prohíben las penas de destie¬ 
rro, prisión perpetua y confiscación. 

No obstante, por sentencia judicial, se decla¬ 
rará extinguido el dominio sobre los bienes ad¬ 
quiridos medíante enriquecimiento ilícito, en 
perjuicio del Tesoro Público o con grave dete¬ 
rioro de la moral social. 

Artículo 35. Se prohíbe la extradición de co¬ 
lombianos por nacimiento. No se concederá la 
extradición de extranjeros por delitos políticos 
o de opinión. 

Los colombianos que hayan cometido delitos 
en el exterior, considerados como tales en la 
legislación nacional, serán procesados y juzga¬ 
dos en Colombia. 

Artículo 36. Se reconoce el derecho de asilo 
en los términos previstos en la ley. 

Artículo 37. Toda parte del pueblo puede reu¬ 
nirse y manifestarse pública y pacíficamente. 
Sólo la ley podrá establecer de manera expresa 
los casos en los cuales se podrá limitar el ejer¬ 
cicio de este derecho. 

Artículo 38» Se garantiza el derecho de libre 
asociación para el desarrollo de las distintas ac¬ 
tividades que las personas realizan en sociedad. 

Artículo 39. Los trabajadores y empleadores 
tienen derecho a constituir sindicatos o asocia- 
dones, sin intervendón del Estado. Su recono¬ 
cimiento jurídico se producirá con la simple 
inscripción del acta de constitución. 

La estructura interna y el funcionamiento de 
los sindicatos y organizaciones sodales y gre¬ 
miales se sujetarán al orden legal y a los prin¬ 
cipios democráticos. 

La cancelación o la suspensión de la persone¬ 
ría jurídica sólo procede por vía judicial. 


das en los daños ocasionados a un 
número plural de personas, sin per¬ 
juicio de las correspondientes accio¬ 
nes particulares. Así mismo definirá 
los casos de responsabilidad civil ob¬ 
jetiva por el daño inferido a los dere¬ 
chos e intereses colectivos». 

Las acciones populares no podrán 
ser incoadas hasta tanto no medie in¬ 
tervención del legislador que las desa¬ 
rrolle. La importancia de estas accio¬ 
nes reside en el hecho de que cual¬ 
quier persona, perteneciente a la cate¬ 
goría de los afectados en su derecho 
colectivo, está legitimada por la parte 
activa para intentar la acción, sin que 
sea menester que todos los pertene¬ 
cientes a tal categoría deban compare¬ 
cer en forma de litis consorcio necesa¬ 
rio* Con estas acciones se puede bus¬ 
car un restablecimiento económico, 
incluso cuando la administración o el 
particular haya actuado sin dolo o cul¬ 
pa, o se hubiese configurado una falla 
del servicio* 

El Defensor del Pueblo 

La estructura del Estado colombiano 
también fue objeto de algunas modi- 


Se reconoce a los representantes sindicales 
el fuero y las demás garantías necesarias para 
el cumplimiento de su gestión. 

No gozan del derecho de asociación sindical 
los miembros de la Fuerza Pública. 

Artículo 40. Todo ciudadano tiene derecho 
a participar en la conformación, ejercido y con¬ 
trol del poder político. Para hacer efectivo este 
derecho puede: 

1. Elegir y ser elegido. 

2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, re¬ 
fere ndos, consultas populares y otras formas 
de participación democrática. 

3. Constituir partidos, movimientos y agru¬ 
paciones políticas sin limitación alguna: formar 
parte de ellos libremente y difundir sus ideas 
y programas. 

4. Revocar el mandato de los elegidos en los 
casos y en la forma que establecen la Constitu¬ 
ción y la ley. 

5. Tener iniciativa en las corporaciones públi¬ 
cas, 

ó. Interponer acciones públicas en defensa 
de la Constitución y la ley. 

7. Acceder al desempeño de funciones y car¬ 
gos públicos, salvo los colombianos, por naci¬ 
miento o por adopción, que tengan doble nacio¬ 
nalidad. La ley reglamentará esta excepción y 
determinará los casos a los cuales ha de aplicar¬ 
se. 

Las autoridades garantizarán la adecuada y 
efectiva partidpadón de la mujer en los niveles 
decisorios de la Administración Pública, 

Artículo 41 * En todas las institudones de edu¬ 
cación, oficiales o privadas, serán obligatorios 
el estudio de Ja Constitución y la instrucción 
cívica. Así mismo se fomentarán prácticas de¬ 
mocráticas para el aprendizaje de ios prindpios 
y valores de la participadón ciudadana. El Es¬ 
tado divulgará la Constitución. 

TITULO II, CAPITULO 1 
CONSTITUCION POLÍTICA DE 1991 


Derechos y libertades fundamentales 


en la Constitución 





ficacíoríes con la finalidad de prote¬ 
ger los derechos humanos. Así se 
creó el Defensor del Pueblo —como 
parte del Ministerio Público—, para 
velar por la promoción, el ejercicio y 
la divulgación de los derechos huma¬ 
nos (artículo 282). 

Sus funciones son: <d) Orientar e 
instruir a los habitantes del territorio 
nacional y a los colombianos en el ex- 
terior en el ejercicio y defensa de sus 
derechos ante las autoridades compe¬ 
tentes o entidades de carácter priva¬ 
do. 2) Divulgarlos derechos humanos 
y recomendar la política para su ense¬ 
ñanza. 3) Invocar el derecho al babeas 
eorpus e interponer las acciones de tu¬ 
tela, sin perjuicio del derecho que 
asista a los interesados. 4) Organizar 
y dirigir la de fe n soría pública en los 
términos que señale la ley. 5) Inter¬ 
poner acciones populares en los 
asuntos relacionados con su compe¬ 
tencia. 6) Presentar proyectos de ley 
sobre materias relativas a su compe¬ 
tencia. 7) Rendir informes al Con¬ 
greso sobre el cumplimiento de sus 
funciones. 8) Las demás que deter¬ 
mine la ley». 

Prevalencia del derecho 
internacional 

La relación entre el derecho interno 
y el derecho internacional ha sido ma¬ 



La formación y ¡a actividad profesional. 
Detalle del mural de Ignacio Gómez Jaramillo 
y Jorge Elias Triaría, 1954. Inurbe, Bogotá. 


teria de largos debates doctrinarios y 
no pocos problemas prácticos. Para 
evitar que un tratado internacional no 
estuviese en concordancia con el or¬ 
den jurídico interno, el nuevo orde¬ 
namiento constitucional previo el 
ejercicio, por paite de la Corte Cons¬ 
titucional, de un control de constitu¬ 
cional! dad previo, tanto del tratado 


como de la ley, por vicios de forma y 
de fondo. Este control es previo por¬ 
que se ejerce antes de la ratificación 
del tratado. 

Una vez ratificad o un tratado, se 
entiende que éste es plenamente obli¬ 
gatorio; sin embargo, en materia de 
derechos, el constituyente prefirió 
darle un realce especial, en los si¬ 
guientes términos: «Los tratados y 
convenios internacionales ratifica- 
dos por el Congreso (sic) f que recono¬ 
cen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los estados 
de excepción, prevalecen en el orden 
interno. Los derechos y deberes con¬ 
sagrados en esta Carta, se interpreta¬ 
rán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos hu¬ 
manos ratificados por Colombia» (ar¬ 
tículo 93). 

Estos son, pues, los mecanismos 
que prevé la norma fundamental para 
superar la dimensión declarativa de 
¡os derechos y permitir que además 
de un deber ser, hagan parte ontoló- 
gica del mundo del ser. Obviamente, 
no serán sólo los instrumentos jurídi¬ 
cos los que permitan superar situacio¬ 
nes objetivamente discriminatorias o 
injustas, pero éstos coadyuvarán para 
que el Estado y los particulares se em¬ 
peñen en tal finalidad. 
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LAS PRIMERAS 1000 ACCIONES DE TUTELA 

Tutelas solicitadas a 

Total Concedidas 

Negadas Inhibidas 

Rechazadas 

Corte Suprema de Justicia 

62 


61 


Consejo de Estado 

5 


4 1 


Tribunal Superior de Orden Público 

4 

1 

3 


Tribunal Disciplinario 

3 


3 


Tribunaí Superior de Distrito Judicial 

141 

4 

136 

1 

Tribunal Contencioso Administrativo 

36 

5 

31 


Juzgados 

Instrucción Penal 

182 

29 

153 


Instrucción Penal Aduanero 

2 

1 

1 


Instrucción Penal Militar 

3 


3 


Promiscuo Municipal 

51 

9 

42 


Promiscuo de Familia 

7 

1 

6 


Promiscuo del Circuito 

2 

1 

1 


Ovil Municipal 

29 

a 

21 


Civil del Circuito 

58 

10 

48 


Penal Municipal 

113 

18 

94 1 


Penal del Circuito 

46 

8 

42 


Laboral del Circuito 

31 

2 

29 


Juzgado Superior Aduanero 

1 


1 


Civil Especializado 

2 


2 


Presentada ante notario 

1 


1 


Total 


97 

682 2 

1 

Fuenie: Consejería para el Desarrolle de la Constitución 


M V fifJiT'F.ideü ítindiimaritates 

iHlaCoRttltüción 










































Los símbolos patrios 


Roberto Velandia Rodríguez 



Apoteosis de la bandera de Colombia. Boceto para el plafón del Teatro Colón de Bogotá , óleo sobre lienzo de Ricardo Acemdo Berna! r ca, 1889. 
48 x 47.5 cm. Museo Nacional, Bogotá. 


Los símbolos patrios de una nación: 
la bandera, el escudo y el himno, son 
lo más representativo de ésta; ellos 
encarnan la historia gloriosa de la pa- 
tria en sus momentos de gesta como 
república libre, independiente y sobe¬ 
rana, y la memoria de quienes fueron 
sus forjadores, sus proceres militares 
y civiles, sus mártires y sus héroes, 
Al principio, una escarapela identi¬ 
ficó a los promotores del movimiento 
emancipador; luego se transformaría 
en bandera, que más tarde, enarbo¬ 
lada por los Ejércitos Libertadores, se 
consagraría en los campos de batalla. 
El escudo es la síntesis heráldica de 
lo que representa la bandera, un con¬ 
junto de imágenes significativas de lo 
que es la nación y un resumen gráfico 
de su historia. El himno nacional es 
una síntesis histórico-literaria, poesía 


romántica y heroica con música mar¬ 
cial, en cuyos versos se cantan las ba¬ 
tallas, se le rinde culto al heroísmo y 
a la guerra y se exalta lo sublime del 
pasado. 

Las naciones libres de la América 
hispana nacen con banderas que sim¬ 
bolizan la independencia y la libertad; 
y se consolidan como repúblicas sobe¬ 
ranas con escudos que constituyen la 
heráldica democrática del Nuevo 
Mundo, blasones en los que ya no se 
ostentan coronas ni tiaras, castillos ni 
yelmos, sino caballos y lanceros, 
águilas rompiendo cadenas, cóndo¬ 
res, ríos, mares y nevados, gorros fri¬ 
gios, cornucopias, espadas y bande¬ 
ras, el soL En los primeros figuraron 
indios, flechas y macanas, pero éstos 
fueron prontamente suprimidos, qui¬ 
zás por orgullo criollo y desprecio a 


lo nativo. La bandera y el escudo de 
Colombia son tos emblemas heráldicos 
en los que está esculpido el simbolismo 
de su gesta heroica; igualmente el 
himno nacional, poema de acentos épi¬ 
cos, la identifica inconfundiblemente. 

Las naciones tienen por precepto 
institucional el culto a sus símbolos 
patrios; les profesan respeto, los ve¬ 
neran, los mantienen incólumes por 
sobre todo y los enseñan de genera¬ 
ción en generación, como un legado 
de la historia. Conocerlos, saber su 
origen y significado, sentirlos, es con¬ 
dición sui generis de la ciudadanía y 
la nacionalidad. 

LA BANDERA COLOMBIANA 

En la antigüedad, los pueblos y nacio¬ 
nes solían ostentar banderas como 
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emblema de sus ejércitos para identi¬ 
ficarse, y ello es muy razonable, pues 
en la conflagración de las batallas ía 
confusión de las legiones debía ser 
muy grande. Sin embargo, no está 
muy claro su empleo por parte de los 
indígenas que poblaban el Nuevo 
Reino de Granada. Como insignia de 
ejércitos y naciones encontramos 
banderas en la antigua Europa del 
Mediterráneo, en la Grecia de Homero, 
y aún más atrás, en Egipto y Persia, 

Antecedentes hispanos 

Las primeras banderas que flamearon 
en el Nuevo Mundo fueron traídas 
por Cristóbal Colón, Bartolomé de 
Las Casas en su Historia de las Indias 
dice: «Sacó el Almirante la bandera 
real, y los dos capitanes sendas ban¬ 
deras de la cruz verde, que al Almi¬ 
rante llevaba en todos los navios por 
seña y divisa, con una F que significa 
el rey D, Fernando, y una 1 por la 
reina Doña Isabel, y encima de cada 
letra su corona, una del un cabo de 
la cruz, y otra del otro». Los reales 
ejércitos y autoridades civiles y ecle¬ 
siásticas de la época colonial también 
trajeron banderas españolas. Según 
el historiador Pedro julio Dousdebés: 
«En cuanto a las banderas que porta¬ 
sen las tropas reales durante la Colo¬ 
nia y el Virreinato, tratar de describir¬ 
las seria cosa de nunca acabar. Basta 
a nuestro propósito decir que cada 
uno de los regimientos, batallones y 
escuadrones, las compañías sueltas, 
la guardia de honor y los alabarderos 
del Virrey, la Audiencia y aun los Tri¬ 
bunales, tenían su bandera y escudo 
propios». 

Antes de 1779 España tenía una 
bandera de colores rojo, amarillo y 
azul, «a la cual Carlos III le suprimió 
el azul para hacer la bandera española 
de la conquista y colonización de 



Pmitfrr con el escudo español, en terciopelo 
veneciano y bordado en oro f piala y seda, 
del siglo XV1J1, 2,65 x I, 65 m. 

Museo Nacional, Bogotá. 



Bandera fn seda roja con el escudo del rey 
Carlos ¡11 pintado a mano , 
siglo XVIII. 1.60 x 1.05 m. 

Museo Nacional, Bogotá. 


América y que supervivió hasta el 
golpe de Estado del doctor Negrín, 
que la hizo amarilla, roja y morada», 
cuenta Evangelista Quintana. Sin 
embargo, encontramos que, con ante¬ 
rioridad, Colón había traído los colo¬ 
res amarillo, azul y rojo en el escudo 
de armas que le dieron los Reyes 
Católicos. Esto le resta originalidad al 
invento de los colores de la bandera 
de Francisco de Miranda y pone a 
prueba el que hubiesen sido tomados 
de los ojos, el cabello y los labios de 
sus amigas. 

En 1785 las tropas españolas traje¬ 
ron una bandera de tres franjas hori¬ 
zontales: rojo, amarillo y rojo. Según 
Dousdebés, esta bandera «subsistió 
hasta la venida de la actual República, 
Es muy posible que algunas de estas 
banderas fueran portadas por la expe¬ 
dición pacificadora en 1815». 

Antecedentes patriotas 

El 20 de julio de 1810, reunido el ca¬ 
bildo extraordinario de la dudad de 
San talé que lanzó la declaración de 
autogobierno en representación del 
rey, se creó la junta suprema que asu¬ 
mió el gobierno de la ciudad y provin¬ 
cia, y el mando que ejercía el virrey 
en el Nuevo Reino de Granada, Se¬ 
gún cuenta el Diario Político de Santafé 
de septiembre 7 de 1810: «El día 21 
se vieron ya sobre todos los sombre¬ 
ros cintas en que se había escrito Viva 
la Junta Suprema de Santafé de Bogo¬ 
tá. La divisa de los vocales es un lazo 
encarnado y amarillo en el brazo iz¬ 
quierdo. El vicepresidente trae una 
banda de los mismos colores. Ya era 
tiempo de que se decretase la Escara¬ 
pela Nacional, y que todo ciudadano 
y toda provincia reunida llevase la di¬ 
visa de la libertad. Un lazo bicolor, 
en que la mitad fuese amarillo y la 
otra mitad encarnada, puesto en los 


sombreros, sería lo más conveniente 
y más sencillo». 

El amarillo y el rojo vinieron a ser 
los colores de la bandera de Bogotá 
que, según el historiador Enrique Or¬ 
tega Rícaurte, significan: el amarillo 
«las virtudes, la justicia, la benigni¬ 
dad y la clemencia» y el rojo «de las 
virtudes, la caridad, de las cualidades 
mundanas, la valentía, la nobleza, la 
magnanimidad, el valor». 

Bandera de las Ciudades 
Confederadas del Valle 
del Cauca 

Proclamada la declaración de auto¬ 
gobierno por el cabildo de Cali, el 3 
de julio de 1810, se convocó una 
asamblea de representantes de las 
ciudades de Cali, Toro, Buga, Cartago, 
Caloto y Anserma, Esta asamblea se 
reunió en Cali el 1 de febrero de 1811 
y formó una junta provisional de go¬ 
bierno de las Ciudades Confederadas 
{o Amigas) del Valle del Cauca, que 
dispuso la formación de un ejército 
que marchó en guerra contra el go¬ 
bierno realista de Popayán y libró la 
batalla del Bajo Paiacé, el 25 de marzo 
siguiente. En abril la junta se trasladó 
a Popayán, ciudad que se agregó, al 
igual que iscuandé y Almaguer. El 26 
de junio siguiente, la junta adoptó 
como divisa «una banda de azul ce¬ 
leste y blanco orlada de plata», que 
debían llevar sus miembros «ceñida 
al estilo militar y el presidente terciada 
sobre el hombro, y el uso del bastón, 
lo mismo que el vicepresidente». 

Enrique Ortega Ricaurte, en Herál¬ 
dica nacional , incluye un dibujo de la 
bandera de las ocho ciudades confe- 



Bamiera y cucarda de las Ciudades Confederadas 
del Valle del Cauca (1811). 

Enrique Ortega Ricaurte, "Heráldica nacional ", 
Bogotá, Banco de la República, 2.954. 
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Atanasio Girardot muere al plantar 
en la cumbre del Bárbuk la bandera 
de Cartagena. Acuarela de Juan ,4. 
Morrillo, 


Bandera y cucarda del Estado 
de Cartagena de Indias (1814). 
Enrique Ortega Ricaurte , 
"Heráldica mcioml".. 


Armas y bandera de la República 
de Cundinamarca (1813). Enrique 
Griega Ricaurte, '''Heráldica 
nacional". 


Bandera del Ejército de Cu ndinania rea 
(1813). Acuarela de Enrique 
Ortega Ricaurte , "Heráldica 
nacional". 


deradas, formada por un cuadrilongo 
blanco y azul enmarcado en franjas, 
cuyo origen no explica. Por su parte, 
Luis A. Bohórquez Casa lias, en Sím¬ 
bolos patrios colombianos , presenta el 
dibujo de la bandera, consistente en 
dos franjas horizontales azul y blanco 
«que llevaron los ejércitos caleños a 
la batalla contra Pasto». Sin embargo, 
él historiador Gabriel Porras Troconís 
dice que «no consta que tales colores 
se hubiesen enastado como bandera, 
aunque en realidad lo fueron». 

Bandera de Cartagena 

El 11 de noviembre de 1811 la ciudad 
de Cartagena proclamó la indepen¬ 
dencia absoluta de España; seguida¬ 
mente se dio su bandera, que fue ju¬ 
ramentada por el Regimiento de Patrio¬ 
tas Pardos , el 17 del mismo, y adop¬ 
tada por el Estado de Cartagena de 
indias, organizado por la Constitu¬ 
ción del 14 de junio de 1812. El día 
11 los patriotas llevaban en el som¬ 
brero una escarapela de colores 
blanco y verde, que confirma el uso 
de distintivos para identificarse como 
patriotas. 

La bandera del Estado de Carta¬ 
gena de Indias era rectangular y es¬ 
taba formada por tres cuadrilongos; 
el primero rojo, amarillo el segundo 
y verde el tercero o central, en cuya 
mitad ostentaba una estrella de plata 
de ocho radios. Esta bandera flameó 
victoriosa en varias batallas navales y 
el Congreso de las Provincias Unidas 
de la Nueva Granada, por decreto de 
abril 26 de 1814, la adoptó para la 
Marina Nacional. Fue esta la bandera 
que Bolívar llevó en la tropa que le 
dio el gobierno de Cartagena, con la 
que hizo a fines de 1812 y principios 


de 1813 su gloriosa jornada del Bajo 
Magdalena, desde Barranca hasta 
Mompós y luego a Cucuta; en ella 
cayó envuelto el héroe del Bar bula, 
Atanasio Girardot, el 30 de septiem¬ 
bre de ese año; y fue también la ban¬ 
dera del ejército de la Unión Granadi¬ 
na, dentro del cual estaba el de Carta¬ 
gena, que Bolívar llevó a Caracas 
y paseó triunfante por Venezuela 
en 1814* 

El historiador Enrique Otero 
D'Costa, en un artículo sobre la ban¬ 
dera de Cartagena, transcribe el 
aparte de la carta de Simón Bolívar, 
de mayo 3 de 1814, al presidente 
de Cartagena, que figura en las Memo¬ 
rias de Florencio G'Leary, en la que 
llama a Manuel Rodríguez Torices 
«Director de los destinos de la patria 
en la carrera de La libertad [que] man- 



An Ionio Na riño llevando la banda presidencial 
con los colores de Cundinamarca. 

Oleo de C Restrepú Canal , 1355. 130 x 95 cm. 
Ministerio de Gobierno , Bogotá. 


tiene bajo el imperio de las leyes al 
mismo tiempo que la hace respetar 
de los enemigos externos y hace ir el 
pabellón de Cartagena a todos los ma¬ 
res americanos». 

Bandera de Cundinamarca 

Como presidente del Estado de Cun¬ 
dinamarca, el 19 de septiembre de 
1811, y luego de la República de Cun¬ 
dinamarca, creada por el colegio elec¬ 
toral el 17 de abril de 1812, Antonio 
Naríño jamás pudo aceptar el escudo 
que se le dio a Cundinamarca en ) 811, 
durante el gobierno de Jorge Tadeo 
Lozano, que consistía en un águila 
con una corona y una cruz, emblemas 
de ia monarquía. En consecuencia, 
Nariño solicitó al colegio electoral la 
adopción de divisas, bandera militar, 
insignias y sello del Estado; este cuer¬ 
po, al día siguiente de la declaración 
de independencia absoluta, el 16 de 
julio de 1813, comisionó a Nariño 
para diseñar la bandera y el escudo, 
que al efecto presentó: «La bandera del 
ejército se compone de tres colores, a 
saber: azul celeste, amarillo tostado y 
color de punzó, y en el medio de ella 
se ve un águila con espada en el pie 
derecho, una granada en la izquierda, 
y sobre la cabeza ei gorro de la liber¬ 
tad». El colegio electora] aprobó estas 
divisas el 7 de septiembre siguiente. 

A la bandera del ejército se le puso 
en el extremo superior la inscripción 
JHS, más abajo otra que dice «Primer 
Batallón», en el medio, «Ser libres o 
morir», y debajo, «Cundinamarca». 
El escudo se diseñó con las leyendas 
«Gbno. Libre e Independiente de 
Cundinamarca» y «Vencer o morir». 

José María Espinosa, el abanderado 
de Nariño, refiere en sus Memorias 
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Juramento de la bandera de Cundinamarca por Antonio Nariño en la iglesia de San Agustín, el 33 de agosto de 1813 . Tríptico al óleo de Francisco A, Cano , 1926. 
Museo Nacional, Bogotá , 


que en la batalla de Ventaquemada 
entre los ejércitos de Cu n dina marca 
contra los federalistas de Tunja, e! 
2 de diciembre de 1812, Nariño «se 
dirigió a mí para arrebatarme la ban¬ 
dera», que él se resistió a entregarle 
por no contravenir las ordenanzas 
militares, pero indignado se la arre- 
bato y emprendió la retirada; él lo 
siguió a pie, se detuvo y se la devol¬ 
vió con estas palabras: «Somos per¬ 
didos, Tome usted esa bandera y 
vuélvase». 

¿Cuál bandera era aquélla? No se 
sabe. Cundinamarca se dio bandera 
el 7 de agosto de 1813. Tendría que 
ser una de colores amarillo y rojo, que 
fueron los de las escarapelas de la 
Junta Suprema de Santafé, el 21 de 
julio de 1810, es decir, la que vino a 
ser la. bandera de Bogotá, que debía 
ser de los centralistas o nariñistas. Se¬ 
gún Bohórquez Casallas, la bandera 
amarillo y rojo fue la que figuró entre 
1810 y 1813, la que llevó José María 
Cabal en el Bajo Palacé, el 28 de marzo 
de 1811, y Francisco de Paula Santan¬ 
der en los llanos de Carillo, en 1813. 
José María Caballero, en su Diario de 
¡a Independencia, dice que las tropas 
de Cundinamarca marcharon para 
Tunja el 23 de junio de 1812 y que 
«salieron dos banderas, una del Auxi¬ 
liar y otra de Milicias», pero no es 
claro si en este caso la palabra bandera 
es usada como insignia o como una 
compañía o tercio del ejército. 
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El 31 de agosto de 1813, en ia iglesia 
de San Agustín, y en presencia de las 
tropas acantonadas en la Plaza de Ar¬ 
mas, fue destruida la bandera de Es¬ 
paña y jurada la de Cundinamarca, 
en solemne ceremonia presidida por 
Nariño y las altas autoridades (Ver 
tomo 1, pág. 243). Esta fue la bandera 
que el ejército de Cundinamarca, co¬ 
mandado por el teniente general An¬ 
tonio Nariño, llevó a la Campaña Li¬ 
bertadora del Sut, a fines de 1813, 
Finalmente, derrotado en los ejidos 
de Pasto, el abanderado Espinosa de¬ 
volvió la bandera a Santafé, 

El actual escudo de Cundinamarca, 
que es el tercero, en el que ya no apa¬ 
rece la inscripción «Vencer o morir» 
y las cadenas rotas son más cortas, 
fue dado en 1857, al constituirse el 
Estado Federal y luego Soberano de 
Cundinamarca. 

El 15 de septiembre de 1813 Nariño 
dispuso que en todas las contadurías 
«las armas de los Reyes de España se 
borren» y sustituirlas por insignias de 
Cundinamarca, lo cual se había hecho 
en cada una de las ciudades, villas, 
parroquias y pueblos, a continuación 
de la jura de la declaración de inde¬ 
pendencia. 

Bandera de Antioquia 

El colegio electoral de la provincia de 
Antioquia expidió el 27 de julio de 
1811 el Reglamento de Constitución 
Provisional para el Estado de Antio¬ 


quia, que desconoció al rey. El 21 de 
marzo de 1812 votó la Constitución, 
y el 11 de agosto de 1813 su gobierno 
proclamó la independencia absoluta. 

El historiador José D. Monsalve, en 
su obra Don Antonio Villavicencio y la 
revolución de la independencia, imagina 
respecto de la bandera que «debió 
adoptar la establecida por Nariño, tri¬ 
color de rojo, azul y amarillo», y 
agrega que el colegio electoral, en fe¬ 
brero de 1812, tomó por insignias «un 
lazo de cinta blanca para los miem¬ 
bros de la legislatura; para los milita¬ 
res, un óvalo de fondo encarnado con 
un lazo verde por remate, y en él la 
inscripción "Independencia o Muer¬ 
te"; y para los demás ciudadanos una 
cinta encarnada que llevarían en el 
sombrero y en la cual se leía "Religión 
e Independencia"». 

Bandera dé las Provincias Unidas 
de la Nueva Granada 

Según el historiador Tulio Samper y 
Grao, el Congreso de las Provincias 
Unidas de la Nueva Granada—nuevo 
gobierno constituido por acta de no¬ 
viembre 27 de 1811, cuyas sedes 
iniciales fueron Villa de Leiva y Tunja 
y aglutinaba el bloque de provincias 
federalistas encabezado por Carta¬ 
gena y Antioquia, que hacía la guerra 
al centralista de Santafé o de Nariño— 
adoptó, por ley de julio 14 de 1814, 
sancionada el 14 de noviembre de este 
año, una bandera de colores rojo. 
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amarillo y verde. Esto es confirmado 
por una carta de Bolívar, fechada en 
La Popa (Cartagena) el 13 de abril de 
1815, en la que dice; «En La Popa no 
se ha enarbolado ninguna bandera; 
se han hecho, sí, señales con una de 
un batallón granadino, de colores ama¬ 
rillo, verde y encamado. Si hubiera una 
nacional, estaría en arbolada». 

Bohórquez Casadas y otros autores 
también sostienen esta versión. Pedro 
Julio Dousdebés comenta que a princi¬ 
pios de 1815 —seis meses después de 
haberse dado la bandera del "litigio"—, 
cuando Bolívar salió de Santafé para 
la Costa, en el mes de enero, llevaba 
una bandera nueva con los batallones 
venezolanos que había traído en 
1814. El cronista José María Caballe¬ 
ro, por su parte, hace constar que el 
«5 de agosto de 1814 se estrenó la ban¬ 
dera tricolor del cabildo ¡que] tiene por 
un lado las amias de la ciudad (Santafé) 
y por el otro una cruz sobre una gra¬ 
nada con un Jesús en el medio»* 

En síntesis, no hay pruebas del ori¬ 
gen de esa bandera y las fechas dadas, 
í 4 de julio y 14 de noviembre de 1814, 
han despistado la investigación pues 
no se encuentra la ley de ese año, 
sino la de 1815 de los mismos 14 de 
julio y 14 de noviembre, que dio ban¬ 
dera y escudo a las Provincias Unidas* 
Entonces, si la bandera que Bolívar vio 
en La Popa era amarillo, verde y encar¬ 
nado, tenía que ser la de Cartagena* 
La ley de julio 14 de 1815, dada en 
Santafé y sancionada el 14 de noviem¬ 
bre siguiente, decretó el escudo na¬ 
cional diciendo que se pondrá «so¬ 
bre los colores de la bandera nacional 
la inscripción o divisa Provincias 



Bandera de las Provincias Unidas 
de la Nueva Gra p toda (ISIS). 
Ortega Ricaurte, " Heráldica'v 



El bergantín Leandro , comandado por Francisco 
de Miranda, enarbola por primera vez la bandera 
de Colombia * Acuarela de Juan A. Hórrido. 


Unidas de la Nueva Granada». Cabe 
preguntar si ya había bandera* Por 
otro decreto de las mismas fechas, re¬ 
pite que oro, sinople y gules (amari¬ 
llo, verde y rojo) son los colores de 
la bandera* 

Saín per y Grau concluye que esta 
bandera fue llevada por las tropas 
granadinas hasta 1820 y que estuvo 
en las batallas de Cachiri, Cuchilla del 
Tambo y La Plata, donde finalmente 
fue abatida. Bohórquez Casallas 
agrega que la portaron las tropas de 
Manuel Serviez y Francisco de Paula 
Santander, que se refugiaron en los 
llanos de Casa na re, y luego las grana¬ 
dinas en las batallas del Pantano de 
Vargas y Boyacá «ya que los venezola¬ 
nos portaban el tricolor de Miranda». 

La bandera de Miranda 

El venezolano Francisco de Miranda, 
precursor y primer adalid de la inde¬ 
pendencia de los países suramerica- 
nos, presentó en 1789 al ministro in¬ 
glés VVilliam Pitt un proyecto de libe¬ 
ración de las colonias hispanoameri¬ 
canas, que no tuvo inmediata ejecu¬ 
ción, Renovado en virtud del Pacto 
de París, de diciembre 27 de 1797, 
celebrado por hispanoamericanos re¬ 
presentativos, Miranda volvió a pre¬ 
sentar el proyecto a Inglaterra, al año 
siguiente, pero sin resultado. 

Decidió entonces preparar una ex¬ 
pedición para invadir a Venezuela y 
presentó el plan al ministro inglés. 
Su primera acción sería reunir en Cu¬ 
razao un ejército y diez banderas de 
colores rojo, amarillo y azul; desem¬ 
barcar en Coro y seguir a Caracas, y 
luego a Maracaibo, Riohacha y Santa 
Marta, «protegido por una flotilla in¬ 


glesa»* Suspendido nuevamente su 
plan, después de varias gestiones Mi¬ 
randa llegó a Nueva York el 9 de no¬ 
viembre de 1804 a pedir la ayuda de 
Estados Unidos y a comenzar a orga¬ 
nizar la expedición* 

El 2 de febrero de 1806 salió el bu¬ 
que Leandro rumbo a Jacmel, Haití. El 
28, Thomas Lewis, hermano del capi¬ 
tán del buque, escribió a Miranda di- 
déndole que había «conseguido lo 
necesario para la bandera». El 12 de 
marzo Miranda izó en el palo mayor 
del Leandro , en pleno mar Caribe, la 
bandera amarillo, azul y rojo, símbolo 
de su expedición libertadora. «Allí, 
en medio deí océano, tuvo su génesis 
ese que con el tiempo había de ser 
lábaro de la libertad y signo de inde¬ 
pendencia de tres repúblicas herma¬ 
nas: Venezuela, Ecuador y Nueva 
Granada», dice el historiador Manuel 
María Fajardo. En otro mástil on¬ 
deaba el estandarte del navio, una 
bandera «azul con un sol que se le¬ 
vanta y una luna que declina, con un 
gallardete rojo con la siguiente ins¬ 
cripción: Muera la Tiranía y Viva la 
Libertad». 

El Leandro zarpó del puerto de Jac¬ 
mel el 26 de marzo, acompañado de 
las goletas Baco y Abeja; el 27 de abril 
intentó un desembarco por Ocuma re, 
pero fue interceptado por los españo¬ 
les, y las dos goletas fueron apresadas 
con 58 expedicionarios, diez de los 
cuales fueron condenados a muerte* 
Las banderas que llevaban fueron 
quemadas en la Plaza Mayor de Cara¬ 
cas el 4 de agosto* 

Habiéndose reforzado Miranda, lo¬ 
gró desembarcar en la Vela de Coro 



Francisco de Miranda y Rodríguez de Espinoza. 
Oleo de Constancio Franco, Rubiana y Mimtoya. 
Museo Nacional, Bogotá . 
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Antonio Ricaurte en San Matea, Oteo de Pedro 
A. Quijo no (detalle). Museo Nacional, Bogotá. 


el 13 de agosto, se tomó el fuerte, 
entró a la dudad portando la airosa 
bandera, que allí plantó por primera 
vez en tierra firme, pero encontró la 
población abandonada, pues casi to¬ 
dos habían huido. La expedición fra¬ 
casó, sólo quedó incólume la bandera 
tricolor. El día 13 reembarcó y regresó 
a Londres el 21 de diciembre de 1807 
con nuevos proyectos. 

Miranda retomó a Caracas a fines 
de 1810 y se incorporó al gobierno 
patriota. El Congreso declaró la inde¬ 
pendencia absoluta el 5 de julio de 
1811 y adoptó la bandera de Miranda, 
elegida por una comisión integrada 
por éste, el capitán José de Zota y 
Bussi y el capitán Lino de Clemente. 
El día 14 la bandera tricolor flameó 
en la Plaza MayoT de Caracas. 

Origen de los colores 

Sobre el origen de los colores o la ins¬ 
piración de Miranda se dan varias 
versiones anecdóticas. En primer lu¬ 
gar está el concepto de James Biggs, 
uno de los expedicionarios de 1806, 
quien en 1808 publicó en Boston una 
historia en la que decía que la «ban¬ 
dera está formada por los tres colores 
primarios que predominan en el arco 
iris». Estos colores los había sugerido 
Miranda en el plan de liberación que 
presentó al gobierno inglés en 1801, 
al proponer «10 banderas, cuyos colo¬ 
res serán rojo, amarillo y azul, en 
tres zonas». 


No obstante, desde entonces se 
han inventado muchas anécdotas al 
respecto: que Miranda tomó los colo¬ 
res de la emperatriz Catalina de Ru¬ 
sia: el amarillo de sus cabellos, el azul 
de sus pupilas y el rojo de su sangre; 
que los tomó en recuerdo de la sueca 
Cristina Hall, una de las muchas 
amantes de Miranda en las cortes eu¬ 
ropeas, cuyos cabellos representan el 
amarillo, la serenidad de sus ojos el 
azul, y sus labios el rojo, y que ella, 
además, la bordó; al decir del historia¬ 
dor Eduardo Posada, los tomó de las 
divisas de un desfile de la Guardia de 
Hamburgo; que interpretando los le¬ 
mas de Libertad y Fraternidad, los eli¬ 
gió teniendo en cuenta que el amarillo 
significa libertad, el azul igualdad de 
todas las razas y clases sociales, y el 
rojo fraternidad; que Bolívar explicó 
los tres colores con las siguientes pa¬ 
labras dirigidas a una española del 
pueblo de Clarines, Venezuela, el 8 
de enero de 1817: «Tu no eres españo¬ 
la: en tus cabellos se refleja el amarillo 
de este suelo; en tus ojos brilla el puro 
azul de nuestro cielo, y en tus labios 
el rojo de mi bandera»; finalmente, 
que Miranda encargó en Nueva York 
a un taller la confección de la bandera. 

En todo caso, lo cierto es que son 
los mismos colores del arco iris, que 
los tuvo la bandera española y que 
los trajo Colón en su escudo de armas 
en el segundo viaje. Con estos tres 
colores, más el verde y el blanco, se 
hizo la historia de Colombia. 

La Gran Colombia 
adopta el tricolor 

Mientras Bolívar hacía sobre Vene¬ 
zuela la Campaña Admirable, en 
carta fechada en Valencia a 28 de oc¬ 
tubre de 1813 y dirigida ai general 
Juan Bautista Arismendi, gobernador 
de la isla Margarita, dice: «El pabellón 
que la victoria ha enarbolado en todos 



La bu miera de Colombia enarbolada en los navios 
de la "Acción del castillo de Maraca iba", 
óleo de José María Espinosa (detalle). 

Museo Nacional, Bogotá. 



El tricolor colombiano en la punta del escudo 
de Cristóbal Colón. Acuarela de Juan A. Morrillo 
sobre un fresco de Lazzaro Tavarone ' 
en el Palacio Bel instan, Génova, ca. 1600. 


los pueblos de Venezuela y que debe 
adoptar la nación es el mismo que se 
usaba en la primera época de la Re¬ 
pública, esto es, de los tres colores: 
amarillo, azul y encarnado». Pero si 
la bandera había sido adoptada por 
el Congreso el 5 de julio de 1811 y el 
14 flameó en Caracas, sobraba esta 
carta de Bolívar. 

Por orden de Bolívar, de noviembre 
22 de 1818, dada en Angostura, se 
dispuso izar este pabellón «en el cas¬ 
tillo que divide el territorio de la Re¬ 
pública con el gobierno del Brasil», 
Por ley del Congreso de Angostura, 
de diciembre 17 de 1819, que creó la 
Gran Colombia, se adoptaron las ar¬ 
mas y el pabellón de Venezuela «por 
ser más conocido», y en consecuencia 
pasó a serlo no sólo de Venezuela, 
sino también de Nueva Granada y 
Ecuador, países identificados por su 
bandera. Así pues, enarbolada por 
los ejércitos libertadores de Venezue¬ 
la, fue llevada a los campos de Casa- 
nare, Pantano de Vargas y Boyacá. 

El primer Congreso de la Gran Co¬ 
lombia, instalado el 6 de mayo de 1821 
en la Villa del Rosario de Cuenta, por 
ley de julio 12 de este año, que ratificó 
la unión de Venezuela y Nueva Gra¬ 
nada para formar la República de Co¬ 
lombia, mejor llamada Gran Colom¬ 
bia, dispuso que «mientras el Con¬ 
greso no decrete las armas y el pabe¬ 
llón de Colombia, se continuará 
usando de las armas actuales de la 
Nueva Granada y del pabellón de Ve- 
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nezuela». Esas armas fueron las de¬ 
cretadas por el vicepresidente San¬ 
tander el 10 de enero de 1820. 

El Congreso de Cúcuta, el 26 de 
junio, aprobó «que se declare por de 
la República el pabellón de Venezuela 
y que la Comisión de Legislación in¬ 
forme sobre las armas y cuáles deben 
ser», proposición diferida en la sesión 
del día 29. Por ley votada el 4 de oc¬ 
tubre de 1821, sancionada el 6, se 
adoptó el escudo de armas de la Repú¬ 
blica, formado por dos cornucopias. 

Bandera de la Nueva Granada 

Disuelta la Gran Colombia por la se- 
paración de Venezuela en 1829 y del 
Ecuador a comienzos de 1830, fraca¬ 
sado el intento de revivirla y la dicta¬ 
dura de Rafael Urda neta, y retomado 
el gobierno de la Nueva Granada por 
los granadinos, las provincias del cen¬ 
tro de la extinguida Gran Colombia 
se reunieron en convención en Bogo¬ 
tá, el 20 de octubre de 1831, y el 17 
de noviembre siguiente votaron la ley 
fundamental por la cual las provincias 
del centro de Colombia formaron un 
Estado independiente con el nombre 
de Nueva Granada, que vino a ser la 
infraestructura de la actual Colombia. 

Por ley de diciembre 17 del mismo 
año, la convención dispuso que «no 
se hará novedad en las armas y cuño 
establecidos por las leyes de la Repú¬ 
blica de Colombia» y simplemente 
se sustituyó de las insignias la 
inscripción «República de Colombia» 
por «Colombia-Estado de la Nueva 
Granada». Siguió vigente la bandera 
de la Gran Colombia, que vino a ser 
sustituida, lo mismo que el escudo, 
por la ley de mayo 9 de 1834, sancio¬ 
nada por el presidente Santander, 
cuyo artículo 6 decía: «Los colores na¬ 
cionales de la Nueva Granada serán 
rojo, azul y amarillo. Estarán distri¬ 
buidos en el pabellón nacional en tres 
divisiones verticales de igual magni¬ 
tud. La más inmediata al asta, roja; 



Pabellón de ¡tí Gran Colombia que perteneció 
a la Brigada Nacional de Artillería, 

Museo Nacional, Bogotá. 



Condecoración militar que perteneció al general 
Manuel Antonio López , con la escarapela tricolor 
(1824). Archivo de la Cancillería , Bogotá. 


la división central, azul, y la de la 
extremidad, amarilla». 

Esta bandera fue estrenada el 7 de 
agosto siguiente, en conmemoración 
del 15 aniversario de la batalla de Bo- 
yacá, derogando expresamente la ley 
de octubre 6 de 1821. 

Bandera de los Estados Unidos 
de Colombia 

Constitucionalizado el régimen fede¬ 
ral por la Carta de mayo 22 de 1858, 
el país cambió su nombre de Nueva 
Granada por el de Confederación 
Granadina, cuyo Congreso, por ley 
votada el 23 de junio siguiente y san¬ 
cionada el 30 por el presidente Ma¬ 
riano Ospina Rodríguez, dispuso que 
las armas y pabellón nacional segui¬ 
rían siendo los de la Nueva Granada, 
nombre que en los «escritos oficiales, 
sellos, escudo de armas y moneda na¬ 
cional» se cambiará por el de «Confe¬ 
deración Granadina» 

Este gobierno fue derrocado por la 
revolución del general Tomás Ci¬ 
priano de Mosquera, que inició como 
presidente del Estado Federal del 
Cauca, y quien con otros estados, me¬ 
díante pacto de Unión celebrado el 10 
de septiembre de 1860, había organi¬ 
zado un gobierno de facto que se 
llamó Estados Unidos de la Nueva 
Granada* Tomada la capital, el 18 de 
julio de 1861, por decreto del 26 del 
mismo mes, mandó cambiar «en los 
escritos oficiales, sellos, escudo de ar¬ 
mas y moneda nacional» el nombre 
Confederación Granadina por Esta¬ 
dos Unidos de la Nueva Granada, y 
que el fondo azul del pabellón nacio¬ 
nal «llevará tantas estrellas blancas 


cuantos sean los Estados Unidos». 
Por decreto del 26 de noviembre si¬ 
guiente determinó el escudo nacional 
y cambió la distribución de los colores 
de la bandera y la colocación de sus 
franjas así: «Los colores del pabellón 
nacional de los Estados Unidos de Co¬ 
lombia son amarillo, azul y rojo, dis¬ 
tribuidos en tres franjas horizontales 
y ocupando el amarillo la mitad del 
pabellón en la parte superior y los 
otros dos colores la otra mitad, dividi¬ 
dos en fajas iguales, el azul en el cen¬ 
tro y el rojo en la parte inferior». Esta 
es la actual bandera nacional de 
Colombia. 

El decreto fue dictado por Mos¬ 
quera siendo presidente provisorio 
de los Estados Unidos de Colombia, 
nombre consagrado por la Constitu¬ 
ción de Rionegro, en mayo de 1863. 

Bandera de la República 
de Colombia 

Reconstituido el país por la Constitu¬ 
ción de agosto 5 de 1886, que lo volvió 
al régimen centralista y sustituyó el 
nombre de Estados Unidos de Colom¬ 
bia por el de República de Colombia, 
el Congreso, por ley 124 de julio 13 
de 1887, dispuso ese cambio en las 
monedas y la supresión de las nueve 
estrellas correspondientes a los nueve 
Estados Soberanos en que se subdivi- 
día la nación. No lo dijo expresa¬ 
mente respecto de la bandera, pero 
por consecuencia se efectuó también 
en ella, lo que vino a ser consignado 
en forma amplia por el decreto 838 
de noviembre 5 de 1889 del presi¬ 
dente Carlos Holguín. A partir de en¬ 
tonces se inicia un proceso legislativo 
de cambios en las banderas nacional, 
de guerra, naval y mercante, y en 
el escudo. 

Por decreto 309 de abril 28 de 1890 
se modificó el de las «tantas estrellas 
cuantos sean los Estados» y se dijo 
que la bandera mercante estaría divi¬ 
dida en los tres colores nacionales y 



Bicornio de estilo napoleónico , con ¡os colores 
nacionales , que fue usado por el general Francisco 
de Paula Santander. Museo Nacional, Bogotá. 
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Colombia. Dibujo en tinta a manera de sello 
en un ascenso a favor del mayor de caballería 
Carlos de Beneckc. Londres, junio 10 de 1820, 
Archivo de la Cancillería, Bogotá, 


que en el centro «llevará un escudo 
ovalado, de fondo azul, colocado en 
sentido vertical, con una estrella 
blanca de ocho rayos en el centro». 

Por decreto 844 de julio 14 de 1906, 
del presidente Rafael Reyes, se deter¬ 
minó que el pabellón o bandera nacio¬ 
nal de uso del Ejército tendría L35 m 
de largo por 1.10 m de ancho, y se 
dieron las medidas de otras, incluso 
la de las oficinas publicas, que po¬ 
drían tener mayores dimensiones y 
no necesitan el escudo. 

Por decreto 861 de mayo 1? de 1924, 
del presidente Pedro Nel Ospina, se 
ratificaron los tres colores de la bandera 
y se dictaron otras disposiciones sobre 
las banderas de guerra y mercante, sus 
medidas y uso, y sobre el escudo. 

El decreto 62 de enero 11 de 1934, 
del presidente Enrique Olaya Herre¬ 
ra, ratificó y complementó el anterior 
y lo mismo el Reglamento de Servido 
de Guarnición, aprobado por decreto 
3558 de noviembre 9 de 1949, y la 
resolución 64 de enero 9 de 1961 sobre 
Reglamento de Protocolo y Ceremo¬ 
nial Militar, la que fue subrogada por 
la resolución 4235 de 1965. 

Finalmente, la ley 12 de febrero 29 
de 1984, «por la cual se adoptan los 
símbolos patrios», simplemente vino 
a ratificar leyes y decretos anteriores 
sobre los colores de la bandera y su 
distribución en franjas horizontales, 
el escudo y el himno nacional, tra¬ 
tando de sustituir la ley de mayo 9 
de 1834. Esta ley no causó realmente 
ninguna novación, ni su exposición 
de motivos aportó nada nuevo. 


El escudo nacional 

El escudo es por excelencia el símbolo 
representativo de una nación; en él 


se resumen en armoniosa alquimia 
los colores de la bandera y ¡as imáge¬ 
nes características de su historia y 
contextura física, elevados a la cate- 
goría de emblemas, y también se con¬ 
jugan sus ideales y creencias. El es¬ 
cudo nació como arma defensiva en 
los campos de batalla, de donde pro¬ 
viene su carácter de emblema heroico 
y viene el nombre de escudo de ar¬ 
mas. Su origen se remonta a los leja¬ 
nos tiempos de la épica y la mitología, 
pero fue en la edad media, hada el 
siglo XIII, cuando se consagró como 
distintivo de familias y ciudades, em¬ 
blema de la nobleza guerrera, quienes 
lo ostentaban con orgullo y honor. 
Los reyes lo concedían a sus caballe¬ 
ros y nobles, dándole a cada uno los 
blasones, figuras o símbolos de los 
actos o hechos que los caracterizaban. 
De su estudio nació la Heráldica o 
ciencia del blasón, de los escudos, 
que constituye una de las auxiliares 
de la Historia. 

La España del Cid y los caballeros 
medievales fue una nación blasona¬ 
da, heroica; sus familias, ciudades, 
provincias y reinos ostentaban escu¬ 
dos, en tomo a los cuales forjaron su 
prosapia y genealogía, una tradición 
de honor a la que rendían culto, que 
aun se conserva en algunos lugares 
de América, aunque sin la arrogancia 
y el estilo monárquico de aquella épo¬ 
ca, España trajo al Nuevo Mundo sus 
escudos, de Castilla y de Aragón y 
de otros reinos, y con ellos blasonó 
las ciudades. Los escudos fueron 



"Lo necesito''. Pintura patriótica relativa 
a la guerra con el Peni , de luis Felipe Uscátegui. 
"El Gráfico ", mayo 20 de 1933. 

Biblioteca Luis Angel A rango, Bogotá, 



Los colores nacionales y las estrellas de los 
nueve Estados Unidos de Colombia. 
Estampado sobre seda, 1861. 91 x 84 cm. 
Museo Nacional, Bogotá. 


traídos por los conquistadores, la 
Iglesia y sus prelados, y las Reales 
Audiencias. La primera ciudad de Co¬ 
lombia y del continente que tuvo es¬ 
cudo de armas fue Santa María de 
Antigua del Darién y, sucesivamente, 
Santa Marta, Cartagena, Popayán, 
Cali, funja, Tocaima y la Provincia 
del Nuevo Reino de Granada, el que 
fue adoptado por la ciudad de Santafé 
(Bogotá), y también por otras ciuda¬ 
des y villas. Aparecen en algunos de 
estos escudos anímales americanos, 
ríos, mares, flechas e indios. 

Pero es a partir de la Independen¬ 
cia, cuando el escudo de las nuevas 
repúblicas o Estados toma el sentido 
heroico de la campaña emancipadora, 
de libertad y de representación nacio¬ 
nalista, lo que origina una nueva he¬ 
ráldica americana, democrática y re¬ 
publicana, que viene a consagrarse 
definitivamente con la autonomía de 
las repúblicas americanas. 

Primeros escudos 

Creado el Estado de Cundinamarca 
por la Constitución de marzo 30 de 
1811, tuvo como primer símbolo un 
escudo consistente en un águila de 
alas desplegadas, en la testa una co¬ 
rona y sobre ésta la cruz, dentro de 
un sol radiado, y en cada una de las 
garras una granada. No hay constan¬ 
cia de su adopción, pero figura como 
tal. Este era el símbolo de la monar¬ 
quía, todavía conservado por esta 
Constitución, contra el cual se pro¬ 
nunciaron el presidente Antonio Na- 
riño y el colegio electoral, al CTear la 
República de Cundinamarca por la 
Constitución de abril 17 de 1812. 

El segundo escudo fue el de Carta¬ 
gena, juramentado el 17 de noviem¬ 
bre de 1811, consistente en tres can¬ 
grejos, una granada en el centro y 
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otros símbolos, que fue sustituido en 
junio de 1812 por otro —el tercero—, 
cuya figura central era una india sen¬ 
tada al pie de una palmera, que tiene 
en su mano derecha una granada 
abierta que pica un pájaro y en la iz¬ 
quierda una cadena despedazada; al 
fondo, la silueta de la colina de 
La Popa, 

El cuarto fue el de Antioquia, dis¬ 
puesto por su colegio electoral en 
agosto de 1812, consistente en una 
«matrona vestida y adornada a la in¬ 
diana, sentada entre el plátano y la 
palmera, y reclinada al píe de un cerro 
de oro, con un río caudaloso a los 
pies, encasquetándose con airosa ac¬ 
titud el gorro de la libertad». No se 
conoce su dibujo. 

El quinto escudo fue el segundo de 
Cundinamarca, diseñado por Nariño 
y adoptado por ei colegio electoral en 
agosto 7 de 1813, jurado junto con la 
bandera el 31 del mismo, en la iglesia 
de San Agustín, consistente en un 
águila con las alas abiertas y en su 
testa el gorro frigio, con una espada 
en la garra derecha y en la izquierda 
una granada abierta, y por divisa la 
inscripción «Gobno. Libre e Inde¬ 
penda de Cundinamarca, Vencer o 
morir», y en contorno una cadena 
despedazada. Este escudo fue el que 
llevaron en el estandarte las tropas 
de Nariño a la Campaña del Sur de 
1813, Creado el Estado Federal de 
Cundinamarca en 1857, el escudo fue 
restablecido como su emblema, mejor 



Randa presidencial en seda con bordados y borlas 
en oro, que utilizó Laureano Gómez Castro en 
1950. Museo Nacional f Bogotá, 



Escudo de Estados Unidos de 
Colombia, bordado sobre una 
bandera del Ejército de Reserva. 
Museo Nacional, Bogotá. 


Escudo de los Estados Unidos 
de Colombia. Oleo de autor 
anónimo del siglo XIX. 

Museo Nacional, Bogotá. 


Escudo de San tufé de Bogotá. 
Pintura de Luis Felipe 
Uscátegui en portada de 
" Cromos ", agosto 6 de 1938. 


dibujado y suprimidas las palabras 
«Vencer o morir». Actualmente es el 
escudo del departamento. 

El escudo de las Provincias Unidas 
de la Nueva Granada está formado 
por dos cornucopias verticalmente 
enfrentadas dentro de un círculo, y 
en el medio dos manos estrechadas 
cogiendo una lanza, en cuya parte su¬ 
perior sostiene el gorro frigio con una 
divisa en latín que traduce: «La Re¬ 
pública Neogranadina reúne sus fuer¬ 
zas, pacta alianza y así afirma su liber¬ 
tad». Se dice que fue decretado pOT 
el Congreso, por ley de julio 14 de 
1814, cuyo texto se desconoce o no 
existe. 

El escudo comprobado de las Pro¬ 
vincias Unidas de la Nueva Granada 
fue el decretado por ley de julio 14 
de 1815—no 1814—, acuartelado, cu¬ 
yos emblemas son el Chimborazo, el 
cóndor, el salto de Tequendama y el 
istmo de Panamá con dos barcos a los 
lados y, en el centro, una granada 
entreabierta; lleva por timbre una al¬ 
jaba con, flechas y por orla una guir¬ 
nalda de granadas y ramas entrelaza¬ 
das, dentro de un círculo con los co¬ 
lores de la bandera nacional: amarillo, 
verde y rojo, con la divisa «Provincias 
Unidas de la Nueva Granada». Este 
fue el primer escudo que ostentó el 
istmo de Panamá. 

Escudos provisionales 

La Gran Colombia tuvo un segundo 
escudo provisional, tomado del de 
Venezuela de 1810, que tiene al fondo 
un tío, un buque, un caimán y un 
medio sol con tres estrellas, una india 
sentada al frente, con carcaj y flechas, 
en la más larga enastado el gorro fri¬ 
gio, y por debajo, en vez de divisa, 
ramos de olivo y palmas; soportado 


en sus lados por dos banderas tricolo¬ 
res, Por timbre lleva la palabra «Co¬ 
lombia» y una corona de laurel y en el 
centro de ésta dos manos entrelazadas. 
El vicepresidente Santander, por de¬ 
creto de enero 10 de 1820, dio a la Re¬ 
pública un sello que imprimía «toda la 
autoridad a sus providencias, consis¬ 
tente en un cóndor en campo azul 
con una granada y una espada en las 
garras, por debajo un globo sobre el 
cual se elevan diez estrellas presidi¬ 
das de una llama. Será coronado de 
una guirnalda de laurel y orlado con 
la cinta y la estrella de la Orden de 
Libertadores, con el siguiente mote: 
Vixit et Vincet Amore Patrias». Este fue 
el escudo de la Gran Colombia por 
dos años. 
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Primer escudo utilizado por la República 
de Cundinamarca (1811). Fondo Quijano, 
Biblioteca Nacional, Bogotá. 
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de trigo, en la mano derecha una rama 
de olivo y en la izquierda el libro de la 
Constitución; los colores nacionales se¬ 
rán rojo, amarillo y verde, distribuidos 
en tres franjas verticales. 

Así se llega a la ley de mayo 9 de 
1834, sancionada por el presidente 
Santander, que dio escudo de armas a 
la República. Este es el escudo actual, 
con algunas modificaciones: escudo de 
tres fajas horizontales; en la parte supe¬ 
rior, sobre campo azur, una granada 
de oro abierta y a cada lado una cornu¬ 
copia de oro; en la parte del medio, 
sobre campo de color platino (que por 
primera vez se introduce en la herál¬ 
dica), el gorro frigio enastado en una 
lanza; en la inferior, el istmo de Pana¬ 
má, los dos mares y sendos navios. 
Está sostenido por una corona de lau¬ 
rel pendiente del pico de un cóndor 
con las alas desplegadas, y en una 
cinta entrelazada en la corona, en le¬ 
tras de oro, las palabras «Libertad y 
Orden». El escudo descansará sobre 
un campo verde adornado de plantas. 
Los colores nacionales serán rojo, 
azul y amarillo. 

Este escudo fue estrenado solemne¬ 
mente el 7 de agosto de 1834, y recoge 
la tradición heráldica de los anteriores, 
así: el águila, la granada y el gorro fri¬ 
gio, del de Cundinamarca de 1813; el 
istmo de Panamá, del de las Provincias 
Unidas; las cornucopias, también del 
de éstas y del de la Gran Colombia; el 
cóndor, del de las Provincias Unidas y 
del provisional decretado por el vice¬ 
presidente Santander en 1820; la divisa 
«Libertad y Orden», del proyecto de 
enero de 1834. 


Escudo de la Nueva Granada 

La convención del Estado de la Nueva 
Granada, por ley de diciembre 15 de 
1831, dispuso que «no se hará novedad 
en las armas, bandera y cuño» estable¬ 
cidos, «hasta que no se disponga otra 
cosa por la presente Convención o los 
cuerpos legislativos que se sucedan». 
En tal virtud, siguió vigente el escudo 
de la Gran Colombia, pero a comienzos 
de 1834 ya se estaba tratando de darle 
escudo y bandera a la nueva república. 


Escudo provisional de Colombia (1819), plumilla de Enrique Ortega Rica ur te, 
y armas de Venezuela (1810), óleo de fosé María V iliar real Santos (Archivo Nacional , Bogotá). 
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Escudo del Estado de Cartagena 
de Indias en un impreso de la 
Constitución provincial (1812). 
Biblioteca Nacional, Bogotá, 


Armas de las Provincias Unidas 
de Nueva Granada (1815). 
Plumilla de Enrique Ortega 
Rkaurte r 


Escudo provisional de Colombia 
en sello seco de un documento 
oficial, de enero de 1821, 
Archivo de la Cancillería. 


Escudo de la Gran Colombia 

En desarrollo de la ley de Angostura 
de diciembre 17 de 1819, que dispuso 
que las armas y el pabellón de Colom¬ 
bia serían decretados por el Congreso 
General, «sirviéndose entre tanto de 
las armas y pabellón de Venezuela 
por ser más conocido», el Congreso 
del Rosario de Cuenta, por ley de julio 
12 de 1821, ratificó lo anterior mien¬ 
tras se debatía el nuevo escudo. El 4 
de octubre votó la ley, sancionada el 
día 6, por la cual creó el escudo de la 
Gran Colombia, el de «las dos cornu¬ 
copias llenas de frutas y flores de 
los países fríos, templados y cálidos 
de las fases colombianas, y que se 
compondrán de un hacecillo de Lan¬ 
zas con la segur atravesada, arcos y 
flechas cruzados con cinta tricolor por 
la parte inferior». 

Sobre este escudo, el historiador Pe¬ 
dro Julio Dousdebés comenta que los 
tres ejemplares existentes «son discre¬ 
pantes en formas, dimensiones y colo¬ 
res»; que en dos de ellos la bandera es 
amarillo, azul y rojo y en la del otro, 
amarillo, blanco y amarillo, «lo que de¬ 
muestra que al par de Ja ley marchaba 
el capricho», capricho que siguió impe¬ 
rando por muchos años. 


y al efecto, en la Gaceta de la Nueva 
Granada, número 122, de enero 26 de 
este año, se publicó un proyecto de ley 
que viene a ser el antecedente inme¬ 
diato del que habría de ser el nuevo 
escudo: terciado en faja, llevará en jefe 
una granada de oro, a cada uno de sus 
lados una cornucopia; en faja sobre 
campo de gules, un caballo de plata; 
en la punta, el istmo de Panamá, los 
dos mares y sendos navios; una corona 
de laurel en sinople; un lambrequín de 
oro con las palabras «Libertad y Or¬ 
den»; por soporte tendrá algunas plan¬ 
tas y dos genios que representarán la 
Justicia y la Paz; la Justicia llevará tú¬ 
nica de plata y en la mano derecha una 
espada y en la izquierda una balanza; 
la Paz llevará manto azur y túnica de 
oro, en la cabeza una corona de espigas 
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Armas de Colombia bordadas en oro sobre paño, 
en una gualdrapa que perteneció a Santander, 
Museo Nacional , Bogotá. 


Sobre la agrupación de las banderas, 
que en adelante siguen figurando, 
Bohórquez Casallas explica que muy 
pronto empezaron a ponérsele las dos 
banderas a los lados, que al parecer 
surgieron de un oficio del secretario de 
Relaciones, Lino de Pornbo, de mayo 
27 de 1834, con el que enviaba al secre¬ 
tario de Guerra el modelo del escudo 
y le decía: «Las banderas que se ven 
de un lado y otro del escudo, y que 
son las que deben enarbolarse, la una 
en los buques y la otra en las casas de 
la Legación de la República, no forman 
parte integrante de él, pues sirven sólo 
de muestra». 

El historiador Dousdebés dice que 
el uso de las banderas al lado del es¬ 
cudo procede de las leyes de junio 2 
de 1846 y abril 27 de 1847, que dispu¬ 
sieron que el escudo que lleva la mo¬ 
neda nacional estará « adornad o con las 
banderas nacionales». 

Escudo de la Confederación 
Granadina 

Los símbolos patrios de Colombia han 
estado expuestos a los cambios políti¬ 
cos, lo cual ha causado alteración en 
su dibujo y ha debilitado el principio 
de su inalterabilidad* Así, durante el 
gobierno de José María Meló, apareció 
un escudo muy diferente, sin funda¬ 
mento legal. Creada la Confederación 
Granadina por la Constitución de 
mayo 22 de 1858, el Congreso, por ley 


de junio 23 siguiente, dispuso el cam¬ 
bio de nombre en las divisas, de Repú¬ 
blica de Nueva Granada por el de Con¬ 
federación Granadina. El dibujo del es¬ 
cudo fue modificado, colocándole tres 
banderas a cada lado y poniéndole en 
la base dos cañones cruzados* 

Escudo de los Estados Unidos 
de Colombia 

Triunfante la revolución del general 
Tomás Cipriano de Mosquera, con la 
toma de la capital el 18 de julio de 1861, 
entró a modificar, como era natural, la 
bandera y el escudo. El 26 de noviem¬ 
bre decretó que el escudo de la Repú¬ 
blica, que entonces se llamaba Estados 
Unidos de la Nueva Granada y, a partir 
del 8 de mayo de 1863, se llamó Estados 
Unidos de Colombia, sería el mismo 
de la Confederación, enmarcado en 
una zona elíptica que llevaría el mote 
«Estados Unidos de Colombia» y 
nueve estrellas, correspondientes a 
los nueve estados, con dos banderas* 
Por este decreto se adoptaron los co¬ 
lores del pabellón: amarillo, azul y 
rojo en franjas horizontales, ocu¬ 
pando el primero la mitad de su an¬ 
cho y los otros dos la otra mitad. 

Escudo de la República 
de Colombia 

Con la Constitución de 1886 y la nueva 
forma de gobierno implantada en el 
país, se inició una serie de modificacio¬ 
nes al escudo y la bandera. Lo primero 
fue sustituir del pabellón el nombre de 
Estados Unidos de Colombia y las es¬ 
trellas, por el de República de Colom¬ 
bia, por ley 124 de julio 13 de 1887 y 
decreto 838 de noviembre 25 de 1889* 
Sucesivamente se legisló sobre su for¬ 
ma, uso, dimensiones, distribución de 
colores y su interpretación, su dibujo, 
sobre banderas mercante y de guerra, 
fechas y lugares en los que deben izar¬ 
se, etc., hasta llegar a la ley 12 de fe- 



Setlo con las armas de Colombia en una carta 
de Francisco Antonio Zea f Londres, agosto 1 
de 1820. Archivo de la Cancillería, Bogotá , 



Escudo de la República de la Nueva Granada 
(1854). Plumilla de Enrique Ortega Rkaurte. 


brero 29 de 1984, que ratificó los símbo¬ 
los patrios* En suma, el escudo nacio¬ 
nal es el decretado por ley 3 de mayo 
9 de 1834, sancionada por el presidente 
Santander, con las modificaciones de 
noviembre 26 de 1861, y lo mismo la 
bandera. 

La bandera simboliza la patria y el 
escudo la soberanía de la nación, de 
ahí que, en palabras de la escritora y 
especialista en heráldica, Georgína 
Hetcher, «la combinación de la ban¬ 
dera con el escudo representa la patria 
soberana. Y por esto, el Ejército, que 
es el sostenedor y defensor de la sobe¬ 
ranía nacional, es el depositario de es¬ 
tos sagrados símbolos», 

EL HIMNO NACIONAL 

Desde la primera clarinada de la Inde¬ 
pendencia se escucharon poesías y can¬ 
ciones patrióticas que alentaban el es¬ 
píritu de libertad y democracia* Mucho 
antes de triunfar en los campos de ba¬ 
talla, los poetas empezaron a cantar, a 
recoger en verso la victoria de la patria* 
La República nació con banderas que 
luego se fundieron en una y se conso¬ 
lidó con el escudo. Pero debieron pasar 
más de cincuenta años de gestación del 
sentimiento patrio para que adoptase 
una canción como himno nacional. 

Canciones de este estilo nacieron de 
la inspiración de poetas y músicos y 
se encuentran historiadas en dispersos 
estudios y compiladas en el Ubre Sindiei 
o La música de la libertad , del historiador 
Antonio Cacua Erada* De aquellas poe¬ 
sías y canciones antecesoras, que no 
alcalizaron a ser himnos, podemos re¬ 
cordar algunas, recogidas también por 
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Escudo de la República de la Nueva Granada, 
publicado en ,J El Neo-Granadme'", No. 9, 
Bogotá, septiembre 30 de 1348. 

Biblioteca Luis Angel Arango , Bogotá. 


Magdalena Corra diñe Mora/ Eduardo 
Lemaitre y Juan A. Puentes, entre 
otros. La de 1810, del poeta José María 
Salazar; la de 1813, dedicada al Ejército 
de Cundinamarca, que Narino llevó a 
la Campaña del Sur; los cantos del pa- 
yanés Juan Antonio de Velasco; el 
himno al Libertador/ de octubre de 
1822 ; compuesto en Caracas por «el 


colombiano José Mana Salazar y al que 
puso música don Lino Gallardo»/ dice 
Cacua Erada; el himno del español 
Francisco Villalba/ presentado el 20 de 
julio de 1837; la canción El Neo granadi¬ 
no, de Gabriel FonS/ sobre letra de Lo¬ 
renzo María Lleras; la Canción nacional, 
de Enrique Price, estrenada el 20 de 
julio de 1847; la de José Caicedo Rojas, 
con música de José Joaquín Guaría de 
1847; el himno de Daniel Figueroa so¬ 
bre una selección de poesías de varios 
autores, cantado en la Plaza de Bolívar 
el 20 de julio de 1873; el del holandés 
Carlos van Oecken, con letra de Lino 
de Rombo; el de Daniel Figueroa Pe¬ 
dreros, estrenado el 23 de julio de 1883. 

Algún aire de marcha victoriosa/ 
mas no de himno, tuvieron las célebres 
contradanzas La vencedora, que se eje¬ 
cutó en la batalla de Boyacá, el 7 de 
agosto de 1619/ bajo la dirección del 
músico José María Cancino, y ha liber¬ 
tadora , de autor anónimo, que por este 
mismo año se estrenó en Bogotá/ en 
homenaje al Libertador, las dos danzas 
patrióticas que quedan de la época. 

No obstante/ ninguna de aquellas 
canciones tuvo oficialmente el carácter 
de himno nacional; parece que todavía 



Escudo de los Estados Unidos de Colombia 
en una relación de alta y baja de material 
de guerra, fechada en 1868. 

Archivo General de la Nación , Bogotá. 


no se había formado una conciencia 
nacionalista y patriótica. Apenas em¬ 
pezaban a celebrarse y consagrarse por 
ley los días proceros de la Independen¬ 
cia; el 20 de julio, por ley 60 de mayo 
8 de 1873, y el 7 de Agosto, por decreto 
ejecutivo 454 de agosto 5 de 1886. 

El himno nacional tuvo su origen en 
la singular iniciativa de José Domingo 


HIMNO NACIONAL DE COLOMBIA 


CORO 

O h! gloria inmarcesible, 
Ohí júbilo inmortal. 

En surcos do dolores 
El bien germina ya. 


C esó la horrible noche. 

La libertad sublime 
Derrama las auroras 
De su invencible luz. 

La humanidad entera 
Que entre cadenas gime 
Comprende las palabras 
De! que murió en la Cruz. 

T ndependencia” grita 
X El mundo americano, 

Se baña en sangre de héroes 
La tierra de Colón. 

Pero este gran principio: 

,l El Rey no es soberano” 
Resuena, y los que sufren 
Bendicen su pasión. 

D el Orinoco el cauce 
Se colma de despojos: 
Oe sangre y llanto un río 
Se mira allí correr. 

En Bárbula no saben, 

Las almas n¡ los ojos, 

Sí admiración o espanto 
Sentir o padecer. 


A orillas del Caribe 

Hambriento un pueblo lucha. 
Horrores prefiriendo 
A pérfida salud. 

¡Oh si de Cartagena 
La abnegación es mucha, 

Y escombros de la muerte 
Desprecia su virtud! 

D e Boyacá en los campos 
El genio de la gloria, 

Con cada espiga un héroe 
Invicto coronó. 

Soldados sin coraza 
Ganaron la victoria 
Su varonil aliento 
De escudo les sirvió. 

olivar cruza el Ande 
Que riegan dos Océanos 
Espadas cual centellas 
Fulguran en Junín. 

Centauros indomables 
Descienden a tos líanos, 

Y empieza a presentirse 
De la epopeya el fin. 

L a trompa victoriosa 
En Ayacucho truena; 

Que en cada triunfo crece 
Su formidable son. 

En su expansivo empuje 
La libertad se estrena, 

Del cielo americano 
Haciendo un pabellón. 


L a virgen sus cabellos 
Arranca en agonía 
Y de su amor viuda, 

Los cuelga del ciprés. 

Lamenta su esperanza 
Que cubre losa fría 
Pero glorioso orgullo 
Circunda su alba tez. 

L a Patria así se forma 
Termopilas brotando 
Constelación de cíclopes 
Su noche iluminó. 

La flor estremecida. 

Mortal el viento hallando 
Debajo los laureles 
Seguridad buscó. 

M as no es completa gloria 
Vencer en la batalla; 
Que el brazo que combate 
Lo anima la verdad. 

La independencia sola 
El gran clamor no acalla; 

Si el sol alumbra a todos 
Justicia es libertad. 

D el hombre los derechos 
Naríño predicando. 

El alma de la lucha 
Profetice enseñó. 

Ricaurte en San Mateo 
En átomos volando. 

"Deber antes que vida” 

Con llamas escribió. 
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Escudo de la República de Colombia , 
bordado a comienzos del siglo XX. 
Museo Nacional, Bogotá, 


Sello seco de la República de Colombia. 
Archivo de la Cancillería , Bogotá, 


Escudo de la República de Colombia 

en la cubierta de un Tratado con Estados Unidos 

firmado en 1914. Archivo de la Cancillería. 


Torres, amigo del presidente Rafael 
Núñez y conocido del músico italiano, 
residente en Bogotá, Oreste Sindici, ca¬ 
sado aquí con Justina Jannaut, de as¬ 
cendencia francesa. 

Por los años del gobierno de la Rege¬ 
neración solía celebrarse la Indepen¬ 
dencia de Cartagena, proclamada el 11 
de noviembre de 1811, y no faltaban 
los poetas que le dedicaban bellas poe¬ 
sías, que los músicos convertían en 
canciones patrióticas. La capital era fre¬ 
cuentemente visitada por compañías 
de ópera, opereta y zarzuela, a las cua¬ 
les acogía la ciudad con regocijo cultu¬ 
ral, demostrando una exquisita sensi¬ 
bilidad musical y artística; circunstan¬ 
cias que hacían más estrechos los lazos 
con los visitantes, que para algunos lle¬ 
garon a eternizarse, pues no fueron 
pocos los que en Bogotá se quedaron 
para siempre, uno 3e ellos, precisa¬ 
mente, Oresfe Sindici, músico y com¬ 
positor nacido en Ceccano (Italia) el 31 
de mayo de 1828. 

A comienzos del año de 1887, pen¬ 
sando en la celebración del 11 de No¬ 
viembre, José Domingo Torres escogió 
una de las poesías del entonces presi¬ 
dente Rafael Núñez y la llevó a Oreste 
Sindici con la súplica de que, inspirado 
en ella, compusiese un himno conme¬ 
morativo de la efemérides de Cartage¬ 
na, patria chica del presidente. No ha¬ 
biendo accedido de inmediato, acudió 
a su esposa doña Justina, quien logró 
convencerlo. 


Sindici vivía de la música como com¬ 
positor y profesor, y por esos días tenía 
una hacienda llamada Prado o Capote, 
en jurisdicción del municipio de Nilo, 
Cundínamarca, en la que beneficiaba 
una pequeña plantación de añil y otros 
cultivos. A mediados de ese año, se 
fue para su hacienda, en cuya casa te¬ 
nía un piano Dolt Graziano Tubi. Allí 
fue leyendo aquellos versos y, compe¬ 
netrado de su sentido, pronto tuvo la 
partitura solicitada. Sindici acostum¬ 
braba ir al pueblo a la misa dominical 
y se alojaba en la casa de la esquina 
nororiental de la plaza. Un buen día 
enseñó a los niños de la escuela algu¬ 
nas estrofas de su himno, hizo sacar 
de la iglesia el armonio en que se eje¬ 
cutaban los cantos litúrgicos y lo puso 
bajo el frondoso tamarindo que había 



en aquella esquina, y bajo él instalado, 
el 24 de julio, día del cumpleaños del 
Libertador Simón Bolívar, ensayó el 
himno que había compuesto sobre le¬ 
tra del poeta Rafael Núñez. Debió gus¬ 
tarle al propio Sindici cuando lo leyó, 
y después de algún pulimento lo trajo 
a Bogotá para estrenarlo el 11 de no¬ 
viembre de 1887, día viernes. 

En el programa de actos conmemo¬ 
rativos de la independencia de Carta¬ 
gena, que se celebraba en Bogotá, fue 
incluido como punto Vil del mismo, a 
ejecutarse a las 8:30 de la noche, en la 
velada que se daba en el Teatro Varie¬ 
dades. Emocionado y patriótico debió 
ser, cuando los periódicos y la opinión 
general lo recibieron con grande aplau¬ 
so; tanto que el martes 6 de diciembre 
volvió a ejecutarse «a grande orquesta. 



Escudo de Colombia en versión contemporánea , disenado por Eduardo Pérez Publicidad 
V trutiunientú de computador realizado por Carlos Duque (¡992). 
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OTROS EMBLEMAS NACIONALES 



Orquídea de la variedad "Cattleya Triarme” 
flor nacional. ilustración de Mariano Ospitta 
Hernández. 

Orquídea 

La orquídea llamada Lirio de Mayo, 
que tiene los colores de nuestra bande¬ 
ra, es la flor emblemática nacional, 
adoptada por ley 3 de mayo 9 de 1834. 
La Academia Colombia de Historia 
precisó que la flor nacional es la varie¬ 
dad Cattleya labiatae Tríame , no sólo por 
sus colores, sino porque es originaria 
de Colombia y lleva el nombre del na¬ 
turalista bogotano José Jerónimo 
Triaos (1826-1890). 

Palma de cera del Quindío 

En 1950 los científicos colombianos que 
preparaban el Congreso Botánico Lati¬ 
noamericano, celebrado en Bogotá en 
1952, escogieron la palma de cera del 
Quindío (Ceroxilon quindiuense) como 


La Palma de Cera , árbol nacional. Detalle 
del mural "Colombia ”, de Luis Guillermo 
Val le jo. Planetario Distrital , Bogotá. 

árbol emblemático nacional. Esta pal¬ 
ma, la más alta del mundo, es exclusiva 
de los Andes colombianos, crece entre 
los 2 300 y 3 000 metros sobre el nivel 
del mar y necesita aproximadamente 
cincuenta años para desarrollar su má¬ 
xima altura, la cual puede llegar a ser 
hasta de 70 metros; es fuerte y flexible, 
de tronco blanco y anillos negros. En 
1942, por decreto 1333, fue establecido el 
29 de abril como Día Nacional del Arbol. 

Cóndor 

Desde 1834 el cóndor (Vu 11u r gryph u s } 
es el emblema de libertad y soberanía 
de Colombia. Es el ave voladora más 
grande del mundo, alcanza los tres me¬ 
tros de envergadura, y sólo se le en¬ 
cuentra en la cordillera de los Andes. 




C 









ItWTLW jÍb'i 


Estampilla conmemorativa del centenario de! 
Himno Nacional y órgano en que fue interpretado 
por primera vez f en 1887. 


25 voces», en solemne acto en el his¬ 
tórico Salón de Grados, con asistencia 
del propio presidente Nuñez, de los 
ministros y altos dignatarios civiles, 
militares y eclesiásticos, y del cuerpo 
diplomático, acto en el que de hecho 
fue consagrado como himno nacional, 
como decía el punto IV del respectivo 
programa. 

Después de aquel estreno en el Tea¬ 
tro Variedades y en el Salón de Grados, 
la acogida fue general; se presentó en 
Cartagena y otras ciudades, inclusive 
en Roma, en julio de 1890, hasta que¬ 
dar consagrado por la costumbre como 
himno nacional, carácter que se le dio 
oficialmente por ley 33 de octubre 18 
de 1920, 37 años después; autorizando, 
además, la compra de la partitura ori¬ 


ginal a los herederos de Sindici, falle¬ 
cido en Bogotá el 12 de enero de 1904, 
Más tarde, el ilustre músico, compo¬ 
sitor y director de banda José Rozo 
Contreras le hizo un arreglo para 
banda con el objeto de darle mayor 
marcialidad, arreglo que estrenó el 8 
de octubre de 1933 en un concierto 
en la dudad de Cuenta, luego en Car¬ 
tagena, en 1934, y un poco después 
en Bogotá por la Banda Sinfónica 
Nacional. El arreglo de RozoContre- 
ras fue acogido oficialmente por de¬ 
creto 1963 de julio 4 de 1946, del pre¬ 
sidente Alberto Lleras C a margo y su 
ministro de Educación Germán Arci- 
níegas, previo concepto de connota¬ 
dos y autorizados compositores y 
musicólogos. 
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Territorio de Colombia. 

Historia y límites Magdalena Correa Henao 



Audiencias de Panamá , Santa fe t Quito, Urna y Caracas. "Tabula Amerkae Specialis Geographica", siglo XVI. 
Mapoteca 4, X 65, Archivo General de la Nación, Bogotá. 


Perspectiva histórica 

Durante la dominación española la 
República de Colombia, situada en el 
extremo noroecidental de Suraméri- 
ca, tuvo diferentes formas de admi¬ 
nistración y su territorio abarcó, se¬ 
gún éstas, diferentes zonas. 

El Virreinato de la Nueva Granada 
fue creado en 1717, duró seis años y 
en 1723 se dio por terminado. En 1739 
se restableció, con capital en Santafé 
y jurisdicción sobre el norte surame- 
ricano, que antes pertenecía al Virrei¬ 
nato del Perú. El de la Nueva Granada 
comprendía lo que hoy son las Repú¬ 
blicas de Colombia, Ecuador, Panamá 
y Venezuela, la que, en su calidad de 
Capitanía General —gobernaciones 
especiales, creadas en zonas distantes 
de la capital virreinal para atender 


problemas de piratería, rebeldía in¬ 
dígena o peligro de ataque de una 
potencia extranjera—, estaba bajo el 
mando del virrey. Eran provincias del 
Virreinato del Nuevo Reino de Grana¬ 
da: Veraguas, Portobelo, Panamá, El 
Darién, Chocó, Popayán, Reino de 
Quito y Guayaquil, Antioquia, Carta¬ 
gena, Santa Marta, Río del Hacha, 
Maracaibo, Caracas, Cumaná, Gua- 
yana, Islas de Trinidad y Margarita y 
Río Orinoco. 

Una vez lograda la separación defi¬ 
nitiva de España (1819), se inició la 
organización de la República. En un 
comienzo, Colombia —la Nueva Gra¬ 
nada— se unió a Venezuela y Ecua¬ 
dor —antiguo Quito—, para formar 
la Gran Colombia (1821-1830). La idea 
de esta república estuvo asociada, 
desde un comienzo, con la de unir en 


un solo bloque a las naciones hispano¬ 
americanas que alcanzaran su inde¬ 
pendencia, unión que se veía necesa¬ 
ria para fortalecer a tas noveles nacio¬ 
nes en caso de intentos de reconquista 
por parte de España y también para 
facilitar su crecimiento económico. 

Francisco de Miranda fue el pri¬ 
mero que concibió la creación de una 
gran nación que comprendiera todos 
ios territorios dominados por los es¬ 
pañoles. Según el proyecto de Miran¬ 
da, esta nación debería recibir el nom¬ 
bre de Colombia, en honor de su des¬ 
cubridor. Simón Bolívar estructuró 
un proyecto semejante: las repúblicas 
hispanoamericanas, una vez libera¬ 
das, deberían formar bloques políti¬ 
cos regionales. En la Carta de Jamai¬ 
ca, Bolívar expuso su plan de unir 
Venezuela, Nueva Granada y Quito 

Territorio de Colombia. 
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División política de Colombia en 1824, con demarcación de fronteras según el "uti possidetis iuris" de 181 0, 
geográfico e histórico" de Agustín Codazzi , París, Lahure, 1889 . Biblioteca Nacional, Bogotá . 


(Ecuador) en una sola república. Este 
ideal tomó fuerza durante las luchas 
por la independencia, de las cuales 
hicieron parte soldados procedentes 
de los tres países. 

En 1830, como consecuencia de tina 
serie de vicisitudes que demostraron 
la imposibilidad de mantener la unión 
de tales naciones en un único Estado, 
se disolvió la Gran Colombia. Entre 
los factores que contribuyeron a su 
fracaso se destacan: limitaciones de 
orden administrativo para asumir las 
responsabilidades del Estado en tan 
amplio territorio, conflictos sociales, 
particularmente entre granadinos — 
el gobierno central— y venezolanos, 
la dictadura del Libertador, la oposi¬ 
ción y, en últimas, las rencillas de ca¬ 
rácter personal e ideológico entre los 
líderes de cada una de las naciones. 
Al tiempo de la separación de la Gran 
Colombia, ésta se dividía en doce de¬ 
partamentos: Venezuela, Apure, Zu- 
lia, Orinoco, Boy acá, C undi ñamar ca, 
Magdalena, Cauca, Istmo, Ecuador, 
Guayaquil y Azuay. 

Disgregada la Gran Colombia, a la 
Nueva Granada —Golombia— le co¬ 
rrespondieron dos millones de kiló¬ 
metros cuadrados, aproximadamen¬ 
te; además de su actual territorio, era 
dueña del istmo de Panamá, de toda 
la península de la Guajira y de gran 
parte de la Orinoquia y la Amazonia. 

Te rritorio de Colombia, 


En la actualidad, Colombia posee 
una extensión de 1141748 kilóme¬ 
tros cuadrados y su territorio pre¬ 
senta cinco regiones naturales bien 
diferenciadas, a saber: en el norte, el 
Litoral Atlántico, de altitud ordinaria¬ 
mente baja y presencia de numerosos 
golfos y bahías que abrigan importan¬ 
tes puertos como Cartagena y Barran- 
quilla; al occidente, el Litoral Pacífico, 
poco habitado y en el que se distin¬ 
guen dos secciones geográficas divi¬ 
didas por el cabo Corrientes; en el 
centro, la Región Andina, rectora del 
poder económico del país; al oriente, 
los llanos de la Orinoquia; al sur, la 
Amazonia, que abarca las dos terceras 
partes de la superficie del país, pero 
en la que habita sólo el 2% de la po¬ 
blación. Además del territorio conti¬ 
nental, forman parte de Colombia el 
Archipiélago de San Andrés, Provi¬ 
dencia y Santa Catalina, y la isla de 
Malpelo, así como las islas, islotes, 
cayos, morros y bancos que le perte¬ 
necen (artículo 101, inciso 3, Consti¬ 
tución Política). 


Componentes 

DEL TERRITORIO 

Como lo señalaba Hans Kelsen, el te¬ 
rritorio del Estado, como ámbito es¬ 
pacial de validez del orden jurídico 


nacional, no es una superficie, sino 
un espacio de tres dimensiones. La 
validez, lo mismo que la eficacia del 
orden jurídico nacional, se extiende 
tanto a lo largo y ancho, como tam¬ 
bién en altura y profundidad. Por lo 
tanto, además del suelo, al territorio 
de un Estado lo integran igualmente 
el subsuelo, el espacio aéreo, el mar 
territorial y la plataforma submarina. 

En este orden, la Constitución co¬ 
lombiana de 1991, artículo 101, pre¬ 
ceptúa en el título m, capítulo 4, que 
junto con el suelo «también son parte 
de Colombia, el subsuelo, el mar terri¬ 
torial, la zona contigua, la plataforma 
continental, la zona económica exclusi¬ 
va, el espacio aéreo, el segmento de la 
órbita geoestacionaria, el espectro elec¬ 
tromagnético y el espado donde actúa, 
de conformidad con el derecho ínter- 
nadonal o con las normas colombianas 
a falta de normas intemadonales». 

El suelo o territorio continental 

Constituido por la superficie terrestre 
de la zona que abarca el territorio del 
Estado, él suelo o territorio continen¬ 
tal generalmente es la parte que se 
demarca físicamente. Sus alcances in¬ 
volucran las nociones de límite y fron¬ 
tera, donde la última hace referenda 
a un territorio o espado terrestre 
i den tifi cable, cuya dimensión se de¬ 
termina a través de la medidón, de 
importancia particular en materia eco¬ 
nómica y de librecambio. El límite, en 
cambio, es una simple línea divisoria. 

Para demarcar los límites de un 
país se pueden aprovechar los acci¬ 
dentes geográficos existentes en el te¬ 
rritorio a delimitar o, ante la ausencia 
de obstáculos naturales, recurrir al 
trazado de líneas imaginarias, boyas, 
murallas, y al uso de paralelos y me¬ 
ridianos. 

En cuanto al establecimiento del es¬ 
pacio terrestre sobre el cual un Estado 
ha de ejercer su soberanía, existen 
dos criterios básicos: el uti possidetis 
iuris y ei uti possidetis de facto . 

Según el uti possidetis iuris , el poder 
de un Estado debe ejercerse sobre el 
territorio que se posea conforme a de¬ 
recho. De tal suerte, los alcances de 
la soberanía resultan de la ocupadón 
o colonización efectiva sobre un terri¬ 
torio definido y titulado jurídica o le¬ 
galmente; en este orden de ideas, los 
conflictos de fronteras deben solucio¬ 
narse por medio de tratados públicos. 

Aunque mucho se ha discutido so¬ 
bre su origen, para una parte de la 
doctrina la teoría en mención pro¬ 
viene de los interdictos posesorios del 
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derecho romano, que consistían en 
actos judiciales destinados a amparar 
la posesión transitoria y provisional 
de un bien inmueble. Otros autores 
sostienen que su procedencia se en¬ 
cuentra en ciertas cláusulas de anti¬ 
guos tratados de paz, que acostumbra¬ 
ban consagrar el convenio de retrotraer 
las cosas al estado anterior a la guerra. 
Es, en todo caso, un principio legenda¬ 
rio del derecho internacional. 

En América aparece en 1810, como 
consecuencia de la independencia de 
las antiguas colonias españolas. Al fi¬ 
nalizar la emancipación, el trazo de 
las fronteras hispanoamericanas se 
sustentaba en la doctrina del uti possi¬ 
detis inris , que afirmaba la validez de 
los límites administrativos virreinales 
para la fundación de ías naciones li¬ 
bertadas. Desde luego, esta postura 
creó zonas de fricción y fomentó el 
nacionalismo basado en sentimientos 
políticos, que como lo destaca Reihold 
Zippelius, se constituye en otro de 
los vínculos que configuran el con¬ 
cepto de nación. 

Este criterio, particular en un prin¬ 
cipio, se generalizó luego y fue reco¬ 
nocido definitivamente por los Esta¬ 
dos Unidos de América en 1856, al 
afirmar como presupuesto estable¬ 
cido de derecho publico y de derecho 
internacional, que al independizarse 
una colonia europea en América, el 
nuevo Estado conservaba los límites 
territoriales de la colonia, ora como 
gobernaciones, ora como capitanías 
generales o virreinatos. 

Las Reales Audiencias fueron el 
elemento básico para la conformación 
de los actuales Estados soberanos de 
Hispanoamérica. Paraguay, Uruguay 
y cuatro de los países centroamerica¬ 
nos se asientan sobre gobernaciones. 
Cuba, Venezuela y Chile se apoyaron 
en antiguas capitanías generales. El 
resto de las naciones se organizaron 
donde antes existían audiencias. 

Colombia proclamó el uti possidetis 
iuris como doctrina jurídica para la 
demarcación territorial en 1819, en el 
Congreso de Angostura, donde se 
dispuso que «los límites administrati¬ 
vos señalados por la Corona española 
para la administración de sus colonias, 
se transformarán automáticamente en 
límites de las nuevas repúblicas», prin¬ 
cipio que reiteró en las Constituciones 
de 1821, 1832, 1843 y 1886, donde se 
preveía su aplicación supeditada a la 
existencia de tratados o convenios 
aprobados poT el Congreso. 

El otro sistema para la implantación 
de la soberanía sobre un territorio es 


el del uti possidetis de fado (posesión 
por el uso de hecho), que reconoce 
las fronteras moldeadas por la fuerza, 
es decir, que la apropiación de la tie¬ 
rra se hace en virtud de su ocupación 
material. A lo largo de la historia son 
muchos los casos de los territorios 
ocupados por la fuerza de las armas 
o por conquistas o anexiones, y Co¬ 
lombia, entre ellos, ha sido víctima 
de su aplicación. 


HISTORIA DE LOS LÍMITES 

de Colombia 

El perímetro del territorio continental 
colombiano se encuentra limitado al 
norte por el océano Atlántico (mar Ca¬ 
ribe); al este, por Venezuela y Brasil; 
al sur, por Ecuador y Perú; al oeste, 
por el océano Pacífico; y al noroeste, 
por Panamá. La extensión que actual¬ 
mente posee ha sido objeto de larga 
historia diplomática que, a criterio de 
los autores nacionales, generalmente 
no ha concluido con lo que en justicia 
y detecho era de esperarse. 

Constitucionalmente, el artículo 
101 consagra; «Los límites de Colom¬ 
bia son los establecidos en los trata¬ 
dos internacionales aprobados por el 
Congreso, debidamente ratificados 
por el presidente de la República, y 
los definidos en los laudos arbitrales 


en que sea parte la Nación, Los lími¬ 
tes señalados en la forma prevista por 
esta Constitución, sólo podrán modi¬ 
ficarse en virtud de tratados aproba¬ 
dos por el Congreso, debidamente ra¬ 
tificados por el presidente de la Re¬ 
pública» (Ver síntesis general del se- 
ña la miento de las fronteras terrestres 
en volumen III, p, 145). 

Límites con Venezuela 

Disuelta la Gran Colombia, se inicia¬ 
ron las conversaciones para la deter¬ 
minación de las fronteras, que culmi¬ 
naron con la suscripción de un tra¬ 
tado en 1833, para el cual actuaron 
como plenipotenciarios Santos de Mi- 
chelena por Venezuela, y por Colom¬ 
bia, Lino de Pombo. En este tratado, 
Colombia cedía a Venezuela —sin 
compensaciones de mayor importan¬ 
cia según la doctrina nacional— la 
parte oriental de la Guajira y una 
enorme franja en el Orinoco, Sin em¬ 
bargo, mientras el Congreso neogra- 
nadino aprobaba el instrumento en 
1834, el Congreso de Venezuela lo re¬ 
chazó bajo el argumento, expuesto 
por la comisión de la Cámara, de que 
en 1810 la jurisdicción de la Capitanía 
General de Venezuela se extendía en 
el litoral Atlántico hasta el cabo de la 
Vela, mucho más al occidente del 
cabo de Chichivacoa, donde el pro¬ 
yectado tratado Fombo-Michelena 
hacía iniciar la línea fronteriza. 



Carta de la Nueva Granada 1832-1856. con su división provincia!. "Atlas geográfico e histórico” 
de Agustín Codazii. París , Lahure, 1889. Biblioteca Nacional, Bogotá. 
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Fintuís de Uno de Pombo (Nueva Granada) y Santos 
Michetena (Venezuela) en la Convención sobre 
repartición de la deuda gmncolombiana (diciembre 
25 de 1834), ratificada por Vicente Roca fuer te, 
presidente de Ecuador, en Quito , el 26 de diciembre 
de 1837, Archivo de la Cancillería, Bogotá, 


Aunque a juicio de los tratadistas 
más versados en la historia de tas 
fronteras, tanto el tratado mismo 
como la propuesta venezolana eran 
inaceptables para Colombia, nuestro 
gobierno insistió en su ratificación, 
infructuosamente. Después de siete 


años se enterró definitivamente el tra¬ 
tado de 1833. 

Desde entonces, Colombia pro¬ 
puso la designación de un árbitro 
para la solución del conflicto que, tras 
largos años de tentativa y proposición 
de otras alternativas, fue concertado. 
El 14 de septiembre de 1881 ambos 
países suscribieron un tratado de ar¬ 
bitramento iuris, donde convenían 
someter al juicio y sentencia del go¬ 
bierno de su majestad el rey de Espa¬ 
ña, en calidad de árbitro y juez de 
derecho, «los puntos de diferencia en 
la expresada cuestión de límites, a fin 
de obtener un fallo definitivo e inape¬ 
lable». La demarcación de las fronte- 
ras debía hacerse conforme al uti pos- 
sidetis iuris . 

Durante el proceso arbitral murió 
el rey Alfonso Xii {1885). Esta circuns¬ 
tancia dio espacio para la firma del 
protocolo de febrero 15 de 1886, en 
el cual los plenipotenciarios de las dos 
naciones —Carlos Holguín por Co¬ 
lombia y Antonio Guzmán Blanco por 
Venezuela— acordaron que «el árbi¬ 
tro también [...] pueda fijar la línea 
del modo que crea más aproximado 
a los documentos existentes, cuando 
respecto de algún punto de ella no 
arrojen toda la claridad apetecida». 
Con ello, señala Germán Zea Hernán¬ 
dez, se cambió peligrosamente el ca¬ 
rácter de la decisión, que pasó de ser 
en estricto derecho a ex aequo et bono , 
quedando en manos de un tercero la 
alteración del territorio de los países 
comprometidos. 



El Laudo Arbitral de la reina Marta Cristina en 
primera plana de la "Gaceta de Madrid", marzo 
17 de 1891. Biblioteca Nacionat , Bpgotá. 


La reina María Cristina suscribió el 
fallo arbitral el 16 de marzo de 1891. 
Dividía este falló la demarcación de 
la frontera entre Colombia y Vene¬ 
zuela en seis secciones: la sección de 
la Guajira debía determinarse «desde 
los Mogotes llamados los Frailes, to¬ 
mando por punto de partida el más 
inmediato a Juyachí, en derechura a 
la línea que divide el Valle de Upar 
de la provincia de Maracaibo y Río 
de la Hacha, por el lado de arriba de 
los montes de Oca, debiendo servir 
de precisos linderos los términos de 
los referidos montes, por el lado del 
Valle de Upar, y el Mogote de Juya¬ 
chí, por el lado de la Serranía y orillas 
de la mar». Para Colombia el fallo in¬ 
discutiblemente fue favorable, tam¬ 
bién por el señalamiento como fron¬ 
tera nuestra de la margen izquierda 
del río Orinoco, entre el Meta y el 
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Cubierta, primera página y firmas de la reina regente María Cristina de España y de su ministro de Estado Carlos Q'Donell en el Laudo Arbitral 
sobre límites entre Colombia y Venezuela, proferido en Madrid el 16 de marzo de 1891. Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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Acta de posesión de miembros de la comisión 
demarcadora de límites con Venezuela , firmada 
por Jorge Vélez (canciller}, Mditón Escobar 
Larrazábal, Belisario Ruiz y Alberto Borda Tanca. 
Septiembre 11 de 1922, Archivo de la Cancillería, 


Guavíate. Empero, para efectos de tal 
decisión, Colombia no tuvo en cuenta 
alegar sus derechos de navegación 
con respecto a los ríos comunes, que 
por principio internacional habría de 
entenderse libre. Esta circunstancia 
dio lugar a la alteración del laudo ar¬ 
bitral español y a la pérdida de los 
derechos que legítimamente había 
adquirido. 

Ante la prohibición de hecho con 
que Venezuela gravó la navegación 
del comercio colombiano por los ríos 
Orinoco y Zulla, nuestro gobierno se 
vio obligado a celebrar en abril de 
1894 un tratado en el que, a cambio 
de la libre navegación por los ríos Ori¬ 
noco, Atabapo, el golfo de Maracaibo 
y los ríos que en él desembocaran — 
los que cursaban por el territorio de 
ambos países—, cedía la mitad de la 
Guajira y cerca de 50000 km 2 en la 
región oriental. Con todo, ante el in¬ 
cumplimiento bilateral de lo acorda¬ 
do, ninguno de los dos países some¬ 
tió este tratado a la consideración de 
sus cuerpos legislativos. Otro tanto 
ocurrió en 1896, cuando fue repro du- 
cido en un nuevo tratado. 

Sólo hasta el 30 de diciembre de 
1898, el ministro plenipotenciario de 
Colombia en Caracas, Luis Carlos 
Rico, suscribió con el canciller San¬ 
tiago Briceño el tratado mediante el 
cual ambas naciones acordaron pro¬ 
ceder a la demarcación y amojona¬ 


miento de los límites fijados por el 
fallo arbitral. Amojonadas las seccio¬ 
nes no litigiosas y aplazadas aquellas 
en donde no pudo definirse lo pres¬ 
crito en el laudo, la comisión mixta 
interrumpió sus labores con motivo 
del rompimiento de las relaciones en¬ 
tre Colombia y Venezuela, originado 
en la declaración del gobierno colom¬ 
biano de que el vecino país apoyaba 
la guerra intestina de los Mil Días. 

Por esta misma causa, ya de tiempo 
atrás, la delegación de nuestro país 
había perdido comunicación con el 
gobierno central, quedando a merced 
del general Bernardo Tinedo Velasco, 
miembro de la delegación venezola¬ 
na, y único real conocedor de la Gua¬ 
jira. Bajo su dirección, la comisión se 
había dirigido hacia el sitio denomi- 
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Acta de posesión del general Alfredo Vázquez 
Cobo como ministro plenipotenciario en 
Venezuela, firmada por él y por el canciller 
Francisco José Urrutia. Abril 23 de 1909. 
Archivo Cancillería , 


nado "Mecro^, que según las infor¬ 
maciones quedaba muy cerca de los 
Frailes, pero se encontraron por el 
contrario con el sitio denominado Ju- 
yachí. De allí que se escogiera, en su 
lugar, como sitio adecuado para ini¬ 
ciar la línea demarcadora, unas coli¬ 
nas llamadas Castilletes, situadas al 
norte de la ensenada que forma la la¬ 
guna de Cocínelas, en la costa orien¬ 
tal de la Guajira. Esta confusión signi¬ 
ficó para Colombia la pérdida de cerca 
de sesenta kilómetros sobre el golfo 
de Venezuela. 

Después de un sinnúmero de con¬ 
tratiempos diplomáticos, Venezuela 
procuró la firma de un acta por medio 
de la cual se establecían las bases de 
un tratado de navegación, fronteras, 
tránsito y comercio fronterizo. En esta 
acta, de junio 2 de 1909, Colombia, a 
cambio de la libre navegación, cedía 
52000 km 2 de territorio al oriente del 
país, 1000 km de ríos navegables y 
nueve caseríos, bases que siendo a 
tal punto gravosas y perjudiciales, 
fueron finalmente rechazadas por el 
gobierno. 

Por otra parte, también surgieron 
conflictos en tomo de la toma de po¬ 
sesión de los sectores que ya habían 
sido amojonados, puesto que Colom¬ 
bia alegaba la vigencia del derecho, 
en tanto que Venezuela se oponía por 
considerar que dicho acto atentaba 
contra la unidad e indivisibilidad del 
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laudo, que sólo podría hacerse efec¬ 
tivo integralmente. La discrepancia 
fue resuelta al someter su solución a 
un arbitraje, designándose como árbi¬ 
tro al presidente de la Confederación 
Helvética. Además, se estipuló que 
éste mismo completaría el deslinde y 
amojonamiento de la frontera, por 
medio de expertos de su misma nacio¬ 
nalidad. 

La sentencia se profirió el 24 de 
marzo de 1922, siendo favorable a la 
tesis colombiana. Igualmente, de¬ 
signó una comisión de expertos que 
tendría el carácter de comisión arbi¬ 
tral, a fin de que trazara la línea divi¬ 
soria de los territorios en conflicto. 
Terminada la labor de la comisión, se 
avanzó considerablemente en la de¬ 
marcación. La colocación de los hitos 
señalados Uevó a integrar dos comi¬ 
siones de cada uno de los países, que 
tras intensas discusiones convinieron 
finalmente en acuerdo. 

Así, por medio del tratado de abril 
5 de 1941, rubricado en la Villa del 
Rosario de Cuenta por Esteban Gil 
Borges, Luis López de Mesa, José 
Santiago Rodríguez y Alberto Puma- 
rejo, Colombia y Venezuela pusieron 
fin al conflicto de límites terrestres, 
ratificando el trabajo de las comísio- 

Territüri o de Colombia. 


nes demarcadoras de 1901, el de la 
comisión de expertos suizos y el de 
la que Conformaron últimamente las 
dos naciones. Se consagró, además, 
a perpetuidad, la libre navegación de 
los ríos que atraviesan o separan los 
dos países. 

Según el laudo arbitral pronun¬ 
ciado por el gobierno del rey de Es- 
paña, el ló de marzo de 1891, y el 
tratado de abril 5 de 1941, los límites 
de Colombia con Venezuela son, en 
concordancia con Enrique Gaviria 
Lié vano: 

«En la península de la Guajira, 
desde Castilletes, una línea recta 
hasta el borde de la laguna de Coci¬ 
ne tas; sigue por el borde de esta la¬ 
guna hasta el morro de las Cable¬ 
ras, de donde parte una recta hacia 
el suroccidente hasta frente al cerro 
de Guasasapa; de aquí otra recta 
hasta Matajuna, para continuar al 
suroeste hasta el alto del Cedro, en 
el extremo de la cordillera de los 
montes de Oca; continúa luego por 
la cima de los montes de Oca y de 
las serranías de Perijá y de los Mo¬ 
tilones hasta el origen del río Inter¬ 
medio. Desciende después por el 


curso de esta corriente, que es una 
de las formadoras del rio de Oro, 
hasta su desembocadura en el rio 
del Norte, por el cual sigue hasta 
caer al río de Oro y por éste continúa 
aguas abajo hasta su desemboca¬ 
dura en el Catatumbo; sigue por el 
rio Catatumbo aguas arriba en una 
corta extensión, hasta donde le en¬ 
tra el caño Tapara; la frontera sigue 
de aquí en línea recta hasta la con¬ 
fluencia de los ríos Tibú y Presiden¬ 
te, llamada Tres Bocas, recorre 
luego un corto trayecto de los ríos 
Presidente y San Miguel, aguas 
arriba hasta el caño Mitojuan, de 
donde arranca otra línea recta hasta 
el río Zulia. De ahí se sigue por el 
río Zulia, aguas abajo, hasta la boca 
del río La Grita, por el cual sigue 
hasta su confluencia con el Guaru- 
mito y luego por este río hasta la 
desembocadura de la quebrada de 
La China; asciende la frontera por 
la quebrada de La China hasta su 
nacimiento, de donde se sigue por 
una línea sinuosa en el territorio de 
San Faustino y pasando por cerca 
de la población de Ricaurte, llega al 
nacimiento de la quebrada de La 
Danta, por la que se sigue aguas 
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abajo hasta caer a la quebrada de 
Don Pedro y luego por esta última 
hasta el río Táchira; remonta luego 
el río Táchira en toda su extensión 
hasta su nacimiento en el páramo 
de Tama; de aquí una línea recta 
hasta el Boquerón del Oirá y luego 
por el curso del río Oirá hasta el 
sitio de La Cargan ta, en donde re¬ 
cibe las aguas de un río que viene 
del oeste, y de aquí una línea recta 
hasta el río Arauca, cuatro y medio 
kilómetros abajo de la boca de Mar- 
gua; sigue luego el río Arauca, 
aguas abajo, en una extensión de 
278 kilómetros hasta el punto deno¬ 
minado Las Montañitas, de donde 
arranca la otra línea recta hacia el 
sureste hasta un sitio del río Meta, 
llamado L1 Apostadero, enfrente de 
la boca del caño Culebra, y des¬ 
ciende luego por las aguas del Meta, 
hasta su desembocadura en el río 
Orinoco; remonta el curso del río 
Orinoco hasta la desembocadura del 
Gua vi are, por el cual se asciende 
hasta la boca del Atabapo y luego 
por este último en unos 100 kilóme¬ 
tros hasta la boca del Gua saca vi; de 
aquí sigue por una línea quebrada, 
primero exactamente al oeste, luego 
al suroeste cortando el río Guasa- 
cavi y por último norte-sur hasta el 
río Guarnía, por el cual desciende 
la frontera y luego por el río Negro, 
hasta el punto situado frente a la 
Piedra del Cocuy, al oriente de la 
isla de San José. Longitud de la fron¬ 
tera: 2219 kilómetros». 


Límites con Ecuador 

En la determinación de la frontera co- 
Jombo-ecuatoriana no hubo lugar a 
la aplicación del principio uti possidetis 
iuris , porque Quito no fue declarado 
territorio autónomo durante la época 
colonial, sino que permaneció ads¬ 
crito al Virreinato de la Nueva Gra¬ 
nada como presidencia. Con la diso¬ 
lución de la Gran Colombia y el esta¬ 
blecimiento del Ecuador como repú¬ 
blica independiente, surgieron fuer¬ 
tes discrepancias, en razón de que los 
dos países pretendían los mismos te¬ 
rritorios. 

Declarada la autonomía y gobierno 
propios de los departamentos de 
Guayaquil, Azuay y Ecuador, el ve¬ 
cino país, queriendo desconocer los 
límites fijados por la ley 25 de junio 
de 1824 sobre división territorial, in¬ 
vadió algunas secciones de los actua¬ 
les departamentos de Cauca y Narí- 
ño. Con la autorización que la con¬ 
vención constituyente de la Nueva 
Granada de 1832 hiciera al Ejecutivo, 
esta situación intentó resolverse reco¬ 
nociendo ia independencia del Ecua¬ 
dor. De tal suerte, se celebró un tra¬ 
tado que disponía la obligación de 
respetar los límites correspondientes, 
Pero frente a la inexistencia de 
acuerdo para la materialización del 
pacto, el gobierno colombiano de¬ 
claró la guerra a la república ecuato¬ 
riana, el 15 de septiembre de 1832. 
Bajo la comandancia del general José 
María Obando, el regimiento colom¬ 
biano logró evacuar a las tropas ecua- 
torianas. 



El final del conflicto armado trajo 
como consecuencia la suscripción del 
tratado de 1834, que señalaba como 
límites de los dos Estados los previs¬ 
tos en la mencionada ley graneo lom- 
bíana de 1824, excepto en lo relacio¬ 
nado con los puertos de Tumaco y La 
Tola, que deberían someterse a arre¬ 
glo posterior. 

Con motivo de las declaraciones 
que los insurrectos de la guerra civil 
del 40 plantearon al gobierno ecuato¬ 
riano, acerca de acrecentar sus fronte¬ 
ras sobre el territorio colombiano, se 
abrió de nuevo la controversia y se 
hizo necesaria la celebración de un 
nuevo tratado que, después de varios 
intentos fallidos, se perfeccionó en 
1856. Este tratado ratificó la declara¬ 
ción del de 1834, en el sentido de res¬ 
petar la delimitación en él fijada hasta 
que se lograra un acuerdo. Sin embar¬ 
go, este acto fue negativo para Co¬ 
lombia, pues al contrario del primero, 
no daba carácter definitivo a los lími¬ 
tes trazados. 

Agravadas las diferencias entre las 
dos repúblicas, se pactó en 1858 un 
arbitramento encargado al gobierno 
chileno, que nunca se pronunció. De¬ 
signado otro, en 1904, a nombre del 
rey de Prusia y emperador de Alema¬ 
nia, también se dispuso que, en el 
entretanto, las partes conservaban el 
derecho a resolver el litigio por arre¬ 
glo directo. Fue entonces cuando se 
firmó, en 1908, el tratado Betancourt- 
Andrade, que fijó la línea divisoria 
de los dos países, acogida finalmente 
por el tratado de julio 15 de 1916, fir- 
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Cubierta del Tratado de amistad, comercio y navegación entre Ecuador y Colombia, suscrito por 
Uno de Tombo y Teodoro Gómez de la Torre , Bogotá, julio 9 de 1856, refrendado en Quito 
el 2- de abril de 1857 por Marcos Espinel . Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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Tratado de límites entre Colombia y Ecuador., suscrito el 15 de julio de 1916. Firmas de Marco Fidel Suárez, Nicolás Esguerm f José María González Valencia , 
Hernando Holguín y Caro, Antonio José Urihe f Carlos Adolfo Urueta , Alberto Muñoz Ver mía y José Vicente Concluí. Archivo de la Cancillería, Bogotá . 


mado por Marco Fidel Suárez, en re¬ 
presentación de Colombia, y Alberto 
Muñoz Vernaza, en representación 
de Ecuador, con el cual se dio por 
terminado el diferendo. 

En concordancia con el tratado 
Suárez-Muñoz Vernaza, Gaviria 
Liévano consigna así los límites en¬ 
tre Ecuador y Colombia: «Desde un 
punto del río Putumayo frente a la 
desembocadura del río Güepí, 
aguas arriba hasta la desemboca¬ 
dura del río Coembí o Cuhimbé; 
baja por el meridiano de esta boca 
en línea recta al sur hasta cortar el 
río San Miguel o Sucumbios; por el 
río San Miguel o Sucumbios, aguas 
arriba, hasta su nacimiento princi¬ 
pal en el cerro Pax; de aquí una línea 
recta al occidente hasta la boca de 


la quebrada Industria, en el río 
Chingual o Chunquer, por el cual 
sigue, aguas arriba, hasta la desem¬ 
bocadura de la quebrada Pun y 
luego todo el curso de esta quebrada 
hasta su cabecera; de esta cabecera, 
siguiendo la cima de la cordillera por 
los cerros de Troya y de La Quinta; 
de este cerro continúa por la que¬ 
brada Polcas, que abajo se llama Te¬ 
jes o Teques, hasta el sitio en donde 
le cae una quebrada por la margen 
izquierda; de aquí una línea recta al 
occidente hasta el nacimiento de la 
quebrada de El Morro, por la cual 
desciende hasta su desembocadura 
en el río Carchi, un poco abajo del 
puente Rumichaca, entre Ipiales y 
Tulcán, y por el Carchi, que en sus 
comienzos se llama Alumbre, aguas 
arriba, hasta sus cabeceras en el vol¬ 


cán de Chiles y por las cumbres de 
las serranías hasta la cúspide del ce¬ 
rro de ia Oreja; sigue hacia el naci¬ 
miento del río Cainacán, por el cual 
desciende hasta un punto cercano 
a su desembocadura, frente al ori¬ 
gen de la quebrada Pipala, de donde 
continúa en línea recta hacia el occi¬ 
dente hasta el dicho origen de la Pi¬ 
pala, por la cual desciende, aguas 
abajo, hasta su desembocadura en 
el río San Juan, baja por el curso del 
río San Juan hasta su confluencia 
con el río Mira, por el cual sigue, 
aguas abajo, hasta la boca de ia que¬ 
brada Yarumal; de aquí una línea 
recta hada el occidente (paralelo) 
hasta cortar el río Mataje y por éste, 
aguas abajo, hasta su desemboca¬ 
dura en el océano Pacífico. Longitud 
de esta frontera: S86 kilómetros». 


Límites con Brasil 

Aunque en 1777, por el tratado de 
San Ildefonso —celebrado entre las 
Coronas española y portuguesa—, se 
procuró la soludón de las controver¬ 
sias sobre los límites de sus colonias, 
para la época de la independencia no 
existía un convenio o tratado efectivo 
en el cual pudieran basarse las dos 
naciones para la demarcadón de sus 
fronteras. Por consiguiente, no era 
posible invocar el principio del uti pos - 
sideíis iuris de 1810, lo que llevó a que 
el trazado limítrofe se fundara en la 
aplicación del uti possidetis defacto , es 
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decir, conforme a la situación exis 
tente entre Colombia y Brasil al 
tiempo de su emancipación* 

Iniciadas las negociaciones hacia 
1826, sólo hasta 1853 se firmó el pri¬ 
mer tratado de límites, que no logró 
ser ratificado por el Congreso colom¬ 
biano, porque desconocía territorios 
que la línea del tratado de San Ilde¬ 
fonso contemplaba a su favor, e impe¬ 
día su acceso directo al río Amazonas, 
En los años que siguieron fueron va¬ 
rios los intentos, pero no se alcanzó 
a pactar convenio alguno. Finalmen¬ 
te, en 1907, se celebró el tratado Váz- 
quez-Martins, firmado por el ministro 
de Relaciones Exteriores de Colom¬ 
bia, general Alfredo Vázquez Cobo, 
y el plenipotenciario brasileño, Eneas 
Martins, mediante el cual se definió 
la frontera con el trazado de la línea 
entre la Piedra del Cocuy, en el río 
Negro, y la confluencia del río Apa- 
poris sobre el Caquetá. Fruto de este 
acuerdo, Colombia cedió al Brasil al¬ 
rededor de 300000 knrí de la Amazo¬ 
nia y la Orinoquia. 

Con posterioridad a este tratado, 
se suscribió en 1928 el Garda Ortiz- 
Mangabeira para efectos de la demar¬ 
cación. Desde entonces, las presiones 
demográficas, acompañadas de ope¬ 
rativos militares en diversos puntos 
de la frontera, han ocasionado algu¬ 
nos conflictos que, no obstante, no 
han suscitado mayor interés para los 
gobiernos de uno u otro país. 


De acuerdo con lo previsto en los 
tratados, los límites entre Colombia 
y Brasil están determinados, según 
Gavina Lié va no, así: «Desde el sitio 
del río Negro, frente a la Piedra del 
Cocuy, cortando la isla de San José, 
hasta el margen derecho del mismo 
río, de aquí una linea recta hasta la 



cabecera del río Macacuní, de 
donde sigue por la serranía que se¬ 
para las aguas de los ríos Negro y 
Xié, hasta la cabecera del río Tomo 
y luego, también por la serranía di¬ 
visoria de aguas, hasta la cabecera 
del río Memachí; de aquí desciende 
por las aguas del anuyo Mayor Pi- 
mentel, luego por las del río Ianá y 
por último por las del río Cuyarí 
hasta un sitio sobre el paralelo (línea 
este-oeste) de la boca del río Pegua, 
recta pOT la cual se sigue hacia el 
occidente hasta su encuentro con el 
río Isana; sigue poT el curso del río 
Isana, aguas arriba, hasta su inter¬ 
sección con el meridiano (línea 
norte-sur) de la boca del Querarí en 
el Vaupés y continua en línea recta, 
exactamente hada el sur por el ci¬ 
tado meridiano, hasta la mendo- 
nada boca del Querarí en el Vaupés, 
aguas abajo, hasta la desemboca¬ 
dura del río Papurí y asciende por 
este río hasta el meridiano de la ca¬ 
becera del río Tarada; sigue en línea 
recta hacia el sur por este meridiano 
hasta la cabecera del río Tara ira y 
luego desciende por todo el curso 
de este río hasta su desembocadura 
en el río Apaporis; continúa por el 
Apaporis hasta su confluencia con 
el río Caquetá y continúa por el 
curso de este río, aguas abajo en 
unos 18 kilómetros, hasta un sitio 
cerca de la isla de Inambú, punto 
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desde donde arranca la llamada lí¬ 
nea Apaporis-Tabatinga; signe la 
frontera por esta línea recta, cor¬ 
tando el río Pu turna yo, hasta la ca¬ 
becera del arroyo San Antonio y por 
el curso de este arroyo hasta su de¬ 
sembocadura en el Amazonas, entre 
las poblaciones de Leticia y Tabatin- 
ga. Longitud de esta frontera: 1645 
kilómetros». 

Límites con Perú 

Cuando la Corona española decidió 
restablecer el Virreinato de la Nueva 
Granada, mediante la cédula real de 
San Ildefonso, de agosto 20 de 1739, 
le anexó a su territorio la Audiencia 
de Quito, segregándola del Virreinato 
del Perú. La demarcación territorial 
de los dos virreinatos fue dispuesta 
mediante la cédula de 1740, que man¬ 
tenía lo dispuesto por la de 1563, que 
había creado la Audiencia de Quito, 
aunque con mejor conocimiento de la 
región. Las fronteras descritas por di¬ 
chas cédulas habrían de constituir la 
base de derecho para la fijación de 
los límites de las futuras repúblicas 
independientes. 

En 1802 fue expedida una real cé¬ 
dula en la que se otorgaba al Virrei¬ 
nato de Lima la facultad de adminis¬ 
trar y gobernar amplias zonas dd te¬ 
rritorio neogranadino, norma ti vi dad 
de la que se sirvió Perú para alegar 
derechos sobre tal zona. No obstante, 
este redamo era insostenible en la 
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medida en que la disposición de la 
cédula no era la de segregar de un 
virreinato a otro un segmento de terri¬ 
torio, sino la de asignar una fundón 
estrictamente ejecutiva. 

Clausurada la convendón de Cú- 
cuta en 1821, que estableció la Cons¬ 
titución grancolombiana, los gobier¬ 
nos de las dos repúblicas entraron a 
dirimir sus problemas fronterizos. 
Las primeras disputas surgieron so¬ 
bre la región de Guayaquil que, por 


la formadón de la Gran Colombia, ha¬ 
cía parte del territorio grancolombia- 
no. Sin embargo, aun con la interven¬ 
ción del Libertador Simón Bolívar, no 
fue posible llegar a un arreglo pacífi¬ 
co. Concluida la guerra, en la que re¬ 
sultó triunfante el ejército colombia¬ 
no, se firmó un convenio de fronteras 
que no fue respetado por Perú. 

Esto llevó a la suscripdón del tra¬ 
tado de Guayaquil, de septiembre 22 
de 1829, en el cual ambas partes reco- 
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nocían como límites de sus respecti¬ 
vos territorios los mismos de los anti¬ 
guos virreinatos; con las solas modi¬ 
ficaciones que juzgaran conveniente 
acordar entre sí, y a cuyo efecto se 
obligaban desde entonces a hacerse 
recíprocamente concesiones de pe¬ 
queños territorios; a fin de determinar 
la línea divisoria de la manera más 
natural y exacta. El tratado no tuvo 
vigencia por la disolución de la Gran 
Colombia, 

El diferendo se prolongó insoluto 
durante casi todo el resto del siglo, 
hasta que en 1887 se pactó un arbi¬ 
tramento entre Perú y Ecuador, al que 
se adhirió Colombia en 1890, Pero el 
juicio arbitral se adelantó sin su par¬ 
ticipación; resultando inhibitorio. En 
1904 se reinidaron los diálogos, que 
dieron lugar a los convenios modus 
vivendi, con los cuales, a juicio de los 
intemacionalistas e historiadores co¬ 
lombianos, nuestro país perdió in¬ 
explicablemente una gigantesca por¬ 
ción del Amazonas, que le pertenecía 
por derecho. 

El 24 de marzo de 1922 se celebró 
el tratado Lozano-Salomón, que defi¬ 
nió los límites entre las dos naciones, 
Pero luego, en 1932, tropas peruanas 
invadieron la población colombiana 
de Leticia, con la pretensión de apo¬ 
derarse del trapecio amazónico (un 
territorio de 7200 km 2 aproximada¬ 
mente). El gobierno colombiano, apo¬ 
yado por la Sociedad de Naciones, se 
vio obligado a enviar una expedición 
militar para expulsarlas. El 24 de 
mayo de 1934, mediante el protocolo 
de Río de Janeiro, suscrito por Ro¬ 
berto Urdaneta Arbeláez, Guillermo 
Valencia y Luis Cano, en representa¬ 
ción de Colombia, y Víctor Maúrtua, 
Víctor A, Beiaunde y Alberto Ulloa, 
en representación de Perú, Perú reco¬ 
noció a Colombia su soberanía sobre 
la región y ratificó el tratado de 1922. 

Los límites entre los dos países 
son descritos por Gaviria Lié van o 
de esta forma: «Desde la boca de la 
quebrada San Antonio en el Amazo¬ 
nas, sigue el curso del río Amazo¬ 
nas, aguas arriba, y el brazo Tigre 
hasta la desembocadura del río Ata- 
cuarí; de aquí una línea recta hacia 
el noreste del rio Yaguas y sigue por 
la orilla derecha de este río hasta su 
desembocadura en el Putumayo y 
por curso del Putumayo, aguas arri¬ 
ba, hasta un punto situado frente a 
la desembocadura del río Güepí. 
Longitud de esta frontera: 1626 ki¬ 
lómetros». 


Límites con Centroamérica 

Las Provincias de Centroamérica fue¬ 
ron una federación de Estados que 
nació luego de su emancipación polí¬ 
tica de España, y que duró hasta 1838. 
Por ser colindantes con Colombia, fue 
necesario deslindar los territorios que 
pertenecían a la antigua Capitanía 
General de Guatemala y al Virreinato 
de Santafé. 

Para ei efecto, el gobierno de Cen¬ 
troamérica nombró en 1824 como 
ministro plenipotenciario a Pedro 
Molina. El vicepresidente Francisco 
de Paula Santander lo recibió y, ante 
el Congreso de 1825, envió un men¬ 
saje sobre la posición de Colombia, 
en la cual puso de presente la impor¬ 
tancia de fijar los límites entre los dos 
Estados, «no sólo por razones de ve¬ 
cindad, sino por la circunstancia de 
que algunos extranjeros pretenden 
especular sobre la costa de Mosqui¬ 
tos, y de que la línea inferior es abso¬ 
lutamente incierta [..,] El Ejecutivo, 
ligado a la ley fundamental de 12 de 
junio de 1821, ha declarado pertene¬ 
ciente a la República la parte litoral 
del Atlántico comprendida entre el 
cabo Gracias a Dios y el río Cha gres, 
dando por nula la colonización que 
no se ha hecho con permiso alguno 
ni sometimiento a las leyes colombia¬ 
nas». 

Transcurridas las negociaciones, 
Colombia y Centroamérica firmaron 
el tratado de 1825, donde convenían 
vigilar conjuntamente la costa de 
Mosquitos, y respetar los límites que 
conforme al uti possidetis iuris existían 
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Tratado entre Colombia y la República de 
Centroamérica (página final firmada por 
Manuel J. Arce, Guatemala , septiembre de 1S25), 
Archivo de la Cancillería „ Bogotá. 
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Primera plana del 'The Colon Starlet'\ 
Noviembre 7 de 1903, con la noticia de la 
independencia de Panamá, 


a la fecha del acuerdo, reservándose 
hacer amistosamente, por medio de 
una convención especial, la demarca¬ 
ción de la línea divisoria de uno y 
otro Estados, tan pronto como lo per¬ 
mitieran las circunstancias, o luego 
que una de las partes manifestara a 
la otra estar dispuesta a entrar en con¬ 
versaciones. 

En este orden, el artículo 9 del tra¬ 
tado estableció como límites para la 
Mosquitia, los previstos en la real or¬ 
den de 1803, mediante la cual parte 
de la costa de Mosquitos, desde el 
cabo Gracias a Dios hasta el río Cha- 
gres, había sido segregada de la Ca¬ 
pitanía General de Guatemala y 
agregada al Virreinato de la Nueva 
Granada, 

Límites con Panamá 

Anexado a Colombia desde 1821, el 
actual Estado de Panamá hacía parte 
integral de Colombia, aunque la dis¬ 
tancia y las dificultades de comunica¬ 
ción lo mantenían aislado del resto 
del país. Por esta circunstancia, du¬ 
rante mucho tiempo el gobierno optó 
por concederle cierta autonomía, 
hasta que, a partir de 1886, fue incor¬ 
porado como departamento depen¬ 
diente del gobierno, dentro de una 
estructura centralista. No obstante, 
desde 1835 comenzó a merodear en 
los proyectos de los gobiernos la idea 
de la construcción de un canal inter¬ 
oceánico sobre el territorio panameño 
que, por su situación geográfica y su 
carácter de istmo, resultaba propicio 
para este proyecto. 

Debido al temor de que los ingleses 
se adueñaran de la región, de la 
misma manera como lo habían hecho 
con Centroamérica, donde existía 
una ruta posible para la construcción 
de una vía interoceánica, Colombia 
firmó en Bogotá el tratado Mallarino- 
Bildack, de 1846, por el cual entregaba 
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Tralado Urrutui-Thomson entre Colombia y Estados Unidos sobre indemnización 
por la pérdida de Panamá, abril 6 de 1914, Firmas de Francisco José Urrutia, 
Marco Fidel Suárez, Nicolás E¿guerra, José María González Valencia , Rafael 
Uribe Uribe, Antonio José Uribe y Thadheus Austin Thomson , 

Archivo de la Cancillería, Bogotá . 


Ratificación del Tratado de Unión, Liga y Confederación Perpetua por las 
Repúblicas de Colombia, Centroamérica, Perú y Estados Unidos Mexicanos, 
firmado por Simón Bolívar, en Bogotá, el 14 de septiembre de 1827. 
Archivo de la Cancillería, Bogotá . 


a Estados Unidos la protección de la 
soberanía del istmo, acto con el que 
reconocía su debilidad para defender 
la zona. Como efecto de este tratado, 
Colombia celebró en 1848 un contrato 
con una compañía norteamericana 
para construir un ferrocarril en el ist¬ 
mo. La vía férrea entró en servicio en 
1855, proporcionando enormes ga- 
nandas a sus propietarios. 

En 1878, bajo la presidencia de 
Aquileo Parra, se suscribió con una 
sociedad francesa el contrato para 
construir un canal por el istmo. La 
Compañía Universal del Canal Inter¬ 
oceánico de Panamá, de la cual for¬ 
maba parte Fernando de Lesseps, 
quien había dirigido las obras del ca¬ 
nal de Suez, fracasó en su intento y, 
tras sucesivas prórrogas del gobierno 
colombiano para la entrega de la obra, 
fue disuelta en 1899. Los franceses, 
que trataban de proteger su inver¬ 
sión, constituyeron la Nueva Compa¬ 
ñía del Canal de Panamá, que consi¬ 
guió permiso para extender los traba¬ 
jos hasta 1904, a cambio de cinco mi¬ 
llones de francos. En realidad, la 
nueva compañía no intentaba finali¬ 
zar la construcdón, sino ganar tiempo 
para traspasar la concesión a Estados 
Unidos, que por aquel entonces es¬ 
taba interesado en abrir la vía inter¬ 
oceánica por Nicaragua. 

En 1901, Colombia inició las negó- 
daciones con Estados Unidos para 
elaborar un tratado que autorizara el 
traspaso de ía concesión a este país 
y que cedía a los norteamericanos una 

Territorio de Colombia. 


franja de tierra a lado y lado del canal* 
Este tratado fue firmado el 23 de 
enero de 1903, por Tomás Herrán y 
el secretario de Estado norteamerica¬ 
no John Hay. El Congreso de Estados 
Unidos lo aprobó con gran celeridad, 
mientras que en Colombia el cuerpo 
legislativo le negó su aprobación por 
considerar que violaba la soberanía 
nacional. La negativa colombiana fue 
rechazada por el gobierno norteame¬ 



ricano, que trató de conseguir su 
aprobación mediante amenazas. 

Animada por Estados Unidos, el 3 
de noviembre de 1903 una junta de 
notables proclamó la independencia de 
Panamá. El movimiento separatista fue 
apoyado por tropas norteamericanas, 
que no permitieron el desembarco de 
fuerzas militares colombianas para con¬ 
trolar la revuelta. El nuevo gobierno 
panameño firmó con Estados Unidos 
un tratado que otorgó a este último la 
soberanía sobre el canal de Panamá. 

El 6 de abril de 1914 se firmó el 
tratado Urrutia-Thomson, por medio 
del cual Estados Unidos se compro¬ 
metió a pagar a Colombia 25 millones 
de dólares como indemnización por 
la pérdida del territorio panameño, y 
se restablecieron las relaciones entre 
ambos países. El 20 de agosto de 1924 
el ministro de Relaciones Exteriores 
de Colombia, Jorge Vélez, y el pleni¬ 
potenciario de Panamá, Nicolás Vic¬ 
toria, suscribieron un tratado en el 
que se acordó en definitiva la línea 
fronteriza con Panamá. 

Según Gavíria Lié van o, la fron¬ 
tera entre Panamá y Colombia se de¬ 
fine así; «Desde un punto de la costa 
del océano Pacífico, equidistante 
entre Cocalito y la Ardita, sigue en 
línea recta hasta los altos de Aspa ve; 
luego por el divorcio de aguas de 
los ríos Jurado y Balsas, rodea las 
fuentes del río Salaquí y continúa 
por toda la cima de la cordillera del 


Historia y límites 






























Recepción en la legación de Panamá para celebrar ¡a firma del tratado de límites: el ministro Miguel 
Abadía Méndez , el presidente Pedro Nel Qspina, el canciller Jorge Vélez y Nicolás Victoria Jaén, 1924. 


Darién, pasando por los puntos de 
Mangle, Palo de las Letras, Alto Li¬ 
món, Tanela y cerro de Gandí, hasta 
el sitio de El Empalme en el divorcio 
de aguas entre los ríos Armila y 
Acandí, por el cual sigue hasta Chu- 
curtí; continúa por la serranía que 
divide las aguas entre el Chucurtí y 
el Acandí, pasa por el cerro Sande 
y por el cerro Parado, en las cabece¬ 
ras del río La Miel, y termina hacia 
el norte, cortando el cabo Tiburón 
por el divorcio de aguas entre las 
bahías de Zapzurro y La Miel, hasta 
el extremo noroeste del cabo Tibu¬ 
rón en el mar de las Antillas. Longi¬ 
tud de esta frontera: 266 kilóme¬ 
tros». 

Territorio insular: 

San Andrés y Providencia 
y otras islas 

El Archipiélago de San Andrés, Provi¬ 
dencia y Santa Catalina está formado 
por un conjunto de islas, cayos y ban¬ 
cos situados en el mar Caribe. Las 
principales islas son: San Andrés, 
Providencia, Santa Catalina, Ronca¬ 
dor, Quitasueño, Serrana, Serranilla, 
Bajo Nuevo y AlburqueTque; aparte 
de las islas Mangles, que también 
le pertenecían, pero que por virtud 
del tratado Esguerra-Bárcenas, de 
1928, son hoy parte del territorio de 
Nicaragua. Las islas están localiza¬ 
das en el mar Caribe, a una distancia 
aproximada de 750 kilómetros de Car¬ 
tagena, 200 del este de la costa de 
Centroamérica y 400 del suroeste de 
Jamaica. 

Durante la época de la Conquista 
y Colonia, el Archipiélago fue dispu¬ 
tado por España e Inglaterra. En 1786, 
mediante un tratado celebrado en 
Ver salles, Inglaterra se comprometió 
a evacuar a sus súbditos de la costa 
Mosquitia y sus islas vecinas. Algu¬ 
nos colonos fueron evacuados, pero 
otros permanecieron en la isla y soli¬ 
citaron al gobernador de Cartagena y 
al virrey de Santafé que les permitie¬ 
ran permanecer en el lugar, para lo 
cual prometieron vasallaje y sumi¬ 
sión al rey de España. La solicitud 
fue aceptada en 1792. Entonces, el 
Capitán General de Guatemala fue 
comisionado para que asumiera al¬ 
gunas funciones en relación con el 
control de los súbditos de la Mosqui¬ 
tia y San Andrés, quién, a su vez, 
subcomisionó el encargo a Tomás 
O'Neille. 

Entre tanto, algunas autoridades 
de la isla enviaron, el 25 de noviembre 


de 1802, un memorial al rey de Es¬ 
paña para que dispusiera sobre la de¬ 
pendencia de San Andrés del Virrei¬ 
nato de la Nueva Granada, y se termi¬ 
nara con la comisión de la Capitanía 
General de Guatemala. De tal suerte, 
y con base en los razonamientos ex¬ 
puestos por la junta de Fortificaciones 
y Defensa de Indias, el rey expidió la 
real orden de 20 de noviembre de 
1803, que en lo principal dispone: «El 
Rey ha resuelto que las Islas de San 
Andrés y la parte de la costa de Mos¬ 
quitos desde el cabo Gradas a Dios, 
inclusive, hada el río Chagres, que¬ 
den segregadas de la Capitanía Gene¬ 
ral de Guatemala y dependientes del 
Virreinato de Santafé». Gavina Lié- 
vano comenta sobre el particular que 
«no puede hallarse una disposición 
más clara y perentoria: San Andrés y 
la costa de Mosquitos deben quedar 
segregados de la Capitanía y depen¬ 
dientes dei Virreinato. La real orden 
de 1803 no tiene otra interpretación. 
Es una típica cédula de división terri¬ 
torial y no una "comisión privativa" 
como lo ha sostenido Nicaragua». 

En 1807 los ingleses evacuaron la 
isla y dos años después la Corona 
aprobó la ocupación completa de las 
islas, realizada por el virrey de la 
Nueva Granada. En 1811, la Junta Su¬ 
prema de la Provincia de Cartagena 
resolvió encomendarle la administra¬ 
ción del Archipiélago a un cabildo 


municipal. Hacia julio de 1818 la isla 
fue ocupada por una flotilla de aven¬ 
tureros franceses, encabezada por 
Louis Aury, quien la dominó durante 
tres años. A su muerte, los habitantes 
de San Andrés, Providencia y Man¬ 
gles se adhirieron a la Constitución 
de Cúcula de 1821. El 23 de junio de 
1822 se proclamó públicamente la ad¬ 
hesión de Providencia a la República 
de Colombia. Otro tanto ocurrió el 21 
de julio en relación con San Andrés, 
«No hay duda —comenta Gaviria 
Liévano— de que si se examina el acto 
de los habitantes del Archipiélago a 
la luz del derecho internacional de 
hoy, estamos en presencia de un ge¬ 
nuino ejercido de la libre determina¬ 
ción de los pueblos. 

Por otra parte, el tratado de Unión, 
Liga y Confederación suscrito por las 
Provincias Unidas de Centroamérica 
en 1825, al disponeT que se respeta¬ 
rían los límites establecidos por La Co¬ 
rona española (uti possidetis iuris ), 
confirmó la soberanía colombiana so¬ 
bre el Archipiélago. 

Desde que se produjo el acto de 
incorporación espontánea de los ha¬ 
bitantes de San Andrés a la República 
de Colombia, el gobierno dictó dispo¬ 
siciones que garantizaran efectiva¬ 
mente el ejercido de la soberanía y la 
integridad del Archipiélago. No obs¬ 
tante, las islas han sido motivo de di¬ 
ferencia entre las repúblicas de Co- 
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NOMBRES DE COLOMBIA 

Mediados del siglo XV, a partir 
de la conquista de Wayna Capac 

Cundurinamarca 

Nombres cartográficos 

Paria 

del período de Conquista 

Caribana 

einiciosdefa Colonia 

Castilla del Oro 

Tierra Firme 

1538-1560 

Nuevo Reino de Granada 

15601719 

Presidencia del Nuevo Reino de Granada 

1719-1723 

Virreinato de Nueva Granada 

1723-1740 

Presidencia deí Nuevo Reino de Granada 

1740-1810 

Virreinato de Nueva Granada 

1810-1816 

Provincias Unidas de Nueva Granada 

1816-1819 

Virreinato de Nueva Granada 

1819-1830 

República de Colombia 
(Llamada, después, Gran Colombia) 

1830-1843 

Estado de la Nueva Granada 

1843-1858 

Repúblicade la Nueva Granada 

1858-1861 

Confederación Granadina 

1862-1863 

Estados Unidos de Nueva Granada 

1863-1886 

Estados Unidos de Colombia 

Desde 1886 

República de Colombia 


lombia y Nicaragua, pues a pesar de 
la celebración del tratado Esguerra- 
Bárcenas, que define las fronteras de 
ambos países, firmado el 24 de marzo 
de 1928 por el subsecretario de Rela¬ 
ciones Exteriores de Nicaragua, José 
Barcenas Meneses, y Manuel Esgue- 
rra, plenipotenciario de Colombia, 
donde se reconoce la soberanía de Ni¬ 
caragua sobre la costa de Mosquitos, 
entre el cabo Gracias a Dios y el río 
San Juan, y las islas Mangle Grande 
y Mangle Chico, junto con la sobera¬ 
nía de Colombia sobre las islas, islotes 
y cayos que hacen parte del Archipié¬ 
lago de San Andrés; Nicaragua insiste 
en que este último es parte integrante 
de su plataforma continental, adu- 
riendo que el tratado en mención no 
fue manifestación de la voluntad so¬ 
berana del pueblo nicaragüense, por¬ 
que fue firmado bajo el gobierno de 
Adolfo Díaz, que estaba sometido a 
la presión y ocupación militar de Es¬ 
tados Unidos. Sin embargo, ningún 
argumento de los esgrimidos por el 
gobierno de Nicaragua es digno de 
prosperar, de conformidad con los 
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principios del derecho internacional 
público. 

Igualmente, en 1900 se produjo el 
fallo arbitral entre Colombia y Costa 
Rica, en el que el presidente de Fran¬ 
cia, Émile Loubet, a quien le fuera 
asignada esta función, declaró que 
«en cuanto a las islas más distantes 
del continente y comprendidas entre 
la costa de Mosquitos y el istmo de 
Panamá [...] que antes dependieran 
de la antigua provincia de Cartagena, 
bajo la denominación cantón de San 
Andrés, es entendido que el territorio 
de esas islas, sin excepción alguna, 
pertenece a los Estados Unidos de Co¬ 
lombia». Aunque el fallo no pudo ser 
ejecutado en su integridad, por razón 
de la separación de Panamá, lo rela¬ 
tivo a los títulos colombianos sobre 
las islas, islotes y bancos del Archi¬ 
piélago de San Andrés y Providencia 
tuvo pleno vigor. 

En cuanto a los cayos de Roncador, 
Quitasueño y Serrana, que no fueron 
considerados en el tratado Esguerra- 
Bárcenas, por ser materia de conflicto 
entre Estados Unidos y Colombia, su 


pertenencia al territorio colombiano 
fue predefinida mediante el cruce de 
notas de abril 10 de 1928, celebrado 
entre el plenipotenciario Enrique 
Olaya Herrera y el secretario de Es¬ 
tado Frank B. Kellog. Se determinaba 
en ellas que la cuestión de la sobera¬ 
nía sobre dichos cayos se mantendría 
en el s tatú quo , absteniéndose Colom¬ 
bia de objetar el mantenimiento de 
las ayudas de navegación de Estados 
Unidos, y este último, de impedir a 
Colombia la utilización de las aguas 
que rodean los cayos para la pesca. 

Sólo hasta 1970 el canciller colom¬ 
biano Alfonso López Michelsen pro¬ 
pició la terminación del estado indefi¬ 
nido en que se encontraba la sobera¬ 
nía de los cayos, diligencia que con¬ 
cluyó con la celebración del tratado 
Vázquez-Sacdo, firmado por el canci¬ 
ller colombiano Alfredo Vázquez Ca- 
rrizosa, y el embajador de Estados 
Unidos en Bogotá, Leonard J. Sacdo, 
el 8 de septiembre de 1972, y apro¬ 
bado por Colombia mediante la ley 
52 de 1972. Este tratado, apunta Gavi¬ 
na Lié vano, fue perjudicial para Co¬ 
lombia, toda vez que el reconod- 
miento de la soberanía de su Estado 
sobre los cayos materialmente se des¬ 
virtúa frente a las concesiones he¬ 
chas, sin beneficio a cambio, en mate¬ 
ria de tráfico, estancia de buques, ciu¬ 
dadanos y pesca, otorgadas a los nor¬ 
teamericanos. 

También hacen parte del territorio 
insular colombiano, en el mar de las 
Antillas, los bancos de Rosalinda, Ali¬ 
cia y E.F.E., y en el océano Pacífico, 
las islas de Gorgona, Gorgonilla y 
Malpelo (artículo 101, inciso 3, Cons¬ 
titución Política). 

El subsuelo 

Consecuencia lógica del ejercicio de 
la soberanía del Estado sobre el suelo 
es su derecho al subsuelo correspon¬ 
diente. Debido a la redondez de la 
Tierra, el subsuelo que corresponde 
al territorio de un Estado tiene la 
forma de un cono, con vértice en el 
centro del planeta. La importancia del 
subsuelo radica en los beneficios eco¬ 
nómicos que pueda representar {exis¬ 
tencia de minas de carbón, platino, 
oro, petróleo, etc.). Aunque el Estado 
se reserva el dominio y la jurisdicción 
sobre el subsuelo, no siempre ejerce 
directamente su explotación, sino que 
la concede a los particulares —nacio¬ 
nales o extranjeros—, bajo una es¬ 
tricta reglamentación. 
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El artículo 332 de la actual Constitu¬ 
ción de Colombia dispone que el Es¬ 
tado es propietario del subsuelo y de 
los recursos naturales no renovables, 
sin perjuicio de los derechos adquiri¬ 
dos y perfeccionados con arreglo a las 
leyes preexistentes; precepto con el 
cual reconoce el principio de domi¬ 
nio, pero limitado a lo que conforme 
a derecho fue otorgado con anteriori¬ 
dad —especialmente títulos colonia¬ 
les— a particulares. En este orden (ar¬ 
tículo 360), la Constitución asigna al 
legislador la función de determinar 
las condiciones para la explotación de 
los recursos naturales no renovables, 
así como los derechos de las entida¬ 
des territoriales (departamentos, mu¬ 
nicipios, distritos especiales, territo¬ 
rios indígenas) sobre los mismos, y 
determina que dicha explotación 
causa a favor del Estado una contra- 
prestación económica a título de rega¬ 
lía —además de las otras compensa¬ 
ciones que se pacten—, entendiendo 
por tal la preeminencia o prerrogativa 
particular y privativa, que sólo se 
puede establecer en virtud de la su¬ 
prema potestad que ejerce sobre el 
subsuelo que le pertenece. 

ZONAS MARINAS Y 
SUBMARINAS 

Mar territorial 

Se entiende por mar territorial aquella 
franja marítima adyacente a las cos¬ 
tas, con anchura predeterminada, 


que comprende el lecho, el subsuelo 
y el espado aéreo de ese mar, en la 
cual el Estado ribereño ejerce su sobe¬ 
ranía, En este sentido, forma parte 
del territorio estatal. 

La determinadón del mar territorial 
involucra en principio dos propósi¬ 
tos; uno político y otro defensivo. 
Posteriormente, involucra intereses 
de explotadón económica. Se han for¬ 
mulado varias teorías para definir y 
establecer la relación del mar territo¬ 
rial con el territorio continental. Se¬ 
gún la teoría del sistema de la sobera¬ 
nía, a la que adhieren la mayoría de 


los Estados, el mar territorial es la 
zona marítima donde la soberanía se 
ejerce plenamente, salvo en lo rela¬ 
tivo a 3a limitación impuesta por el 
derecho internacional del llamado 
"paso inocente" de buques extranje¬ 
ros, que tienen derecho a atravesarlo 
sin penetrar en aguas interiores, diri¬ 
girse o salir de ellas, siempre y 
cuando no sea perjudidal o amenace 
la seguridad del Estado, 

El mar territorial es la más antigua 
de las zonas oceánicas bajo jurisdic¬ 
ción nacional, y su extensión ha va¬ 
riado desde tres hasta doce millas ma¬ 
rinas, Durante el siglo XX, la mayoría 
de los Estados que poseen litoral han 
querido establecer una zona econó¬ 
mica exclusiva, buscando que su mar 
territorial se extienda hasta el límite 
de las 200 millas. 

En Colombia, la ley 19 de 1923 con¬ 
sagró por primera vez los límites del 
mar territorial en 12 millas. En la con¬ 
ferencia de las Naciones Unidas de 
1956, Colombia sostuvo la propuesta 
tendiente a fijar en 12 millas el mar 
territorial y zona contigua de igual ex¬ 
tensión. 

La convención sobre el mar territo¬ 
rial y zona contigua adoptada en Gi¬ 
nebra, en 1958, proclamó que «la so¬ 
beranía de un Estado se extiende 
fuera de su territorio y de sus aguas 
interiores a una zona de mar adya¬ 
cente a sus costas, designada con el 
nombre de mar territorial» (artículo 
1). De consiguiente, los Estados pro¬ 
cedieron a fijar los límites del territo¬ 
rio marino unilateralmente, estable- 
: ciándose por costumbre las 12 millas. 
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En 1972 la declaración de Santo 
Domingo se pronunció sobre la posi- 
bilidad de fijar la extensión del mar 
territorial, por acuerdo internacional, 
con un límite de 12 millas náuticas de 
anchura. Finalmente, en la tercera 
conferencia de las Naciones Unidas 
sobre asuntos del mar, de 1982, se 
logró el acuerdo unánime respecto a 
la regla de las 12 millas náuticas de 
mar territorial. 

Por su parte, Colombia, mediante 
la ley 10 de 1978, había establecido 
de conformidad con la ratificada con¬ 
vención de Ginebra, que el «mai terri- 
tonal de la nación colombiana sobre 
el cual ejerce plena soberanía, se ex¬ 
tiende más allá de su territorio conti¬ 
nental e insular de sus aguas interio¬ 
res hasta la anchura de 12 millas náu¬ 
ticas o de 22 kilómetros, 224 metros. 
La soberanía nacional se extiende 
igualmente al espacio situado sobre 
el mar territorial, así como al lecho y 
al subsuelo de ese mar». En cuanto 
al "'paso inocente", dispuso: «Los bu¬ 
ques de cualquier Estado gozan del 
derecho de paso inocente a través del 
mar territorial, conforme a las normas 
del derecho internacional». Y sobre 
su medición, determinó: «El límite ex¬ 
terior del mar territorial está determi¬ 
nado por una línea de baja mar a lo 
largo de la costa. En los lugares en 
que la costa tenga profundas abertu¬ 
ras o escotaduras, o en las que haya 
una franja de islas a lo largo de la 
costa si tuada en su proximidad inme¬ 
diata, la medición se hará a partir de 
las líneas de base rectas que unan los 
puntos apropiados. Las aguas situa¬ 
das entre las líneas de base y la costa 
serán consideradas como aguas infe¬ 
riores; en los golfos y bahías cuyos 
puntos naturales de entrada se en¬ 
cuentren a una distancia no mayor de 
24 millas, el mar territorial se medirá 
desde la línea de marcación que una 
los referidos puntos. Las aguas que 
encierre dicha línea serán considera¬ 
das como interiores. Si la boca del 
golfo de la bahía excediera de 24 mi¬ 
llas, se podrá trazar dentro de ella 
una línea de base recta de esa longi¬ 
tud, que encierre la mayor superficie 
de agua posible. En los ríos que de¬ 
sembocan directamente en el mar, la 
línea de base será una línea recta tra¬ 
zada a través de su desembocadura 
entre los puntos de la línea de baja 
mar en las orillas». 

Zona contigua 

La zona contigua aparece en este si¬ 
glo, como el primer intento por exten- 
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der los límites del mar territorial más 
allá de las tres millas fijadas original¬ 
mente. En la conferencia de La Haya, 
en 1930, se presentó un proyecto para 
conceder a los Estados, más allá de 
la zona de tres millas, una zona de 
influencia (zona contigua) de nueve 
millas para el ejercicio de sus dere¬ 
chos, Oficialmente la figura aparece 
en la convención de Ginebra de 1958, 
donde se dedaró que en una zona de 
alta mar contigua al mar territorial, 
los Estados podían adoptar medidas 
de fiscalización necesarias para pre¬ 
venir infracciones de sus leyes o re¬ 
glamentos. En esta convendón, la ex¬ 
tensión de la zona contigua fue fijada 
en el límite de las 12 millas; contadas 
desde las líneas de base a partir de 
las cuales se mide el mar territorial, 
quedando por consiguiente compren¬ 
dida en él. 

Por su parte, la convención de Na- 
dones Unidas de 1982 la extendió 
hasta 24 millas náuticas. Sin embargo, 
Colombia no ha ratificado este último 
convenio, por lo que formalmente se 
somete a ejercer tales potestades den¬ 
tro de la anchura de su mar territorial. 

Mar patrimonial 
o zona económica exclusiva 

El reconocimiento de las zonas mari¬ 
nas y submarinas de los países se 
acrecentó con el desarrollo de la téc¬ 


nica y la ciencia del mar. En el caso 
particular de la zona económica exclu¬ 
siva, fue Estados Unidos el que, en 
1945, abrió el camino para la reivindi¬ 
cación de zonas marítimas de 200 mi¬ 
llas, estimando que era conveniente 
mantener una zona de conservadón 
en alta mar, contigua a sus costas ap¬ 
tas para la pesca. 

Las distintas reivindicaciones uni¬ 
laterales adquirieron con el trans¬ 
curso de los años repercusión interna¬ 
cional, por lo cual se hizo necesario 
pactar acuerdos entre las naciones del 
mundo para efectos de su definición 
y reconocimiento mutuo. Aunque ya 
en las declaraciones de Lima y Mon¬ 
tevideo, en 1970, se expresaba la po¬ 
sibilidad de establecer una franja ma¬ 
rítima para la explotación de recur¬ 
sos, sin duda fue la declaración de 
Santo Domingo, de 1972, la que con¬ 
tribuyó con mayor firmeza a la estruc- 
turadón del poder de los Estados so¬ 
bre una zona económica exclusiva o 
mar patrimonial, definida como la 
zona adyacente al mar territorial y en 
la cual el Estado ribereño ejerce dere¬ 
cho de soberanía o aprovechamiento 
exclusivo sobre los recursos naturales 
renovables o no que se encuentran 
en el mar. 

Formulada con presencia de los 
países del Caribe, entre ellos Colom¬ 
bia, esta declaración ratificó el recono- 
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cimiento de que toda nación ameri¬ 
cana tiene derecho a fijar un mar pa¬ 
trimonial destinado a lograr el má¬ 
ximo desarrollo de sus economías, 
atendiendo sus características espa¬ 
ciales, geológicas y biológicas, y las 
necesidades de racional aprovecha¬ 
miento de los recursos. En cuanto a 
su extensión, la declaración de 1972 
propone que sea objeto de acuerdo 
internacional, preferentemente de 
ámbito mundial, y que la suma de 
esta zona y la del mar territorial, de 
acuerdo con las circunstancias geo¬ 
gráficas, no exceda las 200 millas náu¬ 
ticas. 

Colombia, mediante la ley 10 de 
1978, estableció una zona económica 
exclusiva adyacente a su mar territo¬ 
rial, cuyo límite exterior llega a 200 
millas náuticas, medidas sobre las lí¬ 
neas de base de donde se determina 
la anchura de aquél. Su formulación 
conceptual la distingue jurídicamente 
de la del mar territorial, en cuanto no 
constituye el pleno ejercicio de la so¬ 
beranía para todos los efectos, sino 
únicamente para el aprovechamiento 
de los recursos de toda especie en be¬ 
neficio de la población del país. 

La ley 10 de 1978 prescribe: «Esta¬ 
blécese, adyacente al mar territorial, 
una zona económica exclusiva cuyo 
límite exterior llegará a 200 millas 
náuticas medidas desde las líneas de 
base donde se mide la anchura del 
mar territorial. En la zona establecida 
[,„] la nación colombiana ejercerá de¬ 
rechos de soberanía para efectos de 
exploración, explotación, conserva¬ 
ción y administración de los recursos 
naturales vivos y no vivos del lecho 
y del subsuelo y de las aguas supra- 
yacentes; así mismo, ejercerá jurisdic¬ 
ción exclusiva para la investigación 
científica y para la preservación del 
medio marino». 

Plataforma continental 

El reconocimiento de la plataforma 
continental como elemento inte¬ 
grante del territorio del Estado, pro¬ 
viene de los pronunciamientos que 
en el presente siglo formularon los 
países para ejercer sobre ella sobera¬ 
nía. Con todo, sus orígenes parecen 
remontarse a 1760, cuando Rene Va- 
lin formuló el concepto de que la so¬ 
beranía territorial del Estado debía 
prolongarse hasta el límite de la tierra 
sumergida, es decir, la plataforma. 

La plataforma continental o zócalo 
submarino es considerado como la 
prolongación submarina del conti¬ 
nente o tierra de la nación ribereña 


sumergida en el mar. Desde el punto 
de vista jurídico aparece, en torno de 
la pertenencia del mar, una nueva di¬ 
mensión: la profundidad; hasta en¬ 
tonces el mar era considerado sólo en 
sentido horizontal. A partir de este 
momento, se inician toda clase de 
pronunciamientos unilaterales asu¬ 
midos por un gran número de nacio¬ 
nes, que consideran la plataforma 
continental como una extensión natu¬ 
ral del territorio de su Estado. 

En la declaración de Montevideo 
sobre el derecho del mar se afirma la 
potestad soberana que tienen los paí¬ 
ses ribereños de conservar y explotar 
los recursos naturales de sus platafor¬ 
mas. No obstante, la primera codifica¬ 
ción multilateral es la Convención so¬ 
bre Plataforma Continental, promul¬ 
gada en Ginebra en 1958, donde se 
definen los componentes que la no¬ 
ción integra: el lecho del mar y el sub¬ 
suelo de las zonas submarinas adya¬ 
centes a las costas, pero situadas 
fuera del mar territorial, hasta una 
profundidad de 200 metros, o más^ 
allá hasta donde la profundidad de las 
aguas suprayacentes permita la ex¬ 
plotación, y el lecho del maT y el sub¬ 
suelo de las regiones submarinas 
análogas, adyacentes a las costas de 
las islas que son o pertenecen al país 
entendido. Colombia se adhiere a la 
convención mediante la ley 9 de 1961. 

La definición de la convención de 
Ginebra excluía la zona de plataforma 


que se hallaba en el mar territorial. 
Debido a esto y a otra serie de proble¬ 
mas surgidos en torno a la delimita¬ 
ción de ia plataforma continental, 
tuvo lugar ía tercera conferencia de 
las Naciones Unidas (1982), celebrada 
en Jamaica. En términos de esta con¬ 
vención, la plataforma continental de 
un Estado ribereño comprende el le¬ 
cho y subsuelo de las áreas submari¬ 
nas que se extienden más allá de su 
mar territorial, a todo lo largo de la 
prolongación natural de su territorio 
y hasta el borde exterior del margen 
continental, o bien, hasta una distan¬ 
cia de 200 millas marinas contadas 
desde las líneas de base a partir de 
las cuales se mide la anchura del mar 
territorial, en los casos en que el borde 
exterior del margen continental no 
Llegue a esa distancia. 

La convención de 1982 excluye la 
línea media para la delimitación de la 
plataforma continental, prevista en la 
convención de 1918, lo cual complica 
las reclamaciones de Colombia a Ve¬ 
nezuela sobre la delimitación del 
golfo de Venezuela. En cuanto a las 
islas, les reconoce derecho a mar terri¬ 
torial, plataforma continental y zona 
económica exclusiva. Guarda silencio 
en lo referente a los archipiélagos 
oceánicos, lo que se ha interpretado 
como inmersión en la fórmula de las 
islas. En lo relacionado con las rocas, 
se desconoce su derecho a plataforma 
continental, como lo hada la con ve n- 
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ción de Ginebra, Debido a la supre¬ 
sión de la línea media, Colombia no 
ha ratificado esta convención. 

Alta mar 

El alta mar también forma parte del 
territorio del Estado, en cuanto lo 
comparte con las demás naciones del 
mundo como res communis. En este 
sentido, los convenios de 1958 y 1982 
consagraron como derechos de todas 
las naciones de la comunidad interna¬ 
cional la navegación, pesca, instala¬ 
ción de islas artificiales, cables y tube¬ 
rías submarinos, investigación cien¬ 
tífica y sobrevuelo. 

Aunque Colombia no ha ratificado 
en estos puntos los convenios, por 
principio está llamada a ejercer tales 
derechos* 

Límites y extensión de las costas 
Pacífica y Atlántica 

El Pacífico colombiano tiene una Ion- * 
gitud de 1300 kilómetros, compren¬ 
didos desde la desembocadura del río 
Mataje, en dirección al norte, si- 
guiendo la costa de los departamen¬ 
tos de Nariño, Cauca, Valle del Cauca 
y Chocó, hasta el límite con Panamá. 

El océano Atlántico baña las costas 
colombianas desde el cabo de Tibu¬ 
rón, hacía el este, por las costas de 
los departamentos de Chocó, Anba¬ 
quía, Bolívar, Atlántico, Magdalena 
y la Guajira, hasta el punto de Casti¬ 
lletes, en donde arranca la frontera 
con Venezuela, en longitud de 1600 
kilómetros* 

Colombia, adelantándose a los re¬ 
sultados de la ni Conferencia de Na¬ 
ciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, expidió su ley del mar de 1978, 
y procedió a delimitar con sus vecinos 
los espacios marinos y submarinos. 
En desarrollo de esa política se con¬ 
cretaron acuerdos con Ecuador, Hai¬ 
tí, República Dominicana y Panamá, 
Para los convenios respectivos, se 
tomó como norma para la delimita¬ 
ción —salvo en el caso de Ecuador— 
la línea media prevista en la conven¬ 
ción de Ginebra (1958) sobre plata¬ 
forma continental, así: 

Con Haití: el acuerdo de febrero 17 
de 1978, aprobado por la ley 24 del 
mismo año, convino que la delimita¬ 
ción de áreas marinas y submarinas, 
la zona económica exclusiva y la pla¬ 
taforma continental se determinaban 
«por una línea media cuyos puntos 
son equidistantes de los puntos más 
próximos de las líneas de base a partir 
de las cuales se mide la anchura del 
mar territorial de cada Estado», 
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Igual ocurre con República Domini¬ 
cana, de conformidad con el tratado 
Liévano-Jíménez, suscrito el día 13 de 
enero de 1978 y aprobado mediante 
la ley 38 de ese año* 

Con Panamá: el tratado Liévano- 
Boyd, de noviembre 20 de 1976, apro¬ 
bado por la ley 4 de 1977, establece 
las fronteras marítimas entre los dos 
países, tanto en el mar Caribe como 
en el océano Pacífico* En el primero, 
la delimitación está constituida por 
tres lineas básicas: la línea equidis¬ 
tante para delimitar las áreas maríti¬ 
mas correspondientes a las costas ad¬ 
yacentes de los dos países a partir del 
punto en que la frontera terrestre 
llega al mar en el cabo Tiburón, afec¬ 
tada simplemente por pequeñas des¬ 
viaciones indispensables para simpli¬ 
ficar el tratado; en relación con ei Ar¬ 
chipiélago de San Andrés, se utilizó 
una delimitación basada en paralelos 
y meridianos; la última parte de la 
delimitación está constituida por una 
línea recta, que con dirección nor¬ 
oeste-suroeste se dirige hacia Costa 
Rica sin cerrarse definitivamente, ya 
que es necesario ejecutar previa¬ 
mente la delimitación tanto de Co¬ 
lombia como de Panamá respecto a 
esa república. La delimitación del Pa¬ 
cífico está constituida por dos tramos: 
la línea equidistante trazada a partir 
del punto en que termina la frontera 
terrestre entre los dos países, afec¬ 
tada igualmente por pequeñas des¬ 
viaciones en beneficio de la simplici¬ 
dad; y un paralelo geográfico situado 
a los cinco grados de latitud norte* 
Esta última línea permite la proyec¬ 


ción hacia el occidente de las áreas 
marinas y submarinas correspon¬ 
dientes a la costa pacífica. 

El acuerdo reconoce la libertad de 
navegación y el paso inocente o de 
libre tránsito para las embarcaciones 
que naveguen en las zonas sometidas 
a las disposiciones internas por ellos 
expedidas, previsión con la que se rei¬ 
tera tácitamente el propósito de los 
dos países de preservar el libre trán¬ 
sito de los buques que utilicen el canal 
de Panamá. 

Con Ecuador: el 23 de agosto de 
1975 se celebró en Ciudad de Quito 
el convenio sobre delimitación de 
áreas marinas y submarinas y coope¬ 
ración marítima, aprobado por el 
Congreso de Colombia con la ley 32 
de 1975. Se establece como límite ma¬ 
rino entre las dos naciones la línea 
del paralelo geográfico que «corta el 
punto en que la frontera internacional 
terrestre colombo-ecuatoriana llega al 
mar». Además, para el efecto de que 
la presencia accidental de embarca¬ 
ciones de pesca artesanal de uno y 
otro país no sea considerada como 
violación de la frontera marítima, se 
acuerda establecer "más allá" de las 
12 millas a partir de la costa «una zona 
especial de 10 millas de ancho a cada 
lado del paralelo que constituye el lí¬ 
mite marítimo entre los dos países». 
Igualmente, se conviene respetar las 
modalidades mediante las cuales 
cada uno de los países firmantes 
ejerce actualmente o puede ejercer en 
el futuro su soberanía o jurisdicción 
hasta una distancia de 200 millas, y 
Teherán el derecho que tienen para 
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proceder al señalamiento de líneas de 
base rectas para medir la anchura dei 
mar territorial. 

Delimitación de áreas marinas y 
submarinas con Venezuela 

Aunque los límites terrestres están 
plenamente definid os, se mantienen 
actualmente las diferencias entre Co¬ 
lombia y Venezuela sobre la delimita¬ 
ción de los mares territoriales, zonas 
contiguas, zonas económicas exclusi¬ 
vas y plataformas continentales per¬ 
tenecientes a cada una de las naciones 
en la región del golfo de Venezuela, 
también llamado Coquivacoa. 

Geográficamente, el golfo está for¬ 
mado por las costas de la península 
colombiana de la Guajira y la venezo¬ 
lana de Paraguaná; su boca, en la 
parte más amplia, está localizada en¬ 
tre punta Gallinas y cabo San Román, 
con una extensión de 100 millas* El 
golfo abriga dentro de sí pequeños 
islotes situados a 19 millas de las cos¬ 
tas colombianas y 46 de las venezola¬ 
nas, carentes de vegetación y cuya 
capacidad para sostener vida econó¬ 
mica propia es nula, conocidos como 
Los Monjes. Al decir de Jorge Mario 
Eastman, a Colombia le pertenece un 


8.5% del golfo y a Venezuela el 91.5% 
restante* 

En 1952 Venezuela reclamó como 
suyos los islotes de Los Monjes, con 
motivo de la publicación de la revista 
Territorios Nacionales (órgano del Mi¬ 
nisterio de Gobierno de Colombia), 
en la que se sostenía que por equivo¬ 
cación de eminentes cartógrafos, 
como Agustín Codazzi, Los Monjes 
aparecían como venezolanos, siendo 
colombianos. Venezuela adujo como 
prueba de su propiedad sobre Los 
Monjes su protesta de 1856 por el con¬ 
trato de concesión que hiciera el go¬ 
bierno colombiano para la explota¬ 
ción del guano en Los Monjes; tam¬ 
bién invocaba en su favor el hecho 
de que en 1871 Venezuela había in¬ 
cluido Los Monjes en el territorio de 
Colón, sin que Colombia hubiese he¬ 
cho observación alguna* 

El 22 de noviembre de 1952, el can¬ 
ciller Juan Uribe Holguín dirigió al 
embajador de Venezuela en Bogotá, 
Luis Jerónimo Prieto, una nota en la 
cual expresaba: «El gobierno de Co¬ 
lombia declara que no objeta la sobe¬ 
ranía de los Estados Unidos de Vene¬ 
zuela sobre el archipiélago de Los 
Monjes y que, en consecuencia, no 


se opone ni tiene redamación alguna 
que formular respecto al ejercicio de 
la misma o a cualquier acto de domi¬ 
nio por parte de este país sobre el 
archipiélago en referencia...» 

La nota sobre Los Monjes vino a 
agregar otro elemento antes descono¬ 
cido en la controversia con Venezue¬ 
la: la presencia de unos islotes, ahora 
de propiedad venezolana, frente a la 
Guajira, y por ende, a dificultar la de- 
limitadón del mar territorial, zona 
económica exclusiva y plataforma 
continental en el golfo. Sin embargo, 
Los Monjes no generan zona econó¬ 
mica exclusiva, ni plataforma conti¬ 
nental, a la luz de lo dispuesto en el 
artículo 121 de la convendón de Mon¬ 
te go Bay (1982), que dispuso que «las 
rocas no aptas para mantener habita¬ 
ción humana o vida económica pro¬ 
pia, no tienen zona exclusiva, ni pla¬ 
taforma continental». La indiscutible 
condición de rocas de Los Monjes, 
sólo da derecho a un mar territorial 
de 12 millas. 

Las negodadones sobre la delimi¬ 
tación de zonas marinas y submarinas 
comenzaron por inidativa de Vene¬ 
zuela, cuando en 1954 su canciller, 
Aurefiano Otáñez, envió al embaja¬ 
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dor colombiano en Caracas, Francisco 
Holguín, un croquis en el que sugería 
delimitar la plataforma continental en 
el golfo de Venezuela sobre la base 
de una línea de prolongación de la 
frontera desde Castilletes hasta la pe¬ 
nínsula de Paraguaná, en Venezuela, 
En 1966 se adelantaron una serie de 
conversaciones en las que Venezuela 
sugirió la proporcionalidad de la costa 
en la parte interna del golfo de Vene¬ 
zuela, al sur de la línea trazada entre 
punta Salinas y punta Gorda, y la 
equidistancia en la parte extema entre 
Los Monjes y la Guajira. Colombia, 
a su vez, propuso señalar un mar te¬ 
rritorial de 12 millas y una zona con¬ 
tigua de cinco kilómetros para cada 
Estado, aplicando en el área restante 
los procedimientos previstos por el 
derecho internacional sobre delimita¬ 
ción de la plataforma continental 
cuando no existe acuerdo entre las 
partes* Estas conversaciones no lo¬ 
graron formalizarse y desde entonces 
se inidó una larga etapa de negoda- 
ciones directas mediante comisiones 
mixtas y encuentros con cancilleres, 
que por la frontalidad de las posicio¬ 
nes no han logrado acuerdo alguno* 
Venezuela ha sostenido una línea di¬ 
visoria entre la costa colombiana de 
la Guajira y los islotes venezolanos 
de Los Monjes, combinada con una 
línea de demarcación que sigue la 
frontera terrestre, alegando que no 
acepta el criterio de la línea media, 
porque sus aguas son tradicional e 
históricamente venezolanas y, por 
ende, todo es de su "propiedad". 
Igualmente, insiste en la prolonga¬ 
ción de la frontera a partir de Castille¬ 
tes y reclama, por fuera de mar terri¬ 
torial, plataforma continental para 
Los Monjes* 

En las conversaciones sostenidas 
entre 1978 y 1980, Venezuela invocó 
una tesis insólita y desconocida, no¬ 
minada de la "costa seca", conforme 
a la cual, la orilla del mar a donde 
llegan nuestras playas debería con¬ 
vertirse en la frontera de Colombia 
sobre el golfo* No se trataba de la lí¬ 
nea de Castilletes a punta Salinas, 
como había sugerido anteriormente, 
sino de punta Espada a punta Moco- 
ya, y así cerrar el golfo y convertirlo 
en lago venezolano* Por su parte, Co¬ 
lombia aduce que, según la conven¬ 
ción de Ginebra, tiene derecho al mar 
territorial de 12 millas y a la plata¬ 
forma continental* De consiguiente, 
el golfo de Venezuela debe dividirse 
de acuerdo con la línea media, ya que 
hay costas opuestas y no hay fenóme- 
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nos geográficos, geológicos o geo- 
morfológicos que constituyan cir¬ 
cunstancias especíales para la delimi¬ 
tación. Sostiene, por lo demás, que 
la división de mares debe hacerse 
aplicando el criterio de la línea equi¬ 
distante que se traza en determinados 
puntos del litoral* 

Jorge Mario Eastman y Marco Ge¬ 
rardo Monroy Cabra han afirmado 
que los derechos de Colombia en el 
golfo derivan del hecho de ser nues¬ 
tro país un Estado ribereño, lo que 
por disposición del derecho interna¬ 
cional le da derecho a mar territorial, 
plataforma continental, zona conti¬ 
gua y zona económica exclusiva en él. 

La delimitación de los espacios ma¬ 
rinos en el golfo debe ser resuelta con¬ 
forme a las normas expresas del dere¬ 
cho internacional, que prevén diver¬ 
sos mecanismos de solución pacífica, 
como son los buenos oficios, la me¬ 
diación, la conciliación, el arbitraje y 
el recurso a tribunales internaciona¬ 
les, especialmente a la Corte interna¬ 
cional de Justicia de La Haya. En la 
medida en que después de tantos 
años no ha sido posible el arreglo di¬ 
recto, este procedimiento se debe 
considerar agotado, y Colombia y Ve¬ 
nezuela deben acudir a otros medios 
de solución de controversias, con in¬ 
tervención de terceros como los enun¬ 
ciados. Máxime cuando entre los dos 
países existe el tratado de no agre¬ 
sión, conciliación, arbitraje y arreglo 
judicial, suscrito el 17 de diciembre 
de 1939, donde se expresa que 
cuando las controversias no hayan 
sido ajustadas por el procedimiento 
del arreglo directo, deberá recurrirse 
a la decisión de terceros. 

Aguas interiores 

Conformadas por los ríos, lagos, la¬ 
gunas y golfos, las aguas interiores 
tienen por su estrecho contacto con 
el territorio continental un régimen 
jurídico diferente, en el que sobresale 
la soberanía absoluta de que dispone 
el Estado sobre ellas. Destinadas al 
servicio de la comunidad, los particu¬ 
lares dueños de las propiedades que 
se encuentran a su vera no pueden 
abusar de las aguas interiores. 

Espacio aéreo 

El poder estatal sobre el espacio aéreo 
ha sido explicado desde varios puntos 
de vista que, en general, plantean el 
principio del control absoluto del Es¬ 
tado subyacente, o el establecimiento 


de un régimen de libertad. Esta úl¬ 
tima posición, que razonablemente 
fue la primera en aparecer, se soste¬ 
nía sobre la base de que el espacio 
aéreo no es susceptible de ocupación, 
ni apropiación privada; por esto, nin¬ 
gún Estado podría ejercer soberanía 
sobre él* Luego se admitió, a través 
de la teoría de las "zonas interme¬ 
dias", que el Estado subyacente tenía 
derecho a ejercer su poder sólo hasta 
donde físicamente le fuera posible; de 
allí hacia arriba, existiría una zona de 
libre circulación. 

Las teorías acerca de cerrar el espa¬ 
cio aéreo se abrieron paso después de 
la guerra Italo-Turca de 1911, ante la 
amenaza del avión como instrumento 
de guerra. Finalizada la primera gue¬ 
rra mundial, la Conferencia de Paz 
de Versalles, en 1919, estipuló que 
«todo Estado o potencia tiene com¬ 
pleta y exclusiva soberanía sobre el 
espacio aéreo situado sobre su territo¬ 
rio (metropolitano, colinas y sus 
aguas territoriales adyacentes)». De 
ahí en adelante, diferentes conven¬ 
ciones: Madrid, 1926; Habana, 1928; 
Chicago, 1944, ratifican la teoría de 
la soberanía absoluta. 

La convención de Chicago de 1944, 
la de mayor relieve en la materia, es¬ 
tableció que los servicios aéreos inter¬ 
nacionales regulares sólo podían ope¬ 
rar mediante permiso o autorización 
previa del Estado sobrevolado. Por 
esta razón, todo lo referente al tráfico 
aéreo comercial es materia de nego¬ 
ciación bilateral* Igualmente, autoriza 
a los países a cerrar, por razones mi¬ 
litares, todo o parte de su espacio aé¬ 
reo, estableciendo las llamadas zonas 
prohibidas de vuelo* 

El principio de la soberanía exclu¬ 
siva de los Estados sobre el espacio 
aéreo nacional se aminora en sus al¬ 
cances con el establecimiento de cinco 
libertades del aire, de contenido co¬ 
mercial y de tráfico: a) sobrevolar el 
espacio aéreo de cualquier país sin 
aterrizar; b) aterrizar para fines no co¬ 
merciales; c) desembarcar pasajeros, 
carga, correos, tomados en el territo¬ 
rio del país cuya nacionalidad posee 
la aeronave; d) embarcar todo lo ante¬ 
rior con destino ai territorio del país 
cuya nacionalidad posee la aeronave. 
Por último, el espacio aéreo interna¬ 
cional, que comprende el alta mar y 
las zonas polares fundamentalmente, 
aplicando los criterios de las conven¬ 
ciones de 1958 y 1982 sobre alta mar, 
es patrimonio o res communis , a cuyo 
respecto existe la potestad de sobre¬ 
vuelo. 
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Satélites en órbitas 
geosíncronas 

Para estar en una órbita geosíncrona el 
satélite se debe encontrar en una órbita 
situada a 35800 kilómetros (22000 millas) 
del centro de la Tierra. Además, debe es¬ 
tar situado en un plano que contenga el 
ecuador. Este tipo de órbita se representa 
en la figura viéndola desde arriba. En este 
tipo de órbita, si la posición de la estación 
terrestre cambia del punto A al B, el saté¬ 
lite se moverá del punto C al D. Si dibu¬ 
jamos una línea desde el centro de la Tie¬ 
rra que pase por el punto A, se alcanzará 


el punto C, y de forma similar, si traza¬ 
mos una línea desde el centro de la tierra 
que pase por el punto B, tocará en el 
punto D; con lo cual, se puede deducir 
que la estación terrestre no ha cambiado 
de posición con respecto al satélite. Si la 
antena de la estación terrestre apunta ha¬ 
cia la antena del satélite cuando se en¬ 
cuentra en la posición A, seguirá apun¬ 
tando a la antena del satélite cuando está 
en la posición B. Con pequeños ajustes 
de vez en cuando para corregir la posición 
de la antena de la Tierra se puede conse¬ 
guir una transmisión continua con el sa- 
télite de forma sencilla. 


FUENTE: Texas Inslrament Corporation- Sistcmaz_ de Comunicaciones a fondo. 


Colombia ratificó la convención de 
Chicago mediante la ley 22 de 1974, 
entrando en vigor el 30 de noviembre 
del mismo año. En concordancia, la 
legislación interna colombiana prevé 
que el espacio aéreo de Colombia, a 
reserva de los tratados internaciona¬ 
les que suscriba, está bajo su sobera¬ 
nía completa y exclusiva y lo integran: 
la base constituida por el territorio de 
que trata la Constitución Política (ar¬ 
tículo 101) y la prolongación vertical 
de los límites de este territorio y sus 
aguas jurisdiccionales. En el mismo 
orden, se establece que el gobierno 
puede restringir, condicionar o prohi¬ 
bir la navegación aérea sobre determi¬ 
nadas zonas, por razones de interés 
público (artículos 1777 y 1778 del Có¬ 
digo de Comercio). 

Espacio ultraterrestre 

El espado ultraterrestre, como patri¬ 
monio universal, interesa a todos los 
países por ser parte de los recursos 
que poseen para poner al servicio de 
la nadón sobre la cual ejercen su poder. 

No obstante la carenda de un régi¬ 
men jurídico universal aceptable que 
determine su concepto, la Organiza¬ 
ción de Naciones Unidas (ONU), por 
medio de diferentes resoluciones y 
prindpálmente del tratado de enero 
27 de 1967, que rige las actividades 
de los Estados en la exploración y uti- 
lizadón del espado ultraterrestre, 
dispuso como principios reguladores: 
que el espado ultraterrestre no podrá 
ser objeto de apropiadón o reivindi¬ 
cación de soberanía, uso u ocupadón 
por ningún país o Estado; estará 
abierto en su exploración y explota¬ 
ción a todos los Estados del mundo 
por igual, pero tales actividades debe¬ 
rán efectuarse en provecho e interés 
de la comunidad de naciones y de los 
países que la integran, independiente 
de su desarrollo económico y cientí¬ 
fico, y en cumplimiento de las normas 
y principios que rigen el derecho in¬ 
ternacional; la utilización de estos es- 
pados deberá ser parte de los fines 
pacíficos, quedando prohibido el es¬ 
tablecimiento de cualquier tipo de 
instalaciones militares u objetos de ar¬ 
mas nucleares o de destrucdón en 
masa; los Estados serán responsables 
de los daños causados por el lanza¬ 
miento de cualquier objeto al espacio 
ultraterrestre; tendrá jurisdicción so¬ 
bre las personas que vayan en los ob¬ 
jetos por él lanzados, mientras se en¬ 
cuentren en el espado ultraterrestre 
o en los cuerpos celestes; con todo, 
los astronautas serán considerados 


como enviados de la humanidad y los 
Estados partes deberán prestarles 
toda la ayuda posible. 

Aunque no cabe duda de que las 
perspectivas futuras apuntan inde¬ 
fectiblemente a que el espacio ultrate¬ 
rrestre alcanzará relevancia de primer 
orden para las organizaciones y eco¬ 
nomías de todas las naciones, hoy día 
interesa, por lo que atañe a Colombia, 
en cuanto con el concepto de espacio 
ultraterrestre y, de consiguiente, de 
res communis , se quiera involucrar la 
órbita geoestadonaria. 

La órbita geoestacionaria 

Físicamente, la órbita geoestaciona- 
ria es una curva circular sobre el 
plano del ecuador, situada a una al¬ 
tura máxima de 35871 kilómetros de 


la Tierra, con una anchura de aproxi¬ 
madamente 150 km y un espesor de 
30 km en sentido norte-sur. Esta cir- 
cunstanda obliga a sustraerla del con¬ 
cepto de espado ultraterrestre, pues, 
al contrario de éste, los segmentos de 
la órbita son parte integrante del terri¬ 
torio de los Estados que la subyacen. 
Además, la soberanía se ejerce única¬ 
mente sobre las partes de la órbita 
situada sobre la masa continental de 
ios países, y no respecto de alta mar, 
donde sí puede considerarse como 
" patrimonio común de la humarada d' r . 
Los derechos de soberanía de Colom¬ 
bia se ejercen sólo respecto de los 609.5 
km de segmento que se encuentran 
sobre su territorio continental 

La órbita geoestacionaria pertenece 
al sistema de órbitas llamadas geo- 
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sincrónicas, lo que significa que su 
período de rotación es igual al de la 
Tierra, Se desplaza en una órbita dép- 
tica o inclinada respecto del ecuador, 
describiendo un círculo alrededor de 
un punto sobre él, cada 24 horas. Ello 
implica tener bajo observación una 
amplia zona de la Tierra, constitu¬ 
yendo esta posibilidad una gran ven¬ 
taja para la ubicación de satélites. 
Otro privilegio que posee es el de po¬ 
der mantener una comunicación 
constante entre las estaciones terres¬ 
tres con un solo satélite. Los satélites 
meteorológicos situados en esta ór¬ 
bita transmiten mayor información 
que los localizados en menor altitud. 
Igual ocurre con los satélites de obser¬ 
vación que pueden transmitir en 
forma permanente durante 24 horas, 
De allí el interés de Colombia sobre 
la misma. 

Sin embargo, estos beneficios no 
han servido del todo a los países que 
poseen derechos de soberanía sobre 
la órbita, por cuanto son en su mayo¬ 
ría subdesarrollados, con poca o nin¬ 
guna tecnología espacial o de comu¬ 
nicaciones, Por su parte, los países 
d esarrollados, sin con trap re s tación 
efectiva de ninguna especie, utilizan 
indiscriminadamente este espado, al 
punto de haberla saturado. En este 
sentido, el informe 26 de la Unión 
Internacional de Telecomunicadones 
y utilizadón del espado ultraterrestre 
con fines pacíficos, de 1987, ha esta¬ 
bleado que existen 450 posiciones or¬ 
bitales comprometidas, de las cuales 
270 están ocupadas con satélites acti¬ 
vos que no pertenecen a ningún país 
de la órbita. 

Esta situadón ha llevado a que Co¬ 
lombia, de consuno con otros países 
interesados, haya reclamado que so¬ 
bre este tema se establezca una legis- 
ladón que distinga claramente el fe¬ 
nómeno de esta órbita y el del espado 
ultraterrestre, junto con los mecanis¬ 
mos de control para la utilización de 
uno y otro. Desde la Declaración o 
Acta de Bogotá de 1976, suscrita ade¬ 
más por Congo, Ecuador, Indonesia, 
Kenya, Uganda, Zaire y Brasil, como 
observador, Colombia sostiene que la 
órbita geoestacionaria es un recurso 
natural sobre cuyo segmento los paí¬ 
ses ecuatoriales pueden ejercer sobe¬ 
ranía, no arbitraria, sino con políticas 
que presten un auténtico benefido a 
sus pueblos y la comunidad interna¬ 
cional en general En ella no se obje¬ 
taba el libre tránsito orbital y de las 
comunicaciones que requerían los sa¬ 
télites autorizados por la Convención 

Territorio de Colombia. 

90 


Internacional de Telecomunicacio¬ 
nes, cuando éstos transitasen su cíelo 
en vuelo geoestacional, fuera de su 
órbita geoestadonaria. Empero seña¬ 
laba que para situar artefactos en el 
segmento de la órbita geoestacionaria 
de un país, su funcionamiento y ubi¬ 
cación deberían sujetarse por la ley 
de dicho país, previa autorización. 

En 1984, Colombia, Ecuador, Indo¬ 
nesia y Kenya presentaron ante la 
Conferencia Mundial Orbital un do¬ 
cumento que trata de establecer un 
régimen jurídico que preserve la ór¬ 
bita geoestacionaria en beneficio de 
los países en desarrollo, teniendo es¬ 
pecialmente en cuenta los intereses o 
derechos preferendales de los países 
ecuatoriales. Este documento es simi¬ 
lar a la propuesta presentada por Co¬ 
lombia en 1977, en el sentido de reco¬ 
nocerle a la órbita un régimen análogo 
al que prevé la Convendón del Mar, 
de 1982, para la llamada zona econó¬ 
mica exclusiva. 

De su lado, las delegaciones que se 
oponen a las reivindicaciones de los 
países ecuatoriales arguyen que la ór¬ 
bita geoestacionaria está sujeta al tra¬ 
tado de 1967 sobre el espado ultrate¬ 
rrestre, en el sentido de ser patrimo¬ 
nio universal al que tienen acceso to¬ 
dos los países. Finalmente, la Confe¬ 
rencia Mundial Orbital, llevada a cabo 
en Ginebra en 1985, deddió declararse 
incompetente para pronundarse sobre 
las propuestas ecuatoriales con res¬ 
pecto a la soberanía o jurisdicción so¬ 
bre los segmentos de la órbita geoesta¬ 
cionaria suprayacente a sus territorios, 
dedsíón comunicada a la ONU para que 
establedera la competenda de la Sub¬ 
comisión del Espado Ultraterrestre, 
que no ha resuelto aún la controversia. 

En los últimos años, la posición de 
los países que ejercen efectivamente 
poderes sobre la órbita ha consentido 
en abogar por un régimen que garan¬ 
tice la utilización radona 1 y equitativa 
de la órbita geoestacionaria, de con¬ 
formidad con el derecho espacial vi¬ 
gente y las decisiones de la Unión In¬ 
ternacional de Telecomunicaciones, 
pero sin que con ello se desconozca 
el hecho de que la órbita forma parte 
del espacio ultraterrestre y que, por 
lo mismo, no puede ser objeto de rei¬ 
vindicaciones de soberanía. 

Por su parte, la Asamblea Nacional 
Constituyente, en ejercicio de su po¬ 
der, consagró en la Constitución co¬ 
lombiana de 1991 que la órbita geo¬ 
estacionaria forma parte del territorio 
patrio, y en este orden, aunque for¬ 
malmente, por tal ha de tenerse. 


E] espectro electromagnético 

El espectro electromagnético es el 
campo físico intangible que se en¬ 
cuentra en el espacio aéreo y a través 
del cual se transmiten las ondas de 
radio y televisión. Como tal, consti¬ 
tuye una propiedad del Estado, que 
debe ser administrada en concordan¬ 
cia con el reconocimiento de aquellos 
como servidos públicos y, a su vez, 
con los derechos de información y las 
libertades económicas que puedan en 
su evento involucrarse con el mismo. 

El artículo 75 de la Constitución de¬ 
terminó que el espectro electromag¬ 
nético es un bien público inajenable 
e imprescriptible, sujeto a la gestión 
y control del Estado, cuyo acceso y 
uso debe garantizar en igualdad de 
oportunidades, conforme a los térmi¬ 
nos que fije la ley. 
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El Estado liberal es el presupuesto 
histórico y jurídico del Estado demo¬ 
crático, y se caracteriza esencialmente 
por: el régimen representativo, el 
principio de legalidad, la garantía y 
protección de los derechos humanos y 
el principio de separación de poderes. 

El Estado liberal se ha desarrollado 
en dos regímenes políticos básicos, 
según el extremo en favor del cual se 
incline la balanza cuyo punto neutro 
es el equilibrio entre los poderes par¬ 
lamentario y presidencial. 

El régimen parlamentario presenta 
las siguientes características generales: 

a) Dualismo del poder ejecutivo. A 
la cabeza del poder ejecutivo se en¬ 
cuentran: un jefe de Estado, cargo ho¬ 
norífico, simbólico y sin poder polí¬ 
tico real; y un jefe de Gobierno, jefe 


del gabinete, que detenta en parte ei 
poder político y depende política¬ 
mente del parlamento, 

b) Colaboración de poderes. Existe 
entre los poderes una marcada inter¬ 
dependencia, que se manifiesta prin¬ 
cipalmente en la gran responsabili¬ 
dad política del gabinete respecto al 
parlamento (por medio de la censura, 
el parlamento puede obligar al gabi¬ 
nete a dimitir), contrarrestada por el 
derecho de disolución del parlamento 
por parte del gobierno. 

c) Preeminencia política del órgano 
parlamentario, fundamentada en su 
elección mediante sufragio universal. 

El régimen presidencial tiene su 
forma "clásica" en el de Estados Uni¬ 
dos, y se diferencia del anterior por 
lo siguiente: 


a) En el presidente se reúnen las 
fundones de jefe de Estado y jefe de 
Gobierno. Nombra y remueve libre¬ 
mente a los ministros, que son sólo 
sus consejeros y colaboradores, pero 
que no integran un cuerpo de deci¬ 
sión de las características del gabinete 
del sistema parlamentario. 

b) Existe un régimen más estricto 
de separación de poderes, con contro¬ 
les, pero sin interdependencia. 

c) Supremacía del presidente—que 
es elegido popularmente— sobre el 
Congreso, amplificada en gran pro¬ 
porción cuando el Estado se convierte 
en intervencionista. 

Se ha acuñado el vocablo "presi¬ 
dencialismo" para significar el régi¬ 
men político inspirado en el de Esta¬ 
dos Unidos y aplicado con algunas 
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variaciones —para unos "deforma¬ 
ciones", para otros simplemente re- 
saltado del proceso de adaptación de 
instituciones políticas ajenas en socie¬ 
dades económicamente sub de sarro- 
liadas— en Estados del Tercer Mun¬ 
do, generalmente de América Latina. 
Diversos autores ponen de presente 
la tendencia universal hacia el acre¬ 
centamiento de las atribuciones gu¬ 
bernamentales, generado por múlti¬ 
ples factores, por ejemplo, la magni¬ 
tud del Estado, el aumento de la po¬ 
blación (gobernados) y sus conse¬ 
cuencias en la psicología social, la 
personificación del poder (las institu¬ 
ciones opacadas por la imagen del 
hombre que las representa temporal¬ 
mente), y otros. Sin embargo, la ma¬ 
yoría de los autores, sobre todo euro¬ 
peos, identifican el presidencialismo 
con la dictadura, el militarismo y la 
inexistencia de garantías y libertades 
o, cuando menos, ven estos elemen¬ 
tos como ingredientes necesarios de 
este régimen político. 

El presidencialismo se ha caracteri¬ 
zado por la excesiva relevancia de la 
figura del presidente, por el debilita¬ 
miento de los poderes del Congreso 
y por el consecuente fortalecimiento 
del órgano ejecutivo del poder públi¬ 
co, fenómeno descrito con el término 
médico "hipertrofia" (desarrollo exa¬ 
gerado de los elementos anatómicos 
de un órgano, sin alteración de la es¬ 
tructura de los mismos, que da por 
resultado un aumento de peso y volu¬ 
men del órgano, con la consiguiente 
perturbación funcional). 

Aquí emplearemos el término pre¬ 
sidencialismo dentro del marco de un 
régimen constitucional y describire¬ 
mos su evolución en Colombia bási¬ 
camente desde una perspectiva jurí¬ 
dica, atendiendo a sus múltiples 
matices. 


Evolución constitucional 

DE LOS REGÍMENES POLÍTICOS 
HASTA 1886 

El siglo xix fue para Colombia, y en 
general para América Latina, el siglo 
de las grandes y difíciles decisiones 
desde el punto de vista constitucio¬ 
nal. La sociedad, ya libre de ataduras, 
debía articular una Constitución pro¬ 
pia, definiendo las características 
esenciales del nuevo Estado, especial¬ 
mente en ciertos aspectos críticos, 
como el carácter laico o confesional, 
el federalismo o el centralismo, y la 
separación de poderes. 
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Curta autógrafa de Camilo Torres , presidente 
del Congreso de la Nueva Granada , al príncipe 
regente de Gran Bretaña (el futuro jorge IV) 
solicitando aftoyo para la independencia. 

Tanja? abril 9 de 1874. Archivo Cancillería. 


Tres fuentes principales contribu¬ 
yeron a moldear las nuevas institucio¬ 
nes: de España se había heredado la 
cultura del confesionalísmo y el auto¬ 
ritarismo, que se manifestó en la orga¬ 
nización de un Estado confesional y 
en la inclinación de algunos sectores 
hacia la instauración de una monar¬ 
quía; de Estados Unidos se tomó el 
régimen presidencial, y de Francia la 
Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano, que inspiró 
la forma jurídica de separación de ios 
poderes. 

En cuanto a la institución presiden¬ 
cial, surgieron dos sectores: por una 
parte, quienes proponían un amplio 
sistema de libertades y garantías, ase¬ 
gurado con una efectiva separación 
de poderes y un sistema de control 
al Ejecutivo; y por otra, quienes acos¬ 
tumbrados a la monarquía española 


y siguiendo la estructura militar de 
los ejércitos libertadores, se indina¬ 
ban hacia un presidente fuerte —ojalá 
vitalicio— y un sistema de libertades 
restringido. 

El fantasma de la reconquista in¬ 
fluyó bastante en la adopción inicial 
de un Estado unitario y un cúmulo 
de facultades —ordinarias y extra¬ 
ordinarias— al Ejecutivo, que desequi¬ 
libró a su favor la balanza del poder. 
Como antecedente de la Constitución 
de 1821, el Congreso de Angostura 
dictó en febrero 26 de 1819 un regla¬ 
mento sobre el gobierno del Estado 
que, motivado por la necesidad de 
conferir al jefe de las operaciones mili¬ 
tares una «autoridad y facultades extra¬ 
ordinarias », otorgó efectivamente al 
presidente de la República autoridad 
«absoluta e ilimitada en la provincia 
o provincias que fueron teatro de sus 
operaciones». 

Constitución de 1821 

El 17 de diciembre de 1819 se firmó 
la ley fundamental de la República de 
Colombia, que sirvió de base para la 
de la unión de los pueblos de Colom¬ 
bia (julio 12 de 1821), y que a su vez 
dio origen a la Constitución de la Re¬ 
pública de Colombia. El Congreso 
General, en el mensaje mediante el 
cual presentó la Carta a los colombia¬ 
nos (30 de agosto de 1821), manifes¬ 
taba su inspiración francesa y su incli¬ 
nación presidencialísta: «En ella en¬ 
contraréis que sobre la base de unión 
de pueblos que antes formaron dife¬ 
rentes Estados, se ha levantado el edi¬ 
ficio firme y sólido de una nación 
cuyo gobierno es popular, represen¬ 
tativo, y cuyos poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial, exactamente divi¬ 
didos, tienen sus atribuciones marca¬ 
das y definidas, formando, sin em¬ 
bargo, un todo de tal suerte combi¬ 
nado y armonioso, que por él resultan 
protegidas vuestra seguridad, liber¬ 
tad, propiedad e igualdad ante la ley. 
El poder ejecutivo en una sola perso¬ 
na, a quien toca velar por la tranqui¬ 
lidad interior y seguridad exterior de 
la República, tiene todas las faculta¬ 
des necesarias para el desempeño de 
su elevado encargo es como un 
Sol cuyo calor benéfico, extendido por 
todo el territorio de la República, con¬ 
tribuye a sembrar las preciosas semillas 
de nuestra felicidad y prosperidad». 

La Constitución de 1821 dividía ei 
poder supremo en legislativo, ejecu¬ 
tivo y judicial (artículo 10) y establecía 
el sufragio restringido e indirecto: en 
las asambleas parroquiales se votaba 
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por el elector del cantón, la elección 
doraba ocho días, al cabo de los cua¬ 
les las asambleas debían ser inmedia¬ 
tamente disueltas, so pena de consti¬ 
tuir atentado contra la seguridad pú¬ 
blica (artículo 25). Los electores nom¬ 
brados por el cantón conformaban la 
asamblea electoral, que se reunía 
cada cuatro años y elegía al presi¬ 
dente y al vicepresidente de la Repú¬ 
blica, con el voto de las dos terceras 
partes de los electores; si ninguno 
reunía esta mayoría, el Congreso ele¬ 
gía entre los tres candidatos con más 
sufragios a su favor, pero si en este 
evento ninguno alcanzaba a obtener 
las dos terceras partes de votos, el 
Congreso contraía la votación a los 
dos candidatos con mayor número 
de votos. 

Debe destacarse el hecho de que en 
esta Constitución aparece el antece¬ 
dente de la institución de las faculta¬ 
des extraordinarias, que ha sido una 
de las principales fuentes del fortale¬ 
cimiento del Ejecutivo. El artículo 55 
dice; «Son atribuciones exclusiva¬ 
mente propias del Congreso: 25) Con¬ 
ceder durante la presente guerra de 
independencia al poder ejecutivo 
aquellas facultades extraordinarias 
que se juzguen indispensables en los 
lugares que inmediatamente están 
sirviendo de teatro a las operaciones 
militares, y en los recién liberados 
del enemigo; pero detallando en 
cuanto sea posible y circunscribien¬ 
do el tiempo que sólo será el muy 
necesario». 

El presidente era elegido para un 
periodo de cuatro años, responsable 
por su conducta manifiestamente 
contraria al bien de la República, y 
reemplazado por el vicepresidente en 
faltas temporales y en caso de muerte, 
destitución o renuncia. Podía nombrar 
toda dase de ministros y agentes diplo¬ 
máticos, pero con previo acuerdo y 
consentimiento del Senado* 

La Constitución de 1821 consa¬ 
graba otras dos instituciones que con 
el tiempo servirían de fundamento al 
presidencialismo: la facultad presi¬ 
dencial para expedir órdenes de 
arresto cuando la seguridad de la Re¬ 
pública lo exigía (artículo 126); y el 
germen del estado de sitio, redactado 
en el artículo 128: «En los casos de 
conmoción interior a mano armada 
que amenace la seguridad de la Re¬ 
pública, y en los de invasión exterior 
repentina, puede [el presidente], con 
previo acuerdo y consentimiento del 
Congreso, dictar todas aquellas medi¬ 
das extraordinarias que sean indis- 



Antonio Nariño en el Congreso de Cúcuta {'¡821). 
Casa Museo 20 de Julio , Bogotá. 


pensables y que no estén comprendi¬ 
das en la esfera natural de sus atribu¬ 
ciones. Si el Congreso no estuviere 
reunido tendrá la misma facultad por 
sí solo; pero le convocará sin la menor 
demora, para proceder conforme a 
sus acuerdos* Esta extraordinaria au¬ 
torización será limitada únicamente a 
los lugares y tiempo indispensable¬ 
mente necesarios». Esta atribución 
creció inmediatamente, pues, por de¬ 
creto de mayo 12 de 1824, se amplió 
su posibilidad de uso al evento en 
que existiesen datos fundados de que 
la invasión exterior estuviera próxima 
a verificarse* 

El mando político de cada departa^ 
mentó se confiaba a un intendente, 
«agente natural e inmediato» del pre¬ 
sidente; y en cada provincia existía 
un gobernador subordinado al inten¬ 
dente, pero nombrado por el presi¬ 
dente. 

Es conveniente resaltar el pensa¬ 
miento de Simón Bolívar en tomo al 
presidencialismo, pues sus ideas, que 
aún se estudian y discuten profusa¬ 
mente, tenían gran eco en la socie¬ 
dad, donde quienes no lo odiaban a 
muerte, lo veneraban como héroe li¬ 
bertador. En el mensaje con que pre¬ 
sentó su proyecto de Constitución al 
congreso constituyente de Bol i vía, se 
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lee: «El presidente de la República 
viene a ser en nuestra Constitución 
como el sol, que firme en su centro 
da vida al universo. Esta suprema au¬ 
toridad debe ser perpetua; porque en 
los sistemas sin jerarquías se necesita, 
más que en otros, un punto fijo alre¬ 
dedor del cual giren los magistrados 
y los ciudadanos, los hombres y las 
cosas* Dadme un punto fijo, decía un 
antiguo filósofo, y moveré el mundo. 
Para Bolivia ese punto es el presi¬ 
dente vitalicio. En él estriba todo 
nuestro orden, sin tener por esto ac¬ 
ción* Le han cortado la cabeza para 
que nadie tema sus intenciones y le 
han ligado las manos para que a nadie 
dañe». 

Bolívar señala a la Haití de Alejan¬ 
dro Pétíon como «prueba triunfante 
de que un presidente vitalicio, con 
derecho para elegir el sucesor, es la 
inspiración más sublime en el orden 
republicano* El presidente de la Re¬ 
pública nombra al vicepresidente 
para que administre el Estado y le su¬ 
ceda en el mando. Por esta providen¬ 
cia se evitan las elecciones, que pro¬ 
ducen el grande azote de las repúbli¬ 
cas, la anarquía, que es el lujo de la 
tiranía, y el peligro más inmediato y 
más terrible de los gobiernos popula¬ 
res* Siendo la herencia la que perpe- 
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túa el régimen monárquico y lo hace 
casi general en el mundo. ¡Cuánto 
más útil no es el método que acabo 
de proponer para la sucesión del vice¬ 
presidente! [.,♦] Sí, legisladores, la 
monarquía que gobierna la tierra, ha 
obtenido sus títulos de aprobación de 
la herencia que la hace estable, y la 
unidad que la hace fuerte [...] este 
príncipe [...] manda al género huma¬ 
no, porque conserva el orden en las 
cosas y la subordinación entre los ciu¬ 
dadanos, con un poder firme y una 
acción constante. Considerad, legis¬ 
ladores, que estas gTandes ventajas 
se reúnen en el presidente vitalicio y 
el vicepresidente hereditario». 

El 27 de agosto de 1828 se expidió 
el decreto orgánico de la dictadura. 
Mediante él, Bolívar suprimió la vice- 
presidencia, cargo que estaba siendo 
ejercido por el general Francisco de 
Paula Santander, y adjudicó al «Liber¬ 
tador Presidente» funciones como la 
de nombrar y remover a conveniencia 
todos los empleos de la República; ex¬ 
pedir decretos y reglamentos de cual¬ 
quier naturaleza y, por medio de 
ellos, alterar, reformar o derogar las 
leyes establecidas; y ejercer el «poder 
natural como jefe de la administra¬ 
ción de la República en todos sus ra¬ 
mos y como encargado del poder su¬ 
premo del Estado». Aludiendo a este 
decreto, que tendría el alcance de ley 
constitucional del Estado hasta 1830, 
Bolívar expresó: «Bajo la dictadura 
¿quién puede hablar de libertad? 
Compadezcámonos mutuamente del 


pueblo que obedece y del hombre que 
manda solo». 

Luego de la conspiración septem¬ 
brina, mediante otro decreto, el Liber¬ 
tador agudizó sus poderes dictatoria¬ 
les, En 1830 el llamado Congreso Ad¬ 
mirable aceptó la renuncia que en 
forma irrevocable presentó Bolívar, y 
elaboró una nueva Constitución que 
habría de tener una efímera existen¬ 
cia, pues mientras se redactaba el 
texto constitucional para preservar la 
unión, las tendencias de separación 
estaban ya bien definidas. 

Constitución de 1830 

En la Constitución de 1830 se radicó 
la soberanía en la nación, emanando 
de ella «los poderes políticos», y se 
dijo expresa y enfáticamente que no 
habría empleos, honores, ni distin¬ 
ciones hereditarias. 

En cuanto al sistema electoral, per¬ 
manecieron en esencia las normas de 
1821, pero ahora el presidente sería 
electo para un período de ocho años, 
y se estableció como atribución presi¬ 
dencial la facultad de «nombrar a pro¬ 
puesta en tema del Senado, a los ma¬ 
gistrados de la Alta Corte de Justicia 
y a los arzobispos y obispos» (nume¬ 
ral 8, artículo 85). Se prohibió al jefe 
del Ejecutivo mandar en persona las 
fuerzas de mar y tierra sin expreso 
consentimiento del Congreso; se pre¬ 
vio un régimen de responsabilidad de 
los funcionarios públicos, enfati¬ 
zando la de los ministros que respon¬ 
derían aun existiendo orden verbal o 
escrita del jefe del Ejecutivo; el Con¬ 
greso resolvería las dudas sobre el al¬ 
cance de las normas constitucionales, 
pero la iniciativa legislativa para este 
efecto le estaba expresamente vedada 
al presidente; y se plasmó en el texto 
del artículo 164 un deseo en forma de 
limitación al poder constituyente: «El 
poder que tiene el Congreso para re¬ 
formar la Constitución no se extiende 
a la forma de gobierno, que será siem¬ 
pre republicano, popular, representa¬ 
tivo, alternativo y responsable». 

Constitución de 1832 

El 20 de octubre de 1831 se instaló la 
convención constituyente de la 
Nueva Granada. En marzo del año 
siguiente sería sancionada una nueva 
Constitución, en cuya presentación 
oficial se mencionaban algunas desús 
características fundamentales: sepa¬ 
ración de poderes, responsabilidad 
de los funcionarios públicos, libertad 
de prensa, deber del Estado de prote¬ 
ger «la santa religión católica, apos¬ 


tólica y romana», y un elemento im¬ 
portante de descentralización, esta¬ 
bleciendo en cada provincia «una cá¬ 
mara que cuide de sus propios intere¬ 
ses, que supervigile sus estableci¬ 
mientos, que fomente su industria, 
que difunda la ilustración y que tenga 
la intervención conveniente en el 
nombramiento de sus empleados y 
los de la Nueva Granada entera. En 
adelante ya el centralismo no será 
obstáculo de la felicidad de los pue¬ 
blos, y ia prosperidad de cada uno de 
ellos estará en manos de sus inmedia¬ 
tos mandatarios, ¿Y cómo habrían 
vuestros representantes de haber ol¬ 
vidado que la confusión y ia mezcla 
de los poderes del gobierno fue la 
esencia de la devastadora dictadura 
y el blanco a que se dirigió la más 
cruel y sangrienta de las usurpacio¬ 
nes?» 

El "poder supremo" se dividía en 
legislativo, ejecutivo y judicial, «y nin¬ 
guno de ellos ejercerá atribuciones que 
conforme a esta Constitución corres¬ 
ponden a otros, debiendo mantenerse 
cada uno dentro de sus límites res¬ 
pectivos» (artículo 13). Esta separación 
estaba complementada con la prohibi¬ 
ción a los funcionarios y corporaciones 
de ejercer función o autoridad que 
no les estuviese expresamente dele¬ 
gada por la Constitución o la ley (ar¬ 
tículo 179). 

Se establecía un gobierno respon¬ 
sable {artículo 12), en el cual ios fun¬ 
cionarios públicos responderían por 
su conducta en el ejercicio de sus fun¬ 
ciones (artículos 3 y 178), y el presi¬ 
dente, en casos de infracción a la 
Constitución y las leyes (artículo 110). 


Alejandro Pétion. 
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El Congreso se reuniría anualmente 
por sesenta días, prorroga bles hasta 
noventa (artículo 40), y entre sus fun¬ 
dones merecen destacarse la de de¬ 
cretar los gastos públicos (artículo 74, 
numeral 1), establecer presupuestos, 
derechos y contribudones (numeral 
2), y crear empleos públicos (numeral 
8). Como medida preventiva, se prohi¬ 
bía al Congreso delegar «las atribucio¬ 
nes que tiene por esta Constitudón», 
salvo en los casos expresamente pre¬ 
vistos en ella (artículo 76), 

El presidente sería electo para un 
período de cuatro años y se le otor¬ 
gaba la facultad de nombrar y remo¬ 
ver libremente a los secretarios del 
despacho, pero se le prohibía, en el 
artículo 107: «1) Expulsar del territo¬ 
rio a ningún granadino, privarle de 
su libertad, ni imponerle pena algu¬ 
na, 2) Detener el curso de los procedi¬ 
mientos judiciales. 3) Impedir que se 
hagan las elecciones prevenidas por 
esta Constitudón, ni que los elegidos 
desempeñen sus cargos. 4) Disolver 
las cámaras, ni suspender sus sesio¬ 
nes. 5) Salir del territorio de la Repú¬ 
blica, mientras ejerce el poder ejecu¬ 
tivo, ni un año después. 6) Ejercer el 
poder ejecutivo cuando se ausente de 
la capital para cualquiera otra parte 
de la República», 

En el artículo 108 se previo un ré¬ 
gimen de facultades extraordinarias 
para casos de grave peligro por causa 
de conmoción interior o de ataque ex¬ 
terior. En estos eventos, el Ejecutivo 
habría de recurrir ai Congreso —y en 
su receso al Consejo de Estado— con 
el fin de que le concediera en todo o 
en parte facultades: «1) Para llamar al 
servido aquella parte de la guardia 
nacional que considere necesaria. 
2) Para negociar la anticipación que se 
juzgue indispensable de las contribu¬ 
ciones y rendimientos de las rentas 
nacionales, con el correspondiente 
descuento, o para negociar o exigir 
por vía de empréstito una suma sufi¬ 
ciente, siempre que no puedan cu¬ 
brirse los gastos con las rentas ordina¬ 
rias, designando los fondos de dónde 
y el término dentro del cual deba ve¬ 
rificarse el pago. 3) Para que siendo 
informado de que se trama contra la 
tranquilidad o la seguridad de la Re¬ 
pública, pueda expedir órdenes de 
comparecencia o arresto contra los in¬ 
diciados de este crimen, interrogarlos 
o hacerlos interrogar, debiendo po¬ 
nerlos dentro de setenta y dos horas 
a disposición del juez competente, a 
quien pasará los documentos que 
dieron lugar al arresto, junto con las 
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diligencias que se hayan practicado. 
4) Para conceder amnistías o indul¬ 
tos generales o particulares». 

Estas facultades estaban limitadas 
en cuanto al tiempo y a su objeto, 
enfatizando que su único fin era res¬ 
tablecer la tranquilidad y seguridad. 
El Ejecutivo debía dar cuenta al Con¬ 
greso acerca de la utilización de las 
facultades en su próxima reunión. El 
andamiaje de limitaciones y controles 
se complementó con una norma espe¬ 
cífica de responsabilidad del presi¬ 
dente, en caso de abuso de dichas 
facultades (artículo 110). 

Dentro de las principales funciones 
de las cámaras provinciales estaban: 
proponer al Consejo de Estado y la 
Corte Suprema de Justicia ternas para 
el nombramiento de los magistrados 
del respectivo tribunal; proponer al 
Ejecutivo lista de seis individuos para 
que entre ellos tome al que haya de 
ser nombrado gobernador; fijar anual¬ 
mente el presupuesto de gastos que 
demande el servido económico de la 
provinda y promover su adelanta¬ 
miento y prosperidad (artículo 106). 

El partido conservador (ministerial) 
emprendió la reforma de la Constitu¬ 
ción de 1832 con dos claros objetivos: 
disminuir las atríbudones del Con¬ 
greso y aumentar proporcionalmente 
el poder del Ejecutivo. El secretario 
del Interior y Relaciones Exteriores, 
Mariano Ospina, en la memoria diri¬ 
gida al Congreso, expresó: «Uno de 
los defectos de más trascendencia que 
se han notado en la Constitución vi¬ 
gente [la de 1832] es que calculada 


para un Estado en perfecta paz, lle¬ 
gado el caso de una invasión o de una 
sublevación es ineficaz, y el poder 
público que ella establece impotente 
para proveer a las necesidades ex¬ 
traordinarias y urgentes de aquella si¬ 
tuación. Esta opinión, que era bas¬ 
tante común antes de que la experien- 
da hubiese puesto a prueba esta Cons¬ 
titudón, se ha generalizado después 
de esto: la nación ha visto al gobierno 
en la pasada crisis en la imposibilidad 
de defenderse, resignado a perecer 
abrazado de la Constitución misma 
que no le daba medios de defensa». 


Constitución de 1843 

La Constitución de 1843 ha sido til¬ 
dada de '"monárquica" por algunos 
sectores. La Carta establecía: reunión 
ordinaria del Congreso cada año por 
sesenta días y posibilidad de sesiones 
extraordinarias por convocatoria del 
presidente, limitando su competencia 
en estas últimas a los negocios que 
sometiera a su consideración el Ejecu¬ 
tivo; un excesivo poder de veto legis¬ 
lativo para el presidente, de confor¬ 
midad con el cual si el Ejecutivo obje¬ 
taba un proyecto de ley y el Congreso 
encontraba infundadas las objeciones 
«quedará pendiente el curso del pro¬ 
yecto hasta la próxima reunión del 
Congreso» (artículo 75); el presidente 
(primer jefe de la nación) sería elegido 
en la misma reunión de las asambleas 
electorales en que se llevaran a cabo 
las elecciones de senadores y repre¬ 
sentantes, para un periodo de cuatro 
años; en cuanto a las atribuciones del 
presidente, en forma aparentemente 
sencilla, la Constitución preveía: 
«Mantener el orden y tranquilidad in¬ 
terior de la República, repeler todo 
ataque o agresión exterior y reprimir 
cualquier perturbación del orden pú¬ 
blico en el interior» (artículo 101). 
Además, se le otorgaban otras atribu¬ 
ciones exclusivas como: 

-Nombrar y remover libremente a 
los secretarios de Estado, a los minis¬ 
tros plenipotenciarios, cónsules y 
cualesquiera otros agentes diplomá¬ 
ticos o comerciales, y a los gobernado¬ 
res de las provincias (artículo 102, nu¬ 
meral 4). 

-Nombrar, con previo consenti¬ 
miento del Senado, a los generales y 
jefes del Ejército y Marina, desde te¬ 
niente coronel, inclusive, hasta el más 
alto empleo (numeral 5), 

-Nombrar a los demás jefes y oficia¬ 
les del Ejército y Marina (numeral ó). 

-Proveer cualesquiera empleos 
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cuya provisión no reserve la ley a otra 
autoridad (numeral 7 ). 

-Conmutar la pena de muerte por 
otra grave, cuando haya suficiente 
motivo de conveniencia pública para 
la conmutación. 

Finalmente, se le otorgaba al presi¬ 
dente la facultad de conceder amnis¬ 
tías o indultos generales o particula¬ 
res (artículo 103). 

Constitución de 1853 

El 7 de marzo de 1853 el presidente 
de la República, José Hilario López, 
sancionó un acto legislativo que adi¬ 
cionaba y reformaba la Constitución, 
y facilitaba el camino para confeccio¬ 
nar una nueva Carta Política, en vista 
de que la «sancionada el 20 de abril 
de 1843 no satisface cumplidamente 
los deseos ni las necesidades de la 
nación». 

Característica fundamental de la 
Constitución de 1853 fue la amplia 
gama de derechos y libertades: liber¬ 
tad individual, seguridad personal, 
debido proceso, inviolabilidad de la 
propiedad, libertad de industria y tra¬ 
bajo, libertad de culto, Tespeto del do¬ 
micilio, la correspondencia privada y 
papeles particulares, libertad de pen¬ 
samiento, «entendiéndose que por la 
imprenta es sin limitación alguna», 
derecho de reunión, libertad de cáte¬ 
dra, igualdad, juicio por jurados. Todo 
bajo un principio tutelar: «No hay ni 
habrá esclavos en la Nueva Granada» 
(artículo ó). 

La ciudadanía se amplió a los varo¬ 
nes granadinos que sean o hayan sido 
casados, o que sean mayores de vein¬ 
tiún años (artículo 3); y el carácter de- 
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mocrático de la República se manb 
festó en el derecho de los ciudada¬ 
nos a votar directamente, mediante 
voto secreto, para elegir: presidente, 
vicepresidente, magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia, procurador 
general de ía nación, gobernadores 
de provincia, senadores y represen¬ 
tantes. 

En el artículo 10 se sentaban las 
bases de la organización centro-fede¬ 
ral: «La República de la Nueva Gra¬ 
nada establece para su régimen y ad¬ 
ministración general un gobierno po¬ 
pular, representativo, alternativo y 
responsable. Reserva a las provincias, 
o secciones territoriales, el poder mu¬ 
nicipal en toda su amplitud», y se 
enumeraban en forma taxativa las 
funciones del gobierno general. Esta 
norma se complementó dotando a 
cada provincia de «poder constitucio¬ 
nal bastante para disponer lo que juz¬ 
gue conveniente a su organización, 
régimen y administración interior» 
(artículo 48). 

En 1855 se expidió un acto adicional 
de la Constitución que, además de 
crear el Estado en Panamá, abrió 
la posibilidad de que en el futuro, 
mediante ley, se crearan nuevos esta¬ 
dos, y otorgó a este tipo de leyes 
fuerza de acto reformatorio de la 
Constitución. 

Constitución de 1858 

En 1858 existían los estados de Pana¬ 
má, Antioquia, Santander, Cauca, 
Cundinamarca, Boy acá, Bolívar y 
Magdalena. El 10 de febrero de ese 
año se expidió el acto legislativo nú¬ 


mero uno, que convirtió en "flexible" 
la Constitución, pues en adelante se 
podría adicionar o reformar de la 
misma manera que se adiciona o re¬ 
forma una simple ley. 

El 22 de mayo se sancionó la Cons¬ 
titución Política de la Confederación 
Granadina, conformada por los ocho 
estados señalados. La Carta atribuía 
algunas específicas y taxativas facul¬ 
tades a los poderes de la Confedera¬ 
ción, y todos los restantes serían de 
competencia de los estados. El go¬ 
bierno de los estados debería ser po¬ 
pular, representativo, alternativo y 
responsable (artículo 9); sin embargo, 
no podría intervenir en asuntos reli¬ 
giosos, celebrar tratados con poten¬ 
cias extranjeras, autorizar la esclavi¬ 
tud, impedir el comercio de armas y 
municiones, ni imponer contribucio¬ 
nes sobre el comercio exterior. 

El Congreso se podría reunir en 
forma extraordinaria, ya no sólo por 
convocatoria del poder ejecutivo, 
sino por acuerdo de ambas cámaras 
(artículo 19). El presidente de la Con¬ 
federación sería elegido para un pe¬ 
riodo de cuatro años, eventualmente 
reemplazado en caso de falta absoluta 
o temporal por uno de los tres desig¬ 
nados, elegidos por el Congreso, y 
su función principal se reducía a velar 
por la conservación del orden gene¬ 
ral, con facultad de emplear la fuerza 
de la Confederación en los estados en 
casos de perturbación. 

Las Constituciones de 1853 y 1858 
sirvieron para trazar el camino jurí- 
dico-político que desembocaría en la 
Constitución Federal de Rionegro, 
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Constitución de 1863 

El 8 de mayo de 1863 la convención 
nacional, en nombre y por autoriza¬ 
ción del pueblo —ya no invocando a 
Dios—, decretó la Constitución de los 
Estados Unidos de Colombia. La base 
esencial de la Unión consistía en el 
reconocimiento y garantía, por parte 
del gobierno general y de los gobier¬ 
nos de los estados, de los derechos 
individuales (artículo 15) que se enu¬ 
meraban en forma extensa, tanto 
cuantitativa como cualitativamente, 
por ejemplo, la «libertad absoluta de 
imprenta y de circulación de impre¬ 
sos» y la «libertad de expresar sus 
pensamientos de palabra o por escrito 
sin limitación alguna». 

Las garantías individuales estaban 
específicamente protegidas por una 
norma constitucional, que consa¬ 
graba la responsabilidad extracon¬ 
tractual del estado en los siguientes 
términos: «Las indemnizaciones que 
tenga que acordar la Unión por actos 
víolatorios de las garantías individua¬ 
les reconocidas en el artículo 15, eje¬ 
cutados por funcionarios delosesta- 
dos, se imputarán al Estado respecti¬ 
vo, quien quedará responsable al te¬ 
soro federal por el importe pecuniario 
de la indemnización acordada». 

La regla de distribución de compe¬ 
tencias entre el gobierno general y el 
de los estados se expresó en una fór¬ 
mula según la cual todos los asuntos 
son de competencia exclusiva de los 
estados, salvo los que deleguen en 
forma expresa, especial y clara al go¬ 
bierno general. Igualmente, se previo 
un mecanismo de salvaguarda de ta¬ 
les garantías, contra actos del Con¬ 
greso Nacional o del poder ejecutivo 
de los Estados Unidos que atentaran 
contra ellas, actos que podrían 
ser anulados por el voto m ay orita rio 
de las legislaturas de los estados 
(artículo 25). 

El gobierno general se estableció 
como republicano, federal, electivo, 
alternativo y responsable, «dividién¬ 
dose para su ejercido en poder legis¬ 
lativo, poder ejecutivo y poder judi¬ 
cial» (artículo 36). La Cámara de Re¬ 
presentantes —que representaba al 
pueblo colombiano— y el Senado de 
plenipotenciarios —que representaba 
a los estados— se reunirían ordinaria¬ 
mente cada año, y podrían reunirse 
extraordinariamente por acuerdo de 
ambas cámaras o por convocatoria del 
Ejecutivo (artículos 38, 39, 41 y 42), 
Al Senado correspondía la atribución 
de aprobar el nombramiento de los 
secretarios de Estado, hecho por el 
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poder ejecutivo; la de aprobar el nom¬ 
bramiento de los empleados superio¬ 
res de los diferentes departamentos 
administrativos, el de los agentes di¬ 
plomáticos y jefes militares; también 
le correspondía aprobar las instruc¬ 
ciones del Ejecutivo a los agentes di¬ 
plomáticos para celebrar tratados pú¬ 
blicos, y decidir sobre la nulidad o 
validez de los actos legislativos de las 
asambleas de los estados que se de¬ 
nunciaran como contrarios a la Cons¬ 
titución de la República (estos actos 
podían ser suspendidos por la Corte 
Suprema, conforme establecía el ar¬ 
tículo 72). Las cámaras estaban dotadas 
de autonomía en cuanto a sus regla¬ 
mentos, creación de empleos, y poli¬ 
cía interior del edificio de las sesiones 
(artículo 62). 

El período del presidente de la 
Unión era de dos años, sin posibili¬ 
dad de reelección inmediata, y en sus 
faltas asumiría alguno de los tres de¬ 
signados elegidos por el Congreso. El 
sistema de elección del presidente se 
hacía «por el voto de los estados, te¬ 
niendo cada estado un voto, que será 
el de la mayoría relativa de sus res¬ 
pectivos electores, según su legisla¬ 
ción. El Congreso declarará elegido 
presidente al ciudadano que obtenga 
la mayoría absoluta de los votos de 
los estados. En caso de que ninguno 
tenga dicha mayoría, el Congreso ele¬ 
girá entre ios que reúnan mayor nú¬ 
mero de votos» (artículo 75). Las fa¬ 
cultades del presidente se veían redu¬ 


cidas por el federalismo y la acción 
del Congreso y, básicamente, se enca¬ 
minaban a Las relaciones exteriores. 

Constitución de 1886 

El 11 de noviembre de 1885 se instaló 
en Bogotá el Consejo Nacional de De¬ 
legatarios, compuesto por 18 miem¬ 
bros (conservadores e independien¬ 
tes). El presidente Rafael Núñez diri¬ 
gió ese día al Consejo un discurso 
que serviría de marco ídeoJógico-doc- 
trinal para los constituyentes: 

«El curso de los acontecimientos ha 
destruido el régimen constitucional, 
productor de permanente discordia, 
en que hemos agonizado, más que 
vivido, durante un cuarto de siglo; y 
la opinión del país con lenguaje cla¬ 
moroso, inequívoco, reclama el esta¬ 
blecimiento de una estructura política 
y administrativa enteramente distinta 
de la que, manteniendo a la nación 
en crónico desorden, ha casi agotado 
sus naturales fuerzas en depararle in¬ 
seguridad y descrédito, 

«No siendo oportuna la convocato¬ 
ria de una convención en el estado 
en que se encuentran los ánimos y 
bajo la influencia de instituciones y 
costumbres electorales profunda¬ 
mente viciosas, juzgó el gobierno in¬ 
dispensable volver al origen histórico 
de la última Constitución, que fue el 
pacto celebrado el 20 de septiembre 
de 1861 por plenipotenciarios de los 
gobiernos de los estados; y ha llegado 
el momento de celebrar otro pacto 
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constitucional, que, una vez apro¬ 
bado por el voto expreso de los pue¬ 
blos, en forma adecuada y verídica, 
pondrá clausura final a la era calami¬ 
tosa que la conciencia nacional, inspi¬ 
rada en saludable terror, tiene conde¬ 
nada irrevocablemente. 

«Esa nueva Constitución, para que 
satisfaga la expectativa general, debe 
en absoluto prescindir de la índole y 
tendencias características de la que ha 
desaparecido dejando tras sí prolon¬ 
gada estela de desgracias. El particu¬ 
larismo enervante debe ser reempla¬ 
zado por la vigorosa generalidad. Los 
códigos que funden y definen el dere¬ 
cho deben ser nacionales; y lo mismo 
la administración pública encargada 
de hacerlos efectivos. En lugar de un 
sufragio vertiginoso y fraudulento, 
deberá establecerse la elección refle¬ 
xiva y auténtica; y llamándose, en fin, 
en auxilio de la cultura social los sen¬ 
timientos religiosos, el sistema de 
educación deberá tener por principio 
primero la divina enseñanza cristiana 
por ser ella el alma mater de la civiliza¬ 
ción del mundo [...] Las Repúblicas 
deben ser autoritarias, so pena de in¬ 
cidir en permanente desorden y ani¬ 
quilarse en vez de progresar. La ga¬ 
rantía para los ciudadanos no estriba 
en reducir a la inutilidad a sus manda¬ 
tarios, sino en elegirlos ellos mismos, 
y en hacer su elección honradamente 
I-] La reforma política, comúnmente 
llamada Regeneración fundamental, 
no será, pues, copia de instituciones 
extrañas; ni pacto de especulaciones 
aisladas de febriles cerebros; ella será 
un trabajo como de codificación natu¬ 
ral y fádl, del pensamiento y anhelo 
de la nación». 

El 30 de noviembre de 1885 se acor¬ 
daron las bases de la Constitución, 
entre las que se destacan: 

-La soberanía reside única y exclu¬ 
sivamente en la nación, que se deno¬ 
minará República de Colombia. 

-La conservación del orden general 
y seccional corresponde a la nación, 

-La legislación civil y penal, electo¬ 
ral, comercial, de minas, de organiza¬ 
ción y procedimiento judicial, es de 
competencia exclusiva de la nación, 

-La Iglesia católica gozará de perso¬ 
nería jurídica, 

-La educación pública se organi¬ 
zará y dirigirá en consonancia con el 
sentimiento religioso del país. 

-Se establece la libertad de cultos, 
que no sean contrarios a la moral cris¬ 
tiana y a las leyes. 

-La piensa es libre en tiempo de 
paz. Las demás libertades individua- 
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les se consagrarán «con razonables li¬ 
mitaciones», 

-Podrá imponerse la pena de 
muerte sólo en caso de graves delitos 
militares y de delitos comunes atroces. 

-El presidente de la República será 
elegido para un período de seis años, 

-El poder ejecutivo tendrá derecho 
de objetar los proyectos de ley. En 
caso de insistencia del Congreso, será 
necesario el voto de las dos terceras 
partes de los miembros presentes en 
cada cámara para que el poder ejecu¬ 
tivo deba dar su sanción al proyecto 
objetado. 

-Los agentes del poder ejecutivo 
serán de su libre nombramiento y 
remoción. 

El 5 de agosto de 1886 se sancionó 
la Carta que "reconstituyó" a la na¬ 
ción colombiana en forma de Repú¬ 
blica unitaria, en 210 artículos y 15 
disposiciones transitorias (título xxi). 
El itinerario constitucional se cumplió 
a la perfección, llegando a] puerto de¬ 
seado desde el momento de zarpar: 
una Constitución centralista, autori¬ 
taria y confesional. 


Manifestaciones de 

PRESIDENCIALISMO EXCESIVO 
DESDE 1886 

La Constitución Política de 1886 con¬ 
tenía semillas que, abonadas por el 
hipar ti dismo y la centralización, ha¬ 
brían de convertirse en un gigantesco 
árbol de atribuciones presidenciales. 
Entre ellas puede resaltarse: el estado 
de sitio, las facultades extraordina¬ 
rias, el estado de emergencia econó¬ 
mica y social, la aprehensión adminis¬ 
trativa de personas y los créditos ex¬ 
traordinarios. 


Estado de sitio 

La Constitución de 1886 estableció un 
sistema de "facultades extraordina¬ 
rias" exclusivamente para casos de 
conmoción interior o de guerra exte¬ 
rior, básicamente compuesto por las 
siguientes normas: 

«Artículo 76. Corresponde al Con¬ 
greso hacer las leyes. Por medio de 
ellas ejerce las siguientes atribuciones: 

«1, Revestir, pro tempere, al presi¬ 
dente de la República de precisas fa¬ 
cultades extraordinarias, cuando la 
necesidad lo exija o las conveniencias 
públicas lo aconsejen». 

«Artículo 121. En los casos de gue¬ 
rra exterior o de conmoción interior, 
podrá el presidente, previa audiencia 
del Consejo de Estado [cuyo dicta¬ 
men no es "obligatorio" para el go¬ 
bierno en este caso, según el artículo 
141] y con la firma de todos los minis¬ 
tros [que el presidente puede nom¬ 
brar y separar libremente, artículo 

120, ordinal 1], declarar turbado el or¬ 
den público y en estado de sitio toda 
la República o parte de ella, 

«Mediante tal declaración quedará 
el presidente investido de las faculta¬ 
des que le confieren las leyes, y, en 
su defecto, de las que le da el Derecho 
de gentes para defender los derechos 
de la nación, o reprimir el alzamiento. 
Las medidas extraordinarias o decre¬ 
tos de carácter provisional legislativo, 
que dentro de dichos límites dicte el 
presidente, serán obligatorios siem¬ 
pre que lleven la firma de todos los 
ministros, 

«El gobierno declarará restablecido 
el orden público luego que haya ce¬ 
sado la perturbación o el peligro exte¬ 
rior; y pasará al Congreso una expo¬ 
sición motivada de sus providencias. 
Serán responsables cualesquiera au¬ 
toridades por los abusos que hubie¬ 
ren cometido en el ejercicio de facul¬ 
tades extraordinarias». 

«Artículo 118. Corresponde al pre¬ 
sidente de la República en relación 
con el poder legislativo: 

«8. Dictar, en ios casos y con las 
formalidades prescritas en el artículo 

121, decretos que tengan fuerza legis¬ 
lativa». 

«Artículo 205. Ninguna variación 
en la tarifa de aduanas comenzará a 
ser ejecutada sino noventa días des¬ 
pués de sancionada la ley que la esta¬ 
blezca; y toda alza o baja en los dere¬ 
chos de importación se verificará por 
décimas partes en los diez meses sub¬ 
siguientes. 

«Esta disposición y la del anterior 
artículo [204: Ninguna contribución 
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indirecta ni aumento de impuesto de 
esta dase empezará a cobrarse sino 
seis meses después de promulgada la 
ley que establezca la contribución o 
el aumento] no limitan las facultades 
extraordinarias del gobierno cuando 
de ellas esté revestido». 

Resulta necesario que las Constitu¬ 
ciones contengan normas de carácter 
excepcional para preservar el sistema 
instituido en épocas de crisis, lo con¬ 
trario conduce generalmente a mayo¬ 
res excesos; sin embargo, el artículo 
121 presentó serias malformaciones 
congénitas: equiparar dos eventos de 
magnitud, características y efectos di¬ 
ferentes: guerra exterior y conmoción 
interior; no establecer un efectivo me¬ 
canismo de control jurídico y político 
a los poderes excepcionales del presi¬ 
dente —circunstancia agravada por el 
hecho de que, según el artículo 68, 
en la Carta del 86 las reuniones ordi¬ 
narias del Congreso se efectuaban 
cada dos años—; la vaguedad de las 
atribuciones excepcionales compor¬ 
taba gran dosis de discrecionalidad; 
no se estableció un término máximo 
de duración —y la tendencia ha sido 
a la perpetuidad—; olvidó establecer 
una relación entre las medidas que se 
tomaran y las causas que originaron 
la declaratoria del estado de sitio. 

Poco tiempo pasó entre la sanción 
de la Constitución y el comienzo del 
abuso del estado de sitio. Basta un 
ejemplo, narrado por Manuel Anto¬ 
nio Pombo y José Joaquín Guerra en 
su libro Constituciones de Colombia : 
siendo presidente Rafael Reyes, dijo 
haber recibido información según la 
cual preparativos de guerra efectua¬ 
dos en la frontera del Táchira, harían 
temer conmoción interior en Vene¬ 
zuela, «y hasta una invasión al terri¬ 
torio colombiano o un trastorno en 
sus comarcas septentrionales; y poi 
tales temores declaró turbado el or¬ 
den público en los departamentos de 
Cun din amarca y Santander, por de¬ 
creto del 29 de diciembre de 1904, 
cuando la paz más octavia na reinaba 
en todo el país»* 

El gobierno utilizó las facultades de 
estado de sitio a nivel nacional y "le¬ 
gisló", pOT ejemplo, sobre tarifas de 
aduana, aumento de sueldos, instruc¬ 
ción pública, prensa, creación de un 
ministerio, aprobación y caducidad 
de unos contratos, reorganización de 
intendencias, fundación del Banco 
Central y convocó a una Asamblea 
Nacional. 

La reforma constitucional de 1910 
pretendió disminuir los excesos del 


presidencialismo instaurado en 1886, 
por ejemplo en cuanto a período pre¬ 
sidencial, reelección y responsabili¬ 
dad. Mediante el artículo 33 del acto 
legislativo número 3 de 1910, se mo¬ 
dificó el artículo 121 con las siguientes 
innovaciones: se varió la expresión 
«en los casos» por «en caso»; se supri¬ 
mió la audiencia previa del Consejo 
de Estado como requisito para su de¬ 
claración; ya no sería el presidente 
quien quedaría investido de poderes 
extraordinarios, sino «el gobierno»; y 
las «facultades que le conñeran las le¬ 
yes, y, en su defecto, las que le da el 
Derecho de gentes para defender los 
derechos de la nación, o reprimir el 
alzamiento», se cambiaron por «ade¬ 
más de las facultades legales, las que 
conforme a las reglas aceptadas por 
el Derecho de gentes, rigen para la 
guerra entre naciones»; se precisó el 
alcance de la facultad legislativa del 
gobierno: «El gobierno no puede de¬ 
rogar las leyes por medio de los expre¬ 
sados decretos, sus facultades se limi¬ 
tan a la suspensión de las que sean 
incompatibles con el estado de sitio»; 
y los decretos dictados dejarían de re¬ 
gir cuando se declarara restablecido el 
orden público; se adicionó la respon¬ 
sabilidad del gobierno al evento de 
declarar turbado el orden público «sin 
haber ocurrido el caso de guerra exte¬ 
rior o de conmoción interior»; se mo¬ 
dificó la frase «serán responsables 
cualesquiera autoridades por los abu¬ 
sos que hubieren cometido en el ejer¬ 
cicio de facultades extraordinarias» 
por «y lo serán [responsables, el pre¬ 
sidente y los ministros] también lo 
mismo que los demás funcionarios, 
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por cualquier abuso que hubieren co¬ 
metido en el ejercicio de las facultades 
concedidas en el presente artículo»; 
y, finalmente, se introdujeron los si¬ 
guientes incisos: 

«Restablecido el orden público, el 
gobierno convocará el Congreso y le 
pasará una exposición motivada de 
sus providencias. 

«En caso de guerra exterior, el go¬ 
bierno convocará el Congreso en el 
decreto en que declare turbado el or¬ 
den público y en estado de sitio la 
República, para que se reúna dentro 
de los sesenta días siguientes; y si no 
lo convocare, podrá el Congreso reu¬ 
nirse por derecho propio». 

En cuanto al control jurídico, se fa¬ 
cultó a la Corte Suprema de Justicia 
para decidir definitivamente sobre la 
exequibilidad de los «decretos acusa¬ 
dos ante ella por cualquier ciudadano 
como inconstitucionales» (acto legis¬ 
lativo número 3 de 1910, artículo 41). 

En 1960 (acto legislativo númeso 1) 
se modificó el texto del artículo 121, 
estableciendo la convocatoria obliga¬ 
toria del Congreso en el mismo de¬ 
creto que declare «turbado el orden 
público y en estado de sitio toda la 
República o parte de ella, ya sea por 
causa de guerra exterior o de conmo¬ 
ción interna», y la previsión de que 
el Congreso permanezca reunido 
mientras dure el estado de sitio, con 
la facultad de enviar a la Corte Su¬ 
prema de Justicia los decretos sobre 
los cuales considere necesario pro¬ 
nunciamiento acerca de su constitu- 
cionalidad. 

Mediante el artículo 42 del acto le¬ 
gislativo número 1 de 1968, se verificó 
la última modificación al artículo 121 
de la Constitución de 1886. El nuevo 
texto de dicho artículo —que perma¬ 
neció inmutable hasta la Constitución 
de 1991— contenía las siguientes in¬ 
novaciones: 

-A las facultades legales y a las que 
rigen en guerra entre naciones, se adi¬ 
cionaron «las que la Constitución au¬ 
toriza para tiempos de guerra o de 
perturbación del orden público», 

-Se suprimió la obligación de con¬ 
vocar automáticamente al Congreso, 
en adelante «la existencia del estado 
de sitio en ningún caso impide el fun¬ 
cionamiento normal del Congreso», 

-Se incluyó el control automático 
de constitucionalidad por la Corte Su¬ 
prema de Justicia sobre los decretos 
que el gobierno dicte en uso de las 
facultades de estado de sitio. 

En Colombia, el estado de sitio dejó 
de ser una institución de carácter ex- 
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cepdonal para convertirse en un in¬ 
eficaz mecanismo ordinario, usado cor 
exagerada frecuencia ~y con ánimo 
de permanencia— para "legislar" so¬ 
bre toda dase de asuntos a discrecio- 
nalidad del presidente, sin preocu¬ 
parse por la relación que pudiera exis¬ 
tir entre las medidas implementadas 
y las causas de alteración del orden 
publico. Esto comportó, a su vez, una 
grave dificultad adicional: no se podía 
declarar restablecido el orden públi¬ 
co, pues la magnitud —cuantitativa 
y cualitativa— de los decretos que de¬ 
jarían de regir, generaría un caos tal 
en ¡a estructura normativa nacional, 
que no sería imprudente afirmar que 
tendría alcance de conmoción interior. 

La existencia institucional del es¬ 
tado de sitio, en la forma prevista por 
el artículo 121 de la Constitución de 
1886, complementada por la interpre¬ 
tación extensiva y complaciente de la 
Corte Suprema de Justicia, y por el 
carácter crónico y om ni comprensivo 
de su utilización por parte de los go¬ 
bernantes, llevó —y con razón— a 
que se hablara de la "dictadura cons¬ 
titucional" o la "hipocresía constitu¬ 
cional" hasta el punto de afirmar — 
durante la vigencia de la Carta del 
86— que en Colombia teníamos una 
Constitución, pero una Constitución 
de un solo artículo: el 121. 

Facultades extraordinarias 

El artículo 76, ordinal 10, de la Carta 
de 1886 formaba parte del régimen 
previsto en ella para casos de guerra 
exterior o de conmoción interior. En 
estos casos de anormalidad del orden 
público político, el Congreso podía, 
mediante ley, revestir pro tempere al 
presidente de precisas facultades ex¬ 
traordinarias, diferentes de las ordi¬ 
narias previstas en el ordinal 9 del 
artículo 76: «Conceder autorizaciones 
al gobierno para celebrar contratos, 
negociar empréstitos, enajenar bie¬ 
nes nacionales y ejercer otras fundones 
dentro de la órbita constiturional». Sin 
embargo, la posibilidad de otorgar fa¬ 
cultades extraordinarias en tiempo de 
paz, se fue abriendo espado. 

En mayo de 1888, el gobernador del 
Cauca informó al gobierno que en te¬ 
rritorio de su jurisdiedón aparecían 
caballos degollados. Por este motivo, 
el Consejo Nadonal Legislativo —con 
nombre diferente, pero compuesto por 
quienes confecdonaron la Constitu¬ 
ción dd 86— expidió la ley 61 de 1888, 
conodda como "ley de los caballos": 

«Artículo 1. Facúltase al presidente 
de la República para prevenir y repri- 


&Í9ÍÍ5.P3JÜ tu¿'(w4p M, ' 
dj> flilodo I 




Htp ^tCe iu. Kcr*.HíÍJÍr>, 
íídWSÍlíit^atk; X í'gSL-IiíWÍR 

Ití^cV , 10 «» ^bívij 4* 1.-3M 

.... íf . X 

El- wíumó 






Decreto de estado de sitio , de! 10 de abril 
de 1948 f firmado por Mariano Ospina Pérez 
y Eduardo Zúlela 

Archivo del Ministerio de Gobierno , Bogotá. 


mir administrativamente los delitos y 
culpas contra el Estado que afecten el 
orden público, pudiendo imponer, 
según el caso, las penas de confina¬ 
miento, expulsión del territorio, pri¬ 
sión o pérdida de derechos políticos 
por el tiempo necesario. 

«Artículo 2. [...] Y queda autori¬ 
zado [el presidente de la República] 
para suspender por el tiempo que juz¬ 
gue conveniente, toda sociedad o es¬ 
tablecimiento que bajo pretexto cien¬ 
tífico o doctrinal sea foco de propa¬ 
ganda revolucionaria o de enseñan¬ 
zas subversivas». 

La modalidad de las facultades ex¬ 
traordinarias en tiempo de paz se in¬ 
trodujo definitivamente en el marco 
institucional colombiano con la ley 
126 de 1914, y la interpretación de la 
Corte Suprema de Justicia, contenida 
en la sentencia del 25 de marzo de 
1915 —que tiene antecedente en la 
del 23 de junio de 1913—, en la que 
se dijo: «Conforme a la misma Cons¬ 
titución, el gobierno puede ejercer fa¬ 
cultades extraordinarias, cuando 
acaezca una guerra exterior o una 
conmoción interior, o cuando el Con¬ 
greso se las conceda pro tempore para 
una época cualquiera». 

El texto original de 1886 no se alteró 
a pesar de que fue objeto de las refor¬ 
mas constitucionales de 1945 (artículo 
7, numeral 12) y 1968 (artículo 11, nu¬ 
meral 12). Bajo el auspicio de Congre¬ 
sos perezosos y condescendientes, de 
gobiernos absolventes y de interpre¬ 
taciones elásticas, se fueron mol¬ 
deando las características propias de 
las leyes que otorgan facultades ex¬ 
traordinarias y de los decretos dicta¬ 
dos con base en ellas. Estas son: 

-Las facultades extraordinarias se 
pueden conceder, cuando la necesi¬ 
dad lo exija o las conveniencias públi¬ 
cas lo aconsejen —requisito vago y 


que permite un amplio margen de 
di screciona lid a d—♦ 

-Las facultades deben ser otorga¬ 
das por un tiempo determinado (pro 
temare), y sólo durante éste el gobier¬ 
no puede utilizarlas. 

-Las facultades deben ser precisas. 
Generalmente se determina sólo la 
materia objeto de la delegación, pero 
durante los últimos años fue fre¬ 
cuente que se señalaran orientaciones 
más detalladas, que el gobierno ha¬ 
bría de respetar. 

-Las facultades pueden haber sido 
solicitadas por el gobierno o concedi¬ 
das espontáneamente por el Congreso. 

Las características de los decretos 
son: 

-Tener fuerza legislativa (artículo 
39 del acto legislativo número 1 de 
1968), por tanto, pueden modificar o 
derogar leyes preexistentes. 

-Sólo requieren la firma del presi¬ 
dente y del respectivo ministro o jefe 
del departamento administrativo. 

-Están vigentes hasta que sean mo¬ 
dificados o derogados por norma de 
igual jerarquía. 

-Su control jurisdiccional está atri¬ 
buido a la Corte Suprema de Justicia 
(artículo 71 del acto legislativo número 
1 de 1968). 

-Deben respetar el marco de la de¬ 
legación contenido en la ley corres¬ 
pondiente. 


Estado de emergencia 
económica y social 

Los constituyentes de 1968, preocu¬ 
pados por el indebido uso que se es¬ 
taba haciendo del estado de sitio, no 
sólo en casos de alteración del orden 
público político, sino también del or¬ 
den público económico, decidieron 
desligar los dos eventos y crear una 
institución independiente del estado 
de sitio, con motivos, requisitos, 
efectos y características autónomos: 
el estado de emergencia económica y 
social (artículo 43 del acto legislativo 
número 1 de 1968): 

«El artículo 122 de la Constitución 
Nadonal quedará así: 

«Cuando sobrevengan hechos dis¬ 
tintos de los previstos en el artículo 
121, que perturben o amenacen per¬ 
turbar en forma grave e inminente el 
orden económico o sodal del país o 
que constituyan también grave cala¬ 
midad pública, podrá el presidente, 
con la firma de todos los ministros, 
declarar el estado de emergencia por 
períodos que sumados no podrán ex¬ 
ceder de noventa días al año. 
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«Mediante tal declaración que de¬ 
berá ser motivada, podrá el presiden¬ 
te, con la firma de todos los ministros, 
dictar decretos con fuerza de ley des¬ 
tinados exclusivamente a conjurar la 
crisis y a impedir la extensión de sus 
efectos. Tales decretos solamente po¬ 
drán referirse a materias que tengan 
relación directa y específica con la si¬ 
tuación que determine el estado de 
emergencia. 

«El gobierno en el decreto en que 
se declare el estado de emergencia se¬ 
ñalará el término dentro del cual va 
a hacer uso de las facultades extraor¬ 
dinarias a que se refiere este artículo, 
y convocará el Congreso, si éste no 
se hallare reunido, para los diez días 
siguientes al vencimiento de dicho 
término. El Congreso examinará 
hasta por un lapso de treinta días, 
prorrogables por acuerdo de las dos 
cámaras, el informe motivado que le 
presente el gobierno sobre las causas 
que determinaron el estado de emer¬ 
gencia y las medidas adoptadas. El 
Congreso podrá en todo tiempo y a 
iniciativa propia, derogar, modificar 
o adicionar las materias específicas 
en los decretos a que se refiere este 
artículo* 

«En las condiciones y para los efec¬ 
tos previstos en este artículo, el Con¬ 
greso se reunirá por derecho propio, 
si no fuere convocado. 

«Serán responsables el presidente 
y los ministros cuando declaren el es¬ 
tado de emergencia sin haber ocu¬ 
rrido los hechos a que se refiere el 
inciso primero; lo serán también por 
cualquier abuso que hubieren come¬ 
tido en el ejercicio de las facultades a 
que se refiere el presente artículo. 

«Durante el estado de emergencia 
económica, el gobierno no podrá des¬ 
mejorar los derechos sociales de los 
trabajadores consagrados en leyes an¬ 
teriores* 

«Parágrafo; El gobierno enviará a 
la Corte Suprema de justicia, el día 
siguiente a su expedición, los decre¬ 
tos legislativos que dicte en uso de 
las facultades a que se refiere este ar¬ 
tículo, para que aquélla decida defini¬ 
tivamente sobre su constitucionali- 
dad. Si el gobierno no cumpliere con 
el deber de enviarlos, la Corte Suprema 
de Justicia aprehenderá inmediata¬ 
mente de oficio su conocimiento. 

«Los términos señalados en el ar¬ 
tículo 214 se reducirán a una tercera 
parte, y su incumplimiento dará lugar 
a la destitución de los magistrados 
responsables, la cual será decretada 
por el tribunal disciplinario». 



Rafael Reyes Prieto. 

Oleo de Marco A. Salas Yepes. 
Ministerio de Gobierno , Bogotá* 


En los años finales de existencia de 
la Constitución de 1886, ya estaba edi¬ 
ficada sólidamente la compleja es¬ 
tructura de los poderes "legislativos" 
del presidente, montada sobre las 
atribuciones corrientes como jefe de 
Estado y suprema autoridad adminis¬ 
trativa; potestad reglamentaria (ar¬ 
tículo 120, numeral 3) y ejercido de au¬ 
toriza dones concedidas por el Con¬ 
greso (artículo 76, numeral 11), y las 
atribuciones de carácter extraordina¬ 
rio: estado de sitio (artículo 121), fa¬ 
cultades extraordinarias (artículo 76, 
numeral 12) y estado de emergencia 
económica (artículo 122)* Todo com¬ 
plementado con una amplia zona de 
iniciativa legislativa reservada al Eje¬ 
cutivo; poder de objetar proyectos de 
ley por inconveniencia o inconstitu- 
cionalidad, en el primer caso con la 
necesidad de una mayoría en las cá¬ 
maras para declarar infundadas las 
objeciones; la posibilidad por parte 
del gobierno de alterar la discusión 
normal de los proyectos de ley en el 
Congreso, mediante mensajes de ur¬ 
gencia, y la facultad exclusiva de con¬ 
vocarlo a sesiones extraordinarias, en 
las cuales no podría ocuparse sino en 
los negocios que el gobierno some¬ 
tiera a su consideración. 

Debilitamiento del Congreso 

Los constituyentes de 1886 establecie¬ 
ron que el período presidencial sería 
de seis años y que las cámaras legis¬ 
lativas se reunirían cada dos años (ar¬ 
tículos 114 y 68). Esto se modificó 


desde 1910, pero siendo las dos fun¬ 
ciones básicas del Congreso hacer las 
leyes y ejercer control político ínter- 
orgánico, se comprende su debilita¬ 
miento institucional, si se tiene en 
cuenta que la primera función, en 
gran medida, pasó a manos del Ejecu¬ 
tivo, y la segunda depende en buena 
parte de la situación política coyuntu- 
ral y se ve disminuida por un precario 
sistema de responsabilidad del presi¬ 
dente, que es elegido por el sufragio 
popular. 

Por otra parte, el órgano legisla¬ 
tivo ha tenido mala fama en nuestro 
medio —motivada entre otras razo¬ 
nes por la corrupción que se ha detec¬ 
tado en su interior, por el sistema de 
remuneración de sus miembros y por 
los abusos que se cometen con los 
dineros públicos puestos a su cui¬ 
dado— , además de su falta de legitimi¬ 
dad y credibilidad política. Son de 
público conocimiento algunos vicios 
reiterados del Congreso colombiano, 
como el ausentismo (inasistencia fre¬ 
cuente y jurídicamente injustificada 
a las sesiones correspondientes), el 
"turismo parlamentario" (viajes —na¬ 
cionales e internacionales— a expen¬ 
sas del tesoro público, en los cuales 
la actividad oficial es muy precaria), 
y los "pupitrazos decembrinos" (ano¬ 
malía que se refiere a la aprobación 
acelerada y sin mucha discusión de 
proyectos de ley durante los últimos 
días de las sesiones ordinarias). 

Disminuido así el Congreso, insti¬ 
tucional y políticamente, la balanza 
del poder se desequilibra aún más en 
favor del presidente. 

Aprehensión administrativa 
de personas 

El artículo 28 de la Constitución de 
1886, que en esencia se mantuvo in¬ 
tacto durante la vigencia de ésta, es¬ 
tableció en su inciso segundo; «Esta 
disposición no impide que aun en 
tiempo de paz, pero habiendo graves 
motivos para temer perturbación de 
orden público, sean aprehendidas y 
retenidas, de orden del gobierno y 
previo dictamen de los ministros, las 
personas contra quienes haya graves 
indicios de que atentan contra la paz 
pública». 

A esta figura, que merece especial 
interés pues afecta directamente los 
derechos humanos «aun en tiempo 
de paz», se le adicionó en 1968 un 
límite temporal—exagerado para una 
época en que se cuenta con innume¬ 
rables recursos técnicos— de diez 
días, pasados los cuales el gobierno 
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debe ordenar la libertad del retenido 
o ponerlo a disposición de los jueces 
competentes. 

Créditos extraordinarios 

Una de las áreas críticas que debe ser 
manejada por el Congreso para evitar 
fatales desbordamientos -—además 
de su contenido especial en la teoría 
constitucional— es el presupuesto del 
Estado, ligado íntimamente al tema 
de la competencia para imponer tri¬ 
butos y negociar empréstitos. 

Desde la Constitución del 86 se es¬ 
tableció que el manejo de tan delicado 
tema pertenecía al Congreso, pero 
«cuando haya necesidad de hacer un 
gasto imprescindible, a juicio del go¬ 
bierno, estando en receso las cáma¬ 
ras, y no habiendo partida votada o 
siendo ésta insuficiente, podrá 
abrirse al respectivo ministerio un 
crédito suplemental o extraordinario. 
Estos créditos se abrirán por el Con¬ 
sejo de Ministros, instruyendo para 
ello expediente y previo dictamen del 
Consejo de Estado» (artículo 208), 
Con idéntica redacción se mantuvo 
la norma en el acto legislativo número 
1 de 1945 (artículo 91). En la reforma 
constitucional de 1968 se estableció 
que el dictamen del Consejo de Es¬ 
tado debía ser favorable en el caso 
de! artículo 212 (que corresponde al 
anterior 208). 

Intervencionismo 

Existe otro factor que, a pesar de ser 
históricamente independiente de la 


Constitución de 1886, ha contribuido 
de manera importante al fortaleci¬ 
miento del poder ejecutivo: el inter¬ 
vencionismo. 

Ante la necesidad de modificar el 
esquema del Estado liberal clásico, 
por causas políticas, económicas y so¬ 
ciales, se dio paso al Estado interven¬ 
cionista, que se caracteriza por pres¬ 
tar una amplia gama de servicios pú¬ 
blicos (diferentes de los tradicionales 
de policía interior, justicia y guarda 
de fronteras). Del nuevo Estado se 
reclama mayor presencia y manejo de 
la economía con un contenido social. 

En Colombia las reformas de 1918, 
1921, 1936, 1945,1959 y 1968 transfor¬ 
maron paulatinamente la Constitu¬ 
ción —en su parte dogmática y orgá¬ 
nica— hacia el Estado intervencionis¬ 
ta. Este cambio ha repercutido básica¬ 
mente en un aumento del poder del 
presidente, en cuanto al manejo de 
los asuntos económicos y sociales 
—por ejemplo, el famoso numeral 14 
del artículo 120—, y en un creci¬ 
miento orgánico sorprendente. 

Según el Manual de organización de 
la rama ejecutiva del poder público (Bogo¬ 
tá, Presidencia de la República, Secre¬ 
taría de Administración Pública, 
1990), el presidente tiene bajo su 
mando, además de los ministerios, 8 
departamentos administrativos, 126 
organismos adscritos, 35 organismos 
vinculados y 7 superintendencias, 
que desarrollan una muy amplia 
gama de fundones, entre otras: fon¬ 


Se atribuye a Luis xiv la frase: «El Estado 
soy yo». En ella se manifiesta la más ex¬ 
trema forma de concentración del poder 
político: el absolutismo. El significado eti¬ 
mológico de esta palabra sirve para com¬ 
prender su contenido, el aforismo latino 
«Princeps legibus solutas est» se puede tra¬ 
ducir como el príncipe (monarca) está 
suelto (absuelto) de la ley. 

El principio de la separación de pode¬ 
res se erige históricamente como reacción 
contra la monarquía absoluta, pero en 
cuanto a su aspecto funcional tiene ante¬ 
cedentes en la Política de Aristóteles, 
donde se lee: «En todo Estado hay tres 
partes que todo legislador prudente 
debe, en primer término, ordenar conve¬ 
nientemente. Una vez que se organicen 
bien estas tres partes, puede decirse que 
el Estado está bien organizado; y real¬ 
mente los Estados no pueden diferen¬ 
ciarse unos de otros, si no es por la orga¬ 
nización diversa de estos tres elementos. 
El primero de estos tres elementos es la 
asamblea general, que delibera sobre 
asuntos públicos; el segundo es el cuerpo 


SEPARACIÓN DE PODERES 

de magistrados, cuya naturaleza, atribu¬ 
ciones y modo de designación es menes¬ 
ter reglamentar; el tercero es el cuerpo 
judicial». 

Con un contenido ontológico diferen¬ 
te, buscando la desmonarquización, la 
salvaguarda de los derechos de los gober¬ 
nados —ante todo el derecho a la propie¬ 
dad y el derecho a la libertad—, el filósofo 
inglés John Locke (1632-1704), en su En¬ 
sayo solare d gobierno civil , manifiesta que 
quien trata de colocar a otro hombre bajo 
su poder absoluto, se coloca con respecto 
a éste en un estado de guerra, Locke es¬ 
tima que para realizar los fines del Estado 
deben existir tres poderes con funciones 
específicas: 

-El poder legislativo; es aquel que tiene 
el derecho de señalar cómo debe em¬ 
plearse la fuerza de la comunidad política 
y de los miembros de la misma. Como 
las leyes están destinadas a ser cumplidas 
de manera ininterrumpida, tienen vigen¬ 
cia constante y para hacerlas sólo se re¬ 
quiere escaso tiempo, no es necesario que 
el órgano legislativo permanezca siempre 


dos, cajas de previsión social, bancos, 
compañías de financia miento comer¬ 
cial, compañías de seguros, clubes, 
hospitales, almacenes generales de 
depósito, una línea aérea, una em¬ 
presa de productos veterinarios, zonas 
francas, colegios y universidades. 


Constitución de 1991 

Desde 1977 se venía experimentando 
un sentimiento de frustración debido 
a la imposibilidad de reformar ciertos 
puntos críticos del sistema constitu¬ 
cional colombiano. Las fracasadas re¬ 
formas constitucionales de 1977 y 
1979, y el proyecto presentado por el 
gobierno de Virgilio Barco, que tam¬ 
poco tuvo éxito, eran muestras de la 
"rigidez" de la Constitución. Ante la 
inminente necesidad de cambio cons¬ 
titucional, se acudió al expediente de 
dictar dos decretos en ejercido de las 
facultades de estado de sitio (el 927 
de mayo 3 de 1990 y el 1926 de agosto 
24 de 1990), con el fin de hacer posible 
la integración de la Asamblea Consti¬ 
tucional. 

De acuerdo con la memoria al Con¬ 
greso Nacional presentada por el mi¬ 
nistro de Gobierno Humberto de la 
Calle Lomba na, el gobierno nacional 
señaló seis grandes propósitos de la 
reforma: 

-El paso de la democracia represen¬ 
tativa a la democracia participad va. 


en ejercicio. «El poder legislativo suele 
ponerse en manos de varias personas; és¬ 
tas, debidamente reunidas, tienen por sí 
mismas o conjuntamente con otras, el po¬ 
der de hacer leyes y una vez promulgadas 
éstas, se separan los legisladores estando 
ellos mismos sujetos a ellas». 

-El poder ejecutivo: «Siendo necesario 
aplicar las leyes sin interrupción y de una 
manera constante, se impone la necesi¬ 
dad de que exista un poder permanente 
que cuide de la ejecución de las mismas 
mientras estén vigentes». 

-El poder federativo: que lleva consigo 
«el derecho de la guerra y de la paz, el 
de constituir ligas y alianzas, y el de llevar 
adelante todas las negociaciones que sea 
preciso realizar con las personas y las co¬ 
munidades políticas ajenas», 

Pero quien sistematizó el principio de 
la separación de los poderes —acompa¬ 
ñado de su teoría de los cuerpos interme¬ 
dios— fue Montesqyieu (1689-1755), el 
autor de El espíritu de las leyes, quien busca 
que el poder detenga al poder para que 
pueda existir la libertad: 
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-La expedición de una amplia carta 
de derechos. 

-El fortalecimiento de las institucio¬ 
nes, 

-El re planteamiento del principio 
de la separación de poderes- 

-El tránsito a un sistema de autono¬ 
mía territoriaL 

-La adopción de mecanismos más 
eficientes y democráticos en materia 
económica* 

El ministro afirmaba: «La crisis de 
legitimidad del Estado, la intoleran¬ 
cia, la arbitrariedad, la falta de respeto 
por los demás y por las ideas ajenas, 
el debilitamiento institucional, el no¬ 
torio desequilibrio entre las ramas del 
poder publico, el excesivo centralismo, 
la injusticia social, en fin, el apego a 
esquemas tradicionales y a estructuras 
estatales insuficientes, constituían to¬ 
dos los obstáculos para el desarrollo 
político, social y económico, para cuya 
superación se podrían sentar las bases 
en la Constitución Política». 

La nueva Carta presenta una es¬ 
tructura normativa encaminada a 
equilibrar la balanza del poder político. 
Descontada la futura evolución que su¬ 
fran por la dinámica social, jurídica y 
política, las renovadas instituciones se¬ 
ñalan desde ahora un camino de opti¬ 
mismo y fundada ilusión. 

Innovaciones en 
la rama ejecutiva 

La Constitución de 1991 establece una 
serie de limitaciones y controles jurí¬ 


«En cada Estado hay tres clases de po¬ 
deres: el poder legislativo, el poder ejecu¬ 
tivo de las cosas relativas al derecho de 
gentes y el poder ejecutivo de las cosas 
que dependen del derecho civil. En vir¬ 
tud del primero se hacen las leyes transi¬ 
torias o definitivas, o se derogan las exis¬ 
tentes. Por el segundo se hace la paz o 
la guerra, envía y recibe embajadas, esta¬ 
blece la seguridad pública y precave las 
invasiones. Por el tercero castiga los deli¬ 
tos y juzga las diferencias entre particula¬ 
res. Se llama a este último poder judicial 
y al otro poder ejecutivo del Estado* 

«La libertad política de un ciudadano 
es la tranquilidad de espíritu que pro¬ 
viene de la confianza que ñeñe cada uno 
en su seguridad; para que esta libertad 
exista es necesario un gobierno tal que 
ningún ciudadano pueda temer a otro. 

«Cuando el poder legtislativo y el po¬ 
der ejecutivo se reúnen en la misma per¬ 
sona o el mismo cuerpo, no hay libertad, 
falta la confianza, porque puede temerse 
que el monarca o el Senado hagan leyes 
tiránicas y las ejecuten ellos mismos, ti¬ 
ránicamente.: 


dicos y políticos al ejerario de las atribu¬ 
ciones presidenciales, que van desde 
una sustancial disminución del centra¬ 
lismo y el establecimiento de un estatuto 
de la oposición (artículo 112), hasta una 
transformación esencial en la antigua 
institución del estado de sitio. 

El capítulo sexto del título Vil regula 
lo referente a los "estados de excep¬ 
ción". El antiguo estado de sitio se ha 
atomizado en estadios diferentes, 
cada uno con características específi¬ 
cas, pero todos con limitaciones pro¬ 
pias y genéricas (artículo 93: «Los tra¬ 
tados y convenios internacionales ra¬ 
tificados |sic] por el Congreso, que 
reconocen los derechos humanos y 
que prohíben su limitación en los es¬ 
tados de excepción, prevalecen en el 
orden interno», y artículo 252: «Aun 
durante ios estados de excepción di 
que trata la Constitución en sus re¬ 
tículos 212 y 213, el gobierno no podrá 
suprimir ni modificar los organismos 
ni las funciones básicas de acusación 
y juzgamiento»)* 

La regulación específica de los esta¬ 
dos de excepción debe llevarse a cabo 
por ei Congreso, mediante una ley 
estatutaria (artículo 152, literal e), 
para cuya aprobación, modificación o 
derogación se exige ía mayoría abso¬ 
luta de los miembros del Congreso, 
y la revisión previa de exequibilidad 
del proyecto por parte de la Corte 
Constitucional (artículo 153). 

La nueva reglamentación de los 
momentos de crisis es más eficaz, más 


precisa, más democrática, y no riñe 
con el Estado de derecho, ni elimina 
los derechos humanos. 

Innovaciones en 
la rama legislativa 
En dos sentidos básicos se orientó la 
reforma de la rama legislativa: au¬ 
mentar sus funciones y responsabili¬ 
dades en el contexto político, y corre¬ 
gir las anomalías de que había dado 
evidencia. 

Acerca del primer punto se estable¬ 
ció expresamente que e! Congreso 
ejerce «control político sobre el go¬ 
bierno y la administración» (artículo 
114), y se creó un mecanismo más 
específico al efecto: la moción de cen¬ 
sura* Esta nueva institución está re¬ 
gulada en el artículo 135, así: «Son 
facultades de cada Cámara: 8. Citar y 
requerir a los ministros para que con¬ 
curran a las sesiones. Las citaciones 
deberán hacerse con una anticipación 
no menor de cinco días y formularse 
en cuestionario escrito. En caso de 
que los ministros no concurran, sin 
excusa aceptada por la respectiva Cá¬ 
mara, ésta podrá proponer moción de 
censura. Los ministros deberán ser 
oídos en la sesión para la cual fueron 
citados, sin perjuicio de que el de¬ 
bate continúe en sesiones posterio¬ 
res por decisión de la respectiva Cá¬ 
mara. El debate no podrá extenderse 
a asuntos ajenos al cuestionario y de¬ 
berá encabezar el orden del día de la 
sesión* 


«No hay libertad si el poder de juzgar 
no está bien deslindado del poder legisla¬ 
tivo y del poder ejecutivo. Si no está se¬ 
parado del poder legislativo, se podrá 
disponer arbitrariamente de la seguridad 
y la vida de los ciudadanos, como que el 
juez seria legislador. Si no está separado 
del poder ejecutivo, el juez podría tener 
la fuerza de un opresor. 

«Todo se habría perdido sí el mismo 
hombre, la misma corporación de próce- 
res, la misma asamblea del pueblo, ejer¬ 
ciera los tres poderes: el de dictar las le¬ 
yes, el de ejecutar resoluciones públicas 
y el de juzgar los delitos o los pleitos 
entre particulares. 

«De los tres poderes de que hemos he¬ 
cho mendón, el de juzgar es casi nulo. 
Quedan dos: el Legislativo y el Ejecutivo». 

El principio de la separación de pode¬ 
res fue consagrado eh la Constitución de 
los Estados Unidos —promulgada por la 
Convendón Federal de 1787—, en los si’ 
guíentes términos: «Todas las facultades 
legislativas aquí otorgadas, serán conferi¬ 
das a un Congreso de los Estados Unidos, 
el cual estará compuesto de un Senado y 


una Cámara de Representantes» (artícu¬ 
lo i, secdón 1), «Se deposita el poder eje¬ 
cutivo en un presidente de los Estados 
Unidos» (artículo !i, sección 1). «El po¬ 
der judicial de los Estados Unidos será 
confiado a una Corte Suprema y a los 
tribunales menores cuya formación sea 
ordenada por el Congreso» (artículo m, 
secdón 1). 

En fin, en la Dedaradón de los Dere¬ 
chos del Hombre y del Ciudadano, for¬ 
mulada por la Asamblea Francesa en 
1789, piedra angular del constituciona¬ 
lismo, se estableció el principio en el ar¬ 
tículo 16: «Toda sociedad en la cual la ga¬ 
rantía de los derechos no esté asegurada, 
ni la separación de los poderes determi¬ 
nada, no tiene Constitución». 

Hoy el principio de separación de po¬ 
deres se mantiene no sólo como sustento 
doctrinario y filosófico del Estado occi¬ 
dental, sino que conserva en esencia su 
contenido —en cuanto mecanismo de 
control—, a pesar de la evolución que 
cada poder ha sufrido en relación con el 
ámbito de sus competencias y la especifi¬ 
cidad de sus funciones. 
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«9. Proponer moción de censura 
respecto de los ministros por asuntos 
relacionados con funciones propias 
del cargo. La moción de censura, sí 
hubiere lugar a ella, deberá propo¬ 
nerla por lo menos la décima parte 
de los miembros que componen la 
respectiva Cámara. La votación se 
hará entre el tercero y el décimo días 
siguientes a la terminación del deba¬ 
te, en Congreso pleno, con audiencia 
de los ministros respectivos. Su apro 
barión requerirá la mayoría absoluta 
de los integrantes de cada Cámara. 
Una vez aprobada, el ministro que¬ 
dará separado de su cargo. Si fuere 
rechazada, no podrá presentarse otra 
sobre la misma materia a menos que 
la motiven hechos nuevos». 

Al período anterior de sesiones or¬ 
dinarias del Congreso se adicionó un 
segundo período —entre el 16 de 
marzo y el 20 de julio—, con la posi¬ 
bilidad de que las comisiones perma¬ 
nentes sesionen en tiempo de receso. 
Las sesiones extraordinarias conti¬ 
núan siendo iniciativa del Ejecutivo, 
y en ellas el Congreso sólo se puede 
ocupar de los asuntos que el gobierno 
someta a su consideración, «sin per¬ 
juicio de la función de control político 
que le es propia, la cual podrá ejercer 
en todo tiempo» (artículo 138), 

Corresponden al Congreso, entre 
otras, las siguientes funciones: apro¬ 
bar el plan nacional de desarrollo y 
de inversiones públicas (artículo 150, 
ordinal 3); reglamentar las fundones 
de inspección y vigilancia del go¬ 
bierno (artículo 150, ordinal 8). 

A la nefasta institución de las "fa¬ 
cultades extraordinarias" se le incor¬ 
poraron los siguientes límites tempo¬ 
rales y políticos: su término máximo 
será de seis meses; las facultades de¬ 
ben ser solidtadas expresamente por 
el gobierno; la a probad ón de las leyes 
que las otorguen requerirá la mayoría 
absoluta de los miembros de una y 
otra Cámara; el Congreso puede, por 


iniciativa propia, modificar los decre¬ 
tos leyes dictados pOT el gobierno en 
uso de dichas facultades; no podrán 
conferirse para expedir códigos, leyes 
estatutarias, leyes orgánicas, decretar 
impuestos, ni para crear los servicios 
administrativos y técnicos de las 
Cámaras, 

En cuanto a la corrección de las ano¬ 
malías del Congreso, el artículo 136 
le prohíbe: «Decretar a favor de per¬ 
sonas o entidades donaciones, gratifi¬ 
caciones, auxilios, indemnizaciones, 
pensiones u otras erogaciones que no 
estén destinadas a satisfacer créditos 
o derechos reconocidos con arreglo a 
!a ley preexistente [...] 6, Autorizar 
viajes al exterior con dineros del era¬ 
rio, salvo el cumplimiento de misio¬ 
nes específicas, aprobadas al menos 
por las tres cuartas partes de los 
miembros de la respectiva Cámara». 

Para acabar con la práctica de los 
"pupítrazos decembrinos", el artículo 
160 prevé que entre el primer y se¬ 
gundo debates deben transcurrir por 
lo menos ocho días y «entre la apro¬ 
bación del proyecto en una de las Cá¬ 
maras y la iniciación del debate en la 
otra, deberán transcurrir por lo me¬ 
nos quince días». 

Se estableció un amplio régimen de 
inhabilidades e incompatibilidades 
para los congresistas (artículos 179, 
180, 181 y ss.). Con el fin de evitar el 
"ausentismo", se ha previsto que los 
congresistas pierdan su investidura 
por «la inasistencia en un mismo pe¬ 
ríodo de sesiones, a seis reuniones 
plena rías en las que se voten proyectos 
de acto legislativo, de ley o mociones 
de censura». El reajuste de las remu¬ 
neraciones de los miembros del Con¬ 
greso se hará en proporción igual «al 
promedio ponderado de los cambios 
ocurridos en la remuneración de los 
servidores de la administración cen¬ 
tral» (artículo 187) 

En fin, la dinámica política del 
nuevo Estado se orienta hacia un 


Congreso más fuerte y responsable, 
un Ejecutivo controlado y una socie¬ 
dad prütagónica y libre. 

Puede esperarse que el "presiden¬ 
cialismo excesivo" deje de serlo y 
vuelva a los cauces normales, en un 
«Estado social de derecho, organi¬ 
zado en forma de República unitaria, 
descentralizada, con autonomía de 
sus entidades territoriales, democrá¬ 
tica, participativa y pluralista, fun¬ 
dada en el respeto de la dignidad hu¬ 
mana, en el trabajo y la solidaridad 
de las personas que la integran y en 
la prevalencia del interés general». 
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"Tan sólo el pueblo conoce su bien y es dueño de su suerte. Pero no un poderoso, ni un partido, 
ni una fracción. Nadie sino la mayoría es soberana. Es un tirano el que se. pone en lugar del pueblo 
i/ su potestad, usurpación", Simón Bolívar. Relieve en bronce "Proclamación de la independencia 
de América", de Pie tro Teñeran i, 1846 , Pedestal del monumento al libertador, Plaza de Bolívar, Bogotá. 


La nota relevante de un análisis 
acerca de los partidos políticos colom¬ 
bianos es el predominio del biparti- 
dismo durante gran parte del transcu¬ 
rrir histórico. Sin desconocer los suce¬ 
sos que últimamente amenazan po¬ 
ner fin a ese predominio, es impor¬ 
tante detenerse en el examen del fe¬ 
nómeno dualista y a partir de ese su¬ 
puesto desarrollar los temas de mayor 
trascendencia: el origen de los parti¬ 
dos, la relación de estos con las ideo¬ 
logías que han pretendido encarnar, 
las alianzas o coaliciones, la colabora¬ 
ción de las colectividades minorita¬ 
rias, la oposición institucional y extra- 
institucional, las disidencias y terce¬ 
ras fuerzas, la actual tendencia hacía 
el pluripartidismo. 

EL BIPARTIDISIMO 

Con base en el número de partidos 
que compiten por el poder tradicio¬ 
nalmente, se ha hablado de sistemas 
de partido único, bipartidistas y multi- 
partidistas. No han faltado voces 
discordantes que pretenden negarle 
utilidad a esta clasificación, adu¬ 
ciendo su escasa idoneidad para 
transparentar ciertas características 
del régimen político, cuando no la im¬ 
posibilidad de saber cuántos son los 
partidos; pero con mayores o meno¬ 
res dificultades, siempre es posible 
establecer el sistema correspondiente 
a un país determinado, aspecto que, 
unido a otras variables propias del pe¬ 
culiar proceso histórico y social, per¬ 
mite detectar rasgos importantes. 

Por ejemplo, creemos con Giovanni 
Sartori que la cantidad de partidos in¬ 
dica de modo aproximado «la medida 
en que el poder político está fragmen¬ 
tado o no fragmentado, disperso o 
concentrado». El analista italiano ha 
distinguido entre formato y mecáni¬ 
ca; conforme al primero se sabe cuán¬ 
tos partidos hay; la mecánica tiene 
que ver con el funcionamiento del sis¬ 
tema; la interrelación se logra cuando 
el formato contribuye a señalar "pro¬ 
piedades funcionales" del sistema de 
partidos y, consecuencialmente, de 
todo el régimen. 

De acuerdo con la tesis de Sartori, el 
formato es bipartidista si la presencia 
de terceros partidos no impide que 


los dos principales gobiernen solos. 
Las condiciones que hacen posible su 
operaneia son las siguientes: 

L Dos partidos compiten por la ma¬ 
yoría, 

2. Uno de los dos logTa conseguir 
una mayoría suficiente. 

3. El triunfador está dispuesto a go¬ 
bernar solo. 

4. La alternación en el poder sigue 
siendo una expectativa creíble. 

En cuanto a la primera condición, 
Maurice Duverger se pregunta ¿por 
qué colocar la frontera entre dos y 
más de dos y no en otro número? La 


respuesta es sencilla: la mayoría abso¬ 
luta está al alcance de un solo partido, 
podiendo el gobierno contar con una 
base de apoyo estable y homogénea. 
Las alternativas se encuentran simpli¬ 
ficadas a tal punto, que los votos se 
acumularán forzosamente en favor de 
una de las opciones, sin que lograr la 
mayoría apareje dificultades enormes. 
En Colombia los partidos liberal y 
conservador se han sucedido en la 
conducción del Estado y las terceras 
agrupaciones no han logrado amena¬ 
zar seriamente el control monopólico 
ejercido por el bipartidismo tradicio¬ 
nal; no obstante, las fuerzas que ac- 
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tualmente pugnan en la escena polí¬ 
tica podrían desvirtuar su arraigo his¬ 
tórico. 

En cuanto a la segunda condición 
(uno de los dos partidos logra conse¬ 
guir una mayoría suficiente), ésta es 
corolario de la anterior, «el sistema 
produce mayorías automáticamen¬ 
te». En Colombia prácticamente desde 
1931 el partido liberal ha obtenido ma¬ 
yoría de sufragios en todas las eleccio¬ 
nes; el conservatismo, contrariamente, 
ha disminuido su potencial electoral y 
en algunas ocasiones se ha visto des¬ 
plazado del segundo lugar. 

En relación con la tercera condición 
{el triunfador está dispuesto a gober¬ 
nar solo), la formación de alianzas 
está condicionada por el número de 
partidos* Generalmente el multiparti- 
dismo requiere coaliciones frecuen¬ 
tes; por el contrario, un sistema bipar¬ 
tidista puede asegurar la estabilidad 
sin que un partido tenga que recurrir 
a uniones con el otro o con terceros 
grupos, las alianzas se realizan en 
moiriento de crisis y tienen, por lo 
mismo, carácter excepcional* 

El desarrollo político colombiano 
muestra una amplia gama de coalicio¬ 
nes, la última de las cuales, pactada 
por las dos agrupaciones tradiciona¬ 
les bajo el rótulo de Frente Nacional 
(1958-1974) consagró la paridad polí¬ 
tica en las corporaciones de elección 
popular y en la rama ejecutiva, de tal 
forma que independientemente del 
volumen de sufragios, cada partido 
pudo contar con la mitad de los miem¬ 
bros del Congreso, asambleas y con¬ 
cejos, y la designación de los funcio¬ 
narios de la rama ejecutiva se hizo 
reflejando la composición política del 
Congreso. La paridad para asambleas 
y concejos se suprimió a partir de 
1970, para Congreso desde 1974; se 
mantuvo en ministerios, gobernacio¬ 
nes y alcaldías hasta 1978, año a partir 
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del cual, según las voces del artículo 
120 de la Constitución de 1886, para 
conservar el «espíritu nacional» el 
nombramiento de ministros se hizo 
en forma tal que se otorgase «partici¬ 
pación adecuada y equitativa al par¬ 
tido mayoritario distinto al del presi¬ 
dente de la República», pudiendo 
éste integrar libremente el gobierno 
cuando dicha fracción se abstenía de 
participar, como en efecto ocurrió du¬ 
rante el cuatrienio presidido por Vir¬ 
gilio Barco (1986-1990). La Constitu¬ 
ción de 1991 abolió esta norma. 

Dejando de lado el tema de las 
alianzas, la disposición del ganador 
a gobernar solo lleva a considerar la 
posición del segundo partido. ¿Qué 
ocurre con él? Cuando se habla de 
bipartidismo se destaca el papel de¬ 
terminante de dos grandes partidos, 
pero ello no significa inexistencia de 
otras colectividades. Fuera del bino¬ 
mio vencedor-ven cid o es posible es¬ 
tablecer una muy interesante relación 
entre la segunda fuerza electoral y ter¬ 
ceras agrupaciones: el espacio exis¬ 
tente suele ser insalvable, el apoyo 
hacia ei segundo partido debe ser de 
tal naturaleza que lo coloque a consi¬ 
derable distancia de los Testantes con¬ 
tendientes. 

En Colombia el partido conserva¬ 
dor, ubicado en situación minoritaria 
durante un largo trecho, supo conso¬ 
lidar un segundo lugar. La izquierda 
colombiana exhibió un nivel de vota¬ 
ción poco relevante. La reciente inter¬ 
vención de la Alianza Democrática 
M-19 y de algunos otros movimientos 
hace dudar acerca del mantenimiento 
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del conservatismo como segunda 
fuerza y del sistema bipartidista* 

La votación lograda por la segunda 
fuerza le asegura la obtención de al¬ 
gunas cumies; aun en el caso límite 
de un descalabro abrumador, el 
efecto es atenuado porque el partido 
derrotado sigue teniendo mayor aco¬ 
gida en ciertas regiones, y este apoyo 
seccional lo protege contra la destruc¬ 
ción. El ejercicio de la oposición es la 
acción más efectiva que puede desa¬ 
rrollar el segundo partido; consti¬ 
tuido en alternativa de poder, le lle¬ 
gará la oportunidad de convertirse en 
partido de gobierno. 

En cuanto a ia cuarta condición (la 
alternación en el poder sigue siendo 
una expectativa creíble), si bien es 
cierto que el bipartidismo comporta 
el gobierno de un solo partido, es ob¬ 
vio que tal situación no se puede pro¬ 
longar indefinidamente; si esto ocu¬ 
rre, estaríamos ante un partido único 
o predominante. El cambio, la rota¬ 
ción, es indispensable para la mecá¬ 
nica del sistema. Sin embargo, esta 
proposición teórica ha encontrado al¬ 
gunos tropiezos en la práctica; la his¬ 
toria política de algunos países mues¬ 
tra considerables lapsos delineados 
por la acción de un solo partido, a 
veces con exclusión absoluta del otro. 

En Colombia, hacia 1849, con el as¬ 
censo al poder de José Hilario López 
(1849-1853), nació la primera repú¬ 
blica liberal, cuya vida se prolongó 
hasta 1886, salvo los gobiernos con¬ 
servadores de Manuel María Malla - 
riño (1855-1857) y Mariano Ospina 
Rodríguez (1857-1861), En 1886 se 
inauguró una hegemonía conserva¬ 
dora de cuarenta y cinco años* El re¬ 
levo de partidos, acaecido en 1930, le 
puso fin y dio paso a una segunda 
república liberal, proyectada a lo 
largo de 16 años, al cabo de los cuales 
el conservatismo tornó a la conduc¬ 
ción del Estado, hasta el adveni¬ 
miento de la dictadura militar {1953- 
1957) que, según el profesor Carlos 
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Restrepo Piedrahita, «fue una especie 
castrense de gobierno conservador». 
Las fórmulas del Frente Nacional 
permitieron el regreso a la normali¬ 
dad institucional, los acuerdos de Be- 
nidorm (1956) y Sitges (1957) condu¬ 
jeron al sistema de alternación en la 
Presidencia, convenido inicialmente 
para tres períodos: el primero y el ul¬ 
timo corresponderían a presidentes 
conservadores; el intermedio, a un li¬ 
beral* Por disensiones internas del 
conservatismo, Laureano Gómez ofre¬ 
ció el primer período a Alberto Lleras 
Camargo (1958-1962); posteriormente, 
el acto legislativo 1 de 1959 consagró 
—a partir de allí— tres períodos de 
alternación: uno para el liberalismo 
(1966-1970) y dos para el conservatismo 
(1962-1966 y 1970-1974)* A partir de 
1974 el partido liberal reafirmó su con¬ 
dición mayorítaria; en 1982 un candi¬ 
dato conservador, a nombre de un mo¬ 
vimiento nacional, ganó la Presidencia 
de la República; en 1986 hubo de re¬ 
tomarla el liberalismo y la mantiene 
actualmente. 

En Ííneas generales, la evolución 
indica el paso de las posiciones secta¬ 
rias, propias de los primeros tiempos, 
a la colaboración. Esta dialéctica ex¬ 
clusión-acuerdo ha jalonado el pro¬ 
ceso político colombiano y coloca en 
tela de juicio las dos últimas "condi¬ 
ciones" expuestas por Sartori, quien 
consciente de su fragilidad ha conve¬ 
nido que dichas cláusulas no son rí¬ 
gidamente aplicables, concediéndole 
al término "alternación" un sentido 
flexible: «Implica la expectativa más 
bien que el hecho real del traspaso de 
gobierno». 

Pese a las tendencias actuales que lo 
ponen en entredicho, es indiscutible 
la presencia del bipartidismo en la 
historia colombiana; no obstante, al¬ 
gún sector de la doctrina considera 
que aquí ha operado la institucionali- 
zación del monopartidísmo, La impo¬ 
sibilidad de señalar distancias ideo¬ 
lógicas entre los partidos, así como el 
experimento del Frente Nacional, pa¬ 
recen constatar la formación del "par¬ 
tido único de gobierno" o "dominante 
liberal-conservador", confirmándose 
«la sospecha de que los grupos mayo- 
rítanos de la política colombiana, más 
que dos partidos, son, en realidad, dos 
fracciones de un mismo gran partido». 

Otros piensan que el bipartidismo 
fue siempre aparente, porque las 
fuerzas de ambos partidos, distintas 
y contradictorias, al generar divisio¬ 
nes de grupos consagraron en la prác¬ 
tica un real pluripartidismo. Estas 
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ideas se corresponden cabalmente 
con las expresadas por Sigmund Neu- 
mann, para quien bajo un marco dua¬ 
lista es posible hallar sistemas multi- 
partidistas, a causa de facciones de 
los partidos. 

Sin embargo, ninguna de las dos 
posiciones es satisfactoria; además, 
independientemente de las escisio¬ 
nes internas, es factible identificar a 
lo largo de la historia dos tendencias 
o talantes que conviven, precipitando 
o demorando el curso de los aconteci¬ 
mientos. 


Origen de los partidos 

POLÍTICOS COLOMBIANOS 

Absolutismo e independencia 

Los partidos políticos, realidades que 
nacen con la instauración de la demo¬ 
cracia burguesa, estuvieron ausentes 
durante los siglos de dominación ab¬ 
solutista española. La eclosión de 
ideas revolucionarias marcó un pri¬ 
mer punto de ruptura, enfrenta¬ 
miento de la élite criolla liberal e ilus¬ 
trada, deseosa de un orden propicio 
al disfrute de ciertos derechos concul¬ 
cados hasta entonces, contra los abso¬ 
lutistas partidarios del antiguo régi¬ 
men, En una fase previa transaccio- 
nal, el 20 de julio de 1810 los realistas 
aceptaron la conformación de la Junta 
Suprema de Santafé, clara expresión 
de un movimiento autonomista, cui¬ 
dadoso de guardar las prerrogativas 
del rey Fernando vil; sin embargo, 
cuando los patriotas manifestaron su 


aspiración de afianzar un gobierno in¬ 
dependiente, libTe y republicano, to¬ 
talmente desvinculado de España, la 
pugna adquirió ribetes antagónicos* 

Diversos estamentos sociales se afi¬ 
liaron a uno y otro bando. La co¬ 
rriente revolucionaria anticolonial es¬ 
taba integrada básicamente por crio¬ 
llos; algunos peninsulares compartie¬ 
ron el ideario emancipador, a la par 
que grupos de indígenas y de negros 
interesados en la abolición de la escla¬ 
vitud* Chapetones, criollos, realistas, 
mestizos, indios, negros sostuvieron 
la tendencia absolutista; funcionarios 
civiles y eclesiásticos, aristócratas, te¬ 
rratenientes y militares, se unieron a 
las masas de Popayán, Pasto y Santa 
Marta y, esgrimiendo tesis sobre el 
origen divino de los reyes, justifica¬ 
ron el dominio del monarca. 

Federalistas y centralistas 

Tras la independencia (1810), se pro¬ 
pendió a la instauración de un go¬ 
bierno republicano en reemplazo del 
monárquico español* El problema de 
la organización político-administra¬ 
tiva conveniente al nuevo Estado de¬ 
sató el conflicto entre federalistas y 
centralistas. Carente nuestro país de 
auténtica identidad nacional, la aza¬ 
rosa realidad del momento mostraba 
una sociedad que, si bien cargaba a 
cuestas tres siglos de dependencia co¬ 
lonial, había tenido la experiencia de 
una revolución emancipadora impul¬ 
sada desde provincias diferenciadas 
geográfica y cultural mente, a la vez 
que aisladas ante la escasez de vías 
de acceso* 

Los federalistas enfatizaron el ca¬ 
rácter autónomo profundamente 
arraigado en las provincias. Conside¬ 
raron que la administración colonial 
había sido descentralista, pues ha¬ 
biendo encontrado el conquistador 
tribus independientes, para afianzar 
su predominio mantuvo separadas 
las respectivas zonas; las gobernacio¬ 
nes y los cabildos habrían apuntalado 
tal autonomía regional. Alegaron la 
variedad geográfica y la falta de co¬ 
municaciones, la independencia, que 
operó de la periferia hacia el centro, 
y finalmente, el deseo de imitar el ad¬ 
mirado modelo norteamericano. Ca¬ 
milo Torres y Miguel de Rombo per¬ 
sonificaron la idea federal en la Nueva 
Granada. 

Los centralistas argumentaban que 
era indispensable mantener la unidad 
que España impuso a las colonias; 
veían en el federalismo un sistema 
propicio a rivalidades, egoísmos y 
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caudillismos disolventes, cuya ope- 
rancia impediría estructurar un Es¬ 
tado lo suficientemente fuerte como 
para hacer frente a una eventual reac¬ 
ción española. El Estado unitario, do¬ 
tado de un ejército, catalizaría cual¬ 
quier intento de restauración absolu¬ 
tista. Criticaron el trasplante de insti¬ 
tuciones norteamericanas para regir 
un país con hábitos, costumbres y ne¬ 
cesidades peculiares, Antonio Nariño 
se constituyó en el más autorizado 
vocero de la tendencia centralista. 
Aunque los analistas pretenden 
mostrar la lucha entre dos tendencias, 
de las cuales una se inclina a la impor¬ 
tación de modelos foráneos y la otra 
busca definir instituciones apropia¬ 
das a la idiosincrasia local, en la prác¬ 
tica sostenedores de doctrinas dia¬ 
metralmente opuestas se apropian de 
este argumento para hacer ver sus 
pensamientos como los más adecua¬ 
dos a la realidad circundante. La acu¬ 
ciante urgencia de dar respuestas a 
concretas circunstancias llevó a hom¬ 
bres de la talla de Antonio Nariño y 
Simón Bolívar a propugnar el centra¬ 
lismo autoritario, como medida para 
hacer posible la independencia; así la 
tesis de que el federalismo es propio 
de pueblos avanzados fue conjugada 
con la idea de la provisionalidad nece¬ 
saria del sistema centralista. 

La Gran Colombia: 
bolivarismo y santanderismo 

La Constitución de 1821 consagró un 
régimen centralista que incluía a Ve¬ 
nezuela y Quito. De acuerdo con fosé 
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María Samper, de este año a 1826 no 
existieron partidos políticos, única¬ 
mente hubo republicanos. Pronto las 
ideas del Libertador encontraron par¬ 
tidarios y opositores. En mayo de 
1826 Bolívar presentó un proyecto de 
Constitución al congreso constitu¬ 
yente de Bolivia; la institución de un 
presidente vitalicio e irresponsable 
sembró en el ambiente un halo mo¬ 
nárquico, combatido a nombre del ci¬ 
vilismo por antiguos federalistas 
agrupados alrededor de Francisco de 
Paula Santander. Al autoritarismo del 
Padre de la Patria, se contrapuso la 
tendencia sostenedora de institucio¬ 
nes democráticas. 

Civilistas y militaristas llevaron su 
pugna hasta el seno de la Convención 
de Ocaña (1828), cuyo fracaso se evi¬ 
denció con el retiro de los bolivaria- 
nos. La asunción de la dictadura por 
el Libertador agudizó la oposición del 
sector santanderista, empeñado en 
mantener la libertad sobre la base de 
la separación estricta de poderes, la 
consagración de derechos y la suje¬ 
ción a la Constitución y a la ley; los 
santanderistas reclamaban someti¬ 
miento al código político de 1821. 

Según Gerardo Molina, al lado de 
las páginas de Santander, la carta de 
septiembre 21 de 1829, fechada en 
MedelKn y dirigida a Bolívar por el 
general fosé María Córdova, contiene 
el germen del futuro partido liberal; 
en ella, Córdova reivindica el go¬ 
bierno popular, representativo, alter¬ 
nativo y electivo, ejercido responsa¬ 
blemente. 

La polémica Bolívar-Santander es 
tema profusamente tratado y nada 
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pacifico. Laureano Gómez contra¬ 
pone al Bolívar católico un Santander 
masón e impío. Otros explican el cho¬ 
que como emanación de la lucha civi¬ 
les-militares; y no pocos ubican el 
meollo de la disputa en la resistencia 
de Santander y sus partidarios al am¬ 
plio plan de transformaciones socia¬ 
les y antioligárquicas propugnado 
por Bolívar. 

Los formuladores de la última hi¬ 
pótesis recuerdan que la guerra inde- 
pendentista fue apoyada por un con¬ 
tingente humano heterogéneo: crio¬ 
llos privilegiados -—corriente reaccio¬ 
naria— y masas populares (indios, 
negros, mestizos) esperanzadas en el 
afianzamiento de cambios políticos y 
sociales (reparto de tierras, abolición 
de la esclavitud) —tendencia auténti¬ 
camente revolucionaria—. La victoria 
de la causa americana mutó las condi¬ 
ciones políticas, mas no las económi¬ 
cas; el pueblo, desilusionado, se vio 
desplazado del nuevo orden, per¬ 
diendo la ocasión de plasmaT en rea¬ 
lidades sus aspiraciones. Según esta 
hipótesis, la dictadura del Libertador 
fue el último intento de adelantar las 
reformas; los amplios poderes se uti¬ 
lizaron para mantener el orden y ha¬ 
cer tangibles los resultados de la revo¬ 
lución. Los partidarios del statu quo , 
temerosos de perder sus privilegios, 
rodearon a Santander exigiendo res¬ 
peto a la Constitución de Cúcuta, cu¬ 
yas instituciones eran garantía de sus 
intereses. Manuel María Madiedo es¬ 
cribió: «Alrededor de Santander se 
agrupó el antiguo críollaje, vestido de 
todos los colores, y buscando la anti¬ 
gua preponderancia a! arrimo del or- 













den civil de que Santander se había 
hecho patrono. Alrededor de Bolívar 
estaba la democracia dei sable con la 
victoria por título». 

Dentro de la misma línea de pensa¬ 
miento parece ubicarse Alvaro Uribe 
Rueda, quien fustiga el «sentimiento ci¬ 
vilista» encamado en «feroces antimilita¬ 
ristas», cuando «aún no había finiqui¬ 
tado ia guerra emancipadora». El culto 
de la legalidad se habría esgrimido con¬ 
tra las bases democráticas, contra el 
pueblo que estaba en el ejército. 

El profesor Ramón Garzón Mendo¬ 
za hace una curiosa explicación del 
carácter de los dos grandes héroes. 
Según él, Bolívar es iniciado en una 
logia masónica de corte francés, 
mientras que Santander asistió a una 
logia de tipo anglosajón; este hecho, 
de apariencia trivial, se proyectará so¬ 
bre el perfil espiritual de los partidos 
políticos colombianos. La masonería 
de Bolívar era abierta, tolerante y crí¬ 
tica frente a las teorías del pacto social 
no aplicables a la realidad del Nuevo 
Mundo, por lo cual una «ilustración 
americana» debía imponerse. La ma¬ 
sonería de Santander, cerrada y auto¬ 
ritaria, no permitía divergencias. En¬ 
frentados los personajes, el Hombre 
de las Leyes desplazó la posición bo- 
livariana, implantando un positi¬ 
vismo anglosajón cercano a Jeremy 
Bentham y a la Ilustración europea. 
Garzón Mendoza concluye afirman¬ 
do: «Santander parece ser el precur¬ 
sor espiritual de los dos partidos [...] 
Bolívar sería el gran derrotado». 




Francisco de Paula Santander. 
Oleo de Luis García Hevia . 
Museo Nacional, Bogotá. 



José María Córdom . 

Oíeo de José María Espinosa , 
Casa Museo 20 de Julio , Bogotá. 


Muerto el Libertador (1830), el par¬ 
tido bolivariano terminó al caer la dic¬ 
tadura de Rafael Urdaneta en 1831. 
Desde 1833 gobernó Santander, y 
bajo su administración sobrevivieron 
la esclavitud, el patronato y la servi¬ 
dumbre indígena. Vicente Azuero 
encabezó una fuerza propugnad ora 
del cambio en ios órdenes político, 
social y económico. Para Gustavo 
Humberto Rodríguez nacieron en¬ 
tonces dos tendencias liberales. Ge¬ 
rardo Molina cree que estas dos ver¬ 
tientes, identificadas como liberales 
conservadores (moderados) y libera¬ 
les rojos (progresistas), constituyen el 
antecedente de los partidos políticos. 

José Ignacio de Márquez ascendió 
al poder en 1837, apoyado por anti¬ 
guos bolivarianos y moderados san- 
tanderistas, coalición denominada 
"de los ministeriales", que consiguió 
el triunfo de Pedro Alcántara Herrán 
(1841-1845) y la Constitución de 1843, 
autoritaria y centralista. El 29 de no¬ 
viembre de 1849 este grupo se llamó 
conservador. La semilla estaba sem¬ 
brada, el asunto religioso aportaría 
un elemento esencial de distinción 
entre conservadores y liberales. 

La paternidad del liberalismo se 
atribuye a Santander, la del con ser va- 
tismo a Bolívar, sin que hayan faltado 
quienes inviértanla teoría, otorgando 
al Libertador el título de fundador del 
partido liberal, y a Santander el califi¬ 
cativo de conservador. José María 
Samper señaló que si el procer «hu¬ 
biera vivido diez a quince años más, 
habría acabado por ser el jefe del ver¬ 
dadero conserva tismo neogranadino». 


Si bien es cierto que antes de 1840 
no existían los partidos liberal y con¬ 
servador, pueden detectarse tenden¬ 
cias, temperamentos que no necesa¬ 
riamente encaman en Bolívar y San¬ 
tander. Mariano Ospina Rodríguez, 
fundador e ideólogo del conservatis- 
mo, además conjurado septembrino, 
escribió que como partidos políticos 
entre bolivarianos y conservadores 
no existía relación alguna. Manuel 
Murillo Toro destacó que el libera¬ 
lismo santanderista contemporizó 
con el orden colonial, al punto de con¬ 
siderarlo «fracción ilustrada del par¬ 
tido conservador», y lo comparó con 
la colectividad que realizó las trans¬ 
formaciones de mitad de siglo. Sobre 
ei particular, Gerardo Molina apunta 
que los valores preconizados en tiem¬ 
pos del procer fueron distintos de los 
proclamados en 1849; el reconoci¬ 
miento de libertades absolutas habría 
tenido «una capacidad disocia dora» 
al momento de organizar la Repúbli¬ 
ca, el fortalecimiento de un nuevo Es¬ 
tado requería un compás de espera. 
De este modo, la formulación mecá¬ 
nica del binomio SanfanderTíbera- 
lismo o conserva tismo en nuestro sen¬ 
tir carece de fundamentos sólidos. 

La publicación de las bases del par¬ 
tido liberal, redactadas por Ezequiel 
Rojas Ramírez en 1848, y el primer 
programa conservador, elaborado 
por Mariano Ospina Rodríguez y José 
Eusebio Caro en 1849, señalan la fe¬ 
cha de nacimiento de las agrupado- 
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nes tradicionales* Para Duverger, 
hada 1850 ningún país, con excep¬ 
ción de Estados Unidos, conocía par¬ 
tidos políticos* Gustavo Humberto 
Rodríguez ha sostenido que «Colom¬ 
bia fue el primer país del mundo que 
tuvo partidos dentro del organismo 
de sus instituciones». 

Sin defender o criticar la tesis de 
Rodríguez, puede afirmarse que el 
peculiar desarrollo político colom¬ 
biano muestra la permanencia del sis¬ 
tema dualista, por lo menos durante 
ciento cuarenta años. La maquinaria 
política, las prácticas clientelistas, la 
tradición partidista de provincias, 
municipios y veredas, el antídoto de 
las coaliciones, etc,, son factores que 
permitieron a las colectividades his¬ 
tóricas mantener su presencia, adap¬ 
tarse a los cambios y superar las crisis. 

Además de la antigüedad, es asom¬ 
brosa la constancia del bipartidismo; 

jjq Los partido apolíticos _ 


esa persistencia se explica en dos sen¬ 
tidos: 

-Desde sus inicios ha sido un bi¬ 
partidismo de contenido Liberal-con¬ 
servador, propio de las polémicas del 
siglo Xix. Duverger estudió tipos his¬ 
tóricos de dualismo, correspondién¬ 
dole el primer lugar a liberales y con¬ 
servadores; el surgimiento dd socia¬ 
lismo provocó la desaparición del li¬ 
beralismo o la fusión de los antiguos 
contrincantes para hacer frente al 
enemigo común. En Colombia, la 
creencia de que el partido liberal es 
el del pueblo permitió a esa colectivi¬ 
dad catalizar el naciente movimiento 
socialista. Hada 1922, a trueque de 
consagrar en su programa ciertas rei¬ 
vindicaciones populares, se granjeó 
el apoyo del socialismo. Durante mu¬ 
cho tiempo, la izquierda no deslindó 
suficientemente sus proyectos de los 
del liberalismo* Así mismo, tenden¬ 


cias de extrema derecha han tenido 
expresión dentro del con serva ti smo. 

-El protagonismo bipartidista prác¬ 
ticamente no fue interrumpido, ni las 
disidencias, ni terceras opciones lo¬ 
graron afirmarse de modo perdura¬ 
ble en Colombia. Algunos países sus¬ 
tituyeron el dualismo por sistemas 
pluripartidistas, mientras que otros, 
decididamente dualistas, tuvieron in¬ 
terregnos dominados por La presencia 
de más de dos partidos para retomar 
luego al cauce normal* Inglaterra, por 
ejemplo, entre 1920 y 1935, experi¬ 
mentó un oasis bipartidista. Puede 
afirmarse, sin temor a equívocos, que 
ninguna de las dos circunstancias es 
predicable del desarrollo colombiano; 
hasta hace poco el país no había cono¬ 
cido un sistema diferente del biparti¬ 
dista; sin embargo, las actuales fuer¬ 
zas políticas que luchan por encontrar 
un espacio dentro del ámbito nacional 
pueden dar al traste con el biparti¬ 
dismo y orientar al país por la senda 
del muí ti partidismo. 


Ideología y partidos 
políticos 

Ideas liberales 

Los estudiosos de las ideologías uni¬ 
versales ubican ei origen remoto de 
las doctrinas liberales en la antigüe¬ 
dad grecorromana* La lucha contra 
el absolutismo implicó el revivir 
de estas ideas, enarboladas por la na¬ 
ciente burguesía. El revoluciona- 
rismo francés las consagró y también 
se impregnaron de las experiencias 
del constitucionalismo anglosajón. 

El pensamiento político liberal pre¬ 
senta una primera etapa individualis¬ 
ta: el individuo es el gran protago¬ 
nista de la historia, el ideal político 
persigue rodearlo de garantías, ase¬ 
gurarle un desarrollo pleno que re¬ 
dundará en beneficio social. El Estado 
se encuentra en un nivel inferior, 
debe limitarse a vigilar; laissez faire , 
laissez passer fue la máxima. Las liber¬ 
tades absolutas de la persona humana 
son anteriores a la vida social, el po¬ 
der político las reconoce y avala sin 
limitarlas. 

El reinado déla ley asegura la liber¬ 
tad. El sometimiento de todos a nor¬ 
mas idénticas hace iguales y libres a 
los hombres, por eso el órgano encar¬ 
gado de su expedición ocupa el pri¬ 
mer lugar dentro de la estructura es¬ 
tatal. Contrapartida necesaria de la 
veneración por el Congreso es la des¬ 
confianza hacia el Ejecutivo, repre- 






sentante de un eventual absolutismo. 
La lógica impone debilitarlo, evitando 
así su tendencia al despotismo* 

Las crisis gravísimas generadas por 
los excesos del capitalismo industrial 
y el desarrollo teórico-práctico del so¬ 
cialismo sacaron al liberalismo del 
arrobo individualista. La revisión de 
sus principios inspiró una condición 
socializante del Estado; interés gene¬ 
ral, función social de la propiedad, 
intervencionismo del Estado consti¬ 
tuyeron el trípode de la nueva orien¬ 
tación. Las tan celebradas tesis neoli¬ 
berales que se esbozan hoy en día, 
parecen remitir de nuevo a los postu¬ 
lados inicíales. 

Ideas conservadoras 

Tomando el término en su sentido 
más amplio, algunos ven el origen del 
conservatismo en Aristóteles. En Ca¬ 
tón, Justíniano, Santo Tomás de 
Aquino, Dante, Fernando de Aragón, 
Felipe n, Thomas Hobbes y Francisco 
de Suárez creen encontrar la ascen¬ 
dencia del pensamiento conservador 
hasta llegar a Edmund Burke, Joseph 
de Maistre y el vizconde de Bonald. 
Políticamente el conservatismo es pos¬ 
terior a la ideología liberal, surgió 
para contradecirla. La execración de 
la revolución francesa, violadora del 
orden natural al cual debe retornarse, 
contiene una reacción antiliberal. 

El conservatismo expresa cautela 
ante el progresismo y el reformismo, 
lo exasperan los cambios exagerados 
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Prodama del golpista José María Meló , 
en que habla de "derribar esa vergonzosa 
Constitución que legalizaba la anarquía", 
mayo 9 de 1854. Biblioteca Nacional, Bogotá. 


Advertencia "A los conservadores " sobre 
aspirantes a procurador y magistrados, 
firmada por "Juan Malo", octubre 5 de 1853 , 
Biblioteca Nacional f Bogotá. 


y violentos, desecha el afán de nove¬ 
dades, prefiere la evolución pausada 
a la ruptura brusca, «estima en más 
los resultados de la experiencia que 
las conclusiones especulativas de la 
teoría, es esencialmente práctico, y 
por consiguiente poco o nada dis¬ 
puesto a los arranques de entusias¬ 
mo, si no es contra los excesos del 
crimen y de la maldad», al decir de 
Mariano Ospina Rodríguez. 

Tradicionalista hasta la médula, el 
conservatismo se esfuerza por justifi¬ 
car el statu quo ante ; las instituciones 
antiguas son dignas de preservación, 
la parte muerta del pasado no es tra¬ 
dicional, la porción del presente des¬ 
tinada a fundirse con el futuro es an¬ 
ticipación de éste, de modo que la 
tradición es algo real, concreto, ac¬ 
tuante. Este aspecto lo vincula con la 
religión que, «protegida como esen¬ 
cial elemento del orden social», 
aporta el desprecio por el materia¬ 
lismo y el ateísmo, y a la vez ofrece 
un modelo jerárquico de organización 
que se traduce en rechazo del iguali¬ 
tarismo y el desorden. Estas ideas han 
sido antesala de gobiernos autorita¬ 
rios y prefiguran el gusto conservador 
por el ejercicio de un poder fuerte¬ 
mente centralizado, con un Ejecutivo 
dotado de amplias prerrogativas a ex¬ 
pensas del Legislativo. En síntesis, el 
conservatismo comporta la defensa 
de un orden jerárquico, religioso, tra¬ 
dicional; la restauración de dicho or¬ 


den, si fuere perturbado, y una acti¬ 
tud contrarrevolucionaria frente a 
quienes intenten socavarlo* 

El liberalismo llegó a Latinoamérica 
en el siglo xvm, la monarquía de Car¬ 
los 111 lo propagó en los dominios de 
ultramar. Roberto Herrera Soto en¬ 
cuentra antecedentes conservadores 
en las capitulaciones comuneras de 
1781, contentivas del precepto de jus¬ 
ticia distributiva con acento cristiano. 
Durante el siglo xrx, estas corrientes 
encarnaron en partidos. El conserva¬ 
tismo guardó una actitud reverencial 
hacia el legado español; el liberalismo 
fue un grupo anticolonial, sin que 
pueda contraponerse un conserva¬ 
tismo terrateniente al liberalismo in¬ 
dustrial (la industria no existía). La 
oposición fue ideológica* 

Primera república liberal 
( 1849 - 1886 ) 

El gobierno de José Hilario López, 
instaurado en 1849, fue la ocasión 
propicia para que los teóricos liberales 
desplegaran sus ideas sobre la polí¬ 
tica y el Estado., El laissez-fairismo pro¬ 
yectó sus consecuencias en todos los 
ámbitos de la vida nacional, la doc¬ 
trina de las libertades absolutas im¬ 
pregnó la ciencia jurídica colombiana. 

EÍ cultivo del tabaco se declaró li¬ 
bre, privando al Estado de una impor¬ 
tante fuente de ingresos; se cedieron 
a las provincias muchos de los im¬ 
puestos que percibía el Estado cen- 


Los partidos políticos 


111 








José Hilario López Valdés. 


tral; se creó la contribución directa, 
se abolió la esclavitud, se dividieron 
los resguardos, las Constituciones de 
1853 y 1863 reconocieron la libertad 
absoluta de imprenta y de palabra. El 
liberalismo predicó la libertad religio¬ 
sa, estatuyó la libertad de enseñanza, 
lo mismo que la de industria y comer¬ 
cio; instauró el juicio por jurados, su¬ 
primió la pena de muerte, estableció 
el sufragio universal y directo. 

Algunas de las medidas compren¬ 
didas dentro de este amplio catálogo 
persiguieron el debilitamiento de un 
Estado que emergía como un vasto re¬ 
zago colonial. Los ideólogos de la épo¬ 
ca, consecuentes con los postulados de 
su doctrina, disminuyeron las funcio¬ 
nes del poder ejecutivo. La Constitu¬ 
ción rionegrera de 1863 ha sido la más 
adversa al autoritarismo presidencial 
de cuantas ha tenido Colombia. 

Con el propósito de establecer los 
linderos de las parcialidades políticas 
colombianas durante el siglo xix, se 
ha recurrido con insistencia a algunos 
temas, ellos son: libre cambio y pro¬ 
teccionismo, federalismo y centralis¬ 
mo, partidos políticos y clases socia¬ 
les, y la cuestión religiosa. 

Libre cambio y proteccionismo 

La doctrina del libre cambio, elabo¬ 
rada por Inglaterra en su afán de co¬ 
locar su enorme producción textil en 
el mercado americano, fue trasplan¬ 
tada a la Nueva Granada. La libertad 
de importaciones fue manzana de dis¬ 
cordia en la reciente sociedad política 
granadina. 


Hacia 1831 José Ignacio de Már¬ 
quez asumió una clara actitud protec¬ 
cionista; según él, la decadencia de 
las artes era herencia del régimen es¬ 
pañol y ninguna medida había sido 
eficaz en el propósito de fomentarlas. 
En carta que dirigió a Vicente Azuero, 
el general Santander abogó por el 
abandono de las teorías del comercio 
libre, que permitían la introducción 
de productos y manufacturas extran¬ 
jeras «sin restricciones ni recargo de 
derechos». 

Por su parte, y como secretario de 
Hacienda de la primera administra¬ 
ción de Tomás Cipriano de Mosquera 
(1845-1849), Florentino González co¬ 
adyuvó a la adopción del líbre cam¬ 
bio, basándose en la teoría de la divi¬ 
sión internacional del trabajo, según 
la cual estos pueblos deben confor¬ 
marse con ofrecer a Europa materias 
primas. El mercado se inundó de mer¬ 
caderías inglesas y la eliminación de 
las manufacturas de Oriente no se 
hizo esperar. Los esfuerzos por crear 
una economía propia fracasaron. 

Alvaro Tirado Mejía explica que el 
«asunto del libre cambio no sirve de 
línea ideológica demarcatoria entre el 
liberalismo y el conservatismo colom¬ 
biano, pues ambos lo aceptaron y re¬ 
chazaron según las circunstancias del 
momento». 



Florentino González Vargas, 

Tarjeta de visita realizada sobre un grabado. 
Colección /./. Herrera , 

Biblioteca Luis Angel Arcmgo f Bogotá , 



Tomás Cipriano de Mosquera. 

Carboncillo de Ricardo Acevedo Bernal, 1834. 
Oficinas del Congreso Nacional t Bogotá. 


Federalismo y centralismo 

Uno de los asuntos que con mayor 
frecuencia se invoca para justificar 
una diferenciación doctrinaria entre 
los partidos es el de federalismo y 
centralismo. El fortalecimiento local, 
apuntalado con la descentralización 
de rentas y el otorgamiento de facul¬ 
tades a las provincias, fue política li¬ 
beral que inevitablemente condujo al 
federalismo proclamado en la Carta 
de 1863, al decretar la unión perpetua 
de los nueve estados soberanos. Sin 
embargo, Manuel María Mallarino 
(1855-1857), presidente conservador, 
bajo la vigencia de la Constitución de 
1853 sancionó las leyes que crearon 
los estados federales; y luego un Con¬ 
greso mayoritariamente conservador 
expidió la Constitución confederal de 
1858, sancionada por Mariano Ospina 
Rodríguez (1857-1861), mandatario 
del mismo paTtido. 

Esta actitud, de acuerdo con Al¬ 
fredo Vázquez Carrizosa, ha tratado 
de ser explicada por varios autores. 
Para Miguel Antonio Caro no fue más 
que el resultado de la alianza contra 
el general José María Meló (1854); Ra¬ 
fael Nuñez la calificó como acto de 
complacencia y debilidad; Miguel 
Samper pensó en un hecho no justifi¬ 
cado ni por los principios ni por los 
antecedentes del partido; José de la 
Vega resalta una claudicación en un 
punto básico del programa conserva¬ 
dor; Marco Fidel Suárez escribió: «El 
partido conservador, adoptando los 
principios de su émulo, se exhibió 
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como renegado, y el guardián del ma¬ 
nicomio se contagió de locura». 

Partidos políticos 
y clases sociales 

Asimilar las condiciones europeas a 
nuestra situación política contribuyó 
a difundir la imagen de un liberalismo 
compuesto por comerciantes, artesa¬ 
nos y antiguos esclavos, enfrentado 
a un conservatismo retardatario, cle¬ 
rical y latifundista. Un examen dete¬ 
nido del conjunto de reformas desau¬ 
toriza ampliamente esta tesis. 

La abolición de los resguardos per¬ 
judicó a los indígenas y benefició a 
comerciantes y terratenientes, intere¬ 
sados en hallar compradores para sus 
mercancías, los primeros, y ensan¬ 
char sus dominios y asegurar mano 
de obra barata, los segundos; los dos 
partidos estuvieron de acuerdo en la 
eliminación. Los conservadores fue¬ 
ron partidarios del mantenimiento de 
la esclavitud; hubo voces liberales que 
la defendieron; su desaparición con¬ 
vino a esclavos, comerciantes y arte¬ 
sanos, La desamortización de bienes 
eclesiásticos creó un amplio latifun¬ 
dio liberal; comerciantes y terrate¬ 
nientes obtuvieron las tierras comu¬ 
nales. Mercaderes y artesanos, desde 
posiciones diametralmente opuestas, 
libraron la batalla alrededor del libre 
cambio. Estos hechos revelan una 
oposición más ideológica que susten¬ 
tada en bases reales. 

La cuestión religiosa 

El debilitamiento del Estado colonial 
sugería el ataque contra la Iglesia, eri¬ 
gida como uno de sus más claros ci¬ 
mientos, La laicización entrañó el so¬ 
ca vatru en t o del poder ideológico, po¬ 
lítico y económico del clero. La liber¬ 
tad para el ejercicio libre de cualquier 
profesión u oficio, la organización 
educativa con características laicas, la 
reglamentación del matrimonio civil 
y el divorcio, el destierro de los jesuí¬ 
tas y la desamortización de bienes de 
manos muertas fueron medidas 
orientadas al cumplimiento de ese 
objetivo. 

Decididamente agrupado el catoli¬ 
cismo bajo toldas conservadoras, la 
cuestión religiosa configuró el gran 
elemento delimitador de nuestras 
parcialidades políticas. 

Hegemonía conservadora 
( 1886 - 1930 ) 

El conservatismo planteó la urgencia 
de reformas que acabaran con la sepa¬ 
ración Iglesia-Estado, el líbre tráfico 
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de armas y el federalismo. Estos plan¬ 
teamientos se entroncaron en la reali¬ 
dad nacional a partir de 1886* La Re¬ 
generación implicó el retorno al cen¬ 
tralismo, la restricción de libertades, 
el restablecimiento de la pena de 
muerte, el fortalecimiento del Ejecuti¬ 
vo, el confesionalismo, la educación 
organizada conforme a los dogmas de 
la religión católica. La Constitución 
de 1886 y el Concordato de 1887 con¬ 
figuraron el nuevo orden. 

El liberalismo empezó a padecer los 
rigores de la discriminación; desespe¬ 
rado, se lanzó a la guerra civil en 1895 
y 1899* «O nos dais la libertad o nos 
la tomamos», fue la sentencia pro¬ 
nunciada por Rafael Uribe Uribe 
desde el Congreso. La derrota dejó al 
liberalismo descompuesto progra¬ 
máticamente* Elegido presidente, el 
general Rafael Reyes (19Ü4-19Ü9) 
llamó dos ministros liberales a su ga¬ 
binete; con su apoyo, elaboró un pro¬ 
yecto de facultades extraordinarias, 
cerró el Congreso y convocó una 
Asamblea Nacional Constituyente, 
integrada por dos diputados conser¬ 
vadores y uno liberal por cada depar¬ 
tamento. La representación de este 
último partido hizo aprobar una pro¬ 
posición conforme a la cual «el pe¬ 
ríodo presidencial en curso y sola¬ 
mente mientras esté a la cabeza el se¬ 
ñor general Reyes, durara una década 
de 1905 hasta el 31 de diciembre de 
1914», La dictadura se hizo intolera¬ 
ble, la oposición fue silenciada y 
perseguida* 


Aparecía entonces el partido que 
había predicado el fortalecimiento del 
Congreso, dotando al Ejecutivo de 
fuertes poderes; la colectividad des¬ 
centra lista se tornó centralista; la 
aprobación de un período de 10 años 
para uso exclusivo del dictador hace 
recordar la presidencia bianual, 
otrora ejercida rigurosamente en 
atención a los mandatos de la Carta 
del 63, Es acertado el concepto de Ti¬ 
rado Mejía cuando afirma que en es¬ 
tas circunstancias «el país presenció 
el espectáculo de partidos que según 
las conveniencias burocráticas lanza¬ 
ban por la borda los principios que 
habían postulado y a nombre de los 
cuales habían hecho batir en la guerra 
a la población colombiana». 

El conservatismo aceptó la repre¬ 
sentación de las minorías, y los libera¬ 
les, curados de sus fiebres anteriores, 
olvidaron las prédicas federalistas y 
laicistas y los Congresos vigorosos. La 
Unión Republicana (1909-1914) evi¬ 
denció esa confusión de doctrinas; a 
nombre de la evolución social, se 
abandonaron los dogmas; la necesi¬ 
dad de afianzar un clima de paz con¬ 
dujo al entendimiento entre los parti¬ 
dos, Renegar de los principios fue la 
norma* Uno de los adalides del nuevo 
orden, Enrique Olaya Herrera, incre¬ 
pó: «¿Acaso ellos nos han impedido 
rodar al abismo de la decadencia y ia 
miseria? ¡Vuestros principios! ¿Nos 
han hecho ellos pueblo grande, nos 
han levantado en la escala de las na¬ 
ciones, han contribuido ellos a dar fe¬ 
licidad y poderío a la vida?» 

En lugar de la fusión de las colecti¬ 
vidades, Uribe Uribe respaldaba su 
organización fuerte con un plan pro¬ 
pio de política general; influido por 
las prácticas intervencionistas del go¬ 
bierno de Reyes, desde principios de 
siglo expuso la conveniencia de que 
el liberalismo abrevara en las fuentes 
del socialismo, y por tal entendía la 
posibilidad de intervención estatal. 
La insurgencia de la clase obrera com¬ 
portó la eclosión de ideas de tinte so¬ 
cialista, captadas por el liberalismo 
hacia 1922, mediante la adopción de 
un programa de reivindicaciones la¬ 
borales que aumentó la base urbana 
del partido de Uribe Uribe y Benjamín 
Herrera* Entre tanto, sectores conser¬ 
vadores integraron una corriente pro¬ 
fascista, cuyos antecedentes se ubi¬ 
can en los años veinte. En 1924 Silvio 
Villegas lanzó un llamamiento a con¬ 
formar el bloque nacionalista, encon¬ 
tró eco en algunos jóvenes conserva¬ 
dores que comenzaron a llamarse 
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"Los Leopardos". La apología de 
Adolfo Hitler, Benito Mussolini y 
Francisco Franco acentuó este intento 
durante la década de los años treinta. 

Segunda república liberal 
( 1930 - 1953 ) 

Llegado el liberalismo al poder en 
1930, el presidente Enrique Olaya He¬ 


rrera (1930-1934) prometió mantener 
la Constitución de 1886; el partido «o 
se había acomodado a su espíritu (es 
decir, se había conserva tizado la 
mentalidad liberal) o consideró que 
era llegada la hora de medir a los con¬ 
servadores con la dura vara de su pro¬ 
pia invención», según palabras de 
Restrepo Píedrahíta. Sin embargo, en 


la Convención de Ibagué, de 1922, se 
había consagrado el viraje fundamen¬ 
tal del liberalismo manche steriano al 
intervencionismo de Estado, y bajo 
esa égida se adelantaron las reformas 
de la segunda república liberal. Ale¬ 
jandro López fue partidario decidido 
del intervencionismo; Luis Eduardo 
Nieto Caballero entendía indispensa- 
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La diferencia entre el pensamiento liberal 
y conservador en las primeras décadas del 
siglo xx, iba mucho más allá de los criterios 
encontrados sobre asuntos contemporá¬ 
neos como ¡a posición frente a la cuestión 
social y al comunismo. Antonio José Iregui 
(1864-1941), quien al presidir el Comité 
Provisional de Reorganización y Depura¬ 
ción del Partido Liberal en 1929 definió al 
liberalismo frente a los más diversos temas 
—la democracia y el sufragio, la libertad 
y la justicia, la ciencia y la mujer—, se 
refería a la existencia de un "espíritu libe¬ 
ral" en contradicción con un "espíritu 
conservador". En la formación de estos 
espíritus en disputa influían un inevita¬ 
ble legado histórico y diversos ambientes 
intelectuales cuyas diferencias podían 
aún identificarse con mediana claridad. 

Protagonistas de la época, como Aqui¬ 
lino Villegas (1880-1940) y Baldomcro 5a- 
nín Cano, se veían en la necesidad de re¬ 
flexionar sobre el origen de sus apasiona¬ 
das convicciones. En su obra, ¿Por qué soy 
conservador! Villegas enmarcaba su expe¬ 
riencia en un contexto en el que ni el espa¬ 
cio ni el tiempo podían ser ajenos a la po¬ 
lítica; «Nací en una casa conservadora, en 
el sur de Antíoquta, en uno de los últimos 
años del gobierno liberal de la Federación». 
Por su parte, Baldomero Sanín Cano, en 
un escrito titulado con un interrogante 
similar, "¿Por qué soy liberal?", también 
reconocía esa obligatoria referencia: 
«Nací en 1861, mientras repercutía en to¬ 
dos los ámbitos del país el eco de las ba¬ 
tallas triunfales a que se debió la Consti¬ 
tución de 1863, sancionada en Rionegro, 
el lugar de mi nacimiento». Estos detalles 
tenían un profundo significado porque, 
como lo señalaba el mismo Villegas, «ex¬ 
plican el estado de ánimo de toda época, 
y su influencia sobre mí espíritu». 

Dichos detalles reflejaban ante todo las 
lealtades a unas tradiciones políticas e 
ideológicas que, si bien eran en parte he¬ 
redadas, superaban el estrecho círculo fa¬ 
miliar y se reforzaban luego a través de 
la formación escolar y universitaria. «En 
el pasado», expresaba Nieto Caballero, 
«son los hombres del liberalismo los que 
cautivan nuestro espíritu y nos hacen in¬ 
sensiblemente doblar la rodilla ante sus 
sombras». Sanín Cano mencionaba los 
nombres de algunas de las figuras que 
alimentaban en él esa devoción partidis¬ 
ta; Santiago Pérez, Francisco Javier Zal- 
dúa (1811-1882), Lorenzo María Lleras, 
Salvador Camacho Roldán, quienes, en¬ 


tre otros, «ocuparon puestos de preferen¬ 
cia en los anaqueles de mi memoria». 

Las lecturas de una prensa politizada, 
en el mismo ambiente familiar, contri¬ 
buían desde temprana edad a ese culto a 
las glorias del pasado que simbolizaban 
encontrados ideales e interpretaciones de 
la historia nacional. En su casa, el joven 
López Pumarejo leía periódicos liberales: 
El Autonomista, de Rafael Uribe Üríbe, 
Max Grillo (1868-1949) y Ricardo Tirado 
Macías; Eí Relator, de Diego Mendoza 
Pérez (1859-1933); y, aunque con menos 
simpatía. La Crónica , de Carlos Arturo To¬ 
rres y José Camacho Carrízosa (1865- 
1905). Y, por lo general, los colegios y las 
universidades, en su papel de centros de 
difusión doctrinaria, complementaban la 
formación de unos valores ya adquiridos. 
Los profesores de Sanín Cano en la Es¬ 
cuela Normal de Rionegro, «todos libera¬ 
les», le suministraban «material intelec¬ 
tual para reforzar la base de [sus] opinio¬ 
nes». A su turno, la educación jurídica 
de Villegas tuvo un marcado tinte conser¬ 
vador; «...el profesor de derecho público 
sostenía el centralismo de la Constitución 
de 1886 contra el sistema federal de la 
Carta de 1863; el profesor de economía 
política combatía el libre cambio; y el de 
derecho canónico defendía desde el 
punto de vista del Estado, el Concorda¬ 
to». Algunos, es cierto, tenían la oportu¬ 
nidad de recibir una educación menos or¬ 
todoxa pero, inclusive en muchos de es¬ 
tos casos, el peso ideológico era casi in- 
escapable. Miguel Antonio Caro, fue el pro¬ 
fesor de retórica de Alfonso López Puma- 
rejo. AI lado de Caro, sin embargo, otras 
influencias eran las dominantes; Julio 
César Rodríguez le sugería a López Pu¬ 
marejo textos de Charles Darwin (1809- 
1882) y de Auguste Comte, (1798-1857), 
mientras Juan Manuel Rudas (1849-1903) 
le enseñaba las obras de John Stuart Mili 
y la Ideología de Des tu ti de Tracy (1754- 
1836). Por lo demás, López Pumarejo leía 
lo que le cayese en las manos, sin mucha 
disciplina y, apasionado por la política, 
«el muchacho sabía menos de Stuart Mili 
que de la campaña del negro Marín en 
los llanos del Tolima», El mundo intelec¬ 
tual del joven López Pumarejo, que des¬ 
pués se amplió tras su experiencia en In¬ 
glaterra, difería sustancialmente del de 
Laureano Gómez (1889-1965), en quien 
la neoescolástíca, adquirida en sus ocho 
años de estudios en San Bartolomé, ejer¬ 
ció una notable influencia. 


La cuestión religiosa 

En ningún otro tema podrían quizá identi¬ 
ficarse con más claridad las diferencias en¬ 
tre liberales y conservadores que en aque¬ 
llos relacionados con la cuestión religiosa, 
en la que además se originaron nueva¬ 
mente, como en el siglo xix, las más serias 
disputas. Las diferencias entre los parti¬ 
dos, según Marco Fidel Suárez, no eran 
«nominales, ni accidentales, ni secunda¬ 
rias, sino sustanciales, doctrinales» y, por 
encima de todo, «de carácter religioso». 
Las condenas a la doctrina liberal conte¬ 
nidas en el Syllabus de Pío ix, y en las 
Opiniones candentes del sacerdote carlista 
español Félix Sardá y Salvany (1844-1916), 
ejercían aún una notable influencia en la 
Iglesia colombiana. Así lo reveló el mismo 
empeño puesto por Rafael Uribe Uribe 
para refutar dichas condenas en su traba¬ 
jo, escrito en 1912, "De cómo el libera¬ 
lismo político colombiano no es pecado". 

Ser liberal, para Julio César Rodríguez, 
uno de los maestros más influyentes en 
la educación de López Pumarejo, «era ser 
enemigo del Concordato», Vistos en su 
expresión práctica, los ataques desde pe¬ 
riódicos liberales como La Linterna contra 
el «problema clerical agudo» podrían in¬ 
terpretarse como la simple manifestación 
de una lucha electoral La influencia de 
la Iglesia, en efecto, también se traducía 
en votos para los conservadores, a pesar 
de ios esfuerzos de los republicanos, 
como Carlos E. Restrepo, para que «el 
clero no se mezcle en nuestros asuntos 
de partido». No obstante, detrás de esa 
lucha electoral se movían dos concepcio¬ 
nes del mundo en disputa y sus contra¬ 
rías interpretaciones sobre las fuentes de 
la autoridad, la naturaleza del Estado y 
las ideas de libertad, justicia y orden. 

Alberto Lleras Camargo, quien se la¬ 
mentaba de esa república agraria y semi- 
urbana de su infancia manejada desde la 
Iglesia, recordaba sus años con López Pu¬ 
marejo en 1934 como entre los mejores de 
su vida, cuando «creíamos estar reanu¬ 
dando la historia en los días gloriosos de 
las mejores luchas contra el colonialismo, 
el faiiatismo, la opacidad y el deslustre 
de la vida colombiana». Para López Puma- 
rejo era preciso destruir «hasta la aparien¬ 
cia de un Estado teocrático». En la reformu¬ 
lación de las relaciones con la Iglesia, López 
Pumarejo se propuso modificar el Concor¬ 
dato, «y romper la subordinación del po¬ 
der civil al eclesiástico, en lo relativo al 
matrimonio y al estado civil de los colom- 
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ble la protección de la sociedad contra 
el abuso de la libertad sin control, así 
como el cuidado por el Estado de los 
derechos de individuos subalternos. 
La reforma constitucional de 1936 
pretendió otorgar instrumentos para 
corregir los desequilibrios. 

El principal inspirador de la Revo¬ 
lución en Marcha, Alfonso López Fa¬ 


bianos». Contra los intentos de seculari¬ 
zación de la sociedad colombiana adelan¬ 
tados perla República Liberal, se pronun¬ 
ciaban las pastorales del Episcopado, las 
publicaciones periódicas de la Iglesia, y 
conservadores como Laureano Gómez, 
quien, en los famosos debates sobre el 
Concordato en 1942, le señalaba a Darío 
Echandía (1897-1989): «Yo hablo en nom¬ 
bre de los principios de la doctrina cató¬ 
lica, que están expresados en las obras 
filosóficas de santo Tomás, que dice cómo 
debe organizarse un Estado». 

Partidos tradicionales, 
marxismo y violencia 

A pesar de los innegables logros centena- 
listas en la tarea de civilizar los ánimos, 
la confrontación de los espíritus liberales 
y conservadores nunca perdió del todo 
la acrimonia que la había caracterizado 
desde el siglo xix. Ella resurgió inmedia¬ 
tamente después de la disolución de la 
Unión Republicana, y se volvió aún más 
áspera tras el fallido intento de la Concer¬ 
tad ón olayista. El predominio de las ten¬ 
dencias hegemónicas, en otra expresión 
de continuidad, reflejaba también el alto 
grado de polarización de la lucha ideoló¬ 
gica. En 1936, un Congreso exclusiva¬ 
mente liberal aprobaba una reforma cons¬ 
titucional que representaba, en sus diver¬ 
sos matices, la visión del liberalismo del 
porvenir nacional. A su turno, la abor¬ 
tada reforma de 1953 fue la manifestación 
más explícita del conservatismo liderado 
por Laureano Gómez. 

El ambiente intelectual de las décadas 
que sucedieron a la instauradón de la Re¬ 
pública Liberal, hasta el advenimiento de 
la dictadura militar en 1953, estuvo, pues, 
condídonado por la agudización de un 
conflicto ideológico, cuyas raíces y evolur 
don pueden trazarse desde los mismos 
orígenes de la independencia. Nuevas 
ideas y eventos, es derto, influían en la 
formación de un panorama más complejo. 

El marxismo encontraba ahora recepti¬ 
vidad en la universidad oficial. Mayor im¬ 
pacto tuvo quizá el positivismo que, entre 
los penalistas, era difundido por Rafael 
Escallón (1891-1951), Carlos Lozano y Lo¬ 
zano (1904-1952) y Jorge Eliécer Gaita ñ, 
todos discípulos de Enrico Ferri (1856- 
1929) en distintos momentos. Los consti- 
tucionalistas, a su turno, seguían en par¬ 
ticular las doctrinas de León Duguit, 
mientras otros tratadistas franceses ejer¬ 
cían notables influencias entre los juristas 
nacionales. Simultáneamente, el hispa- 


marejo, observó en 1934, al tomar po¬ 
sesión de la Presidencia de la Repú¬ 
blica, la superación de las antiguas 
barreras entre los partidos y la conve¬ 
niencia de trazar nuevas fronteras; 
pensaba que el liberalismo, detenta¬ 
dor del poder, al utilizarlo en benefi¬ 
cio del pueblo se tornaría doctrina¬ 
rio. Ante las transformaciones, el con- 


rúsmo, que bajo la inspiración de publi¬ 
cistas como Ramiro de Maeztu (1875- 
1936) tuvo un eco especial dentro de las 
filas conservadoras, se contraponía a las 
tendencias panamericanas que se vieron 
reforzadas por las políticas de Franklin 
D. Roosevelt (1882-1945), aunque en al¬ 
gunos sectores, incluidos los conservado¬ 
res, no encontraban serias contradiccio¬ 
nes entre ambas tendencias. El adveni¬ 
miento de la República española y la sub¬ 
siguiente guerra civil en la península ibé¬ 
rica fueron seguidos con marcado interés 
por la opinión pública colombiana. Así 
como también los principales eventos po¬ 
líticos del continente despertaban la aten¬ 
ción nacional: las reformas de Lázaro Cár¬ 
denas en México, el aprísmo en el Perú, 
y el jusocialismo peronista en la Argenti¬ 
na. La anterior enumeración, desorde¬ 
nada y necesariamente incompleta, sólo 
quiere ilustrar cómo el país no permane¬ 
ció ajeno a las influencias externas en un 
período que, intemacíonalmente, estuvo 
-condicionado por los efectos de la Gran 
Depresión y la segunda guerra mundial. 

«Nuestra época es ecuménica y univer¬ 
sal», expresaba Luis Eduardo Nieto Ar¬ 
teta en 1938. El mismo Nieto Arteta, sin 
embargo, destacaba la dimensión política 
de la cultura nacional que, en la historia 
del país, se había dado con «característi¬ 
cas casi dramáticas». Los colombianos, 
añadía Nieto Arteta, «hemos vivido siem¬ 
pre dedicados a hondas y ardorosas po¬ 
lémicas políticas de contenido ideológi¬ 
co». El mundo de las ideas había estado 
irremediablemente atado a la política na¬ 
cional, cuya subjetividad e irracionalidad 
habían ocasionado también «una anár¬ 
quica subjetividad» en la propia interpre¬ 
tación del pasado colombiano. Entre sus 
muy variadas preocupaciones intelectua¬ 
les, las reflexiones de Nieto Arteta sobre 
la historia nacional alcanzaron quizá su 
expresión más sistemática en Economía y 
cultura en la historia de Colombia (que co¬ 
menzó a publicarse en El Tiempo, en 
1938), libro en el cual se han destacado 
las influencias marxista y positivista. Vis¬ 
tas en conjunto, sin embargo, y enmarca¬ 
das dentro de ese amplio horizonte que 
alcanzó a comprender su pensamiento, 
en las reflexiones de Nieto Arteta sobre 
la historia nacional se destacaban tam¬ 
bién las influencias de los publicistas co¬ 
lombianos del siglo xix: Salvador Cama¬ 
cho Roidán, Miguel y José María Samper, 
Aníbal Galindo, y Rafael Núñez, entre 
otros. Entre todos ellos, José María Sam- 


servatismo asumiría una posición 
reaccionaria, ahondándose así los 
motivos de contradicción. Alvaro 
Uribe Rueda considera que las fronte¬ 
ras se establecieron, pero dentro de 
las viejas colectividades, López Pu- 
marejo dijo en 1941: «Con la reforma 
constitucional, con la reforma del sis¬ 
tema concordatario, en las bases cons- 


per parecía ocupar un lugar predilecto. 
Nieto Arteta consideraba que el Ensayo 
sobre las revoluciones políticas en Colombia 
de Samper se «leía con interés, con emo¬ 
ción, Tiene una inalterable frescura. Es 
la obra clásica de la sociología colombia¬ 
na». Aunque intentó abordar la historia 
nacional por encima de las pasiones par¬ 
tidistas, Nieto Arteta no ocultaba su ad¬ 
miración por los años del siglo xix, 
cuando florecieron los dos partidos polí¬ 
ticos como «dos opuestas visiones del 
mundo y de la vida». En esa «fecunda 
época», la política había tenido «una her¬ 
mosa significación de trascendencia» y, 
como consecuencia de las profundas di¬ 
vergencias entre los dos partidos, se ha¬ 
bía creado una «intensa vida cultural», 
que languideció, según Nieto Arteta, tras 
la amortiguación del conflicto ideológico. 

En 1950, Nieto Arteta percibía hechos 
emergentes que indicaban que en la cul¬ 
tura colombiana se había iniciado un 
nuevo período. Sin embargo, preocu¬ 
pado más por las rupturas que por las 
continuidades. Nieto Arteta subvaloraba 
la presencia aún persistente de los ele¬ 
mentos decimonónicos en la lucha ideo¬ 
lógica, Los niveles de agudización del 
conflicto se hacían evidentes en 1a vindi¬ 
cación del lenguaje. Las lecturas de las 
obras de pan fletarlos como José María 
Vargas Vila (1860-1933) mantenían vivas 
las pasiones políticas y anticlericales y ali¬ 
mentaban las devociones por la oratoria 
fogosa de fosé María Rojas Garrido. La 
violencia en el lenguaje, una clara expre¬ 
sión de los ánimos nacionales, podía se¬ 
guirse a través de la demagogia populista 
en las tribunas, a través de las pastorales 
de algunos obispos, o a través de los edi¬ 
toriales de periódicos. Ya lo había recono¬ 
cido el pensador peruano Francisco Gar¬ 
cía Calderón (1883-1953): «En Colombia, 
las convicciones exaltadas dignifican la 
querella». 

Otras tradiciones, sin embargo, distin¬ 
tas del enfrentamiento violento de los es¬ 
píritus, también perseveraban. Por en¬ 
cima de las amenazas de la dictadura y 
de un conflicto de muy serias dimensio¬ 
nes. se restablecía pronto el dominio de 
las formas representativas de gobierno. 
A pesar de todo, las virtudes centena lis¬ 
tas volvían a encontrar espacio en la vida 
de la república. 

Este texto complementa e¡ artículo "Historia de las 
ideas en Colombia", Tomo 5, pp. 15-34. 

EDUARDO POSADA CARBÓ 
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Enrique Alfredo Olaya Herrera. 
Oleo de Miguel Díaz Vargas , 1934. 
Museo Nadorad, Bogotá. 


titucionales, con la intervención del Es¬ 
tado en las industrias, dejaron de exis¬ 
tir, en mi concepto, ks últimas diferen¬ 
cias fundamentales que dividían a 
nuestros partidos tradicionales». 

A partir de 1946 un ambiente de 
violencia se enseñoreó en el país. Ata¬ 
cado, el liberalismo se dedicó a la de¬ 
fensa física de sus adeptos, mer¬ 
mando interés por asuntos doctrina¬ 
rios; el asesinato de Jorge Eliccer Gai- 
tán en 1948, y los sucesos posteriores 
lo condenaron a un prolongado inmo- 
vilismo. Al votar el plebiscito de 1957, 
el partido conservador reconoció la 
legitimidad de la reforma constitucio- 
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nal de 1936; a su vez, los liberales 
aceptaron a la Iglesia católica como 
asociación intermedia entre indivi¬ 
duo y Estado. 

El Frente Nacional (1958-1974) 

El Frente Nacional acercó aún más las 
plataformas de los partidos, los ejem¬ 
plos son variados: un influyente líder 
liberal, Carlos Lleras Res trepo, en 
1968, logró la implantación de un Eje¬ 
cutivo fuerte; el gobierno de Julio Cé¬ 
sar Turbay (1978-1982), contra toda 
idea liberal, abundó en ejemplos de 
violación indiscriminada de los dere¬ 
chos humanos; durante la adminis¬ 
tración de Belisario Betancur (1982- 
1986), un discurso difuso, preñado de 
tesis tercermundístas, demoliberales 
y hasta socialistas, sustituyó las tradi¬ 
cionales concepciones autoritarias del 
conservatismo* 

El tratamiento de algunos temas 
tradidonalmente ha sido ajeno a las 
controversias; así, durante largo 
tiempo, se impuso una acción inter¬ 
nacional de carácter bipartidista* Por 
otra parte, las últimas reformas han 
sido atacadas y defendidas por con¬ 
gresistas situados en las vertientes de 
ambos partidos. Según Rodrigo Lo¬ 
sada y Eduardo Vélez, «es poco lo 
que en los últimos 30 años cada par¬ 
tido puede reclamar propiamente 
como suyo». 

Si fuéramos a establecer el balance 
del proceso expuesto es fácil concluir 
que quien pierde y ha perdido siem¬ 
pre es la ideología liberal, pronta a 
efectuar renuncias y concesiones 
frente a un conservadsmo que, tradi- 
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cionalmente adicto al poder religioso, 
abandona las enseñanzas de la Iglesia 
cuando ésta avanza y trata de acom¬ 
pasar su posición con las urgencias 
del mundo actual* Se confirma el 
aserto de Gerardo Molina: «Cuando 
dos colectividades acuerdan coligar¬ 
se, la que defiende el antiguo orden 
se impone a la otra y acaba por mol¬ 
dearla a su gusto»* 

Este proceso de desdibujamiento 
ideológico se explica por el pragmatis¬ 
mo, el carácter emocional de los men¬ 
sajes, la dificultad de llevar a la prác¬ 
tica los postulados, la personalización 
del poder y aun la mecánica funcional 
del bipartidísimo* 

Tendencia a las alianzas 

La realidad de grandes guerras civiles 
y decenas de revueltas regionales du¬ 
rante el siglo xix, demuestra la procli¬ 
vidad de los partidos y sus dirigentes 
para dirimir conflictos en el campo de 
batalla. Paralela a esta historia de de¬ 
sastres, los bandos contrincantes han 
elaborado una abundante crónica de 
pactos, coaliciones, acuerdos sobre la 
distribución del poder, útiles en la su¬ 
peración de graves situaciones socia¬ 
les y políticas. 

Desde sus inicios, el liberalismo de¬ 
bió enfrentar el síndrome divísionis- 
ta* Gólgotas y draconianos resultaron 
enfrentados alrededor del libre cam¬ 
bio; los segundos, fervientes protec¬ 
cionistas, cifraron esperanzas en el 
gobierno de José María Obando 
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(1853-1854), que se vio asediado por 
la oposición de gólgotas y conserva¬ 
dores, quienes, aprovechando su ma¬ 
yoría parlamentaria, impusieron la 
Constitución de 1853, instrumento 
eficaz para el recorte de facultades 
presidenciales. La actitud vacilante 
de Obando precipitó el pronuncia¬ 
miento militar del 17 de abril de 1854, 
conocido como golpe de José María 
Meló. 

Ante la ruptura institucional, sur¬ 
gió espontáneamente la unión de los 
partidos; antiguos contradictores ce¬ 
rraron filas buscando a toda costa el 
derrocamiento del dictador. Pedro 
Alcántara Hcrrán y Tomás Cipriano 
de Mosquera encabezaron un ejército 
de voluntarios, colaboraron José Hila¬ 
rio López, Julio Arboleda, Mariano 
Ospina Rodríguez, Tomás Herrera, 
Joaquín París, miembros prominen¬ 
tes de ambas colectividades. Tras una 
corta guerra, se retornó a los cauces 
constitucionales; el 1 de abril de 1855 
fue elegido vicepresidente y encar¬ 


gado del poder ejecutivo Manuel Ma¬ 
ría Mal la riño, militante conservador. 

Los draconianos, debilitados por la 
derrota de Meló, tuvieron un resurgi¬ 
miento con Mosquera. Desde su pri¬ 
mera administración conservadora, 
de 1848, el "gran general" hizo esfuer¬ 
zos por constituir un tercer partido; 
en 1855 lo encontramos empeñado en 
la creación de esa fuerza o en la 
alianza con un sector liberal. Hacia 
1857 un "partido nacional" compuesto 
de liberales y conservadores lanzó su 
nombre para presidente de la Repúbli¬ 
ca, en oposición al candidato liberal 
Manuel Muríllo Toro, y al conservador 
Mariano Ospina Rodríguez, triunfador 
en aquella ocasión. 

Siendo presidente, el 29 de abril de 
1867, Mosquera decidió cerrar el Con¬ 
greso, El radicalismo liberal compren¬ 
dió que aquel día se había entroni¬ 
zado la dictadura, y un mes después, 
el 23 de mayo, cayó el general. Ma¬ 
nuel María de los Santos A costa lo 
reemplazó y luego fue legitimado por 


el Congreso. El 25 de mayo Ezequiel 
Rojas encabezó la firma de un docu¬ 
mento suscrito por numerosos jefes 
liberales y conservadores, destinado 
a respaldar al nuevo gobernante. 

Bajo ios auspicios ae varios Hol- 
guín y José María Rojas Garrido, las 
parcialidades se aliaron en 1869 for¬ 
mando "la liga", con el propósito in¬ 
fructuoso de buscar el regreso de 
Mosquera al poder. Un manifiesto fe¬ 
chado el 5 de abril de ese año, seña¬ 
laba como objetivos del movimiento 
la adopción de una política de paz y 
conciliación y buscar que «en todas 
las elecciones la representación quede 
promediada entre los dos partidos». 
Mosquera rechazó el ofrecimiento. 

Por aquellos años el grupo radical 
comandaba la política, su director era 
Manuel Murillo Toro y lo rodeaban 
Felipe y Santiago Pérez, Dámaso y 
Felipe Zapata, Aquileo Parra y Santos 
Acosta, Se conformó un ala disidente 
denominada liberalismo indepen¬ 
diente. Para suceder a Santiago Pé- 
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vez, presidente de 1874 a 1876, Rafael 
Núñez entabló negociaciones priva¬ 
das con los conservadores. Cuando 
lanzó su candidatura en 1875, sus 
adeptos se llamaron independientes; 
la juventud, antiguos mosqueostas, 
políticos insatisfechos con el régimen 
del Olimpo Radical y quienes lo 
creían capaz de reformar el sistema 
político, lo apoyaron. Santiago Pérez 
puso todas las fuerzas oficiales al ser¬ 
vicio de la candidatura de Aquileo Pa¬ 
rra; la división del partido fue eviden¬ 
te: los independientes se alinearon 
con Núñez, y con Parra los radicales. 
La coacción oficial terminó impo¬ 
niendo el triunfo de Parra. Núñez, 
burlado, actuó dentro de la convic¬ 
ción de ser jefe de una coalición que 
incluía a los conservadores. 

Para suceder al presidente Julián 
Trujillo (1878-1880), los liberales inde¬ 
pendientes lanzaron la candidatura 
de Núñez para el período 1880-1882; 
su victoria fue aplastante. Distan¬ 
ciado cada vez más de los radicales, 
aspiró nuevamente a la primera ma¬ 
gistratura en 1883, recibiendo el 
apoyo conservador. Desde 1883 Nú¬ 
ñez acarició la idea de formar un par¬ 
tido nacional cuya acción inmediata 
seria la reforma de la Constitución de 
1863; ya en 1884, conservadores y li¬ 
berales independientes dieron vida a 
la agrupación que sirvió al "filósofo 
del Cabrero" para ascender y mante¬ 
nerse en el poder. La caída del libera¬ 
lismo en la batalla de La Humareda 
(1885) marcó el comienzo de la Rege¬ 
neración, realizada con hombres y 
principios conservadores. El endure¬ 
cimiento del régimen produjo otra es¬ 
cisión: el conserva ti smo histórico 


cuestionó el sectarismo del partido 
nacional, evidenciado en la persecu¬ 
ción ininterrumpida y sistemática del 
liberalismo. 

Años después, el Quinquenio 
(1904-1909) de Rafael Reyes se vio for¬ 
talecido por la colaboración de con¬ 
servadores históricos y liberales. Re¬ 
yes aceptó sin reticencias la participa¬ 
ción liberal, infundiéndole aliento de 
vida a un partido proscrito. El primer 
gabinete contó con la presencia de Lu¬ 
cas Caballero en la cartera de Ha¬ 
cienda, y de Enrique Cortés en la de 
Relaciones Exteriores. También ayu¬ 
daron Benjamín Herrera, Rafael 
Uribe Uribe, Ba Id omero Sanín Cano, 
Fabio Lozano Torrijos y Antonio José 
Restrepo, ocupando ministerios o 
cargos diplomáticos, o como miem¬ 
bros de la Asamblea Nacional Consti¬ 
tuyente y Legislativa. Reyes cedió 
ante el autoritarismo y, al finalizar su 
mandato, la oposición se constituyó 
en grupo político bajo la denomina¬ 
ción de Centro Nacional de la Unión 
Republicana, dirigido por Nicolás Es- 
guerra (liberal) y Guillermo Quintero 
Calderón (conservador). El 3 de no¬ 
viembre de 1909 un manifiesto titu¬ 
lado "Documento histórico" concre¬ 
taba el programa y fijaba objetivos 
para una próxima reforma constitu¬ 
cional; lo suscribían dirigentes de am¬ 
bos partidos: Miguel Abadía Méndez, 
Nicolás Esguerra, Carlos Eugenio 
Restrepo, Benjamín Herrera, entre 
otros. 

El bloque liberal, acaudillado por 
Rafael Uribe Uribe, fue excluido de 
los gobiernos republicanos de Ramón 
González Valencia (J 909-1910) y Car¬ 
los Eugenio Restrepo (1910-1914). 


Uribe deseaba la organización de los 
partidos, «proscribiendo las hibrida¬ 
ciones y los contubernios que desmo¬ 
ralizan las colectividades y les hacen 
perder la noción de responsabilidad». 
En 1913 se proclamó la candidatura 
presidencial de José Vicente Concha 
(conservador), y el sector uribista del 
liberalismo ofreció su apoyo; los repu¬ 
blicanos candidatizaron a Nicolás Es- 
guerra y en 1918 apoyaron al candidato 
conservador Guillermo Valencia. 

Hacia 1930 Enrique Olaya Herrera, 
formado en la escuela del republica¬ 
nismo, contra el parecer de López Pu- 
marejo, declinó la idea de una candi¬ 
datura liberal, pretiriendo llegar al 
poder sobre los hombros de una Con¬ 
centración Patriótica Nacional; la ad¬ 
hesión del eonservatismo republi¬ 
cano concretó el propósito. Sobre esta 
base, la administración Olaya fue una 
especie de puente entre una hegemo¬ 
nía conservadora y otra liberal, instau¬ 
rada en 1934 con la presidencia de Ló¬ 
pez Pumarejo (1934-1938 y 1942-1945). 

La renuncia de López Pumarejo, 
acaecida antes de terminar su se¬ 
gundo período (1945), dio paso a un 
gobierno presidido por Alberto Lleras 
Camargo (1945-1946 y 1958-1962), 
quien integró su gabinete otorgán¬ 
dole tres ministerios al con serva tis- 
mo. Al retirarse, López dejó una pro¬ 
puesta de Erente Nacional; Mariano 
Ospina Pérez retomó la idea y, pre¬ 
sentándose al debate electoral en 
1946, proclamó la con veniencia de su¬ 
primir los gobiernos de partido y la 
necesidad de una distribución equita¬ 
tiva entre los dos bandos; su pro¬ 
grama de Unión Nacional obtuvo el 
triunfo frente a la división liberal, per- 
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Bonificada por Gabriel Turbay y Jorge 
Elíécer Gaitán* 

Ospina conformó su gabinete con 
miembros de ambos partidos, el ofi¬ 
cialismo liberal —especialmente la 
facción orientada por Eduardo San¬ 
tos— prefirió entenderse con el go¬ 
bierno antes que con Gaitán. Los gai- 
tanistas se opusieron a la participa¬ 
ción y, en noviembre de 1946, los con¬ 
gresistas liberales —sin la anuencia 
del santismo— renunciaron a colabo¬ 
rar, De las elecciones parlamentarias 
de marzo de 1947 Gaitán salió ungido 
jefe del partido; el presidente consti¬ 
tuyó un nuevo gabinete de Unión Na¬ 
cional (seis conservadores, tres gaíta- 
nistas y dos liberales oficialistas); el 
25 de marzo Gaitán autorizó la acep¬ 
tación de cargos. 

Ante la violencia extendida a lo 
largo y ancho del territorio colombia¬ 
no, los liberales demandaron de Os¬ 
pina medidas efectivas. La negligen¬ 
cia del primer magistrado provocó el 
retiro del liberalismo, medida apro¬ 
bada por la Convención el 1 de marzo 
de 1948 , La revuelta popular acaecida 
tras el asesinato de Jorge Eliécer Gai¬ 
tán (9 de abril de 1948) hizo evidente 
la necesaria cooperación liberal para 
el mantenimiento del régimen, Lau¬ 
reano Gómez, descontento, se dedicó 
a ejercer presión sobre el gobierno 
hasta convertirlo en una fuerte hege¬ 
monía conservadora. La violencia 
arreció y los liberales defraudados 
rompieron sus nexos con la adminis¬ 
tración Ospina, el 21 de mayo de 
1949, 

La política de exterminio se agu¬ 
dizó bajo la presidencia de Laureano 
Gómez (1950-1953), En el conserva- 
tismo campeaban tres sectores: lau- 
reanistas, ospinistas, alzatistas; los je¬ 
fes liberales marcharon al exilio y los 
campesinos de esa vertiente se alza¬ 
ron en armas. El golpe que derrocó a 
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Gómez fue apoyado por Ospina y Gil¬ 
berto Alzate Avendaño; el liberalismo 
ensalzó al general Gustavo Rojas Pini- 
11a, y en las columnas de sus diarios 
lo presentó como salvador de la pa¬ 
tria, En 1954 la dirección liberal des¬ 
autorizó la participación de sus miem¬ 
bros en la Asamblea Nacional Consti¬ 
tuyente (ANAC), Rojas no tuvo en 
cuenta la lista que le habían presen¬ 
tado para efectuar una ampliación. 

El deseo del dictador de perpe¬ 
tuarse en el poder le acarreó cerrada 
oposición. En 1955 Lleras Camargo 
lanzó la propuesta de un Frente Civil; 
López Pumarejo, en carta al directorio 
liberal de Antioquia, sugirió la posibi¬ 
lidad de escoger un candidato conser¬ 
vador que apoyado por el liberalis¬ 
mo sucediera a Rojas, La senda hacia 
un nuevo entendimiento estaba 
abierta, Ospina Pérez no se decidió a 
cortar los lazos que lo ataban al go¬ 
bierno; Lleras prefirió entrevistarse 
con Laureano Gómez. El 11 de enero 
de 1956 la propuesta de aumentar la 
anac en 25 miembros, elegidos por 
el Ejecutivo, causó el retiro de Ospi¬ 
na, ¡Todos estaban contra Rojas! 

Con el apoyo de los partidos Rojas 
llegó al poder, la unión de los mismos 
logró su salida. La Junta Militar (1957- 
1958) contó con el apoyo bipartidista. 
El Frente Nacional fue una acabada 
fórmula de transacción: cuatro perío¬ 
dos de gobierno de coalición, con dis¬ 
tribución equitativa de la burocracia 


oficial y, a partir de 1974, participa¬ 
ción en los ministerios del partido de¬ 
rrotado. Finalmente, el presidente 
Belisario Betancur llegó al poder apo¬ 
yado por un movimiento nacional; y 
los grupos que actualmente ponen en 
peligro la perpetuación del bipartidis¬ 
mo, cuentan con la colaboración de 
personajes salidos de los partidos tra¬ 
dicionales. 

Bipartidismo y alianzas 

Los teóricos explican que, dentro de 
la mecánica de un sistema dualista, 
el partido triunfador debe estar dis¬ 
puesto a gobernar solo, a tal punto 
que las alianzas no son de la esencia 
del bipartidismo. La concreta evolu¬ 
ción colombiana desmiente en forma 
fehaciente esta aseveración; múltiples 
circunstancias combinadas han con¬ 
ducido al entendimiento entre los 
partidos. La visión panorámica que 
hemos ofrecido aquí permite señalar 
algunos rasgos generales: 

-Las coaliciones surgen en momen¬ 
tos de crisis política, social o econó¬ 
mica. 

-Las divisiones internas de los par¬ 
tidos están ampliamente vincula¬ 
das al surgimiento de alianzas. Gru¬ 
pos inconformes o excluidos del go¬ 
bierno de su propio partido buscan 
la cooperación de la colectividad con¬ 
traria, con miras a fortalecerse. 

-La dinámica de protección y re¬ 
producción del sistema imperante 
evidencia la necesidad de uniones 
ante fuerzas políticas radicales, que 
actuando dentro de los partidos ame¬ 
nazan producir hondas transfor¬ 
maciones. 

-Varios autores resaltan la impor¬ 
tancia de los acuerdos, cuando el 
clima de tensión entre los partidos 
perjudica la tranquilidad indispensa¬ 
ble para el desarrollo económico de 
la sociedad. Así, el Frente Nacional 
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es visto como un esfuerzo de las cla¬ 
ses dominantes para consolidar un 
mínimo de estabilidad requerido para 
el avance capitalista. 


La oposición 

La oposición es, en esencia, ejercicio 
del derecho a la diferencia, oportuni¬ 
dad de disentir. Los regímenes auto¬ 
máticos siempre reclamaron obedien¬ 
cia ciega, adhesión incondicional al 
orden prescrito por el gobernante; des¬ 
atender sus decisiones o plegarse a 
orientaciones críticas justificaba una 
respuesta represiva desde el poder. 
Teorías democráticas apegadas al 
dogma de la voluntad general preten¬ 
dieron acallar todo intento de disen¬ 
so, predicando una auténtica dicta¬ 
dura de la mayoría. La presión de sec¬ 
tores minoritarios condujo final¬ 
mente al reconocimiento del derecho 
a Ja oposición, luego de sucesivas fa¬ 
ses de prohibición y tolerancia. 

El bipartidismo ofrece una clara de¬ 
mostración del juego partido de go¬ 
bierno-partido de oposición. La colec¬ 
tividad triunfante asume las posicio¬ 
nes de comando y dirige la acción gu¬ 
bernamental conforme a una plata¬ 
forma determinada. La minoría ins¬ 
pecciona, critica, propone y hasta for¬ 
mula un programa sustitutivo capaz 
de lograr el favor popular, garanti¬ 
zando así la rotación propia del sis¬ 


tema dualista. El control ejercido por 
la segunda fuerza sobre el titular del 
poder evita manejos antojadizos de 
la administración y los dineros públi¬ 
cos, y contribuye a alejar el peligro 
de gobiernos dictatoriales y corrup¬ 
tos. El catálogo de garantías para la 
oposición es indicativo del grado de 
democracia existente en un país. 

Tendencia hegemónica 

Práctica inveterada durante gran 
parte del itinerario político colom¬ 
biano fue la tendencia del partido 
vencedor a perpetuarse en el poder 
con exclusión absoluta del derrotado, 
rehuyendo su colaboración en el go¬ 
bierno. Las agencias estatales se to¬ 
maban como botín de guerra pertene¬ 
ciente únicamente al triunfador. La 
fuerza y el fraude aseguraban la per¬ 
manencia por encima de cualquier 
norma constitucional o legal que im¬ 
pusiera el traspaso, la rotación. Los 
campos de batalla fueron el espacio 
de confrontación entre de tentadores 
de prerrogativas oficiales y desaloja¬ 
dos de la dirección de los asuntos pú¬ 
blicos; según el profesor Mario La to¬ 
rre, era el derecho a la resistencia in¬ 
vocado por la oposición. Las revolu¬ 
ciones victoriosas instauraban regí¬ 
menes sectarios, prolongados hasta 
el momento en que la derrota de las 
armas oficiales o la división irreme¬ 
diable de la colectividad gobernante 
producía el relevo. 
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El sistema parecía no estar hecho 
para la alternación, sino para la hege¬ 
monía; ejemplo elocuente es la aseve¬ 
ración del diputado Francisco Eusta¬ 
quio Alvarez, emitida en la época ra¬ 
dical, pese a los intentos de ese gTupo 
para aclimatar instituciones liberales; 
teniendo los conservadores «una in¬ 
mensa mayoría numérica [...] no ha 
habido otro medio que el fraude, de 
impedirles que recuperen por las elec¬ 
ciones el poder que perdieron por las 
batallas» y que el liberalismo no se 
dejaría quitar «con papelitos lo que 
había ganado con las armas [... ] mien¬ 
tras no sea vencido por las armas no 
concederá a los conservadores dere¬ 
chos políticos ningunos». No menos 
vehemente fue el orador del Olimpo 
Radical José María Rojas Garrido, al 
proclamar la unión liberal y lanzar la 
candidatura presidencial de Francisco 
Javier Zaldúa, en abril de 1881: «El 
partido conservador es el cáncer de 
la República y es preciso extirparlo 
[...] Hagamos un juramento solemne: 
antes que permitir el triunfo conser¬ 
vador, que no quede piedra sobre pie¬ 
dra en el suelo de la patria». 

La Regeneración 

Consecuencia de la derrota liberal de 
1885 fue la sustitución de la Constitu¬ 
ción de 1863 por otra que, como aque¬ 
lla, tuvo tinte partidista y cuya vigen¬ 
cia data de 1910, dado que normas 
transitorias inspiradas en el espíritu 
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sectario de sos gestores impidieron la 
aplicación de las disposiciones refe¬ 
rentes a libertades públicas. La Rege¬ 
neración se empeñó en ejercer el po¬ 
der contra el liberalismo desmoraliza¬ 
do. Los esfuerzos por ejercer la opo¬ 
sición tropezaron con la represión ofi¬ 
cial; en 1887 se ordenaron los prime¬ 
ros destierros. La mordaza a la prensa 
oposicionista completó la persecu¬ 
ción contra el partido desplazado. 

El primer motivo de reclamo frente 
a ese régimen represivo era la nega¬ 
ción de los derechos políticos a los 
liberales y el cierre de periódicos, sin 
descontar que ia política económica 
fue objeto de discrepancias; el protec¬ 
cionismo, el papel moneda de curso 
forzoso y el Banco Nacional debieron 
soportar severos reparos. Hacia 1896, 
la publicación del "Manifiesto de los 
21", complementado en agosto de 
1897, documento crítico de las prácti¬ 
cas regeneradoras, significó el des¬ 
prendimiento del sector histórico del 
conservatismo; esta fracción conside¬ 
raba errónea la exclusión del libera¬ 
lismo y abogaba por la libertad de 
prensa y de sufragio como mecanis¬ 
mos que permitirían mantener la he¬ 
gemonía reinante, evitando el trau¬ 
matismo de los medios coercitivos. 
Liberales e históricos coincidieron en 
la necesidad de efectuar una reforma 
electoral que garantizara a las colecti¬ 
vidades contar con debida represen¬ 
tación en los cuerpos colegiados. Luis 
A. Robles y Rafael Uribe Uribe habían 
sido las voces solitarias de la parciali¬ 
dad proscrita, cada cual en legislatura 
diferente (1892-1896 y 1896-1900). 

El criterio oficial es bastante explí¬ 
cito en el mensaje dirigido a las cáma¬ 
ras por Miguel Antonio Caro en 1896: 
«Las urnas son palenque, al que con¬ 
curren los partidos políticos propia¬ 
mente dichos, esto es, los partidos 
legales, no las bandas facciosas, ni ios 
grupos de gentes notoriamente perni¬ 
ciosas ». Se refería a los liberales, quie¬ 
nes tras soportar largos años de retiro 
sistemático, manipulación electoral y 
persecución implacable, respondie¬ 
ron apelando ai recurso de la guerra; 
el sector belicista se impuso al pacifis¬ 
ta. Según anota Jorge Orlando Meló, 
la intransigencia del gobierno servía 
de argumento a los militaristas libera¬ 
les para rechazar la política de acerca¬ 
miento, y a su vez, las actividades de 
los belicistas eran interpretadas por 
el régimen imperante como prueba 
del carácter subversivo del liberalis¬ 
mo. El círculo vicioso desencadenó 
las contiendas civiles de 1895 y 1899. 


El Quinquenio 

Las admoniciones del directorio con¬ 
servador recordaban la actitud gue¬ 
rrera liberal, recomendaban impedir 
el regreso de ideas tan dañinas y el 
castigo severo a los participantes en 
la lucha; pese a ello, el general Rafael 
Reyes, al asumir el mando en 1904, 
llamó al partido vencido. 

El sufragio continuó siendo lo pri¬ 
mero, La Asamblea Nacional Consti¬ 
tuyente, compuesta por 18 conserva¬ 
dores y 9 liberales, estableció el 13 de 
abril de 1905 la representación de las 
minorías «en toda elección popular 
que tenga por objeto constituir corpo¬ 
raciones públicas y en el nombra¬ 
miento de senadores». La coexistencia 
pacífica de entonces no logró acabar la 
polarización partidista. 

El carácter autoritario del gober¬ 
nante lo llevó a sustituir el Congreso 
por la asamblea, ante la renuencia de 
aquel a expedir una ley de facultades, 
y al confinamiento en Mocoa y Oro- 
cué de un grupo de congresistas con¬ 
trarios a su gestión, motivos que le 
acarrearon la intensa oposición de sus 
copartid arios. El conserva tismo an- 
tioqueño criticó activamente la inter¬ 
vención del Estado en la economía. 
Coincidieron el sectarismo naciona¬ 
lista y el enfrentamiento de los víncu¬ 
los gobierno-liberalismo. El deseo de 
normalizar las relaciones colombo- 
norteamericanas, estando todavía 
cercana la separación de Panamá, fue 
el factor aglutinante de las fuerzas 
opositoras que dieron al traste con la 
dictadura. 

El republicanismo 

La guerra de los Mil Días y la pérdida 
de Panamá habían dejado una estela 


de desencanto hada las posidones 
nítidamente partidistas; el republica¬ 
nismo fue un intento de superar las 
confronta dones de bandos radicaliza¬ 
dos para asegurar la paz y permitir el 
libre juego democrático. Carlos Euge¬ 
nio Restrepo instaba a las colectivida¬ 
des para que «dejen de tener el carác¬ 
ter dogmático y doctrinario que hasta 
hoy han tenido, que abandonen la in¬ 
transigencia del sí y del no; busquen 
términos medios de concordia; se 
unan o desunan según las necesida¬ 
des de cada momento y de cada pro¬ 
blema», porque «los partidos del por¬ 
venir se situarán en el terreno pura¬ 
mente social y en el económico que 
es donde están peleando sus batallas 
los pueblos civilizados». Agregaba 
que el con serva tismo debía perderle 
el miedo al sufragio libre, instaurar 
«la práctica de la República» y «prepa¬ 
rar el camino para la solución del gran 
problema de la altemabilidad pacífica 
de ios partidos en el gobierno». 

La Asamblea Constituyente de 
1910, convocada bájelos auspicios del 
republicanismo, volvió a ocuparse de 
la representación de las minorías. La 
unión de los contrarios contó con los 
reparos de Rafael Uribe Uribe y Lau¬ 
reano Gómez quienes, situados en 
posidones contrarias, defendieron 
los «partidos doctrinarios» y abomi¬ 
naron los «contubernios e hibridacio¬ 
nes». El peso de las tradiciones y la 
carencia de principios que diferencia¬ 
ran a los republicanos y a las viejas 
colectividades históricas, condujeron 
al retorno de sus militantes a las tol¬ 
das partidistas; sin embargo, el movi¬ 
miento dejó planteada la necesidad 
de respetar el derecho ajeno y solucio¬ 
nar los conflictos por vía pacífica. 
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De la Concentración 
Conservadora a 1930 

La Unión Republicana mantuvo un 
gabinete de 4 conservadores y 3 libe¬ 
rales. La antigua hostilidad hada el 
liberalismo sirvió de adcate a la acen¬ 
tuación de la tendencia hegemónica 
conservadora. Desde 1910, Miguel 
Abadía Méndez, Pedro Nel Ospina y 
José Vicente Concha deddieron con¬ 
formar la "Concentración Conserva¬ 
dora", a la que se sumaron Carlos 
Holguín y Marco Fidel Suárez. Domi¬ 
nantes en el Congreso, no pocas ve¬ 
ces dificultaron el nombramiento de 
liberales. Concha sucedió a Res trepo 
(1914-1918) y llamó a miembros del 
partido liberal a ocupar ministerios 
secundarios: Comercio, Agricultura, 
Obras. Antiguos republicanos fueron 
llamados en 1916: Benjamín Herrera 
y Diego Mendoza Pérez, en Agricul¬ 
tura y Hacienda, respectivamente; su 
colaboración se retiró ese mismo año. 

La presidenda de Marco Fidel Suá- 
rez (1918-1921) consolidó el retomo a 
la hegemonía. Habiendo ofreddo dos 
ministerios políticamente sin impor¬ 
tancia a los liberales, éstos desautori¬ 
zaron la participación, so pretexto del 
interés nacional. La oposición cerrada 
libcraLcon serva dora contra el presi¬ 
dente paria se tradujo en la renuncia 
de éste, el designado Jorge Holguín 
(1921-1922) asumió la presidencia. El 
liberalismo no aceptó ningún ministe¬ 
rio. Posteriormente, el presidente 
ofredó las carteras de Tesoro, Agri¬ 
cultura y Relaciones Exteriores a Al¬ 
fonso López, Lucas Caballero y Enri¬ 
que Olaya Herrera, respectivamente. 
La con vena ón liberal declaró que en 
materia de política internacional, y 
para solución de ella, «los miembros 
del partido tienen absoluta libertad 
en sus opiniones y en las actitudes 
que adopten para hacerlas prevale¬ 
cer». Olaya aceptó, condicionando su 
presencia a la discusión de un tratado 
referente al istmo de Panamá; una vez 
aprobado, renunció al ministerio. 

La carrera por la primera magistra¬ 
tura para el período 1922-1926 en¬ 
frentó a Benjamín Herrera y Pedro 
Nel Ospina Vásquez; derrotado el pri¬ 
mero en comidos tachados de fraudu¬ 
lentos, la posición asumida en la con- 
vendón de ¡bagué —marzo de 1922— 
fue categórica, se recomendó «una 
franca, enérgica y constante política 
de oposición al gobierno, la cual debe 
desarrollarse por todos los caminos 
constitudonales y legales». La coope¬ 
ración o no cooperación con la admi- 
nistradón Ospina suscitó divergen- 
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cias; una tendencia "civilista" favora¬ 
ble dirigió un manifiesto a los conven- 
cionistas, expresaban Alfonso López, 
Nicolás Esguerra, Lucas Caballero, 
Pedro A. López, Nemesio Camacho 
y Luis Samper Sordo que «la partid- 
pación que un partido dueño del po¬ 
der público da al otro, no es una gra¬ 
cia ni una merced, sino el reconoci¬ 
miento de un derecho». 

En la circular de enero 1 de 1921, 
Herrera reiteró su criterio; el libera¬ 
lismo perseveraría en su actitud, 
mientras no se recogieran las armas 
sacadas de los parques nadonales 
para ultimar liberales en el debate 
presidendal, mientras no se inid a se 
una investigadón respecto de los crí¬ 
menes cometidos y mientras no se ex¬ 
pidiera una ley electoral. El afán de 
colaboración enarbolado por los "dvi¬ 
lista s", según Gerardo Molina, escon¬ 
día el deseo de codirigir el desarrollo 
económico al que asistía el país, forta- 
leddo por capitales extranjeros; no 
era aconsejable dejarle al con serva- 
tismo la dirección solitaria del proceso 
que empezaba a vivirse. 

Sin contendor liberal, Miguel Aba¬ 
día Méndez asumió el poder para re¬ 
gir los destinos nadonales de 1926 a 
1930. Germán Colmenares apunta 
que la oposición se movió dentro de 
un estilo drcunstaneial, aislado; la 
pureza del sufragio, la moral adminis¬ 
trativa eran los temas ocasionalmente 
esgrimidos, cuya repercusión que¬ 
daba circunscrita a la oportunidad, al 
momento. El último tramo de la admi¬ 
nistración Abadía Méndez comportó 
un cambio en el estilo oposicionista. 


ya no fue la denuncia o la crítica espo¬ 
rádica, sino la constatación del fra¬ 
caso de un modelo político; a más del 
Congreso, hubo otros escenarios para 
ventilar el desacuerdo. Alfonso Ló¬ 
pez Pumarejo abordaba un conjunto 
complejo de problemas, destacando 
la necesidad de darles otro tratamien¬ 
to; tópicos diversos desfilaban en el 
discurso lopista y, sometidos a aná¬ 
lisis riguroso, luego de constatar el 
problema, surgía la alternativa 
propuesta. 

Llegado el final de la hegemonía 
conservadora, Abadía Méndez nom¬ 
bró ministros liberales para facilitar el 
empalme con la administración Olaya 
(1930-1934). El nuevo presidente, em¬ 
peñado en su política de concentra¬ 
ción, designó ministros y gobernado¬ 
res conservadores; a pesar de ello, el 
gobierno soportó la oposición encabe¬ 
zada por Laureno Gómez, otra vez 
bajo la forma circunstancial, de co¬ 
yuntura. Según Mario La torre, la de¬ 
signación de un funcionario o un con¬ 
trato desataba tormentas, el conflicto 
con el Perú se atribuyó a puro des¬ 
cuido oficial. Gómez propugnaba por 
la organización férrea de su partido, 
de «disciplina para perros» habló al¬ 
gún incon forme. 

Modelo 

partido de gobierno-partido 
de oposición 

El 13 de noviembre de 1933 el conser¬ 
va tismo decretó la abstención en el 
debate presidencial, un segundo go¬ 
bierno liberal se avecinaba, Alfonso 
López Pumarejo esbozó otra práctica 
en materia de relaciones gobierno - 
oposición; el 4 de agosto de 1934, tres 
dias antes de posesionarse, dirigió 
una comunicación al directorio con¬ 
servador, proponía el nombramiento 
de José Arturo Andrade, Alfredo Gar¬ 
cía Cadena y Mariano Ospina Pérez 
en las carteras de Hacienda, Industria 
y Agricultura, respectivamente. La 
cooperación del partido vencido ten¬ 
dría dos caracteres: colaboración ad¬ 
ministrativa y «fiscalización de los ac¬ 
tos de gobierno», sin que hubiere 
abandono de «cualquier propósito de 
crítica o de oposición que pudiera es¬ 
tar incluido en sus planes futuros de 
política»; pero no se trataba de una 
coalición o concentración cuya carac¬ 
terística «es que no predomine en el 
gobierno constituido sobre sus bases 
ninguna política de partido», sino de 
conducir al Estado con ideas liberales. 
López anundó: «Del 7 de agosto en 
adelante habrá una política liberal en 
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todos los actos administrativos». El 
conservatismo declinó la oferta, hasta 
1945 los ministerios fueron ocupados 
por liberales. Eran los inicios del go¬ 
bierno de partido. 

El conservatismo se preparó para 
la confrontación* Aprovechando la 
representación parlamentaria en las 
sesiones ordinarias de 1934 y las ex- 
traordiñarlas de 1935, agitó una in¬ 
tensa propaganda contra la adminis¬ 
tración Olaya Herrera; algunos con¬ 
tratos y el Protocolo de Río de Janeiro, 
cuyo propósito era finiquitar el dife- 
rendo cülombo-pemano, fueron el 
centTO de las críticas. Simultánea¬ 
mente se halagaba a López; Olaya de¬ 
nunció el acuerdo entre el jefe del Es¬ 
tado y el jefe de la oposición. La tác¬ 
tica se adecuaba al fin perseguido: 
precipitar una división, que a la pos¬ 
tre se evitó. 

La oposición "amistosa" pronto 
dejó de serlo. En abril de 1935 el Di¬ 
rectorio Nacional Conservador deci¬ 
dió la abstención; se abrió paso a la 
conformación de un Congreso homo¬ 
géneo liberal, que discutió y aprobó 
la reforma constitucional de 1936, 
blanco de los ataques. El 17 de marzo 
de 1936 los conservadores dejaron co¬ 
nocer su opinión sobre la reforma, en 
mensaje dirigido al presidente López: 
«Ella pugna abiertamente con cáno¬ 
nes y principios que este partido 
juzga esenciales a la vida ordenada 
del país». 


No toleraba el partido de la oposi¬ 
ción que la venerada e "inmortal" 
Constitución de 1886 fuera tocada; la 
integridad del estatuto debía prote¬ 
gerse, lo mismo que la inviolabilidad 
de la propiedad amenazada por las 
ideas intervencionistas. El 19 de 
marzo de 1936 Emilio Ferrero, en 
conferencia radial, señalaba que los 
«partidarios de la Constitución de 
1886» no podían mirar con simpatía, 
sino con «fundado recelo», el movi¬ 
miento reformista dirigido a destruir 
o desfigurar los principios concebidos 
por «eminentes estadistas» y que 
«forman un todo armónico»; invitaba 
a mantenerlos incólumes, «señalada¬ 
mente aquellos que son como piedras 
angulares de la estructura jurídica del 
país y bases del orden social». En 
mayo de 1937 Laureano Gómez se 
quejaba del espíritu «atrozmente sec¬ 
tario» de un solo partido que, sin au¬ 
diencia de la mayoría de los ciudada¬ 
nos, llevó a cabo «la obra más nefasta 
que ha padecido la República, la des¬ 
figuración y despedazamiento de la 
Carta Política de 1886»* Se amenazaba 
con el desconocimiento de la reforma 
en caso de ser aprobada y, a la vez, 
se incitaba a la desobediencia. El pe¬ 
riódico El Siglo , en julio de 1936, pre¬ 
guntaba: «¿Obligará al pueblo colom¬ 
biano la nueva ley fundamental de 
ilegítimo nacimiento?»* El 18 de 
marzo de ese año Augusto Ramírez 
Moreno había anticipado la respues¬ 
ta: «Hay que desobedecer, los ciuda¬ 
danos quedan relevados de toda obli¬ 
gación de obediencia a las leyes ini¬ 
cuas y a las autoridades»* 

La diatriba, el ataque personal, la 
tergiversación de los acontecimien¬ 
tos, la acusación infundada, la afirma¬ 
ción temeraria, la difamación, la cam¬ 
paña desprestigiadora fueron los re¬ 
cursos de una colectividad que enten¬ 
día la oposición como guerra a muerte 
contra el gobierno. Alrededor de la 
propiedad se tejió la red más intrin¬ 
cada de confusiones provocadas; cali¬ 
ficativos de marxistas, bolcheviques, 
socialistas y masones, aplicados a los 
liberales, constituyeron poderosa 
arma de combate en medio de un pue¬ 
blo creyente y analfabeto. El 29 de 
marzo de 1936 el directorio conserva¬ 
dor aseguró: «Una porción del par¬ 
tido liberal, con el gobierno a la cabe¬ 
za, ha abjurado de los principios libe¬ 
rales y ha sentado plaza en el socia¬ 
lismo revolucionario»* Según los con¬ 
servadores, la función social de la 
propiedad conduciría a la absoluta es¬ 
ta tizadón* «La revoludón está en 
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marcha», la racionalización y el inter¬ 
vencionismo «nos llevan de un salto, 
sin transición alguna, al campo del 
socialismo extremo», decía Esteban 
Jaramillo; Rafael Bemal Jiménez agre¬ 
gó: «Todo en esta república habla el 
lenguaje marxista y todo se mueve de 
acuerdo con la técnica revolucionaria 
soviética». El Siglo de febrero 9 de 
1938 remataba: «La reforma de 1936 
fue tarea comunista, preparación del 
terreno sistemática y premeditada, 
que borró de la Constitución toda 
traba al establecimiento de un régi¬ 
men marxista en Colombia». 

Las iniciativas constitucionales, 
agrarias, fiscales, etc. soportaron la 
arremetida oposicionista, fortalecida 
por la coadyuvancia de la Iglesia ca¬ 
tólica, decidida a mantener las cláusu¬ 
las confesionales provenientes de 
1886. Junto al mensaje conservador 
de marzo 17 de 1936, se conoció un 
manifiesto protesta del episcopado; 
después de criticar la supresión de 
artículos favorables a privilegios ecle¬ 
siásticos, de hacer ver la libertad de 
cultos como una medida para dejar a 
la Iglesia «al Tas con todas las demás 
religiones falsas, así sean las más 
exóticas y extravagantes», de pronun¬ 
ciarse en contra del divorcio, del des¬ 
conocimiento del Concordato, de la 
fiscalización del manejo e inversión 
de las donaciones para fines de inte¬ 
rés social, de la libertad de enseñan¬ 
za, entre otras cosas, el documento 
concluye admonitoriamente: «Lle- 
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gado el momento de hacer prevalecer 
la justicia, ni nosotros, ni nuestro cle¬ 
ro, ni nuestros fieles permanecere¬ 
mos inermes y pasivos». 

Las pastorales y mensajes de los 
obispos sobreabundan en condenas 
al liberalismo. La apelación al "senti¬ 
miento católico" fue otra estratagema 
de la oposición; en su discurso de 
marzo 18 de 1936 Augusto Ramírez 
Moreno expresó: «No hablo como 
hombre político, hablo como criatura 
de Dios, para decir que estoy dis¬ 
puesto a seguir las órdenes de los pre¬ 
lados»* Gonzalo Restrepo Jaramillo 
recomendaba «la huelga de los brazos 
cruzados» y la grandiosa concentra¬ 
ción de derechas alrededor de la cruz. 

La "cruzada con tr arreformista" 
también estuvo secundada por secto¬ 
res de la derecha liberal. Carlos Uribe 
Echeverri predicó: «El proyecto sobre 
régimen de tierras es sovietizanfce», 
el artículo sobre expropiación es co¬ 
munista, y convocó al liberalismo a 
unirse con el conservatismo para ce¬ 
rrar filas «contra el peligro de las iz¬ 
quierdas y contra el peligro de la fil¬ 
tración de las teorías y prácticas de 
un partido internacional como el co¬ 
munista, que recibe sus órdenes y sus 
instrucciones de Moscú». Juan Lo- 
zano y Lozano corroboró: «Toda ten¬ 
dencia al intervencionismo de Estado 
prepara el advenimiento integral del 
socialismo; toda tendencia a robuste¬ 
cer la individualidad favorece el afian¬ 
zamiento de la democracia». Reunidos 
algunos opositores en la Acción Patrió¬ 
tica Económica Nacional (APEN), quisie¬ 
ron impedir el triunfo de las doctrinas 
«conculcadoras de la propiedad». 

A pesar de la aprobación de una 
reforma que instituía la cédula de ciu¬ 
dadanía, el alegato de fraude y caren¬ 
cia de garantías electorales fue otro 
recurso de la desbocada oposición 
conservad ora, cuyo ba lan ce ha ce 
Otto Morales Benítez: «Se intentaba 
divorciar al presidente del país, re¬ 
chazar propuestas de entendimiento, 
desacreditar al primer mandatario, 
deslindar grupos liberales para debi¬ 
litar al régimen, unificar la burguesía 
contra el Ejecutivo, valiéndose de la 
crítica a las reformas fiscal y agraria; 
propiciar el desconocimiento de las 
instituciones y el irrespeto a las deci¬ 
siones democráticas, mediante el des¬ 
prestigio del Congreso; establecer 
duda sobre todo resultado elecciona¬ 
rio, golpeando el régimen electoral; 
deteriorar la unidad nacional, separar 
al presidente del Ejército y crear condi¬ 
ciones favorables al golpe de Estado»* 


López Puma rejo consideraba la 
oposición como emulación democrá¬ 
tica por el poder, fueiza «canalizada 
y dirigida hacia un fin público»; sin 
embargo, debió enfrentar una reali¬ 
dad muy diferente. En lugar del con¬ 
tradictor razonable, encontró un ad¬ 
versario implacable; las convenien¬ 
cias nacionales chocaron con las arre¬ 
metidas devastadoras de toda acción 
oficial; al juicio ponderado, se contra¬ 
puso la opinión desmedida; a la con¬ 
vivencia, el espíritu sectario. 

Dos estilos 

Unas mismas ideas fueron el telón de 
fondo del liberalismo; convergieron 
en su interior dos corrientes, cada una 
propugnando un método distinto 
para interpretar aquella partitura 
ideológica. Alfonso López, opuesto a 
la práctica de "republicanismos" o 
"concentraciones", prefería el go¬ 
bierno de partido, vía rápida cuando 
se trataba de alcanzar los fines pro¬ 
puestos. Eduardo Santos quería un 
liberalismo incontaminado; los arran¬ 
ques reformistas de López atraían 
sectores socialistas y comunistas, 
Santos proponía establecer linderos, 
separarlo de la izquierda y de sectores 
avanzados del conservatismo. Anti¬ 
guo militante de la Unión Republi¬ 
cana y ministro de Olaya Herrera, 
Santos se inclinaba hacia la coalición; 
la solución, aunque lenta, permitía la 
convivencia con el contrario. 

Elegido sucesor de López, la vís¬ 
pera de su posesión Eduardo Santos 
Montejo (1938-1942) recibió una carta 
del directorio conservador; se quejaba 
ese partido de su ausencia en los co¬ 
micios, motivada por la carencia de 
cédula para un crecido número de sus 
electores, de la violencia desatada 
contra ellos en algunas regiones, de 
las reformas constitucionales y legis¬ 
lativas aprobadas desconociendo a 
esa colectividad, Al día siguiente, 
Eduardo Santos contestó: «Actuaría 
como jefe de Estado y no como jefe 
de partido, sin que ello significase 
abandono doctrinario o indefinida 
neutralidad, sino gobierno en favor 
de todos, impardal, respetuoso de los 
derechos ciudadanos». 

En 1939 ei conservatismo se pre¬ 
paró para volver a las urnas; el 8 de 
enero, en Gaehetá, chocaron manifes¬ 
tantes conservadores y policías, 8 
muertos y 18 heridos quedaron de la 
refriega. El gobierno se dispuso a ga¬ 
rantizar el orden, asegurar un exitoso 
resultado de las investigaciones; San¬ 
tos reiteró su deseo de evitar actos 


violentos, pero nada fue suficiente. 
Aquilino Villegas aconsejó recurrir al 
«derecho natural de la propia defen¬ 
sa» y «organizarse secretamente». La 
convención de Cundinamarca acogió 
los lemas de la nueva cruzada; el pre¬ 
sidente continuó llamando a la convi¬ 
vencia; Laureano Gómez, dominante 
e impetuoso, respondió renovando la 
decisión de apoyar las mencionadas 
consignas. 

Otra de las causas de oposición du¬ 
rante la década de los años treinta fue 
la situación española; se identificó al 
liberalismo con los republicanos, el 
conservatismo se alinderó en favor de 
Franco. Ante el avance de la segunda 
guerra mundial, muchos conservado¬ 
res mostraron simpatía por el nazis¬ 
mo; la política de los gobiernos libe ra¬ 
les se tradujo en una actitud de con¬ 
dena hacia las tendencias totalitarias. 

El último período de la hegemonía 
correspondió a Alfonso López Puma- 
rejo (1942-1945), La táctica conserva¬ 
dora continuó invariable: «La acdón 
intrépida», «hacer ínvivible la repú¬ 
blica», el atentado personal eran las 
divisas de lucha frontal. La reforma 
del Concordato, el asesinato del bo¬ 
xeador Francisco A. Pérez "Mamato- 
co", los escándalos alrededor de ne¬ 
gocios celebrados por miembros de la 
familia presidencial fueron, entre 
otros, los temas de la oposición, acos¬ 
tumbrada a provocar tempestades 
transitorias, antes que a ofrecer una 
alternativa seria. Retirado López en 
1945, Alberto Lleras Camargo (1945- 
1946) gobernó con participación con¬ 
servadora* 

Los conservadores al poder: 1946 

La división liberal favoreció el triunfo 
de Mariano Ospina Pérez (1946-1950), 
quien fracasó en su intento de gober¬ 
nar sobre la base de una Unión Nacio¬ 
nal. Diversos sectores conspiraron 
contra esa política: Laureano Gómez 
propugnaba por el al acelerado des¬ 
monte de la República Liberal, instau¬ 
rando en su lugar una férrea hegemo¬ 
nía conservadora; Gilberto Alzate 
Avendaño y Guillermo León Valencia 
aborrecían la colaboración del liberalis¬ 
mo, «¡necesitamos un gobierno conser¬ 
vador! ¿Para qué triunfamos los godos 
entonces?», interrogaba el último; 
Jorge Eliécer Gaitán, a diferencia del 
oficialismo de su partido, se opuso a 
la participación, aduciendo socava- 
miento de las bases y ablandamiento 
ideológico. El resultado electoral de 
marzo de 1947 consagró a Gaitán 
como jefe de ía colectividad liberal, 
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Posesión presidencial de Mariano Ospina Pérez , ruinas bogotanas del 9 de abril y jorge Eliécer Gaitán en portadas de "Cromos", de 1946 y 1 948 


posición en la cual enfrentó situacio¬ 
nes ambivalentes; así, defendió el 
paro nacional de mayo 13 de 1947, 
delicada medida contraría a un go¬ 
bierno que contaba con la ayuda libe¬ 
ral en destacadas posiciones adminis¬ 
trativas o políticas. El caudillo des¬ 
plegó intensa labor opositora, criti¬ 
cando a ministros «por cuya sangre 
corría petróleo», en alusión a supues¬ 
tas intervenciones favorables a com¬ 
pañías petroleras. 

El oficialismo dejó solo a Gaitán; 
mientras tanto, la violencia empezaba 
a arreciar, el enfrentamiento entre los 
bandos partidistas dejaba hondas se¬ 
cuelas de destrucción, los campesinos 
liberales iniciaron un éxodo intermi¬ 
nable, acosados por la persecución 
oficial, avalada por la bendición ecle¬ 
siástica. El 20 de enero de 1948 el 
liberalismo dirigió al presidente un 
memorial de agravios; en febrero 
Gaitán pronunció su célebre Oración 
por la Paz; el mismo día la policía 
atacó una manifestación de liberales. 
El 9 de abril cayó abaleado el jefe de 
la parcialidad opositora; como conse¬ 
cuencia, la Unión Nacional, rota en 
marzo, se reconstituyó. Laureano 
Gómez y Alzate Aven daño endure¬ 
cieron sus críticas a Ospina Pérez, 
Para 1949 la violencia se había agudi¬ 
zado; en mayo los liberales demanda¬ 
ron garantías, el 21 de ese mes aban¬ 
donaron el gobierno. Las elecciones 
de junio les permitieron asegurar la 
mayoría en el Congreso, hasta donde 


llegó el enfrentamiento, cuando el 8 
de septiembre el representante liberal 
Gustavo Jiménez cayó abatido por el 
conservador Castillo Isaza, Ante el 
agravamiento de la crisis, el presi¬ 
dente propuso adoptar, mediante re¬ 
forma constitucional, la supresión de 
las elecciones presidenciales y la crea¬ 
ción de un Ejecutivo bipartidista, dos 
liberales y dos conservadores alterna¬ 
rían en el poder de 1950 a 1954. 

El 21 de octubre de 1949 Darío 
Echandía concretó una fórmula de 
paz deJ liberalismo; en tal documento 
planteó que la desconfianza del par¬ 
tido conservador radicaba en la efica¬ 
cia del sistema de sufragio, y la del 
liberalismo, en la parcialidad de las 
autoridades; el conservaría mo se 
orientaba a contrarrestar las deficien¬ 
cias del sistema electoral, apelando a 
la acción directa del Ejecutivo, que 
derivaba en coacción oficial por me¬ 
dio de los cuerpos armados, fomen¬ 
tando así la violencia; a su vez, el li¬ 
beralismo, consciente de que esa 
coacción se ejercía sobre los electores, 
terminaría apelando a la respuesta 
violenta. El texto de Echandía tocaba 
dos aspectos fundamentales: el sis¬ 
tema electoral y la amenaza oficial va¬ 
liéndose de los cuerpos armados. 

Sistema electoral 

Durante el cuatrienio 1946-1950 hubo 
cuatro contiendas electorales: parla¬ 
mentarías y para concejos municipa¬ 
les, en marzo y octubre de 1947, res¬ 


pectivamente; parlamentarías en ju¬ 
nio de 1949 y presidenciales en no¬ 
viembre del mismo año . La preocupa¬ 
ción básica de los partidos se orien¬ 
taba a asegurar un sistema mínimo 
de garantías; los conservadores, 
desde el ascenso de Ospina Pérez, re¬ 
clamaron insistentemente una re¬ 
forma electoral; en 1947 Gaitán vio 
derrotados sus esfuerzos encamina¬ 
dos a consolidarla* 

La victoria liberal en las elecciones 
de octubre de 1947 enardeció al conser¬ 
vatismo. Laureano Gómez acusó a los 
liberales de tener en su poder 1800000 
cédulas falsas* En 1948 el clima de vio¬ 
lencia y, al parecer, una disminución 
en el número de concejos liberales, su¬ 
mado al inconformismo conservador, 
crearon un ambiente favorable a una 
revisión normativa, concretada en la 
ley 89 de diciembre 16, cuyo propósito 
central fue el de crear una organiza¬ 
ción electoral ajena a las influencias 
de los partidos, de modo que ninguno 
pudiese derivar ventajas en la obten¬ 
ción de las cédulas, formación de cen¬ 
sos, en las votaciones y escrutinios. 
Habría en adelante una Corte Electo¬ 
ral, integrada por miembros de los 
dos partidos; ésta elegiría, entre otras 
funciones, un registrador nacional 
imparcial; los partidos políticos ten¬ 
drían el derecho a vigilar la organiza¬ 
ción y el proceso electoral, valiéndose 
de un testigo designado por la direc¬ 
ción nacional, con facultades para ob¬ 
tener informes del registrador, asistir 
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EL SIGLO 


actuó bajo dolosa Coacción Mora! 

' No habrá concordia con cédulas falsas 

_ ¡ ACORTE EXPLIC A 1‘ÓWOrEF ALIO e i 

a «»BRt CASO DE 1’lttHlEDBHFM'O gg^iáSSrS 


IiHfHtmtilf liará boy 

Htofsottt ala Vieron 4<* táíinia 


Titulares de oposición en El Siglo , septiembre 24 de 1949 , Mariano Ospim Pérez vota en las elecciones presidenciales de 1946. 


a las sesiones de la Corte y a los escru¬ 
tinios. Ambas colectividades recono¬ 
cieron los graves defectos de la cédula 
y de los censos permanentes; en con¬ 
secuencia, decidieron hacer un censo 
nuevo, y también acordaron una revi¬ 
sión total de la cedularíón, a cargo de 
una misión técnica extranjera, antes 
de las elecciones presidenciales que 
se llevarían a cabo en junio de 1950; 
las parlamentarias se postergaron de 
marzo a junio de 1949, 

Terminada la Unión Nacional, en 
mayo de 1949, los liberales decidieron 
aprovechar su mayoría parlamentaria 
para contrarrestar la acción del presi¬ 
dente. Presentaron un proyecto de re¬ 
forma electoral que acababa con el 
acuerdo logrado a finales del año an¬ 
terior. La así llamada por los conser¬ 
vadores "contrarreforma", contenía 
dos puntos importantes; 

— Aplazamiento de la revisión de 
cédulas hasta la posesión del nuevo 
presidente, 

— Adelantar las elecciones presi¬ 
denciales a noviembre de 1949. El li¬ 
beralismo temía que, so pretexto de 
la revisión, se privara a sus partida¬ 
rios de la cédula, haciéndoles negato¬ 
rio el derecho a sufragar. Anticipar 
las elecciones imposibilitaba comple¬ 
tar la limpieza del registro electoral, 
pero los liberales deseaban asegurar 
su ventaja ante la posibilidad de 
fraude o violencia; además, si el Con¬ 
greso estaba sesionando en la fecha 
de las elecciones, ello significaba una 
garantía más. 

Los conservadores alegaban que la 
ley 89 de 1948 era un código y, por 
lo mismo, su reforma requería dos 
terceras partes. Los liberales la consi¬ 


deraron ley ordinaria y terminaron 
aprobando la enmienda por mayoría 
simple, el 29 de agosto. Os pina utilizó 
la objeción de inconstitucionalidad; el 
Congreso mantuvo la decisión; la 
Corte Suprema de Justicia, en claro 
fallo partidista, declaró la exequibili- 
dad. «Despreciable comité político» 
llamó El Siglo a la Corte, 

El presidente trató de entenderse 
con ios liberales en último intento; el 
7 de octubre dio a conocer el proyecto 
de reforma constitucional, que los li¬ 
berales contestaron el 21 del mismo 
mes. La fórmula de paz contenía una 
propuesta bastante parecida a la de 
Ospina: aplazar las elecciones con 
un gobierno provisional compartido. 
Carlos Lleras Restrepo consideró con¬ 
veniente la propuesta presidencial, 
López Pumarejo la denominó «dicta¬ 
dura pactada». Un comité bipartidis¬ 
ta encargado de estudiar la respuesta 
liberal, fue saboteado por los miem¬ 
bros conservadores; según ellos, cual¬ 
quier decisión correspondía a Lau¬ 
reano Gómez. Gómez opuso tenaz re¬ 
sistencia y el 29 de octubre rechazó 
cualquier posibilidad de entendi¬ 
miento. El 24 de octubre Eduardo Ca¬ 
ballero Calderón, registrador nacio¬ 
nal, informó a Ospina cómo en 120 
municipios las autoridades habían 
impedido el registro de liberales y 
anunció: las elecciones del 27 de no¬ 
viembre «serán una farsa sangrien¬ 
ta». Pasados algunos días, los miem¬ 
bros liberales renunciaron a sus car¬ 
gos en la Corte Electoral. Finalmente, 
el 7 de noviembre la dirección nacional 
retiró la candidatura de Darío Echan- 
día y anunció su voluntad de no reco¬ 
nocer el triunfo del conservatismo. 


Los cuerpos armados 

A finales de 1946 Laureano Gómez 
afirmó que el régimen había recibido 
una «policía enemiga [. ..] que se cree 
al servicio del partido liberal». El go¬ 
bierno de Ospina Pérez inició enton¬ 
ces un vasto plan de «depuración», 
destituyendo masivamente agentes 
liberales y reemplazándolos por secta¬ 
rios y fanáticos conservadores. Los 
orígenes de la Policía Política datan 
de 1947; en ese año el liberalismo, 
mayoritario en el Congreso, preten¬ 
dió quitarle al Ejecutivo el control de 
la Policía, lo que dio ocasión al minis¬ 
tro de Gobierno, José Antonio Mon- 
talvo, para expresar que «el gobierno 
tiene que defender a sangre y fuego 
las instituciones democráticas, la au¬ 
toridad del presidente y la policía». 
El 9 de abril de 1948 algunas divisio¬ 
nes se pasaron al bando de los rebel¬ 
des; los conservadores tuvieron mo¬ 
tivo para temer, pero en lugar de una 
reestructuración no partidista, se im¬ 
puso la política de conserva tizadón 
de ese cuerpo, purgándolo de libera¬ 
les. El gobierno pudo contar con un 
eficaz instrumento de represión con¬ 
tra la colectividad contraria. 

La violencia generalizada y los su¬ 
cesos del 9 de abril contribuyeron a 
romper la neutralidad del ejército. En 
1946 los militares controlaban un nú¬ 
mero considerable de alcaldías; en 
1948 al Ministerio de Guerra llegó un 
general, otros ocuparon gobernacio¬ 
nes, Luego del rompimiento defini¬ 
tivo de la Unión Nacional, en mayo 
de 1949, las carteras de Gobierno, Jus¬ 
ticia y Guerra se entregaron a genera¬ 
les del ejército, al tiempo que se ade¬ 
lantó una enorme reorganización ten- 
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diente a entregar las posiciones de 
mando a oficiales gobiernistas. 

El rompimiento 

Como lo expresó Darío Echan día, 
cuando el liberalismo aceptó la Unión 
Nacional, la practicó apoyando al pre¬ 
sidente con su mayoría parlamentaria 
y renunciando a la fundón opositora 
que le correspondía. Sectores del con- 
servatismo, deseosos de retener para 
su partido el control total del gobier¬ 
no, se dedicaron a minar el espíritu 
de convivencia. Paralizada la oposi¬ 
ción en virtud del acuerdo y contando 
Ospina con las autorizaciones otorga¬ 
das por el Congreso, vinp la ruptura 
definitiva de Ja Unión. Ante la victoria 
liberal del 6 de j unio de 1949 Laureano 
Gómez, quien se había ausentado, re¬ 
gresó al país y reinidó su prédica con¬ 
tra el liberalismo, comparándolo con 
la mítica y amorfa figura del basilisco. 
La colectividad desplazada decidió 
hacerse fuerte en el Congreso y utili¬ 
zando sus mayorías impulsó la re¬ 
forma electoral, verdadero "florero de 
Llórente" que agudizó la contradic¬ 
ción. En agosto Alvaro Gómez Hur¬ 
tado acalló las voces liberales repar¬ 
tiendo pitos a la representación con¬ 
servadora; el 8 de septiembre un re¬ 
presentante liberal resultó muerto. El 
12 de octubre se definió la candida¬ 
tura de Laureano Gómez, cuya cerril 
intiansigenda hizo naufragar cual¬ 
quier posibilidad de acuerdo. El 28 de 
octubre Lleras Restrepo anunció que 
«las relaciones entre liberales y con¬ 
servadores, rotas ya en el orden pú¬ 
blico, deben estarlo igualmente en el 
orden privado». 

La posterior declaratoria de absten¬ 
ción no fue más que la consecuencia 

lógica de esta situadón. Al anundar 
la decisión, Darío Echandía hizo un 
balance de la actitud conservadora: a 
las propuestas de acuerdo, Laureano 
Gómez opuso como único camino po¬ 
sible la "solución conservadora"; la 
policía sectaria se utiliza para vencer 
a las mayorías, mediante la imposi¬ 
ción violenta de una minoría, asesi¬ 
nato individual y colectivo, robo y 
destrucción de cédulas liberales, in¬ 
cendio y atentados, coacción oficial 
para obligar a los campesinos libera¬ 
les a cambiar de partido, expulsión 
de liberales de ciertos pueblos para 
luego copar ios censos con sufragan¬ 
tes conservadores, provisión de los 
gobiernos seccionales buscando las 
personalidades conservadoras más 
sectarias, reorganización de la policía 
introduciendo los sujetos de peores 


antecedentes, muchas veces "crimi¬ 
nales reconocidos", evidente falta de 
garantías. 

El 27 de noviembre de 1949 Lau¬ 
reano Gómez fue elegido presidente. 
A pocos días de su posesión, entre el 
10 y el 12 de agosto de 1950, la con¬ 
vención libera! designó un comité en¬ 
cargado de esbozar un manifiesto rei¬ 
terativo de la abstención electoral, ei 
no reconocimiento de Gómez y la 
conducta de oposición civil. Una 
nueva convención se reunió en junio 
de 1951 y adoptó el lema propuesto 
por Hernando Agudelo Villa: «Abs¬ 
tención civil en toda línea, oposición 
civil en toda línea», Eduardo Santos 
y Lleras Restrepo propugnaron por 
el rechazo total al régimen. López Pu- 
marejo era partidario de dialogar. El 
incendio de la sede de la Dirección 
Liberal Nacional, de los periódicos El 
Tiempo y El Espectador, de las casas de 
Alfonso López y Lleras Restrepo, 
ante la mirada complaciente de las au¬ 
toridades, inhibió toda posibilidad de 
oposición. 

El Frente Nacional 

Derrocado Gómez {1953), se conso¬ 
lidó la dictadura militar del general 
Gustavo Rojas Pinilla, apoyada por 
ambos partidos; en 1957 un movi¬ 
miento igualmente bipartidista se¬ 
paró del mando al dictador. Instau¬ 
rado el régimen del Frente Nacional, 
el sistema de coalición, la alternación, 
la paridad fueron objeto de ataques, 
aduciendo el carácter excluyente, oli¬ 
gárquico y antidemocrático del nuevo 


orden, sustentado en normas consti¬ 
tucionales irreformables. Vocero de 
esta inconformidad fue el Movi¬ 
miento Revolucionario Liberal (MRL), 
a cuya cabeza estaba Alfonso López 
Michelsen; no se trató de consolidar 
un nuevo partido, sino de romper el 
bipartidismo desde adentro, López se 
manifestó amigo de la colaboración 
con el gobierno, pues consideraba 
que la "táctica revolucionaria" permi¬ 
tía penetrar el gobierno y tener «pues¬ 
tos de comando sin perjuicio de rea¬ 
lizar la oposición al mismo tiempo». 

La oposición del MRL presentó el 
programa alterno conocido como set: 
salud, educación, techo, adicionado 
luego para incluir tierra y trabajo. La 
actitud expectante frente a la revolu¬ 
ción cubana enardeció el sentimiento 
a n ti comunista, dominante en aquella 
época signada por la "guerra fría". 
Lleras Camargo se puso al frente de 
la cruzada contra el mrl, contraofen¬ 
siva que resultó efectiva en el sentido 
de ir aconductando el movimiento. 
Hacia 1966 el descalabro en las elec¬ 
ciones parlamentarias propició el 
acercamiento al oficialismo liberal. 

La Acción Nacional Popular (ANA- 
Pü) fue otra fuerza opuesta a la coali¬ 
ción. La "dialéctica de la panela", há¬ 
bil mecanismo populista utilizado por 
el general Rojas Pinilla, le acarreó im¬ 
presionante crecimiento de su capital 
político, cuyo momento estelar ad¬ 
vino en 1970, cuando Rojas pudo dis¬ 
putarle con amplías posibilidades la 
primacía al candidato presidencial 
frentenadonalista, Misael Pastrana 
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Burrero (1970-1974), quien a la postre 
se impuso . 

El Frente Nacional engendró una 
peculiar forma de oposición; desatada 
contra el gobierno por facciones 
partidistas minoritarias, la confronta¬ 
ción se trasladó al interior de las colec¬ 
tividades. 

Participación adecuada 
y equitativa 

La alternación y la paridad debían 
concluir en 1974; la reforma constitu¬ 
cional de 1968 prolongó la paridad en 
los cargos de la administración no 
pertenecientes a carrera administra¬ 
tiva hasta el 7 de agosto de 1978, fecha 
después de la cual, para preservar el 
"espíritu nacional", «el nombra¬ 
miento de tales funcionarios se haría 


en forma tal que se dé participación 
adecuada y equitativa del partido ma- 
yoritario distinto al del presidente de 
la República». 

La aplicación del controvertido pa¬ 
rágrafo del numeral 1, artículo 120 de 
la Constitución, no fue uniforme; du¬ 
rante la administración de Julio César 
Turbay Ayaia (1978-1982), la partidpa- 
dón adecuada y equitativa fue enten¬ 
dida como parficipadón proporcional; 
Belisario Betancur (1982-1986) designó 
fundonarios pertenecientes al libera¬ 
lismo y debió soportar las críticas de 
las directivas liberales por haberle 
dado trato de "montonera" a ese par¬ 
tido, al no consultar con las jerarquías 
los términos de la colaboradón. 

En virtud del mecanismo constitu¬ 
cional, el partido minoritario pudo ser 


a la vez gobierno y oposición. Esta 
ilógica simultaneidad, así como la 
prolongación innecesaria de un régi¬ 
men concebido para dar respuesta a 
situaciones transitorias, cuyos efectos 
se disolvieron en el tiempo, al igual 
que la exclusión de otras fuerzas y 
la necesidad de aclimatar el ejercicio 
del esquema gobierno-oposición, hi¬ 
cieron pensar en la derogatoria del 
parágrafo. Hacia 1978 Rastran a Bo- 
rrero propuso un consenso biparti¬ 
dista encaminado a su desaparición, 
previa estructuración de una decisiva 
carrera administrativa. López Michel- 
sen (1974-1978) recomendó acabar 
con la «prórroga clandestina del 
Frente Nacional», En 1985 el enton¬ 
ces candidato Virgilio Barco planteó 
la aplicación de un programa liberal, 


TERCEROS PARTIDOS, AÑOS 30 Y 40 


Partido Comunista de Colombia 

Nació a la vida pública en julio de 1930, 
como fruto de un proceso de crítica a la 
acción política del Partido Socialista Re¬ 
volucionario (fsr), fundado en 1926. Los 
militantes de la nueva agrupación prove¬ 
nían básicamente del socialismo revolu¬ 
cionario. Acataron fielmente las consig¬ 
nas y orientaciones de la Internacional 
Comunista y trazaron como estrategia la 
búsqueda de apoyo entre las masas cam¬ 
pesinas y los obreros industriales, lo¬ 
grando consolidar en sus primeros años 
algunos baluartes y posiciones. 

Durante los gobiernos liberales de los 
años treinta desarrollaron dos tácticas. En 
un primer momento combatieron al libera¬ 
lismo en el poder, tachándolo de demago¬ 
go, emba ucador y enemigo de la clase obre 
ra. Aplicaban así en el país la línea política 
de la Internacional Comunista, consis¬ 
tente en enfrentar a los reformistas, a los 
liberales y socialdemócratas, como los 
enemigos principales del proletariado. 
Con el ascenso y consolidación del fas¬ 
cismo y el nazismo en Europa, la Interna¬ 
cional Comunista dio un vuelco a sus di¬ 
rectrices políticas, y desde 1935, orientó 
a los comunistas del mundo a trabajar en 
estrecha alianza con las fuerzas demo¬ 
cráticas para enfrentar el peligro de las 
ideologías totalitarias de extrema dere¬ 
cha. A partir de 1936 los comunistas co¬ 
lombianos empezaron a hablar del Frente 
Popular — expresión orgánica de su 
nueva conducta — , y en consonancia con 
la misma se acercaron al liberalismo y res¬ 
paldaron los gobiernos de Alfonso López 
Pumarejo y de Eduardo Santos, 

Aunque con una presencia muy débil 
en el electorado, el partido comunista lo¬ 
gró consolidarse como una tercera fuerza 
política en el escenario nadonal de los 
años treinta y cuarenta. Alcanzó notable 
influencia en la dirección del movimiento 
sindical y en el movimiento campesino. 


compartiendo la dirección de la Corpora- 
dón de Trabajadores de Colombia (ctc) 
con liberales y socialistas. Sin embargo, 
no pudo en aquellos años —ni posterior¬ 
mente— poner en peligro la hegemonía 
de los partidos tradicionales. 

Unión Nacional Izquierdista 
Revolucionaria íunir> 

La unir se conformó a finales de 1933, a 
ínstandas del joven dirigente liberal Jorge 
Eliécer Gaitán, y en tomo a un programa 
de reformas sodales de carácter básica¬ 
mente liberal de izquierda, que incorpo¬ 
raba algunas ideas de la doctrina sodalista. 

La unir impulsó la cametización de sus 
militantes, creó el periódico Unirismo y 
adelantó su trabajo en los medios obreros 
y campesinos. Pero la existencia de este 
grupo fue bien corta, ya que en 1935 ob¬ 
tuvo un magro y desalentador apoyo 
electoral. El liberalismo, bajo la orienta¬ 
ción de Alfonso López Pumarejo y con 
la enseña de ía Revolución en Marcha, 
había logrado, desde el gobierno, desper¬ 
tar el entusiasmo popular en favor de su 
partido, quitándole toda posibilidad de 
éxito y espado al movimiento de Gaitán. 

No obstante su discurso populista y ra¬ 
dical, la unir no dejó de ser la expresión 
de un sector del liberalismo. En sentido 
estricto no se le debe considerar como un 
intento de romper el bipartidismo, ya que 
ni siquiera pudo perfilarse como una or¬ 
ganización estable y sólida. 

Asociación Patriótica 
Económica Nadonal íapen) 

Creada en 1934 por inida tiva de grandes 
hacendados cafeteros, terratenientes, 
rentistas y empresarios industriales asus¬ 
tados por las movilizaciones populares y 
por el proceso de reformas impulsado por 
Alfonso López Pumarejo. 


En el fragor de una estridente campaña 
contra el gobierno, al que acusaba de filo- 
comunista y cuyas medidas catalogaba de 
colectivizantes y atentatorias contra el de¬ 
recho a la propiedad privada, la aPEn de¬ 
cidió participar en el debate electoral de 
1935 con resultados desastrosos, en¬ 
trando luego en franca disolución. A pe¬ 
sar de su existencia coyuntural, contri¬ 
buyó con su discurso hostil al reformismo 
liberal y al forja miento del clima de opo¬ 
sición que obligaría a López a declarar la 
pausa de las reformas en diciembre de 
1936. Sus adherentes encontraron aco¬ 
modo en el sector de derecha del libera¬ 
lismo y en las filas profascistas del conser¬ 
va tismo. 


Liga de Acción Política <lap> 

Hacía 1942 un grupo de intelectuales, en¬ 
tre quienes se contaban Gerardo Molina, 
Diego Luis Córdoba, Antonio García, In¬ 
dalecio Lié vano Aguírre y Carlos Henri- 
que Pareja, entre otros conformó la Liga 
de Acdón Política (laf), con el propósito 
de impulsar los objetivos del socialismo 
democrático. Se trataba de romper con la 
ilusión de ver en el liberalismo y sus sec¬ 
tores de avanzada la expresión y la posi¬ 
bilidad de realizar la justicia social y el 
perfeccionamiento de la democracia. 
Igualmente, ofrecer a los trabajadores y 
a las clases medias una alternativa de iz¬ 
quierda diferente a la comunista. 

El semanario Acción Política sirvió como 
vehículo de propaganda de su pensa¬ 
miento y su programa. En 1944, cuando 
su principal líder Gerardo Molina fue 
nombrado rector de la Universidad Na¬ 
cional, la Liga perdió vitalidad y poste¬ 
riormente se disolvió. Sus miembros se 
incorporaron al partido comunista y a la i 
izquierda liberal 
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dejando a las minorías el ejercicio de 
la oposición; durante su gobierno 
(1986-1990) el conserva ti sm o rechazó 
la colaboración, anunció el ejercicio 
de una «oposición reflexiva» y consti¬ 
tuyó un «gabinete en la sombra», cir¬ 
cunstancia que pareció augurar el de¬ 
sempeño de una vigorosa fundón 
crítica. Sin embargo, los hechos de¬ 
mostraron el resurgimiento de viejas 
formas estratégicas que se creían su¬ 
peradas; en lugar de la acción coordi¬ 
nada, seria, dispuesta a la conquista 
del futuro, se retomó al modelo cir¬ 
cunstancial, creador de efectos polí¬ 
ticos momentáneos, asimilando el 
significado de oposición a talanquera, 
traba, estorbo, obstrucdón, en fin, 
maniobra encaminada a conseguir el 
fracaso del gobierno, sin detenerse a 
pensar en las conveniendas naciona¬ 
les. No es improbable que el libera¬ 
lismo tampoco haya sabido ser par¬ 
tido de gobierno; la carencia de uni¬ 
dad en las dedsiones evidenció 
enorme disociación entre el presi¬ 
dente y sus inmediatos colaborado¬ 
res. El fracaso de políticas aplicadas 
ante la indiferencia de la élite política, 
desarticuló un proyecto de gobierno 
que hubiera podido ser el funda¬ 
mento de la discusión. 

£1 presidente César Gaviria Trujiilo 
(1990-1994) conformó su gabinete con 
participación de los partidos minori¬ 
tarios. No obstante, con la Constitu¬ 
ción de 1991 desapareció el conte¬ 
nido del parágrafo objeto de estos co¬ 
mentarios. 



Publicidad para la convención del 

Movimiento Revolucionario Liberat,MRL. 1960, 



Carteles electorales de Luis Carlos Galán Sarmiento y de Carlos Pizarra Leqngómez ¡mra las campa ñas 
de 7 981 y 1990, diseñados por Carlos Duque y Nelsvn Osario, respectivamente. 


Alternativas frente 

AL BIFARTIDISMO 
Disidencias 

Los intentos de renovación propues¬ 
tos a través de los partidos tradiciona¬ 
les constituyen propuestas renovado¬ 
ras propugnadas dentro de la colecti¬ 
vidad, pero en abierta rebeldía contra 
las jerarquías personificad oras del 
"oficialismo". El movimiento liberal 
gaitanista, opuesto a la vertiente ofi¬ 
cial y finalmente impuesto en 1947 
en razón del favorable resultado elec¬ 
toral; el Movimiento Revolucionario 
Liberal, durante la década de los se¬ 
senta; el Nuevo Liberalismo de Luis 
Carlos Galán Sarmiento, constituyen 
ejemplos destacados. 

A pesar de haber generado profun¬ 
das expectativas, muchas de estas di¬ 
sidencias no lograron afirmarse como 
verdaderas opciones de renovación y 
generalmente se integraron al tronco 
originario, a costa de gravísimas 
renuncias. 

Terceras fuerzas 

Los intentos de renovación propues¬ 
tos por fuera del bipartidismo o ter¬ 
ceras fuerzas son aquellas agrupa¬ 
ciones cuyo decurso muestra un pro¬ 
ceso de ruptura total ante el biparti¬ 
dismo. A este respecto es bien intere¬ 
sante introducir la distinción formu¬ 
lada por Manuel Gaona Cruz entre 
antagonismo y agonalismo. Los parti¬ 
dos son apenas divergentes o agona* 


les, cuando se identifican en lo funda¬ 
mental del sistema y el Estado, se ci¬ 
ñen a la normativa estatal, se expre¬ 
san dentro de las instituciones, com¬ 
parten los pilares del sistema y disien¬ 
ten sobre medios, métodos o modos 
de ejercer el poder o de lograr finali¬ 
dades, o respecto de la prioridad de 
los fines. Las tendencias antagónicas, 
para imponerse, deben acabar con los 
contrarios, variar el sistema y sus ins¬ 
tituciones. 

Algunas de las terceras fuerzas po¬ 
seen un carácter puramente agonal; 
no pocas se iniciaron como disiden¬ 
cias y lograron consolidar temporal¬ 
mente fuerzas separadas del conser¬ 
va tismo y el liberalismo. La Unión 
Nacional Izquierdista Revolucionaria 
(UNIR), creada en 1933 a instancias de 
Jorge Eliécer Gaitán; la Asociación Pa¬ 
triótica Económica Nacional (APEN), 
instaurada con el propósito de hacer 
contrapeso a las reformas impulsadas 
durante el primer gobierno de Al¬ 
fonso López Fumare jo; el Movi¬ 
miento de Asociación Nacional (MAN), 
transformado luego en la Tercera 
Fuerza, ambos originados con el 
apoyo del general Rojas Finilla; la 
Alianza Nacional Popular (ANAPO), el 
Movimiento de Salvación Nacional, 
la Alianza Democrática M-19, hacen 
parte del abanico de terceras fuerzas 
que operan sin contravenir el orden 
establecido. 

Los movimientos con notable 
acento antagónico, creados desde la 
base con indudable inspiración revo- 
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lti ció nana o de izquierda, tienen una 
larga historia que comienza a princi¬ 
pios de siglo. Los años de 1910 y 1915 
marean dos intentos de constituir mo¬ 
vimientos obreros. En 1919 se creó el 
partido socialista, cooptado por el li¬ 
beralismo hacia 1922. En 1922 se 
fundó el Partido Socialista Revolucio¬ 
nario, y a la fecha de su desintegra¬ 
ción surgió el partido comunista 
(1930). A comienzos de la década del 
cincuenta Antonio García fundó el 
Partido Socialista Colombiano; poste¬ 
riormente disidencias del partido co¬ 
munista han agitado banderas inde¬ 
pendientes. En los últimos tiempos, 
de los acuerdos de paz con la guerrilla 
surgió la Unión Patriótica. 

Futuro del bifartidismo 

La perspectiva histórica permite ex¬ 
tractar algunas conclusiones, dentro 
de las cuales la más general y desta¬ 
cada tiene que ver con la fisonomía 
particular, propia y exclusiva del bi- 
partidismo colombiano, especie sin¬ 
gularísima, cuya peculiaridad puede 
medirse teniendo en cuenta, entre 
otras, las siguientes pautas: la amplia 
tradición de alianzas y la búsqueda 
de la cooperación del segundo parti¬ 
do; una buena dosis de personalismo; 
confluencia en una plataforma común 
e indis tí nguibílidad ideológica; com¬ 
posición policlasista; oposición que 
va desde la persecución desatada con¬ 
tra la segunda fuerza, pasando por el 
gobierno de un solo partido, hasta el 
gobierno del partido triunfante con la 
colaboración del derrotado; una anti¬ 
güedad que abarca siglo y medio, 
unida a su permanencia entendida en 
dos sentidos: papel protagonice de los 
dos partidos, sin que un tercer actor 
haya interrumpido contundentemente 
esa continuidad, y mantenimiento del 
contenido liberal-conservador. 

Esta última característica parece es¬ 
tar puesta en entredicho durante los 
tiempos actuales; en efecto, la atomi¬ 
zación del partido conservador en 
grupos que muestran ciertas afinida¬ 
des con él, pero que se presentan a 
la brega electoral agitando banderas 
independientes e incluso confor¬ 
mando sus listas con personalidades 
destacadas del liberalismo; y la irrup¬ 
ción de nuevos movimientos como 
fruto déla incorporación a la vida civil 
de grupos que antaño realizaban opo¬ 
sición extra institucional, —tal es el caso 
de la Alianza Democrática M-19, cuya 
participación en las elecciones en al¬ 
gún momento se tradujo en merma 
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del potencial liberal y desplazamiento 
del conservatismo como segunda 
fuerza—, son fenómenos que, unidos 
□ la crisis que acusan las colectivida¬ 
des tradicionales, hacen pensar en el 
reemplazo del sistema dualista por 
uno multipartidista. 

La tradición bipartidista de regio¬ 
nes, municipios y veredas es aspecto 
que se manifiesta en favor de la con¬ 
servación del viejo esquema dualista. 
El descrédito de las colectividades tra¬ 
dicionales, en sentido contrario, 
constituye situación favorable a los 
movimientos políticos que aspiran a 
consolidarse y a quebrar definitiva¬ 
mente el predominio bipartidista. La 
institucíonalización de los partidos y 
movimientos políticos dentro de la 
Constitución de 1991 consolida un 
factor favorable a la construcción de 
un efectivo multipartidismo, toda vez 
que se prevén circunstancias tales 
como el reconocimiento de persone¬ 
ría jurídica, financiación del funcio¬ 
namiento y de las campañas electora¬ 
les, posibilidad de limitar el monto 
de los gastos para las campañas y la 
cuantía de las contribuciones indivi¬ 
duales, obligación de rendir cuentas 
públicas sobre volumen, origen y des¬ 
tino de los ingresos, utilización de los 
medios de comunicación social del 
Estado, medidas que, entre otras co¬ 
sas, propenden a permitir el desarro¬ 
llo de la actividad política en forma 
más equitativa y con mayores oportu¬ 
nidades, sobre todo para movimien¬ 
tos que inician su tránsito o que no 
son tan fuertes numérica y financiera¬ 
mente. A todo lo anterior se agrega 
la consagración del estatuto de la opo¬ 
sición, que pretende garantizar el 
ejercicio de la función crítica por los 
partidos y movimientos que no parti¬ 
cipan en el gobierno, medíante im¬ 
portantes instrumentos dentro de los 
que se cuentan el acceso a la informa¬ 
ción y documentación oficiales, uso 
de los medios de comunicación social 
del Estado, réplica, participación en 
los organismos electorales, reconoci¬ 
dos todos como derechos. 

Frente a la constitucionalización del 
b¡partidismo, que se introdujo en la 
Carta de 1886, el nuevo estatuto 
ofrece posibilidades más amplías. Sin 
embargo, es indispensable tener en 
cuenta que las previsiones constitu¬ 
cionales acerca de los partidos y mo¬ 
vimientos, si bien pueden contribuir 
a la configuración de un determinado 
sistema, son tan solo uno de los fac¬ 
tores que confluyen a la determina¬ 
ción del número de partidos. 
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Fue Aristóteles, quien en el siglo III a C 
habló por primera vez de la existen¬ 
cia de tres elementos o funciones que 
componen una politeia o sociedad po¬ 
líticamente organizada. El primero de 
estos elementos es el que delibera so¬ 
bre los asuntos comunes, el segundo 
se ocupa de los oficios públicos y el 
tercero administra justicia. Como 
consecuencia del estudio de las de¬ 
mocracias de su tiempo, el filósofo 
griego introdujo la teoría de la sobe¬ 
ranía de la ley y su imperio sobre los 
poderes organizados. Sin ser un gran 
demócrata, pues desconfiaba de la 
idea de igualdad que inspira la demo¬ 
cracia, constató que en este régimen 
político las tres funciones se encuen¬ 
tran ejercidas por órganos diferentes, 
así: el Legislativo en cabeza de la 
asamblea de ciudadanos, la cual elige 
a los magistrados que ejercen el Eje¬ 
cutivo, y a los jueces. Esto es, definió 
lo que modernamente conocemos 
como división del poder en Legislati¬ 
vo, Ejecutivo y judicial. Al analizar 
estos principios de teoría política, 
Aristóteles buscaba describir la mejor 
politeia posible, entendiéndola como 
aquella que garantiza el bien común 
y la felicidad de los ciudadanos. 

En el siglo xvm Montesquieu desa¬ 
rrolla la teoría de la separación tripar¬ 
tita del poder, concibiendo un meca¬ 
nismo de control de "pesos y contra¬ 
pesos", en el que el poder controla al 
poder. Lo anterior presupone una 
fragmentación y una distribución del 
poder político, tendiente a evitar su 
abuso por parte de los gobernantes. 

Estas ideas, puestas en práctica por 
los Estados democráticos y liberales 
modernos, dentro de los cuales se en¬ 
cuadra el Estado colombiano, han 
permitido estructurar un poder polí¬ 
tico controlado por varios mecanis¬ 
mos, entre los cuales tenemos: el de 
su división en tres ramas, el de la 
preeminencia de la ley y el de la selec¬ 
ción democrática de los gobernantes. 

Democracia 

Etimológicamente democracia signi¬ 
fica gobierno del pueblo. Según esta 
definición, es el pueblo el qúe debe 
tomar las decisiones necesarias para 
su propia convivencia, buscando la 
armonía y solución de los diferentes 


conflictos sociales presentes en toda 
sociedad organizada. El éxito y la su¬ 
pervivencia de esta forma de go¬ 
bierno dependen, entonces, de la real 
participación del pueblo en la toma 
de las decisiones políticas y de la 
creencia en la legitimidad de este pro¬ 
ceso democrático. Es decir, del senti¬ 
miento y convicción de estar partici¬ 
pando y contribuyendo en la toma de 
las decisiones políticas de la sociedad 
en que se vive. 

Durante la época antigua {la polis 
griega), el conjunto de los ciudadanos 
se reunía directamente en el agora 
para adoptar las decisiones y las leyes 
relativas a sus necesidades, y encar¬ 
gaba a algunos de sus miembros de 
la ejecución de las mismas. Ser ciuda¬ 
dano de la polis significaba poder par¬ 
ticipar en la asamblea para votar las 


leyes y tomar las decisiones impor¬ 
tantes de la comunidad y, además, 
poder participar en la ejecución de las 
mismas, bien como delegado de la 
asamblea para un determinado fin, o 
como juez. La asamblea hacía posible 
que en estas democracias llamadas 
"directas", el pueblo se gobernase a 
sí mismo ejerciendo sin intermedia¬ 
rios el poder legislativo. 

Las sociedades modernas, mucho 
más complejas en su organización, 
con una división social del trabajo 
muy especializada y una interdepen¬ 
dencia social inimaginable para los 
antiguos, hace imposible la toma di¬ 
recta de decisiones por parte del pue¬ 
blo reunido en una asamblea. La de¬ 
mocracia se transforma, deja de ser 
directa para convertirse en una demo¬ 
cracia representativa; es decir, una 
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democracia en la cual el pueblo debe 
elegir un conjunto de representantes 
que en su nombre adopten las leyes 
y tomen las medidas necesarias para 
la correcta administración de la comu¬ 
nidad, Con esta transformación de las 
sociedades, los representantes del 
pueblo ejercen el poder legislativo, y 
las otras dos funciones que en la an¬ 
tigüedad asumían los ciudadanos, 
son ahora ejercidas por otros órganos 
del poder; el Ejecutivo y el Judicial. 

La existencia de una democracia re¬ 
presentativa implica la existencia de 
una burocracia especializada, es de¬ 
cir, de un conjunto de personas dedi¬ 
cadas exclusivamente al ejercido de 
ciertas funciones que han sido asigna¬ 
das por la ley a cada una de ellas y 
las cuales deben cumplir como su tra¬ 
bajo cotidiano, remunerado por el Es¬ 
tado. 

Estado de derecho; 
la ley como expresión 
de la voluntad soberana 

Para que la democracia representativa 
opere sin que sus representantes abu¬ 
sen del poder que les fue otorgado 
por el pueblo, se ha creado el princi¬ 
pio de la soberanía de la ley, que es¬ 
tablece que tanto los gobernantes ele¬ 
gidos por el pueblo como el mismo 
pueblo deben obedecerla. En otros 
términos, los dudadanos están some¬ 
tidos al imperio de la ley y no al de 


los gobernantes. En la ley radica la 
soberanía. 

Ahora bien, todo el sistema está es¬ 
tructurado sobre el siguiente presu¬ 
puesto; es el pueblo el que a través 
de sus representantes hace la ley y 
en ella faculta a los gobernantes para 
ejercer ciertas y determinadas funcio¬ 
nes. Las autoridades actúan previa 
autorización legal, y si hacen algo 
para lo cual no están facultadas de¬ 
ben responder por el abuso que come¬ 
tan en el ejercido de su cargo. El ciu¬ 
dadano común puede hacer lo que le 
esté permitido, es decir, no puede ha¬ 
cer aquello que expresamente le haya 
sido prohibido por la ley, tal como lo 
dispone el artículo 6 de la Constitu¬ 
ción Nadonal. 

La fundón primordial del poder 
político es expedir la ley, pues a ella 
están sometidos los gobernantes y los 
propios ciudadanos. En una demo¬ 
cracia en la que el pueblo es soberano, 
es a éste al que corresponde su expe¬ 
did ón, Por tratarse de una democra¬ 
cia representativa, en la que el pueblo 
directamente no puede ejercer por sí 
mismo esta función, la delega en una 
asamblea de representantes, general¬ 
mente conocida como parlamento. En 
ejercicio de esta delegación, es al Le¬ 
gislativo al que corresponde expedir 
la reglamentación de los otros dos po¬ 
deres. 

La aplicación del principio de la so¬ 
beranía de la ley configura la división 


del poder político en tres ramas, cada 
una de ellas con una función diferente 
frente al derecho: a la rama del poder 
legislativo le corresponde crear el de¬ 
recho; a la rama del poder ejecutivo 
le corresponde divulgar y hacer cum¬ 
plir la ley, y a la rama del poder judi¬ 
cial le corresponde definirlo, cuando 
dos o más personas discuten el dere¬ 
cho que creen tener. Por esta razón, 
la organización política de la sociedad 
liberal se conoce con el nombre de 
Estado de Derecho, por cuanto su 
fundamento es la soberanía de la ley 
y del derecho, como único meca¬ 
nismo capaz de impedir la extralimi¬ 
ta ctón de funciones del poder político 
y la solución de conflictos por los cau¬ 
ces legales. Toda acción de los gober¬ 
nantes que no esté permitida por la 
ley es arbitraria y debe ser sancionada 
por los jueces. 

Históricamente el Estado de dere¬ 
cho se origina después de la revolu¬ 
ción francesa y consagra el respeto a 
la ley como elemento fundamental de 
su organización social, estructurado 
sobre la base del monopolio de la jus¬ 
ticia y la selección democrática de sus 
gobernantes. 

Monopolio de la justicia 

Característica del sistema moderno 
de organización política es la mono¬ 
polización por parte del Estado de la 
posibilidad de definir los conflictos 
que surjan entre los ciudadanos. El 
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Estado moderno excluye cualquier 
clase de justicia privada, que le per¬ 
mita a una persona recurrir a la ven¬ 
ganza o a la retaliación operada por 
su propia mano. Debe siempre a eli¬ 
dirse a la autoridad o al juez, quien 
es el único con capacidad para cons¬ 
treñir a otro ciudadano a cumplir con 
sus obligaciones y con capacidad para 
castigarlo, en caso de haber cometido 
un delito. 

Para que toda venganza o retalia 
ción individual sea excluida del sis¬ 
tema político, es necesario que se pro¬ 
duzca un doble proceso: por una par¬ 
te, que el Estado despoje al ciudadano 
de su capacidad de emplear la fuerza 
o violencia que habría usado en con¬ 
tra de quien lo ofendió o cometió el 
delito. El individuo cede en favor del 
Estado la posibilidad de utilizar la 
fuerza, siendo ilegítimo e ilegal su 
uso pOT los particulares. Se trata de 
un proceso de civilización de las cos¬ 
tumbres sociales, en el cual los instin¬ 
tos violentos son reprimidos, de 
suerte que el individuo interioriza 
comportamientos pacíficos, dentro 
de los cuales está el tener que llamar 
a las autoridades para hacer respetar 
sus propios derechos. El otro aspecto 
de este proceso consiste en que el Es¬ 
tado debe crear un sistema de dere¬ 
cho y de justicia como sustituto de la 
venganza privada, que garantice a los 
asociados que su conflicto particular 
será resuelto conforme a la ley, gene¬ 
rando así la creencia en la legitimidad 
del sistema político. El derecho se 
constituye en la única forma de obe¬ 
diencia a las autoridades, con la ga¬ 
rantía de que éstas no abusarán de 
su poder, una vez hayan despojado 
a los ciudadanos de la posibilidad de 
llevar a cabo su propia venganza. 

Organización general 

DEL ESTADO COLOMBIANO 

Características generales 

a) Régimen con preponderancia pre¬ 
sidencial. La literatura política con¬ 
temporánea reconoce dos formas de 
relacionar el Legislativo con el Ejecu¬ 
tivo, dentro del Estado liberal de de¬ 
recho: el régimen parlamentario y el 
régimen presidencial En el primero 
sólo el parlamento constituye el Le¬ 
gislativo y es de elección popular, 
mientras que el Ejecutivo es escogido, 
directa o indirectamente, del prime¬ 
ro. El Ejecutivo es entonces de extrac¬ 
ción parlamentaria, por lo cual el Le¬ 
gislativo puede, en ciertas circunstan¬ 


cias, obligarlo a dimitir y, a su tumo, 
el Ejecutivo puede disolverlo y convo¬ 
car a nuevas elecciones legislativas. 
No existe una separación completa de 
poderes y la responsabilidad política 
la califica el parlamento haciendo di¬ 
mitir al gobierno. En este régimen, la 
cabeza del Ejecutivo está dividida, 
existiendo por lo general un jefe de 
Estado (casi siempre un rey, como en 
Inglaterra) y un jefe de Gobierno (el 
primer ministro), quien es de origen 
parlamentario. 

El régimen colombiano, de prepon¬ 
derancia presidencial, opera de una 
manera diferente. Tanto el presidente 
de la República, cabeza del Ejecutivo, 
como el Congreso, que ejerce el poder 
legislativo, son de elección popular; 
en consecuencia, el Congreso no 
puede obligar al presidente a dimitir, 
ni éste convocar a elecciones legislati¬ 
vas, La cabeza del Ejecutivo es única, 
no existe un jefe de Estado y un jefe 
de Gobierno, puesto que el presidente 
reúne ambas calidades. Los ministros 
del despacho son colaboradores del 
presidente, nombrados autónoma¬ 
mente por él; por lo general no son 
de extracción legislativa, dándole una 
gran independencia a la función eje¬ 
cutiva. La relación entre las dos ramas 
deja de ser política para tornarse, al 
menos en teoría, en jurídica; el Con¬ 
greso hace la ley y el Ejecutivo la cum¬ 
ple. 

b) Colaboración entre las ramas del 
poden En el esquema del sistema pre¬ 
sidencial clásico, la única relación 
existente entre el Legislativo y el Eje¬ 
cutivo es la del cumplimiento de la 
ley expedida por el primero de éstos, 
dando lugar a una separación total de 
las ramas del poder. En el sistema 
colombiano no existe una separación 
de este género, y las tres ramas cola¬ 
boran entre sí para el cumplimiento 
de los fines del Estado, tal como lo 
ordena el artículo 113 de la Constitu¬ 
ción. Esta colaboración se refleja en 
dos aspectos fundamentales: por una 
parte, ninguna de las tres ramas tiene 
en exclusividad alguna de las fundo¬ 
nes que históricamente dieron origen 
a su nacimiento, es decir, el Legisla¬ 
tivo tiene una fuerte injerencia del 
Ejecutivo, y éste, a su turno, posee 
parte de la capacidad normativa del 
Estado. Por otra parte, el control po¬ 
lítico ejercido por el Congreso va mu¬ 
cho más allá de la simple vigilancia 
en el cumplimiento de la ley, pues 
existe una moción de censura contra 
los ministros, que si bien está muy 
lejos de ser una censura al gobierno 


como cuerpo que lo obligue a dimitir 
en grupo —característica del régimen 
parlamentario—, sí es una interven¬ 
ción muy grande en la rama ejecutiva. 
Esta es la razón por la cual Colombia 
no tiene un sistema presidencial típico. 

c) Des dibu ja mi ente de la trid i visión 
de poderes. El régimen constitucional 
colombiano no sólo ha consagrado, 
de tiempo atrás, un sistema de cola¬ 
boración de las tres ramas, sino que 
ha ido desdibujando por completo el 
sistema clásico. El artículo 113 de la 
Carta, al definir las instituciones que 
componen el Estado, hace alusión a 
unos órganos «autónomos e indepen¬ 
dientes» que no encajan dentro de 
ninguna de las tres ramas clásicas, ni 
tampoco dentro de las llamadas insti¬ 
tuciones de control que, como una 
emanación de la actividad parlamen¬ 
taria, se crearon con el transcurrir del 
tiempo. 

d) Funcionamiento regulado por la 
ley. Como una última característica, 
todos los órganos que conforman 
nuestro sistema de derecho están so¬ 
metidos a la ley. Este sometimiento 
es múltiple: en primer término, sólo 
pueden ejercer las fundones expresa¬ 
mente atribuidas por la ley o por el 
reglamento; en su desempeño están 
sometidos a los procedimientos lega¬ 
les y la selección de persona l que deba 
ocupar los diferentes cargos públicos 
también debe hacerse conforme a la 
ley. Varias normas de la Constitución 
consagran estos principios, dentro de 
las cuales podemos citar las referidas 
en los artículos 6, 121 y 124. 

Estructura del Estado 

La Constitución Política de Colombia 
consagra la organización general del 
Estado en su título V, artículos 113 a 
131. El artículo 113 define la estruc¬ 
tura distinguiendo dos clases de ins¬ 
tituciones: las que denomina «ramas 
del poder» y las que denomina «órga¬ 
nos independientes y autónomos», 
cuya finalidad es el cumplimiento de 
las funciones del Estado y las cuales 
son diferentes de las asignadas a las 
tres ramas tradicionales del poder. 

Las ramas del poder público son la 
Legislativa, la Ejecutiva y la Judicial, 
Los otros organismos pueden clasifi¬ 
carse en tres grupos o clases: los elec¬ 
torales, los de control administrativo 
y los de dirección y control. 

Los organismos electorales están 
compuestos por el Consejo Nacional 
Electoral, la Registra doria Nacional 
del Estado Civil y los que defina la 
ley, tal como lo ordenan los artículos 
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120 y 258 a 266 de la Constitución. La 
razón por la cual la Constitución ha 
querido separar la organización elec¬ 
toral de las ramas del poder es garan¬ 
tizarle al pueblo que los escrutinios 
sean transparentes, alejados de la 
presión gubernamental y del Congre¬ 
so. Por esto la elección de los miem¬ 
bros del Consejo Electoral debe repre¬ 
sentar políticamente a los partidos 
que tengan asiento en el Congreso, 
en la misma proporción. 

Los órganos de control administra¬ 
tivo (reglamentados en el título x, ar¬ 
tículos 267 a 284) están conformados 
por el Ministerio Público y la Contra- 
loria General de la República, los cua¬ 
les ejercen el control administrativo 
y el control fiscal sobre la administra¬ 
ción pública y sobre la inversión de 
los fondos provenientes del Tesoro 
Nacional, Tales entidades están con¬ 
sagradas en el artículo 117 de la Cons¬ 
titución y sus funciones están defini¬ 
das en los artículos 118 y 119. Dura¬ 
mente criticadas por su ineficacia en 
el cumplimiento de sus funciones, 
fueron completamente reestructura¬ 
das en la nueva Constitución. 

La tercera categoría de organismos 
autónomos e independientes es la de 
los que cumplen algunas funciones 
de dirección y control de sectores fun¬ 
damentales de la actividad social, a 
los cuales se ha querido dar un trata¬ 
miento especial para que no depen- 
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dan directamente de los posibles inte¬ 
reses coyunturales del gobierno. Ta¬ 
les instituciones son dos: el Banco de 
la República y el organismo encar¬ 
gado de regular, dirigir y ejecutar la 
política en materia de televisión. 

La Banca Central, cuyas funciones 
son ejercidas por el Banco de la Re¬ 
pública, se consagró en los artículos 
371 a 373 de la Carta. La junta direc¬ 
tiva de esta entidad es la autoridad 
monetaria, cambiaría y crediticia del 
Estado; le rinde informe al Congreso, 
no al gobierno, y representa exclusi¬ 
vamente el interés de la nación. La 
entidad encargada de regular, dirigir 
y ejecutar la política en materia de 
televisión, así como la intervención 
estatal dentro del espectro electro¬ 
magnético, ha sido creada por el artí¬ 
culo 77 de la Carta, Con la creación 
de este organismo, el constituyente 
buscó garantizar la igualdad de ac¬ 
ceso a los espacios televisivos y a los 
canales privados de televisión, con el 
fin de evitar que la adjudicación de 
los contratos de emisión de progra¬ 
mas y, en un futuro, las frecuencias 
para los canales privados de televi¬ 
sión, se siguieran otorgando a ma¬ 
nera de premio a los amigos del go¬ 
bierno de turno. La libertad de cana¬ 
les televisivos, tal como existe para la 
radío, constituye una garantía de la 
libertad de información, rompiendo 
el favoritismo gubernamental. 


Dentro de este grupo de organis¬ 
mos aparece también la Corporación 
Autónoma Regional del Río Grande 
de la Magdalena, creada por el artí¬ 
culo 331 de la Constitución, con una 
misión particularísima: recuperar la 
hoya hidrográfica del río Magdalena, 
misión extraña a un ordenamiento 
constitucional. 

Para el ejercicio de algunas funcio¬ 
nes, la Constitución prevé algunas co¬ 
misiones, dentro de las cuales vale la 
pena mencionar la consagrada’en el 
artículo 56. Esta comisión es de carác¬ 
ter permanente y está integrada por 
el gobierno y por representantes de 
los empleadores y los trabajadores; 
su función es velar por las buenas re¬ 
laciones obrero-patronales, colaborar 
en la solución de los conflictos colec¬ 
tivos de trabajo y concertar las polí¬ 
ticas salariales y laborales. 

Con funciones igualmente impor¬ 
tantes está la Comisión de Ordena¬ 
miento Territorial, creada por el ar¬ 
tículo transitorio número 38, en prin¬ 
cipio por tres años pero con vocación 
de permanencia, dadas las funciones 
que la Constitución le otorga en ma¬ 
teria de asesoría y de recomendación 
de políticas referentes a la organiza¬ 
ción territorial, incluidos los territo¬ 
rios indígenas. Su composición y fun¬ 
dones estarán definidas inicial mente 
por el gobierno, para luego ser regla¬ 
mentada por la ley orgánica de orde¬ 
namiento territorial. 

Con carácter permanente se elevó 
a institución constiturional la Comi¬ 
sión Nacional del Servicio Civil, en el 
artículo 130 de la Carta, responsable 
de la administradón y vigilancia de 
la carrera administrativa de los servi¬ 
dores públicos. Además de éstas, se 
crearon en los artículos transitorios 
varias comisiones, con el fin de desa¬ 
rrollar algunos de los aspectos de la 
nueva Constitudón, que deben desa¬ 
parecer tan pronto cumplan su labor. 

Ramas del poder público 

El título v de la Constitución Política 
instituye la división del poder público 
en tres ramas: la legislativa, la ejecu¬ 
tiva y la judidal, determinando los 
órganos que las integran. Los títulos 
v, vi y vil regulan lo referente a la 
selección de los miembros que com¬ 
ponen estas tres ramas del poder (ele¬ 
mento estatutario), las funciones y 
atribuciones que deben desempeñar 
{elemento funcional), y los procedi¬ 
mientos que deben seguir para des¬ 
arrollar las funciones asignadas (ele¬ 
mento formal). 
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La rama legislativa, conforme la or¬ 
ganiza el artículo 114, está compuesta 
por el Congreso de la República, que 
a su vez se encuentra constituido por 
dos cámaras; el Senado y la Cámara 
de Representantes. Posee tres fundo¬ 
nes primordiales; crear el derecho, 
para lo cual puede reformar la Cons¬ 
titución y expedir la ley; ejercer el con¬ 
trol político sobre el gobierno y la ad¬ 
ministración; y ser el órgano de repre¬ 
sentación popular. 

La rama ejecutiva está conformada 
por el presidente de la República, 
quien posee una triple calidad: jefe de 
Estado, jefe de Gobierno y suprema 
autoridad administrativa. Acompañan 
ai presidente, y conforman con él el 
Gobierno, los ministros y jefes de de¬ 
partamentos administrativos; hacen 
parte también de la rama ejecutiva las 
gobernaciones, las alcaldías, las supe¬ 
rintendencias, los establecimientos 
públicos y las empresas industriales y 
comerciales del Estado (artículo 115). 

La noción de jefe de Estado signifi¬ 
ca: 1) El presidente de la República 
representa a la persona jurídica sobe¬ 
rana constituida por la nación colom¬ 
biana, tanto nacional como interna¬ 
cionalmente; 2) Simboliza la unidad 
nacional, como lo expresa el artículo 
188 de la Carta; 3) Es el primer magis¬ 
trado de la nación, según la célebre 
frase del constítucionalista francés 
Maurice Hauriou; 4) Desde un punto 
de vista interno, nombra libremente 
los ministros del despacho y los jefes 
de departamentos administrativos, 
decidiendo así la orientación del go¬ 
bierno al designar sus colaboradores 
en forma autónoma; 5) Sanciona la 
ley, definiendo así el derecho aplica¬ 
ble en el país. 

La calidad de jefe de Gobierno se 
traduce en: 1) Dirige política y admi¬ 
nistrativamente a sus ministros, 
adoptando las decisiones necesarias 
para la buena marcha de los asuntos 
públicos; 2) Comparte con sus minis¬ 
tros la responsabilidad política de las 
decisiones tomadas en el desarrollo 
de su administración. Estas decisio¬ 
nes no se toman por mayoría, sino 
sólo con el consejo del ministro del 
ramo, quien si no está de acuerdo, 
no tiene otra alternativa que dimitir. 

En virtud de la calidad de suprema 
autoridad administrativa, el presi¬ 
dente puede regular la relación con 
sus ministros en lo referente a los 
asuntos administrativos; pues mien¬ 
tras que el presidente es la suprema 
autoridad, los ministros son jefes de 
la administración en su respectiva de¬ 


pendencia y se encuentran bajo la di¬ 
rección del presidente. 

Saber hasta dónde llega la función 
del gobierno y en dónde comienza la 
de la administración es cuestión difí¬ 
cil. La primera hace referencia a las 
decisiones y orientaciones políticas 
de la sociedad; la segunda, a la ejecu¬ 
ción de tales directrices conforme a la 
ley. El ejercicio del gobierno da lugar 
a responsabilidad política, mientras 
que la función administrativa genera 
una responsabilidad exclusivamente 
jurídica, de carácter administrativo- 
disciplinario. 

La tercera rama del poder político 
es la judicial. El artículo 116 de la 
Carta distingue los órganos que admi¬ 
nistran justicia, de las instituciones 
que ocasionalmente pueden llegar a 
ejercer funciones judiciales. Dentro 
de las primeras tenemos: la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de 
justicia, el Consejo de Estado y el 
Consejo Superior de la Judicatura. 
Por debajo de éstas se encuentran los 
tribunales y los jueces. Contempla 
como parte integrante de la rama ju¬ 
dicial a la Justicia Penal Militar y a la 
Fiscalía General de la Nación. 

La Constitución faculta al Congreso 
de la República para ejercer ciertas 
funciones judiciales. Los particulares, 
en calidad de conciliadores o árbitros 
nombrados por las partes, pueden 
ocasionalmente definir derechos en 
litigio. Pensando quizás en los inspec¬ 
tores de policía, el artículo 116 per¬ 
mite atribuir la función jurisdiccional, 


en forma excepcional, a las autorida¬ 
des a dm íni s t rati vas. 

Organización de 
la función pública 

El segundo capítulo del título v de la 
Constitución organiza los principios 
de la función pública y establece las 
inhabilidades e incompatibilidades 
básicas, a las cuales deben sujetarse 
quienes desempeñen alguna función 
pública. 

Por fundón pública la Constitu¬ 
ción entiende la ejecución de cuales¬ 
quiera de los cometidos estatales en 
cualquiera de las instituciones crea¬ 
das por la propia Carta, bien sea en 
las tres ramas del poder o en una de 
las instituciones autónomas. Con¬ 
forme a esta definición, los principios 
de organización de la función pública 
les son aplicables entonces a quienes 
laboren en los organismos del Estado 
(artículo 123). 

Los principios de la fundón pública 
son: 

a) Clasificación de los servidores 
públicos. 

Conforme a la Constitución son 
servidores públicos todas las perso¬ 
nas que trabajen en uno cualquiera 
de los órganos del Estado. Se inclu¬ 
yen, entonces, no sólo quienes labo¬ 
ren en las tres ramas del poder, sino 
también en los departamentos y mu¬ 
nicipios y demás entidades públicas. 
Se clasifican así: 

- Miembros de las corporaciones 
públicas: son los integrantes del Con- 
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greso de la República, de las asam¬ 
bleas departamentales y de tos conce¬ 
jos municipales, todos ellos de elec¬ 
ción popular, 

- Empleados públicos: pueden ser 
de líbre nombramiento y remoción y 
son de carrera administrativa. El prin¬ 
cipio general es que todos los empleos 
son de carrera administrativa y, ex- 
cepcionaIntente, de libre nombra¬ 
miento y remoción. 

- Trabajadores oficiales: son servi¬ 
dores públicos vinculados a la admi¬ 
nistración por un contrato de trabajo 
y no por una relación legal y regla¬ 
mentaria. 

Excepción: la ley puede permitir 
que los particulares desempeñen fun¬ 
ciones públicas. El ejemplo clásico de 
esta situación son las Cámaras de Co¬ 
mercio, que desarrollan funciones 
públicas al llevar el registro público 
de comercio, y su régimen laboral es 
de derecho individual 

b) El acceso a la función pública es, 
por principio, abierto. 

Conforme al segundo inciso del ar¬ 
tículo 125 de la Constitución, el in¬ 
greso al servido público se hace por 
concurso, salvo que la ley o la Cons¬ 
titución disponga otra forma de pro¬ 
veer el cargo. Se exceptúan de este 
prindpio los cargos de elección popu¬ 
lar y los de libre nombramiento y re¬ 
moción. 

c) Para el empleado se abre la posi¬ 
bilidad de una carrera en la entidad 
a la que presta sus servicios. 

d) Todo empleo debe tener unas 
funciones detalladas en la ley o en el 
reglamento. 

e) Prohibición de la injerencia polí¬ 
tica en la carrera. 

f) Se mantiene la división entre em¬ 
pleados públicos y trabajadores ofi¬ 
cíales. 

Por otra parte, los artículos 127 a 129 
de la Constitución consagran las prin¬ 
cipales incompatibilidades a que están 
sometidos los servidores públicos. La 
primera incompatibilidad es la de que 
ninguna persona puede desempeñar 
más de un empleo, ni recibir más de 
una remuneración del Tesoro Público 
(artículo 128). 

En cuanto a la contratación pública 
se refiere, la Constitución exige una 
gran honestidad en los funcionarios 
públicos, quienes no pueden contra¬ 
tar con el mismo Estado, salvo las ex¬ 
cepciones legales* Se busca con esta 
prohibición evitar que un funcionario 
se autoeontrate o favorezca a sus fa¬ 
miliares o socios, utilizando su poder 
para enriquecerse. La excepción ob¬ 


via que existe actualmente en la ley 
es la de contratar con el Estado en las 
mismas condiciones que se ofrecen a 
todos los particulares; por ejemplo, 
los servicios públicos domiciliarios 
(agua, energía eléctrica, etc,), y los 
que se ofrecen por igual, como el 
transporte, los seguros, cierto tipo de 
créditos, y otros. 

Como una expresión de la sobera¬ 
nía nacional, y con el fin de evitar la 
intromisión de países u organizacio¬ 
nes internacionales dentro de los 
asuntos internos de nuestro país, 
debe entenderse la prohibición del ar¬ 
tículo 129 de la Carta, según la cuaí 
para aceptar un honor, regalo, remu¬ 
neración o para celebrar contratos con 
entidades de derecho internacional, 
los servidores públicos deben obtener 
siempre permiso del gobierno nacio¬ 
nal. Ésta limitación no tiene excepcio¬ 
nes, debido al interés público que 
existe de por medio. 

Finalmente, el artículo 131 de la 
Constitución consagra la función nota¬ 
rial, es decir, la de certificar los actos 
de los particulares y prestar la fe públi¬ 
ca, bajo un régimen jurídico especial 
y sujeto a una legislación particular. 


Rama legislativa 

DEL PODER PÚBLICO 

Definida por Aristóteles como la en¬ 
cargada de deliberar sobre los asuntos 
comunes de la sociedad, la rama legis¬ 
lativa del poder público encama en 
las democracias occidentales la repre¬ 
sentación popular, siendo entonces 
su función primordial la de crear el 
derecho, pues es en virtud de la ley 
que se obedece a las autoridades que 
ejercen el poder político* Al lado de 
la potestad legislativa, tiene una fun¬ 
ción de gran trascendencia para la 
buena marcha del Estado, la de servir 
de contrapeso al gobierno o rama eje¬ 
cutiva, exigiendo a los gobernantes la 
responsabilidad política derivada de 
sus actos en ejercicio del poder. Ex- 
cepcíonalmente ejerce otras atribu¬ 
ciones cuyo origen es tan antiguo 
como la democracia, como ratificar los 
tratados y declarar la guerra o conve¬ 
nir la paz y, en ciertas ocasiones, debe 
servir de máximo juez de los delitos 
cometidos por los gobernantes. 

La Constitución Política de Colom¬ 
bia define la rama legislativa en el 
artículo 114, radicándola en el Con- 
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greso de la República. Este artículo le 
asigna las funciones antes enunciadas, 
que corresponden a casi todos los par-, 
lamentos en las democracias occiden¬ 
tales; establece también el estatuto del 
congresista. 

Bicameralismo 

Según define el artículo 114 de la 
Constitución Política, el Congreso de 
la República estará integrado por el 
Senado y la Cámara de Representan¬ 
tes, conformando la rama legislativa, 
compuesta por dos cámaras que en 
su estructura y fundones son prácti¬ 
camente iguales, pues en el ejercicio 
de las principales fundones no pue¬ 
den actuar independientemente. 

En el Congreso de Colombia las 
cámaras legislativas se diferencian 
por la tradición histórica y por la 
forma de elección de sus miembros, 
mas no por el cuerpo político que re¬ 
presentan, ya que conforme al artícu¬ 
lo 133 de la Constitución representan 
por igual al pueblo y deben actuar 
consultando siempre la justicia y el 
bien común. 

Colombia se organizó en varias 
oportunidades durante el siglo pa¬ 
sado en un sistema federal. Esto trajo 
como consecuencia el bicameralismo 
al estilo del norteamericano, que se 
instituyó como una verdadera tradi¬ 
ción política. A pesar de haber sido 
duramente cuestionada por ineficien¬ 
te, la tradición bicameral se impuso, 
manteniendo la división entre Se¬ 
nado y Cámara de Representantes, 
aunque uno de los partidos políticos 
presentes en la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991 propuso la 
creación de un Legislativo de un solo 
cuerpo. 

La Carta actualmente vigente le 
confirió a cada una de las cámaras un 
origen electoral diferente, pues los se¬ 
nadores son elegidos por una circuns¬ 
cripción nacional, mientras que los re¬ 
presentantes a la Cámara lo son por 
circunscripciones departamentales. 
La diferencia de la forma de elección 
no implica una distinción en cuanto 
a la representación de los congresis¬ 
tas, pues todos representan al pueblo 
de Colombia. Al adoptar este doble 
mecanismo de selección de los miem¬ 
bros del legislativo se pensó en obte¬ 
ner dos resultados políticos concre¬ 
tos: por una parte, favorecer a las mi¬ 
norías políticas, pues mientras más 
grande sea la circunscripción es más 
fácil para las minorías obtener una 
representación; por otra parte, refor¬ 
zar la estructura nacional de los par¬ 


tidos políticos, objetivo que, como es 
obvio, no puede lograrse con la cir¬ 
cunscripción nacional. 

A más de su forma de elección, son 
muy pequeñas las diferencias que 
existen entre el Senado y la Cámara 
de Representantes, requeriéndose el 
concurso de ambas para el ejercicio de 
las fundones que poseen como órgano 
legislativo del Estado colombiano. 

Senado 

Los artículos 171 a 175, que confor¬ 
man el capítulo 4 del título vi de la 
Constitución, reglamentan en forma 
concreta la composición y las funcio¬ 
nes exclusivas del Senado. En cuanto 
a su composición, está integrado por 
den miembros elegidos por voto po¬ 
pular directo y mediante una fórmula 
proporcional o de cuociente, por el 
sistema de listas. Además, el artículo 
171 crea una circunscripción nacional 
especial para los indígenas, eligiendo 
dos senadores por el sistema de cuo¬ 
ciente electoral. El artículo 12 transi¬ 
torio permitía que el gobierno creara, 
para las elecciones del Congreso de 
1991, una circunscripción especial 
para los guerrilleros. 

El artículo 172 consagra las calida¬ 
des o requisitos para que un duda- 
daño pueda ser elegido senador ser 
colombiano por nacimiento, ciuda¬ 
dano en ej erario y tener más de 
treinta años de edad en el momento 
de la elección. Mientras menos requi¬ 
sitos se exijan para ocupar un cargo 
público, más se garantiza la igualdad 
en cuanto al origen de quienes lo ocu¬ 
pan, Parece haber sido ésta la preocu¬ 
pación de los constituyentes, quienes 
al crear la circunscripción nacional 
para permitir una mayor participa¬ 
ción de los grupos minoritarios, reba¬ 
jaron las calidades para ser elegido 
senador, justamente para permitir 
esta mayor participación. 

En cuanto a las atribuciones pro¬ 
pias del Senado, que ejerce en forma 
exclusiva frente a la Cámara de Repre¬ 
sentantes, tenemos las enunciadas a 
continuación, conforme le son atri¬ 
buidas por los artículos 173 y 174 de 
la Constitución Nacional. Cabe ano¬ 
tar que, ideológicamente, guardan la 
idea de que el Senado constituye la 
Cámara alta, 

a) Admitir o no la renuncia del pre¬ 
sidente y el vicepresidente. 

b) Aprobar o no los ascensos milita¬ 
res por encima del grado de general, 
y de los suboficiales de insignia que 
haga ei gobierno. El presidente de la 
República es el comandante supiemo 


de las Fuerzas Armadas, y en tal cali¬ 
dad dirige esta institución; sin embar¬ 
go, conforme al artículo 173, los as¬ 
censos por encima del grado de gene¬ 
ral y de oficiales de insignia hasta el 
ultimo grado deben ser aprobados por 
el Congreso, 

c) Conceder licencia al presidente 
para separarse temporalmente del 
cargo, cuando no sea caso de enfer¬ 
medad, y decidir sobre las excusas 
del vicepresidente para ejercer la pre¬ 
sidencia cuando sea requerido, 

d) Permitir el tránsito de tropas ex¬ 
tranjeras y autorizar al presidente 
para declarar la guerra a otra nación, 

e) Elegir a los magistrados de la 
Corte Constitucional y al procurador 
general de la nación. 

f) Juzgar al presidente de la Repú¬ 
blica o a quien haya hecho sus veces; 
a los magistrados de la Corte Su¬ 
prema de Justicia, dei Consejo de Es¬ 
tado y de la Corte Constitucional, a 
los miembros del Consejo Superior 
de la judicatura y al fiscal general de 
la nación. En el ejercicio de esta atri¬ 
bución el Senado sólo puede actuar 
si previamente la Cámara de Repre¬ 
sentantes acusa al funcionario. La fa¬ 
cultad del Senado es limitada, y sí se 
trata de un delito cometido en ejerci¬ 
cio de las funciones puede imponer 
la pena de destitución del cargo y la 
supresión temporal o definitiva de los 
derechos políticos; pero si se trata de 
otra clase de delitos deberá declarar 
si hay lugar a proseguir la causa, es 
decir, si se debe o no procesar, y en¬ 
tonces es la Corte Suprema de Justicia 
ia que debe sancionar. En otros térmi¬ 
nos, la sanción que adopta el Senado 
es de carácter político y no criminal, 
mientras que la Corte Suprema de 
Justicia deduce la responsabilidad pe¬ 
nal correspondiente. Si el presunto 
delito no fue cometido en ejercicio del 
cargo y el funcionario se encuentra 
fuera de su empleo, el Senado debe 
abstenerse de juzgar el hecho y en¬ 
viarlo a la Corte Suprema de Justicia. 
La instrucción del proceso, es decir, 
la investigación y recopilación de las 
pruebas, puede ser llevada a cabo por 
una comisión, pero la decisión la 
toma la plenaría de la corporación, 

g) Las leyes referentes a las relacio¬ 
nes internacionales siempre deben 
ser presentadas y discutidas primera¬ 
mente en el Senado (artículo 154, in¬ 
ciso final). 

Cámara de Representantes 

El capítulo 5 del título vi de la Cons¬ 
titución consagra las normas y atribu- 
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dones que le son propias a la Cámara 
de Representantes. 

Sus miembros son elegidos por cir¬ 
cunscripciones territoriales que coin¬ 
ciden con los departamentos y con el 
Distrito Capital, pudiendo la ley crear 
unas circunscripciones especiales, 
que no coincidan con la división ad¬ 
ministrativa del territorio. Esto con el 
fin de que estén representadas las mi¬ 
norías étnicas y políticas, así como 
los colombianos domiciliados en el 
exterior. El máximo número de repre¬ 
sentantes que puede ser elegido por 
circunscripciones especiales es de cin¬ 
co, conforme al artículo 176 de la 
Constitución. 

Cada departamento elige como 
mínimo dos representantes, y uno 
adicional por cada doscientos dn- 
cuenta mil habitantes o fracdón supe¬ 
rior a ciento veinticinco mil. Aun 
cuando los miembros de la Cámara 
representan la totalidad del pueblo de 
Colombia, en la práctica política se 
entiende como una participación de¬ 
partamental en el seno del Congreso. 
El número de representantes elegidos 
por cada departamento depende de 
la población del mismo, teniendo una 
mayor participación los más grandes 
o más densamente poblados. La fór¬ 
mula para la elección sigue siendo un 
sistema de listas propordonal por el 
sistema de cuociente electoral y a una 
sola vuelta. 

El artículo 177 consagra las calida¬ 
des que se requieren para poder ser 
elegido a la Cámara de Representan¬ 
tes, las cuales, al igual que para el 
Senado, son mínimas: tener más de 
veinticinco años de edad y ser ciuda¬ 
dano colombiano en ejercido. No es 
necesario ser colombiano de naci¬ 
miento, sólo nacionalizado. 

En cuanto a las fundones esperia- 
les que realiza la Cámara de Repre¬ 
sentantes, podemos recordar las con¬ 




sagradas por el artículo 178 de la 
Constitudón: 

a) Elegir al Defensor del Pueblo. 

b) Examinar la cuenta general del 
presupuesto y del tesoro presentada 
por el contralor general. 

c) Acusar ante el Senado a los altos 
dignatarios del Estado, a saber: al pre¬ 
sidente de la República o quien haya 
ejercido este cargo, a los magistrados 
de la Corte Suprema de Justida, del 
Consejo de Estado y de la Corte Cons¬ 
titucional, a los miembros del Con¬ 
sejo Superior de la Judicatura y al fis¬ 
cal general de la nación. 

d) Conocer de las denuncias que 
formule el fiscal general de la nación 
o cualquier persona contra los funcio¬ 
narios citados anteriormente, e inves¬ 
tigarlas, para lo cual puede incluso 
requerir el auxilio de las autoridades. 

e) Las leyes en materia tributaria 
deben iniciar su trámite en la Cámara 
de Representantes, como lo observa 
el inciso final del artículo 154 de la 
Constitución. 

Organización del trabajo 
legislativo 

Con el fin de organizar el trabajo dei 
Congreso, éste debe expedir su pro¬ 
pio reglamento, que contiene los trá¬ 
mites y las formas que es necesario 
respetar paia que el legislador ejerza 
cualquiera de sus funciones. Con la 
misma finalidad, la Constitución crea 
las mesas directivas de las cámaras, 
para que dirijan los debates y ejecuten 
las diferentes labores administrativas 
de las mismas. 

La Carta organiza en comisiones 
cada una de las salas en que está di¬ 
vidido el Congreso, con el fin de dar 
el primer debate o la primera aproba¬ 
ción a un proyecto de ley, de suerte 
que al mismo tiempo se puedan estar 
discutiendo varios en el primer de¬ 
bate de las comisiones. 


Reglamento del Congreso 

La actividad legislativa del Congreso 
está organizada en un conjunto de 
leyes a las que la Constitución otorga 
el nombre de "leyes orgánicas". En 
ellas se determinan los pasos, ritos, 
procedimientos y requisitos necesa¬ 
rios para ejercer sus atribuciones. Se¬ 
gún el artículo 151 son cuatro las ma¬ 
terias reguladas por estas leyes orgá¬ 
nicas: el reglamento del Congreso y 
el de cada una de las cámaras; la orga¬ 
nización del presupuesto; el plan ge¬ 
neral de desarrollo y el de ordena¬ 
miento territorial. 

Se trata, entonces, de leyes que re¬ 
gulan la expedición de otras leyes, 
por lo cual se ha considerado que son 
superiores o que poseen una jerar¬ 
quía constitucional frente a las leyes 
ordinarias. Estas leyes regulan los 
cauces formales para el ejercicio de la 
función legislativa, y su reforma debe 
ser siempre expresa, por lo que no es 
válida la posibilidad de que otra ley, 
en forma tácita, las modifique, cuando 
es expedida por fuera de las directrices 
definidas por la ley orgánica. 

Mesas directivas 
Con el fin de dirigir el trabajo en el 
seno de las asambleas legislativas, la 
Constitución ha previsto que se elijan 
unos miembros que conforman las 
llamadas mesas directivas. Cada cá¬ 
mara posee su propia mesa y cada 
comisión, en las que está dividido el 
Congreso, posee la suya. Hasta aho¬ 
ra las mesas directivas han estado com¬ 
puestas por un presidente y dos vicepre¬ 
sidentes, que en su orden reemplazan 
al presidente en la dirección de los deba¬ 
tes. Son elegidos por el sistema de cuo¬ 
ciente electoral, debiendo respetar las 
minorías políticas en su conformación. 

El período de los miembros de las 
mesas directivas es de un año, y no 
pueden ser reelegidos durante el cua¬ 
trienio para el que fueron elegidos 
congresistas, buscando que la reno¬ 
vación conceda mayor oportunidad a 
los congresistas para llegar a estas po¬ 
siciones (artículo 147). Cabe recordar 
que una de las reglas de oro de las 
democracias es la renovación perió¬ 
dica de los gobernantes, para buscar 
la máxima participación posible y evi¬ 
tar el abuso de los detentadores del 
poder. 

Al lado de estos dignatarios existe 
la figura del secretario general del Se¬ 
nado y de la Cámara de Representan¬ 
tes, cuya función es llevar las actas, 
efectuar las publicaciones y manejar, 
en coordinación con el presidente, los 
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asuntos administrativos del cuerpo 
legislativo. El secretario no es congre¬ 
sista, y tiene período de dos años. 

Comisiones 

Internamente cada cámara está divi¬ 
dida en comisiones, las cuales pue¬ 
den ser permanentes u ocasionales. 
El artículo 142 de la Constitución re¬ 
glamenta las comisiones permanen¬ 
tes, cuya función es dar un primer 
debate a los proyectos de ley. Pueden 
sesionar conjuntamente las de las dos 
cámaras en ciertos eventos, pero por 
lo general sesionan independiente¬ 
mente. El numero de ellas, los temas 
de los proyectos de ley que deben es¬ 
tudiar, así como la definición de la 
cantidad de congresistas que las com¬ 
ponen, deben ser definidos por el re¬ 
glamento. 

Con las comisiones constituciona¬ 
les se pretende racionalizar el trabajo 
legislativo, pues por una parte se 
busca que a cada comisión lleguen los 
congresistas especializados en ciertas 
materias, como, por ejemplo, en 
asuntos laborales, en asuntos presu¬ 
puéstales, etc.; y por otra parte, se 
pretende agilizar la discusión de los 
proyectos de ley, por cuanto se puede 
estar dando un primer debate al 
mismo tiempo a varios proyectos, por 
personas más o menos especialistas 
en las materias, descongestionando 
las reuniones plenarias de las cámaras 
legislativas, en las que se surte e! se¬ 
gundo debate. Esta forma de organi¬ 
zación interna del trabajo data de 
1945, cuando al reformar la antigua 
Constitución de 1886 se introdujo esta 
estructura legislativa. 

Reuniones 

Por tratarse de cuerpos colegiados en 
los que es necesario aunar las volun¬ 
tades individuales para adoptar deci¬ 
siones, ia Constitución ha reglamen¬ 
tado en forma detallada las épocas de 
las reuniones del Congreso y el nú¬ 
mero de miembros requeridos para 
que puedan sesionar y decidir. 

La Constitución prevé tres clases 
de reuniones o de sesiones del Con¬ 
greso: las ordinarias, las extraordina¬ 
rias y las de los estados de excepción. 
Las reuniones ordinarias son las que 
lleva a cabo el Congreso pOT derecho 
propio, según las define el artículo 
138 de la Constitución, y abarcan dos 
períodos: del 20 de julio al 16 de di¬ 
ciembre y del 16 de marzo al 20 de 
junio del año siguiente. Estos dos pe¬ 
ríodos de sesiones conforman una le¬ 
gislatura. 


Las sesiones extraordinarias son 
aquellas que se originan por convoca¬ 
toria del gobierno y en ellas tan sólo 
se puede ocupar de los temas que éste 
le someta a su consideración, sin per¬ 
juicio del control político, el cual puede 
desempeñar en cualquier tiempo. 

Además de las anteriores, cuando 
se presentan situaciones de guerra ex¬ 
terior, de grave turbación del orden 
publico o de emergencia por razones 
económicas o ecológicas, el Congre¬ 
so, si no estuviere sesionando, deberá 
reunirse, bien porque el gobierno lo 
convoque o bien por derecho propio, 
con el doble fin de ejercer su control 
político y su control legislativo en los 
casos en que la Constitución lo permi¬ 
ta. De conformidad con el artículo 205 
de la Carta, en caso de falta absoluta 
de! vicepresidente, el Congreso se 
reunirá poT derecho propio o por con¬ 
vocatoria del presidente, para proce¬ 
der a su elección. Este es otro caso de 
reuniones especiales del Congreso. 

Las sesiones del Congreso serán 
instaladas por el presidente de la Re¬ 
pública, advirtiendo la Constitución 
que si éste no lo hiciere, podrá reu¬ 
nirse válidamente por derecho pro¬ 
pio. La sede del Legislativo y, en ge¬ 
neral, de los altos poderes públicos 
es la capital de la República. 

En lo referente al quorum o número 
de miembros requeridos para iniciar 


las sesiones, para deliberar o para de¬ 
cidir, el número mínimo para abrir 
las sesiones es la cuarta parte de los 
miembros de la cámara o la comisión 
respectiva; para decidir se necesita 
que estén presentes, por lo menos, la 
mitad más uno de los miembros del 
cuerpo legislativo. Para que una deci¬ 
sión sea válida se requiere, salvo las 
excepciones que trae la Constitución, 
que haya sido votada afirmativa¬ 
mente por la mitad más uno de los 
miembros presentes en la sesión. 

Las mayorías especiales se requie¬ 
ren para la presentación de una mo¬ 
ción de censura contra un ministro, 
propuesta por la décima parte de los 
miembros de la cámara en la que se 
tramita; para su aprobación se nece¬ 
sita la mayoría absoluta, es decir, la 
mitad más uno de los miembros de 
cada una de las cámaras legislativas. 
Igual mayoría se requiere para la 
aprobación de las leyes orgánicas (ar¬ 
tículo 151), de las estatutarias (artículo 
152), de las de facultades extraordina¬ 
rias (artículo 150-10) y las que se refie¬ 
ran al régimen especial del Archipié¬ 
lago de San Andrés, Providencia y 
Santa Catalina. La aprobación en se¬ 
gunda vuelta de la reforma constitu¬ 
cional necesita la mayoría absoluta. 
Las dos terceras partes de los votos 
de los miembros de las cámaras son 
obligatorias para aprobar amnistías e 
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indultos judiciales por parte del Se¬ 
nado (artículo 150-17), 

Fundones del Congreso 

Al Congreso de la República le corres¬ 
ponde ejercer cuatro funciones pri¬ 
mordiales: 1) servir de órgano de re¬ 
presentación popular; 2) crear el dere¬ 
cho positivo; 3) ejercer el control po¬ 
lítico sobre el Ejecutivo; y 4) sancionar 
penalmente a los altos funcionarios 
del Estado. 

El artículo 3 de la Constitución Na¬ 
cional declara que la soberanía reside 
exclusivamente en el pueblo, del cual 
emana el poder político que ejerce di¬ 
rectamente o a través de sus represen¬ 
tantes, en ios términos establecidos 
por la Carta. De este principio consti¬ 
tucional podemos deducir dos conse¬ 
cuencias: la primera, que todo el po¬ 
der político ejercido por cualquier au¬ 
toridad es una emanación de la sobe¬ 
ranía del pueblo —soberanía nacio¬ 
nal, expresaba la antigua Constitu¬ 
ción, de forma más precisa y ele¬ 
gante—La segunda, que la sobera¬ 
nía la ejerce el pueblo, bien en forma 
directa o bien a través de sus repre¬ 
sentantes. Existe, entonces, una dife¬ 
rencia entre las autoridades que ejer¬ 
cen el poder político, ya que todas 
ellas emanan del pueblo y los repre¬ 
sentantes de este pueblo, que son los 
congresistas. Los congresistas tienen 
la doble calidad de ejercer una parte 
del poder político por emanación de 
la soberanía y, además, ser represen¬ 
tantes de la voluntad popular. 

Por ser el órgano de la representa¬ 
ción popular, el Congreso es la insti¬ 
tución política por excelencia. En él 
se debaten los grandes temas nacio¬ 


nales y se deciden las medidas legis¬ 
lativas y de control a los gobernantes. 
En principio el soberano puede legis¬ 
lar sobre todas lás materias, salvo 
aquellas que la misma Constitución 
le ha vedado, bien sea porque se es¬ 
tarían desconociendo las libertades 
individuales o porque se estaría in¬ 
miscuyendo en asuntos privativos de 
los otros órganos del poder. 

Función de creación 
del derecho positivo 

El Congreso de la República, por ser 
el titular del poder legislativo, tiene 
por definición la potestad de crear el 
derecho positivo* Por derecho posi¬ 
tivo debemos entender la totalidad de 
las normas jurídicas del país, inclu¬ 
yendo dentro de ellas las de carácter 
constitucional y las de carácter legal 
Por norma jurídica debe entenderse 
la regulación de un comportamiento 
en forma general, impersonal y abs¬ 
tracta, de cuyo cumplimiento o in¬ 
cumplimiento se deriva una conse¬ 
cuencia. El carácter general de la ley 
es mandar, prohibir, permitir o casti¬ 
gar, según lo establece el Código Ci¬ 
vil en su artículo 4. 

La función legislativa del Congreso 
es expedir la totalidad de las reglas 
de derecho de nuestro país. Este prin¬ 
cipio general sufre algunas excepcio¬ 
nes, tanto en lo relacionado con la 
expedición y reforma de la Constitu¬ 
ción, como en lo referente a la legisla¬ 
ción ordinaria* La reforma de la Cons¬ 
titución puede ser efectuada por el 
Congreso, por una Asamblea Consti¬ 
tuyente o por el pueblo mediante re- 
ferendo, según lo establece el artículo 
374 de la Constitución, 


Fundón de control político 

El control político es uno de los pila¬ 
res de la democracia. Una de las fun¬ 
ciones principales que señalaba Aris¬ 
tóteles en cabeza de la asamblea de 
ciudadanos que ejercía el poder legis¬ 
lativo, era la de pedir cuentas a los 
magistrados encargados de las fun¬ 
dones ejecutivas. Un Ejecutivo, así 
sea de elección popular, sin control 
político por parte del parlamento, es 
una dictadura. De allí la importanda 
de esta función del Legislativo, mu¬ 
chas veces menospreciada por la lite¬ 
ratura política y por muchos presi¬ 
dentes latinoamericanos en todas las 
épocas. 

La Constitución de 1991, cons¬ 
ciente de la importancia de este tema, 
lo reglamentó rompiendo un poco el 
esquema del sistema presidenrial en 
el que se encuadran las instituciones 
políticas colombianas* De esta forma, 
a más del control que se ejerce sobre 
el Ejecutivo mediante la expedición 
de la ley, este control por parte del 
Congreso abarca otros tres aspectos: 

a) la obligación del gobierno de pre¬ 
sentar informes anuales al Congreso; 

b) las citaciones del gobierno a través 
de los ministros para que respondan 
a las preguntas formuladas por el par¬ 
lamento; y c) la moción de censura* 

a) Presentación anual de informes 

El inciso tercero del artículo 208 de 
la Constitución les impone a los mi¬ 
nistros y a los directores de departa¬ 
mentos administrativos la obligación 
de presentar al Congreso un informe 
sobre los negocios adscritos a su orga¬ 
nismo, que deberá incluir las refor¬ 
mas que consideren convenientes. 
Este informe es anual y se presenta 
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dentro de los primeros quince días 
de cada legislatura, la cual empieza 
el 20 de julio. Su finalidad és que el 
Congreso conozca la evolución de los 
negocios a cargo del gobierno y la rea¬ 
lización de las políticas oficiales en 
cada una de las dependencias admi¬ 
nistrativas* La necesidad de plantear 
las reformas a la legislación tiene una 
razón de ser: ir mejorando cada vez 
más el servicio a cargo del Estado. Sin 
embargo, se deben conciliar la estabi¬ 
lidad y la continuidad en las políticas 
oficiales, con las reformas necesarias 
en los servicios que preste el Estado, 
b) Citación a los ministros 
El mecanismo tradicional de con¬ 
trol por parte del Congreso al Ejecu¬ 
tivo, dentro de un sistema presiden¬ 
cial, es ía citación a los ministros con 
el fin de que expliquen al represen¬ 
tante del pueblo algunos aspectos de 
las políticas oficiales. Esta función 
debe ser ejercida por cada cámara en 
forma individual, bien en las sesiones 
plenarias o bien en las comisiones 
permanentes. En este último caso no 
se genera un debate con el ministro, 
sino que se pretende dar información 
a la correspondiente comisión. 

En el caso de citación a la plenaria 
de una de las cámaras legislativas, se 
presenta un debate por parte de los 
congresistas sobre la política oficial, 
dei cual puede deducirse una respon¬ 
sabilidad del ministro. La citación 
debe formularse con una antelación 
no menor de cinco días y hacerse me- 
diante cuestionario escrito. El debate 
que se origina no puede salirse de los 
temas incluidos en el cuestionario. 
Para efectos de ia celeridad y organi¬ 
zación del trabajo, tanto del Legisla¬ 
tivo como del gobierno, el ministro 
debe ser oído en la sesión del día para 
el cual fue citado, aun cuando el de¬ 
bate pueda continuar en las sesiones 
siguientes. Se busca evitar en esta 
forma que los ministros deban pre¬ 
senciar interminables sesiones, antes 
de ser oídos por la plenaria. 

El ministro citado está obligado a 
concurrir al Congreso, y si no lo hicie¬ 
re, o si la razón que argüyó para jus¬ 
tificar su ausencia no le fuere acepta¬ 
da, la cámara respectiva podrá propo¬ 
ner que se tramite una moción de cen¬ 
sura en su contra. A pesar de ser el 
régimen colombiano un sistema con 
predominio presidencial, la conse¬ 
cuencia del debate que se le adelante 
a un ministro puede ser la proposi¬ 
ción de una moción de censura en su 
contra; lo tradicional, y así estuvo ins¬ 
tituido hasta la expedición de la Cons¬ 


titución de 1991, es que como conse¬ 
cuencia del debate no se podía exigir 
la renuncia del ministro citado. 

c) Censura 

Los ministros del gabinete pueden 
ser censurados en forma individual 
por el Congreso, lo que conlleva la 
separación automática de su cargo; a 
diferencia de lo que sucede en ios re¬ 
gímenes parlamentarios, en los cua¬ 
les la responsabilidad del gobierno es 
colectiva, es decir, que si se aprueba 
una moción de censura todo el gabi¬ 
nete debe dimitir. En el caso colom¬ 


biano la censura sólo afecta al minis¬ 
tro cuya conducta originó el debate. 

El Congreso, al aprobar una mo¬ 
ción de censura, está deduciendo una 
responsabilidad de carácter político, 
está efectuando un juicio de valor de 
naturaleza política, caracterizado por 
el estudio de la conveniencia, oportu¬ 
nidad y procedencia de las acciones 
del Ejecutivo, con un claro contenido 
finalista. Esto es, se analiza si las con¬ 
ductas o acciones oficiales conducen 
hada los fines que deben tener o no 
las actuaciones gubernamentales. La 


Salón de k Batalla de Bayacá, donde sesiona la Cámara de Representantes. 
Capitolio Nacional , Bogotá . Fotografía de Ernesto Monsalve. 


División deJ poder público 


141 


















L 

LA RTUVIff DL DOS O TRES 



FOTONES CELOS PODERES 
EJECUTIVO- LEGISLATIVO 
¥ JUÜÍCÍAL m UNA 

persea, o cokporacio^ 

FS TICA TICA Y CONTRA m 



lümmm dsl f 

SllEEPO LESfert' 

mm y m mm 
grande m sis 

LUCES, EL ME JAS : 
LA MEMA M H ? 


mm nkm&L ■ 



¿I 

LA fSIMUZACiON Y EL 
I DESPOTISMO ÍNÁCILROIV 
Í EL MISMO DÍA.Y CON ELLOS! 
! LA MISERIA E IGNORANCIA 
DE LAS MULTITUDES. 




“ m MEDIO DEL ^ 
CONGRESO DEBE 
DARSE MAYOR ALCAUCI ’ 
DEL OJUE FUÁ LA 
cgmiiftfe A LA 
INTERVENCION DEL 
PUEBLO EN LA 




Plajeas del Museo Lapidario del Capitolio Nacional con el artículo 12 de la Constitución de Cundinamarca (1311) y frases sobre división de poderes y eficacia 
del Congreso por José María Obando (1353) f Manuel Murillo Toro (1864), Santiago Pérez (1874), Alfonso López Pumarejo (1934) y Gabriel Turbay (1945). 


valoración de las actuaciones del mi¬ 
nistro cuestionado no son de natura¬ 
leza jurídica, como sí lo sería la res¬ 
ponsabilidad que le puede deducir un 
juez penal, en caso de haber cometido 
un delito. Por esta razón es posible 
acumular los dos tipos de responsabi¬ 
lidad; de modo que por un mismo 
hecho se puede censurar por el Con¬ 
greso a un ministro, y la Corte Su¬ 
prema de Justicia lo puede condenar 
por haber cometido un delito en ejer¬ 
cicio de sus funciones. 

El trámite de esta moción es: citado 
un ministro y concluido el debate, por 
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lo menos la décima parte de los miem¬ 
bros de la cámara en la que se llevó 
a cabo deberán proponer la censura 
ante la misma. Surtido el trámite an¬ 
terior, el Congreso deberá reunirse en 
pleno, continuar el debate al ministro 
y decidir si aprueba o imprueba la 
moción de censura presentada. La vo¬ 
tación se hará dentro del tercero y 
décimo días siguientes al de la termi¬ 
nación del debate. La aprobación de 
la moción de censura requerirá la ma¬ 
yoría absoluta de los miembros de 
ambas cámaras. En caso de que no 
fuere aprobada la moción, sólo podrá 


proponerse una nueva sobre el 
mismo tema un año después. Si la 
moción es aprobada, la consecuencia 
es la separación inmediata del cargo 
del ministro censurado. 

Trámite de la ley 

Especial atención pone la Constitu¬ 
ción Nacional de 1991 sobre los proce¬ 
dimientos y trámites que debe seguir 
una iniciativa o proyecto de ley para 
que sea adoptada como tal y entre a 
regir en el país. En el trámite colabo¬ 
ran con el Congreso: el gobierno, a 
través de sus ministros, los principa- 
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les órganos de la rama judicial, y en 
forma excepcional, el pueblo. Esta es 
la más clara manifestación de la "co¬ 
laboración armónica" entre las ramas 
del poder. 

Fodemos dividir los trámites que 
sufre un proyecto hasta convertirse 
en ley en las siguientes etapas: 1) la 
iniciativa legislativa, 2) la discusión, 
3) la aprobación y 4) la sanción. 

Iniciativa legislativa 

Por iniciativa debemos entender el 
hecho de presentar ante el Congreso 
una idea o proyecto de alguna materia 
que se considera que debe ser regula¬ 
da. Es el inicio del trámite de una ley, 
que puede o no ser aprobada por el 
legislador. Esta primera etapa se en¬ 
cuentra reglamentada en los artículos 
154 a 156 de la actual Constitución, 
referentes a quiénes pueden propo¬ 
ner proyectos de ley y ante cuál de 
las cámaras se deben presentar. 

De acuerdo con el artículo 154, pue¬ 
den proponer proyectos de ley los 
miembros del Congreso, el gobierno 
nacional, los altos tribunales de justi¬ 
cia y el pueblo. Es obvio que quienes 
en principio tienen la iniciativa en ma¬ 
teria legislativa son los miembros del 
Congreso de la República, pues su 
función primordial es la de legislar. 
Deben hacerlo a través de la cámara 
a la cual pertenecen y, si se trata de 
una iniciativa colectiva que haya na- 
cido de miembros de las dos cámaras, 
puede presentarse ante cualquiera de 
ellas, según lo establece el mismo ar¬ 
tículo 154. Sin embargo, esta inicia¬ 
tiva les está restringida, pues existen 
ciertos temas para los cuales sólo el 
gobierno nacional puede presentar 
proyectos de ley: la ley del plan nacio¬ 
nal de desarrollo y de inversiones 
públicas; la ley que determina la es¬ 
tructura de la administración pública 
nacional; la ley que autoriza celebrar 
empréstitos o enajenar bienes nacio¬ 
nales; la ley de presupuesto; la ley 
sobre el Banco de la República y su 
junta directiva. Además de las leyes 
mencionadas, puede presentar las si¬ 
guientes leyes marco: la que organiza 
el crédito público, ei comercio exte¬ 
rior, el régimen de cambios interna¬ 
cionales, y la que regula los salarios 
y prestaciones de los empleados pú¬ 
blicos, de los miembros del Congreso 
Nacional y de las fuerzas armadas. 

La limitación al Congreso en favor 
del Ejecutivo en materia de la inicia¬ 
tiva de las leyes que puedan afectar 
el gasto público, se ha defendido con 
argumentos de corte tecnocrático, en 


los cuales se sostiene que el Congre¬ 
so, dado su origen eminentemente 
político y electoral, está tentado a gas¬ 
tar los dineros del Tesoro en forma 
más desordenada, privilegiando los 
intereses electorales sobre los nacio¬ 
nales; mientras que el Ejecutivo está 
más atento al interés de todo el país, 
por lo mismo menos comprometido 
con las necesidades particulares de 
las regiones, y en mejor disposición 
de asignar y definir la prefación del 
gasto público. La realidad de la es¬ 
tructura del Estado colombiano indica 
que ei Ejecutivo está en capacidad de 
preparar estos proyectos de ley y lle¬ 
varlos al Legislativo para su debate y 
posterior aprobación. Es muy impor¬ 
tante mencionar el tercer inciso del 
artículo 154, que le permite al Con¬ 
greso aprobar cualquier modificación 
en los proyectos de ley presentados 
por el gobierno. Si bien se cercena su 
competencia en cuanto a la iniciativa, 
la mantiene en cuanto al fondo de las 
materias sujetas a su decisión. 

Además de los temas sobre los cua¬ 
les el Ejecutivo tiene la exclusividad 
en la iniciativa, puede presentar pro¬ 
yectos de ley en cualquiera de las ma¬ 
terias que considere objeto de regla¬ 
mentación legislativa. 

Los altos tribunales de justicia, 
compuestos por la Corte Constitucio¬ 
nal, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Supe¬ 
rior de la Judicatura, así como el Con¬ 
sejo Nacional Electoral, el procurador 
general de la nación y el contralor ge¬ 
neral de la República pueden presen¬ 
tar al Congreso proyectos de ley, pero 
exclusivamente en cuanto a las mate¬ 
rias relacionadas con sus fundones. 
Es una iniciativa restringida, que 
busca la colaboración armónica entre 
las ramas y los órganos en los que 
está dividido el poder público. 

Con el fin de aumentar la participa¬ 
ción popular en las dedsiones del Es- 
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tado, so pretexto de legitimar la de¬ 
mocracia colombiana, tachada de ser 
cerrada en favor de la dase dirigente 
y por lo tanto excluyente de las mayo¬ 
rías silenciosas, abstencionistas y 
poco participa ti vas, se creó el meca¬ 
nismo de la inidativa legislativa en 
favor del pueblo, mecanismo que, re¬ 
forzado con el referéndum y la revo¬ 
catoria del mandato, debe permitir 
una mayor y más calificada participa¬ 
ción de la comunidad en los asuntos 
públicos. 

El artículo 155 de la Constitución 
Nacional reglamenta la forma como 
los dudadanos pueden proponer pro¬ 
yectos de ley y de reforma constitu¬ 
cional. Se requiere que la propuesta 
la formule al menos el cinco por ciento 
del censo electoral, entendiéndose 
por censo electoral el conjunto de du¬ 
dadanos hábiles para votar y que se 
encuentren registrados en las lisias 
de organización electoral. Este mismo 
artículo prevé que puedan presentar 
proyectos de ley un número de conce¬ 
jales que representen al menos el 
treinta por ciento de los elegidos, o 
un porcentaje similar de los diputa¬ 
dos elegidos a las asambleas departa¬ 
mentales, En esta forma se amplía la 
partidpación política a otras fuerzas 
e institudones del país. En cuanto a 
las materias objeto de esta iniciativa, 
la Constitución no restringe los temas 
de ia partídpadón ciudadana, por lo 
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cual pueden pedir que se tramiten 
proyectos de ley sobre cualquier tema 
legislativo o constitucional. Rous¬ 
seau, el utópico, campea con todo su 
esplendor intelectual en la nueva 
Constitución, 

Cabe preguntarse qué materias 
pueden ser reglamentadas por ley, es 
dedr, ¿existen actividades humanas 
que no pueden ser reglamentadas por 
e¡ legislador y, por el contrario, exis¬ 
ten algunas materias que deban ser 
siempre legisladas? El principio gene¬ 
ral es el siguiente: el Estado sólo 
puede hacer aquello para lo cual está 
expresamente autorizado por la 
Constitución Política; de modo que 
toda su actividad debe ser regulada 
por el legislador. En cuanto a ia acti¬ 
vidad de los particulares, es libre por 
definición y la ley sólo la puede regu¬ 
lar en forma excepcional en los si¬ 
guientes casos: cuando la actividad 
haya sido definida por la Constitu¬ 
ción como de "interés público"', como 
1a actividad financiera, aseguradora, 
bursátil y de intermediación del aho¬ 
rro privado; en este caso, no sólo es 
reglamentada, sino que implica auto¬ 
rización previa por parte del Estado 
para su ejercicio, según el artículo 335 
de la Constitución. En segundo térmi¬ 
no las definidas por la ley, conforme 
a la Constitución, como de "servicio 
público", las cuales pueden ser pres¬ 
tadas por el Estado o los particulares, 
y en este caso deberán ser reguladas, 
vigiladas y controladas por el mismo 
Estado, conforme al artículo 365 de 
la Carta. El resto de actividades son 
libres, y su regulación debe hacerla 
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el legislador, con miras a la interven¬ 
ción económica o el bien común. 

Volviendo al artículo 154 de la 
Constitución Política, encontramos 
que las leyes pueden tener origen en 
cualquiera de las dos cámaras, por lo 
cual los titulares de la iniciativa legis¬ 
lativa pueden presentarlas ante cual¬ 
quiera de ellas. Se exceptúan de esta 
regla las leyes que tienen por objeto 
la tributación, pues deben ser presen¬ 
tadas ante la Cámara de Representan¬ 
tes, y las que tienen por finalidad re¬ 
gular las relaciones exteriores, cuyo 
trámite debe iniciarse en el Senado. 
Desde un punto de vista eminente¬ 
mente práctico, las iniciativas de ley 
se presentan ante Jas mesas directivas 
de las corporaciones, las cuales deben 
repartirlas a las comisiones constitu¬ 
cionales. 

Discusión y aprobación 
de los proyectos de ley 
Una vez presentada la propuesta o 
proyecto de ley, éste sufre un trámite 
interno en el Congreso de la Repúbli¬ 
ca, antes de pasar al gobierno para 
que lo sancione y promulgue como 
ley de la República. Este procedi¬ 
miento está regulado por los artículos 
157 a 164 de la Constitución Política. 

El artículo 157 de la Carta consagra 
el trámite general que debe sufrir todo 
proyecto para que se convierta en ley, 
el cual podemos sintetizar así: a) pu¬ 
blicación, b) debate y aprobación en 
las comisiones permanentes y c) de¬ 
bate y aprobación en las plenarias de 
ambas cámaras. Cumplidos estos 
trámites, el proyecto debe pasar al 


presidente de la República para su 
sanción. 

a) Publicación del proyecto 

Antes de ser debatido el proyecto de 
ley, éste debe ser publicado oficial¬ 
mente por la mesa directiva de la res¬ 
pectiva cámara en el periódico oficial 
del Congreso, Anales del Congreso. 

El artículo 158 exige un requisito 
especial para el trámite de las iniciati¬ 
vas legislativas: todo proyecto de ley 
debe referirse a una sola materia, re¬ 
quisito por el cual debe velar el presi¬ 
dente de la corporación que ordena 
la publicación del proyecto en ios 
Anales. El espíritu de esta prohibición 
es armonizar la legislación y evitar 
que puedan ser aprobados artículos 
que reformen leyes sin que haya sufi¬ 
ciente ilustración por parte de los con¬ 
gresistas, que pueden ser sorprendi¬ 
dos con la inclusión de artículos o pa¬ 
rágrafos sobre leyes de temas diferen¬ 
tes de aquél a que se refiere el pro¬ 
yecto en cuestión. En el lenguaje co¬ 
mún se denominan "micos" los ar¬ 
tículos que nada tienen que ver con el 
tema de la ley, para indicar que se 
"cuelga" una disposición en forma 
oculta e inconsulta, pasa desaperci¬ 
bida para los congresistas y final¬ 
mente se convierte en ley. 

La sanción a esta prohibición es do¬ 
ble: por una parte, no se le da trámite 
al proyecto de ley, y si por alguna 
circunstancia así se hiciere, la Corte 
Constitucional lo deberá declarar in- 
exequíble, conforme a la actual tra¬ 
dición jurisprudencial, obviamente 
como consecuencia de la demanda in¬ 
terpuesta por algún ciudadano. 
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b) Debate y aprobación en Las co¬ 
misiones 

El Congreso se encuentra dividido 
en comisiones constitucionales perma¬ 
nentes para desarrollar e! trabajo le¬ 
gislativo- Estas comisiones están en¬ 
cargadas de dar el primer debate en 
cada una de las cámaras a todo pro¬ 
yecto de ley, y una vez debatido, de¬ 
cidir si se aprueba o no, mediante una 
votación. 

Durante el debate se pueden in¬ 
cluir las modificaciones que sean con¬ 
venientes o se estimen necesarias. 
Las comisiones permanentes de am¬ 
bas cámaras pueden reunirse conjun¬ 
tamente para tramitar un proyecto de 
ley en forma más expedita, eventua¬ 
lidad cuya regulación difiere el artí¬ 
culo 157 al reglamento del Congreso, 
Este primer debate en forma conjunta 
también puede ser solicitado por el 
gobierno, cuando entregue un men¬ 
saje de urgencia para el trámite de un 
proyecto de ley, según el inciso final 
del artículo 163 de la Carta, 

Cuando un proyecto de ley es ne¬ 
gado en primer debate, podrá ser con¬ 
siderado por la respectiva cámara, a 
solicitud de su autOT, de un miembro 
de ésta o del gobierno, o del vocero 
de los proponentes, cuando la inicia¬ 
tiva haya sido popular. De esta forma 
de apelación trata el artículo 159 de 
la Constitución. 

c) Debate y aprobación en las pie- 
nanas 

Una vez aprobado el proyecto de ley 
en primer debate por la comisión de 
una de las cámaras, debe pasar a la 
plenaria después de haber dejado 
transcurrir por lo menos ocho días 
desde su aprobación por la respectiva 
comisión. Por ejemplo, si un proyecto 
ha sido aprobado por una délas comi¬ 


siones permanentes del Senado, debe 
ser considerado por éste en sesión 
plenaria, compuesta por la totalidad 
de sus miembros. En la sesión plena¬ 
ria también se pueden introducir las 
reformas que se consideren necesa¬ 
rias, las cuales, al igual que el proyec¬ 
to, deben ser debatidos y aprobados 
conforme a las mayorías vistas ante¬ 
riormente. 

En cuanto a las modificaciones de 
los proyectos, es conveniente anotar 
que la Constitución busca siempre 
que sean debatidas y aprobadas en la 
forma más consciente posible, para 
lo cual ordena que para el segundo 
debate en sesión plenaria, se relacio¬ 
nen todas las propuestas de modifica¬ 
ción, aun las no aceptadas por la co¬ 
misión, para que puedan ser estudia¬ 
das por ios congresistas que no perte¬ 
nezcan a la comisión que le dio el pri¬ 
mer debate. 

En caso de discrepancia por un pro¬ 
yecto de ley entre el Senado y la Cá¬ 
mara de Representantes, éste deberá 
ser estudiado por una comisión acci¬ 
dental conjunta, que deberá redactar 
un texto para someterlo a considera¬ 
ción de la plenaria de ambos cuerpos 
legislativos, repitiendo así el segundo 
debate. Si efectuado este último per¬ 
sistieren las diferencias, se entenderá 
negado el proyecto. 

La Constitución de 1991 prevé que 
un proyecto de ley sea discutido y 
aprobado máximo en dos legislatu¬ 
ras. Esta prohibición evita que un pro¬ 
yecto pase en forma indefinida de se¬ 
sión en sesión, agilizando el trabajo 
legislativo, de suerte que no queden 
proyectos sin decidir por parte del 
Congreso. 

Una vez surtidos los dos debates 
en el Senado y los dos en la Cámara 


de Representantes, el proyecto apro¬ 
bado es enviado al gobierno para la 
sanción presidencial. 

Sanción ejecutiva 
y promulgación 

Una de las funciones propias de todo 
jefe de Estado es sancionar y promul¬ 
gar la ley. Aunque la Constitución se 
refiere a esta función en términos de 
gobierno, se trata de un acto típico 
del jefe de Estado, que en tal condi¬ 
ción sanciona la ley y ordena su pro¬ 
mulgación para que sea ejecutada y 
cumplida por los asociados. 

Nos preguntamos si necesaria¬ 
mente el presidente debe sancionar 
la ley o si tiene alguna dase de control 
sobre ella. Efectivamente, está en ca¬ 
pacidad de objetar los proyectos de 
ley aprobados por el Legislativo, 
manteniendo el equilibrio entre las ra¬ 
mas del poder, evitando así una dic¬ 
tadura del Congreso. 

Una vez enviado al gobierno el pro¬ 
yecto de ley aprobado por el Congre¬ 
so, éste puede sancionarlo u objetar¬ 
lo. Si lo sanciona, promulgará la ley 
ordenando su publicación en el Diario 
Oficial . Si lo objeta, podrá aduar dos 
clases de motivos: la inconveniencia 
o la inconstitucionalídad. En estos ca¬ 
sos, el proyecto debe repetir el se¬ 
gundo debate en cada una de las cá¬ 
maras, comenzando por aquélla en la 
que se originó. Si el proyecto fuere 
aprobado, a pesar de las objeciones 
por motivos de inconveniencia, el 
presidente deberá sancionarlo y orde¬ 
nar su publicación. 

Sí la objeción hubiese sido de in- 
constitucionalidad y las cámaras des¬ 
estimaren total o parcialmente la 
censura gubernamental, el proyecto 
deberá ser enviado a la Corte Consti- 
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tucional para que se pronuncíe sobre 
su conformidad con la Carta. Si la nv 
constitucionalidad del proyecto fuere 
parcial, la Corte lo devolverá al Con¬ 
greso para que efectúe las reformas 
del caso, y luego debe volver a la 
Corte para la sentencia definitiva. 
Una vez ajustado el proyecto a la 
Constitución, pasa al presidente de 
la República para su sanción, quien 
no podrá objetarlo de nuevo* Si la in- 
constiturionalidad fuere total, se ar¬ 
chivará el proyecto. Si por cualquier 
circunstancia, el presidente de ia Re¬ 
pública se negare a sancionar un pro¬ 
yecto de ley, lo hará el presidente del 
Congreso. 

La ley no puede entrar a regir si no 
es promulgada, puesto que su cono- 
cimiento por parte de los ciudadanos 
es fundamental para que pueda ser 
cumplida. Por lo tanto, una vez san¬ 
cionada es publicada en el Diario Ofi¬ 
cial, periódico que se encarga de dar 
publicidad a las ieyes y demás actos 
oficiales. 

Estatuto del congresista 

Uno de los temas de mayor importan¬ 
cia en cuanto al funcionamiento del 
Congreso es el estatuto del congresis¬ 
ta, entendido como el conjunto de 
normas que protegen la actividad de 
los miembros del Congreso, garanti¬ 
zando su independencia frente a las 
otras ramas del poder y frente a las 
fuerzas e intereses sociales en conflicto. 

Los congresistas representan al 
pueblo de Colombia y no a gmpos, 
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religiones o sectores de interés. Ni si* 
quiera en sus opiniones deben repre¬ 
sentar a ios partidos políticos a los 
cuales pertenecen, aunque la ley 
prevé que se deba expedir un estatuto 
de la oposición con el fin de garantizar 
su libre ejercido, tanto en el parla¬ 
mento como en las campañas electo¬ 
rales de los partidos políticos. 

Los artículos 179 a 187 de la Cons- 
titudón Política regulan estos aspec¬ 
tos de la independencia y garantías 
de los miembros del Congreso, deri¬ 
vadas de la representación de la vo¬ 
luntad general, y contemplan cuatro 
aspectos; I) las inhabilidades para ser 
elegido, 2) las incompatibilidades en 
el ejercido de su función, 3) las san¬ 
ciones y 4) la inviolabilidad personal. 
A éstas es necesario agregar las garan¬ 
tías laborales que le permiten cumplir 
con sus fundones a cabalidad. 

Inhabilidades para ser elegido 
congresista 

El artículo 179 de la Carta Fundamen¬ 
tal consagra la prohibición a cierto 
tipo de personas para ser elegidas 
congresistas. De estas inhabilidades 
hay unas que son permanentes y 
otras circunstandales en el tiempo o 
en la circunscripción territorial para 
la cual el ciudadano se postula* Estas 
son: 

a) Quienes hayan sido condenados 
en cualquier época por sentencia judi¬ 
cial a pena privativa de la libertad, 
excepto por delitos políticos o culpo¬ 
sos. Esta inhabilidad es permanente. 


como se observa de la redacción de 
la norma. 

b) Quienes hayan perdido la inves¬ 
tidura de congresista. Esta también 
es una inhabilidad permanente y se 
justifica, pues la pérdida de la inves¬ 
tidura es una sanción por la violación 
de las inhabilidades, de las incompa¬ 
tibilidades o por inactividad parla¬ 
mentaria. 

c) Quienes tengan doble nacionali¬ 
dad, exceptuando los colombianos 
por nacimiento; al igual que las ante¬ 
riores, se trata de una inhabilidad per¬ 
manente. 

d) Quienes hubieren ejercido, co¬ 
mo empleados públicos, jurisdicción 
o autoridad política, civil, administra¬ 
tiva o militar, dentro de los doce me¬ 
ses anteriores a la fecha de la elección. 
Esta inhabilidad es temporal, pues 
depende de que el desempeño del 
cargo haya sido dentro de los doce 
meses anteriores a la elección; tam¬ 
bién es circunstancial en cuanto al te¬ 
rritorio, puesto que un candidato 
puede haber desempeñado un cargo 
con las características anotadas en 
una jurisdicción diferente de aquella 
por la cual se va a presentar a eleccio¬ 
nes, salvo que la circunscripción sea 
nacional, como por ejemplo para el 
Senado, caso en el cual la inhabilidad 
se vuelve absoluta* 

e) Quienes hayan intervenido en 
gestión de negocios ante entidades 
públicas, o en la celebración de con¬ 
tratos con ellas en in terés propio o en 
el de terceros, o hayan sido represen¬ 
tantes legales de entidades que admi¬ 
nístren tributos o contribuciones para¬ 
fiscales, dentro de los seis meses an¬ 
teriores a la fecha de su elección. Estas 
inhabilidades son también relativas 
en el tiempo y en el territorio de la 
circunscripción en la cual se presente 
el candidato* 

f) Quienes tengan vínculos por ma¬ 
trimonio, o unión permanente o de 
parentesco en tercer grado de consan¬ 
guinidad, primero de afinidad o 
único civil, con funcionarios que ejer¬ 
zan autoridad civil o política. Esta 
prohibición de ser elegido debe en¬ 
tenderse al momento de la elección, 
pues la norma constitucional nada 
dice del tiempo. Es también relativa 
en cuanto al aspecto territorial, pues 
depende de la circunscripción a la 
cual se presente el candidato al Con¬ 
greso* 

g) Quienes estén relacionados den¬ 
tro del parentesco anteriormente ci¬ 
tado con un candidato a corporación 
pública por el mismo movimiento, par- 
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tido político o grupo, y cuya elección 
deba realizarse en la misma fecha, 
h) Nadie podrá ser elegido para 
más de una corporación o cargo pú¬ 
blico ni para una corporación y un 
cargo, si los respectivos períodos 
coinciden en el tiempo, así sea par¬ 
cialmente. 

Incompatibilidades 
de los congresistas 
A diferencia de las inhabilidades, que 
se refieren a las circunstancias en las 
cuales una persona no puede ser ele¬ 
gida congresista, las incompatibilida¬ 
des tienen que ver con las actividades 
que les está prohibido desempeñar a 
los elegidos, con el fin de garantizar 
su independencia y la moralidad en 
la utilización del poder conferido. Ta¬ 
les actividades están contempladas 
en el artículo 180 de la Constitución 
Política y, en síntesis, son: 

a) Desempeñar un cargo o empleo 
público o privado. Esta prohibición 
tiende a generar la independencia de 
los congresistas frente al gobierno y 
al sectOT privado, puesto que no pue¬ 
den aceptar ningún tipo de cargo. El 
segundo parágrafo de este artículo 
sanciona con destitución al funcionario 
que conceda empleo a un congresista. 

b) Gestionar en nombre propio o 
ajeno asuntos ante las entidades pu¬ 
blicas o ante las entidades que admi¬ 
nistren tributos, ser apoderados ante 
las mismas o celebrar con ellas, por 
sí o por interpuesta persona, contrato 
alguno. 

c) Ser miembros de consejos o jun¬ 
tas directivas de entidades descentra¬ 
lizadas de cualquier nivel o de institu¬ 
ciones que administren tributos. 

d) Celebrar contratos o realizar ges¬ 
tiones con personas naturales o jurí¬ 
dicas de derecho privado que admi¬ 
nistren, manejen o inviertan fondos 
públicos, o sean contratistas del Esta¬ 
do, o reciban donaciones de éste. Se 
exceptúa la adquisición de bienes o 
servicios que se ofrecen en igualdad 
de condiciones a todos los ciudadanos. 

Existe por parte de la Constitución 
un claro celo de controlar el cliente- 
lismo electoral, entendido como k in¬ 
termediación que hace el político de 
los bienes y servidos públicos que de¬ 
ben prestarse por igual a todos los ciu¬ 
dadanos, para canjearlos por los votos 
de una comunidad o grupo el día de 
las elecdones. Se pretende también la 
mayor independencia del Ejecutivo 
frente al Legislativo, permitiendo que 
el control político ejercido se realice 
plenamente, sin interferencia de los 
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acostumbrados canjes de favores en¬ 
tre una y otra ramas del poder. 

La única excepción a estas reglas 
es la cátedra universitaria. Los congre¬ 
sistas pueden dictar cátedra en las uni¬ 
versidades, públicas o privadas, inclu¬ 
yendo las que redban auxilios del Te¬ 
soro Público, siempre que no medie 
una situación de dependenda laboral. 

Pérdida de la investidura 

Los artículos 183 y 184 de la Constitu¬ 
ción Política regulan casos en los cua¬ 
les un miembro del Congreso de la 
República pierde su investidura y 
queda inhabilitado para volver a ser 
elegido para esta corporación. Se trata 
de una sandón, es decir, de la conse¬ 
cuencia de una conducta prohibida 
por la Constitución o por la ley, que 
implica el retiro del miembro del Con¬ 
greso y la inhabilidad para volver a 
ser elegido. 

La Constitución no le otorga un lí¬ 
mite en el tiempo a esta sanción, es 
dedr, no dice si la inhabilidad es por 
uno o por varios períodos, lo que nos 
hace suponer, en toda lógica, que se 
trata de una prohibición que dura 
toda la vida del congresista sanciona¬ 
do, Los hechos a que da lugar esta 
sanción son tan graves que ameritan 
que la inhabilidad se extienda de por 
vida. Las conductas que dan lugar a 
la pérdida de la investidura son las 
siguientes: 

a) La violación al régimen de inha- 
bilidades e incompatibilidades, o al 
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régimen de conflicto de intereses. 

b) La inasistencia, en un mismo pe¬ 
ríodo de sesiones, a seis reuniones 
plenarias en las que se voten proyec¬ 
tos de acto legislativo, de ley o mocio¬ 
nes de censura, 

c) No tomar posesión del cargo 
dentro de los ocho días siguientes a 
la fecha de instalación de las cámaras, 
o a la fecha en que fueren llamados 
a posesionarse. Al igual que la san¬ 
ción anterior, busca controlar la ina¬ 
sistencia. 

d) La indebida destinación de dine¬ 
ros públicos. Esta prohibición cobra 
toda su entidad si tenemos en cuenta 
que el manejo administrativo y presu¬ 
puesta! del Congreso lo hace él mismo. 

e) El tráfico de influencias debida¬ 
mente comprobado. El congresista no 
puede ser representante ni gestor de 
intereses particulares; siempre debe 
tener en la mira el bien común. 

Para terminar vale la pena mencio¬ 
nar la disposición del parágrafo deí 
artículo 183 de la Carta, que establece 
que no se aplicará la sanción en caso 
de inasistencia a sesiones, cuando se 
trata de una fuerza mayor que haya 
obligado a la inasistencia del congre¬ 
sista, tal como una enfermedad grave 
u otra circunstancia similar. El resto 
de las causales que dan lugar a la pér¬ 
dida de la investidura son de carácter 
objetivo, es decir, que una vez produ¬ 
cido el hecho sobreviene la sanción. 
La integridad ética de la República así 
lo exige. 
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Inviolabilidad parlamentaria 

Con el fin de garantizar la indepen¬ 
dencia de los miembros del Congreso 
y su cabal ejercicio de la función legis¬ 
lativa y de control político, la Consti¬ 
tución los hace inviolables por efecto 
de sus opiniones y votos emitidos, y 
además, les consagra un fuero espe¬ 
cial cuando cometieren algún delito, 
así no sea en el ejercicio de sus funcio¬ 
nes. Estas dos garantías políticas se 
encuentran consagradas en los artícu¬ 
los 185 y 186 de la Constitución. 

Los congresistas serán inviolables 
por las opiniones y los votos que emi¬ 
tan en el ejercicio del cargo, según lo 
establece el artículo 185 de la Carta, 
Este postulado significa que no pue¬ 
den ser objeto de censura o de acusa¬ 
ción por haber votado en cierto senti¬ 
do cuando estén ejerciendo su cargo. 
Sin embargo, cabe preguntarse qué 
sucede con la revocatoria del manda¬ 
to, que no es otra cosa que la exigencia 
de la responsabilidad política al con¬ 
gresista elegido por el indebido ejer¬ 
cicio del mandato conferido. 

Es conveniente recordar que con¬ 
forme al artículo 135 de la Constitu¬ 
ción Política, los congresistas repre¬ 
sentan al pueblo y deben actuar con¬ 
sultando la justicia y el bien común. 
Por esta razón, sus opiniones y votos 
son inviolables y no dan lugar a res¬ 
ponsabilidad política. 

La otra garantía de inviolabilidad 
radica en la institución de un fuero 
especial en favor de los miembros del 
Legislativo para ser juzgados por los 
delitos cometidos, tanto en el ejercicio 
de su cargo como cuando actúan 
como particulares. Es la Corte Su¬ 
prema de Justicia la única entidad que 
puede disponer la detención y cap¬ 
tura de uno de los miembros del Con¬ 


greso. La norma autoriza que en caso 
de flagrancia, es decir, cuando son 
sorprendidos cometiendo el ilícito, 
pueden ser aprehendidos y puestos 
de inmediato a órdenes de esta corpo¬ 
ración. 

En la Constitución de 1991 desapa¬ 
reció la inmunidad parlamentaria, 
institución que prohibía detener, sin 
permiso del Congreso, a uno de sus 
miembros. 

Rama ejecutiva 

DEL PODER PÚBLICO 

La rama ejecutiva del poder público 
es la encargada de hacer cumplir la 
ley, entendida esta función como el 
conjunto de acciones cuya finalidad 
es divulgar, explicar, vigilar y contro¬ 
lar que los ciudadanos, destinatarios 
naturales de las normas jurídicas, las 
cumplan. La rama legislativa crea el 
derecho y la ejecutiva dispone lo ne¬ 
cesario para su ejecución. 

En la medida que el Estado va asu¬ 
miendo mayores fundones, y la legis¬ 
lación nuevos y más complejos te¬ 
mas, la labor de ejecución de esta ley 
también se complica y asume nuevos 
retos. Así, por ejemplo, cuando la ley 
determina que el Estado debe interve¬ 
nir en dertas actividades de los parti¬ 
culares, la labor del Ejecutivo es cum¬ 
plir el mandato intervencionista que 
le fuera dado por el legislador, por lo 
cual debe crear los organismos admi¬ 
nistrativos y policivos propios para 
obtener los resultados queridos por 
la ley. 

Así como el Legislativo actual no 
es la asamblea de ciudadanos que 
describió Aristóteles y la que soñó 
Rousseau, el Ejecutivo tampoco está 


constituido por el conjunto de magis¬ 
trados encargados de las pocas fun¬ 
dones de policía que existieran en la 
polis griega, ni mucho menos es el 
mismo pueblo, en la utópica cons¬ 
trucción de Rousseau. La administra¬ 
ción del moderno Estado de derecho 
implica la existencia de una burocra¬ 
cia que desarrolla funciones especiali¬ 
zadas, La ejecución de la ley está, en¬ 
tonces, encomendada a un conjunto 
de organismos jerarquizados que de¬ 
sarrollan esta función. 

El artículo 115 de la Constitución 
Política define las instituciones y or¬ 
ganismos que hacen paite de la rama 
ejecutiva del poder público. Encon¬ 
tramos, en primer término y a la cabe¬ 
za, al presidente de la República, de¬ 
finido como jefe del Estado, jefe del 
Gobierno y suprema autoridad admi¬ 
nistrativa del país. En segundo lugar, 
el Gobierno, constituido por el presi¬ 
dente de la República, los ministros 
del despacho y los directores de los 
departamentos administrativos; en 
cada caso o negocio particular, lo for¬ 
man el presidente y el ministro o di¬ 
rector de departamento administra¬ 
tivo correspondiente. Por último, se 
incluye la administración como parte 
de la rama ejecutiva del poder públi¬ 
co, conformada por las entidades del 
poder central, las gobernaciones y las 
alcaldías, así como las superinten* 
dencias, los establecimientos públi¬ 
cos y las empresas industriales o co¬ 
merciales del Estado. Es necesario re¬ 
cordar que el presidente de la Repú¬ 
blica es el jefe supremo de las fuerzas 
militares, por lo cual ellas también ha¬ 
cen parte del Ejecutivo, y además ma¬ 
neja y administra los impuestos. 

Presidente de la República 

A la cabeza de la rama ejecutiva del 
poder publico, y en representación 
del Estado colombiano, se encuentra 
el presidente de la República. Con¬ 
forme al artículo 188 de la Constitu¬ 
ción Política, éste simboliza la unidad 
nacional, y al jurar el cumplimiento 
de la Constitución y de las leyes, se 
obliga a garantizar los derechos y las 
libertades de todos los colombianos. 
El presidente de la República es el 
garante de la unidad y de la soberanía 
nacional, tanto en lo interno como en 
lo externo. Para su reemplazo la Carta 
instituyó la figura del vicepresidente 
de elección popular. Los artículos 190 
a 199 de la Constitución regulan la 
forma de elección, las inhabilidades 
y el reemplazo en caso de falta del 
presidente de la República. 
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a) Elección 

Para ser presidente de la República 
se requiere ser colombiano de naci¬ 
miento, ciudadano en ejercicio y ma¬ 
yor de treinta años, exigencias conte¬ 
nidas en el artículo 192 de la Consti¬ 
tución, Como ocurre con los requisi¬ 
tos para ser senador o representante 
a la Cámara, el afán de democratizar 
el acceso a la Presidencia suprimió los 
requisitos de experiencia política y 
administrativa que exigía la anterior 
Constitución. 

Desde el punto de vista jurídico, 
cualquier colombiano de nacimiento 
puede llegar a ocupar el más alto em¬ 
pleo del país. La práctica política co¬ 
lombiana, con excepción de BeliSario 
Betancur, indica que para ser presi¬ 
dente de la República se requiere ser 
jefe del partido mayoritario, liderazgo 
necesario para obtener el triunfo elec¬ 
toral y para manejar el Congreso. 

La forma de elección del presidente 
de la República es directa, secreta, 
uninominal, mayoritaria y por cir¬ 
cunscripción nacional. Por directa de¬ 
bemos entender que todos los ciuda¬ 
danos escogen sin intermediarios, en¬ 
tre los diferentes candidatos, el de su 
preferencia. No hay colegios electora¬ 
les, ni ninguna clase de intermedia¬ 
ción en estos casos. El voto es secreto 
para garantizar la pureza del sufragio. 

Siendo un solo cargo por proveer 
se impone la uninominalidad por 
oposición al sistema de listas, propio 


de los cuerpos colegiados. No debe 
confundirse la uninominalidad de la 
fórmula, con la presencia del candi¬ 
dato a vicepresidente, el cual es ele¬ 
gido al tiempo con el presidente. 

El sistema es mayoritario, io que 
implica que para ser elegido presi¬ 
dente de la República se requiere ob¬ 
tener, por lo menos, la mitad más uno 
de los votos de los electores, y si no 
fuere posible hacerlo el primer día, 
se deberá convocar a una segunda vo¬ 
tación o "segunda vuelta", en la cual 
sólo serán candidatos los dos que hu¬ 
bieren obtenido los más altos resulta¬ 
dos en el primer escrutinio. El artículo 
190 posibilita la inscripción de un 
nuevo candidato en caso de muerte 
o de incapacidad física absoluta de 
aquel que hubiera obtenido uno de 
los dos mejores resultados. Esto debe 
hacerse antes de la segunda votación, 
la cual podrá posponerse hasta por 
quince días. 

Esta misma norma permite la re¬ 
nuncia de uno de los candidatos ma- 
yoritarios, en cuyo caso será reem¬ 
plazado por quien haya obtenido el 
tercer resultado. Es decir, en caso de 
renuncia no es posible inscribir uno 
nuevo en su reemplazo; necesaria¬ 
mente la contienda, en el segundo día 
de elecciones, será entre uno de los 
dos primeros y el tercero. La posibili¬ 
dad de que el segundo candidato con 
más votos renuncie en favor del terce¬ 
ro, facilita la coalición de partidos mi¬ 
noritarios con miras a obtener un re¬ 
sultado mejor en el segundo día de 
elecciones. 

La circunscripción por la cual se 
elige el presidente de la República 
coincide con el territorio nacional, po¬ 
diendo votar también los colombia¬ 
nos residentes en el exterior. El pe¬ 
ríodo del presidente de la República 
es de cuatro años y comienza su man¬ 
dato el día 7 de agosto del año en el 
que se realizó la elección. 



El Palacio de San Carlos en fotografía tomada 
durante el golpe de Estado del vicepresidente 
José Manuel Marroquín, dei31 de julio de 1900. 



El Palacio de San Carlos , antigua sede 
de los presiden tes de Colom bia . Plu m illa de Da niel 
Ortega Ricaurte, "Album del Sesquicentenario 
de Bogotá ", 1960. Biblioteca Nacional , Bogotá. 


El presidente tomará posesión de 
su cargo ante el Congreso de la Repú¬ 
blica en pleno, en la fecha indicada, 
y su juramento será del siguiente te¬ 
nor según lo ordena el artículo 192 
de la Carta; «Juro a Dios y prometo 
al pueblo cumplir fielmente la Cons¬ 
titución y las leyes de Colombia». Si 
no pudiere tomar posesión ante el 
Congreso, lo hará ante la Corte Su¬ 
prema de Justicia, y si no, ante dos 
testigos. 

b) Inhabilidades 

El artículo 197 de la Constitución 
establece las inhabilidades para ser 
elegido presidente de la República. 
Al igual que cualquiera de los candi¬ 
datos que se presenten a elecciones, 
existen situaciones que inhabilitan de 
manera absoluta y otras que son me¬ 
ra mente circ u ns tan cial es. 

Dentro de las inhabilidades absolu¬ 
tas se encuentra la de haber ejercido 
la Presidencia de la República a cual¬ 
quier título, a excepción de vicepresi¬ 
dente, siempre y cuando el tiempo 
de ejercicio de la Presidencia no haya 
sido superior a tres meses continuos 
o discontinuos; se prohíbe la reelec¬ 
ción. La necesidad de renovar los cua¬ 
dros directivos de los partidos, y el 
riesgo de corrupción del grupo que 
acompaña al ex presidente nueva¬ 
mente elegido, justifica esta medida. 
En la historia reciente de nuestro país 
tan sólo un ex presidente ha sido re¬ 
elegido y fue obligado a renunciar por 
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supuesta corrupción. Es bueno recor- 
dar que uno de los principios del sis- 
tema democrático es la rotación de 
los cargos públicos. 

Otras inhabilidades absolutas que 
establece la Carta para los ciudadanos 
que quieran postularse a la Presiden¬ 
cia de la República son: la de haber 
sido condenado a pena privativa de 
la libertad, salvo por delitos políticos 
o culposos; la de haberle sido retirada 
la investidura de congresista; y la de 
tener doble nacionalidad, salvo que 
sea colombiano por nacimiento. Esta 
última inhabilidad es innecesaria, 
pues conforme ai artículo 191 de la 
Constitución Política, el presidente 
de la República debe ser colombiano 
por nacimiento. 

En cuanto a las inhabilidades rela¬ 
tivas o circunstanciales, el artículo 197 
se refiere a la prohibición de haber 


ejercido uno cualquiera de los altos 
cargos del Estado dentro del año in¬ 
mediatamente anterior a la elección, 
excepto haber sido congresista o 
miembro de las corporaciones públi¬ 
cas, Se busca con esto evitar la in¬ 
fluencia indebida del poder en las 
elecciones que se van a realizar. 

c) Faltas del presidente de la Re¬ 
pública 

El artículo 194 de la Constitución 
Política contempla las faltas absolutas 
y las temporales del presidente de la 
República, situaciones en las cuales 
debe ser reemplazado por el vicepre¬ 
sidente. 

Son faltas absolutas su muerte, su 
renuncia aceptada, su destitución de¬ 
cretada por sentencia judicial, su in¬ 
capacidad física permanente y el 
abandono del cargo. Estas dos últi¬ 
mas deben ser declaradas por el Sena¬ 


do. Hay abandono del cargo cuando 
el presidente sale del territorio nacio¬ 
nal sin haber dado previo aviso a éste o 
a la Corte Suprema de Justicia, durante 
el receso de aquella corporación. 

Son faltas temporales la licencia 
concedida por el Senado; la enferme¬ 
dad, caso en el cual se debe dar aviso 
al mismo Senado y, si está en receso, 
a la Corte Suprema de Justicia; y la 
suspensión en el ejercicio del cargo, 
que también es decretada por el Se¬ 
nado en el momento de ser admitida 
la acusación que en su contra formule 
la Cámara de Representantes, 

En caso de que el presidente de la 
República deba salir del país en ejer¬ 
cicio de sus funciones, deberá dar 
aviso al Senado, y durante su ausen¬ 
cia deberá delegar las funciones que 
considere necesarias en el ministro de 
su mismo partido o movimiento polí- 


M1NISTERIO PUBLICO: PROCURADURIA Y DEFENSORIA 


El Ministerio Público constituye el lla¬ 
mado "cuarto poder" de un Estado de 
derecho y es el más alto vigilante de la 
función pública y principal defensor de 
los derechos humanos y los intereses de 
la nación y la sociedad. En Colombia está 
formado por el Procurador General de la 
Nación, supremo director del Ministerio 
Público, y por el Defensor del Pueblo. 

La Procuraduría aparece por primera 
vez en Colombia con la Constitución de 
1830, ejercida por un Procurador General 
de la Nación, agente del poder ejecutivo 
encargado de defender los intereses na¬ 
cionales y todo lo relacionado con el or¬ 
den público. Reaparece en la Carta de 
1853 con una innovación: el Procurador 
General es elegido por el pueblo, como 
corresponde a su calidad de defensor de 
los intereses sociales. La Constitución de 
1886 encarga al gobierno la suprema di¬ 
rección del Ministerio Público, com¬ 
puesto solamente por la Procuraduría 
General, y reserva a la Cámara de Repre¬ 
sentantes algunas fundones fiscales; en 
cuanto a las tareas encomendadas a la 
Procuraduría General, se destacan la de¬ 
fensa de los intereses de la nadón, la vi¬ 
gilancia de la conducta de los empleados 
públicos y la promodón de la ejecudón 
de las leyes, sentendas y disposidones 
administrativas. La Constitudón de 1991 
entrega la dirección del Ministerio Pú¬ 
blico al Procurador General de la Nación, 
garantizando su autonomía, y dispone 
que sea elegido por el Senado, para un 
período de cuatro años, de tema inte¬ 
grada por candidatos del presidente de 
la República, la Corte Suprema de Justicia 
y el Consejo de Estado, buscando con 
esto la partidpadón de las tres ramas del 
poder público. El artículo 277 consagra 


las funciones del Procurador General, 
ejercidas directamente o por medio de 
sus delegados y agentes. En primer lugar, 
vigilar el cumplimiento de la Constitu¬ 
ción, las leyes, las decisiones judiciales y 
los actos administrativos, manteniendo 
la legalidad del funcionamiento estatal. 
Proteger los derechos humanos y su efec¬ 
tividad; el Ministerio Público es el encar¬ 
gado de representar a los asociados ante 
el Estado y al Estado ante los jueces, y 
aunque su poder para intervenir en pro¬ 
cesos judiciales y administrativos se re¬ 
dujo por la creación de la Fiscalía General 
de la Nación, su actuación es esencial en 
la defensa del orden jurídico, el patrimo¬ 
nio público y los derechos y garantías 
fundamentales. «Ejercer vigilancia supe¬ 
rior de la conducta oficial de quienes de¬ 
sempeñan funciones públicas, inclusive 
las de elección popular; ejercer preferen¬ 
temente el poder disciplinario; adelantar 
las investigaciones correspondientes e 
imponer las respectivas sanciones con¬ 
forme a la ley»; este poder disciplinario 
conlleva la observancia del debido pro¬ 
ceso en todas sus formas, y una vigilancia 
superior y diferente de la interna de cada 
entidad. Defender los intereses de la so¬ 
ciedad y los colectivos, en especial del 
ambiente; e intervenir, cuando sea nece¬ 
sario, en procesos judiciales y administra¬ 
tivos, ejerciendo funciones de policía ju¬ 
dicial autónoma, Al Procurador ie están 
reservadas algunas fundones que debe 
ejercer directamente, como la de desvin¬ 
cular del cargo, con el lleno de los requi¬ 
sitos procesales y sustanciales, al fundo- 
nano público que incurra en alguna de 
las causales estableadas por el artículo 
278 de la Constitución; intervenir oficio¬ 
samente en los procesos de constitudo- 


nalidad —antes ante la Corte Suprema 
de Justicia y ahora ante la Corte Constitu¬ 
cional— con conceptos que no obligan a 
la Corte, pero que en múltiples ocasiones 
han orientado los fallos en materia cons¬ 
titucional; emitir conceptos en procesos 
disciplinarios de funcionarios sometidos 
a fuero especial; y presentar proyectos de 
ley sobre materias relativas a su compe- 
tenda. 

La figura del Defensor del Pueblo se 
inspira en la institución sueca del ombuds- 
man o "persona que da trámite", Nadda 
en 1713, cuando el rey Carlos XII nombró 
por primera vez un representante ante 
sus súbditos, con el nombre de Procura¬ 
dor Supremo, la figura del ombudsman se 
convirtió más tarde en representante del 
Parlamento y tiene a su cargo el examen 
jurídico de las actuadones del Ejecutivo, 
ejerciendo control político y económico 
sobre el Parlamento. 

El Defensor del Pueblo aparece por pri¬ 
mera vez en Colombia en la Constitudón 
de 1991 (artículo 281) con una naturaleza 
diferente a la tradidona!, pues entra a 
formar parte del Ministerio Público, bajo 
la dirección del Procurador General. Es 
elegido por la Cámara de Representantes 
para un período de cuatro años, de una 
tema presentada por el presidente de la 
República. Su función primordial es la 
promodón y defensa de ios derechos hu¬ 
manos, Además, interpone acciones de 
tutela y acdones populares en asuntos 
de su competencia, invoca el babeas cor- 
pus, diseña políticas claras para la promo¬ 
dón de los derechos y presenta proyectos 
de ley sobre materias relativas a su com- 
petenda. 

RICARDO SANÍN RESTREPO 
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tico de acuerdo con la prelación legal, 
quien en virtud de esta delegación se 
convierte en ministro delegatario en 
funciones presidenciales, cargo que 
implica la jefatura del Gobierno. Esta 
figura de la Delegación se encuentra 
regulada en el último inciso del ar¬ 
tículo 196 de la Constitución Política. 
Colombia no puede tener dos presi¬ 
dentes, uno en ejercicio en el extran¬ 
jero suscribiendo convenios interna¬ 
cionales y representando al país, y 
otro en Colombia con las mismas fun¬ 
ciones; por esta razón, desde la anti¬ 
gua Constitución y a partir de la re¬ 
forma de 1977 se prévió la figura del 
ministro delegatario, quien asumía 
las funciones de jefe de Gobierno 
mientras el presidente en ejercicio 
mantenía las de jefe de Estado. 

Vicepresidente 

La Constitución de 1991 restableció la 
institución del vicepresidente, figura 
de ingrato recuerdo para los colom¬ 
bianos a raíz del golpe de estado 
asestado al presidente Manuel Anto¬ 
nio Sanciemente por el entonces vice¬ 
presidente José Manuel Marroquín, 
el 31 de julio de 1900. 

La reforma constitucional de 1910 
decidió abolir esta institución crean¬ 
do el designado a la Presidencia, sin 
ningún poder efectivo ni ninguna 
representatividad popular, con el fin 
de evitar que se repitiera este golpe. 
A pesar de este antecedente histórico, 
la Asamblea Nacional Constituyente 
instituyó la Vicepresidencia, pero sin 
que se pueda acumular la calidad de 
ministro delegatario con la de vice¬ 
presidente. La historia parece haber 
inspirado esta limitación. 

El vicepresidente requiere las mis¬ 
mas calidades que el presidente, y 
será elegido el mismo día y en la 
misma fórmula del presidente de la 
República. No es posible revolver fór¬ 
mulas para la'segunda votación, por 
la cual los candidatos a la Vicepresi¬ 
dencia deben ser los mismos pro¬ 
puestos en la primera vuelta. No es 
posible, por ejemplo, que un candi¬ 
dato a ia Presidencia renuncie des¬ 
pués de la primera vuelta y se postule 
como vicepresidente de otro candi¬ 
dato en la segunda. 

El período del vicepresidente es el 
mismo del presidente con el cual fue 
elegido, y basta con que tome pose¬ 
sión del cargo una sola vez para que 
pueda ejercerlo cuando sea necesario, 
a no ser que se trate de reemplazar en 
forma definitiva al presidente, en 
cuyo caso deberá tomar posesión for¬ 
mal y ejercerá la primera magistratura 


VICEPRESIDENTES DE COLOMBIA 1816-1904 



Lilmio Mejía 
Vicepresidente 1816 
Olee de Constancio 
Franco. Museo Nacional 


Francisco Antonio Zea 
1819-1820 
Constancio Franco 
Museo Nacional 


Juan Germán Roscio 
1820-1821 
Anónimo 
Museo Nacional 


Antonio Narino 
1821 

Constancio Franco 
Musíc Nacional 



Domingo Caycedo fosé Marta Obando 

18301840,1841 f 1842 1831-1832 

Anónimo Constando Franco 

Museo Nacional Museo Nacional 


f.M. del Castillo y 
Rada 1821 
Constancio Franco 
Museo Nacional 


Francisco de F 
Santander 1821-1827 
Anónimo 

Casa Museo 20de Julio 



José Ignacio de 
Márquez 1832 
Constancio Franco 
Museo Nacional 


Rufino Cuervo 
1847 , 1849 
Silvano Cuéllar 
Museo Nacional 


José de Obaldía 
1851-1852, 1853 
José María Duque 
Museo Nacional 


Manuel María 
Mallarino 1855-1857 
Anónimo 
Museo Nacional 



Elíseo Payan 
1887-1888 

Ricardo Moros Urbim 
Museo Nacional 


■ Miguel Antonio Caro 
1892-1898 
Eugenio Zerda 
Museo Nacional 


José M. Marroquín 
1898, 1900-1904 
Coriolano Leudo 
Museo Nocional 


Ramón González 
Valencia 1904 
Rafael Tavera 
Museo Nacional 
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VICEPRESIDENTES DE COLOMBIA 

N* 

VICEPRESIDENTE 

EJERCICIO DEL PODER 

PRESIDENTE TITULAR 

1 

JOSE MIGUEL REY 

Vicepresidente Junta Suprema 

20.6 1810-22.11.1810 

ANTONIO AMAR Y BQRBQN 

2 

LIBORIOMEJÍA 

22.G.1816-10.7 1816 

CUSTODIO GARCIA ROVIRA 

3 

FR ANC (SCO ANTON 10 ZEA 
Vicepresidente de Colombia 

17.12.1819-21,3.1820f 

SIMON BOLIVAR 


FRANCISCO DE PAULA SANTANDER 
Vicepresidente de Cu ndin amarca 

17.12.1819-3.11 1821 


4 

JUAN GERMAN ROSClO 

21,3,1820-4.4.1821 


5 

ANTONIO NAR1ÑO 

4.4.1821-66-1821 


6 

JOSE MARIA DEL CASTILLO Y RADA 

6,6 1821-3.10.1821 


7 

FRANCISCO DE PAULA SANTANDER 

3.11.1821-10.9.1827 


8 

DOMINGO CAYCEDO 

4.5.1830-13,6.1830 

JOAQUIN MOSQUERA 



23.10.1839-26,10.1839 

10.3,1840*9.6.1840 
9.10,1840-21.11.1840 

JOSE IGNACIO DE MARQUEZ 



L4.1041-2.5.1841 

20.10,1841 -18,5.1842 
14.8.1842-1.11.1842 

PEDRO ALCANTARA HERRAN 

9 

JOSE MARIA OBANDO Vicepresidente 
Provisional para ejercer el Ejecutivo 

23,11.1831-10.3.1832 


10 

JOSE IGNACIO DE MARQUEZ 

10.3 1832-7.10,1632 

FCO, DE P SANTANDER 

11 

RUFINO CUERVO 

28 4 1847-7.5.1847 

14.8.1847-14.12,1847 
31.3.1849 

TOMAS C. DE MOSQUERA 

12 

JOSE DE OBALDIA 

14.10.1851-31.1.1852 
8.1852-12 1852 

JOSE HILARIO LOPEZ 



13.6.1853 

5,8.1854-1.4.1855 

JOSE MARÍA OBANDO 
Destituido abril 55 

13 

MAN U EL MAR 1A MALLAR 1 NO 

1.4.1855-1,4.1857 

Elegido para reemplazar 
a Obando 

14 

ELISEO PAYAN 

6.1.1887-4.6.1887 

13.12 1887-8.2.1838 
Mandato revocado 

RAFAELNUÑEZ 

15: 

MIGUEL ANTONIO CARO 

7.8.1892-7,8.1898 


16 

JOSE MANUEL MARROGUIN 

Golpe de Estado 

7.8,1898-3.11.1898 
31.7,1900*7 8 1904 

MANUELA, SANCLEMENTE 

17 

RAMON GONZALEZ VALENCIA 

Elegido anl 904 

Insubsistente por Acto 
Legislativo de 1905 
Presidente titular 

7.8.1909-7.8.191Q 

RAFAELREYES 


hasta el final del período. En este 
último caso, y si fuere necesario 
reemplazar al nuevo presidente, lo 
hará el ministro en el orden de pre¬ 
cedencia legal, hasta tanto el Con¬ 
greso se reúna en pleno por derecho 
propio para nombrar el nuevo vice¬ 
presidente. 

Fuera de esta vocación presiden¬ 
cial, el vicepresidente por sí mismo 
no tiene ninguna función propia. El 
presidente puede, si lo estima conve¬ 
niente, confiarle algunas misiones o 
encargos, o nombrarlo en cualquier 
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cargo de la rama ejecutiva, salvo en 
el de ministro delegatario. Puede ser 
nombrado embajador o ministro o 
consejero presidencial, y obviamente 
puede ser removido de estos cargos 
en cualquier momento. 

Es bueno recordar que durante los 
debates en la Asamblea Nacional 
Constituyente se agitó la idea de que 
el vicepresidente debería ser de la 
misma filiación política del presiden¬ 
te, requisito que no tuvo acogida y 
por lo tanto no se convirtió en pre¬ 
cepto constitucional. 


Gobierno y ministros 

La Constitución entiende por Go¬ 
bierno la reunión del presidente de 
la República, los ministros del despa¬ 
cho y los directores de departamentos 
administrativos. El artículo 115 
agrega que en cada negocio particular 
el Gobierno está conformado por el 
presidente y el ministro o director del 
departamento correspondiente. 

La Constitución colombiana exige 
para la validez de los actos del presi¬ 
dente la firma de los ministros, ha¬ 
ciéndolos responsables de la decisión 
adoptada. En este orden de ideas, se 
garantiza la consulta del presidente 
con sus ministros, pero el criterio que 
se impone en caso de desacuerdo es 
el del jefe de Gobierno, y la responsa¬ 
bilidad política es así mismo compar¬ 
tida entre el presidente y sus minis¬ 
tros, a tal punto que estos últimos, y 
de manera individual, responden po¬ 
líticamente de sus actos ante el Con¬ 
greso, el cual puede aprobar una mo¬ 
ción de censura en su contra, obligán¬ 
dolos a retirarse de su cargo. 

En varios artículos déla Constitu¬ 
ción se equiparan las nociones de mi¬ 
nistro con la de jefe de departamento 
administrativo. Ambos constituyen el 
Gobierno, pero se diferencian en 
cuanto a la responsabilidad política y 
en cuanto a la vocación de sucesión 
presidencial. Los directores de depar¬ 
tamentos administrativos no pueden 
ser citados a debates por las cámaras 
legislativas y, por lo tanto, no puede 
ser propuesta una moción de censura 
en su contra, según se desprende del 
texto del artículo 135 de la Constitu¬ 
ción; tampoco pueden reemplazar al 
presidente cuando no exista vicepre¬ 
sidente que lo suceda, de conformi¬ 
dad con el artículo 203 de la Carta 
Política. 

En cuanto a la calidad propia de los 
ministros y de los directores de depar¬ 
tamentos administrativos, el artículo 
208 de la Carta la define como «jefes 
de la administración en su respectiva 
dependencia». Para explicar esta lo¬ 
cución, la misma norma agrega: «Bajo 
la dirección del presidente de la Re¬ 
pública, les corresponde formular las 
políticas atinentes a su despacho, di¬ 
rigir la actividad administrativa y eje¬ 
cutar la ley». Se integran y explican 
las nociones de "suprema autoridad 
administrativa", que tiene el presi¬ 
dente, con la de "jefe de la adminis¬ 
tración", propia del ministro. Como 
se ve, existe subordinación del minis¬ 
tro hacia el presidente, por lo cual las 
decisiones que se adopten en el seno 
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CprEl. B+'bJilfti in Herrería 


NUEVO MINISTERIO 

Van en cara páfiína ta» retratas iü i™ « 
c tndftdann* a í|uIcuca llamo el PresJdeMe 
para Integrar ti Ministerio- El [>r. Valencia 
*e lia cvciESaúu de Hervir l¡i cañera de Uik- 
rm, }■ hasta ahora n« se iatu- nuíén habrá 
de remplazar lo. Parece un Jiethn nue los 
Sreí. Herrera y Mcm^rza Fírez. cuya ace^ 
ración*e eormklcrüha (Iuiíom, «ntraFán a co- 
jahnrar en el GoBlerno del Dr, Concha. 

Barcui nmnbfimicnleif han sido Ulen aco¬ 
gidos por la Opírtlón pública. 



Dr IHrin P*TB 



Pt. HítMiwJ* rtfldpl# r C*f» 


El mosaico de ministros, una tradición: segundo gabinete del presidente José Vicente Concha , con 
Miguel Abadía Méndez (Gobierno), Benjamín Herrera (Agricultura y Comercio), Marco Fidel Suárez 
(Relaciones Exteriores), Emilio Perrero (Instrucción Pública), Jorge Vélez (Obras Públicas), Guillermo 
Valencia (Guerra), Diego Mendoza Pérez (Hacienda) y Hernando Holguín y Caro (Tesoro). 

"El Gráfico ", septiembre 18 de 1915 . 


del Gobierno no son colegiadas, sino 
por el contrario, adoptadas bajo la 
égida y el liderazgo del presidente. 

Para ser ministro, según lo estable¬ 
cido en el artículo 207 de la Constitu¬ 
ción Política, se requieren las mismas 
calidades que para ser representante 
a la Cámara, es decir, ser ciudadano 
colombiano y mayor de 25 años. La 
ley debe definir el número, denomi¬ 
nación y orden de precedencia de los 
ministerios y de los departamentos 
administrativos. 

Administración pública 

Con el fin de ejercer las funciones ad¬ 
ministrativas, la Constitución define 
los diferentes organismos de la rama 
ejecutiva del poder público que de¬ 
sempeñan las diferentes funciones 
atribuidas al Ejecutivo. 

Una de las características que le 
otorga el artículo 1 de la Carta al Es¬ 
tado colombiano es la de ser descen¬ 
tralizado. Este término significa que 
el cumplimiento de las funciones y 
fines estatales se debe llevar a cabo 
por parte de organismos especializa¬ 
dos y diferentes del poder central, re¬ 
presentado por el presidente y sus 
ministros. Se busca desplazar del cen¬ 
tro la toma de decisiones y la presta¬ 
ción de los servicios, a través de las 
llamadas entidades descentralizadas. 
Esta descentralización se puede hacer 
en forma territorial, pasando funcio¬ 
nes a las antiguas entidades políticas: 
los departamentos y municipios, o 
bien se hace "por servidos", para lo 
cual se crean unos organismos que 
en forma exclusiva se dedican a desa¬ 
rrollar una sola fundón administrati¬ 
va. Así, la administradón estaría con¬ 
formada por tres tipos de entidades 
agrupadas en la administradón cen¬ 
tral, las entidades descentralizadas 
por servicios y las entidades territo¬ 
riales. 

Los organismos de la administra¬ 
ción central son los ministerios y los 
departamentos administrativos; como 
organismos descentralizados encon¬ 
tramos las superintendencias, los es- 
tablecimientos públicos, las empresas 
industriales y comerciales del Estado 
y las sociedades de economía mixta, 

a) Ministerios 

Siguiendo la definición de la Cons¬ 
titución, los ministerios forman parte 
de la administradón central del Es¬ 
tado y por lo tanto de la Tama ejecu¬ 
tiva, y su misión es colaborar en la 
formulación de las políticas guberna¬ 
mentales en el respectivo sector. Por 
ejemplo, el Ministerio de Gobierno co¬ 


labora en la formuladón de la política 
general, maneja las relaciones con el 
Congreso, con las entidades territoria¬ 
les, Tos problemas de orden público, 
etc. No tienen un presupuesto propio, 
ni autonomía administrativa frente al 
presidente. Para efectos de la ejecudón 
y la vigilancia en el cumplimiento de 
la ley, de ellos dependen algunas auto¬ 
ridades de policía (Ver recuadro de mi¬ 
nisterios en las páginas 163 a 172). 

b) Departamentos administrativos 
Al igual que los ministerios, los de¬ 
partamentos administrativos hacen 
parte de la administradón central y 
colaboran con el presidente en la for¬ 
mulación de la política de su sector. 
Además de la diferencia política, la 
fundón de los departamentos admi¬ 
nistrativos es técnica, mientras que la 
de los ministerios es más política. Por 
ejemplo, el Departamento Adminis¬ 
trativo de Planeación Nacional es una 
entidad técnica dedicada a elaborar, 
conforme a las instrucciones del pre¬ 
sidente y coordinando las otras insti¬ 
tuciones, los planes de desarrollo, y 
a vigilar que éstos sean cumplidos por 
los entes gubernamentales. Posible¬ 
mente con la futura reforma adminis¬ 
trativa, ordenada por la Constitución, 
algunos de los actuales departamen¬ 
tos administrativos desaparecerán o 
se transformarán en otras entidades. 
Por ejemplo, el Departamento Admi¬ 


nistrativo de Aeronáutica Civil está 
encargado de la vigilancia del trans¬ 
porte aéreo, mientras los otros secto¬ 
res del transporte, como el terrestre 
o el marítimo, sólo están regulados 
por una dirección general de un mi¬ 
nisterio, Estas dependencias estata¬ 
les, al igual que los ministerios, no 
ti enen pre su pu e sto indepe ndie n te, 
sino que hacen parte de la nación, y 
no tienen autonomía administrativa. 

c) Superintendencias 

Las superintendencias son entida¬ 
des que forman parte del sector cen¬ 
tral del Estado, sin autonomía admi¬ 
nistrativa ni financiera. Dependen de 
un ministerio y su función primordial 
es ejercer vigilancia y control sobre 
un sector de la actividad privada, con 
el fin de cuidar el cumplimiento de 
las leyes por parte de los particulares. 
Por ejemplo, la Superintendencia 
Bancaria está encargada de vigilar y 
controlar los bancos. También existen 
la Superintendencia de industria y 
Comercio, de Sociedades, de seguros 
de salud. 

Esta vigilancia hace parte de lo que 
en derecho administrativo se conoce 
como "poder de policía", enten¬ 
diendo por esta noción la capacidad 
propia de la rama ejecutiva de vigilar 
el cumplimíentoxle la ley, y de impo¬ 
ner sanciones en caso de violación de 
la misma. Así como hay una policía 
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Una ceremonia oficial dd Ejecutivo: Conmemoración de la batalla de Boy acá por el presidente 
César Gavina Trujillo y su ministro de Defensa Rafael Pardo Rueda, agosto 7 de 1992. 
Fotografía de Juan Carlos Franco, Casa de Nariño. 


de tránsito que impone una multa 
cuando un conductor se pasa una luz 
roja, existe otro tipo de autoridad que 
impone multas a una sociedad cuando 
no lleva debidamente sus libros de con¬ 
tabilidad, o viola de alguna forma la 
ley de sociedades. 

d) Establecimientos públicos 

Los establecimientos públicos ha¬ 
cen parte de las entidades descentra¬ 
lizadas por servidos, lo que significa 
que tienen autonomía administrativa 
y presupuesta! frente al sector central 
de la administración. Se caracterizan 
por cumplir en forma exclusiva una 
función pública propia del Estado, a 
la cual aplican la totalidad de sus 
energías administrativas y presu¬ 
puéstales, Por ejemplo, el Instituto 
Colombiano de Reforma Agraria (IN- 
CORA), dedicado a la reforma de la 
tenencia de la tierra; el inurlíe, encar¬ 
gado de la racionalización del suelo 
urbano; el 1NDERENA, de los recursos 
naturales renovables, 

e) Empresas industriales y comer¬ 
ciales del Estado 

Las empresas industriales y comer¬ 
ciales del Estado son también entida¬ 
des descentralizadas, y como tal tie¬ 
nen autonomía administrativa, patri¬ 
monio independiente, personería ju¬ 
rídica y presupuesto autónomo del 
sector central. Estas entidades se de¬ 
dican a una actividad que puede ser 
desarrollada por el sector privado de 
la sociedad, y la acción del Estado al 
fundarlas tiene como finalidad fo¬ 
mentar esa actividad, o competir con 
el sector privado, para obtener unos 
efectos económicos generales de de¬ 
sarrollo de la comunidad* 

Ejemplos de estas entidades son los 
diferentes bancos oficiales, creados 
con una finalidad de fomento; o Eco- 
pe tro 1, que administra y maneja los 
recursos petroleros del Estado. Las 
funciones que cumplen no son admi¬ 
nistrativas sino industriales o comer¬ 
ciales, por lo que la diferencia entre 
los establecimientos públicos y las 
empresas industriales es entonces la 
naturaleza de las funciones desarro¬ 
lladas, 

f) Sociedades de economía mixta 

En las sociedades de economía 
mixta el Estado se asocia con los par¬ 
ticulares para desarrollar una activi¬ 
dad que en un principio puede ser 
ejecutada por el sector privado, con 
el fin de fomentarla o protegerla. 
Ejemplos de esta clase de entidades 
son una parte de los bancos, algunas 
compañías de seguros, como La Pre¬ 
visora, y aquellas de fomento en las 
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cuales el Instituto de Fomento Indus¬ 
trial (1FI) tiene parte del capital . 

Estas entidades tienen mayor auto¬ 
nomía administrativa y financiera en 
la medida en que sea mayor el capital 
privado que participe en su constitu¬ 
ción, puesto que se trata de socieda¬ 
des constituidas y regidas conforme 
al Código de Comercio, obviamente 
previa autorización otorgada por el 
legislador en virtud de ley al gobierno 
para que entre a colaborar con el capi¬ 
tal privado. 

%) Entidades territoriales 

El artículo 115 de la Constitución 
Política clasifica dentro de la rama eje¬ 
cutiva del poder público a las gober¬ 
naciones y alcaldías. Estas gerencian 
los departamentos y municipios, 
principales entidades territoriales en 
las cuales se descentraliza buena 
parte de las funciones estatales. Con 
una gran autonomía administrativa y 
presupuesta^ la nueva Constitución 
busca fortalecerlas para revitalizar el 
sistema democrático. 

Funciones de la rama ejecutiva 

La Constitución Nacional, en el artí¬ 
culo 189, consagra en cabeza del pre¬ 
sidente de la República las principales 
funciones que desarrolla la rama eje¬ 
cutiva del poder. Aunque el encabe¬ 
zamiento del artículo expresa que es¬ 
tas funciones le corresponden como 
jefe de Estado, como jefe de Gobierno 
y como suprema autoridad adminis¬ 
trativa, el texto no determina cuáles 
de ellas ejerce en cada una de estas 
calidades constitucionales. 


El artículo 189 consagra un grupo 
de funciones en cabeza del jefe del 
Estado que hacen referencia al mante¬ 
nimiento de la soberanía nacional. 
Aun cuando estas fundones pueden 
interpretarse tanto desde el punto de 
vista internacional como interno, en 
la medida en que al Ejecutivo se le ha 
dado la misión de mantener las dife¬ 
rentes hegemonías en que se basa el 
Estado colombiano, hemos decidido 
estudiarlas separadamente por con¬ 
siderar que en los momentos actuales 
la misión de conservar el orden pú¬ 
blico y de garantizar la integridad de 
las instituciones es apremiante para 
nuestra sociedad. Las funciones rela¬ 
cionadas con el mantenimiento de la 
integridad nacional frente al contexto 
de las otras naciones son: 

a) Dirigir las relaciones internacio¬ 
nales. El ordinal 2 del artículo 189 de 
la Carta Fundamental le otorga como 
fundón principal al presidente de la 
República* dirigir las relaciones inter¬ 
nacionales. En ejercicio de esta atribu¬ 
ción el jefe de Estado puede ceiebar 
tratados y convenios internacionales, 
nombrar los agentes diplomáticos y 
consulares de la República y recibir 
los de los países amigos. La función 
del presidente de la República debe 
estar orientada en todo momento por 
los postulados definidos por la Cons¬ 
titución en el artículo 9, el cual ex¬ 
presa que las relaciones exteriores se 
fundamentan en la soberanía nació 
nal, en el respeto a la autodetermina¬ 
ción de los pueblos y en el reconod- 
miento de los principios de derecho 
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internacional aceptados en Colombia. 
Agrega, además, que la política oficial 
de Colombia se orientará hacía la 
integración latinoamericana y del Ca¬ 
ribe. 

La norma le confiere al presidente 
dos instrumentos para el manejo de 
las relaciones internacionales: por 
una parte, el nombramiento de los 
agentes diplomáticos y consulares y 
la recepción de los enviados por los 
países amigos; y por otra, la celebra¬ 
ción de los tratados internacionales. 

En cuanto a la primera atribución, 
es obvio que si la obligación de la di¬ 
rección de la política internacional es 
del presidente, sea éste quien defina 
las personas que serán sus represen¬ 
tantes ante los gobiernos extranjeros. 
Igualmente, debe recibir a los envia¬ 
dos por los otros países, dado el 
rango que tienen de ser agentes per¬ 
sonales de los otros jefes de Estado 
ante el gobierno colombiano. Cabe 
agregar que los nombramientos de 
embajadores se consultan de país a 
país, antes de ser oficialmente nom¬ 
brados, debiendo manifestar el go¬ 
bierno extranjero su agreement o acep¬ 
tación del nuevo diplomático. 

La segunda facultad dada por esta 
norma constitucional al jefe de Esta¬ 
do es la de celebrar tratados o conve¬ 
nios con otros Estados también sobe¬ 
ranos. Estos pueden comprender 
desde la definición o aclaración de los 
límites territoriales de la República, 
basta la creación de organismos supra- 
nacionales que permitan la integración 
latinoamericana o del Caribe* En el 
caso de las entidades supran a dónales, 
en los convenios se puede llegar a 
estipular que sobre bases de igualdad 
y reciprocidad entre los Estados 
miembros, algunas de las decisiones 
que adopte la entidad supranacional 
se apliquen directamente en los Esta¬ 


dos miembros de la misma. El Pacto 
Subregional Andino, creado a partir 
del Acuerdo de Cartagena, es un 
buen ejemplo de este tipo de insti¬ 
tuciones. 

b) Proveer la seguridad exterior 
de la República* Esta es una de las 
principales funciones que ejerce el 
presidente de la República (artículo 
189, numeral 6), y concuerda con el 
artículo 188 de la misma, que esta¬ 
blece que el presidente «simboliza 
la unidad nacional», haciendo énfasis 
en la necesidad de mantener la inte¬ 
gridad del Estado y el territorio* 

Con el fin de proveer la seguridad 
exterior de la República, la Constitu¬ 
ción obliga al presidente de la Repú¬ 
blica a defender la integridad, la 
honra de la nación y su territorio, para 
lo cual puede declarar la guerra con 
autorización del Senado, repeler las 
agresiones extranjeras, y convenir y 
ratificar los tratados de paz. Para de¬ 
clarar la guerra el presidente debe 
contar con la aprobación previa del 
Congreso de la República, pero para 
repeler una agresión o suscribir trata¬ 
dos de paz no es necesario, basta con 
informar al Congreso una vez ejecuta¬ 
das las acciones* 

c) Dirigir las operaciones de guerra 
cuando lo estime conveniente* Ser 
jefe de Estado implica ser jefe su¬ 
premo de las Fuerzas Militares, dada 
la sujeción de éstas al poder civil ele¬ 
gido popularmente (artículo 189, nu¬ 
meral 3). El presidente de la Repú¬ 
blica puede dirigir las operaciones de 
guerra cuando lo considere necesario. 
Es conveniente distinguir la toma de 
la decisión de hacer la guerra o con¬ 
certar la paz, que es del ámbito exclu¬ 
sivo del presidente, pero con aproba¬ 
ción del Senado, de la facultad de di¬ 
rigir las operaciones militares, fun¬ 
ción que en principio es asumida por 


las Fuerzas Armadas. La función de 
las Fuerzas Armadas es la de ejecutar 
en la práctica las decisiones adopta¬ 
das por el Ejecutivo. 

d) Permitir, en receso del Senado, 
y previo dictamen del Consejo de Es¬ 
tado, el tránsito de tropas extranjeras 
por el territorio de la República. Esta 
atribución le corresponde en princi¬ 
pio al Senado. El presidente sólo la 
ejerce durante el receso de esta cor¬ 
poración y requiere el dictamen del 
Consejo de Estado, el cual puede o 
no ser favorable y no obliga al presi¬ 
dente. Conforme al segundo inciso 
del ordinal 3 del artículo 237 de la 
Carta, la autorización presidencial y 
el previo concepto del Consejo de Es¬ 
tado se requieren no sólo para el trán¬ 
sito de tropas, sino también para la 
estación o tránsito de buques o aero¬ 
naves extranjeros de guerra en las 
aguas, el territorio o el espacio aéreo. 

Atribuciones de la rama ejecutiva 
en relación con la fuerza pública 

El presidente es el comandante su¬ 
premo de las Fuerzas Armadas de la 
República, expresión que significa 
que la fuerza pública hace parte de la 
rama ejecutiva del poder, y que ade¬ 
más está bajo las órdenes del presi¬ 
dente. Se define la sujeción de las 
Fuerzas Armadas al poder civil ele¬ 
gido en forma democrática, y por con¬ 
siguiente a la ley. 

El Estado es la insfitucionalización 
de un conjunto de monopolios, uno 
de éstos es el de la violencia física; 
sólo el Estado puede ejercer legítima¬ 
mente la fuerza, con el único fin de 
imponer la ley y las obligaciones de¬ 
finidas por los jueces. La existencia 
de la fuerza pública implica el mono¬ 
polio de la fabricación, posesión y uti¬ 
lización de las armas, él cual está con¬ 
sagrado en favor del Estado colom- 



Banquete de Estado en honor del presidente español Felipe González Márquez , con la canciller Noemi Sanín de Rubio t Belisano Betancur, Ana Milena Muñoz 
de Gaviria t el presidente César Gaviria Trujillo y Rosa Elena Almrez de Betancur (fotografía de Rosemberg Echeverry , enero de 1992). Condecoración al 
médico Manuel Elkín Patarroso, inventor de la vacuna antimalárica, con la Cruz de Boyaeá r por el presidente Gaviria , en presencia de la Primera Dama y 
de María Cristina de Patarraya (fotografía de Juan Carlos Franco, mayo de 1993), 
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bíano por el artículo 223 de la Consti¬ 
tución. La hegemonía y la posibilidad 
de imponer la ley dependen, en 
buena medida, de la capacidad de ad¬ 
ministrar eficientemente este mono¬ 
polio creado en su favor. Además, el 
presidente de la República puede: 

a) Dirigir la fuerza pública y dispo¬ 
ner de ella como supremo coman¬ 
dante de las Fuerzas Armadas de la 
República; y 

b) Conferir los grados y ascensos a 
los militares y someter a la aprobación 
del Senado los ascensos correspon¬ 
dientes a oficiales generales y oficiales 
de insignia hasta el más alto grado. 

El presidente es quien confiere los 
grados y los ascensos en las Fuerzas 
Armadas, dado el principio de suje¬ 
ción de éstas al poder civiL Para los 
ascensos de general o de ‘oficial de 
insignia, se requiere además la apro¬ 
bación del Senado como represen¬ 
tante del soberano. Se trata de una 
fundón de control sobre las Fuerzas 
Militares, cuyo origen se remonta a 
la génesis misma de las democracias. 

Funciones de la rama ejecutiva 
en relación con el orden público 

Una de las fundones primordiales del 
Ejecutivo es la de mantener el orden 
público. Por orden público debemos 
entender el conjunto de condiciones 
sociales necesarias para que las perso¬ 
nas puedan convivir normalmente y 
ejercer las diferentes actividades per¬ 
sonales propias de una sociedad orga¬ 
nizada. 

Es fundón básica del Estado procu¬ 
rar la convivencia de los asociados, y 
garantizar las condiciones esenciales 
de esa convivencia. Según la doctrina 
del derecho público, el Estado debe 
mantener la seguridad, la tranquili¬ 
dad, la salubridad y moralidad públi¬ 
cas, como requisitos de la convivencia 
ciudadana. La Constitución colom¬ 
biana, en el preámbulo, exhorta a la 
consolidación de los valores que per¬ 
miten la armonía en las relaciones en¬ 
tre los ciudadanos, manifestando que 
la finalidad de la Constitución es for¬ 
talecer la unidad de la nación y asegu¬ 
rar a sus integrantes la vida, la convi¬ 
vencia, el trabajo, la justicia, la igual¬ 
dad, el conocimiento, la libertad y ia 
paz, dentro de un marco participadvo 
que garantice un orden político, eco¬ 
nómico y social justo. 

La existencia del orden publico 
como una de las finalidades de la aso¬ 
ciación civil y de la existencia del Es¬ 
tado es primordial y su garantía es 
función del poder ejecutivo, que para 



Visita oficial del Secretario General 
de te Organización de tes Naciones Unidas , Boutros 
Boutros Chali, al presidente César Gaviria. 
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Casa de Nariño f Bogotá, 


obtenerlo posee una serie muy 
grande de atribuciones jurídicas. La 
noción de orden público está unida 
al concepto de "normalidad", lo que 
implica que cada sociedad en particu¬ 
lar posea una economía de poder con 
un grado diferente de intervención 
del Estado. El ordinal 4 del artículo 
189 de la Constitución Política consa¬ 
gra esta obligación: «Conservar en 
todo el territorio el orden público, y 
restablecerlo donde fuere turbado», 
lo que implica mantener la conviven¬ 
cia pacífica entre los asociados, impo¬ 
niendo el respeto hacia la ley y las 
condiciones mínimas de seguridad, 
salubridad, tranquilidad, y moralidad 
públicas. 

La Constitución le otorga al presi¬ 
dente un conjunto de facultades y 
obligaciones: 

a) Disposición sobre la policía y la 
fuerza pública. El artículo 218 de la 
Constitución Política, que hace parte 
del capítulo dedicado a la existencia 
y funciones de la fuerza pública, dis¬ 
pone que la ley debe organizar el 
cuerpo de policía, y lo define así: «La 
Policía Nacional es un cuerpo armado 
permanente de naturaleza civil, a 
cargo de la nación, cuyo fin primor¬ 
dial es el mantenimiento de las condi¬ 
ciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas, y 
para asegurarse que los habitantes de 
Colombia convivan en paz». 


No hay que confundir la Policía Na¬ 
cional, cuerpo armado de naturaleza 
civil con funciones preventivas y re¬ 
presivas, con la policía administrati¬ 
va. Para garantizar las condiciones 
mínimas de convivencia, en cuanto 
ellas tienen relación con otros factores 
como la salubridad y la moralidad en 
las relaciones sociales, y la tranquili¬ 
dad y seguridad, diferentes de la con¬ 
servación de la vida, el Ejecutivo 
cuenta con otra serie de autoridades 
de policía que controlan a los ciuda¬ 
danos y vigilan el cumplimiento de 
los otros aspectos de la vida en comu¬ 
nidad. 

b) Estados de excepción. Todas las 
sociedades han conocido a lo largo de 
las épocas crisis sociales, ya por facto¬ 
res internos o por amenazas de gue¬ 
rra, en circunstancias en las cuales el 
Estado, y en especial el Ejecutivo, 
debe fortalecer su poder para mante¬ 
ner la sociedad constituida y evitar 
que se disuelva o se transforme en 
un tipo de sociedad no deseado. Las 
Constituciones prevén una serie de 
mecanismos jurídicos que permiten 
el fortalecimiento de la capacidad re¬ 
presa y ofensiva del Estado, conoci¬ 
dos en la teoría política como "supre¬ 
sión de garantías" o "estados de ex¬ 
cepción", nombre con el cual se regla¬ 
mentan en la actual Constitución, 

La Constitución colombiana consa¬ 
gra tres clases de circunstancias que 
dan origen a estados de excepción, 
cada una de las cuales da lugar a una 
reglamentación y al otorgamiento de 
facultades diferentes: el estado de 
guerra exterior, el estado de conmo¬ 
ción interior y el estado de emergencia. 

El estado de guerra exterior, como 
su nombre lo indica, se puede decre¬ 
tar en caso de guerra con otra nación, 
y las medidas adoptadas por el Ejecu¬ 
tivo están encaminadas a repeler la 
agresión, defender la soberanía, aten¬ 
der los requerimientos de la guerra y 
procurar el restablecimiento de la nor¬ 
malidad. El gobierno tendrá todas las 
facultades requeridas para obtener 
estos fines. 

El estado de conmoción interior 
puede ser declarado por el gobierno 
en caso de grave perturbación del or¬ 
den público, que atente de manera 
inminente contra la estabilidad insti¬ 
tucional, la seguridad del Estado o la 
convivencia ciudadana, y que no 
pueda ser conjurada mediante el uso 
de las atribuciones ordinarias de la 
autoridad de policía. Los hechos que 
dan lugar a esta declaración del go¬ 
bierno deben ser lo suficientemente 
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serios como para que su represión y 
el retorno a la normalidad exijan 
adoptar medidas diferentes de las or¬ 
dinarias de policía; además, deben es¬ 
tar en juego los valores y las condicio¬ 
nes indispensables para el manteni¬ 
miento de las instituciones o la convi¬ 
vencia ciudadana. Mientras esto no 
ocurra, el presidente no puede asu¬ 
mir el cúmulo de atribuciones que im¬ 
plica esta declaratoria. 

Las facultades que asume el go¬ 
bierno son necesarias para conjurar 
las causas de la perturbación e impe¬ 
dir la extensión de sus efectos. Salvo 
las prohibiciones de no suspender los 
derechos humanos y las garantías fun¬ 
damentales, y la de no recurrir a la 
justicia penal militar para juzgar a los 
civiles, no existe ninguna limitante a 
las facultades del Ejecutivo, siempre 
y cuando las medidas que adopte es¬ 
tén dirigidas al restablecimiento del 
orden público. 

Con el fin de controlar al Ejecutivo 
y evitar el abuso de estos enormes 
poderes, la Constitución ha previsto 
que el Congreso expida una ley esta¬ 
tutaria que los reglamente. Además, 
está prevista la reunión inmediata del 
Congreso de la República Los decre¬ 
tos que expida el presidente en ejerci¬ 
cio de estas funciones deben ser revi¬ 
sados por la Corte Constitucional. El 
presidente concentra poder, por eso 
el control jurídico y político es perma¬ 
nente. 

El estado de emergencia está regu¬ 
lado en el mismo capítulo 6 del título 
VII, que contiene las disposiciones so¬ 
bre la rama ejecutiva. Este capítulo 
define por exclusión los hechos que 
lo originan, diciendo que cuando 
haya circunstancias distintas de la 
guerra y de la alteración del orden 
público, que amenacen en forma 
grave e inminente el orden económi¬ 
co, social y ecológico del país, el pre¬ 
sidente puede dictar decretos con 
fuerza de ley destinados a conjurar la 
crisis y a impedir la extensión de sus 
efectos. Esto sin desmejorar los dere¬ 
chos sociales de los trabajadores. 

Ejecución de la ley 

El nombre de rama ejecutiva del po¬ 
der público viene de la fundón de 
ejecutar la ley, como atributo funda¬ 
mental del Estado, el cual ejerce a tra¬ 
vés de los organismos que la compo¬ 
nen. La labor de ejecución de la ley 
implica un conjunto de etapas sucesi¬ 
vas, cuya finalidad es ante todo hacer 
que el particular, destinatario natural 
de las normas jurídicas, cumpla la ley 


expedida por el Congreso. Este pro¬ 
ceso abarca las siguientes etapas: 

a) Publicación de la ley. El numeral 
10 del artículo 189 de la Constitución 
ordena al presidente de la República 
promulgar las leyes. Por promulga¬ 
ción debemos entender su publica¬ 
ción en el Diario Oficial, órgano perió¬ 
dico destinado a dar a conocer los di¬ 
ferentes actos oficiales de las autori¬ 
dades del orden nacional. 

Una vez promulgada la ley, se en¬ 
tiende conocida por todos los ciuda¬ 
danos, y es de obligatorio cumpli¬ 
miento paja todos los habitantes del 
país. La ley se presume conocida y a 
nadie le es dado alegar su ignorancia 
para justificar su incumplimiento. Es, 
por lo tanto, obligación de todos ios 
residentes de Colombia estar entera¬ 
dos de las leyes que rigen, para obe¬ 
decerlas, Si el Ejecutivo no promulga 
la ley, ésta no puede entrar a regir, 
pues es desconocida por los ciudada¬ 
nos. La vigencia de la ley en el tiempo 
depende de su publicación como re¬ 
gla general, y sólo excepcio na Im en te 
obliga antes de su publicación, 
cuando ella en forma soberana así lo 
dispone. 

b) Reglamentación de la ley. El or¬ 
dinal 11 del artículo 189 otorga al Eje¬ 
cutivo la potestad reglamentaría de 
las leyes, entendida como la facultad 
que tiene el presidente de explicar, 
interpretar y poner en movimiento to¬ 
das las fuerzas necesarias para su 
cumplida ejecución. Con ese sentido, 
el gobierno ejerce la potestad regla¬ 
mentaria mediante la expedición de 
los decretos, resoluciones y órdenes 
necesarias para la cumplida ejecución 
de las leyes. 

La característica fundamental de 
los reglamentos que expide el go¬ 
bierno para la ejecución de la ley, es 
la de integrarse en un solo cuerpo ló¬ 
gico con la ley que reglamenta, for¬ 
mando entre las dos un cuerpo armó¬ 
nico de normas que imperan y regu¬ 
lan el tema legislado. Con el regla¬ 
mento se explica la ley, para que sea 
cumplida por los particulares. El re¬ 
glamento no es en sí mismo una 
forma de ejecutar la ley, es un paso 
intermedio entre la ley y su acata¬ 
miento, No necesariamente toda ley 
tiene que ser reglamentada, pues en 
muchas ocasiones es suficientemente 
clara y concibe la totalidad de los me¬ 
canismos para su cumplimiento. La po¬ 
testad reglamentaria es inversamente 
proporcional al contenido de la ley: a 
mayor claridad legal, menor campo 
para el reglamento, y viceversa. 


c) Vigilancia en el cumplimiento de 
la ley; Ejecutar el derecho implica vi¬ 
gilar que sea cumplido por sus desti¬ 
natarios. Recordemos la definición de 
ley: expresión de la voluntad sobe¬ 
rana manifestada en la forma prevista 
en la Constitución, El carácter general 
de la ley es mandar, prohibir, permitir 
o castigar. Frente a esta generalidad 
de la ley, el Ejecutivo tiene como una 
de sus fundones vigilar que los ciuda¬ 
danos la cumplan. El numeral lü del 
artículo 189 define así esta función 
típica y fundamental: promulgar las 
leyes, obedecerlas y velar por su es¬ 
tricto cumplimiento. 

Para vigilar la ejecución y el cumpli¬ 
miento de la ley, el Ejecutivo cuenta 
con las llamadas autoridades de poli¬ 
cía. Por policía debemos entender 
toda autoridad encargada de vigilar 
la conducta de las personas. Tene¬ 
mos, en primer término, la Policía, 
cuerpo armado que vigila el cumpli¬ 
miento de la ley y el orden público 
externo, entendido como la tranquili¬ 
dad, la salubridad, la seguridad y la 
moralidad ciudadanas; pero además 
de esta forma de vigilancia, encontra¬ 
mos un conjunto muy grande de au¬ 
toridades encargadas de velar por el 
cumplimiento de la ley en otros cam¬ 
pos de la actividad humana. Por 
ejemplo, existen varias instituciones 
encargadas de vigilar el cumpli¬ 
miento de las normas de contenido 
económico, cuando el interés de los 
asociados amerita que se vigilen estas 
actividades. Así mismo, los funciona¬ 
rios conocidos como "inspectores" 
cumplen funciones de policía, al lado 
de otras autoridades nacionales, de¬ 
partamentales y municipales. 

Rama judicial 

DEL PODER PÚBLICO 

La tercera rama del poder público es 
la judicial. Encargada de definir los 
conflictos que surgen entre las dife¬ 
rentes personas, asegura la efectivi¬ 
dad de los monopolios que caracteri¬ 
zan el Estado moderno y que permi¬ 
ten que el postulado de la supremacía 
de la ley sea una realidad. Si la admi¬ 
nistración de justicia es inoperante en 
un Estado, se abre paso en forma in¬ 
mediata la vindicta y la venganza pri¬ 
vada, desmoronándose los monopo¬ 
lios estatales y, por ende, la supervi¬ 
vencia del Estado democrático, ba¬ 
sado ante todo en la igualdad de los 
asociados y el respeto a la legalidad. 

Esta rama del poder público es defi¬ 
nida como la encargada de "decir el 
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derecho", entendiéndose por esta ex¬ 
presión la de definir por medio de las 
sentencias, que tienen fuerza de cosa 
juzgada, los conflictos que surgen en¬ 
tre las personas. Los actos típicos de 
esta rama son las sentencias. Así como 
sólo el legislativo puede expedir leyes, 
de la misma forma únicamente el po¬ 
der judicial puede expedir sentencias. 
La característica fundamental de estos 
actos es la de tener "fuerza de cosa 
juzgada". Con esta expresión se quiere 
decir que el mismo conflicto no puede 
ser nuevamente discutido por las par¬ 
tes que se trabaron en un litigio, y que 
cualquiera que hubiere sido el resul¬ 
tado es definitivo, siempre que se hu¬ 
bieren agotado las diferentes instancias 
y se hubieren llenado los ritos procesa¬ 
les que le dan forma a la garantía cons¬ 
titucional del debido proceso. 

Se presume entonces la "verdad le¬ 
gal" de las sentencias, es decir, que 
lo definido por un juez de la Repú¬ 
blica es verdadero, pues para decidir 
el conflicto sometido a su considera¬ 
ción debió aplicar el derecho expe¬ 
dido por el legislador. 

A partir del Renacimiento la justi¬ 
cia se basa en un postulado filosófico 
fundamental: la idea de individuo 
como base de la sociedad y como su¬ 
jeto primordial de derechos y obliga¬ 
ciones y, por lo mismo, como único 
responsable de sus propios actos. 
Complementando esta idea, encon¬ 
tramos una segunda noción igual¬ 
mente importante en la estructura¬ 
ción de la justicia moderna: la idea de 
obligación. En general los conflictos 
entre las personas se originan por el 
incumplimiento de una obligación 
por parte de una de ellas, bien en 
forma intencional o no. Por lo tanto, 
el fin de la justicia es la definición del 
cumplimiento o incumplimiento de 
una obligación. 

Ninguna persona puede ser sancio¬ 
nada o competida a hacer algo, o de¬ 
clarada culpable de algún hecho, si 
no existe una ley o una declaración 
de ella misma según la cual esté obli¬ 
gada a hacer o a responder por su 
inactividad u omisión. En esta forma 
se garantiza que el juicio y la senten¬ 
cia sean objetivos, pues el juez debe 
en cada caso verificar la existencia de 
la obligación y su cumplimiento o in¬ 
cumplimiento por las partes en con¬ 
flicto. 

La Constitución Política de 1991 de¬ 
dica el título vui a la reglamentación 
de la rama judicial, que abarca los ar¬ 
tículos 234 a 257. En ellos se desarro¬ 
llan tres grandes temas: los principios 
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generales a los cuales está sometido 
el ejercicio de esta fundón; las dife¬ 
rentes clases de jurisdicciones o justi¬ 
cias que pueden ser instituidas por la 
ley, y la organización de la rama judi¬ 
cial, de la cual se ha encargado al Con¬ 
sejo Superior de la Judicatura. 

Principios de la justicia 

Los tres primeros artículos del título 
vtti están dedicados a consagrar los 
principios generales a los cuales está 
sometido el ejercido de la fundón ju¬ 
dia al en Colombia. Los artículos res¬ 
tantes de este título contienen los re¬ 
quisitos para ser elegido magistrado 
en las más altas cortes de la rama ju¬ 
dicial. 

a) La administración de justicia es 
una función pública. La primera gran 
defin i don sobre la rama judicial es 
calificarla como una función pública. 
Función pública es el ejercicio de las 
atribuciones del Estado, que son en¬ 
tregadas a las diferentes instituciones 
políticas creadas en la Constitución. 
En consecuencia, al funcionamiento 
de la rama judicial, así como a sus 
funcionarios, se les aplica el conjunto 
de normas establecidas por la Consti¬ 
tución a partir del artículo 122, dentro 
de las cuales cabe recordar la sujeción 
permanente a la ley, la responsabili¬ 
dad en el ejercicio de las funciones, 
el principio de la carrera en la selec¬ 
ción y ascensos de los funcionarios, 


y el régimen de prohibiciones e in¬ 
compatibilidades. 

Durante mucho tiempo la adminis¬ 
tración de justicia fue definida como 
"servicio público", con el fin de mos¬ 
trar la importancia que para el mante¬ 
nimiento del Estado constituye el 
buen desarrollo de sus funciones, ter¬ 
minología que varió en la actual 
Constitución. Se prefirió el término 
"función" al de "servicio", buscando 
diferenciar las reglas que cobijan las 
actividades estatales de los servidos 
públicos, que pueden ser prestados 
también por los particulares, bajo re¬ 
glas de derecho distintas de las esta¬ 
blecidas para el Estado. 

b) Independencia. Una de las prin¬ 
cipales características de la rama judi¬ 
cial es la independencia. Indepen¬ 
dencia de las otras ramas del poder 
público y de los grupos económicos 
y de presión. La rama judicial sirve 
de contrapeso a Jos actos de los otros 
dos poderes; además, es garantía 
principalísima de las libertades públi¬ 
cas, pues en general sólo la rama ju¬ 
dicial puede definir la privación de la 
libertad de los ciudadanos, cuando 
están siendo investigados o han sido 
condenados por cometer algún deli¬ 
to. La antigua institución del ¡tabeas 
corpus, arrancada del absolutismo 
monárquico, muestra el peligro de 
una justicia dependiente de las otras 
ramas del poder. 

Desde un punto de vista histórico, 
es conveniente recordar que en la 
Constitución de 1886 el Congreso 
nombraba los magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado, y durante mucho tiempo esto 
se consideró como una intromisión 
ilegitima de ésta rama en la justicia. 
Sólo en 1957, con ei plebiscito, se ob¬ 
tuvo la total autonomía en este punto, 
al consagrarse la cooptación para el 
nombramiento de los magistrados de 
las altas corporaciones judiciales. 

c) Prohibición de la justicia secreta 
y ad-hoc. Otro de los principios funda¬ 
mentales del artículo 228 de la Cons¬ 
titución Política es la consagración de 
que la justicia debe ser pública y per¬ 
manente, con las excepciones que es¬ 
tablezca la ley. 

La ley debe ser general, impersonal 
y abstracta; por lo tanto, la prohibi¬ 
ción de una justicia ad-hoc o secreta 
es una consecuencia de la generalidad 
de la ley. No puede crearse un juez 
para decidir un delito particular, ni 
tampoco ocultarse las pruebas o las 
decisiones que adopten los jueces en 
el ejercicio de sus funciones. Los jue- 
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ces pueden ser especializados en cier¬ 
tas áreas o materias del derecho, mas 
nu pueden ser escogidos únicamente 
para el caso que van a fallar. Quizás 
la única excepción a esta regla es la 
de los tribunales de arbitramento, en 
los cuales las partes en conflicto deci¬ 
den constituir un tribunal especial ¡si¬ 
mo, cuyo único objeto es fallar su con¬ 
flicto. Esta excepción se justifica, pues 
no se trata de que el Estado escoja el 
juez que favorezca a una de las partes, 
sino que son estas mismas quienes 
de común acuerdo deciden acudir a 
esta forma de justicia especial, sin que 
se viole el debido proceso o exista una 
parte en condiciones de superioridad 
frente a la otra. 

d) Prevalencia del derecho sustan¬ 
cial. La consagración del principio de 
la preval en da del derecho sustancial 
significa que, sin violar el derecho de 
defensa, los jueces deben buscar 
siempre definir el litigio o el conflicto 
que les es sometido, en vez de abste¬ 
nerse de hacerlo por cuestiones de 
simple ritualidad proce dimental. Es 
la vieja distinción entre derecho sus¬ 
tancial, que es el que consagra los de¬ 
rechos de las personas, y derecho ad¬ 
jetivo, que contiene los procedimien¬ 
tos por los cuales estos derechos pue¬ 
den ser exigidos, en caso de que al¬ 
guien los desconozca o incumpla sus 
obligaciones. 

e) Cumplimiento de los términos. 
El artículo 228 de la Constitución Po¬ 
lítica consagra como principio consti¬ 
tucional que «los términos procesales 
se observarán con diligencia y su in¬ 
cumplimiento será sancionado». Esto 
implica recordarles a los jueces que 
la administración de justicia en forma 
lenta no es justicia. Si la definición de 
un problema tarda cinco o más años, 
todas las partes en litigio, el Estado 
y la sociedad, resultan lesionados. 

f) Funcionamiento desconcentrado 
y autónomo* El último de los princi¬ 
pios consagrados por el artículo 228 de 
la Carta expresa que el funcionamiento 
de la administración de justicia será 
«desconcentrado y autónomo»* 

La desconcentración significa rom¬ 
per el centralismo que ha aquejado la 
estructura altamente jerarquizada y 
centralizada de la rama jurisdiccional. 
Mucho más que la rama ejecutiva, la 
judicial ha sido centralista, pues las 
altas cortes funcionan en Bogotá y 
casi todos los procesos importantes 
se deciden finalmente en esta ciudad. 
A esto hay que agregar que Bogotá 
es la sede de los otros poderes nacio¬ 
nales que emiten el derecho aplicable 
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por los jueces, lo que acrecienta su 
dependencia frente a la capital. 

En cuanto al término autónomo, 
debe entenderse que la actual Consti¬ 
tución sustrajo de la rama ejecutiva 
el manejo administrativo y presu¬ 
puesta! del poder judicial. Conside¬ 
rada por siempre como la "cenicienta 
del presupuesto nacional", la rama 
judicial adquiere autonomía y debe 
administrar sus propios recursos eco¬ 
nómicos y administrativos. Posee el 
manejo de su personal, de su presu¬ 
puesto, de los suministros y de todos 
los apoyos logísticos propios para su 
buen funcionamiento. 

g) Garantía del acceso a la justicia* 
El artículo 229 de la Constitución Po¬ 
lítica consagra una garantía a todas 
las personas: el acceso a la administra¬ 
ción de justicia* Agrega que la ley dis¬ 
pondrá los casos en los cuales se 
puede acudir a ella sin ser abogado. 

h) Fuentes del derecho. El artículo 
23Ü de la Constitución establece una 
innovación frente a la anterior Carta 
Política, al consagrar las fuentes del 
derecho y su validez frente a la solu¬ 
ción de los conflictos que deben resol¬ 
ver los jueces. La norma dice: «Los 
jueces en sus providencias sólo están 
sometidos al imperio de la ley. La 
equidad, la jurisprudencia, los princi¬ 
pios generales del derecho y la doc¬ 
trina son criterios auxiliares de la ac¬ 
tividad judicial». 


Según esta norma, la única fuente 
de los derechos y obligaciones de los 
particulares es la ley escrita expedida 
por el Congreso de la República, y a 
ella y sólo a ella están sometidos los 
jueces al expedir sus sentencias. 
Como simples criterios auxiliares cali¬ 
fica la norma a las otras fuentes del 
derecho de carácter formal. Esta re¬ 
forma es muy importante, pues en 
más de una ocasión los jueces van 
creando verdaderas instituciones ju¬ 
rídicas al margen de la ley, posibili¬ 
dad que queda hoy limitada por man¬ 
dato constitucional. 

Requisitos para ocupar las más 
altas magistraturas 

A continuación de los principios que 
inspiran las sentencias de los jueces, 
el primer capítulo del título VII de la 
Constitución se dedica a establecer las 
requisitos para ocupar las más altas 
magistraturas en la rama judicial, y a 
definir su forma de selección. 

El artículo 232 de la Carta consagra 
las condiciones para ser magistrado 
de la Corte Constitucional, de la Corte 
Suprema de Justicia y del Consejo de 
Estado: 

a) Ser colombiano de nacimiento y 
ciudadano en ejercicio. 

b) Ser abogado. 

c) No haber sido condenado por 
sentencia judicial a peña privativa de 
la libertad, excepto por delitos políti¬ 
cos o culposos* 

d) Haber desempeñado durante 
diez años cargos en la rama judicial 
o en el ministerio público, o haber 
ejercido con buen crédito, por e! 
mismo tiempo, la profesión de aboga¬ 
do, o la cátedra universitaria en disci¬ 
plinas jurídicas en establecimientos 
reconocidos oficialmente. 

e) No se requiere hacer parte de la 
carrera judicial. 

f) No existe edad mínima. 

Los artículos 231 y 233 de la Cons¬ 
titución Política establecen la forma 
de selección y el período de los magis¬ 
trados de la Corte Constitucional, de 
la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado* En cuanto al pe¬ 
ríodo, se les fijó en ocho años. La 
Constitución anterior Ies permitía 
ejercer su cargo hasta la edad de retiro 
forzoso, fijada por la ley en 65 años. 

La elección de los magistrados de 
estas corporaciones judiciales se hace 
por una cooptación restringida, pues 
cada uno de estos cuerpos debe elegir 
al magistrado faltante de una terna 
que envía el Consejo Superior de la 
Judicatura, entidad encargada de la 
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selección del personal y la administra¬ 
ción de la carrera judicial, según la 
actual Constitución. 

Estructura de la rama judicial 

En la Constitución Nacional existen 
dos aspectos fundamentales a partir 
de los cuales se estructura la rama 
judicial: la división en jurisdicciones 
y su organización jerárquica. En 
cuanto a la división en distintas juris¬ 
dicciones, la Constitución establece: 
la ordinaria, la contencioso adminis¬ 
trativa, la constitucional, las especia¬ 
les y la Fiscalía General de la Nación. 
AI reglamentarlas la Carta instituye 
para cada una un máximo tribunal, 
que se encuentra en la cúspide de la 
jerarquía judicial, lo cual, comple¬ 
mentado con el principio de las dos 
instancias consagrado en el artículo 
31 de la Carta, le imprime a la justicia 
un marcado carácter piramidal. 

Por último, en los artículos 254 a 
257 la Constitución Política regla¬ 
menta el Consejo Superior de la Judi¬ 
catura, entidad encargada de admi¬ 
nistrar y estructurar conforme a la ley 
la rama judicial. 

División en jurisdicciones 

En los capítulos 2 a 5 del título vm, 
la Constitución organiza las diferen¬ 
tes jurisdicciones en las cuales divide 
la rama judicial del poder público. Por 
jurisdicción entendemos el conjunto 
de conflictos que está en capacidad 
de conocer y decidir un sector de la 
rama judicial, según la clase de rela¬ 
ción interpersonal que haya dado ori¬ 
gen al litigio. Por ejemplo, la de fami¬ 
lia dirime los juicios originados en las 
relaciones de familia y parentesco, y 
lo referente a sucesiones, divorcios, 
separaciones y filiaciones. 
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La división en jurisdicciones no es 
arbitraria, responde por lo general a 
la forma como el legislador regla¬ 
menta las relaciones entre las perso¬ 
nas, creando las distintas ramas del 
derecho. Legisla, por ejemplo, en 
forma especial y en un código, las re¬ 
laciones jurídicas existentes entre pa¬ 
tronos y trabajadores; así se va gene¬ 
rando una rama independiente del 
derecho llamada "laboral", que se 
ocupa de estudiar juiciosamente el 
conjunto de leyes que organizan estas 
relaciones, y a ella corresponde una 
jurisdicción, como consecuencia déla 
propia especializadón de la materia. 

De esta forma se produce un resul¬ 
tado desde el punto de vista organiza¬ 
tivo, la especializadón de los jueces 
en un área del derecho y de las rela¬ 
ciones sociales, que debe permitir una 
mayor agilidad y certeza en la solu¬ 
ción de los conflictos. La burocracia 
estatal resulta favorecida con esta es¬ 
pecializadón del personal que presta 
el servicio público de justicia. 

a) Jurisdicción ordinaria 

El capítulo 2 del título vm de la 
Carta instituye la primera división 
dentro de la rama judicial, denomi¬ 
nada jurisdicción ordinaria. Esta ju¬ 
risdicción conoce y decide las contro¬ 
versias que se susciten entre las per¬ 
sonas, salvo aquellas que expresa¬ 
mente estén asignadas a otra jurisdic¬ 
ción. Se trata de definir una jurisdic¬ 
ción ordinaria por oposición a las ju¬ 
risdicciones especíales, que serían to¬ 
das las demás. 

Conforme al artículo 234, en la cús¬ 
pide de esta jurisdicción se encuentra 
la Corte Suprema de Justicia, máximo 
órgano judicial del país, bajo cuya re¬ 
gencia deben aplicar el derecho todos 
los jueces de la República. La Consti¬ 


tución le asigna la función de ser un 
tribunal de casación, indicando con 
ello que no es un juez más del sistema 
judicial, sino que se ocupa de contro¬ 
lar la legalidad de las sentencias, ar¬ 
monizando la interpretación del dere¬ 
cho y la jurisprudencia. Por casación 
debemos entender el fallo que dicta 
la Corte Suprema de Justicia, en el 
cual define si una sentencia ha vio¬ 
lado la ley, 

A más de ser el tribunal de casa¬ 
ción, la Constitución otorga a la Corte 
Suprema de justifica la fundón de 
juzgar al presidente de la República, 
o a quien haga sus veces, así como a 
los altos funcionarios del Estado, 
pues no es lógico que un alto funcio¬ 
nario sea juzgado por un juez jerár¬ 
quicamente inferior a la categoría del 
funcionario procesado. 

Dentro de la jurisdicción ordinaria, 
la ley expedida por el Congreso pue¬ 
de, a su turno, crear diferentes juris¬ 
dicciones que hacen parte de la mis¬ 
ma, según las especialidades de la le¬ 
gislación y la necesidad de dedicar un 
cuerpo de jueces y funcionarios exclu¬ 
sivamente a un tipo especial de con¬ 
flictos. Esta división debe hacerla el 
legislador a través de una ley estatu¬ 
taria de las reguladas por el artículo 
152 de la Constitución Política. 

La legislación actual, expedida a) 
amparo de la antigua Constitución, 
consagra las siguientes jurisdicciones 
dentro de la ordinaria: 

- Jurisdicción civil: es común a to¬ 
dos los litigios que no se encuentren 
asignados a ninguna otra jurisdic¬ 
ción. Históricamente fue la primera, 
al lado de la jurisdicción penal; todas 
las demás se han ido desmembrando 
de ésta, en la medida en que las dife¬ 
rentes ramas del derecho han sido es¬ 
pecia liza dones del derecho civil. En 
general, puede decirse que la regla¬ 
mentación que se aplica por parte de 
esta dase de jueces es el Código Civil. 
Sin embargo, aplican también las le¬ 
yes comerciales y, en algunos casos, 
las agrarias, al no haberse puesto en 
práctica la legislación que creó estas 
jurisdicciones, 

- jurisdicción de familia: desmem¬ 
brada de la jurisdicción civil y ha¬ 
biendo sido creada inicialmente como 
una justicia dedicada a la protección 
de los menores de edad, la actual ju¬ 
risdicción de familia es la encargada 
de decidir los conflictos que se susci¬ 
ten entre los particulares con ocasión 
de las relaciones de familia y de pa¬ 
rentesco. Así, conoce lo referente a 
los procesos sobre filiación, paterni- 


Dívisión del poder público 











Posesión de ios magistrados de hi segundo Corte Constitucional ante el presidente César Gavina: 
Antonio Barrera Carbonell, Carlos Gaviria Díaz , 1 /ladimirQ Naranjo Mesa , Hernando Herrera Ver gara, 
Alejandro Martínez Caballero, José Gregorio Hernández, Fabio Morandias y Eduardo Cifuentes Muñoz t 
marzo 1 de 1993. Fotografía de Juan C. Franco, Casa de Nariño f Bogotá . 


dad, alimentos, separaciones, divor¬ 
cios, sucesiones. 

— Jurisdicción agraria: creada por la 
reforma judicial de 1989, esta novísima 
jurisdicción tiene como finalidad solu¬ 
cionar los conflictos que surjan entre 
particulares en lo referente a la propie¬ 
dad, la posesión y la tenencia de fun¬ 
dos rurales. 

- Jurisdicción comercial: una de las 
aspiraciones del gremio de los comer¬ 
ciantes fue tener una jurisdicción es¬ 
pecializada, que resolviera los litigios 
que surgían con ocasión del ejercido 
de la profesión mercantil. Sin embar¬ 
go, autorizada por la Carta anterior, 
sólo en 1989 se permitió especializar 
en algunas ciudades ciertos jueces ci¬ 
viles del circuito en la solución de los 
litigios comerciales. Esta reforma no 
se llevó a la práctica, y de los conflic¬ 
tos que surjan entre comerciantes si¬ 
gue conociendo la justicia ordinaria, 
compuesta por los jueces civiles. 

- Jurisdicción laboral : se originó en 
las leyes de intervención en materia 
social que fueron regulando las rela¬ 
ciones entre capital y trabajo, inspira¬ 
das inicialmente por la doctrina social 
católica durante la Hegemonía Con¬ 
servadora, y luego con una inspira¬ 
ción socialista. Es la encargada de de¬ 
finir los conflictos individuales que 
surjan entre los patronos y los traba¬ 
jadores. Al igual que las otras jurisdic¬ 
ciones fue desprendida de la civil, 
en la medida en que se le dio una 
autonomía al contrato de trabajo y sus 
consecuencias jurídicas, tales como 
formas de terminación, prestaciones 
sociales, etc. Cuando esta relación 
dejó de ser regulada por el Código 
Civil, con su contrato de arrenda¬ 
miento de servidos, pasó a la legisla¬ 
ción actual, contenida en el Código 
Sustantivo del Trabajo. 

- Jurisdicción penal: es el ultimo 
campo en que se ha dividido la juris¬ 
dicción ordinaria. Se ha estructurado 
en torno del derecho penal, y es la 
encargada de imponer las penas y 
sanciones contempladas fundamen¬ 
talmente en el Código Penal. 

La legislación penal se caracteriza 
por preservar los valores fundamen¬ 
tales de la sociedad, que hacen posi¬ 
ble la convivencia y la supervivencia 
de la organización política. Estos va¬ 
lores son transformados en derechos 
fundamentales de las personas, los 
cuales son protegidos y garantizados 
por la ley penal. 

Se trata, entonces, de un conflicto 
entre la sociedad, amenazada por la 
violación de los valores fundamenta¬ 


les, y el delincuente que atenta en su 
contra. Por esta Tazón no hay partes 
como las que existen en las otras juris¬ 
dicciones, en las cuales son dos perso¬ 
nas enfrentadas para obtener una 
pretensión diferente. En este caso el 
Estado, como representante de la so¬ 
ciedad, acusa a una persona hacién¬ 
dola responder por los delitos come¬ 
tidos, pues con su acción ha atentado 
contra toda la organización social. 

b) Jurisdicción contencioso admi¬ 
nistrativa 

El tercer capítulo del título vm de 
la Constitución instituye y regla¬ 
menta la jurisdicción contencioso ad¬ 
ministrativa. Está encaminada a defi¬ 
nir los conflictos que surjan entre los 
particulares y el Estado, cualquiera 
que sea la actividad que se desarrolle; 
se exceptúa el control de la constitu- 
cionalidad de las leyes, asignado a la 
j urí sdiccíón con st i tucio na l. 

El artículo 237 de la Carta atribuye 
la primera función al Consejo de Es¬ 
tado, señalando que conoce de la nu¬ 
lidad de los decretos que dicte el go¬ 
bierno por violación de la ley. Como 
la ley tiene una jerarquía superior a 
los decretos del gobierno, éste no 
puede ejercer la potestad reglamenta¬ 
ria variando el contenido de la misma; 
si io hace, cualquier persona puede 
acudir ante el Consejo de Estado a 
pedir su nulidad, alegando la prima¬ 
cía de la voluntad del legislador sobre 
la del gobierno. En ejercicio de su fun- 
ción contenciosa, esta jurisdicción 
puede suspender provisionalmente 
los actos expedidos por la administra¬ 


ción, con el fin de que no causen per¬ 
juicios a las personas con su ilegali¬ 
dad, tal como lo establece el articulo 
238 de la Constitución Política. 

El Consejo de Estado, además de es¬ 
tas funciones judiciales, es un cuerpo 
consultivo del gobierno y para este 
efecto posee una sala especializada. 

c) Jurisdicción constitucional 

El artículo 241 de la Constitución 
Política define la jurisdicción consti¬ 
tucional en estos términos: «A la 
Corte Constitucional se le confía la 
guarda de la integridad y supremacía 
de ¡a Constitución». La función de 
esta jurisdicción es evitar que el legis¬ 
lador, al expedir las normas jurídicas, 
se exceda y viole las libertades y los 
derechos individuales, atentando 
contra la integridad de la Carta Fun¬ 
damental. 

La Corte Constitucional dirime los 
conflictos surgidos entre las leyes y 
la Constitución, otorgándole ta pri¬ 
macía debida a la Constitución sobre 
la voluntad del legislador. Para ejer¬ 
cer esta atribución, la Corte compara 
dos normas jurídicas: la constitucio¬ 
nal y la legal; si hay discrepancia entre 
ellas, o la ley restringe o suprime el 
ejercicio legítimo de un derecho, o en 
su expedición se pretermitieron los 
ritos y procedimientos propios de su 
creación, debe declararla inconstitu¬ 
cional. La declaración de inconstitu- 
cionalidad, llamada también "inexe- 
quibilídad" por la Carta, significa que 
la ley no puede aplicarse en adelante, 
puesto que prima la norma constitu¬ 
cional, Este fallo hace tránsito a cosa 
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juzgada, lo que significa, en primer 
lugar, que es definitivo, es decir, no 
existe forma de desconocer sus efec¬ 
tos; en segundo lugar, significa que 
tiene efectos sobre todas las personas 
residentes en nuestro país, de ma¬ 
nera que nadie puede aplicar la ley 
inconstitucional; y por último, con¬ 
forme al artículo 234 de la Constitu¬ 
ción, ninguna autoridad puede repro¬ 
ducir el contenido material de las nor¬ 
mas inconstitucionales. 

Todo ciudadano puede demandar 
ante la Corte Constitucional una 
norma legal, si considera que ésta 
viola la Constitución, A esta posibili¬ 
dad se la llama "acción pública", para 
denotar que cualquier ciudadano co¬ 
lombiano puede acudir ante la Corte 
Constitucional a pedir que declare 
una ley inconstitucional. Se trata de 
un derecho político, y como tal está 
reservado a los ciudadanos, que en 
esta forma participan en el control al 
poder legislativo. 

La Corte Constitucional conoce de 
las demandas contra las leyes expedi¬ 
das por el Congreso, así como tam¬ 
bién de los decretos dictados por el 
gobierno, en los cuales ejerza la fun¬ 
ción legislativa. Tales son los decretos 
con fuerza de ley de que trata el or¬ 
dinal 10 del artículo 150 de la Consti¬ 
tución, mejor conocidos como decre¬ 
tos-leyes, y de los que dicte con oca¬ 
sión de los estados de excepción. En 
cuanto a la reforma de la Constitu¬ 
ción, la Corte sólo puede conocer de 
las acciones públicas en las cuales se 
demandan sus reformas, pero sólo 
por haber sido expedidas sin respetar 
los procedimientos para adoptarlas. 

Es interesante anotar que a la Corte 
Constitucional le corresponde tam¬ 
bién revisar las sentencias expedidas 
por las otras jurisdicciones al decidir 
sobre las tutelas propuestas por viola¬ 
ción de las libertades fundamentales. 
La finalidad de esta revisión es armo¬ 
nizar la jurisprudencia en materia de 
garantías y libertades individuales. 

d) Jurisdicciones especiales 

La Constitución, en el capítulo 5 
del título viti, contempla la creación 
de dos tipos de «jurisdicción espe¬ 
cial». La primera es la de los indíge¬ 
nas, y la segunda la de los jueces de paz 
de elección popular. 

e) Fiscalía General de la Nación 

Como una parte de la rama judicial, 

la Constitución de 1991 creó la Fiscalía 
General de la Nación. A ella le corres¬ 
ponde «de oficio o mediante denun¬ 
cia o querella, investigar los delitos y 
acusar a los presuntos infractores 


ante los juzgados y tribunales compe¬ 
tentes», según lo establece el encabe¬ 
zamiento del artículo 250 de la Carta 
Fundamental. Son dos las funciones 
básicas de la Fiscalía: investigar los 
delitos, y acusar ante los jueces a los 
presuntos delincuen tes para que sean 
juzgados conforme a la ley. 

Los constituyentes de 1991 varia¬ 
ron por completo el esquema de la 
investigación de los delitos y de la 
justicia penal. Así se creó este orga¬ 
nismo especializado en investigación 
criminal, buscando concentrar los es¬ 
fuerzos del Estado en esta actividad. 
Se separó esta función de la rama eje¬ 
cutiva, en la que antes se radicaba la 
función investígativa de los delitos. 
Se dotó a la Fiscalía General de la Na¬ 
ción de los mecanismos propios para 
la investigación, al dirigir la policía ju¬ 
dicial, y por último, se le otorgó auto¬ 
nomía administrativa y presupuestal. 

Consejo Superior 
de la Judicatura 

Con el fin de darle autonomía a la 
rama judicial y de asegurar su funcio¬ 
namiento independiente, la Constitu¬ 
ción Política creó, en el capítulo sép¬ 
timo del título vni, el Consejo Supe¬ 
rior de la Judicatura. Está compuesto 
por dos salas: la Sala Administrativa, 
encargada de gerenciar la rama judi¬ 
cial, y la Sala Disciplinaria, encargada 
de sancionar a los funcionarios judi¬ 
ciales. Para la administración, la 
Constitución permite la creación de 
consejos seccionales de la judicatura, 
con el fin de desconcentrar las funcio¬ 
nes asignadas en la Constitución. 

Desde un punto de vista práctico, 
se buscó con la creación de este orga¬ 
nismo dar mayor eficiencia a la justi¬ 
cia, separándola del Ejecutivo, pues 
se considera ineficiente la manera 
como había sido administrado el po¬ 
der judicial. Anteriormente existía la 
Dirección de la Carrera Judicial, de¬ 
pendiente del Ministerio de Justicia, 
el cual administraba el presupuesto y 
los pagos de los funcionarios. La lo¬ 
gística de la carrera estaba manejada 
por el Fondo Rotatorio del Ministerio 
de Justicia, dependiente del mismo 
ministerio, el cual adolecía de un ex¬ 
cesivo centralismo. 

El poder que la Constitución otorgó 
al Consejo Superior de la Judicatura 
es inmenso. Además de administrar 
la totalidad del presupuesto de la 
rama judicial, de gerenciar la carrera 
judicial, de elaborar las ternas para la 
selección de los magistrados y jueces 
de la República y de imponer las san¬ 


ciones, se le concedieron una serie de 
funciones tradicionalmente asigna¬ 
das a la ley. Al otorgarle estas funcio¬ 
nes se presenta un fenómeno de 
"deslegalización" de ciertas compe¬ 
tencias, pues lo que antes era reser¬ 
vado a la ley, en la actualidad le ha 
sido asignado al Consejo Superior de 
la Judicatura, que ejercerá esas fun¬ 
ciones de conformidad con la ley es¬ 
tatutaria reguladora de la administra¬ 
ción de justicia. 

Las funciones que fueron deslegali¬ 
zadas son las siguientes: 

- Fijar la división del territorio na¬ 
cional para efectos judiciales y ubicar 
y redistribuir los juzgados, 

- Crear, suprimir, fusionar y tras¬ 
ladar los cargos en la administración 
de justicia. 

- Dictar los reglamentos necesa¬ 
rios para el eficaz funcionamiento de 
la administración de justicia, y la re¬ 
gulación de los trámites judiciales en 
ío no previsto por el legislador. 
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Los Ministerios. 

Estructura y funciones Enrique Arboleda Perdomo 


Ministerio de Agricultura 

Creado por ley 25 de 1913 como Ministerio 
de Agricultura y Comercio, El decreto 3692 
de 1950 modificó su denominación por la 
de Ministerio de Agricultura. El decreto 
501 de 1989 estableció su estructura orgá¬ 
nica. 

Funciones 

-Participar en la definición de la política 
macroeconómica y en la elaboración del 
Plan Nacional de Desarrollo, tendiente al 
crecimiento económico de tas sectores 
agropecuario e ictiológico. 

-Formular el plan agropecuario e ictio¬ 
lógico de mediano y largo plazos. 

-Elaborar programas globales de pro- 
ducción, financíamiento y distribución de 
productos agropecuarios e ictiológicos, así 
como coordinar y evaluar su ejecución. 

-Controlar el funcionamiento de las 
cooperativas agropecuarias en lo relativo 
a la comercialización de productos. 

-Determinar la política de precios de los 
productos e insumos agropecuarios. 

-Fomentar y apoyar las organizaciones 
gremiales agropecuarias y las asociaciones 
campesinas, así como la cooperación entre 
éstas y los organismos públicos del sector. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Orienta y di¬ 
rígela formulación de los planes, programas 
y proyectos de desarrollo del sector. Ejerce 
el control de tutela sobre los estableci¬ 
mientos públicos, empresas industríales y 
comerciales del Estado y sociedades de 
economía mixta vinculadas a su despacho. 
Presenta al Departamento Nacional de 
Planeadón los planes y programas del sec¬ 
tor para incorporarlos al Pian General de 
Desarrollo, Ejerce otras funciones señala¬ 
das por la Constitución, las leyes y el de¬ 
creto-ley 1050 de 1968, 

2. Despacho del Viceministro, Ejerce 
funciones atribuidas por el artículo 13 del 
decreto-ley 1050 de 1968. 

3. Secretaría General. Asegura la orien¬ 
tación técnica y la continuidad en la pres¬ 
tación de los servicios y ejecución de los 
programas del ministerio. Ejerce otras 
funciones atribuidas por el artículo 14 del 
decreto-ley 1050 de 1968. 

4. Dirección General de Comercializa¬ 
ción, Define la política general de comer¬ 
cialización, sus instrumentos y estrate¬ 
gias, así como los indicadores que permi¬ 
tan medir logros y resultados en la ejecu¬ 
ción de los planes y programas en materia 
de su competencia. Propone modificacio¬ 
nes a los aranceles que graven las impor¬ 
taciones de bienes, productos e insumos 


relacionados con el desarrollo del sector 
agropecuario. Realiza estudios y formula 
propuestas en relación con el manejo de 
la política internacional sobre comerciali¬ 
zación de productos agropecuarios. Pro¬ 
pone modificaciones a los aranceles que gra¬ 
ven las importaciones de bienes de capital, 

5, Dirección General de Producción,, 
Emite concepto técnico y hace recomenda¬ 
ciones a la Dirección General de Finanzas 
y Presupuesto, sobre los informes de eje¬ 
cución presupuesta! de programas relacio¬ 
nados con la producción agropecuaria y 
piscícola. Define la política general de pro¬ 
ducción, sus instrumentos y estrategias en 
coordinación con la Dirección General de 
Planificación. Presenta análisis del com¬ 
portamiento y proyectos de decisión sobre 
el manejo de aspectos e instrumentos de 
la política de producción. Presenta al Co¬ 
mité de Gabinete del ministerio, análisis del 
comportamiento y proyectos de decisión 
sobre el manejo de instrumentos de polí¬ 
tica de producción agropecuaria y piscícola. 

6, Dirección General de Finanzas y Pre¬ 
supuesto, Define la política de financia¬ 
ción del plan sectorial. Cuantifica los fon¬ 
dos necesarios para la puesta en marcha 
del plan. Elabora la programación del 
gasto público sectorial en colaboración con 
las entidades adscritas y vinculadas bajo 
la orientación de la Dirección General de 
Planificación, Evalúa y controla periódica¬ 
mente la ejecución del presupuesto secto¬ 
rial, Estudia el programa de ingresos del 
gasto público nacional. 

7, Dirección General de Planificación 
Sectorial. Define, dirige y orienta el des¬ 
tino dei modelo de interrelación del sector 
con el resto de la economía, así como el 
diseño del modelo económico y matemá¬ 
tico que simule el comportamiento del sec¬ 
tor a corto, mediano y largo plazos. Define 
los objetivos del sector de acuerdo con el 
Plan Nacional de Desarrollo. Formula la po¬ 
lítica de manejo del instrumento de cré¬ 
dito como estímulo a la dinámica del sector. 

Organismos adscritos 

-Instituto Colombiano de la Reforma 
Agraria (INCüra). 

-Fondo de Desarrollo Rural Integrado 
(Fondo dri), 

-Fondo Nacional de Recursos Naturales 
Renovables y del Ambiente (indekena). 

-Instituto Colombiano de Hidrología, Me¬ 
teorología y Adecuación de Tierras (MEMA!). 

-Instituto Colombiano Agropecuario (tca) . 

-Instituto Nacional de Pesca y Agricultura. 

Organismos vinculados 

a) Empresas industriales y comerciales 
del Estado 


-Instituto de Mercadeo Agropecuario 

(IDEM A). 

-Bancos Cafetero y Ganadero, 
b) Sociedades de economía mixta 
-Empresa Colombiana de Productos 
V e terina ríos (VECOL S.A). 

-Almacenes Generales de Depósito de 
la Caja Agraria, ídem a. Banco Ganadero 
(ALMAGRO S.A,), 

-Caja de Crédito Agrario, Industrial y 
Minero. 

-Corporación Financiera de Fomento 
Agropecuario y de Exportaciones (COFIAGRü). 

-Corporación Financiera de Fomento 
Pesquero (CORFIFESCA). 

-Empresa de Comercialización de Pro¬ 
ductos Perecederos (emcomper s.a). 

-Fondo para el Financiamiento del Sec¬ 
tor Agropecuario (FINAGROj. 


Ministerio de Comercio 
Exterior 

Creado por ley 7 de 1991 y organizado por 
decreto 2350 del mismo año. Al Ministerio 
de Comercio Exterior se trasladaron las 
funciones ejercidas por el Ministerio de 
Desarrollo Económico en materia de co¬ 
mercio exterior, zonas francas y comercio 
internacional. Las entidades que pertene¬ 
cen al sector de comercio exterior ejercen 
sus funciones de acuerdo con la política 
formulada por este ministerio, y con los 
lincamientos y política trazados por el 
Consejo Superior de Comercio Exterior. 

Funciones 

-Dirigir, coordinar, ejecutar y vigilar 
la política exterior de bienes, servicios y 
tecnología, de acuerdo con los planes de 
desarrollo económico y social y, así mis¬ 
mo, garantizar su ejecución, 

-Evaluar y formular la política del go¬ 
bierno en lo relacionado con la prevención 
y corrección de prácticas desleales, restric¬ 
tivas y lesivas del comercio exterior, que 
afecten la producción nacional ya sea di¬ 
recta o indirectamente. 

-Determinar el alcance de los acuerdos 
comerciales internacionales e interpretar 
las disposiciones existentes respecto a los 
aranceles y al comercio exterior, 

-Garantizar las condiciones indispensa¬ 
bles para la promoción y crecimiento del 
sector externo, así como promover las re¬ 
laciones comerciales de Colombia con el 
exterior. 

-Adelantar negociaciones sobre acuer¬ 
dos comerciales, así como representar al 
país en los foros y organismos internacio¬ 
nales vinculados a estas materias. 


Los Ministerios. 


Estructura y fundones 


163 















-Preparar y aplicar normas sobre la exis¬ 
tencia y funcionamiento de las zonas fran¬ 
cas, zonas fronterizas y de los sistemas 
especiales de importación y exportación. 

-Proponer al Consejo Superior de Co¬ 
mercio Exterior lincamientos de la política 
aduanera y arancelaria. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Formula y di¬ 
rige la política de comercio exterior y los 
planes y programas de comercio exterior, 
de acuerdo con la recomendación del Con¬ 
sejo Superior de Comercio Exterior. Re¬ 
presenta al país en calidad de plenipoten¬ 
ciario ante la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena. Expide la resolución de decla¬ 
ración de desarrollo de las zonas francas 
privadas. Formula la política de promo¬ 
ción de exportaciones, de conformidad 
con la recomendación del Consejo Supe¬ 
rior de Comercio Exterior y del Banco de 
Comercio Exterior, Refrenda los actos del 
presidente de la República en cuanto a la 
reglamentación de esta materia. Revisa y 
aprueba el presupuesto de inversión y 
funcionamiento del ministerio y las enti¬ 
dades del sector de comercio exterior y 
vigila su ejecución. Ejerce otras funciones 
establecidas por la Constitución y el de¬ 
creto-ley 1QS0 de 1968, y asignadas por el 
presidente de la República. 

2. Despacho del Viceministro, Nom¬ 
brado por el presidente de la República. 
Representa al país en las juntas directivas 
y en las actividades oficiales, así como en 
las negociaciones internacionales, cuando 
el ministro le delega tal función. Coordina 
las relaciones del ministerio con las demás 
entidades públicas para la adecuada ejecu¬ 
ción de las políticas y los planes en este 
campo. Asiste al ministro en sus relacio¬ 
nes con el Congreso, y vigila y tramita los 
proyectos de ley relacionados con el sec¬ 
tor. Dirige y prepara los informes relativos 
al desarrollo de las políticas, planes y pro¬ 
gramas de comercio exterior que deba pre¬ 
sentar el ministerio. Ejerce otras funciones 
establecidas por el artículo 13 del decreto- 
ley 1050 de 1968, 

3. Secretaría General, Refrenda con su 
firma y notifica en los términos legales los 
actos administrativos del ministro. Vela 
por el cumplimiento de las leyes orgánicas 
del ministerio, así como por los trámites 
y procedimientos administrativos inter¬ 
nos del ministerio. Elabora y tramita los 
decretos, resoluciones y contratos que de¬ 
ban someterse a la firma del ministro. 
Coordina la ejecución del proyecto anual 
de presupuesto del ministerio. 

4. Dirección General de Programación, 
Coordinación y Política de Comercio Exte¬ 
rior, Realiza estudios en coordinación con 
el Departamento Nacional de Planeadón 
y entidades sectoriales competentes, rela¬ 
cionados con aspectos del sector externo 
del Plan Nacional de Desarrollo. Prepara 
estudios dirigidos a los organismos com¬ 
petentes, analizando la incidencia de la 
política cambiarla, monetaria, fiscal, credi¬ 


ticia y sectorial sobre el comercio exterior. 

5, Dirección General para el Desarrollo 
de Intercambio. Recomienda las políticas 
para el manejo de instrumentos de promo¬ 
ción de exportaciones. Realiza estudios en 
coordinación con las entidades competen¬ 
tes para que el ministro presente a consi-' 
deración del Consejo Superior de Co-j 
mercio Exterior, la política integral de 
puertos, transporte de bienes y otros ser¬ 
vicios al comercio exterior. Mantiene re¬ 
laciones con las cámaras de comercio co¬ 
lombianas y con las cámaras de comercio 
binacionales. 

ó. Dirección General de Negociaciones. 
Diseña los programas de política comer¬ 
cial de acuerdo con las recomendaciones 
del Consejo Superior de Comercio Exte¬ 
rior, en coordinación con el comité secto¬ 
rial de negociaciones. Presenta, en coordi- 
nacióncon la Dirección General de Progra¬ 
mación, Coordinación y Política de Co¬ 
mercio Exterior, propuestas en lo atinente 
a la posición de Colombia en las negocia¬ 
ciones comerciales con otros países y ante 
organismos y foros internacionales de co¬ 
mercio. 

Organismos adscritos 

-instituto Colombiano de Comercio Ex¬ 
terior (INCOMEX), 

-Zonas Francas Públicas, 

Organismos vinculados 

-Banco de Comercio Exterior: sociedad de 
economía mixta encargada de desarrollar 
funciones tendientes al desarrollo de las 
exportaciones, a través de las agregadu- 
rías comerciales en el exterior, indepen¬ 
dientes de las embajadas colombianas. 


ministerio de comunicaciones 

Creado por ley 31 de 1923 como Ministerio 
de Correos y Telégrafos, El decreto 259 de 
1953 cambió su denominación por la de 
Ministerio de Comunicaciones, 

Funciones 

-Formular y adoptar la política general 
del sector, que debe ser ejecutada por los 
organismos que lo conforman. 

-Coordinar los servidos que presten las 
entidades que conforman el sector, según 
su ámbito de competencia. 

-Decretar las normas y reglamentos que 
regulan el funcionamiento del sector, 

-Autorizar el establecimiento, explota¬ 
ción y uso en el país de las redes y servicios 
de telecomunicaciones nacionales e inter¬ 
nacionales. 

-Vigilar, inspeccionar y controlar los 
servicios de comunieadones cuando la ley 
así lo ha establecido. 

-Fijar políticas tendientes al fomento y 
desarrollo de la investigación, la tecnolo¬ 
gía y la industria nacional en este sector, 

-Otras funciones asignadas por el de¬ 
creto-ley 1050 de 196#. 


Estructura 

1. Despacho del Ministro, Traza las polí¬ 
ticas, y dirige y orienta la formulación de 
planes, programas y proyectos de desarro¬ 
llo del sector. Coordina y orienta a las en¬ 
tidades del sector y vela para que cumplan 
las normas legales y reglamentarias perti¬ 
nentes, Evalúa los resultados de la gestión 
de las entidades adscritas, así como la ges¬ 
tión del ministerio. Ejerce otras funciones 
asignadas por la Constitución y las leyes. 

2. Despacho del Viceministro. Coordina 
las fundones de las direcdones generales 
del ministerio, bajo la dirección del minis¬ 
tro. Vigila el cumplimiento de los progra¬ 
mas y las políticas trazadas por el ministe¬ 
rio. Ejerce otras fundones señaladas por 
el decreto-ley 1050 de 1968. 

3. Secretaría General Coordina las acti¬ 
vidades administrativa, presupuesta!, fi¬ 
nanciera y jurídica del ministerio. Coor¬ 
dina la elaboración del presupuesto del 
ministerio, así como los planes y progra¬ 
mas de adquisición, suministro y mante¬ 
nimiento de los bienes y servidos requeri¬ 
dos por el ministerio. Ejerce otras fundo¬ 
nes delegadas por el ministro, de acuerdo 
con la naturaleza del cargo, o señaladas 
por la ley. 

4. Dirección General de Planeadón Sec¬ 
torial, Conceptúa sobre los planes, progra¬ 
mas y proyectos de ampliación de las re¬ 
des y servidos de telecomunicaciones y 
postales, sometidos a consideración del 
ministerio. Traza políticas de promoción 
y desarrollo de la investigadón, tecnología 
e industria nadonal del sector, coordinada¬ 
mente con los organismos competentes. 
Propone y coordina políticas y progra¬ 
mas de desarrollo tecnológico y de promo¬ 
ción de la ingeniería y la industria del sec¬ 
tor, para incorporarlos al Plan Nacional 
de Telecomunicaciones. Traza políticas y 
mecanismos para el cumplimiento de las 
funciones de comprobadón técnica del es¬ 
pectro radioeléctrico, de evaJuadón y vigi¬ 
lancia de los servidos de telecomunicacio¬ 
nes. Ejerce otras fundones señaladas por 
el artículo 18 del decreto-ley 1050 de 1968 
a las oficinas de planeadón. 

5. Dirección General de Telecomunica¬ 
ciones y Asuntos Postales. Supervisa el 
desarrollo y la operación de las redes de 
telecomunicaciones de los servidos y de 
la gestión de frecuencia radioeléctrica. Im- 
plementa los índices de gestión, técnicos, 
financieros y administrativos para las em¬ 
presas del sector. Lleva a cabo el seguí- j 
miento y control de la ejecudón de los 
planes y programas de las entidades ads¬ 
critas y vinculadas. 

6. Dirección General de Comunicación 
Social, Coordina la elabora don de las po¬ 
líticas, planes y programas concernientes 
a la comunicación social. Promueve y 
coordina estudios sobre comunicación so¬ 
cial y propone proyectos en este campo a 
organismos de cooperación nacionales e i 
internacionales. Expide las licencias re¬ 
queridas para el ejerddo de las telecomu¬ 
nicaciones. Aprueba los criterios genera- 
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les sobre Jos cuales se realiza la clasifica- 
rión de las obras cinematográficas. 

Organismos adscritos 

-Administración Postal Nacional (ad- 
POSTAL). 

-Caja de Previsión Social de Comunica¬ 
ciones (caprecom). 

-Empresa Nacional de Telecomunica¬ 
ciones (TELECOM). 

-Instituto Nacional de Radio y Televi¬ 
sión (INRAVISION). 

Organismo vinculado 

-Compañía de Informaciones Audio¬ 
visuales, AUDIOVISUALES. 


MINISTERIO DE DEFENSA 

Creado por ley 7 de 1886 como Ministerio 
de Guerra, Organizado por decreto 2335 
de 1971, modificado por decreto 221b de 
1984, 

Funciones 

-Contribuir a la formulación y ejecución 
de la política del gobierno en el campo de 
la defensa nacional, 

-Preparar los proyectos de ley, así como 
los proyectos de decretos y resoluciones 
ejecutivas que deban dictarse en ejercicio 
de las atribuciones que le corresponden al 
presidente de la República en lo relacio¬ 
nado con la defensa nacional, 

-Preparar los programas de inversión y 
los planes de desarrollo del sector. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro, Nombrado por 
el presidente de la República, es la primera 
autoridad técnica y administrativa de este 
ministerio. Ejerce el mando de las Fuerzas 
Militares bajo la dirección del presidente 
de la República, quien es el comandante 
en jefe de las Fuerzas Militares y la Policía 
Nacional, de conformidad con el precepto 
constitucional. 

2. Secretaría General. Ejércela dirección 
del ministerio, junto con el ministro, el co¬ 
mandante general de las Fuerzas Militares 
y el director general de la Policía Nacional, 

3. Consejo Superior de la Defensa Na¬ 
cional. Ejerce las funciones establecidas en 
el decreto 3398 de 1965. Está conformado 
por los ministros de Gobierno, Relaciones 
Exteriores, Justicia, Hacienda y Crédito 
Público, Defensa Nacional, Trabajo y Se¬ 
guridad Social, Comunicaciones, Obras 
Públicas y Transporte, el comandante ge¬ 
neral de las Fuerzas Militares y el jefe del 
Estado Mayor Conjunto, quien es el secre¬ 
tario permanente, 

4. Fuerzas Militares. Están constituidas 
por; el Comando General de las Fuerzas 
Militares, el Ejército, la Armada Nacional 
y la Fuerza Aérea. Tienen a su cargo las 
siguientes funciones, además de las seña¬ 
ladas por el Código de Justicia Penal Mili¬ 
tar: conducir las operaciones militares, en 


calidad de órgano de mando del gobierno; 
asesorar al presidente de la República, al 
ministro de la Defensa y al Consejo Supe¬ 
rior de la Defensa Nacional en asuntos 
militares; elaborar los planes concernientes 
a la defensa nacional, así como la reco¬ 
mendación de las apropiaciones presu¬ 
puéstales para las Fuerzas Militares. 

5. Policía Nadonal. Está conformada 
por: la dirección general, los departamen¬ 
tos de Policía, las unidades administrati¬ 
vas y otros organismos. El director general 
de la Policía ejerce las fundones delegadas 
por el ministro de la Defensa Nadonal, quien 
tiene a su cargo las fundones de dirección, 
organización, administradón, inspección y 
vigilanda de la Policía National, 

Organismos adscritos 

a) Establecimientos públicos 

-Ojas de Vivienda Militar, de Retiro de 
las Fuerzas Militares y de Sueldos de Re¬ 
tiro de la Policía Nacional, 

-Fondos Rotatorios de la Armada Na¬ 
tional, del Ejército, de la Fuerza Aérea Co¬ 
lombiana y de la Policía Nacional. 

-Hospital Militar Central. 

^Club Militar, 

-Defensa Civil Colombiana. 

-Instituto de Casas Fiscales del Ejército. 

b) Unidad administrativa especial 

-Universidad Militar "Nueva Granada". 

Organismos vinculados 

a) Empresas industriales y comerciales 
del Estado 

-Industria Militar. 

-Servicio Aéreo a Territorios Nacionales, 

-Servicio Naviero Armada República de 
Colombia, 

b) Sociedad de economía mixta 

-Corporación de la Industria Aeronáu¬ 
tica Colombiana, a AL S,A. 


MINISTERIO DE DESARROLLO 
ECONÓMICO 

Creado por ley 7 de 1886. Reorganizado 
por decreto 2974 de 1968, que modificó su 
denominación por la de Ministerio de De¬ 
sarrollo Económico, Reestructurado por 
ley 81 de 1988 y por decreto 568 de 1992. 

Funciones 

Siguiendo los lineamientos trazados por 
el Consejo Superior de Política Económica 
y Social (CONPES), el Ministerio de Des¬ 
arrollo cumple las siguientes funciones, 
además de las señaladas por la ley y el 
gobierno: 

-Participar en la formulación de la polí¬ 
tica económica y social, 

-Formular las políticas del gobierno en 
los ramos de industria, tecnología, comer¬ 
cio intemo, turismo, desarrollo urbano y 
vivienda social. 

-Establecer la política de precios y cola¬ 
borar con el Ministerio de Hacienda y 


Crédito Público en la formulación de la 
política tributaria, en la medida en que 
ésta incida en las áreas de competencia de 
este ministerio. 

-Participar en la formulación de las po¬ 
líticas cambiaría, monetaria, financiera y 
de empleo. 

-Suscribir los contratos con las empre¬ 
sas que desarrollen o se propongan des¬ 
arrollar en el país actividades de fabricación 
y ensamblaje de vehículos automotores, 

-Determinar y ejecutar la política del 
gobierno en materia de control de los mo¬ 
nopolios y de prácticas restrictivas del co¬ 
mercio. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Nombrado por 
el presidente de la República, Lleva la vo¬ 
cería del gobierno ante el Congreso Nacio¬ 
nal en materia de planeación económica, 
especialmente en lo referente a las leyes- 
cuadro de desarrollo económico general. 
Ejerce otras funciones conferidas por el 
decreto-ley 1050 de 1968. 

2. Despacho del Viceministro. Cumple 
las funciones propias de este caigo, consa¬ 
gradas en el decreto-ley 1050 de 1968. 

3. Secretaría General Cumple las fun¬ 
ciones establecidas para este cargo según 
el decreto-ley 1050 de 1968, 

4. Dirección General de Industria. Pre¬ 
para planes indicativos y programas de 
desarrollo del sector industrial en el área 
de competencia de este ministerio, y pro¬ 
mueve la ejecución de éstos. Analiza la 
incidencia de la política económica para 
la industria nacional y propone recomen¬ 
daciones en este aspecto. Estudia la evolu¬ 
ción general del sector industrial en todos 
sus aspectos a nivel nacional e internacio¬ 
nal. Programa políticas generales de inte¬ 
gración horizontal y vertical de la industria 
y de ensamble por sectores, en desarrollo 
de las políticas que se adopten al respecto. 

5. Dirección General de Tecnología in¬ 
dustrial Prepara planes y programas de 
tecnología industrial, promueve su ejecu¬ 
ción y evalúa sus resultados. Estudia la 
evolución general de la tecnología indus¬ 
trial a nivel nacional e internacional. 

6. Dirección General de Comercio Inter¬ 
no. Estudia y promueve el desarrollo del 
comercio interno, preparando los planes 
indicativos del sector y evaluando perió¬ 
dicamente sus resultados. Analiza los di¬ 
ferentes factores y problemas estructura¬ 
les que inciden en la distribución y con¬ 
sumo de bienes y servicios, coordinada¬ 
mente con las superintendencias adscritas 
al ministerio y demás entidades que ade¬ 
lanten estudios en este campo, 

7. Dirección General de Turismo. Pre¬ 
para planes indicativos y otros planes y 
programas de desarrollo del sector turísti¬ 
co, relativos al área de competencia del 
ministerio, promueve su ejecución y eva¬ 
lúa sus resultados. Analiza la incidencia 
de la política económica en el sector turís¬ 
tico y promueve recomendaciones ai res¬ 
pecto, Estudia la evolución del sector tu- 
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rístico a nivel nacional e internacional en 
sus diferentes aspectos. 

8. Dirección General de Desarrollo Ur¬ 
bano y Vivienda Social. Prepara planes in¬ 
dicativos y otros planes y programas de 
desarrollo, en materia de desarrollo ur¬ 
bano y vivienda social; promueve su eje¬ 
cución y evalúa periódicamente sus resul¬ 
tados. Analiza la incidencia de la política 
económica para la vivienda social y pro¬ 
mueve recomendaciones al respecto. 
Traza políticas que definan condiciones 
básicas que permitan promover la produc¬ 
ción a bajos costos de materiales de cons¬ 
trucción, destinadas al desarrollo de los 
planes y programas de vivienda social. 

Organismos adscritos 

a) Establecimientos públicos 

-Instituto Nacional para la Reforma Ur¬ 
bana (INORBE), 

-Fondo Nacional de Ahorro. 

-Zonas Francas industriales y Comer¬ 
ciales de Barranquilla, Buenaventura, Car¬ 
tagena, Cúcuta, Santa Marta, Urabá, Rio- 
negro y ía Zona Franca Industrial y Co¬ 
mercial Manuel Carvajal Sinistérra. 

b) Superintendencias de Industria y Co¬ 
mercio y de Sociedades. 

Organismos vinculados 

a) Empresas industriales y comerciales 
del Estado 

-Corporación Nacional de Turismo. 

-Fondo de Promoción de Exportaciones 
(PROEXPQ). 

b) Sociedades de economía mixta 

-Artesanías de Colombia S.A. 

-Fondo Nacional de Garantías. 

-Corporación Ferias y Exposiciones 

(CORFEKJAS). 

-Instituto de Fomento Industrial (iFi). 

-Corporación Financiera Popular. 

-Corporación Financiera del Transporte. 

-Instituto de Investigaciones Tecnológicas. 


MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

Organizado como Ministerio de Instruc¬ 
ción Pública por ley 7 de 1886, se modificó 
su denominación por la de Ministerio de 
Educación Nacional mediante ley 56 de 
1927. Reestructurado por ley 24 de 1988. 

Funciones 

-Establecer políticas sobre educación, 
cultura, recreación y deporte en el territorio 
nacional bajo la orientación del presidente 
de la República. 

-Dirigir técnicamente la educación me¬ 
diante el diseño de programas curriculares 
en las diferentes modalidades y niveles, 

•“Elaborar los planes de desarrollo del 
sector educativo, acordes con el Plan Ge¬ 
neral de Desarrollo Económico y Social; 
promover y evaluar su cumplimiento. 

-Ejercer la inspección y vigilancia de la 
educación nacional, bajo la dirección del 
presidente de la República. 


Establecer políticas de desarrollo del 
personal docente al servicio del Estado. 

-Otras funciones señaladas por el ar¬ 
tículo 3 del decreto-ley 1050 de 1968. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Nombrado por 
el presidente de la República, además de 
las funciones que éste le delegue, tiene las 
siguientes: formula y dirige la política na¬ 
cional en materia de educación, cultura, 
recreación y deporte; ejerce bajo la direc¬ 
ción del presidente de la República, la ins¬ 
pección y vigilancia de la educación; revisa 
y aprueba el presupuesto de inversión y 
funcionamiento del ministerio y las enti¬ 
dades del sector educativo, y vigila su eje¬ 
cución; orienta los planes, programas y 
presupuesto del sector hacia prioridades 
objetivas. 

2. Despacho del Viceministro. Nom¬ 
brado por el presidente de la República. 
Asesora al ministro en la formulación de 
las políticas del sector. Coordina y dirige 
los proyectos y programas estratégicos del 
sector educativo. Suple al ministro en sus 
faltas temporales, y lo representa en los 
consejos y juntas señaladas. Asiste al mi¬ 
nistro en sus relaciones con el Congreso 
y vigila el trámite de los proyectos de ley 
relacionados con la educación. 

3. Secretaría General, Vela por el cum¬ 
plimiento de las normas legales orgánicas 
del ministerio. Refrenda con su firma los 
actos del ministro. Elabora y tramita los 
decretos, resoluciones y contratos que de¬ 
ban someterse a la firma del ministro. 
Atiende los aspectos que se deriven de la 
prestación del servicio educativo por las 
regiones, en especial los relacionados con 
los recursos y la organización administra¬ 
tiva, 

4. Secretaría Pedagógica. Dirige y coor¬ 
dina los trabajos de las direcciones de Cu- 
rrículo, Desarrollo Pedagógico y Educa¬ 
ción de Adultos, con el fin de asegurar 
calidades mínimas en la educación. Ase¬ 
gura la transferencia técnica y pedagógica 
a las regiones; les presta asesoría en inves¬ 
tigación,. adaptación, prueba curricular y 
desarrollo pedagógico, a través de los 
Centros Experimentales Pilotos (CEP). 

5. Dirección General de Currículo. Ela¬ 
bora los programas curriculares de los ni¬ 
veles de educación preescolar, básica, pri¬ 
maria, secundaria y media vocacional. 
Efectúa periódicamente ajustes curricula- 
res. Coordina la evaluación de la calidad 
de ía educación, con el fin de alcanzar los 
objetivos sociales, económicos y culturales 
contenidos en los programas. Organiza el 
diseño del prototipo de los textos tanto 
para docentes como para los alumnos, de 
acuerdo con los contenidos curriculares, 

6. Dirección General de Desarrollo Pe¬ 
dagógico. Diseña y aplica mecanismos de 
control de calidad pedagógica. Dirige y 
coordina la elaboración de programas de 
capacitación del personal docente, de 
acuerdo con las necesidades del servicio; 
y ejerce esta fundón a nivel regional en 


coordmarión con los Centros Experimen¬ 
tales Pilotos, 

7. Dirección General de Educación de 
Adultos, Establece objetivos para impul¬ 
sar la educación de adultos y dirige la rea¬ 
lización de éstos. Fomenta los programas 
y actividades de educación de adultos, im¬ 
pulsa programas de educación no formal, 
orientando el desarrollo de la educación 
básica y media vocacional. 

8. Dirección General de la Carrera Do¬ 
cente. Establece los procedimientos de se¬ 
lección de personal docente. Organiza el 
registro de personal del servicio educativo 
nacional y nacionalizado. Promueve el 
bienestar de los docentes al servicio del 
Estado. Atiende los procesos laborales y 
contencioso administrativos relacionados 
con las prestaciones sociales, las decisio¬ 
nes de las juntas de escalafón y la facultad 
nom inad ora , 

9. Dirección General de Ordenamiento 
y Coordinación Educativa Regional. Man¬ 
tiene comunicación permanente con las 
entidades territoriales sobre la ejecución 
de los planes y programas del sector. 
Atiende los aspectos relacionados con la 
organización y funcionamiento de los Fon- 
dos Educativos Regionales (FER), organis¬ 
mos encargados del manejo de los recur¬ 
sos financieros de educación. Ejerce fun¬ 
ciones de auditoría administrativa y finan¬ 
ciera frente a la educación impartida por 
las regiones, 

10. Dirección General de Construccio¬ 
nes Escolares, Elabora los planes de cons¬ 
trucción y dotación escolar. Lleva un in¬ 
ventario de bienes y dotaciones por re¬ 
gión. Presta asistencia técnica en la pro¬ 
gramación y ejecución de construcciones 
escolares a entidades públicas y privadas 
sin ánimo de lucro. 

Organismos adscritos 

-Centro "Jorge Eliécer Gaitán", 

-Colegio de Boy acá. 

-Fondo del Ministerio de Educación. 

-Instituto Caro y Cuervo, 

-Instituto Colombiano de Cultura (COL- 
CULTORA), 

-Instituto Colombiano de Cultura His¬ 
pánica, 

-Instituto Colombiano para la Juventud 
y el Deporte (COLDEPORTES), 

-Instituto Nacional para Ciegos (INO), 

-Instituto Colombiano de Crédito Edu¬ 
cativo y Estudios Técnicos en el Exterior 
"Mariano Ospina Pérez" (ICETEX). 

-Instituto Colombiano para el Fomento 
de la Educación Superior (íCFES), 

-Instituto Nacional para Sordos (INSOR). 

-Institutos Politécnicos de Sucre y de 
Cundinamarca, 

“Residencias Femeninas del Ministerio 
de Educación. 

-Colegios Mayores de Antioquia, de Ek> 
Jívai, del Cauca y de Cundinamarca. 

-Colegio Integrado Nacional "Oriente 
de Caldas". 

-Instituto de Educación Técnica Profe¬ 
sional de Desarrollo. 
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-Institutos Nacionales de Formación 
Técnica Profesional de Ciénaga, de San 
Andrés y Providencia y de San Juan del 
Cesar. 

-Instituto Superior de Educación Rural 
de Pamplona (iser). 

-Instituto Técnico Agrícola (ITA), de 
Ruga, 

-Instituto Técnico Central. 

-Instituto Técnico Nacional de Comer¬ 
cio "Simón Rodríguez". 

-Instituto Tolimense de Formación Téc¬ 
nica Profesional 

-Institutos Tecnológicos "Pascual Bra¬ 
vo" y del Putumayo. 

-Unidad Universitaria del Sur de Bogotá. 

-Universidades de Caldas, del Cauca, 
de Córdoba, de la Amazonia, del Pacífico, 
Pedagógica Nacional, Pedagógica y Tec¬ 
nológica de Colombia, Popular del Cesar, 
Sur Colombiana y Nacional de Colombia, 

-Universidades Tecnológicas de los Lla¬ 
nos Orientales, de Pereira y "Diego Luis 
Córdoba" del Chocó. 


Ministerio de Gobierno 

Creado por ley 7 de 1886. Reorganizado 
por decreto 126 de 1976. Reestructurado 
por ley 52 de 1990 y decreto 813 de 1992. 

Funciones 

-Velar por la conservación del orden 
público interno, según las directrices tra¬ 
zadas por el presidente de la República. 

-Formular en concertación con el presi¬ 
dente de la República políticas tendientes 
a la consolidación del sistema democráti¬ 
co, el desarrollo político de la nación y la 
modernización del Estado. 

-Formular concertadamente con el pre¬ 
sidente de la República las políticas ten¬ 
dientes a la convivencia ciudadana, la 
rehabilitación y la paz; con este fin velará 
por el ejercicio de los derechos, libertades 
y garantías fundamentales de todos los 
habitantes del territorio colombiano, 

-Trazar políticas relacionadas con las 
comunidades indígenas y velar por sus 
derechos, 

-Coordinar la acción del gobierno nacio¬ 
nal en sus relaciones con el Congreso. 

-Formular políticas nacionales relacio¬ 
nadas con las entidades territoriales y ve¬ 
lar por su debida aplicación. 

-Otras funciones señaladas en el de¬ 
creto-ley 1050 de 1968. 

Estructura 

1, Despacho del Ministro. Además de las 
funciones señaladas por la Constitución y 
las leyes, el ministro de Gobierno fija po¬ 
líticas, dirige y orienta la formulación de 
los planes, programas y proyectos de de¬ 
sarrollo en este sector, y orienta la gestión 
de las dependencias del ministerio a su 
cargo, así como la de las entidades adscri¬ 
tas al mismo. 


2. Despacho del Viceministro. Nom¬ 
brado por el presidente de la República, 
Coordina las oficinas y direcciones genera¬ 
les dependientes de su despacho. Apoya 
al ministro en la vigilancia délos proyectos 
y planes relativos al ministerio. Coordina 
la oficina de planeadón. Ejerce otras fun¬ 
ciones previstas en el artículo 13 del de¬ 
creto-ley 1050 de 1968. 

3. Secretaría General, Coordina las labo¬ 
res administrativas de las distintas direc¬ 
ciones generales. Vigila el adecuado fun¬ 
cionamiento del fondo de desarrollo co¬ 
munal, Preside los comités y comisiones 
creados para el adecuado funcionamiento 
interno del ministerio. Ejerce otras funcio¬ 
nes señaladas por el decreto-ley 1050 de 
1968, 

4. Dirección General de Integración y 
Desarrollo de la Comunidad, Vela por la 
debida protección de las minorías raciales 
y étnicas. Colabora en la formulación de 
la política gubernamental de apoyo, fo¬ 
mento y promoción de formas de partici¬ 
pación de la sociedad civil. Dirige y coor¬ 
dina, conjuntamente con el Departamento 
Nacional de Planeación, la asistencia téc¬ 
nica y económica que se preste a entidades 
públicas que ejecuten programas de des¬ 


MODERNIZ ACION 
DEL ESTADO 

Reestructuración de ministerios: 
Defensa Nacional, Obras Públicas y 
Transporte, Justicia, Hacienda y Cré¬ 
dito Público, Minas y Energía, Trabajo 
y Seguridad Social 

Reforma de entidades: Departa¬ 
mento Administrativo de Aeronáutica 
Civil, Instituto Nacional del Trans¬ 
porte (ESTIRA), Superintendencia de In¬ 
dustria y Comercio, Instituto Geográ¬ 
fico Agustín Codazzi, DAÑE, 1NCÜRA, 
jca, himat, idema, vecol. Almagrado, 
Emcoper y Centrales de Abastos. 

Supresión de dependencias oficia¬ 
les: Servicio Naviero Armada Repú¬ 
blica de Colombia (Senarc), Fondo Vial 
Nacional, Caminos Vecinales, Distri¬ 
tos de Obras, Prosocial, Dirección de 
Bienestar Social del Departamento Ad¬ 
ministrativo del Servicio Civil, Fondo 
Nacional de Bienestar Social y Superin¬ 
tendencia de Control de Cambios. 

Fusión de organismos: Fondo Rota¬ 
torio del Ministerio de Justicia y Direc¬ 
ción General de Prisiones para crear el 
Instituto Nacional Penitenciario y Car¬ 
celario (inpeq. Administración de Im¬ 
puestos Nacionales y Dirección Nacio¬ 
nal de Aduana para crear la Unidad 
Administrativa de Impuestos y Adua¬ 
na. Cambio en la naturaleza jurídica 
del Instituto de Seguros Sociales, que 
pasa a empresa comercial e industrial. 

Fuente: E/ Espectador, 1992. 


arrollo de la comunidad a nivel nacional, 
departamental o municipal. 

5. Dirección General de Asuntos Indíge¬ 
nas. Define y somete a la aprobación deí 
ministerio la política en materia indígena, 
previa concertación con las comunidades. 
Promueve acciones para que las comuni- I 
dades indígenas del país sean atendidas i 
debidamente y coordina las acciones que 
presten las entidades públicas, privadas y 
extranjeras en desarrollo de los programas 
indígenas. Ejerce la representación legal 
ante las autoridades del Estado de los 
miembros de las comunidades indígenas, 
en defensa de su integridad, el respeto de 
su identidad y autonomía cultural, y vela 
por la integridad de sus territorios, 

6. Dirección Nacional para la Atención 
de Desastres 

Organismos adscritos 

a) Establecimientos públicos 

-Archivo General de la Nación, 

-Fondo de Desarrollo Comunal. 

b) Unidad administrativa especial 

-Dirección Nacional del Derecho de Autor. 


Ministerio de hacienda 
y crédito público 

Creado por ley 7 de 1886, Reorganizado 
por decreto 080 de 1976, Reestructurado 
por decretos 1642 y 1644 de 1991. 

Funciones 

-Dirigir y desarrollar la política econé^ 
mica y fiscal del Estado. 

-Administrar y recaudar los impuestos, 
rentas, tasas, servidos, multas nadonales 
y registrar su contabilizarión. 

-Planear, administrar y controlar el sis¬ 
tema público presupuesta! del Presu¬ 
puesto General de la Nadón, de las em¬ 
presas industriales y comerdales del Es¬ 
tado y de las entidades privadas que admi¬ 
nistren fondos públicos del orden nado- 
nal. 

-Elaborar el proyecto de ley anual de 
presupuesto en coordínadón con el De¬ 
partamento Nadonal de Planeadón y los 
demás organismos a los que la ley haya 
asignado esta competencia. 

-Emitir y administrar títulos valores, 
bonos, pagarés y demás documentos de 
deuda pública. 

-Fijar pautas sobre las políticas guber¬ 
namentales en materia monetaria y de 
cambio intemadonal, coordinadamente ; 
con otros órganos competentes, 

-Ejercer la vigilanda e inspecdón admi- ; 
nistratíva sobre el banco emisor y sobre : 
las personas que realícen actividades fi- 
nanderas, aseguradoras y de cualquier | 
otra índole, reladonadas con el aprove¬ 
chamiento e inversión de los recursos pro¬ 
venientes del ahorro de terceros, 

-Otras fundones atribuidas por la Cons¬ 
titución y las leyes. 
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Estructura 

1. Despacho del Ministro. Dirige con el 
presidente de Ja República la política eco¬ 
nómica y fiscal del país. Autoriza la emi¬ 
sión de los títulos y demás documentos 
de deuda pública, así como la compra y 
la venta en el país o en el exterior de títulos 
valores del gobierno nacional. Fija las po¬ 
líticas de ¿mandamiento extemo e interno 
de la nación, de las entidades descentrali¬ 
zadas, de los distritos especiales y de las 
entidades territoriales, así como la direc¬ 
ción y consecución de sus recursos. Traza 
los lineamientos para la planeadón y con¬ 
trol del sistema público presupuestaI. 
Traza las políticas generales del ministerio 
y vela por su adecuado cumplimiento. 

2. Despacho del Viceministro. Además 
de las fundones señaladas por el ministro 
y por Jas disposidones legales, asesora al 
ministro en la formulación de la política 
del ministerio, y lo,asiste en las funciones 
de dirección, coordinación y control de la 
entidad; coordina la preparadón de los in¬ 
formes y estudios especiales que el minis¬ 
tro le designe, y dirige la elaboradón de 
k memoria anual que se debe presentar 
ai Congreso; dirige la elaboradón de infor¬ 
mes sobre el desarrollo de los planes y 
programas que deban presentarse al De¬ 
partamento Nadonal de Planeadón. 

3. Secretaría General. Además de las 
funciones asignadas por el ministro y las 
disposidones legales, elabora y presenta 
a consideradón del ministro y el vicemi¬ 
nistro los proyectos de resoludón que re¬ 
glamenten el fundonamiento interno del 
ministerio; refrenda con su firma los actos 
del ministro y el viceministro, cuando así 
se requiera; revisa y pone en considera¬ 
ción del ministro los contratos relaciona¬ 
dos con los asuntos de competenda del 
ministerio; preside las reuniones de la Co¬ 
misión de Personal y de ía Junta de Licita- 
dones y Adquisiciones del ministerio. 

4. Dirección General de Presupuesto. 
Planea, administra, ejecuta y controla el 
sistema público presupuestal del Presu¬ 
puesto General de la Nación, del presu¬ 
puesto de las empresas industriales y co¬ 
merciales del Estado y del presupuesto de 
las entidades privadas que administran 
fondos públicos del orden nacional. 

5. Dirección de Tesorería General de la 
República. Además de las fundones seña¬ 
ladas por el ministro y por las disposido¬ 
nes legales recauda, directamente o a tra¬ 
vés de terceros, y administra los ingresos 
del tesoro nacional; hace el registro de su 
contabilizado^ redbe y custodia los títu¬ 
los representativos de valores de propie¬ 
dad de la nadón, así como los títulos cons¬ 
tituidos a su favor; emite títulos valores 
de deuda pública de tesorería para el man¬ 
tenimiento de la oportunidad en los pa¬ 
gos, de conformidad con las condidones 
y requisitos establecidos por el gobierno 
nacional; solicita ía autorizadón del Cupo 
Espedal de Crédito con el Banco de la Re¬ 
pública. 


6. Dirección General de Crédito Público. 
Además de las funciones señaladas por el 
ministro y por la ley, asesora al ministro 
en todas las materias reladonadas con el 
crédito público, esperiaimente en lo rela¬ 
tivo a las políticas de financia miento in¬ 
terno y externo de la nadón, de sus enti¬ 
dades descentralizadas y territoriales; 
aprueba el anteproyecto de presupuesto 
en lo relativo al crédito público y elabora 
el relacionado con las partidas para el ser¬ 
vicio de la deuda pública; dispone y con¬ 
trola el manejo de la cuenta espedal para 
el pago del servido de la deuda externa; 
administra la deuda externa de la nación 
y lleva el registro estadístico de la misma, 
así como de la del resto del sector público; 
tramita los actos administrativos requeri¬ 
dos para la autorización y contratación de 
oper adones de crédito público de la na¬ 
ción y otras entidades públicas. 

7. Dirección General de Apoyo Fiscal. 
Asesora en la planeadón y administración 
del régimen finandero y fiscal a las entida¬ 
des territoriales, sus organismos descen¬ 
tralizados y a las entidades descentraliza¬ 
das del orden nadonal, en desarrollo de 
las técnicas tendientes a la radonalizadón, 
efidenda y eficada de dicho régimen en 
materia de privativa dón. Asesora a las en¬ 
tidades territoriales y a sus entes descen¬ 
tralizados en la realización y evaluación 
de estudios para medir y adecuar los efec¬ 
tos del régimen tributario sobre los con¬ 
tribuyentes. Prepara, elabora y propone 
al Ministerio de Hadenda y Crédito Pú¬ 
blico proyectos de ley relativos a los tribu¬ 
tos de las entidades territoriales. Actúa 
como unidad doctrinaria y estadística res¬ 
pecto a los tributos objeto de asesoría tri¬ 
butaria. 

Organismos adscritos 

a) Establecimientos públicos 

-Caja de Previsión Social de la Super- 
intendenda Bancaria. 

-Instituto Geográfico " Agustín Codazzi". 

-Comisión Nacional de Valores. 

-Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras. 

b) Superintendencias 

“Superíntendenda de Control de Cam¬ 
bios. 

-Superintendenria Bancaria (capresub). 

c) Unidades Administrativas Especíales. 

-Unidad Administrativa Especial Direc- 

dón de Impuestos Nacionales. 

-Unidad Administrativa Especial Diree- 
dón General de Aduanas. 

Organismos vinculados 

Sociedades de economía mixta 

-Bancos Central Hipotecario, Popular, 
de Colombia y del Estado, 

-Compañía de Seguros La Previsora S. A. 

-Finandera de Desarrollo Territorial 
S.A. (FINPETER). 

-Fiduciaria La Previsora. 

-Entidades Financieras Nacionalizadas. 


MINISTERIO DE JUSTICIA 

Creado por ley 13 de 1890. Reorganizado 
por decreto 576 de 1974. 

Funciones 

-Preparar y formular la política del Es¬ 
tado dirigida a administrar pronta y cum¬ 
plida justicia en toda la República, así 
como elaborar planes y programas ten¬ 
dientes a este fin y vigilar su ejecución. 

-Velar porque el Ministerio Público y la 
Fiscalía General de la Nación ejerzan efi¬ 
cazmente sus funciones. 

-Proyectar las reformas legislativas ne¬ 
cesarias para una mejor admínistradón de 
justicia. 

-Preparar y formular políticas de pre- 
vendón de la delincuencia, y dirigir y 
coordinar su ejecución de conformidad 
con los preceptos legales. 

-Organizar, administrar y vigilar los es¬ 
tablecimientos de detención, penas y me¬ 
didas de seguridad, así como dirigir y su¬ 
pervisar los servicios médico-legales que 
requiera la administración de justicia. 

-Cumplir las fundones que la ley y los 
reglamentos le señalen para la administra¬ 
ción de la carrera judidal. 

-Atender por intermedio de la superin¬ 
tendenda de] ramo la correcta y eficaz 
prestadón de los servidos de notariado y 
registro. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Designado por 
el presidente de la República. Formula y 
dirige la política nacional en materia de 
admínistradón de justiria, de conformi¬ 
dad con la Constitución y las leyes y, en 
espedal, de acuerdo con lo previsto en el 
decreto-ley 1050 de 1968. 

2. Despacho del Viceministro. Nom¬ 
brado por el presidente de la República. 
Sus actividades están orientadas a la direc¬ 
ción y supervisión de las ofidnas de inves- 
tigadones socio-jurídicas y de prevendón 
deí delito, de estupefadentes y de la Divi¬ 
sión de Comisarías Nacionales de Policía; 
además de las funciones previstas en el 
decreto-ley 1050 de 1968. 

3. Secretaría General. Además de las 
fundones asignadas por el decreto-ley 
1050 de 1968, supervisa y dirige las Ofici¬ 
nas Jurídicas y de Planeadón y las divisio¬ 
nes de personal y administrativas del mi¬ 
nisterio. 

4. Dirección Nadonal de Prisiones. 
Presta a la rama jurisdiccional los auxilios 
necesarios para la ejecudón de sus provi- 
dendas, imposición de penas y aplicadón 
de medidas de seguridad. Ejecuta la polí¬ 
tica penitenciaria que el Congreso y el go¬ 
bierno, conforme a sus facultades, adop¬ 
ten sobre esta materia. Dirige, administra 
y vigila los establecimientos de detendón, 
penas y medidas de seguridad a cargo del 
ministerio y supervisa el funcionamiento 
de los demás establedmíentos carcelarios 
del país. 
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ESTRUCTURA DEL MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE 



Fuente: Eí Tiempo, 1993 


5. División de Medicina Legal Especial 
mente ejeme la fundón de velar porque 
se preste a las autoridades judiciales, ad¬ 
ministrativas y al Ministerio Público, los 
auxilios médicos legales y de laboratorio 
necesarios para el cumplimiento de sus 
funciones, 

ó. División de Asistencia a la Rama Ju¬ 
risdiccional. Atiende todo lo concerniente 
a la administradón de la carrera judicial, 
y cumple las funciones que en relación 
con la profesión de abogado le señalen las 
disposiciones legales y el Ministerio de 
justicia. Colabora con el Fondo Rotatorio 
en el suministro a la rama jurisdiccional 
de locales, dotaciones y elementos para 
desarrollar sus actividades. 

Organismos adscritos 

a) Es tablea m lentos públicos 

-Fondo Nacional de Notariado, 

-Fondo Rotatorio del Ministerio de Jus¬ 
ticia, 

b) Superintendencia de Notariado y Re¬ 
gistro, 


MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA 

Organizado como Ministerio de Minas y 
Petróleos mediante decreto 968 de 1940, 
se modificó su denominación por la de 
Ministerio de Minas y Energía por decreto 
636 de 1974. Reorganizado por ley 1 de 
1984* Reestructurado por decreto 2659 de 
1988. 

Funciones 

-Adoptar la política nacional en lo rela¬ 
tivo a la exploración, explotación, transpor¬ 
te, refinanciarión y en general textos los as¬ 
pectos relacionados con los minerales e 
hidrocarburos en materia de electricidad. 
También, todo lo correspondiente al apro¬ 
vechamiento de los recursos naturales re¬ 
novables y las fuentes energéticas del país 
en concordancia con los planes generales 
de desarrollo, 

-Realizar, directamente o a través de or¬ 
ganismos adscritos o vinculados, investi¬ 
gaciones geológicas, exploraciones técni¬ 
cas y estudios económicos sobre los recur¬ 
sos mineros, hidrocarburos y los recursos 
hidroeléctricos existentes en el país, con 
el fin de tener un mejor conocimiento de 
los mismos. 

-Reglamentar y hacer cumplir disposi¬ 
ciones constitucionales, legales y regla¬ 
mentarias relacionadas con la explotación, 
procesamiento y comercialización de los 
recursos no renovables, así como las rela¬ 
tivas a generación, distribución y control 
técnico de la energía eléctrica* 

-Aprobar o improbar, de acuerdo con 
las disposiciones pertinentes y en coordi¬ 
nación con las entidades oficiales corres¬ 
pondientes, los proyectos de inversión de 
capitales extranjeros en las actividades mi¬ 
neras y petroleras. Así mismo, calificar las 


inversiones y controlar el movimiento de 
los capitales extranjeros vinculados a las 
industrias de petróleos* 

-Conocer y tramitar las actividades, 
propuestas de permisos, aportes, arrenda¬ 
mientos, concesiones y licencias para la 
exploración y explotación de minerales, y 
expedir y celebrar los actos unilaterales y 
bilaterales que definan estas peticiones. 

-Orientar, coordinar y evaluar los pla¬ 
nes que en el campo de la electricidad se 
establezcan a nivel regional, nacional e in¬ 
ternación al, a partir de 115 vatios, 

-Vigilar que las exploraciones mineras 
y de hidrocarburos se realicen técnicamen¬ 
te, ya sean adelantadas en áreas públicas 
o privadas. 

-Otras funciones asignadas por el de¬ 
creto-ley 1050 de 1968. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Además de 
cumplir las funciones establecidas por el 
decreto-ley 1050 de 1968, desempeña las 
conferidas por el presidente de la Repú¬ 
blica y por la ley, y vigila el cumplimiento 
de funciones otorgadas a las distintas de¬ 
pendencias del ministerio; dirige, coor¬ 
dina y controla el funcionamiento de los 
organismos del sector adscritos o vincula¬ 
dos a este ministerio; suscribe a nombre 
de la nación los contratos concernientes 
al desarrollo de las funciones del ministe¬ 
rio, tanto en lo relativo al cumplimiento 
de sus objetivos como al funcionamiento 
del mismo; vigila la ejecución presupues¬ 
ta!. 


2. Despacho del Viceministro, Nom¬ 
brado directamente por el presidente de 
la República. Asesora al ministro en la ela¬ 
boración de las políticas del sector* Coor¬ 
dina y dirige proyectos y programas estra¬ 
tégicos del mismo. Suple al ministro en 
sus fallas temporales, y lo representa en 
los consejos y juntas adscritas al sector. 
Asiste al ministro en sus relaciones con el 
Congreso y vigila el trámite de los proyec¬ 
tos de ley relacionados con el sector. Di¬ 
rige la elaboración de informes que deban 
presentarse al Departamento Nacional de 
Planeadón, concernientes al desarrollo de 
los planes y programas del sector. 

3. Secretaría General. Refrenda con su 
firma los actos del ministro. Vela por el 
cumplimiento y desempeño de las funcio¬ 
nes, de acuerdo con las normas legales 
relativas a la estructura del ministerio. Ela¬ 
bora o revisa los decretos, resoluciones y 
contratos que deban someterse a la apro¬ 
bación del ministro* Asegura la orienta¬ 
ción técnica y la continuidad en la presta¬ 
ción de los servicios y la ejecución de los 
programas. Tramita los contratos que 
deba suscribir el ministro, y lo representa 
en ios asuntos de carácter técnico o admi¬ 
nistrativo que éste le determine. 

4. Dirección General de Minas. División 
de Fiscalización de Minas. Sección de Ins¬ 
pección y Vigilancia, Inspecciona y vigila 
la exploración de los yacimientos mineros 
para que se realicen técnicamente, evi¬ 
tando así el agotamiento prematuro de las 
reservas. Inspecciona y vigila las operacio¬ 
nes mineras para que se realicen con un 
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mínimo de impacto ambiental y máxima 
seguridad en las explotaciones. Controla 
el desperdicio físico y económico de las 
reservas mineras. 

5. Dirección General de Asuntos Lega¬ 
les, División de Minas. Sección de Licen¬ 
cia s, Exploración y Explotación. Dirige y 
coordina el trámite de las licencias de ex¬ 
pío tarión, y elabora los actos administrati¬ 
vos para el otorgamiento de las mismas. 
Vigila el cumplimiento de las obligaciones 
legales derivadas del otorgamiento de las 
licencias por parte de los beneficiarios de 
las mismas, y proyecta los actos adminis¬ 
trativos derivados del incumplimiento. 

Organismos adscritos 

Establecimientos públicos 

-Instituto Nacional de Investigaciones 
GeoJógico-Mineras (INGEOMINas) , 

-Instituto de Asuntos Nucleares (IAN). 

-Instituto Colombiano de Energía Eléc¬ 
trica (ICEL), 

-Corporación Eléctrica de la Costa 
Atlántica (CORBLCA). 

Organismos vinculados 

Empresas industriales y comerciales del 
Estado 

-Empresa Colombiana de Petróleos 
[ECOPETROL). 

-Empresa Colombiana de Minas (ECO- 
MINAS). 

-Financiera Energética Nacional S. A. (FEN), 

-Compañía Colombiana de Uranio S.A. 
(COLURANIO). 

-Carbones de Colombia S.A. ícarbocol). 

-Interconexión Eléctrica S.A. <isa). 


Ministerio de Obras Públicas 
y Transporte 

Creado mediante decreto 007 de 1905 como 
Ministerio de Obras Públicas, Reorganizado 
por decreto 1173 de 1980, se modificó su 
denominación por la de Ministerio de Obras 
Públicas y Transporte. 

Funciones 

-Trazar y orientar los planes y progra¬ 
mas de financiamiento e inversión para la 
construcción y mantenimiento de la infra¬ 
estructura vial, así como para la infraes¬ 
tructura de ios proyectos del Fondo Vial 
Nacional. 

-Ejecutar, controlar y evaluarlos planes 
y programaste construcción, conserva¬ 
ción y mejoramiento de las carreteras na¬ 
cionales, vías de acceso, variantes y puen- 
: tes, así como lo relativo al mejoramiento 
y conservación de las vías y puertos fluvia¬ 
les de Colombia, 

-Elaborar planes y programas para la 
construcción, adquisición y diseño de los 
inmuebles que requiera para su servicio 
la nación, así como su conservación y ad¬ 
ministración. 


-Establecer, dirigir y coordinar los pla¬ 
nes y programas tendientes a regular y 
controlar las distintas modalidades del 
transporte terrestre, marítimo y fluvial, 
así como el establecimiento de tarifas de 
pasajeros. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro, Además de las 
funciones previstas en el decreto-ley 1050 
de 1%8, formula, orienta, coordina y pro¬ 
mueve las políticas en materia de carrete¬ 
ras y obras complementarias, caprinos ve¬ 
cinales, navegación fluvial, puertos, ferro¬ 
carriles, transporte terrestre, marítimo y 
fluvial; lo relativo a los inmuebles de la 
nación, y lo concerniente a la distribución 
y recaudo de la contribución nacional de 
valorización, las tarifas de peajes y tarifas 
de pasajeros y carga en las modalidades 
de transporte terrestre y fluvial; vigila y 
ejecuta estas políticas; suscribe a nombre 
de la nación los contratos relacionados con 
el desarrollo de los diferentes aspectos 
propios del ministerio; regula y autoriza 
las construcciones que se ejecuten en los 
predios colindantes con la zona de las ca¬ 
rreteras nacionales. Siempre y cuando no 
se afecte el uso de las mismas; regula el 
funcionamiento del Fondo Rotatorio Na¬ 
cional de Valorización, con sujeción a las 
disposiciones generales normativas del 
presupuesto nacional. Dicta las resolucio¬ 
nes sobre la distribución y contribución 
nacional de valorización, así como la reso¬ 
lución de los recursos pertinentes, 

2, Despacho del Viceministro. Además 
de las fundones asignadas por el decreto- 
ley 1050 de 1968, coordina la formulación 
de los planes y programas de los organis¬ 
mos adscritos y vinculados; asesora al mi¬ 
nistro en la formulación de las políticas y 
ejecución de los planes de acción que de¬ 
ban desarrollar los organismos que inte¬ 
gran el sector. 

3, Secretaría Técnica. El secretario téc¬ 
nico tiene en el escalafón de la administra¬ 
ción el mismo nivel y grado del secretario 
General. Coordina y controla el desarrollo 
de las actividades necesarias para la cons¬ 
trucción, mejoramiento y conservación de 
las carreteras nacionales, así como el me¬ 
joramiento y conservación de las vías y 
puertos fluviales del país; y la construc- 
dón, conservadón, mantenimiento y ad¬ 
ministración de los inmuebles de la na¬ 
ción. Dirige y controla la ínterventoría de 
las obras. Dirige y controla las actividades 
relacionadas con la contríbudón nacional 
de valorizadón, el peaje y los programas 
de inversión que se desarrollen con el pro¬ 
ducto de éstos. 

4. Direcdón de Carreteras, Ejecuta la 
política sobre construcción, conservación 
e ínterventoría de carreteras nadonales, 
así como la contribución de valorización; 
dirige y controla las actividades relaciona¬ 
das con la contribución, elaboración y eje- 
cudón de programas de inversión en ca¬ 
rreteras, puertos y vías fluviales, así como 


de los inmuebles nacionales; redbe y 
aprueba, a nombre del ministerio o del 
Fondo Vial Nacional, los estudios, proyec¬ 
tos y obras de carreteras ejecutadas me¬ 
diante contrato, así como la expedición de 
las constancias correspondientes. 

5. Dirección de Inmuebles Nadonales, 
Dirige, elabora, ejecuta y controla los pla¬ 
nes y programas sobre construcción, res- ' 
tauración, conservación, destinación y 
uso de los inmuebles de propiedad del 
Estado; programa, dirige y construye edi- 
fidos nacionales; dirige y controla las acti¬ 
vidades relacionadas con las licitaciones, ¡ 
contratos y concursos de las obras. 

6. Secretaría General. Además de las 
fundones señaladas por el artículo 14 del 
decreto-ley 1050 de 1968, dirige, coordina, 
ejecuta y controla por intermedio de sus 
dependencias las actividades administra¬ 
tivas del ministerio; dirige, en forma coor¬ 
dinada con la Secretaría Técnica y la Ofi- 
dna de Planeadón, la elaboradón de los 
proyectos de presupuesto de inversión y 
de fundonamiento del ministerio, del 
Fondo Vial Nacional y del Fondo de In¬ 
muebles Nadonales; dirige y controla las 
actividades relacionadas con las licitacio¬ 
nes, contratos y concursos de las obras. 

7. Direcdón de Licitaciones y Contratos. 
Dirige, coordina y controla la ejecución 
del presupuesto del ministerio, del Fondo 
Vial Nacional, del Fondo de Inmuebles 
Nadonales y del Fondo Rotatorio Nado- 
nal de Valorización; lleva los registros co¬ 
rrespondientes y presenta los informes so¬ 
bre el ejercicio presupuesta!, dirige, pro¬ 
grama, ejecuta y controla las adquisiciones 
de bienes muebles y elementos de con¬ 
sumo que requieran las distintas depen¬ 
dencias del ministerio, y supervisa y con¬ 
trola su redbo, almacenaje y distribución, 

8. Dirección de Relaciones Industríales. 
Ejecuta la política en materia de adminis¬ 
tración y manejo de personal, de confor¬ 
midad con las normas legales y convencio¬ 
nes laborales vigentes; dirige y vigila las 
relaciones laborales colectivas; atiende los 
procesos laborales en que sean parte el 
ministerio, el Fondo Vial Nacional y el 
Fondo de Inmuebles Nadonales; ejerce la 
representaron legal, por delegación ex¬ 
presa del ministro. Elabora el reglamento 
interno de trabajo para los fundonarios 
del ministerio y la vigilanda de su cabal 
cumplimiento. 

Organismos adscritos 

-Fondo Vial Nacional. 

-Fondo Nacional de Caminos Vecinales. 

—Fondo de Inmuebles Nacionales, 

™ Ins ti tu to Nadun al de Transporte (ESTIRA}. 

-Centro Interamericano de Foto Inter¬ 
pretación, 

Organismos vinculados 

-Ferrocarriles Nacionales. 

-Puertos de Colombia, 

—Empresa Colombiana de Vías Férreas 

(FERROVIAS), 
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-Empresa Marítima y Fluvial Colom¬ 
biana S.A, 

-Sociedad Colombiana de Transporte 
Ferroviario. 


MINISTERIO DE RELACIONES 

Exteriores 

Creado por ley 7 de 1886. Organizado por 
decreto 2017 de 1968* Reestructurado por 
ley 11 de 1991. 

Funciones 

-Estudiar y ejecutar la política interna¬ 
cional del gobierno y mantener relaciones 
con los organismos internacionales. 

-Mantener relaciones de todo orden con 
los demás Estados por medio de las repre¬ 
sentaciones diplomáticas y consulares que 
acredíten ante ellos o que sean acreditadas 
en Colombia. 

-Negociar y celebrar tratados y conve¬ 
nios y vigilar su ejecución. 

-Proteger los intereses del país y de sus 
nacionales en el exterior. 

-Atender lo relativo a naturalización de 
extranjeros, definición de la nacionalidad, 
pasaportes y autorización de entrada de 
extranjeros al país. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro. Nombrado por 
el presidente de la República. Tiene a su 
cargo las funciones asignadas por la Cons¬ 
titución, las leyes y las señaladas por el 
presidente de la República. 

2. Despacho del Viceministro. Nom¬ 
brado directamente por el presidente de 
la República; coordina las relaciones de los 
viceministros de Asuntos Políticos Inter¬ 
nacionales y Asuntos Económicos Interna¬ 
cionales de ese ministerio; asiste al minis¬ 
tro en las funciones de dirección y coordi¬ 
nación del ministerio; coordina las relacio¬ 
nes de ese organismo con las demás enti¬ 
dades públicas y el sector privado, para 
la adecuada ejecución de los asuntos polí¬ 
ticos y económicos internacionales. 

3. Despacho del Viceministro de Asun¬ 
tos Políticos Internacionales. Asiste al mi¬ 
nistro en el estudio y ejecución de los asun¬ 
tos de carácter político internacional; pre¬ 
senta iniciativas al ministro sobre el des¬ 
arrollo de la política exterior; supervisa 
y participa en la negociación de los trata¬ 
dos internacionales del área de su compe¬ 
tencia y rinde su concepto al ministro so¬ 
bre la oportunidad y conveniencia de sus¬ 
cripción o terminación de los mismos. 

4. Despacho dei Viceministro de Asun¬ 
tos Económicos Internacionales. Asiste al 
ministro en el estudio y ejecución de la 
política económica internacional Pre¬ 
senta iniciativas al ministro sobre el desa¬ 
rrollo de la política comercial, financiera 
e internacional, y estudia los informes 
que las dependencias a su cargo deban 
rendir al ministro; supervisa y participa 


en la negociación de tratados internacio¬ 
nales del área de su competencia y rinde 
su concepto al ministro sobre su conve¬ 
niencia. 

5. Dirección General de Asuntos Políti¬ 
cos Multilaterales. Transmite a las repre¬ 
sentaciones de Colombia ante los organis¬ 
mos y conferencias internacionales la 
orientación del gobierno sobre su política 
en el ámbito multilateral. Coordina las ac¬ 
tividades propias de la política exterior en 
las misiones diplomáticas de Colombia 
ante organismos internacionales. Coor¬ 
dina las relaciones con organismos multi¬ 
laterales. 

6. Dirección General de Asuntos Políti¬ 
cos Bilaterales. Transmite a las misiones 
diplomáticas y consulares de Colombia en 
el exterior la orientación del gobierno so¬ 
bre su política internacional y prepara las 
instrucciones correspondientes. Presenta 
al viceministro del área las iniciativas ten¬ 
dientes a que la política exterior bilateral 
señalada por el gobierno tenga la coheren¬ 
cia y eficiencia necesarias. Coordina las 
actividades propias de las misiones diplo¬ 
máticas y consulares. 

7. Dirección General de Asuntos Eco¬ 
nómicos Multilaterales. Transmite a las re¬ 
presentaciones de Colombia ante los orga¬ 
nismos y conferencias internacionales la 
orientación del gobierno sobre la política 
comercial, financiera y económica interna¬ 
cional; coordina las actividades propias de 
la política comercial, financiera y econó¬ 
mica internacional en las misiones diplo¬ 
máticas de Colombia, ante los organismos 
internacionales, 

8. Dirección General de Asuntos Eco¬ 
nómicos Bilaterales. Transmite a las misio¬ 
nes diplomáticas y consulares de Colom¬ 
bia en el exterior la orientación del go¬ 
bierno sobre su política económica inter¬ 
nacional y prepara las instrucciones co¬ 
rrespondientes; coordina las actividades 
propias de las misiones diplomáticas y 
consulares para que la gestión económica 
correspondiente se articule en un propó¬ 
sito conjunto. 

9. Secretaría General. Vela por el cum¬ 
plimiento de las normas legales orgánicas 
del ministerio y coordina la actividad de 
las distintas dependencias; revisa los pro¬ 
yectos de decretos o resoluciones que de¬ 
ban ser aprobados por el ministro; dirige 
de acuerdo con la Subsecretaría de Asun¬ 
tos Administrativos la elaboración de los 
proyectos de presupuesto de inversión y 
funcionamiento del ministerio. 

Organismo adscrito 

-Fondo Rotatorio del Ministerio de Rela¬ 
ciones Exteriores (establecimiento público). 


MINISTERIO DE SALUD 

La ley 27 de 1946 creó el Ministerio de 
Higiene. Mediante decreto 121 de 1976 se 


revisó su organización administrativa y se 
modificó su denominación por la de Mi¬ 
nisterio de Salud. El decreto 1471 de 1990 
cambió su estructura orgánica y la ley 10 
de 1990 reorganizó el Sistema Nacional de 
Salud. 

El Ministerio de Salud formula políticas 
y dicta las normas cien tí fi t o-a d ministra ti - 
vas que deben cumplir las entidades que 
integran el Sistema Nacional de Salud. 
Este sistema tiene por objeto la prestación 
integral de los servidos de salud en el ám¬ 
bito nacional, encaminado fundamental- i 
mente al fomento, prevención, trata¬ 
miento y rehabilitación de la población co¬ 
lombiana. De éste hacen parte el conjunto 
de entidades públicas y privadas del sector 
salud, como también las entidades de 
otros sectores que inciden en los factores 
i de riesgo para la salud. 

Funciones 

-Formular y adoptar la política para el 
sistema de saíud, de acuerdo con los pla¬ 
nes y programas de desarrollo económico 
y social y vigilar su cumplimiento. 

-Elaborar los planes y programas de 
este sector que deban ser incorporados al 
Plan Nacional de Desarrollo Económico y 
Sodal. 

-Expedir la normatividad científica re¬ 
guladora de la calidad de los servicios y 
los factores de riesgo de obligatorio cum¬ 
plimiento en todas las instituciones del 
sector, 

-Autorizar a las fundaciones o institu¬ 
ciones de utilidad común sin ánimo de 
lucro, así como a las personas jurídicas 
privadas, la prestación de los servicios de 
salud, 

-Asesorar directamente o a través de 
otras entidades de cualquier nivel admi¬ 
nistrativo a los organismos del sector sa¬ 
lud. 

-Otras funciones asignadas por el ar¬ 
tículo 3 del decreto-ley 1050 de 1968. 

Estructura 

1, Despacho del Ministro. La dirección de 
este ministerio y del sistema de salud co¬ 
rresponde al ministro de Salud, quien ade¬ 
más de las funciones conferidas por el ar¬ 
tículo 12 del decreto-ley 1050 de 1968, 
orienta y dirige la elaboración de los pla¬ 
nes, programas y proyectos de desarrollo 
del sector; vigila el cumplimiento por parte 
de las entidades que integran el sector de 
la normatividad constitucional y legal, así 
como de las disposiciones administrativas 
pertinentes. 

2, Despacho del Viceministro. Además 
de las funciones atribuidas por el artículo 
13 del decreto-ley 1050 de 1968, dirige, 
coordina y controla las oficinas adscritas 
. a su despacho. 

3, Secretaría General. Además de las 
funciones atribuidas por el artículo 14 del 
decreto-ley 1050 de 1968, dirige, coordina 
y controla las dependencias adscritas a su 
despacho. 
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4. Dirección General Administrativa* 
Propone planes de acción para trazar las 
políticas en materia administrativa; vigila 
el cumplimiento de las normas adminis¬ 
trativas de obligatoria observancia por las 
entidades públicas que conforman el sec¬ 
tor; prepara los proyectos de decretos, re¬ 
soluciones y demás actos de carácter admi¬ 
nistrativo que deban ser aprobados por 
las instancias competentes; formula la po¬ 
lítica de desarrollo institucional y esta¬ 
blece las normas, procedimientos y siste¬ 
mas administrativos tendientes a optimi¬ 
zar la gestión y la modernización institu¬ 
cional y sectorial. 

5. Dirección General Técnica. Expide 
normas, estimula procedimientos y 
orienta los proyectos de planes y progra¬ 
mas dirigidos al fomento de la salud, pre- 

1 vención de enfermedades, tratamiento, 
rehabilitación, prevención y control de las 
facultades de riesgo; prepara los proyectos 
de decretos, resoluciones y demás actos 
de carácter ad minis tía ti vo para someterlos 
a las instancias competentes, y autoriza 
con su firma los actos del ministerio en el 
área de su competencia. 

6. Dirección General de Planeación. For¬ 
mula los proyectos de planes y programas 
del sector salud para incorporarlos al Plan 
Nacional de Desarrollo Económico y So¬ 
cial; vigila y evalúa el desarrollo de las 
políticas, planes, programas y proyectos 
del sector; recomienda líneas de acción 
para la ejecución de los planes y progra¬ 
mas en las distintas áreas del sector; diri¬ 
ge, evalúa y controla la ejecución de los 
proyectos de funcionamiento e inversión 
del ministerio; orienta la política y el desa- 
i rollo de la investigación en el sector. 

Organismos adscritos 

-Instituto Colombiano de Bienestar Fa¬ 
miliar fICBF). 

-Fondo Nacional Hospitalario. 

-Instituto Nacional de Cancerología. 

-Instituto Nacional de Salud. 

La Superintendencia de Seguros de Sa- 
' Iud se adscribe al Ministerio de Salud, como 
un organismo con autonomía administra¬ 
tiva y financiera sin personería jurídica. 


ministerio de trabajo 

Y SEGURIDAD SOCIAL 

Creado por ley % de 1938 como Ministerio 
de Trabajo, Higiene y Previsión Social, 
Reorganizado por decreto 062 de 1976. 
Reestructurado por decreto 1422de 1989, 

Funciones 

-Formular y dirigir la política social del 
gobierno en las áreas de empleo, trabajo, 
previsión y seguridad social. 


-Elaborar en coordinación con los orga¬ 
nismos adscritos y vinculados el plan de 
desarrollo del sector, en materia de em¬ 
pleo, trabajo, previsión y seguridad social> 
para incorporarse al Plan General de De¬ 
sarrollo, 

-Proponer o expedir las normas que re¬ 
gulen el empleo, el trabajo, la previsión y 
la seguridad social en los sectores público 
y privado, y promover su cumplimiento. 
Formular y controlar la ejecución de 
planes y programasen las áreas menciona¬ 
das. 

-Participar en la formulación de las po¬ 
líticas de formación del recurso humano, 
capacitación y aprendizaje, 

-Promover y garantizar los derechos al 
trabajo, a la asociación y a la huelga, de 
conformidad con las disposiciones consti¬ 
tucionales y legales vigentes. 

Estructura 

1. Despacho del Ministro* Nombrado por 
el presidente de la República* Además de 
las funciones que le asignan la Constitu¬ 
ción, las leyes, el decreto-ley 1050 de 1968 
y las que le delega el presidente de la Re¬ 
pública, formula la política en materia de 
migraciones adoptada por el gobierno; 
ejerce la inspección y vigilancia del sector; 
dirige y aprueba los planes, programas y 
proyectos del ministerio y de las entidades 
adscritas. 

2. Despacho del Viceministro, Nom¬ 
brado por el presidente de la República, 
Además de las funciones establecidas en 
el artículo 13 del decreto-ley 1050 de 1968, 
dirige y coordina la preparación y actuali¬ 
zación de normas que regulen las activida¬ 
des de la seguridad social, el empleo y el 
trabajo; asiste al ministro en las dependen¬ 
cias centrales y regionales del ministerio; 
atiende la coordinación de los asuntos y 
compromisos internacionales del ministe¬ 
rio. 

3. Secretaría General* Sin exclusión de 
las fundones otorgadas por el decreto-ley 
1050 de 1968, dirige, coordina y controla 
las actividades reladonadas con el manejo 
de personal, los aspectos financieros y los 
servicios generales del ministerio. 

4. Dirección General de Empleo. Propo¬ 
ne, coordina y evalúa políticas globales y 
sectoriales de empleo e ingresos, acorde 
con el plan de desarrollo; formula, coor¬ 
dina y evalúa los planes y programas de 
fomento de empleo y mejoramiento de las 
condiciones de trabajo, productividad e 
ingresos, tanto de los sectores formales 
como informales; evalúa los efectos de la 
política salarial de las negociaciones colec¬ 
tivas, sobre la evolución de los salarios y 
el empleo; recomienda, coordina y evalúa 
políticas en las áreas de productividad y 
tecnología, así como su impacto sobre el 
mercado. 


5. Dirección General de Seguridad So¬ 
cial, Propone y desarrolla políticas, planes 
y programas en materia de previsión y 
seguridad social; establece procedimien¬ 
tos y propone la normatividad para el 
cumplimiento de las políticas en ese cam¬ 
po; promueve la difusión, promoción y 
capacitación en los aspectos relacionados 
con la previsión y la seguridad social; coor¬ 
dina y evalúa el funcionamiento de entida¬ 
des de previsión y seguridad social; for¬ 
mula políticas de coordinación que bus¬ 
quen la consolidación del sistema único 
de afiliación, registro y control del sistema 
de seguridad social. 

6. Dirección General de Trabajo, Pro- ¡ 
pone y desarrolla la política del gobierno 
en materia de relaciones colectivas e indi¬ 
viduales de trabajo; propone y desarrolla 
políticas, planes y programas en materia 
de trabajo en el sector informal; propone I 
mecanismos para el cumplimiento de las 
leyes reguladoras del derecho colectivo e 
individual de trabajo; garantiza la protec- j 
ción al trabajo por las entidades públicas; | 
promueve y aplica normas y procedimien¬ 
tos para garantizar los derechos de los tra¬ 
bajadores rurales; fomenta las negociacio¬ 
nes colectivas de conformidad con las nor¬ 
mas y convenios internacionales; pro¬ 
mueve la capacitación laboral y sindical; 
promueve y aplica normas que garanticen 
los derechos del menor trabajador y parti¬ 
cipa en las actividades de mediación, con¬ 
ciliación y arbitraje para la solución de los 
conflictos de trabajo. 

7* Dirección General de Inspección y Vi¬ 
gilancia, Propone, coordina y evalúa polí¬ 
ticas, planes y programas de inspección y i 
vigilancia de carácter pxeventi vo pa ra es ti- 
mular el cumplimiento de normas sobre 
empleo, trabajo y seguridad social; dirige, 
coordina y evalúa las acciones de inspec¬ 
ción y vigilancia en todo el territorio nado- | 
nal; desarrolla instrumentos para verificar I 
el cumplimiento de las disposiciones vi- 1 
gentes sobre empleo, trabajo y seguridad 
social; aplica sandones en caso de incum¬ 
plimiento de las mismas; propone modifi¬ 
caciones a las normas vigentes en las áreas j 
de competenda del ministerio. 


-Instituto de Seguros Seriales (tSS). 
-Caja Nacional de Previsión Social (c aja- 
nal). 

-Servicio Nacional de Aprendizaje {SENA). 
-Fondo de Previsión Social del Con¬ 
greso de la República 
-Fondo de Previsión Social del Artista. 

Organismo vinculado 

Promotora de Vacaciones y Recreadón 

{PROSOCIAL)* 


Organismos adscritos 
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Federalismo , centralismo 
y descentralización 


Sandra Morelli Rico 
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La organización del poder en el ám¬ 
bito territorial plantea múltiples pro¬ 
blemas, el aspecto más complejo 
surge del imperativo de encontrar un 
punto de equilibrio entre el derecho 
al autogobierno de las comunidades 
locales y la preservación de la unidad 
nacional. Se trata de conciliar los inte¬ 
reses parciales —locales— con el inte¬ 
rés general o nacional; éstos eventual¬ 
mente pueden entrar en conflicto, 
aunque no estén necesariamente con¬ 
trapuestos entre sí. 

Son múltiples las soluciones que se 
ha pretendido dar a este problema. 


pero los modelos más representativos 
son el Estado unitario y el Estado fe¬ 
deral. El primero se organiza como 
garantía del principio de unidad na¬ 
cional, ei segundo concede un espa¬ 
cio real al principio de la autonomía. 
Sin embargo, la realidad no es redu- 
cible en su totalidad a estos dos es¬ 
quemas; en la práctica existe una 
gama infinita de combinaciones, ver¬ 
bigracia, centralismo con descentrali¬ 
zación, o más específicamente, de 
unidad política y descentralización 
administrativa, o bien de autonomía 
con descentralización, o sencilla¬ 


mente de concentración o delegación, 
en el ámbito de un Estado altamente 
centralizado. Las posibilidades son 
numerosas y en la vida institucional 
es posible hallar paradojas tales como 
la de un Estado federal altamente cen¬ 
tralizado, o la de un Estado unitario 
donde se garantiza un amplio margen 
a la autonomía. 

Por lo demás, la distribución del 
poder en el territorio no se concreta 
en una dificultad solucíonable a tra¬ 
vés de tecnicismos puros; la magni¬ 
tud de los intereses en juego ha hecho 
que históricamente una u otra fór- 
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muía se constituyan en banderas po¬ 
líticas de este o aquel partido. Del 
análisis de la historia de Colombia re¬ 
sulta que la forma de Estado ha osci¬ 
lado entre el modelo federal y el uni¬ 
tario, sin que una u otra opción hayan 
sido adoptadas de manera pacífica. 

Desde los orígenes 
hasta la Independencia 

Resulta aventurado presumir la exis¬ 
tencia de un modelo de administra¬ 
ción territorial en los grupos indíge¬ 
nas residentes en el Nuevo Conti¬ 
nente a la llegada de los españoles. 
Aun las culturas que habían alcan¬ 
zado un alto grado de desarrollo, 
como la chibcha, no estaban organiza¬ 
das en estados, y el elemento consan¬ 
guíneo —el parentesco— predomi¬ 
naba sobre el aspecto territorial e ins¬ 
titucional. La base de su organización 
social era el dan o familia extensa, 
integrado por personas unidas entre 
sí por una relación de parentela pa¬ 
triarcal o matriarcal. Eí conjunto de 
clanes formaba una tribu, y la unión 
de tribus formaba una confederación. 

La conquista española y la consi¬ 
guiente acul tu rizadon a que fueron 
sometidas las civilizaciones indíge¬ 
nas, supuso la implantación de un 
nuevo sistema de gobierno y de admi¬ 
nistración territorial. Así se estableció 
un nuevo ordenamiento jurídico, ex¬ 
presamente destinado a las colonias: 
el derecho indiano. Este regularía la 
vida político administrativa de las co¬ 
lonias. La fuente principal del nuevo 
ordenamiento era el derecho castella¬ 
no, enriquecido por disposiciones es¬ 
pecíficamente destinadas a las colo¬ 
nias y con las costumbres indígenas 
que le eran compatibles. 

En el ámbito local el clan, núcleo 
de la organización social indígena, 
fue sustituido por el municipio. 
Como unidad administrativa básica, 
el municipio gozó de particular im¬ 
portancia durante este período. Su 
gobierno estaba presidido por un 
cuerpo colegiado llamado cabildo, 
concejo municipal o ayuntamiento. 
Este cuerpo cumplía principalmente 
funciones jurisdiccionales y guberna¬ 
tivas; los respectivos actos, llamados 
acuerdos, podían ser impugnados 
ante las audiencias. 

La legislación preveía dos tipos de 
cabildos: ordinario y abierto. En el 
primero participaban los alcaldes or¬ 
dinarios, los regidores, el gobernador 
—si estaba presente en el lugar—los 
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oficíales reales y el alférez real. En 
cambio en el cabildo abierto, institu¬ 
ción que resulta de especial interés, 
se reunía teóricamente la totalidad de 
los residentes del municipio, aunque 
en verdad sólo se reunían en él las 
élites coloniales, "lo mejor y más 
sano" de los habitantes de la villa. El 
cabildo abierto estaba previsto sólo en 
casos excepcionales, y cada vez fue¬ 
ron más frecuentes las disposiciones 
orientadas a impedir su convocación, 
arguyendo motivos de orden público. 

Los cabildos eran la máxima autori¬ 
dad de los municipios, y contaban 
con dos alcaldes y varios corregido¬ 
res; el número de estos últimos se es¬ 
tablecía de acuerdo al tipo de ciudad, 
que de acuerdo con las Leyes de In¬ 
dias se clasificaban en metropolita¬ 
nas, diocesanas, villas y lugares. 

En un marco territorial más amplio 
estaban las gobernaciones o inten¬ 
dencias, que tenían bajo su jurisdic¬ 
ción varios cabildos y contaban con 
una capital donde residía el goberna¬ 
dor. Este era el superior jerárquico de 
los alcaldes, titular de funciones milita¬ 
res y gubernativas, sometido al presi¬ 
dente o al virrey, máxima autoridad 
del territorio colonial Existían también 
divisiones territoriales con fines espe¬ 
ciales, ya fueran comerciales —co¬ 
mandancias generales— o militares 
~ca p i ta n ía s genera les—, 

Por último encontramos un órgano 
encargado de administrar justicia, 


que en casos especiales podía ejercer 
funciones de gobierno: la Real Au¬ 
diencia, Comprendía un extenso te¬ 
rritorio formado por varias goberna¬ 
ciones, incluyendo a veces alguna ca¬ 
pitanía general. Se clasificaban en vi¬ 
rreinales, pretoriales, menores y se¬ 
cundarias, de acuerdo a la ciudad en 
que tuvieran sede y a la autoridad 
que las presidía. 

No obstante, este modelo de organi¬ 
zación territorial en ningún momento 
fue sistemático y ordenado; se carac¬ 
terizó por la multiplicidad de divisio¬ 
nes territoriales y de autoridades que 
respondían a necesidades coyuntura- 
íes y no obedecían a un plan general 
de ordenamiento territorial. 

Independencia 

Desde el momento de la independen¬ 
cia se presenta el conflicto sobre orga¬ 
nización territorial que marca la histo¬ 
ria colombiana del siglo pasado: fede¬ 
ralismo vs. centralismo. 

El centralismo proponía un Estado 
unitario, es decir, un Estado con un 
solo centro de impulsión y decisión 
política y un conjunto único de insti¬ 
tuciones de gobierno. El poder polí¬ 
tico sería detentado por un titular ex¬ 
clusivo, un gobierno que ejercería las 
fundones estatales en todo el ámbito 
territorial del país. Todos los habitan¬ 
tes del territorio nacional estarían so¬ 
metidos a un mismo régimen consti¬ 
tucional y a un orden jurídico común. 
Ei Estado unitario triunfó con la revo¬ 
lución francesa; la centralización apa¬ 
recía como un medio para eliminar 
los privilegios y garantizar la libertad 
y la igualdad de los ciudadanos, axio¬ 
mas de la filosofía política revolucio¬ 
naria. 

A este esquema se opone el sistema 
adoptado por la Constitución de Esta¬ 
dos Unidos de América en 1787, en 
la cual para garantizar las institucio¬ 
nes propias de autogobierno de cada 
una de las excolonias, y a la vez ase¬ 
gurar la existencia de un poder encar¬ 
gado de ejecutar las funciones que no 
correspondían a ios estados miem¬ 
bros, se estableció un nuevo sistema 
de ordenamiento territorial: el Estado 
federal. En él encontramos una plu¬ 
ralidad de ordenamientos constitu¬ 
cionales, subordinada a un ordena¬ 
miento superior; cada una de las uni¬ 
dades que conformaban la federación 
conservaba su propio sistema legisla¬ 
tivo, administrativo y jurisdiccional, 
a la vez que participaba en la consti¬ 
tución de los órganos de ía federación 
y en la elaboración de sus decisiones. 
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La revolución francesa y la Consti¬ 
tución americana ofrecían modelos 
institucionales a las élites criollas que 
lideraban el proceso de e maní cipa- 
don, modelos que éstas consideraron 
apropiados para sustituir el orden co¬ 
lonial vigente, y entre uno y otro se 
debatieron durante el período de 
transición comprendido entre 1810 y 
1821, 

Durante este período no se pre¬ 
senta una clara identidad ni política 
ni administrativa, las Constituciones 
de la época mezclan sin ningún dis¬ 
tingo instituciones típicamente colo¬ 
niales con otras producto del consti¬ 
tucionalismo liberal, dando lugar a si¬ 
tuaciones incongruentes. Finalmen¬ 
te, el Estado nádente adoptó la forma 
federal y en consecuencia se promul¬ 
garon varias Constituciones, 

En las primeras dos Constituciones 
de Cundinamarca, la de 1811 y la de 
1812, los artículos 54 en la primera y 
32 en la segunda establecen en lo re¬ 
lativo al ordenamiento territorial que 
las mu nicipalidades son entidades so¬ 
metidas al cabildo de cabecera. La 
Constitución de Cartagena contiene 
un capítulo dedicado a las municipa¬ 
lidades, y en el artículo 11 se especi¬ 
fica que las municipalidades son el 
concejo formado por los alcaldes para 
tutelar los intereses y los bienes pú¬ 
blicos, En la Constitución de Antío- 
quía de 1812 se dispone que las muni¬ 
cipalidades se compondrán por dos 
alcaldes ordinarios, seis regidores y 
un síndico procurador general, y se 
le asignan funciones administrativas. 
Las demás Constituciones no hacen 
referencia al tema de la división in¬ 
terna del territorio, 

RECEPCIÓN DEL MODELO 
FRANCÉS (1821 - 1863) 

La declaración definitiva de indepen¬ 
dencia inaugura una nueva concep¬ 
ción de administración local en la 
Gran Colombia, que supone la adop¬ 
ción del modelo de administración te¬ 
rritorial francés. Las principales ca¬ 
racterísticas de este modelo son, en 
primer lugar, la generalidad y unifor¬ 
midad del régimen municipal y la di¬ 
visión de todo el territorio en munici¬ 
pios, con lo que buscaban asegurar la 
unidad nacional amenazada por la di¬ 
versidad de estautos heredados del 
feudalismo y garantizar la igualdad 
jurídica de todos los habitantes, uno 
de los postulados filosóficos básicos 
de la revolución. Y en segundo lugar, 
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el origen electoral de las administra¬ 
ciones locales, aplicación de las teo¬ 
rías revolucionarias de la representa¬ 
ción y la voluntad general a nivel de 
las colectividades territoriales. Estos 
principios permanecen como una 
constante en los distintos ordena¬ 
mientos constitucionales que conoce 
Colombia a lo largo de su historia re¬ 
publicana. 

Constitución de 1821 

La Constitución de 1821 decreta: «El 
territorio de la República será divi¬ 
dido en departamentos, los departa¬ 
mentos en provincias, las provincias 
en cantones, los cantones en parro¬ 
quias». Independientemente de la 
institución de varios niveles de admi¬ 
nistración local, se reconoce el pro¬ 
pósito del legislador en el sentido de 
"generalizar'' y "uniformar" la divi¬ 
sión territorial del país, al igual que 
su respectivo régimen. Aunque se 
conservan los cabildos o municipalida¬ 
des, se especifica que «ei Congreso 
arreglará su numero, sus limitaciones 
y atribuciones y cuanto conduzca a 
su mejor administración» (artículo 
155). Finalmente el resultado es la ins¬ 
tauración de un régimen prevalente- 
mente centralista, del que desaparece 
cualquier noción de autonomía reco¬ 
nocida previamente al cabildo. 

La ley de octubre 8 de 1821 estable¬ 
ció como órganos de gobierno en el 


cantón un cabildo de origen electoral 
y dos alcaldes ordinarios designados 
por el cabildo. La Constitución dis¬ 
puso que el intendente, nombrado 
por el presidente de la República a 
nivel departamental, ejercitara el 
mando político. En la provincia esta 
función era atribuida al gobernador, 
también nombrado directamente por 
el jefe de Estado. Este es un sistema 
eminentemente centralista. El inten¬ 
dente es agente del presidente en el 
departamento, encargado de velar 
por la pronta ejecución de las decisio¬ 
nes del gobierno central, y superior 
jerárquico del gobernador. 

A nivel departamental no se con¬ 
templaba la existencia de un cuerpo 
colegiado, pero la ley de marzo 11 de 
1825 preveía la existencia de juntas 
provinciales de origen electoral. 

Constitución de 1830 

La Constitución de 1830 no varió sus- 
tanrialmente el esquema centralista. 
Dividió el territorio nacional en de¬ 
partamentos, provincias, cantones y 
parroquias. Introdujo como innova¬ 
ción la existencia de un cuerpo cole¬ 
giado a nivel departamental, la cá¬ 
mara del distrito, con la facultad de 
deliberar y decidir en materias de in¬ 
terés local del departamento. Los con¬ 
cejos municipales pasaron a ser desig¬ 
nados por el gobernador y fueron 
considerados como auxiliares de las 
cámaras del distrito. Continuaron 
existiendo las cámaras provinciales 
elegidas por una asamblea electoral. 
Como órgano ejecutivo del departa¬ 
mento se instituyó la figura del pre¬ 
fecto, agente del Ejecutivo central y 
superior jerárquico del gobernador, 
encargado del Ejecutivo provincial. 

Constitución de 1832 

El texto constitucional de 1832 ex¬ 
cluyó al departamento del mapa geo¬ 
política del país, previendo la divi¬ 
sión del territorio en provincias (ar¬ 
tículo 150), presididas por un magis¬ 
trado llamado gobernador, depen¬ 
diente del poder ejecutivo, del cual 
era su agente inmediato (artículo 
151). Además la cámara de provincia 
permaneció como órgano colegiado, 
con amplios poderes, entre otros el 
de presentar una lista de seis candida¬ 
tos para que el Ejecutivo central clh 
giera gobernador. La ley de marzo 23 
de 1832 precisó que éste gozaba de 
las mismas facultades que estaban 
previstas para el intendente, es decir, 
ejecutar y hacer que fueran respeta¬ 
das las leyes y las órdenes del poder 
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ejecutivo central. Se mantuvieron los 
trazos del sistema precedente. El go¬ 
bernador designaba al jefe político del 
respectivo cantón, órgano ejecutivo 
del mismo, quien a su vez designaba 
a los alcaldes municipales. 

Es interesante la evolución legisla¬ 
tiva de este período, en un principio 
los jefes políticos de los cantones y 
los alcaldes eran elegidos de temas 
presentadas por los concejos munici¬ 
pales al gobernador y al jefe político 
respectivamente (ley de mayo 16 de 
1836), posteriormente la ley de mayo 
26 de 1841 estableció: «Todos los jefes 
políticos [...] serán de libre nombra¬ 
miento por los gobernadores, sin ne¬ 
cesidad de presentación de terna por 
los concejos municipales» y «los alcal¬ 
des serán nombrados libremente por 
los jefes políticos» (artículo 2). De este 
modo la legitimidad de las máximas 
autoridades administrativas municipa¬ 
les no se fundaba en la voluntad 
del electorado activo, el nombra¬ 
miento derivaba de una decisión del 
poder central, sin participación de los 
órganos colegiados locales. 

Así, al concluir los once años de 
vigencia de la Constitución de la 
Nueva Granada, ya se han delineado 
con claridad los trazos esenciales del 
sistema de administración local que 
tenderán a permanecer en toda la his¬ 
toria institucional en Colombia: lor ór¬ 
ganos colegiados —de naturaleza ad¬ 
ministrativa o legislativa— son elegi¬ 
dos popularmente, y los ejecutivos 
unipersonales serán nombrados au- 
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tónomamente por el respectivo supe¬ 
rior jerárquico* 

Constitución de 1843 

La Constitución de 1843 estableció 
tres grados de administración local: 
el provincial, el cantonal y el parro¬ 
quial. El artículo 167 preveía la posi¬ 
bilidad de que el Congreso elaborara 
un estatuto especial para aquellos «lu¬ 
gares que por su aislamiento, distan¬ 
cia de las demás poblaciones, no pue¬ 
dan hacer parte de algún cantón o 
provincia, ni por su escasa población 
puedan erigirse en algún cantón o 
provincia». La máxima autoridad de 
la provincia, el gobernador, era desig¬ 
nado autónomamente por el presi¬ 
dente de la República* Se atribuía al 
gobernador la designación de la má¬ 
xima autoridad ejecutiva del distrito, 
el jefe político, quien a su vez nom¬ 
braba a los regidores, autoridad eje¬ 
cutiva de las aldeas. 

El gobernador era al mismo tiempo 
agente del presidente de la República 
en la provincia y jefe político de ésta, 
por lo tanto estaba encargado de velar 
por el respeto de las leyes nacionales 
y de la Constitución, y gozaba de ini¬ 
ciativa normativa ante la cámara pro¬ 
vincial. Esta corporación estaba en¬ 
cargada de los asuntos relativos a la 
administración municipal en ia pro¬ 
vincia, y sus miembros eran elegidos 
por las asambleas electorales de cada 


cantón* En cada distrito parroquial se 
instituyó un cabildo encargado de los 
asuntos relativos a la administración 
municipal en el respectivo distrito. 

Hasta aquí nos hemos ocupado de 
un período conocido por la doctrina 
como prevalecientemente centralista; 
la falta de reconocimiento de persona¬ 
lidad jurídica a la provincia justifica 
tal afirmación. Este carácter se re¬ 
fuerza por la existencia de órganos 
ejecutivos dispuestos en todos los ni¬ 
veles de la administración, y unidos 
entre sí por relaciones de dependen¬ 
cia y subordinación, dando lugar a 
un sistema completamente jerarqui¬ 
zado y piramidal. 

Constitución de 1853 

La Constitución de 1853 inauguró un 
período interesante en materia de au¬ 
tonomía local y descentralización. 
Gracias a la vigencia de este texto las 
provincias adoptaron su propio esta¬ 
tuto constitucional, en virtud del ar¬ 
tículo 48: «Cada provincia tiene el po¬ 
der constitucional bastante para dis¬ 
poner lo que juzgue conveniente a su 
organización, régimen y administra¬ 
ción interior, respecto de los cuales 
es imprescindible y absoluta la obliga¬ 
ción de conformarse a lo que sobre 
ello dispongan esta Constitución y las 
leyes». Así las provincias gozaban de 
amplío margen de libertad para regu¬ 
lar su ordenamiento interno, pero no 
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podían atentar los límites impuestos 
por la Constitución y las leyes* La 
Constitución Nacional, entonces, es¬ 
tablecía los órganos de gobierno de 
la provincia: el gobernador y la legis¬ 
latura provincial. 

En el capítulo relativo al régimen 
territorial, la Constitución de 1853 
precisaba que el territorio de la repú¬ 
blica continuaría dividido en provin¬ 
cias, con el fin de administrar los in¬ 
tereses nacionales; éstas, a su vez, es¬ 
tarían formadas por distritos parro¬ 
quiales. El mapa geopolítica, podía, 
en todo caso, ser modificado por leyes 
generales con fines fiscales, políticos 
y judiciales. Las ordenanzas, normas 
provinciales expedidas por la cámara 
provincial, versarían sobre la gestión 
de la administración territorial. Final¬ 
mente, la Constitución disponía que 
la Guajira, el Caquetá y otros territo¬ 
rios poblados por habitantes no "civi¬ 
lizados", podrían someterse a estatu¬ 
tos especiales. 

En ejercicio de las competencias 
que les atribuía la Constitución, las 
provincias procedieron a expedir sus 
propios ordenamientos constitucio¬ 
nales, que a pesar de algunas peculia¬ 
ridades se caracterizaron por la adop¬ 
ción de un sistema de administración 
local según el cual el territorio de la 
provincia se dividía en distritos pa¬ 
rroquiales. En los distritos había un 
cuerpo colegiado con funciones legis¬ 
lativas, el cabildo, y un Ejecutivo uni¬ 
personal, el alcalde, jefe de la admi¬ 
nistración municipal y representante 
del gobernador en el municipio. Por 
consiguiente, es posible afimar que 
entre 1853 y 1858, a pesar de la ten¬ 
dencia deseentralizadora proclamada 
por la Constitución, se impuso en el 
territorio nacional un modelo de ad¬ 
ministración territorial con tenden¬ 
cias a la generalidad y íauniformidad. 


Con relación a la máxima autoridad 
ejecutiva de la provincia, el goberna¬ 
dor, se introdujo una importante mo¬ 
dificación. A pesar de conservar su 
carácter de agente del presidente en 
la provincia, debía ser elegido por los 
ciudadanos de los distritos parroquia¬ 
les respectivos, tal como lo expresa el 
artículo 62 del decreto promulgado 
en junio 16 de 1855. Así mismo, la 
Constitución rompía con el esquema 
establecido por ios ordenamientos 


anteriores y establecía la elección di¬ 
recta de ios miembros de la legislatura 
provincial, eliminando las restriccio¬ 
nes al voto hasta entonces existentes 
(el voto censitario). 

Pot acto adicional a la Constitución 
de febrero 27 de 1855, se creó el Es¬ 
tado Soberano de Panamá, com¬ 
puesto por las provincias de Panamá, 
Azuero, Veraguas y Chiriquí, con de¬ 
pendencia de la Nueva Granada úni¬ 
camente en lo referente a relaciones 



FEDERALISMO Y CENTRALISMO EN COLOMBIA 


1858 


1810 


1819 


1821 1830 18321843 


1886 

1863 


1991 

I l Centralismo 
iMSBgi Federalismo 


TVd l 1 ni 1 ismo, con t ra lisri u j 
v d i'scu n trali lición 


177 

















1 



federación Granadina. Prácticamente 
se instituyó un Estado federal inspi¬ 
rado en el modelo estadounidense; 
por consiguiente, correspondía a los 
estados federados establecer su regu¬ 
lación interna. Se reservaba al go¬ 
bierno general las relaciones interna¬ 
cionales, la defensa exterior, el orden 
interno, el crédito público, la legisla¬ 
ción civil y la penal, la moneda y otras 
materias; los demás asuntos eran 
competencia exclusiva de los estados. 

Constitución de 1863 

La Constitución de 1863 conservó el 
sistema federal establecido por la 
Constitución anterior. El artículo 16 
establecía la cláusula del residuo de 
competencias, por la cual todas las 
materias que los estados no delegaran 
expresamente en el gobierno central, 
eran de exclusiva competencia de los 
estados. 

El artículo 20 de la Constitución de 
1863 excluyó la existencia de funcio¬ 
narios federales en cada estado; sin 
embargo, seguidamente dispuso que 
los agentes de la Unión podrían ejer¬ 
cer sus funciones subordinados a las 
autoridades estatales. Por último, es¬ 
tableció que las autoridades de los es¬ 
tados también eian autoridades de la 
Unión, y que debían cumplir los de¬ 
beres que les impusieran las autorida¬ 
des federales, de conformidad con la 
Constitución y las leyes de la materia. 

Siguiendo el modelo federal, cada 
estado tenía la facultad de expedir su 
propia Constitución, en la que podía 
regular los asuntos atribuidos a su 
competencia, uno de los cuales era el 
arreglo de su organización interna. 
Esta libertad concedida a los estados 
haría suponer diversidad de regíme¬ 
nes de ordenamiento territorial, pero 
no fue así. La gran mayoría de los 
estados establecieron sistemas neta¬ 
mente centralizados, caracterizados 
por la división de todo el territorio en 
municipios sometidos a un régimen 
general y uniforme. La única excep¬ 
ción a tal modalidad fue la institución 
de las aldeas, entes territoriales con 
un menor grado de desarrollo y por 
ende, sometidos a un ordenamiento 
especial 

A la cabeza del municipio estaban 
el alcalde, que aparece siempre como 
un agente del poder ejecutivo del es¬ 
tado, además de ser la máxima auto¬ 
ridad administrativa del municipio, y 
una corporación municipal de elec¬ 
ción popular, encargada en algunos 
casos de legislar y en los más de ad¬ 
ministrar los asuntos de competencia 


exteriores, guerra, crédito nacional y 
rentas y gastos nacionales. Posterior¬ 
mente, por ley de junio 11 de 1856 se 
creó el Estado de Antíoquia, y por ley 
de mayo 13 del año siguiente el Es¬ 
tado de Santander. La división del 
país en estados federales se completó 
en 1857 con la creación de los estados 
de Cauca, Cun din amarca. Boy acá, 
Bolívar y Magdalena, Se dispuso que 
los estados federados erigidos depen¬ 
dieran de la Nueva Granada en los 
mismos asuntos ya reservados por el 
acto adicional a la Constitución que 
creó el Estado Soberano de Panamá, 
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y descentralización 


Se presentó así el absurdo de una 
Constitución que establecía un régi¬ 
men unitario para un país dividido 
en estados federados. Esta anomalía 
fue corregida por la Constitución de 
1858. 

Constitución de 1858 

En virtud de la Constitución de 1858, 
los estados de Panamá, Antioquía, 
Santander, Cauca, Cun dina marca, 
Boyacá, Bolívar y Magdalena se con¬ 
federaron a perpetuidad para formar 
una nación soberana, libre e indepen¬ 
diente, bajo la denominación de Con¬ 
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del municipio. La mayoría de las 
Constituciones establecía un nivel in¬ 
termedio entre los municipios y el es¬ 
tado, denominado en algunos casos 
departamento y en otros provincia. 
Sus principales órganos eran el pre¬ 
fecto, agente del Ejecutivo del estado 
con amplios poderes en el ámbito mu¬ 
nicipal, sobre todo respecto al alcalde 
y la corporación municipal de elec¬ 
ción popular, cuyos actos podía im¬ 
pugnar; y la cámara provincial, con 
facultades legislativas en las materias 
de su competencia. La máxima auto¬ 
ridad ejecutiva de los estados era el 
presidente, encargado de nombrar al 
prefecto y de hacer cumplir las dispo¬ 
siciones legales de la asamblea legis¬ 
lativa estatal* 

Constitución de 1886 

El movimiento de Regeneración con¬ 
cretó su ideología en la Constitución 
de 1886* Se estableció una forma de 
Estado eminentemente centralista, 
basado en los dogmas de soberanía 
nacional y unidad del Estado* El ar¬ 
tículo 1 dispuso: «La nación colom¬ 
biana se reconstituye en forma de Re¬ 
pública unitaria», y el artículo 2: «La 
soberanía reside esencial y exclusiva¬ 
mente en la Nación, y de ella emanan 
los poderes públicos que se ejercen 
en los términos que esta Constitución 
establece»* La consecuencia lógica de 


estos postulados fue la creación de 
un régimen sustancialmente centrali¬ 
zado, donde los órganos locales, pri¬ 
vados de cualquier función legislati¬ 
va, tenían naturaleza administrativa 
y estaban subordinados al control del 
Ejecutivo nacional. 

El nuevo régimen dividió adminis¬ 
trativamente el país en departamen¬ 
tos, provincias y distritos municipales 
(artículo 182). Originalmente el texto 
constitucional otorgaba al presidente 
de la República la facultad de nom¬ 
brar a los gobernadores y removerlos 
de su cargo. Ningún artículo hacía 
referencia al sistema de designación 
del alcalde, del cual sólo se precisaba 
su naturaleza de agente del goberna¬ 
dor, y dado que entre las fundones 
de este último se encontraba la de «di¬ 
rigir la acdón administrativa del de¬ 
partamento, nombrando y separando 
sus agentes», (artículo 192), parece 
posible, entonces, deducir que el Eje¬ 
cutivo departamental era el titular de 
tal atribución, tratándose de un sis¬ 
tema jerarquizado y centralista* Res¬ 
pecto a los órganos colegiados delibe¬ 
rantes, la Constitución establecía un 
concejo municipal y una asamblea de¬ 
partamental con carácter de órganos 
administrativos y, por ende, sin facul¬ 
tades legislativas. El artículo 172 dis¬ 
ponía: «Todos los ciudadanos eligen 
directamente concejeros municipales 


y diputados a las asambleas departa¬ 
mentales», pero la ley 14 de 1887 esta¬ 
bleció un régimen de excepción y auto¬ 
rizó al presidente para que integrara 
tales cuerpos, con la potestad de dele¬ 
gar esta atribución en el gobernador. 

La ley 149 de 1888, Código de régi¬ 
men político y municipal, reconfirmó 
el origen electivo de los concejos mu¬ 
nicipales y de las asambleas departa¬ 
mentales* En cambio, excluyó la elec¬ 
ción de los Ejecutivos locales; el al¬ 
calde era nombrado por el prefecto, 
jefe de la administración provincial, 
quien a su vez era designado por el 
gobernador. Se trataba de un*sistema 
piramidal y centralizado, donde sólo 
el vértice, es decir, el presidente de 
la República, era legitimado por la de¬ 
cisión del cuerpo electoral. La misma 
ley disponía en su artículo 182: «El 
territorio sometido a la jurisdicción 
del alcalde constituye con sus habi¬ 
tantes el distrito municipal o munici¬ 
pio». Sin embargo, el artículo 198 de 
esta norma determinaba que cuando 
en un distrito existiera un pueblo de 
alguna importancia, éste se debía es¬ 
tructurar en corregimiento, sometido 
a normas especíales y presidido por 
un inspector de policía dependiente 
del alcalde. El artículo 186 de la ley 
precisaba: «La ley no reconoce otros 
intereses municipales que los de los 
distritos. Las obras o establecimientos 
públicos, de la nación o del departa¬ 
mento, se consideran de Interés gene¬ 
ral para sus respectivos habitantes». 
De esta manera precluía cualquier 
manifestación de autonomía de los 
departamentos, al identificar sus inte¬ 
reses con los de la nación* 

En 1908 se modificó este régimen, 
fueron eliminadas las provincias, 
pero reaparecieron un año después 
mediante el acto legislativo de marzo 
29 de 1909* 

Reformas 

a la Constitución de 1886 

El acto legislativo número 3 de 1910 
dio al sistema de administración terri¬ 
torial muchas de sus actuales caracte¬ 
rísticas y restableció el voto popular 
y directo de los ciudadanos para la 
integración de las corporaciones ad¬ 
ministrativas departamentales y mu¬ 
ñid pales. Así mismo, en el artículo 
62 aportó algunas innovaciones res¬ 
pecto al alcalde: «En todo municipio 
habrá un alcalde que ejercerá las fun¬ 
ciones de agente del gobernador y 
que será jefe de la administración mu¬ 
nicipal», perdiendo así su carácter de 
mandatario del pueblo. 


Féd era 1 mo, cen i ra lismo 
y descentralización 
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Basada en el esquema fundamental 
de la versión original de la Constitu¬ 
ción de la República de Colombia: 
elección popular y directa de los cuer¬ 
pos colegiados municipales y depar¬ 
tamentales de naturaleza administra¬ 
tiva, y designación de los órganos eje¬ 
cutivos unipersonales del departa¬ 
mento, de la provincia y del munici¬ 
pio por parte de su respectivo supe¬ 
rior jerárquico, la ley 4 de 1913 decretó 
que en cada departamento la asam¬ 
blea departamental —-con funciones 
administrativas—fuera elegida direc¬ 
tamente por los habitantes del respec¬ 
tivo territorio, al igual que los conce¬ 
jos municipales. Dispuso que el pre¬ 
sidente de la República designara a 
ios gobernadores, y éstos, a su vez, 
a los prefectos, jefes de la administra¬ 
ción provincial; pero et gobernador 
conservó también la facultad de nom¬ 
brar a los alcaldes. 

La reforma constitucional de 1936 
introdujo un nuevo cambio en la divi¬ 
sión administrativa del territorio co¬ 
lombiano, se conservaron los depar- 

j j Federalismo, centralismo 
y de set? n tmli /a ci t Vi i 


tamentos para las zonas más desarro¬ 
lladas del país y las demás se estruc¬ 
turaron como intendencias y comisa¬ 
rías. Debido a su bajo nivel socioeco¬ 
nómico, estas últimas fueron someti¬ 
das a especial tutela por parte del go¬ 
bierno central; sus respectivos órga¬ 
nos, sin embargo, se integraron se¬ 
gún los mismos criterios instituidos 
para el departamento: el intendente 
y el comisario eran designados por el 
Ejecutivo central, los concejos inten¬ 
dencia 1 y comisaria! eran elegidos por 
el cuerpo electoral* 

Sólo hasta 1945 las intendencias y 
comisarías fueron divididas en muni¬ 
cipios. Ese mismo año Bogotá se orga¬ 
nizó como «Distrito Especial, sin suje¬ 
ción al régimen municipal ordinario, 
dentro de las condiciones que fije la 
ley..*». No está de más recordar que 
el sistema de organización concebido 
sobre la base de un cuerpo colegiado 
de tipo electivo y de un Ejecutivo uni¬ 
personal, se conserva tanto para los 
municipios como para los departa¬ 
mentos. 


El acto legislativo número 2 de 1954 
atribuyó al presidente de la República 
y a la Asamblea Nacional Constitu¬ 
yente, poderes conjuntos con el fin 
de designar a los miembros de los 
concejos administrativos que debían 
cumplir las funciones antes corres¬ 
pondientes a las asambleas departa¬ 
mentales* También los concejos mu¬ 
nicipales desaparecieron y se crearon 
cuerpos administrativos. La selección 
de los miembros de estas corporacio¬ 
nes correspondía, por una parte, al 
presidente de la República y por la 
otra, al consejo administrativo depar¬ 
tamental. El plebiscito de 1957 resta¬ 
bleció el esquema que regía anterior¬ 
mente: órgano ejecutivo designado 
por el respectivo superior jerárquico, 
y corporaciones administrativas ele¬ 
gidas popularmente. 

La reforma de 1968 conservó las ca¬ 
racterísticas esenciales del sistema co¬ 
lombiano, en ella se lee: «Son entida¬ 
des territoriales de la República, los 
departamentos, las intendencias y las 
comisarías y los municipios o distritos 
municipales en que se dividen aque¬ 
llos o ésta». El alcalde y los concejos 
municipales siguen siendo la cons¬ 
tante del sistema. 

La reforma constitucional de 1986 
implicó una ruptura del sistema rígi¬ 
damente centralizado, introdujo la 
elección popular de alcaldes y previo 
la existencia de un sistema de demo¬ 
cracia directa: la consulta popular. El 
alcalde dejó de ser agente del gober¬ 
nador y conservó su investidura 
como jefe de la administración muni¬ 
cipal* Se mantuvo, sin embargo, el 
sistema anterior a nivel departamen¬ 
tal: designación del gobernador por 
el presidente y elección popular de la 
asamblea departamental* 

Finalmente la Constitución de 1991 
prevé la elección popular de goberna¬ 
dores, dejándolos como agentes del 
presidente sólo en los casos de orden 
público. 
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Gobernantes de Colombia 


Camilo Calderón 


1. JOSE MIGUEL PEY DE ANDRADE 


20,07,1810 - 22,11,1810 
22.11,1810-27,02.1811 
25.01.1815-28,03.2815 
29,03,1815 - 28,07,1815 
2807.1815-15,11,1815 
30.04.1831-03.05.1831 


Vicepresidente Junta Suprema 
Presidente Cuerpo Ejecutivo 
Triunviro 

Triunviro Presidente 
Triunviro 

Ejecutivo Plural (Guerra) 


2, JORGE JADEO LOZANO DE PERALTA 
GONZALEZ-M ANRIQU E 

27.02.1811 - 30.03.1811 Presidente Colegio Electoral 

Constituyente 

30.03.1811-19.09,1811 


3. ANTONIO NARIÑO Y ALVAREZ DEL CASAL 

19.09.1811 “20.08.1812 
12.09,1812- 29.08.1813 


10. JOSE JOAQUIN CAMACHO RODRIGUEZ DE LUGO 
05,10.1814 - 25,01.1815 Triunviro (Encargado) 


11. JOSE FERNANDEZ DE MADRID DE CASTRO 

05.10.1814-28.03.1815 Triunviro (Encargado) 
14.03.1816-22.06,1816 


12. JOSE CUSTODIO CAYETANO GARCIA ROV1RA 

28.11.1814 - 28.03,1815 Triunviro Presidente 

28,03.1815-24.07.1815 Triunviro 
22,06.1816-08.08.1816(1) Presidente Electo 


13. CRISANTO VALENZUELA Y CONDE 


24.07,1815-17.08.1815 


Triunviro Interino, 
Secretario de Estado 
y de Relaciones Exteriores 


4. MANUEL BENITO DE CASTRO Y ARCAYA 

25.06.1812 - 05.08.1812 Con se j ero de Es tad o 

20,08.1812 -12.09.1812 Con se j ero de G obierno 


14. ANTONIO DE VILLA VICENCIO Y VERASTEGUI 
17,08.1815 -15.11.1815 Triunviro 


5. LUIS DE AY ALA Y VERGARA 

25.06.1812-05.08.1812 Consejero de Estado 


15. MANUEL RODRIGUEZ-TORICES Y QUIROS 

29*06,1815 - 28.07.1815 Triunviro 

28.07.1815 -15,11.1815 Triunviro Presidente 


6. JOSE CAMILO CLEMENTE TORRES Y TENORIO 

04.10.1812-05.10,1814 Presidente Congreso 
Provincias Unidas 

15.111815-14,03,1816 


16. L1BORIO MEJIA GUTIERREZ DE LARA 
22.06.1816 -10.07,1816 Vicepresidente 


7. FELIPE DE VERGARA Y CAYCEDO 

23.11.1812 - 04.12.1812 Junta Encargada del Ejecutivo 

JUAN DIONISIO GAMBA 
JOSE IGNACIO DE SAN MIGUEL 
MANUEL CAMACHO QUESADA 
JOSE MARIA ARRUBLA Y MARTINEZ 


17. FERNANDO SERRANO Y URIBE 
16.07.1816 -16.09.1816 


JOSE ANTONIO PAEZ HERRERA 
16.09.1816- 


8. MANUEL DE BERNARDO ALVAREZ DEL CASAL 
29,08,1813-12,12.1814 


JOSE MIGUEL MANUEL RESTREPO Y VELEZ 
28.09.1814 -02.01.1815 Triunviro Electo (no ejerció) 


18. SIMON JOSE ANTONIO DE LA SANTISIMA TRINIDAD 
BOLIVAR Y PALACIOS 

07,08.1819-11.09,1819 Defacto 
11 ♦09,1819-20.09.1819 Interino 

17,12.1819-24*06.1828 
24.06,1828 - 01,03.1830 


9. JOSE MARIA EUSEBIO CARLOS DEL ROSARIO 
DEL CASTILLO Y RADA 

05.10.1814-28.11,1814 Triunviro Presidente 

(Encargado) 

09,01,1829 -28.07,1829 Pre sid en te Consej o d e 

Gobierno y de Estado 
.09,1829 -10.11.1829 Presiden te Consej o d e 

Gobierno y de Estado 
10,12,1829™ 18.12,1829 Presidente Consejo de 
Gobierno y de Estado 


19, FRANCISCO JOSE DE PAULA SANTANDER Y OMAÑA 

20,.09.1819- 02,1827 Vicepresidente 

07.10,1832-01.04.1833 

01.04.1833-01.04,1837 


20. ESTANISLAO VERGARA SANZ DE SANTAMARIA 

18.09.1821 - 09,11.1821 Secretario de lo Interior 

y de Justicia 

10,11,1829 -10,12,1829 Preside n te Encarga do Con se jo 

de Gobierno (Relaciones 
Exteriores) 
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DOMINGO DE CAYCEDO Y SANZ DE SANTAMARIA 


0L03,1830-04.05.1830 

Presidente Consejo de Gobierno 


14.04.1830- 

Vicepresidente (Se declara 
en ejercicio) 


04.05 ♦ 1830 -13,06.1830 

Vicepresidente 


02.08,1830-17.08.1830 

Vicepresidente 


03.05,1831-22,11.1831 

Vicepresidente 


23.10.1839-26.10.1839 

Vicepresidente 


10.03.1840 - 11.03,1840 

Vicepresidente 


09.06.1840 - 24.06.1840 

Vicepresidente 


05.10.1840 - 21.11.1840 

Vicepresidente 


01,04.1841 - 02.05.1841 

Vicepresidente 


16.Ü8.I840 

Vicepresidente 


20.10.1841-18.05.1842 

Vicepresidente 


14,08.1842-01.11.1842 

Vicepresidente 

22. 

JOAQUIN MARIANO MOSQUERA Y ARBOLEDA 


13.06.1830 - 02.08.1830 
17.08.1830 - 04.09.1830 
02.05.1831-23.11.1831 


23. 

RAFAEL JOSE URDANETA PARIA 


05.09.1830 - 30.04.1831 

Jefe Provisorio 

24. 

JERONIMO GUTIERREZ DE MENDOZA Y GALA VIS 


30.04.1831-03.05.1831 

Ejecutivo Plural (Hacienda) 

25. 

JUAN GARCIA DEL RIO 



30.04,1831 -C3.05.1831 

Ejecutivo Plural (Relaciones 
Exteriores y de lo Interior) 

26, 

JOSE MARIA RAMON OBANDO DEL CAMPO 


(L.EMOS o CRESPO) 



23.11.1831-10.03.1832 

Vice presi d en te Pro vi si onal 


01.04.1853-17.04.1854 

(destituido 4. 4.55) 

27, 

JOSE IGNACIO DE MARQUEZ BARRETO 


10.03.1832 - 07.10.1832 
01.04.1837 - 05.10.1840 
21.11.1840 - 02.05.1841 

Vicepresidente 


28. 

PEDRO ALCANTARA HERRAN MARTINEZ DE ZALDUA 


02.05.1841-05.07.1841 
19,05.1842-13.08.1842 
01.11.1842 01.04.1845 


29. 

JUAN DE DIOS ARANZAZU GONZALEZ DE APARICIO 


05.07.1841 -19,05,1842 

Presidente Consejo de Estado 

30, 

JOAQUIN JOSE GORI Y ALVAREZ DE CASTRO 


1841- 

Consejo de Estado 

31. 

TOMAS CIPRIANO DE MOSQUERA Y ARBOLEDA 


01.04.1845-14.08.1847 

15.12,1847-31.03.1849 

28.07.1861-10.02.1863 

Presidente Provisional 


10.02.1863-14.05.1863 
14.05.1863 -01.04.1864 
20.05.1866-23.05.1867 

E jecu ti vo Plural (Guerra) 


32. RUFINO CUERVO Y BARRETO 

28.04,1847 - 07.05.1847 Vicepresidente 
14.08.1847-14.12.1847 Vicepresidente 
31.03.1849 - Vicepresidente 


33. JOSE HILARIO LOPEZ VALDES 


01.04.1849 - 01.04.1853 
10.02.1863-14.05.1863 


Ejecutivo Plural (Relaciones 
Exteriores) 


34. JOSE DE OBALDIA Y OREJUELA 

14.10.1851-31.01.1852 Vicepresidente 
.08.1852- .12.1852 Vicepresidente 

-13.06.1853 Vicepresidente 
05.08.1854 - 01.04.1855 Vicepresidente 


35, JOSE MARIA DIONISIO MELO Y ORTIZ 
17.04.1854 - 04.12.1854 De facto 


36. TOMAS JOSE RAMON DEL CARMEN DE HERRERA 
Y PEREZ-DAVILA 

21.04.1854 - 05.08.1854 Designado 


37. FRANCISCO ANTONIO OBREGON MUÑOZ 

,1854- .1854 Presidente Consejo de Estado 

Secretario G eneral 


38. MANUEL MARIA MALLARINO IBARGUEN 
(5CARPETTA) 

01.04.1855 - 01.04.1857 Vicepresidente (elegido 12.1854) 


39. MARIANO OSPINA RODRIGUEZ 
01.04.1857-01.04.1861 


40. JUAN JOSE NIETO GIL 

25.01.1861 —18.07.1861 Segundo Designado 
(Pacto Provisorio) 


41. BARTOLOME CALVO DIAZ DE LAMADRID 
OI.04.1861-18.07.1861 Procurador 


42. IGNACIO GUTIERREZ VERGARA 

30.07.1861 -25.01.1862 Secretario de Hacienda 


43. LEONARDO CANAL GONZALEZ 

18.07.1862 - 06.11.1862 Secretario delInteríoryGuerra 

JULIO ARBOLEDA POMBO 

08.1862-13.il I862(t) Procurador 


44. ANDRES CERON SERRANO 

1862- Secretario del Interior 


45. MANUEL DEL RIO Y DE NARVAEZ 
06.11.1862-16.01.1863 


Secretario del Interior, 
de mayor edad. 


46. FROILAN LARGACHA HURTADO 

10.02.1863-14,05.1863 Presidente Ejecutivo Plural 
(Tesoro y Crédito Nacional) 
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47, JOSE SANTOS GUTIERREZ PRIETO 

10.02.1863 - 14.05.1863 Ejecutivo Plural (Interior) 

01.04.1868 - 01.04.1870 

62. CLIMACO CALDERON REYES 

21.12.1882 - 22.12.1882 Procurador 
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48. EUSTORGIO SALGAR MORENO 

10,02,1863 - 14,05.1863 Ejecutivo Plural (Hacienda) 

01,04.1870 - 01.04,1872 

65. JOSE EUbhíüU OI ALORA MARTINEZ 

22,12,1882 - 31.03.1884 Segundo Designado 

64. EZEQU1EL HURTADO HURTADO 

01.04.1884 -10.08.1884 Primer Designado 

49. JUAN AGUSTIN DE URICOECHEA ZARNOZA Y ROCHA 

29.01.1864 ” 28.02.1864 Procurador 

65. JOSE MARIA CAMPO SERRANO 

01,04,1886- 05.01,1887 Designado 

50, MANUEL MURILLO TORO 

01.04,1864-01.04,1866 

01,04,1872 - 01.04.1874 

66. ELISEO PAYAN HURTADO 

06.01.1887 — 04.06.1887 Vicepresidente 

13.12.1887- 08.02.1888 Vicepresidente 

Destituido ley 40,1888 

51. JOSE MARIA ROJAS GARRIDO 

01.04.1866 - 20.05.1866 Designado 

67. CARLOS MARIA HOLGUIN MALLARINO 

07.08.1888 - 07.08.1892 Designado 

52. JOAQUIN RIASCOS GARCIA 

12.05.1867 - 28,06.1867 I e rcer Desi gnado, reconocido 

por ley 15, mayo 18/68 

MANUEL DAVILA GARCIA Encargado (Guerra y Marina) 

68. MIGUEL ANTONIO JOSE ZOILO CAYETANO ANDRES 
AVELINO DE LAS MERCEDES CARO TOBAR 

07.08.1892- 07.08.1898 Vicepresidente 

53. MANUEL MARIA DE LOS SANTOS ACOSTA CASTILLO 

23.05.1867— 01.04.1868 Segundo Designado 

69. ANTONIO BASILIO CUERVO Y URISARRI 

16.01.1893—17,01.1893 Ministro de Gobierno y Guerra 

" Mo tín bogotano " 

54, SALVADOR CAMACHO ROLDAN 

2L12.1868 - 02.0L 1869 Designado 

11.07.1871- Designado 

70. GUILLERMO QUINTERO CALDERON 

12.03.1896-17.03.1896 Designado 

55. SANTIAGO PEREZ MANOSALBAS 

22.06.1869 - 30.06.1869 Designado 

01.04.1874- 01.04.1876 

71. JOSE MANUEL MARROQUIN RICAURTE 

07,08.1898 -03,11.1898 Vicepresidente 

31.07,1900 - 07.08.1904 Vicepresidente (Encargado 
de facto) 

56. JULIAN TRUJILLO LARGACHA 

01.09.1870 - 08.09.1870 Segundo Designado 

17.09.1870 - Segundo Designado 

01.04.1878 - 08.04.1880 

72, MANUEL ANTONIO SANCLEMENTE SANCLEMENTE 

05.11.1898-31.07.1900 

GABRIEL VARGAS SANTOS 

25.12.1899-r.24.01.1903 Presidente Provisorio 
revolucionario 

57. JOSE BONIFACIO AQUILEO ELIAS PARRA GOMEZ 

01.04.1876 - 01.04.1878 

58. JOSE SERGIO CAMARGO PINZON 

19.05.1877—13.08,1877 Segundo Design adu 

73. JOSE GREGORIO AMBROSIO RAFAEL REYES PRIETO 

07.08.1904-13.03.1909 

14.03.1909 - 07.06.1909 Renuncia 13.06.1909 

59. MANUEL MARIA RAMIREZ FORTOUL 

22.12.1877 - 24.12.1877 Procurador 

74. DIEGO EUCLIDES DE ANGULO LEMOS 

14,03.1908 - i 6,04,1908 Designado y Ministro 

de Gobierno 

60. RAFAEL WENCESLAO NUÑEZ MOL,EDO 

08.04.1880 - 01.04.1882 

10.08.1884-01.04.1886 

04,06,1887 - 12,12.1887 

08.02.1888-07.08.1888 

07.08,1892-18.09.1894(f) Presidente Electo 

75. JORGE MARCELO HOLGUIN MALLARINO 

13.03.1909-14.03.1909 Designado 

07.06.1909 - 07.08.1909 Designado y Ministro de Guerra 

11.11.1921—07.08.1922 Designado (elegido6.11.1921) 

61. FRANCISCO JAVIER MARTINEZ DE ZALDUA 

DE RACINES 

01.04,1882 - 21.12.1882(t) 

76. RAMON GONZALEZ VALENCIA 

07.08.1909-07.08.1910 
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77. CARLOS EUCENIO RESTREPO RESTREPO 

07.08,1910-07.08.1914 

94. RUBEN PIEDRAHJTA ARANGO 

10.05.1957 - 07.08.1958 Junta Militar 

78. JOSE VICENTE CONCHA FERREIRA 

07.08.1914-07.08.1918 

95. RAFAEL NAVAS PARDO 

10.05.1957- 07.08.1958 Junta Militar 

79. MARCO FIDEL SUAREZ (BARRIENTOS) 
07.08.1918-11.11.1921 (Renuncia) 

96. LUIS ERNESTO ORDOÑEZ CASTILLO 

10.05.1957 - 07.08.1958 JuntaMilitar 

80. PEDRO NEL OSPINA VASQUEZ 

07.08,1922 - 07.08.1926 

97, GUILLERMO LEON VALENCIA MUÑOZ 

07.08.1962-07.08.1966 

81. MIGUEL ABADIA MENDEZ 

07.08.1926 - 07.08.1930 

98. JOSE ANTONIO MONTALVO BERBEO 

06.08.1963 - 08.08.1963 Designado 

82, ENRIQUE ALFREDO OLAYA HERRERA 

07.08.1930 - 07.08.1934 

99. CARLOS ALBERTO LLERAS RESTREPO 

07.08.1966 - 07.08.1970 

83. ALFONSO LOPEZ PUMAREJO 

07.08.1934-07.08,1938 

07.08,1942 - 07.08.1945 (Renuncia) 

100. JULIO CESAR TURBAY AYALA 

10.06.1969-18.06.1969 Designado 

21.03.1975 - 25.03.1975 Designado y Presidente 

del Seriado 

21,08.1975-24.08.1£75 Designado 

07.08,1978-07.08.1982 

84. EDUARDO SANTOS MONTEJO 

07.08.1938-07.08.1942 

85. CARLOS LOZANO Y LOZANO 

09.10.1942 -19.10.1942 Designado 

101. MISAEL EDUARDO PASTRANA BORRERO 

07.08.1970 - 07.08.1974 

86. DARIO ECHANDIA OLAYA 

19,11,1943-16.05.1944 Designado 

10.07.1944-12.07.1944 Designado 

02.04.1960-18.04.1960 Designado 

11.04.1967-16,04.1967 Delegatario. Ministro de Justicia 

102. RAFAEL AZUERO MANCHOLA 

21.07.1973-24.07.1973 Designado 

103. ALFONSO ANTONIO LAZARO LOPEZ MICHELSEN 

07.08.1974 - 07.08.1978 

87, ALBERTO LLERAS CAMARGO 

07.08.1945 - 07.08.1946 Designado 

07.08.1958 - 07.08.1962 

104. INDALECIO LIEVANO AGUIRRE 

24,09,1975 - 29.09.1975 Ministro Relaciones Exteriores 

105. VICTOR MANUEL MOSQUERA CHAUX 

03.02.1981-11,02.1981 Designado 

88. LUIS MARIANO OSPINA PEREZ 

07.08.1946-07.08.1950 

106. BELISARIO ANTONIO BETANCUR CUARTAS 

07.08,1982 - 07.08.1986 

89. LAUREANO ELEUTERIO GOMEZ CASTRO 

07.08.1950-Q5.11.Í9S1 

13.06.1953 

107. VIRGILIO BARCO VARGAS 

07.08.1986 - 07.08.1990 

90. ROBERTO URDANETA ARBELAEZ 

05.11.1951-13.06.1953 Designado 

108. CESAR AUGUSTO GAVIRÍA TRUJILLO 

07.08,1990- 

91. GUSTAVO ROJAS PINILLA 

13.06.1953--07.08.1954 Defacto 

07,08,1954-10.05.1957 

109, 

92. GABRIEL PARIS GORDILLO 

30.07,1955 - 03.08.1955 Ministro de Gobierno 

10.05.1957- 07.08.1958 Presidente Junta Militar 

93. DEOGRACIAS FONSECA ESPINOSA 

10.05.1957-07.08.1958 Junta Militar 


184 


Gobernantes de Colombia 

















































La Fuerza Pública. 
Historia y organización 


Antonio José Cancino 



Combate de Río Palo en 1815. Oleo dé fosé María Espinosa Prieto , ca, J860 (detalle). Museo Nacional , Bogotá , 


Existe gran relación de causalidad en¬ 
tre las Fuerzas Militares y el Estado 
colombiano, por cuanto ambos tienen 
su raíz en la democracia como forma 
de gobierno: la República nadó de he¬ 
cho con la batalla de Boyacá y de 
derecho con la Constitución de la Vi¬ 
lla del Rosario de Cúcuta de 1821; es¬ 
tos dos acontedmientos guardan rela¬ 
ción con la dinámica creadora de los 
principios demoliberales que inspira¬ 
ron las revoluciones norteamericana 
y francesa. 

Los principios consagrados en la 
Constitudón Nacional, tanto la de 
1886 como la de 1991, por ejemplo el 
de la legalidad y la subordinación del 
poder militar al poder político, consa¬ 
gran la existencia del Estado y las 
Fuerzas Armadas y su correlación, 
que convierte a la Constitución Nacio¬ 
nal en fuente y guía de las actuaciones 
de las Fuerzas Armadas. El texto 


constitucional, inspirado en la unidad 
nadonal, la solidaridad sodal y la re¬ 
solución de la comunidad política¬ 
mente organizada de constituirse, 
mantenerse y defenderse como tal, 
demarca la misión constitudonal de 
la institudón militar colombiana: la 
defensa nacional y la soberanía del 
Estado en sus dos concepciones fun¬ 
damentales, externa e interna, que 
comprenden la inviolabilidad del te¬ 
rritorio nacional y la preservadón del 
orden público. De la misma manera, 
se consagra el principio de la unidad 
militar, pilar fundamental de la disci¬ 
plina de las Fuerzas Armadas* 

Las Fuerzas Militares se constitu¬ 
yen en el soporte real del Estado, por¬ 
que de ellas emana su capacidad efec¬ 
tiva de hacerse respetar frente a otras 
naciones e imponer el orden político, 
económico y social libremente esco¬ 
gido por los conciudadanos, de ma¬ 


nera indiscriminada y también efecti¬ 
va. En condídones de normalidad 
institucional y de paz, la Policía Na¬ 
cional debe mantener el orden in¬ 
terno y garantizar la honra, vida y 
bienes de los colombianos. Las Fuer¬ 
zas Militares sólo actúan por requeri¬ 
miento de autoridad competente o 
porque la Policía Nacional es incapaz 
de cumplir con su misión. Sin embar¬ 
go, los tiempos difíciles por los que 
atraviesa el país desde hace años y 
la permanencia durante mucho 
tiempo de la vigencia del estado de 
sitio, llevaron a la Policía a convertirse 
en una organizadón casi militar. Para 
evitar actuaciones no coordinadas de 
la Policía y las Fuerzas Militares, se ha 
venido gestando "el control operado- 
nal" con el fin de garantizar la unidad 
de mando, la acción y la disciplina. 
La Constitución coloca la institu¬ 
ción militar por encima de las dispu- 
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Cuadro alegórico de las batallas de la independencia, grabado de C. Dornhem impreso por 
Demetrio Paredes, 1869 . 61 *47 cm. Museo Nacional , Bogotá. 


tas partidistas, logrando que éstas 
puedan dirimirse sin problemas en el 
campo político. Sin embargo, esto no 
quiere decir que el militar colombiano 
permanezca al margen de la realidad 
nacional, él también contribuye a la 
búsqueda de soluciones para los pro¬ 
blemas de la sociedad y el Estado, a 
través de institutos creados para la 
capacitación profesional y la investi¬ 
gación de la problemática nacional 
Por otra parte, el texto constitucio¬ 
nal establece las facultades ordinarias 
del presidente de la República para 
disponer de las Fuerzas Armadas, 
conservar el orden público o restable¬ 
cerlo, dirigir cuando lo estime conve¬ 
niente las operaciones de guerra 
como jefe de los ejércitos y proveer 
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la seguridad exterior de la República; 
al mismo tiempo que le concede facul¬ 
tades extraordinarias, en caso de gue¬ 
rra internacional o conmoción inter¬ 
na, mediante legislación de excep¬ 
ción, así como sus responsabilidades 
en tal ejercicio. Dada la subordinación 
de las Fuerzas Armadas al presidente 
de la República, éste puede asignarles 
otras misiones no señaladas expresa¬ 
mente en la Constitución, sobre todo 
en lo que tiene que ver con la moral 
nacional y la seguridad del Estado. 

En relación con Lo jurisdiccional, la 
Constitución establece la Justicia Pe¬ 
nal Militar y el fuero castrense* Cir¬ 
cunstancias generadas por la subver¬ 
sión, el terrorismo y el narcotráfico 
han obligado a extender la jurisdicción 


penal militar contra particulares, por 
ser ésta la vía más expedita para acele¬ 
rar ios juicios, proteger a los jueces y 
aislar a los antisociales. Sin embargo, 
un fallo de la Corte Suprema de Justicia 
prohibió totalmente seguir juzgando a 
los particulares. Con este fallo queda 
vigorizado el espíritu constitucional, 
pues si la jurisdicción militar no puede 
juzgar a particulares, tampoco la juris¬ 
dicción ordinaria debe juzgar a milita¬ 
res en servido activo por delitos come¬ 
tidos en reladón con el servido. 


Defensa nacional 

La filosofía de seguridad y defensa 
nadonal que rige a la institución ar¬ 
mada se sustenta en la Constitución 
Política de Colombia, que en el 
preámbulo explica su razón de ser: 
«Fortalecer la unidad de la nación y 
asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la 
igualdad, el conocimiento, la libertad 
y la paz», valores que sumados expre¬ 
san el bien común público. 

En función de estos fines, las Fuer¬ 
zas Armadas han deducido de la 
Constitución Política cinco grandes 
objetivos nacionales: 

-Unidad nacional 

-Preservadón de los derechos indi¬ 
viduales, las garantías sociales, la jus- 
tida y la paz en el maTCo del cumpli¬ 
miento de los deberes sodales del Es¬ 
tado y de los particulares. 

-Guarda de la soberanía nacional y 
de la integridad territorial del Estado. 

-Vigencia y perfeccionamiento de 
la democrada y sus institudones. 

-Desarrollo integral de la sociedad 
y bienestar de las clases menos favo¬ 
recidas en particular, a través de un 
modelo de economía social 

Cuando la seguridad es afectada, 
el Estado activa sus mecanismos 
constitucionales de defensa em¬ 
pleando el poder nacional, entendido 
por las Fuerzas Militares de Colombia 
como el conjunto de medidas que 
toma el Estado para garantizar su 
existencia y soberanía frente a otros 
Estados, o para defender las institu¬ 
ciones legítimas, la paz y el orden 
público interno* 

En la defensa externa, la política 
militar colombiana es exclusivamente 
defensiva, sin ningún interés fuera de 
sus fronteras nacionales y animada 
por un espíritu de cooperación inter¬ 
nacional con los países vednos, con 
los cuales tiene programas de integra- 
dón fronteriza y de control y represión 
de sitúa dones adversas comunes. 
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Primera acción de juammbú en 1814 (aguada, 35.5 x 43 em.) y batalla del mismo nombre (óleo, 80 x 108 em.), por José María Espinosa Prieto , 1840 y ca. 1860, 
Museo Nacional, Bogotá. 


La defensa interna implica defen¬ 
der las instituciones patrias, preser¬ 
var el orden público en todo el terri¬ 
torio nacional y asegurar la vida, 
honra y bienes de todas las personas 
que viven en Colombia. 

Fundamentos legales 

DE LA FUERZA PÚBLICA 

Uno de los aspectos esenciales del po¬ 
der público es el monopolio de la 
coerción material, sin el cual no po¬ 
dría concebirse la autoridad. Se ha 
dicho que la coerción es uno de los 
elementos sobre los que descansa el 
poder público; este monopolio es la 
garantía de que las reglas de derecho 
enmarcan el Estado y serán cumpli¬ 
das por los gobernados. 

Uno de los medios materiales de 
que disponen los Estados para cum¬ 
plir sus fines es la Fuerza Pública. Esta 
proporciona la fuerza física que se ne¬ 
cesita para someter a los individuos 
y al conglomerado social a la obedien¬ 
cia de las normas jurídicas y las deci¬ 
siones de los gobernantes, tomados 
éstos en su sentido más amplio. Sobre 
la justificación de la Fuerza Publica, 
Alejandro Silva Bascuñán dice: «La 
coacción ai servido de la regla de de¬ 
recho; la fuerza material apta para 
mantener la vigencia del ordena¬ 
miento jurídico; los medios eficaces 
para hacer respetar la independencia 
del Estado y su actividad en la comu¬ 
nidad internadonal, imponen la exis¬ 
tencia e indican la misión de la fuerza 
pública, uno de los medios insustitui¬ 
bles para el logro de los objetivos 
esenciales del Estado». 


Responsabilidad del mando 

El artículo 21 de la Constitución de 
1886 decía: «En caso de infracción ma¬ 
nifiesta de un precepto constitucional 
en detrimento de alguna persona, el 
mandato superior no exime de res¬ 
ponsabilidad al agente que lo ejecuta. 
Los militares en servicio quedan ex¬ 
ceptuados de esta disposición. Res¬ 
pecto de ellos, la responsabilidad re¬ 
caerá únicamente en el superior que 
da la orden». 

La expresión "militar” utilizada 
aquí por el constituyente y el legisla¬ 
dor no comprende a las fuerzas de 



Casaca militar del general Francisco de Paula 
Santander, bordada sobre parió en hilos de oro 
y con botones de bronce cott el escudo de la 
Nueva Granada. Museo Nacional , Bogotá. 


Policía, según decisión de la Corte Su¬ 
prema de Justicia en sentencia de sala 
plena, al declarar inexequible el ar¬ 
tículo 2 del Código de Procedimiento 
Penal, que repetía esta norma consti¬ 
tucional en cuanto a la frase original 
del texto que decía «y los miembros 
de los cuerpos armados en servicio». 

El profesor Bernardo Gaitán Mahe- 
cha entiende que si el artículo 21 de la 
Constitución de 1886 no eximía de 
responsabilidad penal al agente que 
ejecutara una orden que implicara 
manifiesta violación de un precepto 
constitucional en detrimento de al¬ 
guna persona, en sentido contrario, 
«cuando la orden no constituye viola¬ 
ción flagrante de un derecho prote¬ 
gido por la Carta, su cumplimiento 
no acarrea responsabilidad penal, 
aun en el caso de que la acción sea 
delictiva», en ese evento respondería 
quien emitió la orden. «De este modo 
—agrega—, cuando el Código Penal 
consagra como causal de justificación 
la "orden obligatoria de autoridad 
competente" (actualmente cumpli¬ 
miento de orden legítima de autori¬ 
dad competente emitida con las for¬ 
malidades legales), se está refiriendo 
a aquellas determinaciones que toma¬ 
das por la autoridad deben ser cum¬ 
plidas por los subordinados cuando 
no son abiertamente ilícitas». 

Porte de armas 

«Sólo el gobierno puede introducir y 
fabricar armas, municiones de guerra 
y explosivos. Nadie podrá poseer ni 
portar armas ni explosivos sin per¬ 
miso de la autoridad competente. 
Este permiso no podrá extenderse a 
los casos de concurrencia a reuniones 
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Bandera de CoJombúj en $edi i doble, con las 
inscripciones "Húsares del Centro rr y "Viva 
la libertad". 75 x 70 cm. Museo Nacional. 


políticas, a elecciones, o a sesiones 
de asambleas o corporaciones públi¬ 
cas, ya sea para actuar en ellas o pre¬ 
senciarlas» (artículo 223, Constitu¬ 
ción de 1991). 

Esta norma recoge en esencia el 
contenido del artículo 48 de la Cons¬ 
titución de 1886 y su desarrollo legal 
se encuentra consagrado en el decreto 
1663 de julio 16 de 1979, «por el cual 
se expide el estatuto nacional para el 
control y comercio de armas, muni¬ 
ciones, explosivos y sus accesorios». 

En virtud de la segunda parte del 
artículo 223, los miembros de seguri¬ 
dad del Estado, tales como Fuerzas 
Militares, Policía Nacional, Departa¬ 
mento Administrativo de Seguridad, 
Cuerpo Técnico de Policía Judicial, 
Aduana Nacional, Dirección General 
de Prisiones, Procuraduría General 
de la Nación y otros cuerpos armados 
de carácter permanente, creados o au¬ 
torizados por la ley, podrán portar 
armas bajo el control del gobierno na¬ 
cional, ajustando dicho porte a los ex¬ 
presos principios y procedimientos 
consagrados en la ley. 

Finalidad 

de las Fuerzas Militares 

«Las Fuerzas Militares tendrán como 
finalidad primordial la defensa de la 
soberanía, la independencia, la inte¬ 
gridad del territorio nacional y el or¬ 
den constitucional» (artículo 217). 

Fundamentalmente, el artículo 217 
precisa cuáles son las áreas en que se 
concreta la defensa de las Fuerzas Mi¬ 
litares, a saber; 

- Soberanía; característica de los po¬ 
deres del Estado por la cual se consi¬ 
deran exentos de toda sujeción a un 
poder superior, Esta potestad supre¬ 
ma, y en cierto modo absoluta, es un 
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vínculo característico y peculiar de la 
organización política llamada Estado, 
entendiendo por tal el ordenamiento 
jurídico de una nación bajo un poder 
supremo, al que le están subordina¬ 
das todas las demás potestades. 

- Independencia: libertad, autono¬ 
mía, soberanía de gobierna y legisla¬ 
ción de un Estado en relación con 
cualquier otro, en la medida en que 
no sea tributario y pueda decidir 
acerca de sus asuntos internos y ex¬ 
ternos. 

- Integridad del territorio nacional: 
concebido el Estado como un conglo¬ 
merado social, política y jurídica¬ 
mente constituido, asentado sobre un 
determinado territorio y sometido a 
una autoridad que ejerce a través de 
sus propios órganos y cuya soberanía 
es reconocida por otros Estados, se 
colige que los elementos del Estado 
son tres; población, territorio y poder 
público. 

Fuerza Pública 
y derechos políticos 

«La Fuerza Pública no es deliberante, 
no podrá reunirse, sino por orden de 
autoridad legítima, ni dirigir peticio¬ 
nes, sino en asuntos que se relacionen 
con el servicio y moralidad del respec¬ 
tivo cuerpo y con arreglo a la ley. Los 
miembros de la Fuerza Pública no po¬ 
drán ejercer la función del sufragio 
mientras permanezcan en servicio ac¬ 
tivo, ni intervenir en actividades o de¬ 
bates de partidos o movimientos po¬ 
líticos» (artículo 219). De este artículo 
surgen las siguientes prohibiciones pa¬ 
ra los miembros de la Fuerza Pública: 

- Prohibición de deliberar: ni la 
Fuerza Pública ni sus miembros indi¬ 
vidualmente considerados pueden 
debatir asuntos de carácter colectivo 
con miras a uniformar apreciaciones, 
o coordinar actitudes que conduzcan 
a expresar aplausos o crítica a las ra¬ 
mas del poder público, o hacer preva¬ 


lecer soluciones propias en cualquier 
aspecto. 

- Prohibición de hacer reuniones 
sin orden legítima: esta prohibición 
es consecuencia lógica de la anterior; 
las reuniones son medios empleados 
para intercambiar ideas y debatir pro¬ 
blemas propios de los cuerpos arma¬ 
dos o llevar a cabo estudios profesio¬ 
nales, y pueden efectuarse siempre y 
cuando estén debidamente autoriza¬ 
das por la autoridad que correspon¬ 
da, según los reglamentos respecti¬ 
vos, 

- Prohibición de dirigir peticiones 
no relacionadas con el servicio: tam¬ 
bién esta prohibición es una conse¬ 
cuencia lógica de las anteriores y tiene 
el mismo fundamento; si los cuerpos 
armados no pueden deliberar ni reu¬ 
nirse para debatir problemas públi¬ 
cos, es consecuente prohibirles que 
hagan peticiones a las autoridades en 
relación con dicha clase de proble¬ 
mas. En cambio, es legítimo que pue¬ 
dan hacer peticiones sobre asuntos 
que se relacionen con el buen servicio 
y moralidad de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional, siguiendo en 
este caso el procedimiento estable¬ 
cido por los reglamentos de cada ins¬ 
titución. 

- Prohibición del sufragio y de inter¬ 
venir en debates políticos. La ley 72 
de 1930 prohibió sufragar a las fuerzas 
armadas. Como consecuencia, los go¬ 
biernos procuraron politizar la fuerza 
pública, integrándola con elementos 
favorables al partido en el poder. Hoy 
día, por expresa prohibición de la 
Constitución, no les está permitido a 
los miembros de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional ejercer la función 
del sufragio mientras permanezcan 
en servicio activo, ni intervenir en 
debates políticos. Tampoco pueden 
pertenecer a asociaciones de carácter 
político ni concurrir a actos de esta 
índole. 
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Oficio de Simón Bolívar con membrete del Cuartel General de Angostura, diciembre 17 de 1817 , 
y carta a José Rafael Revenga , ministro de Relaciones Exteriores y Hacienda , ya José Tiburcio Echeverría, 
gobernador político de Bogotá, con membrete del Ministerio de Guerra y Marina i Ejército Libertador , 
enero 27 de 1821, Archivo de la Cancillería. Bogotá. 
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Derechos adquiridos 

«Los miembros de la Fuerza Publica 
no pueden ser privados de sus car¬ 
gos, honores V pensiones, sino en los 
casos y del modo que determine la 
ley» (artículo 220). 

Esta norma no sólo es una garantía 
para la estabilidad de los miembros 
de la Fuerza Pública en servicio acti¬ 
vo, sino que también les garantiza 
que sus grados, honores y pensiones 
que hayan obtenido les serán respeta¬ 
dos, siempre y cuando no incurran 
en las causales establecidas por la ley 
para ser despojados de dichos privile¬ 
gios. 

Sistemas de promoción social, 
cultural y profesional 

«La ley determinará sistemas de pro¬ 
moción social, ailtura 1 y profesional 
de los miembros de la Fuerza Pública. 
En todo su proceso de formación, se 
impartirán los fundamentos de la de¬ 
mocracia y los derechos humanos» 
(artículo 222). 

Este artículo no tiene antecedentes 
en la Constitución de 1886 y surge 
como una rueda suelta, aislada e in¬ 
coherente en relación con el contexto 
de los otros artículos relacionados con 
la Fuerza Pública. Parece indicar que 
corresponde a la ley establecer los sis- 



"Et corneta que toca la primera diana en d Hutía,, 
después de haber humillado al viejo ex presidente de 
la República Ezequid Hurtado". Mensaje dibujado 
por 'Alberto Urdaneta, 1886. 17.5 x 11.5 cm. 


temas para procurar la superación en 
los niveles sociocultural y profesional 
de los miembros de la Fuerza Pública. 

Nos parece que esta norma quiere 
reiterar que en el proceso de forma¬ 


ción de los miembros de la Fuerza 
Pública se debe dar especial énfasis, 
prelación y supremacía a todos aque¬ 
llos aspectos que tengan que ver con 
los principios democráticos y la pro¬ 
moción, defensa y protección de los 
derechos humanos, en cuanto guar¬ 
dan íntima relación con el fin que por 
mando constitucional le corresponde 
cumplir. 

Ejército Nacional 

Historia 

Tres días después del 20 de julio de 
1810, la Junta Suprema encargada de 
institucionalizar la independencia 
anunció al pueblo, en la Plaza Mayor 
de Santafé, que las armas para su de¬ 
fensa estaban ya aseguradas y que se 
crearía el Batallón Voluntarios de Guar¬ 
dias Nacionales, compuesto de infante¬ 
ría y caballería, cuyo comandante sería 
el teniente coronel Antonio Baraya, 
Por otra parte, ese mismo 23 de ju¬ 
lio, en las horas de la noche, se ru¬ 
moró que el virrey Antonio Amar y 
Borbón gestionaba la entrega del par¬ 
que de artilleros, a órdenes de su au¬ 
toridad, noticia que terminó definiti¬ 
vamente con la diplomacia de los di¬ 
rigentes criollos para salvar la finali- 


NORMAS SOBRE LA FUERZA PUBLICA 

TITULO Vil, CAPITULO 7. CONSTITUCION DE 1991 


Artículo 216. La Fuerza Pública estará in¬ 
tegrada en forma exclusiva por las Fuer¬ 
zas Militares y la Policía Nacional, 

Todos los colombianos están obligados 
a tomar las armas cuando las necesidades 
públicas lo exijan para defender la inde¬ 
pendencia nacional y las instituciones 
públicas. 

La ley determinará las condiciones que 
en todo tiempo eximen del servicio mili¬ 
tar y las prerrogativas por la prestación 
del mismo. 

Artículo 217. La nación tendrá para su 
defensa unas Fuerzas Militares perma¬ 
nentes constituidas por el Ejército, la Ar¬ 
mada y la Fuerza Aérea. 

Las Fuerzas Militares tendrán como fi¬ 
nalidad primordial la defensa de la sobe¬ 
ranía, la independencia, la integridad del 
territorio nacional y del orden constitu¬ 
cional 

La ley determinará el sistema de rem¬ 
plazos en las Fuerzas Militares, así como 
los ascensos, derechos y obligaciones de 
sus miembros y el régimen especial de 
carrera, prestacional y disciplinario, que 
le es propio. 

Artículo 218. La ley organizará el 
cuerpo de Policía. 


La Policía Nacional es un cuerpo ar¬ 
mado permanente de naturaleza civil, a 
cargo de la nación, cuyo ñn primordial 
es el mantenimiento de las condiciones 
necesarias para el ejercicio de los dere¬ 
chos y libertades públicas, y para asegu¬ 
rar que los habitantes de Colombia convi¬ 
van en paz. 

La ley determinará su régimen de ca¬ 
rrera, prestacional y disciplinario. 

Artículo 219, La Fuerza Pública no es 
deliberante; no podrá reunirse sino por 
orden de autoridad legítima, ni dirigir pe¬ 
ticiones, excepto sobre asuntos que se re¬ 
lacionen con el servido y la moralidad 
del respectivo cuerpo y con arreglo a la 
ley. 

Los miembros de la Fuerza Pública no 
podrán ejercer la función del sufragio 
mientras permanezcan en servicio activo, 
ni intervenir en actividades o debates de 
partidos o movimientos políticos. 

Artículo 220, Los miembros de la 
Fuerza Pública no pueden ser privados 
de sus grados, honores y pensiones, sino 
en los casos y del modo que determine 
la ley. 

Artículo 221, De los delitos cometidos 
por los miembros de la Fuerza Pública en 


servicio activo, y en relación con el mismo 
servicio, conocerán las cortes marciales o 
tribunales militares, con arreglo a las 
prescripdones del Código Penal Militar, 

Articulo 222. La ley determinará los sis¬ 
temas de promoción profesional, cultura! 
y social de los miembros de la Fuerza 
Pública. En las etapas de su formación, 
se Ies impartirá la enseñanza de los fun¬ 
damentos de la democracia y de los dere¬ 
chos humanos. 

Artículo 223, Sólo el gobierno puede 
introducir y fabricar armas, municiones 
de guerra y explosivos. Nadie podrá po¬ 
seerlos ni portarlos sin permiso de la au¬ 
toridad competente. Este permiso no po¬ 
drá extenderse a los casos de concurren¬ 
cias a reuniones políticas, a elecciones, o 
a sesiones de corporaciones públicas o 
asambleas, ya sea para actuar en ellas o 
para presenciarlas. 

Los miembros de los organismos nacio¬ 
nales de seguridad y otros cuerpos oficia¬ 
les armados, de carácter permanente, 
creados o autorizados por la ley, podrán 
portararmas bajo el control del gobierno, 
de conformidad con los principios y pro¬ 
cedimientos que aquélla señale. 
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tas a Boy acá, C a raboto. Pichincha, 
Junín y Ayacucho, las batallas que 
dieron la libertad a Colombia, Vene¬ 
zuela, Ecuador, Perú y Bolívia, 

Asegurada la independencia, Bolí¬ 
var formó la Gran Colombia, cuya 
vida fue efímera. Durante su corta 
existencia, el ejército midió sus fuer¬ 
zas con el Perú: el 27 de febrero de 
1829 las armas colombianas, en el pór¬ 
tete del Tarqui, vencieron al invasor. 

Disuelta la Gran Colombia y des¬ 
aparecido Bolívar, el Ejército de la 
Nueva Granada se sumió en la guerra 
civil, sin poder progresar ni moderni¬ 
zarse. Sus oñciales no eran suficiente¬ 
mente técnicos y así lo comprendie¬ 
ron los gobernantes, quienes en va¬ 
rias ocasiones trataron de fundar y 
organizar escuelas y colegios milita¬ 
res, La necesidad de te orificar el ejér¬ 
cito impulsó la creación de una es¬ 
cuela militar, creada por ley 127 de 
1886 y reglamentada por decreto 284 
de 1887. 

Para organizar el ejército, el go¬ 
bierno colombiano contrató con Fran¬ 
cia una misión militar compuesta de 
tres oficiales. Por desgracia, la guerra 
civil declarada el 18 de octubre de 
1899 no permitió que siguiera ade¬ 
lante la tecnificación de oficiales y 
mandos, 

Terminada la guerra civil de los Mil 
Días, fue elegido para la Presidencia 
de la República el general Rafael Re¬ 
yes, quien asumió la rehabilitación 
del país. Recuperada en primer lugar 
la economía y con el fin de velar por la 
paz interna, el presidente Reyes resol¬ 
vió tecnificar el ejército. El primer paso 
para ello fue reducir el pie de fuerza, 
pues el ejército tenía 80000 hombres 
mal instruidos y mal equipados. 

La tecnificación del ejército se inició 
con la fundación de la Escuela Militar 
de Cadetes, para lo cual se contrató 
una misión militar chilena que ase¬ 
soró al Ministerio de Guerra, y el 1 
de junio de 1907 inició la Escuela sus 
labores. Fuera de la dirección de la 
Escuela Militar, la misión chilena tuvo 
a cargo la reorganización del ejército; 
permaneció en nuestro país hasta 
1914. En 1926 llegó al país una misión 
suiza compuesta por los coroneles Ju- 
gler von Verth y Guatier y el capitán 
Pessina, Esta misión reorganizó nue¬ 
vamente el ejército. 

Al estallar la segunda guerra mun¬ 
dial, en 1939, llegaron al país las pri¬ 
meras misiones americanas. Los ofi¬ 
ciales colombianos fueron a Estados 
Unidos a perfeccionar sus conoci¬ 
mientos y una nueva doctrina fue 


El corneta. Tinta y acuarela de Alberto Urdaneta, 1885. 51 x 26 cm. Colección particular. 


dad de la Junta Suprema de Gobier¬ 
no. El vocal Pedro Groot propuso la 
creación de cuatro escuadrones de ca¬ 
ballería, con 150 plazas cada uno. Este 
hecho señala significativamente al 23 
de julio como fecha de nacimiento del 
Ejército Nacional. 

El 5 de agostó se inició la formación 
de los escuadrones de infantería y ca¬ 
ballería, bajo control de la Junta Su¬ 
prema, en ceremonia especial que 
hizo brillar los primeros uniformes 
del Ejército. 

Entre 1810 y 1816 la nueva nación 
tuvo un período de inquietud; los go- 
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bemantes, sin experiencia, se lanza¬ 
ron a ensayos centralistas y federalis¬ 
tas que desembocaron en una guerra 
civil que debilitó a los neogranadinos 
y fortaleció a los españoles, quienes 
aprovecharon esta circunstancia para 
preparar la reconquista adelantada 
por el pacificador Pablo Morillo. 

El período siguiente a la toma de 
Cartagena por Pablo Morillo, el 6 de 
diciembre de 1815, fue de altas y bajas 
para los núcleos armados que consti¬ 
tuían la célula del ejército neograna- 
dino. El 27 de mayo de 1819 se inidó 
la marcha que llevó a las tropas patrio¬ 
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Plano de un cañón jpor el aspirante de Marina 
Ramón Iglesias, bajo la dirección del capitán 
de navio Rafael Tono , Cartagena, diciembre 20 
de 1825, 25.5*35 cm. Museo Nacional, Bogotá. 


adoptándose en las Fuerzas Militares. 
Terminada la conflagración mundial, 
el ejército siguió asistido por misiones 
americanas. Los cursos para oficiales 
en Estados Unidos se hicieron más 
numerosos y los asistentes bélicos 
americanos se adaptaron a la vida co¬ 
lombiana. 

En 1946 se produjo un cambio po¬ 
lítico en el país que inició una era de 
violencia en campos y veredas, agudi¬ 
zada y generalizada por los hechos 
del 9 de abril de 1948. Desde esta fe¬ 
cha el ejército vive, por decirlo así, 
dedicado a las labores propias del res¬ 
tablecimiento del orden público. 

Con motivo de los pactos interna¬ 
cionales y como consecuencia de la 
agresión comunista a Corea, Colom¬ 
bia se hizo presente en este conflicto 
y en 1951 envió a ultramar al batallón 
de infantería Colombia, que combatió 
brazo a brazo junto a las Naciones 
Unidas hasta su regreso en 1954. 

Organización actual del Ejército 

La Primera División, con puesto de 
mando en Santa Marta, tiene jurisdic¬ 
ción en los departamentos de la Gua¬ 
jira, Magdalena, Cesar, Atlántico, Su¬ 
cre, Bolívar, Córdoba, Antioquia y 
norte del Chocó, Está constituida por 
la Segunda, Cuarta y Decimaprimera 
Brigadas, 

La Segunda División, con puesto 
de mando en Bucaramanga, tiene ju¬ 
risdicción en los departamentos de 
Boy acá, sur del Cesar, occidente de 
Antioquia, San tan deres y Arauca. La 
conforman la Primera, Quinta y Deci¬ 
ma cu arta Brigadas. 

La Tercera División, con puesto de 
mando en Cali, tiene jurisdicción en 
los departamentos de Nariño, Valle, 
Cauca, Tolima, Quindío, Caldas, Ri- 


saralda, sur del Chocó y Putumayo. 
Está conformada por la Tercera, Sexta 
y Octava Brigadas. 

La Cuarta División, con puesto de 
mando en Villavicencio, tiene jurisdic¬ 
ción en los departamentos de Meta, 
Huila, Caquetá, Vichada, Guanía y 
Casanare. Está conformada por la 
Séptima, Novena y Decimasegunda 
Brigadas. 

La Quinta División, con puesto de 
mando en Bogotá, tiene jurisdicción 
en el departamento de Cu n dina mar¬ 
ca. Está constituida por la Décima y 
De cima tercera Brigadas. 

La Sexta División, con puesto de 
mando en San José del Guaviare, 
tiene jurisdicción en Guaviare, Ama¬ 
zonas y Vaupés. 

La división Tropas del Ejército está 
constituida por las siguientes unida¬ 
des con puesto de mando en Bogotá: 
De cima quinta Brigada de Institutos 
Militares, Decimanovena Brigada Es¬ 
cuela Militar de Cadetes "General 
José María Córdova", Vigésima Bri¬ 
gada de Inteligencia y Contrainteli¬ 
gencia, Vigesimaprimera Brigada de 
Apoyo Logístico. 

Unidades especiales 

- Fuerzas Especiales Antiterroristas 
Urbanas. A raíz de la toma violenta 
del Palacio de Justicia por parte de la 
subversión, las Fuerzas Militares or¬ 
denaron la concentración de un selec¬ 
cionado número de hombres del Ejér¬ 
cito, Fuerza Aérea, Armada y Policía 
Nacional para que mediante un per¬ 
manente entrenamiento, organiza¬ 
ción y dotación se convirtieran en una 
Fuerza de Operación Especializada, 



Primera ametralladora adquirida para el Ejército 
de Colombia en 1885, diseñada por el médico 
norteamericano Richard Gatling . Museo Militar, 
Bogotá. 


que actúa bajo directrices del Coman¬ 
dante General de las Fuerzas Milita¬ 
res. Las Fuerzas Antiterroristas Urba¬ 
nas están integradas por expertos en 
fotografía, explosivos, francotirado¬ 
res y combatientes, convirtiéndose en 
el soporte más fuerte para la lucha 
antiterrorista en las zonas urbanas, 
especifica mente. 

- Fuerzas Especiales Antiterroristas 
Rurales. Creadas en 1974 con el pro¬ 
pósito de conducir operaciones espe¬ 
ciales sobre objetivos limitados en el 
territorio colombiano. Las Fuerzas Es¬ 
peciales Antiterroristas Rurales cuen¬ 
tan hoy con medios aerotransporta¬ 
dos, aeromóviles y terrestres para 
operar en cualquier parte del país. 

- Brigada Móvil N-1. Integrada por 
nueve batallones de contraguerrilla. 
Es la unidad operativa más nueva del 
Ejército, sin una base de comando es¬ 
pecífica, y recorre el país re cu pe- 


fio. CORREOS DE 



Sello de correos conmemorativo del cincuentenario de la Recuela Militar de Cadetes, 1907-1957, 
con el escudo de armas de la institución y con la efigie de su fundador Rafael Reyes Prieto. 
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Sello de correos cxinmemü ratita de la participación del Batallón Colombia en la guerra de Corea. 


rando la paz y las propiedades cam¬ 
pesinas que han sido víctimas de los 
grupos subversivos. Cuenta con uni¬ 
dades altamente entrenadas, dotadas 
de vehículos blindados y helicópteros 
de transporte de personal y artillados, 
que le imprimen movilidad y sorpre¬ 
sa, sus características principales. De¬ 
bido a esta particularidad, la Unidad 
Operativa Menor está en capacidad 
de apoyar a otras brigadas en las ope¬ 
raciones antisubversivas. 

- Batallón Colombia N- 3. Desde 
1981 Colombia se comprometió, me¬ 
diante un convenio con las Naciones 
Unidas, a mantener una unidad tác¬ 
tica destacada en la península del Si- 
naí, como integrante con otros ejérci¬ 
tos del mundo de la Fuerza Multina¬ 
cional de Observadores, con una mi¬ 
sión especial; verificar el cumpli¬ 
miento del tratado de paz sobre el 
diferendo limítrofe firmado por las 
Naciones de Egipto e Israel. 

- Servicio de Reclutamiento. Es una 
entidad orgánica del Cuartel General 
del Ejército, creada mediante decreto, 
con la función única y exclusiva de 
definir la situación militar de los co¬ 
lombianos. Se encarga de planear, di¬ 
rigir y controlar los sistemas de incor¬ 
poración de soldados y suboficiales, 
así como de ejecutar los planes de 
movilización del Ejército. 

Distinciones 

- Dragoneantes. Distinción otorgada 
en ceremonia especial a los mejores 


soldados del contingente, que du¬ 
rante todas las actividades asignadas 
a la instrucción demuestren un alto 
sentido de responsabilidad, discipli¬ 
na, dedicación y espíritu militar. 

- Cuadro de Honor. Cuando el co¬ 
mandante de compañía selecciona 
mensualmente a un soldado como fi¬ 
gura para el cuadro de honor, está 
reconociendo su iniciativa, interés y 
excelente desempeño en cada una de 
las actividades asignadas a su cargo. 

-Medalla José María Córdova en el 
grado de Compañero. Otorgada al sol¬ 
dado que se haya destacado por su 
excelente conducta y compañerismo. 

- Medalla Juan Bau tista Solarte Oban¬ 
do. Condecoración otorgada al mejor 
soldado del contingente, por su exce¬ 
lente conducta, disciplina e interés en 
los actos del servido, acierto en el cum¬ 
plimiento de las órdenes y lealtad a la 
institución. Estas virtudes le hacen me¬ 
recedor de la Medalla al Mérito Militar, 
impuesta por el comandante de la uni¬ 
dad en la ceremonia de licénciamiento 
del contingente. 

- Ascenso a Subteniente de Reserva. 
Se asdende al grado de Subte¬ 
niente de la Reserva al 10% de los 
mejores soldados del contingente, en 
la ceremonia de licénciamiento presi¬ 
dida por el comandante de la unidad 
militar. 

Instrucción y entrenamiento 

Tanto la instrucción como el entrena¬ 
miento buscan proporcionar al perso¬ 
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nal de oficiales, suboficiales y solda¬ 
dos una educación profesional inte¬ 
gral, que permita a las Fuerzas Milita¬ 
res disponer de cuadros de mando y 
ejecutantes altamente capacitados 
para cumplir eficientemente las obli¬ 
gaciones y responsabilidades inhe¬ 
rentes a su grado o cargo, especiali¬ 
dad o función. 

En la primera fase de instrucción 
ocurren los siguientes eventos de es¬ 
pecial importancia: 

- Entrega de armas. A la cuarta se¬ 
mana de la primera fase de instruc¬ 
ción individual básica y de escuadra, 
se realiza la ceremonia de entrega del 
arma de dotación que cada uno de 
los soldados tendrá bajo su responsa¬ 
bilidad. 

- Juramento de bandera. Una vez 
finalizada la primera fase de instruc¬ 
ción básica y de escuadra se efectúa 
la ceremonia de Juramento de Bande¬ 
ra, en la que el soldado se compro¬ 
mete a defender y respetarlos símbo¬ 
los patrios y las instituciones que ga¬ 
rantizan que Colombia seguirá siendo 
una nación grande, libre y soberana. 

Al término de la segunda fase, el 
soldado logra un adecuado manejo 
de sus habilidades y condiciones físi¬ 
cas, técnicas y tácticas, permitiendo 
una total disposición para el cumpli¬ 
miento de la misión y tareas que le 
asignen sus comandantes. 



Rifles utilizados en la guerra de los Mil Días 
(1899-1902 ). Museo Militar , Bogotá 
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Batalla del castillo de Maracaibo , del 24 de julio de 1823. Oleo de José María Espinosa Prieto , 1878, 87x123 cm . Museo Nacional, Bogotá . 


En la tercera fase, el soldado per¬ 
fecciona sus habilidades como com¬ 
batiente individual y como integrante 
de una unidad básica, consciente de 
que de su activa participación, con 
voluntad y disciplina, depende el lo¬ 
gro de los objetivos institucionales. 

La cuarta fase enfatiza las áreas de 
entrenamiento psicológico y técnico, 
así como el entrenamiento táctico y 
operaeional para lograT estar en capa¬ 
cidad de desarrollar con éxito todo 
tipo de operaciones y tareas afines 
con el servicio militar. 

En la quinta fase, durante un mes, 
se readapta al soldado a la vida civil 
mediante la capacitación ofrecida por 
el Servicio Nacional de Aprendizaje 
(SENA) y se enfatiza en las obligacio¬ 
nes y deberes del reservista para con 
la familia, la sociedad y la patria. Al 
soldado bachiller, además, se le fami¬ 
liariza con los centros de educación 
superior y se le brinda preparación 
preuniversitaria y orientación profe¬ 
sional. 


Armada Nacional 
de Colombia 

En 1822 el general Francisco de Paula 
Santander, por medio del decreto 085 
de junio 28, creó la Escuela Náutica, 
localizada en Cartagena. Su director 
fue el capitán de navio Rafael Tono 
Llopis; para el entrenamiento de ca¬ 
de te s di sp on í a de naves como lo s b ti¬ 
ques Libertador, Cundinamarca , Colom¬ 
bia y otros. El 31 de julio de 1824 la 
Escuela Náutica presentó al publico 
sus primeros trabajos, y desgraciada¬ 
mente ios últimos, en una ceremonia 
presidida por el almirante José Pru¬ 
dencio Padilla y el general Carlos Sou- 
blette. Por medio del decreto de di¬ 
ciembre 7 de 1825 se dispuso el des¬ 
arme de los buques de guerra y el 
inmediato retiro de la oficialidad, sin 
goce de sueldo de retiro alguno. 

No obstante, la historia de la Ar¬ 
mada se remonta al 12 de septiembre 
de 1810, cuando la Junta de Cartage¬ 


na, presidida por José García de Tole¬ 
do, dictó el decreto por el cual se 
creaba la Comandancia General de 
Marina y se designaba como su pri¬ 
mer comandante al capitán de navio 
Juan Nepomuccno Eslava, con el fin 
de llenar las necesidades operativas 
navales en la costa atlántica y el bajo 
Magdalena, en ta lucha de los parti¬ 
dos cartageneros contra el fuerte rea¬ 
lista de Santa Marta, cuyo goberna¬ 
dor, coronel Pedro Domínguez, y el 
jefe de las fuerzas navales realistas, 
capitán de navio Pablo Oligos, ame¬ 
nazaban a las provincias libres. 

Por ley de octubre 14 de 1821, expe¬ 
dida por el gobierno de Cucuta, se 
creó el Departamento de Marina, con 
jurisdicción sobre las aguas territoria¬ 
les del cabo de la Vela al Escudo de 
Veraguas (Panamá). El almirante Pa¬ 
dilla fue designado como su coman¬ 
dante, cargo que desempeñó hasta el 
8 de marzo de 1828. 

La Infantería de Marina también 
fue creada en el gobierno del general 
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José Prudencio Padilla López. 

Oleo de Ignacio Castillo Cervantes , 
Museo Militar, Bogotá. 


Santander y al respecto fue presen¬ 
tado al Congreso de 1823 un extenso 
memorando por el capitán de navio 
Rafael del Castillo y Rada. 

Poco a poco la marina de guerra 
fue extinguiéndose. Solamente en las 
guerras civiles adquirió importancia, 
cuando los ejércitos competían püT el 
control de! río Magdalena y el litoral 
atlántico, en busca de dominio estra¬ 
tégico para el movimiento de tropas 
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Banderas ¿fe seBa/es ¿fe /os buques de guerra , 
firmado por fosé Prudencio Padilla , julio 1824. 
Archivo General de la Nación , BoyoLi, 
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y la conducción de abastecimientos. 
Por decreto de mayo 23 de 1867, expe¬ 
dido por el general Santos Acosta, la 
marina de guerra fue suprimida; sin 
embargo, en 1880 el presidente de la 
República, Rafael Núñez, la restable¬ 
ció nuevamente. 

Las guerras civiles desestabilizaron 
la situación de la Marina hasta el 
punto de hacerla casi desaparecer; sin 
embargo, el presidente Rafael Reyes 
dictó el decreto de julio ó de 1907, por 
el cual se creó la Escuela Naval Nacio¬ 
nal, en su cuarta época, con sede en 
Cartagena. Esta inició labores el 20 de 
julio de ese año, pero infortunada¬ 
mente el 28 de diciembre de 1909, por 
decreto 659, fue eliminada una vez 
más y varios de sus alumnos fueron 
enviados a especializarse en las arma¬ 
das de España y Chile. 

A raíz del conflicto con el Perú, en 
1932, se vio nuevamente la necesidad 
de contar con una marina de guerra, 
la cual fue creada por el gobierno na¬ 
cional en busca de una defensa inte¬ 
gral del territorio. Concluido este con¬ 
flicto, con la firma del protocolo de 
Río de Janeiro el 22 de mayo de 1934, 
el presidente Enrique Olaya Herrera 
vio la necesidad de sostener la marina 
de guerra en tiempo de paz y, para 
ello, contrató la misión inglesa presi¬ 
dida por el contralmirante Basil O. 
Rell-Salter, para organizar una fuerza 
naval definitiva. 

La Escuela de Grumetes se fundó 
por decreto 853 de abril 20 de 1934, 



Bandera de la guerra a Muerte (1813) 
y escudo de la Armada colombiana. 

Acuarela de Enrique Ortega Ricaurie , 1954. 



Capitán de Navio Ralph Douglas Binney, 
organizador de la Escuela Naval de Cadetes . 
Archivo del Comando de la Armada Nacional. 


bajo la dirección del capitán de navio 
Eríck Richter de la Armada Alemana, 
a bordo del M.C. Boyacá , surto en 
Puerto Colombia. Esta se trasladó a 
varios lugares hasta que por decreto 
2285 de diciembre 20 de 1940 pasó a 
bordo del buque escuela M.C, Cúcuta, 
en Cartagena. En agosto de 1942 fue 
cambiada de nuevo al antiguo edificio 
de la Infantería de Marina, hasta el 
mes de junio de 1944, cuando se tras¬ 
ladó definitivamente a Barranquilla, 

Por decreto 712 de abril de 1935 el 
presidente de la República, Alfonso 
López Pumarejo, organizó definitiva- 
mente la Escuela Naval de Cadetes, 
que inició labores el 3 de julio del 
mismo año, ingresando como alum¬ 
nos dos cadetes por cada departa¬ 
mento y cinco por la dudad capital 
La organización de la Escuela en esta 
nueva etapa fue encomendada al ca¬ 
pitán de navio, integrante de la mi¬ 
sión inglesa, Ralph Douglas Rínney. 

Por decreto 2122 de agosto 28 de 
1935 se estableció la antigüedad de la 
incipiente oficialidad naval en nú¬ 
mero de 39 y se confirmó a los prime¬ 
ros oficiales efectivos trasladados del 
Ejército Nacional del arma de Artille¬ 
ría. En 1936 se promulgó la ley 105 
orgánica de la Armada Nacional, por 
la cual se constituyó en una institu¬ 
ción de las Fuerzas Armadas, con re¬ 
glamentaciones autónomas e inde¬ 
pendientes de las demás instituciones 
armadas y con personal y presu¬ 
puesto propios. 
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Placa recordatoria del fusilamiento de José Prudencio Padilla Misa campal a bordo de la cañonera " Cartagena" f durante la guerra con el Perú, 

en la Plaza Mayor de Bogotá, el 2 de octubre de 1828. Giiepí, abril 1933. Fotografía publicada en portada de " Cromos " 



La cañonera "Cartagena" anclada en Caucayá, en el Putumayo, enero de 1 933. Encuentro de Enrique Olaya .Herrera y Alfredo Vázquez Coíw en La Capilla , 
marzo de 2933, "Cromos" tituló esta foto de portada como "El presidente y el generalísimo" 



Maqueta del buque escuela "ARC Clona ", Museo Militar, Bogotá. Destructor "ARC 20 de julio", de construcción sueca. Oteo de C Kaudem, 1958. 

53 x 72 cm. Museo Militar, Bogotá. 
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Estampilla conmemorativa de los primeros 50 años 
de la Escuda Naval de Cadetes , 
diseñada por H, Anderegg, 1985 , 

La Escuela de Especialistas se creó 
en Cartagena en 1947. Un año des¬ 
pués se reorganizó con la denomina¬ 
ción Escuela de Clases y Marinería, 
y a finales de 1953 se dispuso su tras¬ 
lado a Rarranquilla, iniciando labores 
el 1 de febrero de 1954, bajo su actual 
nombre de Escuelas Técnicas. 

A partir del año 1951 ha venido fun¬ 
cionando, anexa a la Escuela Naval, 
la Escuela Mercante, cuyos recursos 
fueron creados por el gobierno nacio¬ 
nal mediante decreto extraordinario, 
con el fin de corresponder a los es¬ 
fuerzos realizados por la Flota Mer¬ 
cante Grancolombiana en el desarro¬ 
llo de la marina comercial de nuestro 
país. Desde 1958 hasta la fecha, la 
instrucción ha sido encomendada en 
su totalidad a oficiales navales colom¬ 
bianos y profesores civiles al servicio 
de la institución. 



Formato de ¡wtente de corso expedida a nombre 
de la República de Colombia, ca, 1821 . 

Mapoteca 5, /V- 305B. Archivo General de la Nación 
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Camilo Daza Aluarez. 
Museo Militar, Bogotá, 


El gobierno nacional, por resolu¬ 
ción 1505 de mayo de 1963, aprobó la 
facultad de Ingeniería Naval. En 
enero de 1970 la Armada firmó un 
convenio para crear las secciones de 
Geofísica y Geología Marina, anhelo 
realizado con la Universidad Jorge la¬ 
deo Lozano y ampliado en enero de 
1972 para desarrollar cursos adminis¬ 
trativos con orientación hacia econo¬ 
mía, realizados en la Escuela Naval 
con nivel universitario de dos años. 
La Escuela Naval fue reconocida por 
el Ministerio de Educación Nacional 
como universidad. 


Fuerza Aérea 
Colombiana 

La verdadera fecha de creación de la 
Aviación Miütar Colombiana podría 
remontarse a 1915, época de la pri¬ 
mera guerra mundial, cuando un 
grupo de jóvenes bogotanos funda¬ 
ron lo que podría considerarse el pri¬ 
mer Club Aeronáutico de Colombia. 
En 1916 el Congreso Nacional pre¬ 
paró y aprobó la ley 15, que facultaba 
al gobierno para enviar al exterior a 
jóvenes colombianos con el propósito 
de adelantar cursos de pilotaje militar 
y de navegación aérea. En 1919 el go¬ 
bierno colombiano, con el presidente 
Marco Fidel Suárez a la cabeza, pro¬ 
mulgó la ley 126 de diciembre 31 que 
creó la Aviación Militar Colombiana 
y la integró como quinta arma del 
Ejército NarionaL 



Benjamín Méndez Rey. 
Museo Militar, Bogotá. 


A continuación se expidieron los 
decretos 2172, 2182 y 2247 reglamen¬ 
tarios de esta ley, que se referían a la 
creación de la primera escuela de 
Aviación Militar en Colombia, consti¬ 
tuida el 10 de diciembre de 1920. Su 
primer director fue el coronel Gabriel 
del Páramo, con asistencia de vetera¬ 
nos franceses de la primera guerra 
mundial, contratados por el gobierno. 

El decreto 357 de marzo 11 de 1921, 
en desarrollo de la ley 126 de 1919, 
organizó el cuerpo de aviación del 
Ejército en escuadras, grupos y escua¬ 
drillas. Cada escuadra tendría tres 
grupos y cada uno de éstos, tres es¬ 
cuadrillas. 

La Escuela de Aviación se cerró 
transitoriamente mediante decreto 
580 de abril 28 de 1922. El contrato 
con la misión francesa se dio por ter¬ 
minado. Los decretos 1737 y 1756 de 
noviembre 8 de 1924 ía reactivaron, 
en esta ocasión en Madrid (Cundina- 
marca), en terrenos adquiridos por el 
gobierno y parte de las haciendas Se- 
rrezuela y Quinta Córdoba, con la 
asesoría de una misión aérea suiza, 
al mando del capitán Henry Pillicho- 
dy, quien fue nombrado por el gobier¬ 
no, adicionalmente, director de la Es¬ 
cuela y jefe de la Aviación Militar, 

El 4 de abril de 1927, mediante de¬ 
creto 602, se crearon y organizaron 
las Tropas de Aviación, hoy denomi¬ 
nadas Infantería de Aviación. Me¬ 
diante resolución 215 del Ministerio 
de Guerra, la Escuela fue cerrada nue¬ 
vamente en los últimos días de di- 
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Aviones utilizados parla Fuerza Aérea Colombiana : Cuadran G3 con motor Le Rhonede 80 HP. (1921-1929); Boeing Consolidated PT-lí (años 20); Curtiss 
NK-1 Tminer con motor W'right Whirlwind (1933-1943); Boeing Stearman PT-17 con motor Lycoming 220 HP. (1942-1957); Beechcmft T-34 con motor 
Continental 0-470-13 225HF, (1954). Pinturas al óleo de Francisco Acuña, Museo Militar, Bogotá. 


ciembre de 1928. El contrato con los 
suizos había terminado el 31 de julio 
anterior, pero sin embargo la escuela 
se reabrió nuevamente el 20 de marzo 
de 1929, esta vez en forma definitiva, 
bajo las órdenes del coronel Leopoldo 
Piedrahíta y con la asesoría de una 
nueva misión aérea francesa, a cargo 
del coronel Pierre Chatevieux. 


El decreto 2063 de diciembre 1 de 
1932 creó dentro del Ministerio de Gue¬ 
rra el departamento 8 como Dirección 
General de Aviación Militar y un con¬ 
sejo especial de Aviación Militar. 

Además de las misiones aéreas 
francesas y suiza, estuvieron en Co¬ 
lombia la alemana {1933-1935}, una 
cubana (1935) y la de Estados Unidos 


(1935-1936) para contribuir en la es¬ 
tructuración definitiva de la aviación 
militar colombiana. 

En 1933 se creó el Servido Aéreo 
para la Presidencia de la República y 
la Escuela de Aviadón Militar que 
operaba en Madrid se trasladó a Cali 
y se inauguró el 21 de septiembre. 
Madrid continuó solamente como 
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Avión de transporte Ford T rimo tan (1935-1945); helicóptero Black Hnwk UH-60; helicóptero Bell con turbina Lycomiiig T-53L-13B de 1.400 HP, ; avión 
Consolidated Vultee B.T-15 (1942-1951). Pinturas de David Izquierdo y de Alberto Puentes, 198S-Í991. Archivo Revista Aeronáutica, Bogotá. 


base aérea y como Escuela de Clases 
Técnicas para preparar a los mecáni¬ 
cos de aviación. 

En el año 1934, mediante el decreto 
2066, se creó la Base Aérea del Pací¬ 
fico en Buenaventura. El Departa¬ 
mento de Aviación Civil se reorga¬ 
nizó mediante el decreto 1683 de 
agosto 28, a partir del 1 de septiem¬ 
bre. Se crearon la Dirección General 
de Aviación, con los Departamentos 
de Aviación Militar y de Aviación Ci¬ 
vil, y la Junta Asesora de Aviación. 

En 1936, por medio del decreto 2437 
de septiembre 1, se creó la Escuadrilla 
de la Aurora. En 1942 la Aviación Mi¬ 
litar se separó del Ejército y se convir¬ 
tió en Fuerza Aérea Nacional, como 
una rama independiente de las Fuer¬ 
zas Militares del Estado, a cargo del 
Ministerio de Guerra, con organización 
y reglamentación propias (decreto 
1680, julio 15 de 1942). 

En 1943 se creó el Centro de Ins¬ 
trucción para Pilotos Civiles en la base 
de Madrid, mediante la resolución 
1024 del 24 de agosto. Mediante el 
decreto 2298 del 26 de noviembre se 
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crearon las Secciones de Tropas Para¬ 
caidistas en las diferentes bases aé¬ 
reas. 

En 1944 la ley 102 de diciembre 31 
reorganizó las Fuerzas Militares y 
creó los directores del Ejército, de ía 
Armada y de la Fuerza Aérea, inte¬ 
grando de nuevo esta última a la 
Fuerza Aérea Nacional y a la Aero¬ 
náutica Civil. 

En 1948, con ocasión del " Bogo ta¬ 
zo" del 9 de abril, la Fuerza Aérea 
Colombiana (FAC) efectuó su primera 
"gran" operación de transporte aereo 
militar, trasladando hacía Bogotá tro¬ 
pas de refuerzo desde varias ciudades 
colombianas en aviones 047. 

Por decreto 1729 inició operaciones 
el Fondo Rotatorio de la pac, que había 
sido creado desde el año anterior por 
la ley 84. En 1953 la Escuela de Sub¬ 
oficiales de Madrid fue trasladada a 
la Escuela Militar de Aviación en Cali, 
como escuadrón de aerotécnieos, y se 
creó la Base Aérea de Melgar, actual 
Comando Aéreo de Apoyo Táctico 
N- L En 1954, con base en el Aero¬ 
puerto de Techo, hoy Ciudad Kenne¬ 


dy, se creó el Escuadrón de Enlace 
bajo órdenes directas de la Presiden¬ 
cia de la República. En 1955 el Escua¬ 
drón de Transporte fue trasladado de 
la base de Madrid al Aeropuerto de 
Techo, Se fusionó con el de Enlace y 
se convirtió en el Grupo de Trans¬ 
porte Aéreo Militar. En ese mismo 
año se crearon los estatutos de la Cor¬ 
poración de la Industria Aeronáutica 
Colombiana, por medio del decreto 
026 de enero 15. 

En 1960 el instituto Militar Aero¬ 
náutico (TMA), reestructurado como 
una verdadera unidad académica, fue 
trasladado a la sede del Grupo de 
Transportes en Techo (decreto 570, 
marzo 9). En 1961 la Escuela Militar 
de Aviación, a raíz de los nuevos pro¬ 
gramas académicos ^universitarios 
adoptados en beneficio de la prepara¬ 
ción de todos los alumnos aspirantes 
a oficiales, fue denominada por un 
breve lapso Academia Militar Aero¬ 
náutica. 

En 1962, en la base de Madrid, se 
creó el Centro de Instrucción Militar 
para Soldados. En abril el gobierno 

















del presidente Alberto Lleras, siendo 
ministro de Guerra el mayor general 
Rafael Hernández, inauguró las nue¬ 
vas instalaciones del Centro Adminis¬ 
trativo Nacional (can) y el Ministerio 
de Guerra, el Comando General de 
las Fuerzas Militares y los Cuarteles 
Generales (Comandos) del Ejército, la 
Armada Nacional y la Fuerza Aérea 
Colombiana pasaron al moderno edi¬ 
ficio que hoy ocupan. 

En 1963, con sede en Neiva, la base 
de Melgar creó el Grupo Aerotáctico 
en apoyo al Ejército, y la base de 
Transportes fue trasladada a sus nue¬ 
vas instalaciones en el Aeropuerto In¬ 
ternacional Eldorado. En 1964 se crea¬ 
ron el dispensario de la fac, el Co¬ 
mando Aéreo de Transporte Militar 
y el Escuadrón de Reconocimiento 
Aéreo, 

En 1968, con sede en Cartagena, la 
base de Apíay creó el Escuadrón de 
Apoyo Táctico Aeronaval. El mismo 
año se creó la empresa Aeroíndustrial 
Colombiana S,A., mediante escritura 
2727 de junio 24. En 1970 el Escuadrón 
de Aerotécnicos salió de la Escuela Mi¬ 
litar de Aviación a sus nuevas instala¬ 
ciones de Madrid, convirtiéndose en 
la Escuela de Suboficiales de la _FAC 

En 1971 se desactivó el Instituto Mi¬ 
litar Aeronáutico y la capacitación de 
oficiales para ascenso fue asumida 
por la Escuela MilitaT de Aviación en 


Cali (Escuadrón Académico). El Mu¬ 
seo Aeronáutico se distribuyó entre 
el Comando de la Fuerza Aérea, la 
Escuela Militar de Aviación, la Base 
Aérea de Eldorado, el Museo Ricaurte 
(Villa de Leiva) y el Museo Militan 

En 1979 se creó la Base Aérea de 
San Andrés como Grupo Aéreo del 
Caribe. En 1982 volvió a Bogotá como 
Instituto de Capacitación para Oficia¬ 
les el antiguo IMA, operando en pre¬ 
dios de la Base Aérea Eldorado, luego 
de 11 años de funcionamiento en Cali, 

En 1985, con ocasión del desastre 
producido por la explosión del volcán 
Nevado del Ruíz en noviembre, la 
Base Aérea de Palanquero se convir¬ 
tió en el centro de operaciones desde 
donde se coordinó y desarrolló toda 
la gestión de ayuda propia y proce¬ 
dente del exterior y las misiones de 
búsqueda y rescate. 

En 1990 la Fuerza Aérea participó 
exitosamente en la Operación Colom¬ 
bia contra Casa Verde (La Uribe, 
Meta), base principal del núcleo sub¬ 
versivo del país. Este mismo año se 
creó, con base en Rionegro (Valle de 
San Nicolás, Antioquia), en predios 
del aeropuerto de Medellín, el Co¬ 
mando Aéreo de Apoyo Táctico N- 2. 

En 1991 se celebró en Bogotá la con- 
jefamer XXXI (Conferencia de Jefes de 
las Fuerzas Aéreas Americanas) con 
la asistencia de 22 países. 


La Fuerza Aérea Colombiana in¬ 
gresó a la etapa de los "radares mili¬ 
tares" con la instalación de uno de 
ellos en la isla de San Andrés y el 
inicio de la construcción de otro en 
Riohacha (Guajira) para el control y 
prevención del narcotráfico. 

El Instituto Militar obtuvo del icfes 
la homologación de sus programas 
académicos en pro de la mayor y me¬ 
jor preparación de los oficiales alum¬ 
nos de los diferentes cursos de capa¬ 
citación para ascenso, y la obtención 
de los correspondientes títulos como 
administradores aeronáuticos. Tam¬ 
bién a través del ICFES se cumplieron 
los pasos tendientes a conformar, en 
la Escuela de Suboficiales de la fac, 
la primera Universidad Tecnológica 
Aeronáutica. 

Policía Nacional 

Historia 

En la Colonia, la Corona española es¬ 
tableció un servicio especial de vigi¬ 
lantes que perseguía a los malhecho¬ 
res; se llamaban alguaciles, prestaban 
el servicio de policía en los campos y 
recolectaban el impuesto de peaje 
(pago de una suma determinada por 
cabeza de ganado que pasara), que 
se destinaba a la construcción de nue¬ 
vos caminos. 



Profesores y cadetes de la Escuda de Policía General Santander , Bogotá, 1947 . Fotograf ía de i. FlórezM . Museo Histórico de la Policía Nacional , Bogotá. 
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Primera junta de Policía de Santafé de Bogotá , integrada por Antonio Marino, Primo Groot 
y José María Lozano en 1791. Museo Histórico de la Policía Nacional, Bogotá, 


Durante el gobierno del virrey José 
de Ezpcleta (1789-1797) se conformé 
una Junta de policía en 1791, inte¬ 
grada por Primo Groot, José María 
Lozano y Antonio Nariño. Esta junta 
tenía entre otras las siguientes misio¬ 
nes: 1) recoger y concentrar a ios men¬ 
digos, 2} ayudar a la construcción de 
calles, 3) velar por el alumbrado y el 
embellecermento de la ciudad, y 4) 
velar por el aseo de las calles. 

La Junta de policía estaba a órdenes 
del Cabildo y tenía bajo su mando a 
un grupo de alguaciles llamados '"se¬ 
renos", a los que correspondía apagar 
los faroles de ias esquinas, recorrer 
las calles durante la noche y anunciar 
las horas. 

La primera recogida oficial de men¬ 
digos tuvo lugar el 26 de septiembre 
de 1807 por las tropas del rey; los in¬ 
válidos y enfermos fueron llevados al 
hospital, y a los vagos se les destinó 
a trabajar en el camino del puente. 

En 1819, finalizada la guerra de in¬ 
dependencia, el general Francisco de 
Paula Santander, nombrado vicepre¬ 
sidente de la República, asumió el 
mando de la administración durante 
la ausencia del Libertador Simón Bo¬ 
lívar, Inmediatamente inició la orga¬ 
nización legal y política del país; 
como aún no existía el cuerpo de po¬ 
licía, encomendó sus fundones a la 
fuerza pública, creó la policía secreta 


y le dio gran importancia a este ramo 
de la administración pública, al redac¬ 
tar importantes normas de policía que 
constituyen el punto de partida de 
nuestra legislación profesional. 

A finales de 1826 Bolívar regresó 
del Perú y, posesionado, dictó dispo¬ 
siciones de policía; entre ellas se en¬ 
cuentra el decreto 183 del 22 de di¬ 
ciembre de 1827, por el cual se confie¬ 
ren atribudones y responsabilidades 
a los jefes de policía. Este decreto, de 
74 artículos, establece que los jefes de 
policía deben cuidar de la seguridad 
publica, de la vida, del honor y de 
los bienes de los ciudadanos; pero en 
ninguna parte se establece a la policía 
como organismo independiente* 

El 4 de febrero de 1861, Mariano 
Ospina Rodríguez siendo presidente 
de la República decretó: «Créase en 
la ciudad de Bogotá un cuerpo de po¬ 
licía al servicio de la Confederación, 
con el objeto de mantener el orden 
general y hacer cumplir y ejecutar las 
leyes nacionales». Como era una po¬ 
licía ai servicio de la Confederación 
Granadina, se deduce que tenía que 
ser nacional. «Este cuerpo tendrá 18 
inspectores y el número de comisarios 
que, a propuesta de los inspectores, 
nombre el poder ejecutivo o, con su 
autorización, el intendente». 

Entre las funciones de los inspecto¬ 
res estaban las de investigar los deli¬ 


tos, decomisar armas y municiones 
de guerra, impedir el cruce de corres¬ 
pondencia entre los rebeldes, 
aprehender a los desertores del ejér¬ 
cito, descubrir las conspiraciones y 
los agitadores contrarios al gobierno. 
«Cada inspector tendrá bajo su direc¬ 
ción dos cabos y tenientes para la eje¬ 
cución de todos los actos que son de 
competencia de la Policía Nacional». 

En 1871 el Congreso expidió la ley 
22 de abril 11 sobre policía de fronte¬ 
ras, sus procedimientos en caso de 
guerra con los países vecinos y dispo¬ 
siciones para que los comandantes de 
cuerpos de tropas nacionales presta¬ 
ran todo el apoyo necesario a las au¬ 
toridades para el cumplimiento de la 
ley. 

En 1880 se organizó un cuerpo de 
policía en el Estado de C un dinam ar¬ 
ca, con dos divisiones, una civil y otra 
militar. Pagado por la municipalidad, 
el cuerpo de policía era de sesenta 
gendarmes, quienes ganaban sesenta 
centavos diarios. 

Proyecto sobre creación 
de la Policía Nacional 

En 1881, por la ley 56, el Congreso 
Nacional fijó el pie de fuerza para el 
año 1881-1882 y autorizó al poder eje¬ 
cutivo para crear y organizar un 
cuerpo de policía que se extraería de 
los cuatro mil hombres que formaban 
el ejército de aquella época. Pero esta 
ley no se cumplió por motivos desco¬ 
nocidos. 

En 1888 se intentó una nueva crea¬ 
ción del cuerpo de policía y el Con¬ 
greso dictó la ley 90 del 7 de noviem- 



Juan María Marcelino Gilibert, 
primer director de la Policía Nocional. 

Museo Histórico de la Policía Nacional, Bogotá. 
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bre. Este cuerpo tendría como resi¬ 
dencia habitual la ciudad capital de 
la República y dependería directa¬ 
mente del Ministerio de Gobierno, La 
conformación de este organismo seria 
de tipo militar, comandado por dos 
jefes, constaría de 300 gendarmes di¬ 
vididos en tres compañías. Cada 
compañía estaría integrada por: un 
capitán, dos tenientes, un subtenien¬ 
te, un sargento primero, cuatro sar¬ 
gentos segundos, ocho cabos prime¬ 
ros, ocho cabos segundos y un nú¬ 
mero de gendarmes previamente es¬ 
tablecido. 

En 1890 la capital estaba vigilada 
por un cuerpo de policía departamen¬ 
tal, uno municipal y otro de serenos* 
El de serenos solamente vigilaba de 
noche y estaba integrado por obreros 
y artesanos. El servicio lo prestaban 
de seis de la tarde a seis de la mañana; 
una de sus misiones especiales era 
prender las lámparas de petróleo que 
colgaban en la mitad de las calles y 
anunciar las horas en medio del silen¬ 
cio de la noche. 

Siendo presidente de la República 
Carlos Holguín, el Congreso dictó la 
ley 23 de octubre 23 de 1890, por la 
cual se facultaba al gobierno para or¬ 
ganizar y sostener un cuerpo de poli¬ 
cía y contratar uno o más técnicos ex¬ 
tranjeros que lo asesoraran en esta 
labor. En desarrollo de la ley 23 se 
dictó el decreto 1000 de noviembre 5 
de 1891, mediante el cual se organizó 
la Policía Nacional de Bogotá, cuerpo 
dirigido por el francés Juan María 
Marcelino Gilibert, distinguido orga¬ 
nizador de la Policía de París, quien 
con 500 hombres, de los cuales 50 



Comisario de Policía Manuel O. Maldonado (1891), Agente de 2 * dase, de la división de Seguridad 
Especial, Eudoro Castillo (1893). Agente de 4- dase, de la división Central , Juan de Dios Amézquita 
(ca. 1893 >. Agente de V clase, de la 5- división, Asisdo Leal (ca, 1892). Agente de I- clase , Técnico 
del ler. Cuerpo de Bomberos , Juan Chacón (1912). 


prestaban servicio especial en la sec¬ 
ción de seguridad, reemplazó a los 
serenos y a los guardianes departa¬ 
mentales, complementando inspec¬ 
ciones de policía de servicio perma¬ 
nente y creando así una institución 
organizada de carácter nacional* La 
vinculación de Gilibert se formalizó a 
través de un contrato celebrado en 
agosto de 1891 entre el ministro del 
Interior de Francia y Gonzalo Mallari- 
no, encargado de Negocios de Co¬ 
lombia en París. 

El primer reglamento que recibió la 
institución fue redactado por Gilibert 
y aprobado el 12 de diciembre de 


1891, Este estatuto decía: «La Policía 
tiene por misión especial conservar la 
tranquilidad pública y en consecuen¬ 
cia le corresponde proteger a las per¬ 
sonas y a las propiedades; hacer efec¬ 
tivos los derechos y garantías que la 
Constitución y las leyes reconocen; 
velar por el cumplimiento de las leyes 
del país y las órdenes y disposiciones 
de las autoridades constituidas y pre¬ 
venir los delitos, faltas y contraven¬ 
ciones, y perseguir y aprehender a 
los delincuentes y contraventores. La 
Policiano reconoce privilegios ni dis¬ 
tinciones y obliga, por tanto, a nacio¬ 
nales y extranjeros, salvo las inmuni- 
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POLICIA NACIONAL 



Modernización de la Policía Nocional. Mural de Alfonso Tovar, 1986. 350x450cm . 
Museo Histórico de la Policía Nacional, Bogotá. 


Contrato celebrado entre Gonzalo Malla- 
riño, encargado de Negocios de Colom¬ 
bia en París, y M. Constans, ministro 
del Interior de la República Francesa. 

Artículo 1. El gobierno de la República 
Francesa, atendiendo a la petición de Co¬ 
lombia, envía al señor Juan María Marce¬ 
lino Gilíbert, comisario de Policía de 1- 
dase, para reorganizar el Cuerpo de Po¬ 
licía de Bogotá, con las condiciones indi¬ 
cadas en carta de fecha 28 de mayo del 
presente, que el encargado de Negocios 
de Colombia en París dirige al ministro 
de Relaciones Exteriores de Colombia, 

Artículo II. El tiempo de este compro¬ 
miso está fijado pOT un año, que empe¬ 
zará a contarse desde el día en que salga 
de París dicho fundonario, pudiéndose 
prolongar el contrato por dos años, con 
las condiciones establecidas, si Colombia 
lo juzga necesario. 

Artículo IIL M. Gilíbert recibirá una re¬ 
tribución mensual de mil doscientos cin¬ 
cuenta francos, sin demora alguna. 

Artículo IV, M, Gilíbert recibirá dicho 
sueldo en la Legación de Francia en Bogo¬ 
tá, al fin de cada mes, en oro o en moneda 
legal colombiana, agregando el cambio 
sobre París . 

Artículo V. M. Gilíbert redbirá una an- 
tidpadón de mil francos oro, para gastos 
de viaje hasta Barran quilla, y otra de qui¬ 
nientos para los de Barranquilla a Bogotá. 

Artículo VI, M, Gilíbert redbirá, ade¬ 
más de su salario, al tiempo de la partida, 
una anticipadón de mil quinientos fran¬ 
cos, por los cuales prestará una fianza al 
encargado de Negocios de Colombia en 
París, lo mismo que por la anticipación 


de los gastos de viaje de que se ha ha¬ 
blado en el artículo anterior. 

Artículo VIL En caso de que M. Gilíbert 
no llene exactamente los deberes que le 
incumben, según este contrato, el go¬ 
bierno de Colombia podrá declarar re¬ 
suelto el mismo contrato, procediendo 
breve y sumariamente a hacer constar la 
falta o faltas de dicho agente. 

Artículo VIII. M. Gilíbert tendrá dere¬ 
cho, a su regreso a Francia, cualquiera 
que sea su causa, a una suma igual a la 
que le haya sido abonada para su viaje 
de París a Bogotá. 

Artículo IX. Se entiende y se estipula 
formalmente que en caso de que el go¬ 
bierno de Colombia resuelva renunciar a 
los servidos de M. Gilíbert antes del tér¬ 
mino fijado, deberá cubrirle íntegra¬ 
mente su sueldo devengado en el tiempo 
que haya servido. 

Artículo X. Si, por causa de enferme¬ 
dad, dicho funcionario no pudiese pres¬ 
tar sus servicios, no dejará de recibir ín¬ 
tegramente su salario; y para constan da 
de los casos de enfermedad, será exami¬ 
nado por dos médicos designados, uno 
por el gobierno de Colombia y otro por 
la Legación de Francia en aquel país. 

Artículo XI. La resolución del presente 
contrato por causa de cualquiera de las 
partes será notificada por el encargado 
de Negocios de Francia en Bogotá a la 
otra parte interesada, y el día de la noti¬ 
ficación será la fecha señalada para su 
terminación. 

Extendido por duplicado en París, el 
13 de agosto de 1891, 

(Firmado, Gonzalo Mallarino) 


da des reconocidas por la Constitu¬ 
ción y las leyes, los tratados públicos 
y el Derecho Internacional». 

Siglo XX: Nuevos servicios 

En ei año 1899 se llevó a cabo una 
importante reorganización. El de¬ 
creto 230 de mayo 8 confió a la Policía 
los siguientes servicios: espectáculos 
públicos, oficinas, comisiones^ vigi¬ 
lancia, investigación y descubri¬ 
miento de los delitos, persecución y 
captura de los delincuentes. Orga¬ 
nizó la Policía en ocho divisiones 
(siete de vigilancia y la central) y dos 
secciones (la de investigación y la de 
bomberos), todas dependiendo de la 
Dirección General, Estableció los ser¬ 
vicios médicos y de botica y fijó en 
1035 el número de agentes de varias 
clases para la vigilancia de Bogotá,' 

En el mes de septiembre de 1902 
se organizó un cuerpo de policía no¬ 
minado Guardia Civil de Bogotá, su 
misión era vigilar la dudad y servir 
de guardia de honor del palacio pre¬ 
sidencial, Más tarde, bajo la dirección 
de Pedro Sicard, se dispuso que la 
Policía quedara dividida en dos gran¬ 
des cuerpos: Guardia Civil y Guardia 
Nacional. 

El ló de junio de 1906, por decreto 
711, la Policía pasó a formar parte de 
un organismo denominado Gendar¬ 
mería Nacional. Se aumentó el perso¬ 
nal de la División Central, espectácu¬ 
los públicos y comisiones. Se deter¬ 
minó un número de 804 agentes para 
la vigilancia de la capital, incluyendo 
los 23 que formaban la sección de 
bomberos, destinados atender el ser¬ 
vicio de incendios e inundaciones. 

Con el nombramiento como Direc¬ 
tor General de la Policía de Gabriel 
González, en 1911, se inició un se¬ 
gundo período de progreso dentro de 
la institución. El primero en iniciar 
los ensayos de identificación por me¬ 
dio de la fotografía fue el general Lu- 
bín Bonilla. En este mismo año le fue 
confiada a la Policía la custodia de las 
minas de Muzo (ley 87); los servicios 
en los lazaretos de Contratación, 
Agua de Dios y Caño de Loro (decreto 
414); y en 1912, la custodia de las sa¬ 
linas de Zipaquirá (decreto 1074). 

La primera sección ambulante de 
investigación y captura de delincuen¬ 
tes fue creada en 1913 para actuar en 
el departamento de Tolima. Mediante 
el decreto 42 de marzo 25 de 1912 de 
la Dirección General, se creó un «au¬ 
xilio mutuo» para los casos en que fa¬ 
lleciera un miembro de la Policía, siem¬ 
pre y cuando no fuera por suicidio. 
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González organizó con treinta 
hombres la banda de músicos que de¬ 
bían actuar sin perjuicio de sus misio¬ 
nes de servicio * Su primer director fue 
José del Carmen Aguilera. Reorga¬ 
nizó el gabinete fotográfico y antropo¬ 
métrico que funcionaba rudimenta¬ 
riamente desde 1909, implantando la 
primera ficha identifica ti va. El 14 de 
marzo de 1912 creó la revista de la 
Policía Nacional, que ha venido cum¬ 
pliendo a cabal!dad su misión, convir¬ 
tiéndose en la primera forma de di¬ 
vulgación institucional. También or¬ 
ganizó la primera escuela de prepara¬ 
ción de agentes y la primera escuela 
de detectives, mediante el decreto 311 
de 1914, que comenzó a funcionar el 
1 de abril de dicho año. 

La Escuela de Policía fue producto 
de un proyecto aprobado en 1919, se¬ 
gún la ley 14 de septiembre 8. Tenía 
como finalidad la educación y forma¬ 
ción de los jefes, oficiales, agentes y 
demás funcionarios de este ramo. A 
mediados de 1924 se celebró un con¬ 
trato entre la Dirección General y el 
señor Alberto Manrique Martín para 
la construcción del Palacio de la Poli¬ 
cía Nacional, en la calle 9 entre carre¬ 
ras 9 y 10. 

Por ley 193 de diciembre 30 de 1959 
se dispuso que la nación, desde el 1 
de enero de 1960, tendría a su cargo 
el sostenimiento, dotación y pago de 
los sueldos de la Policía en todo el 
territorio de la República, El signifi¬ 
cado de esta ley es trascendental por¬ 
que constituye la nacionalización de 
la institución, condición indispensa¬ 
ble de su unidad de acción y de doc¬ 
trina* 

La Academia Superior de Policía 
fue creada mediante decreto 349 de 
febrero 19 de 1964, que reglamentó 
también los cursos de formación, ca¬ 
pacitación y especializado n para ofi¬ 
ciales, Este instituto de estudios supe¬ 
riores ha venido capacitando a los 
mandos de la Policía para el ejercicio 
profesional, siendo reconocido como 
uno de los centros de mayor impor¬ 
tancia y nivel en América. 

El 15 de abril de 1977 fueron dadas 
de alta en la institución, en el grado 
de teniente, las primeras doce damas 
profesionales. Desde entonces, la po¬ 
licía femenina ha venido cobrando 
mayor importancia; la presencia de la 
mujer en la Policía ha permitido aten¬ 
der en mejor forma, entre otros, los 
servidos de menores y turismo. 

El Grupo de Operaciones Especia¬ 
les (goes), dependiente de la dipec 
(actual Dirección de Policía Judicial e 



De Diario para Oficíales 



Uniformes de sociedad para oficiales y músicos; capote de diario y u n i forme de sociedad para la tropa; 
gorras para oficíales y tropa. Témpera y acuarelas de Luís Felipe Uscátegui „ IS3S. 

Museo Histórico de la Policía Nacional, Bogotá . 
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Portada del palacio de la Policía Nacional t 
hoy Museo Histórico de la institución, obra 
dd arquitecto Alberto Manrique Martín , 1925, 
Fotografía de Ernesto Monsalve. 


Inteligencia, DIJIN), comenzó a funcio¬ 
nar el 3 de marzo de 1978. Creado 
por medio de Ja directiva permanente 
002 de marzo 3 de 1978, emanada de 
la Dirección General, ha prestado al 
país grandes servicios. Su eficiencia 
y alto nivel profesional son prenda 
de garantía para la comunidad a la 
que sirve. 

E] 4 de noviembre de 1980 se clau¬ 
suró en Ja Escuela General Santander 
el primer curso de agentes profesio¬ 
nales formado por indígenas del 
Amazonas, integrando así a la institu¬ 
ción a colombianos que pueden, por 
sus condiciones personales, servir 
mejor a sus comunidades. 

Reorganización 
de la Policía Nacional 

En 1983 el gobierno nacional reorga¬ 
nizó la Policía mediante decreto-ley 
2137, en el que fijó la misión de la 
institución, artículo 23: «La Policía 
Nacional está instituida para proteger 
la vida, honra y bienes de todas las 
personas residentes en Colombia, ga¬ 
rantizar el ejercicio de las libertades 
públicas y de los derechos que de és¬ 
tas se deriven, prestar el auxilio que 
requiere la ejecución de las leyes y las 
providencias judiciales y administra¬ 
tivas, cooperar con la investigación 
de delitos y contravenciones, cumplir 
las labores preventivas, educativas y 
sociales, y en general conservar el or- 
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den publico interno de la nación, con 
los medios y dentro de los límites es¬ 
tatuidos en la Constitución Nacional, 
en las leyes, en las convenciones y 
tratados internacionales, en los regla¬ 
mentos de Policía y en los principios 
universales del derecho». 

Este decreto establece que el presi¬ 
dente de la República es la suprema 
autoridad administrativa y el jefe de 
la Policía, y que la institución, para 
efectos de dirección y mando, de¬ 
pende directamente del Ministerio de 
Defensa Nacional. 

Constitución de 1991 

En los últimos años ia Policía Nacio¬ 
nal inició un período de análisis y re¬ 
visión de sus principios filosóficos y 
doctrinales, llegando a la conclusión 
unánime de la necesidad de que en 
la nueva Constitución se consagra¬ 
ran los principios rectores de la ins¬ 
titución. 

Con este fin, la Dirección General 
de la Policía constituyó un comité de 
estudio permanente que, debida¬ 
mente asesorado por destacados 
constitucionalistas del país, preparó 
con el máximo cuidado la propuesta 
presentada al gobierno nacional y a 
la Asamblea Nacional Constituyente 
para consagrar en la Carta Magna la 
definición, fundamento y principios 
filosóficos de la Policía Nacional, así 
como su régimen disciplinario, pres- 
tacional y de carrera, haciendo énfasis 
en el fuero penal militar y en el man¬ 
tenimiento de los postulados de la 
Carta de 1886. El proyecto de la Poli- 



Sello de correos en homenajea la Policía Nacional, 
emisión de diciembre 29 de 1976. 


cía fue aprobado en su totalidad cum¬ 
pliendo así su sueño de cíen años: 
por primera vez la Carta Fundamen¬ 
tal de Colombia dio vida constitucio¬ 
nal a la Policía Nacional (artículos 216 
a 223). 


Derecho Penal 
Militar colombiano 

La legislación militar colombiana tuvo 
origen en la española; por ella, en 
tiempos de la Colonia y la Conquista, 
se reglamentó lo atinente al fuero mi¬ 
litar y su influencia se extendió por 
varios años durante la vida indepen¬ 
diente. Algunas cédulas, pragmáti¬ 
cas, órdenes, decretos y ordenanzas 
del gobierno español conservaron su 
vigencia por voluntad de los legisla¬ 
dores de la nueva república. Así, por 
decreto del 12 de octubre de 1821 se 
encargó al gobierno la ejecución de 
las últimas leyes españolas relaciona¬ 
das con deserciones y el implanta- 
miento de una disciplina rigurosa en 
el ejército. Por decreto del 23 de enero 
de 1826 se dispuso observar la real 
orden del 20 de noviembre de 1800 
sobre abandono de guardia. 

El decreto del 30 de agosto de 1828 
estableció: «La ordenanza española 
de 1768 que manda observar el ar¬ 
tículo 1 de la ley del 13 de mayo de 
1825, será de hoy en adelante la única 
ley de la república en todo lo que per¬ 
tenece al fuero militar, delitos penales 
que han de conocer de ellos, sin otras 
variaciones que las que se establecen 
por este decreto o las que pueda esta¬ 
blecer el gobierno en lo sucesivo». 

En 1831 se expidió el decreto de 27 
de julio, cuyo artículo 1 estableció; 
«Conforme a lo previsto en el artículo 
1 de la ley del 13 de mayo de 1825 se 
llevará a efecto por las respectivas au¬ 
toridades militares, las leyes y dispo¬ 
siciones españolas vigentes hasta el 
18 de marzo de 1808, sobre la aplica¬ 
ción de las penas impuestas al delito 
de deserción, las cuales copia Colón 
[Félix Colón de Larriáteguij en su 
obra de Juzgados militares, tomo iv, 
página 130, edición del año de 1817». 

Por último, entre las disposiciones 
que daban vigencia en Colombia, ya 
independíente, a la legislación espa¬ 
ñola, cabe citar el decreto del 27 de 
noviembre de 1861 que estipulaba: 
«Artículo 1. Las leyes generales de la 
República de la Nueva Granada y de 
la Confederación Granadina que esta¬ 
ban vigentes el 1 de febrero de 1859 
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Placas de agentes de Policía de los órdenes nacional, departamental y municipal utilizadas en diferentes épocas de la institución (la primera perforada por 
una bala en acto de servicio). Museo Histórico de k Policía Nacional , Bogotá . 


en negocios militares del ejército y la 
armada, y las ordenanzas españolas 
y reales cédulas que se declararon vi¬ 
gentes en la República de Colombia, 
en cuanto no estén derogadas por las 
Constituciones y leyes que han regido 
y rigen en el país, forman el código 
militar de los Estados Unidos de Co¬ 
lombia». 

Desde entonces, han sido dictadas 
múltiples disposiciones relacionadas 
con la justicia penal militar. Entre 
ellas, la ley 35 de 1881 dictó el Código 
Militar. Las leyes 57 y 153 de 1887, 
que adicionaron y reformaron los có¬ 
digos nacionales, dedicaron a la legis¬ 
lación militar algunos de sus apartes. 
La ley 105 de 1890 derogó las disposi¬ 


ciones del Código Militar y dio reglas 
sobre procedimiento en los juicios mi¬ 
litares. Igualmente, la ley 152 de 1893 
derogó otras disposiciones del Có¬ 
digo Militar y trajo algunas normas 
sobre servicio militar. En 1905 la ley 
26 reformó algunas disposiciones so¬ 
bre el citado código- 

En 1931 se dictó la ley 84 que cons¬ 
tituyó el nuevo Código de Justicia Pe¬ 
nal Militar, dejando vigentes en el 
código de 1881 el libro TV, que con¬ 
tiene disposiciones sobre el derecho 
de gentes. El decreto 2180 de 1944 
derogó la ley 84 de 1931 * Se declaró 
que este decreto suspendía el Código 
de Justicia Penal Militar promulgado 
por la referida ley. 


La ley 3 de 1945 constituyó el nuevo 
Código de Justicia Penal Militar, dero¬ 
gando la ley 84.de 1931 y sustituyendo 
el decreto legislativo 2180 de 1944. 
Esta ley fue adicionada por el decreto 
1159 de 1945, por medio del cual se 
dictaron algunas disposiciones en el 
ramo de justicia penal militar. En 1950 
se dictó el decreto 1125 que suspendió 
la ley 3 de 1945 y constituyó el nuevo 
Estatuto Penal Militar. Este decreto 
fue adicionado en años posteriores 
hasta cuando se dictó el 2900 de 1953, 
que trajo como disposición impor¬ 
tante la creación de la Corte Militar 
de Casación y Revisión y reglamentó 
toda la materia. En los años posterio¬ 
res se le introdujeron sucesivas refor- 
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mas hasta el año 1958, cuando se dictó 
el decreto extraordinario 0250 que re¬ 
glamentó en su totalidad todo lo rela¬ 
cionado con justicia penal militar. 

Finalmente, mediante decreto 2550 
de diciembre 12 de 1988, el gobierno 
nacional expidió el nuevo Código Pe¬ 
nal Militar, preparado por una comi¬ 
sión redactor a integrada para tal 
efecto por eminentes juristas, que a 
lo largo de un año de facultades ex¬ 
traordinarias estructuraron el proyec¬ 
to, adecuándolo a las más modernas 
comentes de la ciencia penal contem¬ 
poránea. Este nuevo código habrá de 
ser de gran utilidad para la adminis¬ 
tración de justicia en las Fuerzas Mi¬ 
litares y la Policía Nacional, como lo 


fue el decreto 250 de julio 11 de 1958, 
a lo largo de sus 30 años de vigencia, 
cuyo contenido normativo estuvo en 
buena parte inspirado en el Código 
Penal de 1936, y sustentado, por lo 
tanto, en el positivismo "ferriano'T 
El cambio de la legislación penal 
común del país, que tuvo lugar con 
la expedición de los Códigos Penal de 
1980 V de Procedimiento Penal de 
1987, creó la necesidad de reformar 
la Ley Penal Militar, a fin de actuali¬ 
zarla y de armonizar las diferentes 
instituciones consagradas en estos es¬ 
tatutos. La reforma recogió las más 
modernas teorías del derecho penal 
contemporáneo, en parte de las nor¬ 
mas rectoras de la Ley Penal Militar 


y de Procedimiento. Se reestructura¬ 
ron los tipos penales en forma más 
técnica y precisa, especialmente los 
denominados delitos típicamente mi¬ 
litares, a ñn de facilitarle al Juez Penal 
Militar la administración de justicia. 
Por otra parte, se aprovechó la juris¬ 
prudencia de la Corte Suprema de 
Justicia y del Tribunal Superior Mili¬ 
tar, para resolver aquellos aspectos 
que lian dado lugar a controversias 
en la interpretación y aplicación de la 
Ley Penal Militar. Todo lo anterior, 
con estricta sujeción al artículo 170 de 
la Constitución Nacional de 1886, co¬ 
rrespondiente ahora al artículo 221 de 
la Constitución de 1991, que consagra 
el fuero militar. 
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Conquista y Colonia 
P atronato regio 

Desde tiempos medievales se estable¬ 
ció un procedimiento para regir las 
relaciones y potestades de la Santa 
Sede con España; el patronato regio o 
patronato real. La España cristiana, in¬ 
vadida por los moros desde el año 
714, sostuvo hasta su desalojo, con la 
toma de Granada en 1492, una cons¬ 
tante lucha de carácter patriótico y re¬ 
ligioso contra los musulmanes. En ese 
batallar de varios siglos se fue conso¬ 
lidando el patronato real como un es¬ 
trecho vínculo según el cual «el cetro 
era sostenido por la cruz y la cruz 
defendida por el cetro». 

Con frecuencia, cuando una ciudad 
que había estado bajo el poder de los 
moros era conquistada, las mezquitas 
eran convertidas en iglesias a las que 
los reyes destinaban los recursos para 
atender las necesidades del culto. La 
Iglesia, por su parte, otorgaba algu¬ 
nas prerrogativas a los reyes, siendo 
la primera el considerarlos como pa¬ 
tronos de las iglesias, dando origen 
así al patronato real. El patronato re¬ 
gio, como un privilegio pontificio 
otorgado a los reyes de España y con¬ 
sagrado en diversas leyes de las Siete 
Partidas, de la Recopilación Castellana y 
de la Novísima Recopilación f permitía 
al soberano presentar a la Santa Sede 
los candidatos para las diferentes dig¬ 
nidades eclesiásticas, lo que en la 
práctica equivalía a nombrarlos. 

En esas circunstancias, el rey de Es¬ 
paña, además de su poder en los cam¬ 
pos civil, político y militar, extendió 
su influencia efectiva al terreno ecle¬ 
siástico, convirtiéndose en una espe¬ 
cie de vicario papal al que el descubri¬ 
miento de América amplió de manera 
inconmensurable el campo de acción. 

El patronato en las Indias 
Occidentales 

Antes de la extensión formal del pa¬ 
tronato real a la América hispana, en 
1508, sucedió un hecho de gran im¬ 
portancia en las relaciones entre el Es¬ 
tado español y la Santa Sede, con res¬ 
pecto a la Iglesia del Nuevo Continen¬ 
te, que condujo, junto con el patrona¬ 
to, a un régimen político-religioso de¬ 
nominado Estado-Iglesia. 


Baltasar Jaime Martínez Compañón , obispo de Trujillo (1778-1788) y arzobispo de Santafé de Bogotá 
(1791-1797). Oleo de autor anónimo del siglo XVU1, 116 x 94 cm. Museo Nocional, Bogotá, 


Se trata de la bula Inter Coetera , expe¬ 
dida por el papa Alejandro vi, el 14 
de mayo de 1493, mediante la cual le 
concedió a los reyes españoles el do¬ 
minio sobre las tierras descubiertas y 
las que se descubrieran. Este docu¬ 
mento, conocido también como bula 
de Donación de las Indias, constituyó 
el peldaño para el surgimiento y la 
expansión de la Iglesia católica en 
América. Contiene múltiples exhorta¬ 
ciones y mandatos vehementes para 
convertir al Nuevo Mundo a la fe cris¬ 
tiana por conducto de la evangeliza- 
don y la labor misional, tarea en la 
que los monarcas españoles se com¬ 
prometieron desde un comienzo, así 


como la obligación de "el cargo de la 
cono enda real". De esta forma, el 
Pontífice donó las Indias a la Corona 
española con el encargo de evangeli¬ 
zarlas. 

El papa Julio n, mediante la bula 
Universalis Ecdesia , expedida el 28 de 
julio de 1508, extendió el derecho de 
patronato de la Corona española a las 
Indias Occidentales. Así se preparó 
el camino para la labor evangcliza- 
dora en el Nuevo Continente, que co¬ 
rrería paralela a la de conquista y ex¬ 
plotación económica. 

La bula de 1508, de trascendental 
importancia por sus efectos a lo largo 
de más de trescientos años, dispuso 
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Martirios de la evangelizados Grabados de Bartolomé Vázquez sobre dibujos de José Ramos . "Historia 
Coro-graphica rmturnl ij evangélica" de fray Antonia Cautín , Madrid , Juan de San Martin , 1779 . 
Biblioteca Luis Angel Arango t Bogotá. 


«que ninguna iglesia metropolitana, 
cátedra1, colegial, abacial, parroquial/ 
monasterio, convento, hospital, hos¬ 
picio, ni otro lugar pío y religioso de 
la clase de graduación que fuese, se 
pudiese en todo el Estado de las In¬ 
dias erigir, instituir, fundar, dotar o 
construir sin que precediese el per¬ 
miso de sus majestades; y que en las 
ya entonces erigidas y edificadas y 
que en adelante se erigiesen y edifica¬ 
sen, tuviesen y ejerciesen, como pa¬ 
tronos únicos e ¡n soíidum de ellas, el 
derecho de patronazgo, y de presen¬ 
tar a arzobispos, obispos, prebenda¬ 
dos y beneficiados idóneos, y la nomi¬ 
nación en otros cualesquiera oficios 
eclesiásticos laicales, como quiera 
anexos y dependiente de ellas» t - 
Con la concesión de los privilegios 
del patronato a la Corona española, 
la Santa Sede confió el proceso evan- 
ge I i zador de América, que por su 
magnitud no podía adelantar directa¬ 
mente, a la España católica, deseosa 
de ampliar sus dominios y consolidar 
su poderío económico y militar que, 
a su vez, encontraría gran apoyo en 
el factor religioso. 

Primeras diócesis 

En Santa María de Antigua del Da¬ 
ñé n, primera población fundada por 
los españoles en tierra firme, en 1510, 
y situada en la costa de Urabá, se eri¬ 
gió la primera iglesia de la actual Co¬ 
lombia, Tres años después, en 1513, 
se creó en ella la diócesis, siendo su 
primer obispo el franciscano fray Juan 
de Quevedo, nombrado por el papa 
León X bajo el marco del patronato. 
Esta se constituyó en la primera sede 
episcopal del continente americano, 
pero su existencia fue efímera. En 
efecto esta población, que contó con 
17 clérigos, fue siendo diezmada por 
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las enfermedades producidas por su 
difícil clima, así como por la lucha 
entre conquistadores. La labor de la 
diócesis se circunscribió a los servi¬ 
cios religiosos para los conquistado¬ 
res y, en el terreno evangelizados a 
la educación de los indios, especial¬ 
mente para los hijos de los caciques. 
El segundo obispo, fray Vicente de 
Peraza, llegó a Santa María de Anti¬ 
gua del Darién en 1524, pero al poco 
tiempo se trasladó junto con la sede 
de la diócesis a Panamá, 

Las siguientes diócesis establecidas 
en el territorio de la actual Colombia 
fueron la de Santa Marta en 1534, Car¬ 
tagena en 1534, Popayán en 1546 y 
Bogotá en 1562. Esta última pasó a 
ser arquidiócesis en 1563. 

Misiones evangelizadoras 

Los misioneros que iniciaron la evan- 
gelizadón en las tierras colombianas 
fueron franciscanos llegados con el 


obispo Juan de Quevedo a Santa Ma¬ 
ría de Antigua del Darién, en 1513. 
Para el desarrollo de su labor debie¬ 
ron enfrentar tanto las costumbres 
que consideraron paganas y de vida 
licenciosa de los indios, como la codi¬ 
cia y rapacidad de los conquistadores 
españoles. 

El exterminio de los nativos adelan¬ 
tado por las armas españolas fue de¬ 
nunciado personalmente por el 
obispo Quevedo, acompañado por 
fray Bartolomé de las Casas, ante el 
emperador Carlos V, La Corona dis¬ 
puso cumplir con los planes de fray 
Bartolomé para la libertad y el buen 
trato a los indios, pero poco de eso 
llevaron a cabo los españoles en el 
avance de su férrea acción de conquis¬ 
ta. 

Veinte misioneros de la comunidad 
dominicana llegaron en 1528, presidi¬ 
dos por fray Tomás de Ortiz, predica¬ 
dor con el título de protector de los 
indios, quienes centrados en Santa 
Marta dieron origen a lo que se cono¬ 
cería como la provincia de San Anto- 
nino, realizando una extensa evange¬ 
liza ción entre los indios hondas, tairo- 
nas y tagangas, así como la fundación 
de pueblos. 

La evangeliza ción fue expandién¬ 
dose en forma paralela con la conquis¬ 
ta, ocupando cada vez más territorio 
det Nuevo Reino y abarcando tam¬ 
bién las regiones montañosas del in¬ 
terior. Fueron llegando más religiosos 
de diversas comunidades que, con el 
fin de organizar la Iglesia, reunieron 
en Santafé el primer sínodo en 1556, 
Al sínodo convocado por fray Juan 
de los Barrios asistieron los párrocos 
de Santafé, Tunja, Vélez, Tocaima y 















































Fray Bartolomé de Ims Casas. 

Grabado en un ttiapí histórico del Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi, Bogotá, 1 976. 


Mariquita, además de religiosos, oi¬ 
dores y Gonzalo Jiménez de Quesa- 
da. Las disposiciones del sínodo dan 
buena cuenta de lo que fue la e van ge- 
lización de los siglos xvi y xvn. Algu¬ 
nas de sus órdenes fueron: destruc¬ 
ción de santuarios e ídolos indígenas 
y erección de iglesias, debida catcque¬ 
sis para el bautizo a los mayores de 
ocho años, prohibición del uso de he¬ 
chicerías y sortilegios, restitución por 
parte de los encomenderos de los bie¬ 
nes mal adquiridos. 

De los religiosos y misioneros llega¬ 
dos en esos años muchos eran francis¬ 
canos y dominicos, Entre los segun¬ 
dos se destacó particularmente Luis 
Beltrán, luego canonizado, quien de 
1552 a 1559 realizó una pro! ífera y 
ejemplarizante evangelización entre 
los indios de Tubará, la Sierra Nevada 
de Santa Marta y Tenerife, 

En 1615 se calculó en 243 el número 
de religiosos dominicos, franciscanos 
y agustinos existentes en el arzobis¬ 
pado, El cubrimiento territorial de sus 
misiones era ya muy amplio, y aparte 
de las' regiones más pobladas de la 
época se habían establecido domini¬ 
cos en los Llanos Orientales; francis¬ 
canos en el Ariari, Chocó y Tierraden- 
tro; jesuítas en los llanos de San Juan 
y en el Orinoco; y capuchinos en la 
Guajira. 

Estab 1 ec imi en to 

de la Compañía de Jesús 

Los primeros jesuítas pasaron pOT el 
Nuevo Reino en 1590, pero no perma¬ 
necieron en sus tierras. Posterior¬ 
mente doce jesuítas, orientados por 
el padre Diego de Torres, llegaron a 


Santafé en 1604. Se dedicaron a la 
educación, fundando cátedras de teo¬ 
logía y filosofía, y en 1605 dieron ini¬ 
cio al Colegio de San Bartolomé, prin¬ 
cipal establecimiento en su tipo du¬ 
rante varios siglos. 

También fue importante la obra de 
evangelización y caridad de los jesuí¬ 
tas entre los esclavos negros. En esta 
labor brilló la incansable actividad del 
hermano Pedro Claver, canonizado 
en 1888, de quien se dice que bautizó 
300 ÜQÜ negros en sus 40 años de 
apostolado. 

Hacia la mitad del siglo xvm los re¬ 
ligiosos jesuítas pasaban de 200 en el 
Nuevo Reino, cuando fueron expul¬ 
sados en virtud de la Pragmática San¬ 
ción de Carlos m, el 2 de abril de 1767, 
que los extrañó de sus dominios. 

La Inquisición en Cartagena 

Creado inidalmente en España con el 
propósito de vigilar la pureza de la 
fe, el Tribunal Supremo de la Inquisi¬ 
ción se estableció luego en México y 
Lima* Por real cédula del 25 de febrero 
de 1610 se creó el Tribunal de la Inqui¬ 
sición en Cartagena, que tuvo juris¬ 
dicción sobre las diócesis de Popayán, 
Cartagena, Panamá, Santa Marta, Ve¬ 
nezuela, Puerto Rico y Santiago de 
Cuba. El Tribunal dio inicio a la inves¬ 
tigación de múltiples denuncias sobre 
distorsión de la fe cristiana y desacato 
a las autoridades religiosas. Sus pro¬ 
cedimientos, que incluían el tor¬ 
mento del potro y otras torturas para 
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buscar la confesión de los reos, fueron 
el gran temor de la época. Conocido 
también como Santo Oficio, el Tribu¬ 
nal sería suprimido en 1821 por la 
nueva República. 

Prelados célebres 

Fray Juan de los Barrios, obispo de 
Santa Marta, fue trasladado a Santa fe 



MAPA 

EJK LA 

PROVINCIA 

t \as5to\rj; 

BE LA 

CtWtFASiAW JIÍIS 

OTiL 

I XtlrtfraitRYNB 

AL 

I shakapa 


A* Ir,*, 

’ í '.¡jkiifí¡fTfttAiM't iiun iHifr** A 

JW» HifMtHvt & .HiWrfW fivUmrr 

' 5 r «jMftjhil4 

¿¿¡i P* Av4l*lh* * JA**, flí#' 1 



.íW ij V 



1A k v 


X r ; v 

i* í 3Z*T1C 

9 -Ur*> ^cT'Vr.' L TP 


$LMtiVábá*¿£* yfl 


Mapa de la provincia y misiones de la Compañía de ¡esús en el Nuevo Reino de Granada. Grabado de 
la "Historia natural , civil y geográfica de las naciones situadas en las riberas del río Orinoco", 
de Joseph Gumilla , impreso en España por Carlos Gilbert y Tutó , 1791. Biblioteca Nacional, Bogotá. 

Iglesia y religión_ 

en la historia de Colombia 

























/I Adres María Rosillo y Meruelo. 
Oleo de pintor anónimo , 1835. 
Casa Museo 20 de Julio , Bogotá. 


Tomás Tenorio Carvajal. Primo Feliciano Marino , 

Oleo de autor no identificado, siglo Oleo de Luis García Hevia. 
XIX. Casa Museo 20 de Julio , Bogotá. Museo Nacional, Bogotá. 


Coronel fray Ignacio Marino. 

Oleo de autor no identificado dd siglo 
XIX. Museo Nacional, Bogotá , 


en 1562, en donde en 1564 pasó a ser 
el primer arzobispo del Nuevo Reino. 
Buena parte de su atención estuvo de¬ 
dicada a la provisión de curas para 
los pueblos. Impulsó la construcción 
de una catedral para Santafé, en 
reemplazo de la antigua construcción 
pajiza, obra que se vino a tierra, por 
lo que luego dejaría todos sus bienes 
en herencia para esa obra. 

Figura destacada también fue el 
quinto arzobispo de Santafé, primero 
nacido en esa ciudad, Hernando 
Arias dé ligarte. Su arzobispado en 
Santafé duró de 1613 a 1625 y en esos 
años adelantó la construcción del pa¬ 
lacio arzobispal, la creación de ia pa¬ 
rroquia de San Victorino, la bendición 
de la iglesia de Santo Domingo y la 
fundación del convento de Santa Cla¬ 
ra. Como abanderado de la evangeü- 
zación, emprendió personalmente 
una extensa visita pastoral, que a lo 
largo de cinco años lo llevó a remotas 
regiones de su arquidiócesis en el Ca- 
sanare, en el Tolima y en el Huila. 
Promovió también la célebre misión 
del padre Joseph Gumilla, quien es¬ 
cribió la famosa crónica El Orinoco 
ilustrado. Luego fue trasladado al Ar¬ 
zobispado de Charcas, en Bolivia, y 
finalmente al de Lima. 

Fray Cristóbal de Torres, octavo ar¬ 
zobispo de Bogotá, entre 1634 y 1654, 
tomó importantes decisiones y desa¬ 
rrolló benéficas obras. Autorizó la co¬ 
munión para los indios, inauguró la 
Academia de Santo Tomás (1635), 
trajo los hermanos de San Juan de 
Dios para el Hospital de San Pedro, 
fundó el convento de Carmelitas en 
Villa de Leiva y el de Santa Inés en 
Santafé y fundó ei Colegio de Nuestra 


Señora del Rosario, en 1653, con fa¬ 
cultades de teología, cánones, filoso¬ 
fía, leyes y medicina. 

Prelado de gran figuración en lo re¬ 
ligioso y autor de la famosa crónica 
Historia General de las Conquistas del 
Nuevo Reino de Granada, Lucas Fernán¬ 
dez de Piedrahíta (1624-1688) fue 
obispo de Santa Marta entre 1668 y 
1676, año en que fue promovido a la 
sede de Panamá. 

En el campo de la literatura religio¬ 
sa, la madre Francisca Josefa del Cas¬ 
tillo, nacida en Tunja en 1671, escribió 
una autobiografía y el libro Sentimien- 



San Pedro Claver. Detalle del mural histórico 
de Ignacio Castillo Cervantes (1978-1985). 
Colegio Mayor de San Bartolomé , Bogotá . 


tos espirituales. Fue abadesa y maestra 
de novicias en el convento de Santa 
Clara en Tunja. 

En el contexto de la historia ecle¬ 
siástica colonial debe mencionarse 
también al virrey José Solís Folch de 
Cardona, quien luego de ejercer su 
elevado cargo y dedicarse a la vida 
mundana ingresó, en 1761, al con¬ 
vento de los franciscanos, en donde 
permaneció hasta su muerte en 1770. 

Antonio Caballero y Gong ora pasó 
del Arzobispado en Yucatán, México, 
al de Santafé en 1782. Un año des¬ 
pués, continuando con su dignidad 
eclesiástica, fue nombrado por el rey 
Virrey y Capitán del Nuevo Reino. 
Sintetiza así la unión del poder civil 
y el eclesiástico, el temporal y el espi¬ 
ritual, que caracterizó en la continui¬ 
dad del modelo de la cristiandad me¬ 
dieval las relaciones entre esas dos 
potestades. El arzobispo virrey inter¬ 
vino como mediador en el movi¬ 
miento de los Comuneros. Además 
de la promoción de las tareas misione¬ 
ras, se preocupó también por el 
avance material del Virreinato, me¬ 
diante el fomento de la explotación 
minera. Durante su mandato, otro re¬ 
ligioso, José Celestino Mutis, em¬ 
prendió la Expedición Botánica, pio¬ 
nera de las investigaciones científi¬ 
cas. Su mandato duró hasta 1789, 
cuando fue trasladado a Córdoba, Es¬ 
paña. 

INDEPENDENCIA 

Una revolución clerical 

Durante los años de la lucha emanci¬ 
padora el clero del Virreinato de la 
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Fray Juan de los Barrios, 
primer arzobispo de Santafé de Bogotá 
(1533-1569). Catedral Primada, 
Bogotá, 


Joseph Gumilla. 

Oleo de j. Villarreal Santos. 
Academia Colombiana de Historia, 


Fray Cristóbal de Torres y de 
Motones t arzobispo de Santafé de 
Bogotá (1635-1654) 

Catedral Primada r Bogotá 


Antonio Caballero y Góngora, 
arzobispo de Santafé (1779-1789) 
y virrey de Nueva Granada (1782- 
1789), Catedral Primada, Bogotá. 


Nueva Granada participó de manera 
activa en los diversos frentes de la 
gesta. En ese sentido Jorge Tadeo Lo¬ 
zano, presidente de Cundinamarca, 
en la instalación del Colegio Electoral 
de 1813, afirmó; «La revolución que 
nos emancipó fue una revolución cle¬ 
rical». 

En el Acta de Independencia del 20 
de julio de 1810, de los 53 firmantes 
16 fueron clérigos: el gobernador del 
Arzobispado, Juan B, Pey; el provin¬ 
cial de los agustinos, José Chavarría; 
el superior de Santo Domingo, Ma¬ 
riano Garnica; el guardián de San 


Francisco, Antonio González; el cura 
de la Catedral, Nicolás Mauricio de 
Omaña; el cura de las Nieves, San¬ 
tiago Torres y Peña; el cura de Choa- 
chí, José Ignacio Pescador; el cura de 
La Mesa, Francisco Serrano Gómez; 
el cura de la Catedral, Pablo Plata; el 
capellán de La Peña, José Ignacio Al¬ 
var ez; el rector de Nuestra Señora del 
Rosario, Antonio Gallardo; el cura de 
San Victorino, Vicente de la Rocha; 
el vicerrector de San Bartolomé, José 
Antonio Amaya; el cura de Anapoi- 
ma, Juan Nepomuceno Afuero Plata; 
el cura de Ramiriquí, Julián Joaquín 


de la Rocha; y Nicolás Cuervo, canó¬ 
nigo de la iglesia Metropolitana. De 
ellos, González y Peña serían luego 
realistas. Por encontrarse preso, no 
firmó el Acta el clérigo que desde 
tiempo atrás había iniciado en el So¬ 
corro, y luego en Santafé, la labor 
conspiradora: Andrés María Rosillo y 
Meruelo. 

Multitud de sacerdotes contribuye¬ 
ron en la causa de la independencia, 
ya fuera desde sus prédicas y oracio¬ 
nes dominicales, mediante esfuerzos 
pecuniarios propios o de sus fíeles, 
organizando grupos de patriotas para 
el combate, o marchando con los ejér¬ 
citos patriotas en su labor de capella¬ 
nes. 

Pulpito revolucionario 

El fervor patriótico del clero no se cir¬ 
cunscribió a Santafé, sino que tuvo 
un amplio cubrimiento territorial a lo 
largo de las provincias anhelantes de 
libertad. En la obra de tres clérigos se 
recoge bien la actitud comprometida 
de la gran mayoría de ios miembros 
del clero con la causa de la indepen¬ 
dencia: Andrés María Rosillo, Juan 
Fernández de Sotomayor, y Pablo 
Francisco Plata. 

El canónigo Andrés María Rosillo, 
quien pOT su audacia y habilidad po¬ 
lítica fue calificado como un Fouché 
criollo, tuvo una licenciosa vida per¬ 
sonal, pero fue uno de los más efecti¬ 
vos generadores y propulsores de las 
ideas revolucionarias. Anfitrión de 
muchas de las reuniones conspirado¬ 
ras realizadas en secreto desde 1809, 
se dedicó a inculcar en las parroquias 
el germen revolucionario. Tendría 
destacada figuración en las contro ver- 
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si as sobre el patronato, luego del 20 
de julio de 1810. 

El cura de Mompós y luego obispo 
de Cartagena, Juan Fernández de $o- 
tomayor, vinculado a las primeras lo¬ 
gias masónicas, publicó en 1814 el Ca¬ 
tecismo o Instrucción popular, dedicado 
a denunciar los que consideró como 
atropellos cometidos por los españo¬ 
les como excusa de la promoción de 
la fe cristiana: «[Hicieron] a una reli¬ 
gión de amor y caridad, cómplice en 
las crueldades y asesinatos de una 
conquista bárbara y feroz [,♦.] Noso¬ 
tros llenaremos dignamente nuestro 
ministerio, toda la vez que declarán¬ 
donos enemigos de la tiranía, que nos 
ha hecho gemir tres siglos, hagamos 
conocer a los pueblos la justicia de 
nuestra revolución, los bienes consi¬ 
guientes a ella y el deber de su defensa 
para asegurarlos perpetuamente». 

Pablo Francisco Plata, rector de San 
Bartolomé y cura de la Catedral, sig¬ 
natario del Acta de Independencia y 
activo promotor de las ideas emanci¬ 
padoras, publicó en 1816 una Novena 
en la que, entre otras cosas, decía: 
«Por grandes pecadores que seamos 
los habitantes de las Provincias Uni¬ 
das de la Nueva Granada, nos distin¬ 
guimos de todos los pueblos del uni¬ 
verso en no reconocer a otro Señor 
que a Dios Todopoderoso, ni otra se¬ 
ñora que a tí. Soberana Reina de los 
Cielos y Tierra, sobre esta sociedad 
de hombres libres y cristianos [*..] 
también, sabéis Señora, que los hom¬ 
bres no han sido hechos para vivir 
sometidos al arbitrio y voluntad de 
ninguno de sus semejantes, sino que 
Dios los crió libres para constituirse 
la forma de gobierno que les parezca 
convenir mejor a su felicidad; no per¬ 
mitáis, madre Amabilísima, que los 
pueblos de la Nueva Granada pier¬ 
dan este derech en manos de los 
injustos, crueles y obstinados espa¬ 
ñoles», De este tenor eran las oracio¬ 
nes de los granadinos en tiempos de 
la independencia, que le valieron a 
Plata la prisión, Llegada la reconquis¬ 
ta española comandada por Pablo 
Morillo. 

Prelados realistas 

Desde los inicios de la revolución de 
independencia, los miembros del 
clero católico se alinearon con alguna 
de las partes en conflicto. Si bien la 
mayoría apoyó la causa americana, 
no faltaron algunos que se le opusie¬ 
ron con férrea decisión. De esa forma 
la religión fue claramente empleada 
para la búsqueda de fines políticos. 


& 



Salvador Jiménez de Enciso y Cobos , 
arzobispo de Popayán (1816-1S4V. 
Colección /./. Herrera , 

Biblioteca Luis Angel Arango r Bogotá. 


Entre los sacerdotes que apoyaron 
a la Corona española debe mencio¬ 
narse, en primer lugar, a los herma¬ 
nos Antonio y Santiago de Torres y 
Peña. El primero defendió con ardor 
a la monarquía española y su presen¬ 
cia en el Virreinato, considerándola 
como el más justo y adecuado sistema 
de gobierno. Junto con su hermano, 
se enfrentaron a) canónigo Rosillo, 
que había publicado dos folletos en 
los que insistió en su crítica contra 
los clérigos partidarios de la regencia. 
Ante la crítica de Rosillo por el em¬ 
pleo del púlpito y del confesionario 
con el propósito de exhortar a las gen¬ 
tes al respaldo de la causa realista. 
Torres y Peña, en una afirmación que 
refleja bien el espíritu de controversia 
religiosa de la época, afirmó que pre¬ 
fería ser fanático con san Pedro y san 
Pablo, que ilustrado y sabio como 
Voltaire, Rousseau y Hobbes. Sus ser¬ 
mones se opusieron al empleo, co¬ 
mún entre los criollos de la época, del 
título de ciudadano, por considerarlo 
símbolo de rebelión contra las autori¬ 
dades españolas. 

Cuando Simón Bolívar sitió a San- 
tafé en 1814, arreció la oposición del 
clero realista. Bien conocidos fueron 
entonces, por ejemplo, los versos del 
padre Juan Manuel García Tejada, en 
los que calificando a Bolívar de Nerón 
y Herodes enemigo de la religión, lla¬ 


maba a los cristianos para que lo ase¬ 
sinaran. 

Patronato de transición 

Durante los años de la guerra de inde¬ 
pendencia y con el establecimiento 
del primer gobierno republicano en 
1810, surgió la necesidad de llenar va¬ 
cantes en algunas diócesis, originán¬ 
dose así la controversia sobre si la 
nueva nación podía continuar con el 
privilegio del patronato real. La polé¬ 
mica se concretó en tres posiciones: 
en primer lugar, quienes considera¬ 
ban que el gobierno era heredero del 
derecho de patronato, opinión que 
desencadenó el que la Suprema Junta 
del Socorro tomara para sí el derecho 
de patronato, nombrando como 
obispo al célebre Andrés María Rosi¬ 
llo, desconociendo la autoridad del 
Arzobispado y dando lugar al efímero 
cisma del Socorro. 

La segunda posición fue la de quie¬ 
nes consideraron que el gobierno no 
tenía ninguna autoridad eclesiástica 
y que la Santa Sede directamente de¬ 
bería hacer el nombramiento de los 
obispos. En tercer lugar, hubo quie¬ 
nes propusieron la firma de un con¬ 
cordato con la Santa Sede para definir 
sus respectivas potestades. Esto im¬ 
plicaba el restablecimiento de relacio¬ 
nes con la Santa Sede, situación muy 
difícil en las condiciones de guerra 
del momento, que tardaría aún mu¬ 
chos años para hacerse realidad. 

El arzobispo de Bogotá, Juan Bau¬ 
tista Sacristán, nombrado desde 1804, 
sólo pudo llegar al Virreinato de la 
Nueva Granada en 1812, debido tanto 
a los conflictos que se vivían en Espa¬ 
ña, como al desarrollo interno de la 
guerra de independencia. En 1812 
llegó hasta Mompós, teniendo que 
devolverse y viajar luego a Cuba, ya 
que no se le permitió continuar su 
camino. Tan sólo hasta 1816, en tiem¬ 
pos de la reconquista por las tropas 
de Morillo, pudo llegar a la sede de 
su arquidiócesis, donde ejercería por 
breve tiempo su labor religiosa, falle¬ 
ciendo en febrero de 1817. El arzo¬ 
bispo Sacristán nunca quiso recono¬ 
cer al gobierno republicano; por el 
contrarío, defendió el estado de co¬ 
sas establecido por el régimen monár¬ 
quico. 

Salvador Jiménez de Enciso fue, en 
1816, el último obispo español desig¬ 
nado para la Nueva Granada, siendo 
Popayán la sede de su diócesis. Le 
correspondieron inicialmente los 
tiempos de la reconquista, en los que 
se entregó decididamente a la causa 
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de la Corona española. Su ánimo exal¬ 
tado lo llevó en varias ocasiones a ex¬ 
comulgar miembros de las tropas re¬ 
publicanas y a sus colaboradores. Ter¬ 
minada la guerra de independencia, 
se expidió un decreto que declaró va¬ 
cante el Arzobispado de Popayán y 
condenó al destierro al obispo Jimé¬ 
nez de Enciso. A pesar de su fuerte 
reacción ante esa decisión, en la que 
reafirmó su carácter realista, fue 
luego convencido para la causa repu¬ 
blicana y se derogó el decreto en su 
contra. 


República 

Nuevo orden constitucional 

Desde los inicios de la República, 
luego del triunfo en la batalla de Bo- 
yacá, se prestó atención de primer or¬ 
den al campo de las relaciones entre 
la Iglesia y el Estado. En la Ley Fun¬ 
damental de la República de Colom¬ 
bia, sancionada el 17 de diciembre de 
1819, se dice, en el artículo 13, que la 
nueva nación será solemnemente 
proclamada con fiestas y regocijos 
públicos el siguiente 25 de diciembre, 
«en celebridad del nacimiento del Sal¬ 
vador del Mundo, bajo cuyo patroci¬ 
nio se ha logrado esta deseada unión, 
por la cual se regenera el Estado». 

En la primera Constitución de la 
República, proclamada en Villa del 
Rosario de Cúcuta en 1821, el preám¬ 
bulo manifiesta; «En el nombre de 
Dios autor y legislador del Universo». 
Sin embargo, en esta Constitución no 
se otorgó carácter oficial a la religión 
católica, estableciéndose una separa¬ 
ción, al menos normativa, entre Es¬ 
tado e Iglesia. Bolívar y Santander, 
aunque la posición del primero luego 
variaría, consideraron que el nuevo 
Estado y su Constitución no debían 
profesar una determinada fe religio¬ 
sa, ya que ese era un asunto situado 
más allá de los derechos políticos y 
civiles y perteneciente más bien al te¬ 
rreno individual de la moral y la con¬ 
ciencia. 

Bajo las condiciones establecidas 
por la Constitución de 1821 y hasta 
la siguiente Carta, expedida en 1830, 
fue frecuente, aunque luego se repe¬ 
tirían situaciones similares, el que se 
generaran multitud de polémicas por 
decisiones o situaciones del Estado 
que de alguna manera afectaran la 
profesión de la fe católica extendida 
entre la población. Ese fue el caso de 
la introducción de las obras de Jere¬ 
mías Bentham en los establecimien- 
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Nota del vicepresidente Francisco de Paula Santander y del canciller Pedro Cual al papa Pío Vil , 
acreditando a José Tiburáo Echeverría como enviado ante la Sania Sede, julio l de 1822. 
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tos educativos superiores, promovida 
por Francisco de Paula Santander, y 
que luego Bolívar prohibiría. 

Este ambiente de relativa tolerancia 
religiosa por parte del Estado, no 
exento de las más intrincadas contro¬ 
versias entre clericales y anticlerica¬ 
les, duró hasta 1828, cuando en el de¬ 
creto orgánico de la dictadura de Bo¬ 
lívar se estableció la protección de la 
religión católica por el Estado: «El go¬ 
bierno sostendrá y protegerá la reli¬ 
gión Católica, Apostólica, Romana, 
como la religión de los colombianos». 
Posteriormente, en la Constitución 
expedida en 1830 por iniciativa de Bo¬ 
lívar, se estipuló todo un título dedi¬ 
cado a la religión y en uno de sus 
artículos se estableció: «La religión 
Católica, Apostólica, Romana es la re¬ 
ligión de la República. Es un deber 
del gobierno, en ejercicio del patro¬ 
nato de la Iglesia colombiana, prote¬ 
gerla y no tolerar el culto público de 
ninguna otra». Adquirió así el Estado 
un carácter confesional y de intole¬ 
rancia hacia cualquier culto que no 
fuera el católico, apostólico y romano. 
El confesionalismo católico del Es¬ 
tado continuó a lo largo de la primera 
mitad del siglo xix y en las dos si¬ 
guientes Constituciones se consagra¬ 
ron artículos que así lo definieron. La 
Constitución de 1832 dice; «Es tam¬ 
bién deber del gobierno proteger a 


los granadinos en el ejercicio de la 
Religión Católica, Apostólica y Roma¬ 
na». En la Constitución de 1843 existe 
un artículo que también estableció la 
protección del culto católico, refor¬ 
zando además el vínculo del Estado 
y la Iglesia; otro artículo definió: «La 
religión Católica, Apostólica, Ro¬ 
mana es la única cuyo culto sostiene 
y mantiene la República». 

influencia clerical 

Aunque una de las primeras disposi¬ 
ciones en materia religiosa con las que 
el gobierno del general Santander dio 
inicio a la formación de la República, 
fue la supresión del Tribunal de la 
Inquisición, la influencia clerical en 
otros niveles fue amplia y profunda. 
Santander criticó fuertemente ese tri¬ 
bunal, que en su concepto constituía 
un mecanismo de vergonzosa servi¬ 
dumbre instituido por los tiranos y 
totalmente ajeno a un gobierno repu¬ 
blicano, que jamás permitiría la exis¬ 
tencia de la amenaza, el terror y el 
tormento, como métodos para la co¬ 
rrección de supuestos errores. Así, en 
1821 el Congreso expidió una ley que, 
entre otras cosas, dispuso la extinción 
del Tribunal de la Inquisición y la des¬ 
tinación de sus bienes y rentas a los 
fondos públicos. 

Resultado de la participación del 
clero en la lucha de independencia 
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fue la consolidación de su influencia 
en la génesis de la República. Si bien 
se han señalado algunos efectos ad¬ 
versos de la independencia sobre el 
clero, se ha concluido, a manera de 
balance, que al finalizarla primera mi¬ 
tad deJ siglo xix había aumentado no¬ 
tablemente el nivel de injerencia dd 
clero católico en sus relaciones con el 
Estado; hecho que llegados los go¬ 
biernos liberales y luego los radicales 
de la segunda mitad del siglo, cambia¬ 
ría sustancial mente hasta la nueva 
orientación que a esa situación se da¬ 
ría, con la Constitución de 1886 y el 
Concordato de 1887, 

Entre los hechos que en un primer 
momento restaron peso a la Iglesia 
católica en los años veinte del siglo 
xix se lia mencionado la disminución 
del clero, a causa de la emigración de 
los curas españoles y la reducción de 
novicios y seminaristas ante las nue¬ 
vas oportunidades ofrecidas por la 
República. Se deterioró también el 
poder económico de la Iglesia a causa 
de la caída de los diezmos, conse¬ 
cuencia del empobrecimiento general 
de la población producido por la gue¬ 
rra de independencia. Adición alíñen¬ 
te, entre la población ilustrada y la 
gente de ideas liberales, fueron sur¬ 
giendo crecientes brotes anticlericales 
que generarían las más acaloradas 
controversias. Por último debe men¬ 
cionarse el establecimiento en esos 
años de una Sociedad Bíblica, nacida 
de europeos y norteamericanos que 
participaron en la lucha de indepen¬ 
dencia, y en la que incluso colabora- 
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Francisco Mar gallo. 

Miniatura de José María Espinosa Prieto, 
Museo Nocional, Bogotá 


ron sacerdotes católicos, que aunque 
tuvo una influencia mínima, sembró 
las primeras semillas de protestan¬ 
tismo en Colombia. 

Controversias anticlericales: 
Jeremías Bentham 

Los años de la primera administra¬ 
ción del general Francisco de Paula 
Santander estuvieron signados por 
multitud de controversias anticlerica¬ 
les. Bajo las condiciones del patronato 
real, la influencia clerical llegaba a to¬ 
dos los intersticios de la vida social. 
Con la consolidación de la indepen¬ 
dencia fueron numerosas las voces 
que plantearon la necesidad de con¬ 
trolar tan extendida presencia religio¬ 
sa, para dotar al país de un espíritu 
eminentemente civilista. La iglesia 
católica controlaba totalmente la edu¬ 
cación, poseía multitud de propieda¬ 
des rurales y urbanas, así como bene¬ 
ficios económicos que le daban un 
gran poder en ese campo, y ejercía, 
en fin, la autoridad moral sobre in¬ 
mensos sectores de la población. 
Todo esto hizo que los defensores de 
la ideas liberales, durante el primer 
gobierno del general Santander, bus¬ 
caran limitar de diversas maneras esa 
contundente acción de la iglesia en la 
vida pública. 

Con este fin se formó todo un mo¬ 
vimiento político y económico que 
buscó limitar los diezmos, los censos 
eclesiásticos y los llamados bienes de 
manos muertas, que acrecentaban las 
posesiones del clero. Además, el 


Congreso dispuso clausurar los con¬ 
ventos que tuvieran menos de ocho 
religiosos y destinar esas edificacio¬ 
nes para colegios; adicionalmente se 
estableció la edad mínima de 25 años 
para ingresar a una orden religiosa. 
Simultáneamente, durante la admi¬ 
nistración de Santander, se adelantó 
una profunda transformación educa¬ 
tiva, que se inició con la fundación 
de escuelas y colegios en todo el país, 
y la reforma radical de los planes de 
estudios coloniales, todo lo cual em¬ 
pezó a colocar una cortapisa a la Igle¬ 
sia católica. 

Fntre los sucesos que ilustran el en¬ 
frentamiento del Estado, o por lo me¬ 
nos de influyentes sectores de la vida 
civil, con la Iglesia, deben mencio¬ 
narse la polémica por la introducción 
de las obras de Jeremías Bentham y la 
proliferación de las logias masónicas. 

Si bien desde los tiempos de la do¬ 
minación española Bentham era un 
autor estudiado y citado especial¬ 
mente por los juristas, en los prime¬ 
ros años de la República sus obras, 
en particular el Tratado de legislación 
civil y penal, se convirtieron en los tex¬ 
tos por excelencia del nuevo sistema 
de enseñanza de las escuelas de dere¬ 
cho, en un proceso liderado por Vi¬ 
cente Azuero. En la doctrina utilita¬ 
rista de Bentham, la legislación se ba¬ 
saba en principios racionales incom¬ 
patibles con las costumbres y tradicio¬ 
nes que constituían el armazón jurí¬ 
dico colonial. Este autor, además, se 
oponía a los sistemas monárquicos y 
aristocráticos, siendo un defensor del 
régimen democrático. 

Por su racionalismo Bentham fue 
visto como enemigo de la religión ca¬ 
tólica, de forma que cuando sus obras 
empezaron a ser estudiadas en las 
escuelas de derecho, en virtud de lo 
decretado por el Ejecutivo, se desató 
un verdadero escándalo en el que 
Santander fue visto como ateo y anti¬ 
clerical 

El padre Francisco Margallo, desde 
el pulpito y cada vez que tenía opor¬ 
tunidad de hacerlo, se dedicó a atacar 
con virulencia la reforma educativa 
de Santander y, por encima de todo, 
el empleo de las obras de Bentham. 
En respuesta a los comentarios de 
Margallo ^se alzó también con fuerza 
la voz de Vicente Azuero, quien en 
varios escritos y particularmente en 
uno dirigido al presidente Santander, 
acusó a Margallo por difamación y fa¬ 
natismo, Este conflicto, que conmo¬ 
vió a la sociedad de la época, condujo 
a que el provisor del Arzobispado, 
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Femando Caycedo y Flórez, amones¬ 
tara en la causa al presbítero Marga- 
lio, solicitándole que midiera sus ex¬ 
presiones y se limitara en sus sermo¬ 
nes a la explicación del evangelio y la 
propagación de la doctrina cristiana. 

La posición de Vicente Azuero en 
la controversia con Francisco Marga - 
lio buscó que la predicación de los 
clérigos se circunscribiera a la explica¬ 
ción de los dogmas y al estímulo de 
conductas privadas y sociales, enmar¬ 
cadas dentro de lo que se consideraba 
como buenas costumbres* Entrar en 
otro tipo de temas en los que el sacer¬ 
dote emitiera públicamente su opi¬ 
nión, como solía suceder, en torno a 
doctrinas cuestionables o a leyes, de¬ 
cretos y actos del gobierno, era consi¬ 
derado por Azuero como un abuso 
que no podía ser tolerado por las au¬ 
toridades civiles. Para él la prédica 
era una función pública que debía ser 
ejercida con la mayor responsabilidad 
y en la que el gobierno podía usar su 
suprema e imprescriptible inspec¬ 
ción, para que por esa vía no llegara 
a alterarse el orden público* 

El plan de estudios que a partir de 
1826 adelantó la administración de 
Santander, y que impulsó el uso de 


obras como las de Bentham y Dcstutt 
de Tracy, fue derogado en octubre de 
1828, al poco tiempo de iniciada la 
dictadura de Bolívar, Se consideró 
que la proliferación de ideas contra¬ 
puestas a los proyectos constituciona¬ 
les de corte autoritario del Libertador, 
se había originado en el estudio de 
autores que profesaban máximas 
«opuestas a la religión, a la moral, y 
tranquilidad de los pueblos». Fue así 
como se eliminaron las cátedras de 
legislación universal, derecho públi¬ 
co, político, constitución y ciencia ad¬ 
ministrativa, para reforzar más bien 
el estudio del derecho romano y la 
jurisprudencia canónica, y la obliga¬ 
toriedad de asistir durante dos años 
en las universidades a una «cátedra 
de fundamentos y apología de la reli¬ 
gión católica, romana, de su histoii¿ 
y de la eclesiástica, lo que reforma :ji 
parte esencial de sus cursos en fací l 
tad mayor [...] procurando que sea el 
tiempo bastante para que los cursan¬ 
tes se radiquen en los principios de 
nuestra santa religión, y puedan así 
rebatir por una parte los sofismas de 
ios impíos, y por otra resistir a los 
estímulos de sus pasiones». 

En virtud de estas normas se frena¬ 
ron los esfuerzos de modernización 
educativa, regresando el sistema al 
esquema colonial, en un Estado que 
volvió a profesar el confe si onalismo 
religioso característico de los siglos 
anteriores* De todas maneras per¬ 
manecieron latentes ideas civilistas 
que, atrincheradas en las logias 
masónicas, volvieron a expresarse 
en la segunda administración de San¬ 
tander. 

Logias masónicas 

El ingreso de la masonería en el Vi¬ 
rreinato de la Nueva Granada se pro¬ 
dujo con el establecimiento en Carta¬ 
gena, en 1808, de la Logia las Tres 
Virtudes Teologales. El espíritu ma¬ 
sónico, inspirado en los ideales de li¬ 
bertad, igualdad y fraternidad, en¬ 
contraría un terreno fértil en el Virrei¬ 
nato, ya que sus ideas enca jaban per¬ 
fectamente con los propósitos de in¬ 
dependencia que cada día se consoli¬ 
daban más y que a partir de 1810 to¬ 
marían un rumbo definitivo. Los ma¬ 
sones, colocando como prioridad el 
lema de la libertad, y a pesar de las 
bulas de excomunión expedidas con¬ 
tra ellos, contribuyeron de manera 
decisiva en la guerra de independen¬ 
cia. Pocos fueron los luchadores por 
el régimen republicano que no perte¬ 
necieron a una logia masónica. Aun 


destacados prelados católicos ingre¬ 
saron a esa sociedad. 

Consolidada la independencia, se 
produjo un auge de la masonería que 
condujo a la fundación de multitud 
de logias en el territorio nacional. Con 
sus principios filosóficos, los maso¬ 
nes buscaron, además del perfeccio¬ 
namiento individual, el fomento de 
las ideas republicanas para frenar los 
brotes de restauración monárquica, 
que se continuaron presentando en¬ 
tre algunos españoles residentes en 
el país, apoyados además por un sec¬ 
tor de prelados fieles a la monarquía. 
AI comenzar el año 1820 una de las 
primeras tareas del vicepresidente 
Santander fue la de congregar una se¬ 
rie de personas para fundar la pri¬ 
mera logia establecida en Bogotá, a la 
que se dio el nombre de Libertad de 
Colombia y que poco después cam¬ 
biaría por Fraternidad Bogotana. 

Las logias se extendieron por el te¬ 
rritorio de la nueva nación, y por con¬ 
ducto de folletos y hojas volantes el 
clero fanático inició su campaña con¬ 
tra los masones. Esto se desató con 
un especial énfasis a partir de 1823, 
año en que el clero enemigo de Ja in¬ 
dependencia y algunos criollos que 
aún confiaban en la causa del rey, la 
emprendieran contra las ideas masó¬ 
nicas* En el alto gobierno, en las po¬ 
siciones más elevadas de la jerarquía 
militar y, en fin, entre comerciantes 
e incipientes artesanos, la pertenen¬ 
cia a alguna logia masónica era casi 
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Informe sobre los derechos del gobierno 
en la provisión de beneficios eclesiásticos, 
de Juan N. Azuero. Bogotá, Jayme Cowie, 1824. 
Biblioteca Nacional, Bogotá. 
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Primera carta pastoral de Fernando 
Caycedo y Florez. Bogotá, Imprenta 
de Bruno Espinosa de los Monteros , 
ISIS. Archivo de la Cancillería , 
Bogotá. 







Erección del obispado de Antioquia y 
reglas de coro del prelado Garnica. 
Rionegro, Imprenta de Manuel 
Antonio Bal tazar, 1829 . Archivo 
de la Cancillería , Bogotá. 


Carta autógrafa de Ignacio Sánchez de 
Tejada agradeciendo $u nombramiento 
a>ítií) emisario ante la Santa Sede , 
Londres , mayo 2 de 1824. Archivo 
de la Cancillería, Bogotá . 


Comunicación del canciller fosé 
Manuel Restrepo sobre la 
preconización de Mariano Garnica y 
Manuel de los Sanios Escobar como 
obispos de Antioquia y Quito , agosto 
21 de 1827. Archivo de la Cancillería. 


total. En esas condiciones de nutrida 
participación en las logias, se desató 
en numerosas ciudades una campaña 
antimasónica, en la que se acusó a las 
logias de introducir ideas heréticas, 
impías y ateas. El presbítero José Luis 
de Azuola y Lozano, con su fervor 
realista y su fanatismo religioso, com¬ 
batió en forma virulenta y por todos 
los medios, aun el desafío publico, a 
los masones. 

En el clero católico, sin embargo, 
hubo numerosos prelados que perte¬ 
necieron a las logias masónicas. De 
ellos tuvo especial figuración el pres- 



Juan Nepomuceno Amero Plata. 
Oleo de }. Riveras S. sobre un 
original del siglo XIX. 

Museo Nacional t Bogotá. 


bítero Juan Nepomuceno Azuero Pla¬ 
ta, signatario del Acta de Indepen¬ 
dencia y activo luchador en los tiem¬ 
pos de la guerra, luego miembro del 
Congreso en los años veinte y promo¬ 
tor de la ley de patronato eclesiástico 
de 1824. Años después, como sena¬ 
dor, Azuero Plata solicitó la expulsión 
de los jesuítas y en 1851, siendo pre¬ 
sidente del Senado, firmó la ley de 
libertad de los esclavos. La figuración 
de los masones en la vida pública del 
país se acrecentaría a lo largo del siglo 
XIX, y de la misma forma serían recu¬ 
rrentes sus controversias con la jerar¬ 
quía católica. 

Patronato republicano 

La definición del tipo de relaciones 
entre el Estado de Colombia y la Igle¬ 
sia, específicamente la Santa Sede o 
Silla Apostólica, como frecuente- 
mente se le llamaba en ese entonces, 
se produjo con la aprobación de la ley 
de patronato de 1824. Como antece¬ 
dente de esa norma se produjo una 
serie de controversias que, una vez 
más, hizo tambalear las relaciones en¬ 
tre esas dos instancias. 

El presbítero Juan Nepomuceno 
Azuero dio respuesta a la inquietud 
que Santander le había formulado en 
tomo a las relaciones Iglesia-Estado, 
ubicándose en una posición según la 
cual «los privilegios que el Estado 
eclesiástico puede alegar a su favor, 
son puramente humanos, debidos a 
la generosidad y munificencia de los 
príncipes, y que éstos pueden exten¬ 
derlos o coartarlos, confirmándolos o 


revocándolos del todo, según tengan 
por más conveniente a la felicidad de 
los Estados». De esa forma, según el 
presbítero Azuero y en opinión que 
dividía a los mismos religiosos, la 
Iglesia había pretendido arrogarse 
como si fuesen derechos de origen 
divino, asuntos que correspondían 
exclusivamente al gobierno civil. 

La posición de Azuero se expresó 
de manera tajante cuando concluía su 
visión de privilegio para la autoridad 
civil: «Nunca entró en los designios 
del divino legislador de la Iglesia des¬ 
pojar a ios supremos directores de las 



Rafael Lasso de la Vega , obispo de Mérida 
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naciones del derecho de mirar por la 
inviolable conservación de las leyes, 
por la prosperidad y tranquilidad de 
la República; de! derecho de impedir 
que dentro de sus Estados no se le¬ 
vante una asociación de hombres inde- 
pendientes y privilegiados, que un día 
puedan trabar el orden o resistir 
a sus justos mandamientos; del dere¬ 
cho de prohibir que estos hombres 
adquieran territorios y riquezas in¬ 
mensas, y que estos territorios y ri¬ 
quezas queden exentas de todo servi¬ 
cio y contribución; y en fin, del dere¬ 
cho de ver y procurar por todos los 
medios, que la República no sufra 
ningún detrimento de parte de unos 
hombres que tienen tan grande in¬ 
flujo sobre las conciencias, que pue¬ 
den abusar de él para corromper las 
costumbres, para introducir doctrinas 
o supersticiones perniciosas o para 
sustraer los súbditos de una obedien¬ 
cia racional y legítima». 

Se extendió así la idea de que el 
gobierno republicano debía ejercer el 
patronato que había estado en manos 
de los reyes españoles. A pesar de 
que en un sector de la clerecía hub^ 
una fuerte oposición a este propósito 
republicano, que en su posición más 
blanda argumentaba que mientras se 
regulaban las relaciones con la Silla 
Apostólica debía aprobar los candida¬ 
tos presentados por el cabildo ecle¬ 
siástico para ocupar alguna posición 
religiosa, y en su posición más radi¬ 
cal, liderada por el obispo Rafael 
Lasso de la Vega, de Mérída, plan¬ 
teaba la abolición total del patronato, 
pronto el Congreso definió la situa¬ 
ción. 

El 28 de julio de 1824 el Congreso 
aprobó la ley de patronato, que esta¬ 
bleció lo que se conoce como patronato 
rqmblicano que sustituyó al patronato 
regio o patronato real. Esta ley dis¬ 
puso en su primer artículo que la Re¬ 
pública de Colombia continuaría el 
ejercicio del patronato que tuvieron 
los reyes de España sobre las iglesias 
metropolitanas, catedrales y parro¬ 
quiales. Estableció, además, que la 
República celebraría un concordato 
con la Santa Sede, en el que se debería 
asegurar «para siempre y de manera 
irrevocable esta prerrogativa de la Re¬ 
pública». 

Es importante destacar algunos as¬ 
pectos del contenido de esta ley, que 
muestran claramente el control asig¬ 
nado al gobierno civil frente a la auto¬ 
ridad eclesiástica. Por ejemplo, se 
asignó al Congreso decretar la crea¬ 
ción de nuevos arzobispados y obis- 
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Mariano Cárnica y Dorjueta, primer obispo de 
Antioquia (1828-Í832), Oleo de Ignacio Castillo 
Cervantes, Casa Museo 20 de Julio , Bogotá. 
Firma y sello del prelado. Archivo Cancillería. 


pados, así como la fijación de sus lí¬ 
mites; permitir la celebración de con¬ 
cilios nacionales y provinciales; per¬ 
mitir la creación de nuevos monaste¬ 
rios o suprimir los que considerara de 
los existentes; definir aspectos rela¬ 
ciona dos con los ingresos de la igle¬ 
sia, tales como los derechos parro¬ 
quiales y los diezmos; autorizar la 
aplicación de bulas papales en el terri¬ 
torio nacional; elegir los religiosos 
para arzobispados y obispados que 
serían presentados a la Santa Sede; y 
definir todo lo relativo a las misiones 
religiosas en regiones indígenas. Esta 
ley de patronato nunca fue aprobada 
por la Santa Sede, que ni siquiera ha¬ 
bía reconocido la independencia, 
aunque algunos actos realizados bajo 
su contexto llegaron a ser considera¬ 
dos por ella. 

Primeros obispos 

En 1823 el gobierno colombiano pre¬ 
sentó a la Santa Sede los candidatos 
para los obispados de Santa Maria y 
Antioquia, La situación no era fácil, 
ya que no se habían formalizado las 
relaciones con la Santa Sede y poco 
después se aprobó el patronato repu¬ 
blicano. En un comienzo, la Santa 


Sede ignoró los candidatos, pues se¬ 
gún ella el gobierno colombiano no 
tenía derecho a presentarlos. Tan sólo 
en 1827 la Santa Sede llenó algunas 
vacantes religiosas atendiendo los re¬ 
querimientos para el espíritu de los fie¬ 
les, pero advirtió que lo hacía conside¬ 
rando a los candidatos presentados en 
términos de indicación o informe. 

Los primeros dignatarios eclesiásti¬ 
cos nombrados para la nueva repú¬ 
blica fueron: Femando Caycedo y 
Flórez, arzobispo de Bogotá; José Ma¬ 
ría Estévez, obispo de Santa Marta; 
Mariano Garnica y Dorjuela, obispo 
de Antioquia. 

Relaciones con la Santa Sede 

El inicio de las relaciones con la Santa 
Sede fue lento y difícil, cubriendo el 
período de 1824 a 1837, cuando se 
oficiahzaron. El protagonista de todo 
este proceso fue Ignacio Sánchez de 
Tejada, quien llegó a Roma en sep¬ 
tiembre de 1824. Los obstáculos inter¬ 
puestos por la diplomada española, 
obviamente más próxima a Roma, di¬ 
ficultaron la llegada de Sánchez de 
Tejada, a quien se demoró el pasa¬ 
porte que permitiera el ingreso a los 
estados pontificios, debiendo hacer 
énfasis en que sus propósitos eran de 
carácter religioso y espiritual para lle¬ 
nar las necesidades en esa materia de 
los fieles colombianos, y que se en¬ 
contraba ajeno a cualquier fin de ín¬ 
dole política. 

La importancia de las relaciones 
Iglesia-Estado, que a su vez se refleja 
en las del Estado con la Santa Sede, 
tanto en los asuntos religiosos como 
políticos, debe ser considerada con 
atendón a lo largo de las labores de 
Ignacio Sánchez de Tejada en Roma, 
Para la república reden independi¬ 
zada era definitiva la obtendón de su 
reconocimiento por los demás países 
y el inicio de sus relaciones diplomá¬ 
ticas. En el caso de la Santa Sede es¬ 
taba además de por medio el tema 
religioso, de enorme trascendencia en 
una nación cuyos habitantes profesa¬ 
ban prácticamente en su totalidad la 
religión católica, apostólica y romana. 

Por razones de la prudencia diplo¬ 
mática en un campo en el que las au¬ 
toridades españolas estaban pendien¬ 
tes de obstaculizar lo que pretendiera 
hacer Colombia, el Vaticano pidió a 
Sánchez de Tejada, y éste así lo hizo, 
no usar el término misión, sino comi¬ 
sión; que no hirieran públicas sus in¬ 
tenciones; y que se retirara un tiempo 
de Roma para Bolonia, con el propó¬ 
sito de evitar suspicacias en el minis- 
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José María Estévez Cote , obispo de Santa Marta 
(1827-1834). Oleo de Ignacio Castillo Cervantes. 
Seminario Conciliar , Bogotá, 


tro español ante la Santa Sede. Sin 
embargo, las presiones de la cancille¬ 
ría española continuaron, y por insi¬ 
nuación de la Santa Sede Sánchez de 
Tejada debió abandonar los estados 
pontificios y radicarse en Florencia, 
por entonces capital del Gran Ducado 
de Toscana, para continuar sus ges¬ 
tiones. 

En nada avanzaron las gestiones de 
Sánchez de Tejada durante 1825 y en 
marzo de 1826 recibió nuevas instruc¬ 
ciones sobre las peticiones a formular, 
que reactivaron los vínculos y empe¬ 
zaron a dar resultados concretos. Si¬ 
multáneamente el nuncio en Madrid 
informó que había obtenido el bene¬ 
plácito español para que el Vaticano 
pudiese recibir a los diplomáticos 
americanos en calidad de agentes pri¬ 
vados con fines eclesiásticos, aunque 
el gobierno español insistió en que la 
Santa Sede no reconociese la inde¬ 
pendencia de ninguna de sus excolo¬ 
nias. De todas formas, estos hechos 
permitieron que Sánchez de Tejada 
continuara su paciente labor en 
Roma. 

Por esa época, el papa León xii 
nombró los primeros obispos para 
Colombia, que fueron los mismos 
presentados por el gobierno de la na¬ 
ción americana en una lista encabe¬ 
zada por Femando Cay ce do y Flórez 
como arzobispo de Bogotá. Además, 
la Santa Sede tomó en esos momentos 
algunas otras determinaciones para 
atender las necesidades religiosas y 
la mala situación de la Iglesia; pero 
de todas maneras el Vaticano conti¬ 
nuaba reacio a aceptar la ley de patro¬ 


nato expedida desde 1824 por el go¬ 
bierno colombiano, y que había trans¬ 
ferido a este último las prerrogativas 
que en esas tierras ejercía el soberano 
español. 

Cuando el obispo Lasso de la Vega 
fue trasladado por la Santa Sede a 
Quito y en su reemplazo se nombró, 
sin la aquiescencia de Colombia, al 
reverendo señor Arias, empezaron a 
deteriorarse las relaciones con el Va¬ 
ticano, pues actuando de esta forma 
estaba haciendo caso omiso de la ley 
de patronato. Además, el obispo de 
Santa Marta, José María Esté vez, es¬ 
taba enviando comunicaciones al 
Sumo Pontífice por conducto del 
presbítero Francisco Pomares, en las 
que se excusaba de haber realizado el 
juramento de obediencia a Colombia 
con la exclusión del respeto y obe¬ 
diencia a la Santa Sede, e informán¬ 
dole sobre la situación en el país. Es¬ 
tos dos hechos enfriaron las relacio¬ 
nes y la confianza en la Santa Sede. 
La situación de conflicto interno vi¬ 
vida en el país a partir de 1828, reper¬ 
cutió de manera adversa en las rela¬ 
ciones con la Santa Sede. La conspira¬ 
ción septembrina, la disolución de la 
Gran Colombia, y luego la firme posi¬ 
ción del nuevo papa Pío vni, en contra 
del patronato, contribuyeron a difi¬ 
cultar las cosas. Durante este papado 
fue imposible avanzar en el logro de 
vínculos más armónicos con el Vatica¬ 
no. A Ignacio Sánchez de Tejada se 
le dijo que si bien era un deber de los 
Papas nombrar los obispos para aque¬ 
llos lugares en los que pudiera pre¬ 
sentarse la vacante, el Pontífice no 
podía hacer esos nombramientos por¬ 
que no podía preverse el efecto y re¬ 
cibimiento que tendrían. Se decía, 
por ejemplo, que podía suceder que 
Roma nombrara un obispo, presen¬ 
tado por el presidente de la Repúbli¬ 
ca, mientras que ya en el país, que 



Sello de Juan de la Cruz 
Gómez Plata, segundo 
obispo de Aniioquia 
(1836-1850'). Archivo 
de la Cancillería. 


Sello con el escudo de 
Mgr. Manuel José 
Mosquera en un 
documento de 1836. 
Archivo Cancillería. 
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Juan de la Cruz Gómez Plata. 
Oleo de Delio Ramírez Beltrán. 
Seminario Conciliar , Bogotá. 


estaba desintegrándose, podían 
verse desmembrados algunos Esta¬ 
dos y obviamente se dejarían a un 
lado las decisiones del Papa, lo que 
sería muy grave para éste. 

Con el papa Gregorio xvi, quien ini¬ 
ció su mandato en febrero de 1831, 
fue posible un mejor y definitivo de¬ 
sarrollo de las relaciones con la Santa 
Sede. El primer hecho que brindó la 
posibilidad de ingresar en un nuevo 
aunque lento camino, fue la expedi¬ 
ción, en septiembre de 1831, de la 
Constitución Apostólica, entregada al 
cuerpo diplomático residente en 
Roma, menos a Sánchez de Tejada, 
a quien no se le había reconocido ca¬ 
rácter oficial. De todas formas, esa 
Constitución estipuló que en nego¬ 
cios de carácter eclesiástico de la 
Santa Sede con los llamados gobier¬ 
nos temporales, se tendría en cuenta 
el hecho de la existencia de esos go¬ 
biernos, sin entrar la Silla Apostólica 
en disquisiciones de derecho, de 
forma que se pudieran atender en me¬ 
jor forma las necesidades espirituales 
de sus habitantes. Sí bien en una pri¬ 
mera instancia el reconocimiento de 
la Santa Sede a los gobiernos de hecho 
se entendió como su posición frente 
a la disputa de la sucesión del trono 
de Portugal, que se debatía en esos 
momentos, ese fue uno de los accesos 
para que avanzaran las gestiones de 
Sánchez de Tejada. 

Disuelta la Gran Colombia y expe¬ 
dida en 1832 la Constitución de la 
Nueva Granada, uno de los propósi¬ 
tos iniciales de la nación fue insistir 
en la normalización de las relaciones 





con la Santa Sede. A Ignacio Sánchez 
deTejadaselenombró, en diciembre 
de ese año, Encargado de Negocios 
de la Nueva Granada, y se le expidíe- 
ron sus credenciales, así como ins¬ 
trucciones para el desempeño de su 
misión. En septiembre de 1833 el car¬ 
denal secretario de Estado dio inicio 
a las relaciones de oficio con Sánchez 
de Tejada, en un ambiente ya más 
favorable aunque sin haber sido reco¬ 
nocida todavía la República. 

En esas nuevas circunstancias se 
obtuvo la preconización de fray Juan 
Antonio Chávez como obispo auxiliar 
del Arzobispado de Bogotá, Juan de 
la Cruz Gómez Plata como obispo de 
Antioquia, Luis José Serrano como 
obispo de Santa Marta, Antonio Bur- 
bano como obispo de Fopayán, Juan 
Fernández de Sotomayor como 
obispo de Cartagena, Juan José Ca- 
barcas como obispo de Panamá y José 
Jorge Torres como obispo de Pamplo- 
na. Todo esto se aprobó en consisto¬ 
rios celebrados durante 1835 y 1836, 
y en la práctica equivalió al ejercicio 
formal del patronato. Además, se 
nombró en 1835 a Manuel José Mos¬ 
quera, canónigo doctoral de la iglesia 
de Popayán, como arzobispo de Bo¬ 
gotá, en reemplazo del arzobispo 
Cay ce do y Flórez, fallecido dos años 
atrás. 

El éxito más importante en la mi¬ 
sión de Ignacio Sánchez de Tejada fue 
la obtención del reconocimiento de la 
independencia de la Nueva Granada 
por la Santa Sede, el 26 de noviembre 
de 1835, de manera que se le empezó 
a recibir oficialmente como encargado 
de negocios. Fue logro fundamental, 
conseguido a pesar de la férrea oposi¬ 
ción de la Corona española y del em¬ 
bajador español en Roma. 

Para dar inicio a las relaciones di¬ 
plomáticas entre los dos Estados, en 
mayo de 1836 el Papa nombró a mon¬ 
señor Cayetano Balufñ, obispo de Ba- 
ñorea, como internuncio extraordina¬ 
rio cerca del gobierno de la Nueva 
Granada. El reconocimiento de la 
Nueva Granada por el Vaticano fue 
un acto de naturaleza política, y se 
dejó para posteriores conversaciones 
toda una serie de temáticas eclesiásti¬ 
cas que se encontraba pendiente y 
que en cierto grado separaba a los dos 
gobiernos. 

Arzobispo 

Manuel José Mosquera 

Los dieciocho años del arzobispado 
de Manuel José Mosquera cubrieron 
un conflictivo período, en el cual se 



Manuel José Mosquera y Arboleda , arzobispo de 
Bogotá (1835-1853). Oleo anónimo , siglo XIX, 
Seminario Conciliar, Bogotá. 


pasó de una época brillante para el 
episcopado a la ruptura entre Iglesia 
y Estado. 

Elegido arzobispo de Bogotá por ei 
Congreso de la Nueva Granada en 
1834, en diciembre de ese año fue pre¬ 
conizado por la Santa Sede para esa 
alta dignidad. Consagrado en junio 
de 1835, Manuel José Mosquera 
orientó en principio su atención hacia 
la organización del clero, particular¬ 
mente el seminario y las nuevas voca¬ 
ciones, Para ese propósito introdujo 
los métodos de san Sulpicio y él 
mismo escribió un manual para los 
seminaristas. En este sentido, ade¬ 
más, y buscando estimular las voca¬ 
ciones ante la escasez de sacerdotes, 
obtuvo que el Congreso separara el 
Seminario Conciliar del Colegio de 
San Bartolomé, de manera que se pu¬ 
diera atender de manera más ade¬ 
cuada la formación del clero. 

El arzobispo Mosquera intentó en 
1839 que el Congreso derogara la uti¬ 
lización de los libros de Bentham y 
Destutt de Tracy, que habían vuelto 
a ser introducidos por Santander en 
su segunda administración, pero no 
lo logró. Años después, durante el 
gobierno del general Pedro Alcántara 
Berrán, consiguió que se reformara 
el plan de estudios de la educación 
superior y que en lugar de estos dos 
autores mencionados se estudiara la 
filosofía de Jaime Balmes y el derecho 
romano de Hendo. 

Consiguió también el regreso de la 
comunidad jesuíta. Para esto se valió 
de una ley que tuvo como propósito 
la atención a los indígenas de Casana- 


re, San Martín, Mocoa, Andaquí, la 
Guajira y Veraguas. Esa ley autorizó 
el ingreso al país de comunidades re¬ 
ligiosas destinadas a la labor misione¬ 
ra. Así, en junio de l844llegaron siete 
hermanos jesuítas y tres coadjutores, 
que adelantaron una labor efímera, 
pues en 1850, durante el gobierno del 
general José Hilario López, nueva¬ 
mente fueron expulsados. 

Así mismo, Mosquera dedicó un 
tiempo considerable a la realización 
de visitas pastorales, y en 1849 fundó 
el semanario El Catolicismo, un perió¬ 
dico escrito como órgano de expre¬ 
sión de la curia, que sirvió para que 
se ventilaran las polémicas tan usua¬ 
les en el momento. 

El arzobispo Mosquera debió en¬ 
frentar el inicio de lo que luego serían 
cerca de treinta años de conflictos en¬ 
tre la Iglesia y el Estado, desencade¬ 
nados hacia la mitad del siglo xix. En 
gran medida el enfrentamiento se ori¬ 
ginó cuando asumió la Presidencia de 
la República, por primera vez, el ge¬ 
neral Tomás Cipriano de Mosquera 
en 1845. El 25 de abril de ese año san¬ 
cionó una ley que el clero consideró 
que colocaba la jurisdicción episcopal 
en interdicción; de acuerdo con esa 
ley los arzobispos, obispos y demás 
prelados en la Nueva Granada «son 
responsables por mala conducta en 
los ejercicios de aquellas funciones 
que les son atribuidas por las leyes 
de la República y responden ante los 
tribunales y juzgados civiles o ecle¬ 
siásticos, que según las mismas leyes 
tienen respectivamente la atribución 
de juzgarlos por mal desempeño en 
el ejercicio de aquellas funciones». 
Impuso además, entre algunas de las 
penas, las de extrañamiento y ocupa¬ 
ción de temporalidades, ante lo que 
el clero protestó. También lo hizo el 
papa Gregorio xvi, quien envió al pre¬ 
sidente Mosquera una carta solicitán¬ 
dole la revocatoria de la mencionada 
ley, acto al que no accedió el presiden¬ 
te, 

En los últimos años de su arzobis¬ 
pado, Manuel José Mosquera debió 
enfrentar una serie de sucesos que 
definitivamente condujeron a la radi- 
calización de las posiciones y la rup¬ 
tura entre Iglesia y Estado. Sucesos 
como la nueva expulsión de los jesuí¬ 
tas, la reforma a ¡a norma sobre cen¬ 
sos y capellanías, la reforma a la ley 
de patronato, las modificaciones en 
materia de fuero eclesiástico, lo suce¬ 
dido con los llamados bienes de ma¬ 
nos muertas y los cambios en los pro¬ 
gramas de instrucción, llevaron a en- 
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sandiar las diferencias y a frenar de 
manera tajante fa presencia del clero 
católico en la vida nacional. 

Entre las explicaciones que se han 
dado a esa agudización del conflicto 
religioso se han mencionado la lucha 
del liberalismo, empeñado en trans¬ 
formar el lastre colonia) que aun do¬ 
minaba en muchas instituciones na¬ 
cionales, en contra de la influencia de 
la Santa Sede; y la lucha entre el Es¬ 
tado y la Iglesia por el control en el 
campo de la educación. Si bien el libe¬ 
ralismo no era adverso a la profesión 
de la fe católica y muchos de sus par¬ 
tidarios eran cristianos, buscaba pro¬ 
piciar el culto privado, mientras que 
el partido conservador promovía el 
culto público en materia religiosa. En 
ese sentido, los actos de las adminis¬ 
traciones liberales que afectaron di¬ 
versas instancias del clero católico, 
fueron vistos por este último y por 
los conservadores como actos de irre¬ 
ligiosidad, mientras que para los libe¬ 
rales se trataba de decisiones de con¬ 
veniencia pública. 

Ruptura y separación 
de Estado e iglesia 

Factores de enfrentamiento 

Hacia mediados del siglo XIX la estruc¬ 
tura de las clases sociales en la Nueva 
Granada, treinta años después de la 
independencia, había cambiad o nota¬ 
blemente. Sin embargo, algunas ins¬ 
tituciones de la sociedad continuaban 
siendo similares a lo que habían sido 
en tiempos coloniales, y de esa forma 
impedían la dinamización de nuevas 
fuerzas en la sociedad. La búsqueda 
de una sociedad progresista que sus¬ 
tituyera a la providencia lista de la Co¬ 
lonia se adelantó en forma anticleri¬ 
cal, pues veía en la Iglesia un pilar 
de la época colonial que perduraba 
con gran arraigo transcurrido medio 
siglo xix. Con ese propósito se trató 
de situar a la religión en el campo de 
lo privado e individual, ajeno a lo pú¬ 
blico y social. Además, se quiso erigir 
una fuerte tutela del Estado sobre la 
Iglesia, y para completar la transfor¬ 
mación, quebrar el poderío econó¬ 
mico de la Iglesia que impedía el flujo 
multiplicador de importantes fuentes 
de capital. Visto desde una perspec¬ 
tiva histórica, no se trató de un en¬ 
frentamiento con la religión católica, 
ni con la Iglesia, sino de una lucha 
contra su utilización para el sosteni¬ 
miento de estructuras políticas y so¬ 
ciales llamadas a desaparecer. 
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"Monumento en que reposa eí corazón del 
Ilusirtsimo Señor Mosquera", en la catedral 
de Bogotá. Litografía de Demetrio Paredes. 
Museo Nacional, 

Expulsión de los jesuítas 

La Compañía de Jesús, que se había 
instalado nuevamente en el país en 
1844, fue expulsada durante el go¬ 
bierno del general José Hilario López, 
invocando la pragmática sanción de 
1767, expedida por Carlos ni, que ha¬ 
bía extrañado a esa comunidad reli¬ 
giosa de España y de las Indias. Insis¬ 
tiendo en que esa era la voluntad po¬ 
pular, se expidió un decreto el 18 d-e 
mayo de 1850, en el que se ordenó a 
los sacerdotes, coadjutores y legos je¬ 
suítas abandonar el territorio de la na¬ 
ción. Se exceptuó a los que f ueran de 
la Nueva Granada, pero se dispuso 
que no serían considerados miembros 
de ninguna comunidad religiosa. 

Desde cuando los jesuítas regresa¬ 
ron al país, en 1844, la animadversión 
en su contra creció debido a que se 
les consideraba enemigos de los libe¬ 
rales y del cambio social. Se veía en 
ellos un instrumento partidista, y un 
destacadísimo personaje de la época, 
Salvador Camacho Roldan, afirmaba 
al respecto: «Por su origen y el objeto 
de su institución, la comunidad de 
los jesuítas no es, propiamente ha¬ 
blando, un establecimiento religioso, 
sino de propaganda política; de pre¬ 
dicación de las ideas reaccionarias do¬ 
minantes en España en los tiempos 
de Felipe II; en resumen, esa comuni¬ 
dad es una sociedad política de carác¬ 
ter permanente, en lucha con los go¬ 
biernos libres y las ideas de renova¬ 
ción social». 


Reforma a la ley de patronato 

El 27 de mayo de 1851 se sancionó la 
ley reformatoria del patronato, intro¬ 
duciéndose un sistema de elevada in¬ 
jerencia de los particulares en el desa¬ 
rrollo de los asuntos eclesiásticos. En 
el artículo primero, por ejemplo, se 
dispuso que los cabildos parroquiales 
serían los encargados de presentar y 
nombrar los curas, teniendo en 
cuenta las propuestas de los diocesa¬ 
nos. Se estableció también que a las 
sesiones del cabildo «en que se trate 
del nombramiento de curas» podían 
asistir «Jos vecinos padres de familia 
católicos teniendo en ellas voz y 
voto». Además del nombramiento de 
los sacerdotes por los habitantes de 
la parroquia, se intervino con esta 
ley en la asignación de los recursos 
económicos para el sostenimiento del 
culto, disponiéndose que las cáma¬ 
ras de provincia o los cabildos es¬ 
tarían encargados de decretar gastos 
y apropiar fondos destinados para 
ese fin. 

Aunque la Constitución de 1843 ha¬ 
bía dispuesto que el gobierno debía 
proteger el ejercicio de la religión ca¬ 
tólica, apostólica y romana, el presi¬ 
dente José Hilario López dejó a un 
lado ese mandato. Su sucesor desa¬ 
rrollaría una reforma constitucional 
que eliminaría algunos privilegios 
otorgados al clero y a la Iglesia. 

Extinción del fuero eclesiástico 

La ley dei 18 de mayo de 1851, artículo 
1, dispuso que quedaba «extinguido 
todo fuero o privilegio eclesiástico». 
Estableció también, entre otras cosas, 
que la Corte Suprema de Justicia seria 
la encargada de adelantar las «causas 
criminales que por mal desempeño 
en el ejercicio de sus funciones, o por 
delitos comunes que tengan detallada 
pena en alguna ley civil de Ja Repú¬ 
blica se sigan contra los arzobispos y 
obispos». Se suprimió así del todo el 
fuero eclesiástico, quedando equipa¬ 
rados ante la justicia los clérigos y los 
ciudadanos comunes y corrientes. 

Ante esta supresión de la inmuni¬ 
dad sacerdotal, protestó el arzobispo 
Mosquera, argumentando que las 
eventuales causas que se siguieran 
por mal desempeño de fundones en 
un miembro del clero eran de tipo 
espiritual, «versan sobre el ejercido 
de la misión y jurisdicción espiritual 
recibida de Jesucristo, cuyos actos de¬ 
penden exclusivamente de la Iglesia, 
y su autoridad es la única competente 
para juzgar a los individuos de la je¬ 
rarquía católica [...] Esta proposición 










es dogma de fe». De todas formas, el 
fuero eclesiástico fue suprimido. 

Instrucción pública 

Un caso que permite ilustrar la rup¬ 
tura del Estado y la Iglesia hacia la 
mitad del siglo xix es el de la ley ex¬ 
pedida en 1851 que incorporó el Semi¬ 
nario Conciliar de la Arquidiócesis al 
Colegio Nacional de San Bartolomé, 
quitándole de esta manera al Semina¬ 
rio la dirección religiosa. Antes de la 
aprobación de ía Ley, el arzobispo 
Mosquera protestó ante los senadores 
y representantes; según él, de esa 
forma se golpeaba la libertad de la 
Iglesia, así como su autoridad, pro¬ 
piedad y aun libertad de enseñanza. 
Para el arzobispo ese proyecto arreba¬ 
taba «a la iglesia de Bogotá su Semina¬ 
rio y Lo pone bajo una dirección extra¬ 
ña, sin misión, sin autoridad, sin ap¬ 
titud proporcional para el objeto, por¬ 
que es sagrado». Agregaba el arzo¬ 
bispo Mosquera que por esa vía en¬ 
traba la Iglesia en una «indecorosa tu¬ 
tela» que era esclavitud. 

El gobierno constituyó una comi¬ 
sión para que se estudiara la anexión 
dd Seminario, que conceptuó favora¬ 
blemente. El informe de la comisión 
incluyó afirmaciones que muestran el 
ambiente de tensión y de ruptura en¬ 
tre el Estado y la Iglesia: «Sancionad¬ 
lo, porque no ha muchos días que ese 
plantel de educación pública dejó de 
ser la guarida de los hijos de Loyola, 
y esa atmósfera todavía corrompida 
con el aliento envenenado de los je¬ 
suítas, debe renovarse totalmente. Es 



Sello de correos en homenaje a! Colegio Mayor de 
San Bartolomé , acuarela de H. Ánderegg, 1988. 



Lorenzo Barili t internuncio de la Santa Sede en 
Colombia (1851-1853). Acuarela de fosé Gabriel 
Tatis , "Ensayos de dibujo", 1853. Museo 
Nacional , Bogotá. 


preciso devolver al Colegio su antigua 
respetabilidad, y derribar los muros 
que dividiendo los dos establecimien¬ 
tos, separan la luz de las tinieblas, la 
ciencia del embrutecimiento, y el por¬ 
venir del pasado: esos muros que de¬ 
volviendo la luz de la democracia, im¬ 
piden que su voz omnipotente pene¬ 
tre en aquel recinto, y ahogue los úl¬ 
timos gritos destemplados del jesui¬ 
tismo que acaso se oyen aún sombría 
y misteriosamente en esos claustros 
tenebrosos. Sancionadlo, que la doc¬ 
trina de Jesucristo no debe vivir em¬ 
boscada en unos antros oscuros». 

Finalmente sancionada, la ley esta¬ 
bleció la incorporación del Seminario 
Conciliar de la Arquidiócesis de Bo¬ 
gotá al Colegio Nacional de San Bar¬ 
tolomé, incluyendo sus bienes y ren¬ 
tas. Se suprimió así el Seminario y se 
autorizó al Ejecutivo para reglamen¬ 
tar los estudios eclesiásticos y la for¬ 
mación del clero de la arquidiócesis. 
Estos sucesos aumentaron aún más 
las diferencias entre Estado e Iglesia 
y los llevaron a su radical ruptura. 

Constituciones de 1853 y 1863 

El 21 de mayo de 1853, durante el 
gobierno del general José María 
Obando, se sancionó una nueva 
Constitución para la República, que 
vino a sustituir la expedida diez años 
atrás, la cual había establecido claras 
garantías de defensa a la religión ca¬ 
tólica, apostólica y romana. La nueva 


Constitución oficializó el enfrenta¬ 
miento entre la Iglesia y el Estado y 
condujo a su separación. Esto sereno- 
varía tímidamente con la Constitu¬ 
ción de 1858, v luego firmemente con 
la de 1863. 

La primera novedad de la Constitu¬ 
ción de 1853 fue que en su preámbulo, 
sí bien se invocaba el nombre de Dios 
como legislador del Universo, agre¬ 
gaba que la Carta era expedida ade¬ 
más por «autoridad del pueblo». De 
esa forma se quería enfatizar en ella 
la autoridad temporal en la confec¬ 
ción del documento supremo de la 
nación, dándosele cabida a fuerzas 
heterogéneas que, aunque minorita¬ 
rias algunas, constituían ya parte in¬ 
tegral de la nacionalidad. Era el caso 
de quienes profesaban religiones di¬ 
ferentes de la que siempre se había 
considerado como oficial. 

En el artículo quinto de la Constitu¬ 
ción de 1853 se expresaba que la Re¬ 
pública garantizaba a todos los ciuda¬ 
danos «la profesión libre, pública o 
privada de la religión que a bien ten¬ 
gan, con tal que no perturben la paz 
pública, no ofendan la sana moral, ni 
impidan a otros el ejercicio de su cul¬ 
to». Se establecía así la libertad de 
cultos, eliminándose el privilegio 
concedido a la Iglesia católica, 

La Constitución de 1863 ha sido la 
única en la historia de Colombia que 
no ha hecho invocación del nombre 
de Dios en su preámbulo. Ella fue 
proclamada «en nombre y por autori¬ 
zación del pueblo y de los Estados 
Unidos Colombianos que represen¬ 
ta». De alguna manera puede inter¬ 
pretarse esto como símbolo de la rup¬ 
tura entre la Iglesia y el Estado. 

La garantía de la libertad religiosa 
quedó también consagrada en esta 
Constitución, al permitir «la profe¬ 
sión Ubre, pública o privada, de cual¬ 
quiera religión, con tal que no se eje¬ 
cuten hechos incompatibles con la so¬ 
beranía nacional, o que tengan por 
objeto turbar la paz pública». 

Además de la libertad de cultos, la 
Constitución de 1863 introdujo otras 
disposiciones que fueron fuerte¬ 
mente rechazadas por la Iglesia cató¬ 
lica. Por ejemplo estableció, en e! ar¬ 
tículo 23, el derecho de suprema ins¬ 
pección sobre los cultos religiosos 
para el gobierno nacional o el de los 
estados. También se prohibió en ella 
la elegibilidad de los ministros de 
cualquier religión para ocupar cual¬ 
quier empleo público. 

En cumplimiento de las disposicio¬ 
nes constitucionales, se expidieron 
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Aniorna Herrón y Zaldüa, arzobispo de Bogotá 
(1855-1868). Oleo de autor no identificado 
Seminario Conciliar , Bogotá. 


una serie de leyes y decretos que em¬ 
pezaron a restringir la presencia reli¬ 
giosa en la vida pública del país. Entre 
otros aspectos se tomaron determina¬ 
ciones sobre tuición, bienes de manos 
muertas, comunidades religiosas y 
matrimonio. 

Tuición e inspección de cultos 

La llamada ley de libertad, expedida 
en 1853, equiparó a los prelados y al 
clero de cualquier culto religioso con 
los particulares para efectos de la legis¬ 
lación del país. Se estableció en ella 
que tanto en ios asuntos civiles como 
en los criminales se someterían a las 
leyes de la República los eclesiásticos, 
ministros y funcionarios de cualquier 
religión. Se eliminaron así todas las 
excepciones y tratamientos especiales 
que desde siglos atrás existían para 
proteger o, por lo menos, para proce¬ 
der de manera más considerada, o de¬ 
jándolo en la esfera de la autoridad 
eclesiástica, cuando un prelado de la 
Iglesia católica, apostólica y romana 
infringiera Jas leyes y normas del es¬ 
tado civil. Esa era la consecuencia de 
la separación de las dos potestades. 
El 20 de julio de 1861 el general 
Tomás Cipriano de Mosquera expidió 
un decreto que estableció el llamado 
derecho de tuición de todos los cul¬ 
tos. Este consistía en que los minis¬ 
tros superiores de un culto religioso 
debían obtener el pase de la autoridad 
civil (poder ejecutivo, presidente o 
gobernador del estado) para ejercer 
sus funciones. Adicional mente, im- 
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ponía como sanción que los infracto¬ 
res de la norma serían extrañados del 
territorio nacional, como «usurpado¬ 
res de las prerrogativas de la Unión 
Granadina». 

El arzobispo de Bogotá, Antonio 
Herrán, protestó contra este decreto, 
así como contra el de la desamortiza¬ 
ción de bienes de manos muertas, ra¬ 
zón por la que se consideró que se 
estaba inmiscuyendo en asuntos po¬ 
líticos, de manera que fue arrestado 
y posteriormente desterrado. Se de¬ 
sató así, de forma más profunda, el 
enfrentamiento entre el Estado y la 
Iglesia católica, que si bien se habían 
separado desde 1853, entraron ahora 
en una irreconciliable polémica que 
condujo a la disolución de las comu¬ 
nidades religiosas. 

Un decreto posterior, de noviem¬ 
bre de 1862, prohibió la intervención 
en asuntos políticos a los ministros 
de todo culto religioso, así como el 
que fueran nombrados o elegidos 
para cualquier cargo público. Dispuso 
además que ninguna determinación, 
como podían ser las bulas, breves, o 
actos pontificios en el caso de la reli¬ 
gión católica, de las autoridades reli¬ 
giosas podría ser publicada o cumplí* 
da, sin que hubiera obtenido el pase 
del poder ejecutivo nacional para que 
verificara si no era contraria a la sobe¬ 
ranía del país. 

Para asegurar el cumplimiento de 
las anteriores normas y garantizar el 
sometimiento de los religiosos a la au¬ 
toridad dvil, la ley del 23 de abril de 
1863 estableció que para que un mi¬ 
nistro religioso pudiera ejercer su 
culto debía jurar, ante la primera au¬ 
toridad política del lugar en donde se 
estableciere, obedecer la Constitu¬ 
ción, leyes y autoridades de la Repú¬ 
blica, así como respetar la soberanía 
nadonal. Este juramento debía ha¬ 
cerse por escrito y se enviaría copia 
a la Secretaría del Interior. La expul¬ 
sión del país era la pena para quienes 
contravinieran esta ley. 

Después de estas normas se expi¬ 
dieron otras, tanto a nivel de la Unión 
como de los estados soberanos, que 
en unos casos ampliaron y en otros 
precisaron lo que en ese entonces se 
conodó como la Suprema Inspecdón 
o Inspecdón Civil en materia de cul¬ 
tos. De ellas debe mendonarse la ley 
35 de mayo de 1877, expedida luego 
de finalizada la guerra dvil de 1876, 
que vino a renovar las disposidones 
sobre vigilancia de los actos de los 
religiosos. En efecto, esa ley estable¬ 
ció que los ministros de los cultos re¬ 


ligiosos que en sus sermones o pláti¬ 
cas, o por cualquier medio promovie¬ 
ran la desobedienda del orden jurídi¬ 
co, estarían atentando contra la segu¬ 
ridad y la tranquilidad pública. En ese 
mismo contexto y en una tádta refe¬ 
rencia a la Santa Sede, se consideró 
como un atentado a la soberanía na¬ 
cional el que un ministro religioso 
cumpliera disposidones emanadas 
de un poder extranjero que de alguna 
forma contrariaran las normas de la 
nadón. Esta ley reiteró además la ne¬ 
cesidad del pase otorgado por el po¬ 
der ejecutivo nacional o por los gober¬ 
nadores o jefes superiores de los esta¬ 
dos, para que los ministros de cual¬ 
quier religión pudieran ejercer sus 
fundones. 


Los bienes de manos muertas 

Uno de los campos en los que se fijó 
de manera más dara la separadón de 
potestades entre la Iglesia y el Estado 
fue el de la presencia económica de 
la primera institución en la vida del 
país. La Iglesia era considerada como 
un gran poder económico, dueño de 
multitud de propiedades, algunas de 
ellas redbidas como donaciones y 
muchas más como herendas de pia¬ 
dosos católicos que Ies legaban sus 
fortunas. Esta última razón condujo 
a que se Ies diera el nombre de bienes 
de manos muertas a los que por esa 
vía adquiría la Iglesia. 

La desamortizadón de los bienes 
de manos muertas ha sido conside¬ 
rada como un proyecto orientado a 
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debilitar el poderío económico de la 
iglesia católica, que se estimaba era 
poseedora de una tercera parte de las 
tierras cultivables del país. Sin embar¬ 
go, en gran medida esas tierras per¬ 
manecían improductivas y aisladas 
de los circuitos económicos de la épo¬ 
ca, de manera que, como lo expresó 
Tomás Cipriano de Mosquera, la des¬ 
amortización buscaba darles movi¬ 
miento y libre circulación a esas tie¬ 
rras, que en su concepto obstaculiza¬ 
ban la prosperidad de la nación. 

La ley de junio 15 de 1853, llamada 
Ley de Separación Absoluta de la Igle¬ 
sia y el Estado, introdujo algunas dis¬ 
posiciones sobre los bienes de las en¬ 
tidades religiosas. Por ejemplo, esta¬ 
bleció que los templos católicos, así 
como sus bienes y rentas, correspon¬ 
dían a los vednos de la respectiva pa¬ 
rroquia. Esto generó la protesta de las 
comunidades religiosas al Congreso 
de 1854, y la posterior expedición de 
una nueva ley, en mayo de 1855, que 
volvió a darles autonomía a las enti¬ 
dades religiosas para el manejo de sus 
bienes y rentas* 

En 1861, con la expulsión de los 
jesuítas, se confiscaron los bienes de 
esa comunidad* Poco después, en 
septiembre de ese año, se expidió el 
decreto de desamortización, me¬ 
diante el cual la nadón se adjudicó 
los bienes y rentas de las corporacio¬ 
nes eclesiásticas, por un valor equiva¬ 
lente a la renta que produjeran como 
rédito al seis por ciento. Se dispuso 
hacer un inventario de tales bienes y 
proceder a su desamortización* 

Como un corolario a las normas 
sobre desamortización, en la Consti- 
turión de 1863 se estableció que los 
estados soberanos consagrarían en 
sus constituciones y en su legislación 
la incapacidad de las comunidades, 
corporaciones, asodadones y entida¬ 
des religiosas para adquirir bienes 
raíces. 

Comunidades religiosas 

Uno de los aspectos definitivos de los 
años de ruptura entre la Iglesia y el 
Estado fue el de las comunidades re¬ 
ligiosas. La primera norma en este te¬ 
rreno fue la expulsión de los jesuítas, 
en julio 18 de 1861* Luego, en no¬ 
viembre de ese año, un decreto extin¬ 
guió en Bogotá y en Boyacá los con¬ 
ventos, monasterios y casas de reli¬ 
giosos, además de advertir que tam¬ 
bién suprimiría las comunidades que 
en los otros estados se opusieran a 
las normas sobre desamortización* 
Todo esto confluyó para que en 1863 


la ley del 23 de abril determinara con¬ 
tundentemente: «Es prohibido el es¬ 
tablecimiento de comunidades o cor¬ 
poraciones religiosas regulares, sin 
distinción, quedando extinguidas las 
que existían en la nación». 

Matrimonio 

En la formalización del vínculo con¬ 
yugal se expresa también la relación 
entre la potestad civil y religiosa. So¬ 
bre este acto recayeron también las 
disparidades acerca de la fijación de 
los límites de esas potestades* La ley 
de agosto 30 de 1864 dispuso que sólo 
producirían efectos civiles y políticos 
los matrimonios que se celebraran 
ante los notarios o jueces de distrito, 
siguiendo las formalidades que para 
ese fin había estableado ya el Código 
Civil, 

Posteriormente, la ley de enero 28 
de 1873 determinó que los matrimo¬ 
nios que se celebraran siguiendo al¬ 
gún rito religioso debían ser legitima¬ 
dos como matrimonios civiles en los 
siguientes tres días, luego del vínculo 
religioso* La Iglesia protestó por la 
instauradón del matrimonio civil, ar¬ 
gumentando, entre otras razones, 
que el matrimonio era un acto reli¬ 
gioso y no un contrato para ser regla¬ 
mentado por la ley civil* Normas simi¬ 
lares se adoptaron en los estados so¬ 
beranos* 


Régimen concordatario 

Constitución de 1886 

Culminada la guerra civil de 1885, en 
el segundo gobierno de Rafael Nü- 
ñez, se convocó un Consejo Nacional 
Constituyente encargado de elaborar 
una nueva Constitudón para el país. 
Esa nueva Carta Fundamental le da¬ 
ría un vuelco total a las relaciones de 
la Iglesia y el Estado. En las ideas de 
Núñez para el nuevo orden del país 
figuraban, en primera línea, la conso- 
lidadón de un gobierno central unita¬ 
rio y la armonizadón de las relaciones 
con la Iglesia. 

La Constitudón proclamada en 
1886 se inició con un preámbulo que 
dice: «En el nombre de Dios, fuente 
suprema de toda autoridad», reno¬ 
vando así la invocadón al ser su¬ 
premo que se había realizado en las 
Constituciones anteriores, con excep¬ 
ción de la de 1863. 

El artículo 38 de la Constitudón de 
1886 plasmó el fin de la ruptura del 
Estado con la Iglesia, y el reinicio de 
nuevas relaciones de colaboradón y 
apoyo entre las dos potestades: «La 
religión Católica, Apostólica, Roma¬ 
na, es la de la Nadón; los poderes 
públicos la protegerán y harán que 
sea respetada, como esendal ele¬ 
mento del orden sodal». Se sellaron 
así más de treinta años de conflictos 
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Colombia envió al Vaticano como mi- 
nistro a Joaquín Femando Vélez, 
quien adelantó las negociaciones con 
el cardenal Mariano Rampolla, secre¬ 
tario de Estado del papa León xni. 

En 1887 se firmó el Concorda to, ra¬ 
tificado luego por el Congreso como 
ley 5 de 1888, realizándose el canje 
en Roma en junio de ese año. En sín¬ 
tesis, el Concordato otorgó a la Iglesia 
el reconocimiento de la religión cató¬ 
lica como la de la nación, el reconoci¬ 
miento jurídico de las instituciones 
religiosas, un trato diferencial para 
los ministros del clero acorde con su 
dignidad, la exención de impuestos 
para los bienes de la iglesia destina¬ 
dos al culto, así como para las casas 
episcopales y cúrales y los semina¬ 
rios, el derecho a impartir educación 
acorde con la religión católica, el reco¬ 
nocimiento del matrimonio católico 
como el único válido en cuanto a sus 
efectos civiles, la administración de 
la mayor parte de cementerios en el 
país, y colaboración con las labores 
de misiones de la Iglesia* Por otra par¬ 
te, al Estado se le otorgó, entre otras 
cosas, una cierta injerencia en la cons¬ 
titución y modificación de diócesis, la 
posibilidad de gravar tributariamente 
algunos bienes eclesiásticos, interve¬ 
nir en causas oviles de eclesiásticos, 
recibir una prenotificación oficiosa en 
el nombramiento de obispos, la con¬ 
donación de la deuda causada por la 
desamortización de bienes de manos 
muertas y el goce de los privilegios 
castrenses 

El viraje que se produjo en las rela¬ 
ciones del Estado con la Iglesia llevó 
inmediatamente a que en 1888 el go¬ 
bierno consagrara el país a Jesucristo 


El Concordato de 1887 

A la cadena histórica que reguló las 
relaciones del Estado y la Iglesia, y 
que se inició con el patronato real, 
sustituido luego por el patronato re¬ 


Portada y detalle de ¡as armas del papa León Xllí en et Concordato de 1887. Archivo de la Canciller i a,Bogotá 


"Carla de Colombia que representa la división eclesiástica Mapa grabado por Erhard para el " Atlas 
geográfico e histórico de la República de Colombia", de Agustín Codazzi, París , A. Lahure , 1889. 
Sección de Libros Raros y Curiosos , Biblioteca Nacional t Bogotá , 


y el Estado volvió a manifestar su con- 
fesionalismo religioso, aunque la 
Constitución consagró expresamente 
que la Iglesia católica no sería oficial 
y conservaría su independencia. 

Entre otros aspectos asociados con 
el religioso, la Constitución de 1886 
estableció una relativa libertad de cul¬ 
tos que no fueran contrarios a la moral 
cristiana ni a las leyes; dispuso que 
la educación pública se organizaría y 
dirigiría en concordancia con la reli¬ 
gión católica; desechó lo existente so¬ 
bre bienes de manos muertas; y les 
dio vida jurídica e independencia le¬ 
gal a las comunidades religiosas. 

Con la reforma constitucional de 
1936, se agregó que el Estado tenía la 
suprema inspección y vigilancia de 
los institutos de enseñanza y que la 
asistencia pública era función del Es¬ 
tado, con lo que se restringió un poco 
el ámbito otorgado en 1886 a la Iglesia 
católica. La invocación del nombre de 
Dios en la Constitución se eliminó con 
la reforma de 1936 y se incorporó de 
nuevo en la reforma plebiscitaria de 
1957 


publicano y, finalmente, el tenso am¬ 
biente de 1853 a 1886, siguieron la 
firma y ratificación del Concordato de 
1887, 

Con el nuevo contexto definido por 
la Constitución de 1886, se iniciaron 
las conversaciones del gobierno co¬ 
lombiano con la Santa Sede para fir¬ 
mar un convenio que regulara las re¬ 
laciones entre las dos potestades, par¬ 
ticularmente en asuntos que se consi¬ 
deraban como de competencia mixta. 
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Preámbulo y firmas del cardenal Mariano Rampollo, del Tindaro y del embajador de Colombia Joaquín Fernando Vélez en el Concordato firmado el 32 de 
diciembre de 1887 r Sanción del papa León XHI en una Convención especial sobre Misiones , del lo. de julio de 1893. Archivo de la Cancillería , Bogotá. 


y a que en los planes de estudios del 
país se incluyeran los textos de los 
padres Gaspar Astete, Ortiz y 
Schouppe con carácter obligatorio. 
Los fuertes enfrentamientos entre la 
Iglesia y el Estado, que se habían ini¬ 
ciado en los años veinte del siglo XIX, 
y que habían llegado a su mayor nivel 
de agudización en los años cincuenta 
y sesenta de ese siglo, cesaron* 

Al Concordato se le hicieron algu¬ 
nas modificaciones posteriores, como 


la de 1924, que introdujo la posibili¬ 
dad del matrimonio civil para los no 
católicos o para quienes abjuraran de 
la religión católica y fueran excomul¬ 
gados públicamente, reforma que en 
su ratificación se conoció como la Ley 
Concha. En 1973 fue firmado en Bo¬ 
gotá un nuevo concordato, que re¬ 
tomó algunas de las propuestas que 
desde 1930 habían planteado los go¬ 
biernos liberales y que, además, dio 
cierta concordancia a las relaciones 


del Estado con la Santa Sede, en vir¬ 
tud de la modernización experimen¬ 
tada por la Iglesia a partir del Concilio 
Vaticano II. 

El nuevo concordato fue ratificado 
mediante la ley 20 de 1974 y con él 
se introdujeron, entre otras cosas, la 
posibilidad de contraer matrimonio 
civil eliminándose la fórmula de la ab¬ 
juración y descartándose la excomu¬ 
nión para los contrayentes; el estable¬ 
cimiento de una comisión para ímpul- 
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Preámbulo , firmas del canciller Alfredo Vázquez Car rizosa y del nuncio apostólico Angelo Palmas, y sa velón del papa Paulo VI, en el Concordato entre la 
Santa Sede y Colombia, firmado el 12 de julio de 1973. Ministerio de Relaciones Exteriores, Palacio de San Carlos, Bogotá. 
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San Ezequiel Moreno y Díaz, vicario apostólico 
de Casanare (1893-1895) y obispo de Pasto 
(1896-1906). Oleo de R. Rodríguez, 1975. 
Iglesia de La Candelaria , Bogotá. 


sar las tareas de las misiones; y la tra¬ 
mitación por jueces civiles de las se¬ 
paraciones de cuerpos. 

El liberalismo como pecado 

Luego de la armonización de las rela¬ 
ciones entre la Iglesia y el Estado, con 
el Concordato de 1887, volvió a gene¬ 
rarse hacia el final del siglo XIX una 
controversia que se prolongó durante 
las tres primeras décadas del siglo xx 
y que tuvo un profundo sustento po¬ 
lítico. Los dos protagonistas esencia¬ 
les de esta polémica fueron monseñor 
Ezequiel Moreno (canonizado en oc¬ 
tubre de 1992), obispo de Pasto, y el 
caudillo liberal Rafael Uribe Uribe. 

Con el propósito de que en el ám¬ 
bito del clero se otorgara al libera¬ 
lismo un clima de tolerancia, el padre 
Baltasar Vélez publicó en 1897 un fo¬ 
lleto titulado Los intransigentes. A esa 
publicación respondió enfáticamente 
el obispo de Pasto, san Ezequiel Mo¬ 
reno, con otro folleto titulado O con 
Jesucristo , o contra Jesucristo. O Catoli¬ 
cismo o Liberalismo , en el que concluyó 
que el liberalismo era pecado. 

En una compleja confusión entre 
religión .y política, san Ezequiel Mo¬ 
reno consideró que la guerra de los 
Mil Días era de carácter religioso y 
que el clero debía combatir en todos 


los niveles, aun con las armas, al par¬ 
tido liberal. Importantes sectores del 
conservatismo encontraron en Mo¬ 
reno a su conductor, y siguiendo sus 
orientaciones se embarcaron en una 
contienda civil que bajo su óptica era 
una «guerra de religión». 

La alianza de la Iglesia católica y el 
Estado, controlado por el conservatis¬ 
mo, empleó consideraciones de tipo 
religioso para minimizar la presencia 
liberal en la vida nacional y alejarlo 
de las posibilidades de alcanzar el po¬ 
der. En 1912 Rafael Uribe Uribe, má¬ 
ximo exponente del liberalismo de la 
época, publicó un folleto titulado De 
cómo el liberalismo político colombiano no 
es pecado, con el que buscó contrarres¬ 
tar la arremetida de la iglesia y de los 
conservadores, que además había ge¬ 
nerado confusión en la conciencia de 
los liberales católicos. Uribe Uribe pi¬ 
dió al clero católico que no intervi¬ 
niera en política. El arzobispo de Bo¬ 
gotá, Bernardo Herrera Restrepo, 
prohibió la lectura del folleto de Uribe 
Uribe, en decisión que fue acogida 
por el Vaticano al incluir ese folleto 
en el índice de libros prohibidos. 

Llegó a tal extremo la injerencia de 
la Iglesia en la vida política del país, 
que en 1916 la Pastoral Colectiva del 
Episcopado Colombiano calificó de 
pecado mortal la lectura de buena 
parte de la prensa liberaL El conserva¬ 
tismo, haciendo causa común con la 
Iglesia católica, se mantuvo en el po¬ 
der hasta 1930. 
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Carta pastoral del obispo de Pasto, fray Ezequiel 
Moreno f a propósito de "El Eco Liberal", julio 5 
de 1899. Biblioteca Nacional., Bogotá. 



Bernardo Herrera Res trepo, arzobispo de Bogotá 
y primer primado de Colombia (1891-1928). 
Fotografía del álbum "Primer Congreso 
Eucarístko Nacional ", Bogotá, Escuela 
Tipográfica Salesiana , 1914. 

Biblioteca Nacional , Bogotá. 

La Conferencia Episcopal 

La creación de la Conferencia Episco¬ 
pal se llevó a cabo en agosto de 1908, 
a instancias del arzobispo Bernardo 
Herrera Restrepo, quien congregó a 
quince prelados del país para tratar 
temas relacionados con la organiza¬ 
ción de la Iglesia católica. Asuntos 
como la administración diocesana, la 
enseñanza del catecismo, la acción so- 
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Portada del impreso "De cómo el liberalismo 
político no es pecado ", de Rafael Uribe Uribe. 
Bogotá , "El Liberal ", 1912. Biblioteca Nacional. 


Iglesia y religión 

en b historia de Colombia 





































da! de la Iglesia, la jurisdicción de los 
párrocos y, entre otros, la posición 
frente a las luchas de los partidos po¬ 
líticos, fueron considerados en esa 
primera conferencia, que decidió con¬ 
tinuar reuniéndose cada cuatro años. 

En 1950 la Conferencia Episcopal 
Colombiana fue reformada, se creó 
un secretariado permanente con sede 
en Bogotá, se determinó la realización 
de una conferencia anual y se organi¬ 
zaron sus labores en departamentos; 
apostolado seglar, coordinación con 
religiosos, diaconado permanente, 
educación, liturgia, medios de comu¬ 
nicación, ministerios jerárquicos, 
pastoral juvenil, pastoral profética, 
seminarios y vocaciones, universida¬ 
des y doctrinal. 

En 1955, durante la reunión del 
xxxvl Congreso Eucarístico Interna¬ 
cional en Río de Janeiro, se decidió 
crear la Conferencia Episcopal Latino¬ 
americana (celam), y se estableció su 
sede en Bogotá. 

Religiones no católicas 

Sí bien a lo largo de la historia colom¬ 
biana la presencia de la Iglesia cató¬ 
lica, apostólica y romana en la vida 
pública del país, así como en la vida 
privada de los ciudadanos, ha sido 
inmensa y de una significativa in¬ 
fluencia, debe mencionarse 3a presen¬ 
cia de otros cultos religiosos, que tam¬ 
bién han tenido, aunque con diferen¬ 
tes niveles de importancia, alguna 
participación en la historia de las reli¬ 
giones en Colombia. 

Desde los tiempos de la campaña 
libertadora y en las legiones extranje¬ 
ras que colaboraron con los criollos 
en la lucha de la independencia, llega¬ 
ron al país algunos protestantes que 
constituyen la primera referencia a se¬ 
guidores de otros cultos religiosos. 
De ellos debe mencionarse el escocés 
James Fraser, quien llegó con la Le¬ 
gión Británica y vivió en Bogotá hasta 
su muerte en 1878. Fraser promovió 
la venida al país de un ministro pres¬ 
biteriano y fue así como en 1856 llegó 
a Bogotá ILB. Pratt, quien lideró la 
pequeña congregación de extranjeros 
protestantes que vivían en la ciudad. 

Pratt fundó lo que se denominó Sí¬ 
nodo de la Iglesia Presbiteriana Co¬ 
lombiana. Recibió multitud de críticas 
y generó diversas polémicas con los 
católicos, de las que existen muchas 
publicaciones. El ambiente de liber¬ 
tad religiosa le fue propicio, especial¬ 
mente en 1861; mientras el clero cató¬ 
lico se enfrentaba al presidente To¬ 
más Cipriano de Mosquera, Pratt 


construía su capilla en Bogotá. Poste¬ 
riormente, Pratt viajó por diversas re¬ 
giones del país y en el Estado Sobe¬ 
rano de Santander, a donde había lle¬ 
gado una nutrida inmigración de ale¬ 
manes, encontró eco para su labor re¬ 
ligiosa. 

Con la expedición de la Constitu¬ 
ción de 1886 y la firma del Concordato 
de 1887 se dio un giro total a la labóT 
de expansión de las religiones no ca¬ 
tólicas en el país, que había encon¬ 


trado terreno fértil en las administra¬ 
ciones radicales de las décadas ante¬ 
riores. 

Durante los primeros cincuenta 
años del siglo XX se establecieron en 
Colombia las diferentes tendencias 
protestantes, tanto de anglicanos, 
como de episcopalianos, luteranos y 
presbiterianos. Se consolidó también 
la presencia de la religión judía, a partir 
de la inmigración al país de numerosos 
de sus adeptos de diversas nadonali- 
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ARZOBISPOS DE BOGOTA (1868-1993) 


Juan Vicente Arbeláez Gómez 
1868-1884. 


José Tdésforo Paúl y Vargas 
. 1884-1889. 


Ignacio León VdascoyVdasco 
1889-1891 , 


Bernarda Herrera Res trepo 
1891-1928. 


Ismael Perdomo Barrero 
1828-1950 Primado 1902 . 


Crisanto Luque Sánchez 
1950-1 959 Ca rdenal 1955 . 


Luís Concha Córdoba Aníbal Muñoz Duque Mario Reuollo Bravo 

1959-1972 Cardenal 1961. 1972-1984 Cardenal 1978. 1984- Cardenal 1988. 

Oleos de C. Acosta D, Seminario Conciliar , Bogotá . 
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Introducción y firma* de la canciller Noem i Sania de Rubio y del nuncio Paolo Romeo en el Acuerdo 
pora efectuar modificaciones al Concordato de 1973 , suscrito en Bogotá, noviembre 20 de 1992 , 
Ministerio de Relaciones Exteriores , Palacio de San Carlos, Bogotá. 


dades. Igualmente, los miembros de h 
Iglesia de Jesucristo de los Santos de 
los Ultimos Días o marmones. 

Entre muchas otras vertientes del 
protestantismo llegadas al país, de¬ 
ben mencionarse la Unión Misionera 
del Evangelio (1910), la Alianza Mi¬ 
sionera Escandinava (1922), los Ad¬ 
ventistas del Séptimo Día (1925), la 
Misión Presbiteriana de Cumberland 
(1926), la Convención Bautista Nacio¬ 
nal (1929), la Iglesia Luterana Evan¬ 
gélica Unida (1930), la Cruzada de 
Evangeliza don Mundial (1933), las 
Asambleas Pentecostales del Canadá 
(1934), la Iglesia Metodista Wesle- 
yana (1940) y la Alianza Cristiana y 
Misionera (1942). Posteriormente se 
establecieron también en el país, ga¬ 
nando adeptos para su credo, iglesias 
protestantes como la Comunión An¬ 
glicana, Conferencia de Hermanos 
Menonitas, Iglesia Episcopaliana, 
Unión Evangélica de Suramérica y Ta¬ 
bernáculos Evangélicos Unidos de 
Colombia, entre otras. 

La reunión de 17 grupos protestan¬ 
tes asentados en Colombia creó en 
1950 la Confederación Evangélica de 
Colombia, a la que luego se han incor¬ 
porado otra serie de sectas. 

La participación en la vida pública 
del país por parte de algunas corrien¬ 
tes protestantes credo en proporción 
considerable en el inicio de la década 
de los noventa, cuando fueron elegi¬ 
dos por voto popular los miembros 
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del Partido Nacional Cristiano a la 
Asamblea Nacional Constituyente 
que elaboró la Constitución de 1991. 
Miembros de ese partido, de origen 
presbiteriano, llegaron a tener luego 
representación en el Congreso de la 
República. 

Constitución de 1991 

La Constitución Política promulgada 
en 1991 por el pueblo de Colombia, 
invoca en su preámbulo «la protec¬ 
ción de Dios», eliminando las referen¬ 
cias al ser. supremo como máximo le¬ 
gislador del universo existentes en 
casi la totalidad de las Constituciones 
anteriores. 

En lo referente a la religión y a las 
relaciones entre la iglesia y el Estado, 
el artículo 13 establece que el credo 
religioso no puede ser motivo de dis¬ 
criminación ante la ley y las autorida¬ 
des. El artículo 19 establece la libertad 
de cultos: «Se garantiza la libertad de 
cultos. Toda persona tiene derecho a 
profesar libremente su religión y a di¬ 
fundirla en forma individual o colec¬ 
tiva. Todas las confesiones religiosas 
e Iglesias son igualmente libres ante 
la ley». Se eliminó así la restricción 
que en Constituciones anteriores se 
había agregado a la libertad de cultos 
en el sentido de que no debía atentar 
contra la ley, el orden público, la mo¬ 
ral o las buenas costumbres. 

En cuanto al matrimonio, el artículo 
42 establece que las formas del matri¬ 


monio, edad y capacidad para con- 
traerlo, deberes y derechos de los cón¬ 
yuges, separación y disolución, son 
temas regidos por la ley civil. Ade¬ 
más, instauró los efectos civiles para 
los matrimonios religiosos y estable¬ 
ció el divorcio como procedimiento 
para la cesación de los efectos civiles 
de todo matrimonio. Adicional men¬ 
te, otorgó carácter civil a las senten¬ 
cias de nulidad de los matrimonios 
religiosos dictadas por autoridades 
religiosas. 

En el terreno de la educación y afir¬ 
mando la ausencia de con festona- 
lísmo religioso por parte del Estado, 
el articulo 68 establece: «En los esta¬ 
blecimientos del Estado ninguna per¬ 
sona podrá ser obligada a recibir edu¬ 
cación religiosa». 

La Constitución de 1991 modificó 
las relaciones del Estado con las dife¬ 
rentes comunidades religiosas, y en el 
caso de la Iglesia católica, apostólica y 
romana dejó abiertas las puertas para 
una pronta reforma al Concordato, 
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Familia , divorcio y ñliación 


Roberto Hinestrosa Rey 



El artículo 42 de la Constitución Polí¬ 
tica consagra a la familia como núcleo 
fundamental de la sociedad y dispo¬ 
ne: «Se constituye por vínculos natu¬ 
rales o jurídicos, por la decisión libre 
de un hombre y una mujer de con¬ 
traer matrimonio o por la voluntad 
responsable de conformarla* El Es¬ 
tado y la sociedad garantizarán la pro¬ 
tección integral de la familia. La ley 
podrá determinar el patrimonio fami¬ 
liar inalienable e inembargable. La 
honra, la dignidad y la intimidad de 
la familia son inviolables. Las relacio¬ 
nes familiares se basan en la igualdad 
de derechos y deberes de la pareja y 
en el respeto recíproco entre todos 
sus integrantes. Cualquier forma de 
violencia en la familia se considera 
destructiva de su armonía y unidad, 
y será sancionada conforme a la ley. 
Los hijos habidos en el matrimonio o 
fuera de él, adoptados o procreados 
naturalmente o con asistencia cientí¬ 
fica, tienen iguales derechos y debe¬ 
res* La ley reglamentará la progeni¬ 
tura responsable. La pareja tiene de¬ 
recho a decidir libre y responsable¬ 
mente el número de sus hijos, y de¬ 
berá sostenerlos y educarlos mientras 
sean menores o impedidos. Las for¬ 
mas del matrimonio, la edad y capa¬ 
cidad para contraerlo, los deberes y 
derechos de los cónyuges, su separa¬ 
ción y la disolución del vínculo, se 
rigen por la ley civiL Los matrimonios 
religiosos tendrán efectos civiles en 
los términos que establezca la ley* Los 
efectos civiles de todo matrimonio ce¬ 
sarán por divorcio con arreglo a la ley 
civil* También tendrán efectos civiles 
las sentencias de nulidad de los matri¬ 
monios religiosos dictadas por las au¬ 
toridades de la respectiva religión, en 
los términos que establezca la ley. La 
ley determinará lo relativo al estado 
civil de las personas y los consiguien¬ 
tes derechos y deberes». 

Matrimonio 

Al matrimonio estatal el ordena¬ 
miento civil le impone las condiciones 
de formación y los efectos que de él 
resultan. Para su eficacia está sujeto 
al cumplimiento de variadas condi¬ 
ciones que llamamos de eficacia, las 
que deben respetarse so pena de nu- 


La familia de José Hilario López: María Dorotea Durán Barrero y sus hijos Lucrecia, Antonio Ricaurte 
y PoUcarpa López Durán. Oleo de autor no identificado, ca , 1852. 193 x 126 an. 

Museo Nacional, Bogotá. 


iidad. Estas condiciones son de dos 
clases: de fondo y de forma. 

En cuanto a las primeras, en el ma¬ 
trimonio los contrayentes deben ser 
personas legalmente capaces, pre¬ 
viéndose una capacidad especial* El 
principio general de la capacidad se 


aplica al matrimonio: quien sea capaz 
para obligarse, lo es para casarse, no 
obstante, tienen capacidad para con¬ 
traer matrimonio los menores adul¬ 
tos, pero una autorización particular 
de los padres es exigida para proteger 
su consentimiento. 
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La familia Guacaneme. Dibujo de Luis Alberto Acuito, 1981, 47 x 90 cm, Centro Documental, 
Biblioteca Luis Angel Arango, Bogotá. 


El consentimiento es otra condición 
de fondo, sin él no puede haber ma¬ 
trimonio. Quien consiente en matri¬ 
monio debe tener la capacidad espe¬ 
cial para hacerlo y su consentimiento 
debe ser libre. Cuando un menor pú¬ 
ber va a consentir en matrimonio, es 
necesaria una autorización especial 
de los padres camales o adoptantes 
y a falta de ellos de los otros ascen¬ 
dientes o, finalmente, un curador, ge¬ 
neral o especial. Además, el consen¬ 
timiento debe estar libre de error, de 
fuerza y de dolo. 

El matrimonio sólo puede ser con¬ 
traído por un hombre y una mujer, 
quienes deben ser solteros en el mo¬ 
mento de contraerlo; además, entre 
ellos no puede haber parentesco de 
consanguinidad ascendiente o des¬ 
cendiente, cualquiera que sea el gra¬ 
do, o colateral hasta el segundo gra¬ 
do. Tampoco pueden ser parientes 
afines en primer grado en línea recta 
o ser padre adoptante e hija adoptiva, 
o hijo adoptivo y madre adoptante. 

Finalmente, se imponen otras con¬ 
diciones: no ser el contrayente autor 
o cómplice del homicidio de su cón¬ 
yuge; no haber sido la contrayente 
condenada por adulterio antes del 
matrimonio con su cómplice; que las 
cuentas del tutor o curador con admi¬ 
nistración de bienes hayan sido apro¬ 
badas, si éste o alguno de sus descen¬ 
dientes va a contraer nupcias con su 
pupilo o pupila; que si uno de los 


contrayentes tiene bajo su autoridad 
par ental, tutela o cúratela hijos de un 
matrimonio anterior, se confeccione 
el inventario solemne de los bienes, 
antes de contraer nuevas nupcias; si 
la mujeT está embarazada, debe espe¬ 
rar el parto para casarse, y si no hay 
señales de preñez, deberá esperar 
que pasen doscientos setenta días 
contados a partir de la disolución, ce- 



Grupo familiar. Pastel sobre cartón de Darío 
Jiménez , 1942. W0x70cm Propiedad particular, 
Ibagué . 


sación de efectos jurídicos o declara¬ 
ción de nulidad. 

Por otra parte, y en lo que respecta 
a las condiciones de forma, siendo el 
matrimonio un contrato solemne, de¬ 
ben observarse para su eficacia ciertas 
formalidades. El matrimonio debe ser 
celebrado o contraído ante el funcio¬ 
nario competente: el juez civil o el 
promiscuo municipal del lugar del 
domicilio de la mujer o el notario del 
círculo del domicilio de la mujer. Para 
el matrimonio judicial o notarial debe 
presentarse una solicitud ante el fun¬ 
cionario competente, en la que se de¬ 
terminen los contrayentes y se precise 
su cumplimiento de las condiciones 
de fondo para contraer matrimonio; 
si se trata de matrimonio judicial se 
informará además la identidad de los 
testigos. 

Un edicto anunciando la solicitud 
de matrimonio que se ha hecho y los 
nombres de quienes la han hecho, de¬ 
berá ser fijado una vez recibida la so¬ 
licitud y, según el caso, los testimo¬ 
nios serán recibidos en la secretaría 
del juzgado o en la notaría, por el 
término de quince y cinco días, res¬ 
pectivamente. Luego se celebrará el 
matrimonio, salvo que se hayan pre¬ 
sentado oposiciones. Podrá oponerse 
cualquier persona que demuestre un 
interés y aduzca un motivo legítimo 
y lo haga durante el término de fija¬ 
ción del edicto emplazatorio; puede 
alegarse para la oposición al matrimo¬ 
nio cualquiera de las causales previs¬ 
tas en el ordenamiento como gene¬ 
rantes de nulidad . La oposición se tra¬ 
mita ante juez y una vez conocida, se 
fijará un término para la práctica de 
las pruebas; practicadas éstas, el juez 
señalará fecha para la celebración del 
juicio. Si se declara infundada una 
oposición, el juez celebrará el matri¬ 
monio dentro de los ocho días si¬ 
guientes. 

Para la celebración del matrimonio, 
los contrayentes deben, en principio, 
acudir personalmente ante el funcio¬ 
nario para manifestar su asentimiento 
en voz perceptible o mediante señales 
que no dejen duda. Es posible tanto 
para el hombre como para la mujer 
constituir apoderado para contraer 
matrimonio; el poder tiene que ser 
especial y otorgado ante notario, en 
él se identificará plenamente la per¬ 
sona con la que habrá de contraerse 
el matrimonio; como todo poder es 
revocable, pero la revocación debe ser 
notificada al otro contrayente antes 
de la celebración del matrimonio. 
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basado en la fuerza se sanea si luego 
de haber desaparecido, los cónyuges 
viven juntos por lo menos durante 
tres meses; la falta de competencia 
del juez o del notario puede sanearse 
si transcurridos tres meses desde la 
celebración del matrimonio no ha 
sido demandada la nulidad. 

En cambio, no pueden sanearse ni 
por el paso del tiempo ni por la rati¬ 
ficación expresa del matrimonio he¬ 
cha por los cónyuges, las siguientes 
circunstancias constitutivas de vicio 
en el vínculo matrimonial: la preexis- 
tenda de un matrimonio válido ante¬ 
rior; cuando el matrimonio se ha cele¬ 
brado entre parientes en grado prohi¬ 
bido para contraerlo: entre consan¬ 
guíneos en línea directa, ascendiente 
o descendiente, y entre hermanos de 
padre, de madre o de ambos, o entre 
el adoptante y el adoptivo y entre el 
cónyuge del adoptante y el adoptivo; 
si uno de los cónyuges ha sido el ho¬ 
micida, como autor o como cómplice, 
de su anterior cónyuge; si la contra¬ 
yente había sido condenada por adul¬ 


terio antes del matrimonio con su 
cómplice. 

El matrimonio surte plenos efectos 
mientras no se declare su nulidad, los 
efectos de la sentencia de nulidad de 
un matrimonio son siempre hacia el 
futuro; con su declaración queda di¬ 
suelta la sociedad conyugal y en es¬ 
tado de liquidación. Las nulidades no 
saneables pueden ser alegadas por 
cualquier persona que tenga interés 
y el juez puede declararlas de oficio 
ya que nunca prescriben. Las nulida¬ 
des saneables sólo podrán ser alega¬ 
das por el o los cónyuges, sus padres 
o guardadores y por el defensor de 
familia, según el caso y dentro de los 
perentorios términos de prescripción 
que establece la ley. 

En cuanto a las sanciones que no 
afectan el vínculo matrimonial, el in¬ 
cumplimiento de las siguientes condi¬ 
ciones establecidas para el matrimo¬ 
nio, genera una eficacia parcial y rela¬ 
tiva a un efecto particular: la falta del 
permiso parental, de los ascendientes 
o del guardador, en caso del matrimo- 


Nulidad y sanciones legales 

Cuando falta alguna de las condicio¬ 
nes de eficacia del matrimonio es ló¬ 
gico que la sanción prevista sea la ine¬ 
ficacia; pero está no afecta al matrimo¬ 
nio siempre de la misma manera. En 
el ordenamiento colombiano se san¬ 
ciona la falta de algunas condiciones 
con la nulidad del matrimonio, y la 
de otras con sanciones que varían se¬ 
gún el caso y que no afectan el vínculo 
matrimonial. Alguna doctrina consi¬ 
dera que el matrimonio es inexistente 
en caso de ausencia total del consen¬ 
timiento y en ca so de identidad sexual 
de los contrayentes, según los textos 
legales, ello generaría simplemente 
nulidad. 

Cuando se ha irrespetado alguna 
de las condiciones de eficacia, el vín¬ 
culo jurídico del matrimonio surge 
con un vicio; la ley señala los motivos 
que generan el vicio de nulidad del 
matrimonio. Bajo ciertas circunstan¬ 
cias el vicio puede sanearse y con ello 
se evita la destrucción del vínculo ma¬ 
trimonial, pero otras veces nada 
puede impedirlo. Dependiendo del 
hecho o circunstancia que genera el 
vicio, se establecen condiciones para 
el saneamiento. Diremos de manera 
general que los siguientes vicios de 
nulidad se sanean así: la impubertad 
del o de los contrayentes, con la lle¬ 
gada por el o Los esposos impúberes 
a la pubertad legal, o si la mujer ha 
quedado encinta; el vicio del consen¬ 
timiento por error en la persona del 
contrayente queda saneado si luego 
de conocer el error ambos esposos 
cohabitan; el vicio del consentimiento 


Novia que parte ponqué. Oleo de Enrique Gmu r 
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nio de menores, no afecta el vínculo 
matrimonial; el o ios cónyuges que 
debían pedir permiso y no lo hirieron 
podrán ser sancionados con deshere¬ 
damiento y con la revocación de las 
donaciones que antes del matrimonio 
se les hubiesen hecho. Si no hubo 
aprobación de las cuentas del tutor o 
curador con administración de bienes 
en los casos que era necesaria, se per¬ 
mite al pupilo jurar la cuantía del per¬ 
juicio al que será condenado el tutor 
o curador, salvo que el juez la mode¬ 
re, Si debiendo hacer inventario so¬ 
lemne de los bienes del hijo menor, 
su padre o su madre no lo hizo antes 
de contraer nupcias. Si la mujer que 
está encinta no espera a que ocurra 
el parto antes de casarse, o si no 
dando señales no respeta el trans¬ 
curso del término legal para contraer 
segundas nupcias, será responsable 
solidariamente con su nuevo esposo 
de los perjuicios que puedan ser cau¬ 
sados por la confusión o la incerti¬ 
dumbre de la paternidad. 

Efectos jurídicos 

de los matrimonios religiosos 

Tradidonalmente el matrimonio reli¬ 
gioso católico ha tenido efectos jurí¬ 
dicos, pero con la expedición de la 
Constitución de 1991, que incluye 
como derecho fundamental la liber¬ 
tad de conciencia, se expidió la ley 25 
de 1992, mediante la cual se ie dieron 
efectos jurídicos también a los matri¬ 
monios de otras religiones bajo ciertas 
condiciones: debe haberse celebrado 


en respeto de los cánones o reglas 
que para el matrimonio tenga una 
confesión religiosa o Iglesia; que tal 
confesión religiosa tenga, conforme a 
la ley, personería jurídica; que esté 
inscrita en el correspondiente registro 
de entidades religiosas del Ministerio 
de Gobierno; que acredite poseer un 
régimen matrimonial que no contra¬ 
diga la Constitución; que acredite te¬ 
ner normas que garanticen la serie¬ 
dad y continuidad de su organización 
religiosa; finalmente, que haya sus¬ 
crito con el Estado colombiano con¬ 
cordato o tratado de derecho interna¬ 
cional o convenio de derecho. En la 
actualidad sólo el matrimonio cele¬ 
brado por el rito católico tiene efectos 
jurídicos. 

Paralelamente a los efectos jurídi¬ 
cos del matrimonio, también se auto¬ 
rizó la eficacia jurídica de la declara¬ 
ción de nulidad del matrimonio reli¬ 
gioso proferida conforme a las reglas 
y cánones establecidos en cada reli¬ 
gión o confesión religiosa. Para que 
la providencia religiosa de nulidad 
pueda surtir los efectos establecidos, 
debe ser comunicada al juez de fami¬ 
lia o promiscuo de familia del domici¬ 
lio de los cónyuges, éste debe decre¬ 
tar su ejecución en cuanto a los efec¬ 
tos civiles y ordenará la inscripción 
de la nulidad en el registro civil de 
los cónyuges. 

Deberes y derechos 
de los cónyuges 

Todos los cónyuges están sujetos al 
cumplimiento de las obligaciones mo¬ 
rales que impone la ley. Los deberes 
conyugales son: fidelidad, entendida 
a la vez como fidelidad moral (guar¬ 
darse fe) y como fidelidad física (ex¬ 
clusividad sexual); el deber de socorro 
y asistencia, entendido como apoyo 
psíquico y físico y como aporte eco¬ 
nómico de ambos cónyuges o de 
quien tenga los medios para el soste¬ 
nimiento del hogar, y la obligación 
alimentaria que se impone a ellos; el 
deber de comunidad de vida, es decir, 
comunidad de techo y de habitación, 
ésto presupone también la existencia 
de relaciones sexuales entre los espo¬ 
sos, que servirán de fundamento a la 
atribución de la paternidad al marido. 

En cuanto a los derechos conyuga¬ 
les, cada uno de los deberes relaciona¬ 
dos implica correlativamente un dere¬ 
cho para el otro cónyuge, además 
existen otros que se imponen: la 
igualdad de los cónyuges en todas las 
actividades del hogar, producto de la 
desaparición de la antigua potestad 


marital; también como consecuencia 
de la igualdad de los sexos en la vida 
conyugal, la mujer casada ya no debe 
utilizar el apellido de su marido pre¬ 
cedido de la partícula de; y, finalmen¬ 
te, los esposos participan por igual 
en la dirección económica y moral del 
hogar. En caso de discordia en el ejer¬ 
cicio de estos derechos, ya no tiene 
primacía la opinión del varón, sino 
que corresponde al juez de familia de¬ 
cidir por los esposos. 

Régimen patrimonial 
del matrimonio 

Con ocasión del matrimonio se pue¬ 
den hacer pactos económicos entre 
los cónyuges, llamados capitulacio¬ 
nes matrimoniales, y se crea una so¬ 
ciedad conyugal. Por definición las 
capitulaciones deben ser realizadas v 
antes de contraer matrimonio y deben 
constar por escritura pública otorgada 
ante notario. Con ellas se pueden - 
aportar a la sociedad conyugal bienes 
que por derecho no pertenecen a su 
haber, excluir de la sociedad conyugal 
los que por derecho ingresarían a for¬ 
mar parte de ella y hacer las donacio¬ 
nes entre los futuros esposos con oca¬ 
sión del matrimonio. 

La sociedad conyugal es el régimen 
jurídico de los bienes durante el ma¬ 
trimonio y se constituye por ministe¬ 
rio de la ley. Como sociedad patrimo¬ 
nial, su haber lo componen bienes ac¬ 
tivos y pasivos adquiridos durante el 
matrimonio, pero este principio con¬ 
templa alguna excepciones. Durante 
el matrimonio cada uno de los cónyu- 
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ges administrará y dispondrá libre¬ 
mente de los bienes que le pertenez¬ 
can, los que haya aportado al matri¬ 
monio y los que adquiera con poste¬ 
rioridad al mismo. La sociedad con¬ 
yugal se disuelve por la muerte real 
o presunta de uno de los cónyuges, 
por el divorcio, por la cesación de 
efectos jurídicos de los matrimonios 
religiosos y por la declaración de nu¬ 
lidad del vínculo matrimonial civil y 
religioso. Como consecuencia de la 
separación de cuerpos debe también 
disolverse, salvo si siendo de común 
acuerdo y temporal, los cónyuges 
pactan que no se disolverá; así mis¬ 
mo, se disuelve por la sentencia de 
separación de bienes y por acuerdo 
de los cónyuges elevado a escritura 
pública. Cualquiera que sea el motivo 
de la disolución de la sociedad conyu¬ 
gal, una vez acordada o decretada 
aquella, ésta debe necesariamente li¬ 
quidarse. La liquidación es la reparti¬ 
ción de los bienes activos y pasivos 
entre los esposos. 


colombiano contiene un catálogo de 
hechos y circunstancias que constitu¬ 
yen motivo de divorcio, frente a un 
caso particular los hechos alegados 
han de ser probados mediante un 
procedimiento particular. 

Causales de divorcio 

El divorcio contencioso pretende po¬ 
ner fin al conflicto familiar, cualquiera 
que sea su causa, por la autoridad de 
la justicia. Cuando el conflicto pro¬ 
viene del incumplimiento de todos o 
parte de los deberes conyugales, me¬ 
diante el divorcio se sanciona al cón¬ 


E1 divorcio y la cesación de efectos 
jurídicos sonlas instituciones que 
contiene el ordenamiento jurídico 
para resolver el caos conyugal. Mien¬ 
tras el divorcio se aplica a los matri¬ 
monios civiles, la cesación de efectos 
corresponde sólo a los matrimonios 
religiosos, porque el matrimonio civil 
admite la disolución del vínculo jurí¬ 
dico que une a los esposos a través 
del decreto judicial de divorcio, mien¬ 
tras que no todos los vínculos religio¬ 
sos admiten la posibilidad de la diso¬ 
lución. Para éstos el decreto de cesa¬ 
ción de efectos jurídicos por parte del 
juez de familia no disuelve el vínculo 
matrimonial, sólo las consecuencias 
jurídicas del matrimonio dejan de 
operar con el decreto judicial de la 
cesación de efectos. Sin embargo, las 
reglas que rigen el divorcio o la cesa¬ 
ción de efectos civiles son las mismas, 
se trate de un divorcio contencioso o 
un divorcio por acuerdo mutuo de los 
esposos. 

Si no hay acuerdo para ponerle fin 
al matrimonio, aquel de los cónyuges 
que esté sufriendo el comportamiento 
incorrecto del otro, debe acursarlo de 
haber incurrido en una de las causales 
de divorcio. Recordemos que el matri¬ 
monio civil se disuelve por el decreto 
de divorcio, y los efectos jurídicos de 
un matrimonio religioso cesan igual¬ 
mente por divorcio. El ordenamiento 


Ef divorcio. "Un proyecto de ley de matrimonio civil produjo sobresalto a tos conservadores" 
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yuge que incumple los mandatos le¬ 
gales, pero también con el divorcio 
se sanciona al cónyuge que pone en 
peligro la vida, la integridad y la salud 
de la familia, y se le proporciona pro¬ 
tección a ésta. 

Todos los hechos constitutivos de 
causal de divorcio son en sí mismos 
culpables, es decir, el cónyuge que 
incurrió en ellos lo hizo con conoci¬ 
miento de causa, de ahí que si los 
hechos pueden justificarse en aras del 
bienestar o la armonía familiares, de¬ 
jan de constituir causa de divorcio. 
Los siguientes son los hechos que 
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conforme a nuestro ordenamiento, 
son causa de divorcio: 

—Las relaciones sexuales extrama¬ 
trimoniales. Entre los esposos existe 
un deber de fidelidad física, como re¬ 
sultado de la exclusividad de las rela¬ 
ciones sexuales entre ellos; así, las re¬ 
laciones sexuales extra matrimonial es 
atentan contra este deber, y por ello 
son causa de divorcio* Sin embargo, 
por el mero hecho de las relaciones 
sexuales extramatrimoniales no se in¬ 
curre en la causal, ella sólo se confi¬ 
gura como tal cuando el otro cónyuge 
no las haya permitido, facilitado o 
perdonado. De otro lado, se sanciona 
la relación material y no el simple de¬ 
seo sexual, en otras palabras, se san¬ 
ciona la conducta en sí misma y no 
la intención. 

—El incumplimiento de los deberes 
conyugales y parentales. Del matri¬ 
monio resulta una gama importante 
de deberes que se imponen a los espo¬ 
sos; algunos de estos deberes son re¬ 
cíprocos, otros se predican frente a 
los hijos comunes. Cuando uno de 
los cónyuges incumple uno o todos 
los deberes conyugales o parentales, 
puede ser sancionado con el decreto 
de divorcio. Con esta causal se pre¬ 
tende que el incumplimiento de cual¬ 
quier deber sea sancionado, y no ex¬ 
clusivamente aquellos que constitu¬ 
yen causales autónomas de divorcio. 
Para configurarse como causal, no se 
requiere el incumplimiento de todos 
los deberes conyugales y parentales, 
basta con que se incumpla uno. En 


todo caso, el incumplimiento debe te¬ 
ner dos características particulares: 
ser grave y ser injustificado; si puede 
justificarse moral y legalmente, des¬ 
parece como causal de divorcio* 

—Los ultrajes, el trato cruel y los 
maltratamientos de obra* El respeto 
mutuo es uno de los deberes conyu¬ 
gales, ese respeto se impone frente al 
ser existencial y físico del otro cónyu¬ 
ge, frente a sus necesidades, miedos, 
querencias y vivencias, de ahí que los 
ultrajes, el trato cruel y los malos tra¬ 
tos sean sancionados también con di¬ 
vorcio, Los hechos que pueden cons¬ 
tituir esta causal, salvo los malos tra¬ 
tos de obra, no se aprecian sino den¬ 
tro del contexto social y cultural del 
matrimonio; no hay comportamien¬ 
tos en sí mismos ultrajantes o crueles; 
según el nivel socio-cultural de cada 
persona, y particularmente según el 
lugar o la región donde se desarrolla 
la vida conyugal, habrá de conside¬ 
rarse como lo uno o como lo otro el 
comportamiento particular de uno de 
los cónyuges. 

—La embriaguez y el consumo de 
alucinógenos o estupefacientes. Estos 
comportamientos corresponden a las 
causales de divorcio cuatro y cinco 
del artículo 154 del Código Civil. Con 
la sanción a ellos se pretende prote¬ 
ger, a la vez, el armónico desarrollo 
de la vida conyugal, y la salud mental 
y física de la familia. Sin embargo, la 
causal no se configura por el solo he¬ 
cho del consumo de alcohol, alucinó- 
genos o estupefacientes; éste debe te¬ 
ner una característica especial: la ha¬ 
bí tualidad. Si el consumo es esporá¬ 
dico, no permite en sí mismo su ale¬ 
gato en la demanda de divorcio; lo 
que se castiga no es el consumo, sino 
la habitualidad del mismo. 

—La enfermedad o la anormalidad 
grave o incurable* Esta causal tam¬ 
bién pretende proteger al otro cónyu¬ 
ge, pero la enfermedad de uno de 
ellos, o su anormalidad, en sí mis¬ 
mas, no constituyen causal de divor¬ 
cio; para ello es preciso que aquellas 
sean graves o incurables, que sean 
físicas o psíquicas, que pongan en pe¬ 
ligro la salud mental o física del otro 
cónyuge y que imposibiliten la co¬ 
munidad matrimonial* Si no se cum¬ 
plen esta condiciones, no podrá pe¬ 
dirse judicialmente el divorcio, 

—La corrupción o la perversión. 
Con el propósito de proteger la salud 
mental y espiritual de todas las perso¬ 
nas que comparten un mismo techo 
con los esposos, se sanciona con di¬ 
vorcio la conducta de cualquiera de 


ellos que tienda a corromper o perver¬ 
tir a hijos, parientes o servicio domés¬ 
tico* Llama la atención en esta causal, 
que la conducta perversa o corrom¬ 
pida debe ser realizada por el cón¬ 
yuge sobre un miembro del hogar; la 
que se efectúe sobre otra persona di¬ 
ferente no podría alegarse como cau¬ 
sal de divorcio* 

—La separación de los esposos. 
Esta causal sanciona especialmente el 
incumplimiento de un deber de los 
cónyuges: vivir juntos, esto es, com¬ 
partir el techo, la mesa y la cama. En 
caso de incumplimiento de este de¬ 
ber, la ley prevé como sanción el di¬ 
vorcio. Debido a la modificación in¬ 
troducida en 1992, la separación 
puede ser legal o de hecho; recorde¬ 
mos que la separación legal de dere¬ 
cho es la decretada por un juez o la 
acordada notarialmente por los espo¬ 
sos, y la separación de hecho ocurre 
cuando no ha mediado ni providencia 
judicial ni acuerdo notarial. Para que 
se configure como causal de divorcio, 
es preciso que la separación haya du¬ 
rado, por lo menos, dos años. 

Proceso para divorcio 
y cesación de efectos jurídicos 

Tanto para el divorcio como para la 
cesación de efectos jurídicos es pre¬ 
ciso que se lleve a cabo un proceso 
judicial adelantado ante la jurisdic¬ 
ción especializada. En él habrán de 
demostrarse los hechos invocados 
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como constitutivos de una o varías 
causales específicas. Los resultados 
del proceso pueden afectar o interesar 
a muchas personas distintas de los 
cónyuges, por ejemplo, sus padres o 
hijos. No obstante, sólo tienen la ca¬ 
lidad de partes en el juicio de divorcio 
o de cesación de efectos jurídicos, los 
cónyuges y el defensor de familia. Si 
ambos cónyuges o uno de ellos son 
menores de edad, su representación 
en el proceso no está a cargo de ios 
padres, aun cuando estos podrán in¬ 
tervenir. Para que represente al o a 
los cónyuges menores de edad, se 
asignará a cada cual un curador para 
el juicio {curador ad litera). En lo que 
concierne a los padres, ellos podrán 
intervenir en el proceso pero sólo en 
calidad de terceros coadyuvantes. Por 
su parte, el defensor de familia, que 
tiene la calidad de parte, no va a re¬ 
presentar ni a los cónyuges menores 
ni a los menores hijos, simplemente 
cumplirá las funciones que la ley le 
otorga en su calidad de agente del 
Ministerio Público* 

El ejercicio de la acción de divorcio 
o de cesación de efectos civiles por 
divorcio es monopolio exclusivo de 
los esposos, sean o no mayores de 
edad. Como el propósito es sancionar 
la conducta indebida de uno de los 
cónyuges, la acción no puede ser ini¬ 
ciada sino por aquel que no haya dado 
motivo a la causal; nadie puede alegar 
en su favor su propia culpa. No da 
motivo a la causal alegada quien no 
incurrió en ella o quien habiendo in¬ 
currido fue inducido a ello por el otro 
cónyuge* Además, como cualquier 
acción, la de divorcio y la de cesación 
de efectos jurídicos sólo pueden ejer¬ 
cerse dentro de términos precisos, de¬ 
pendiendo de la causal que se alegue. 
Las acciones de divorcio fundadas en 
la existencia de relaciones sexuales 
extramatrimoniales y en la conducta 
tendiente a corromper o pervertir a 
cualquier miembro del hogar, debe 
iniciarse dentro del año siguiente a la 
fecha en la que se tuvo conocimiento 
de la ocurrencia de los hechos; en 
todo caso, la acción fundada en esas 
causales debe ser iniciada, a más tar¬ 
dar, dentro de los dos años siguientes 
a la ocurrencia de los hechos. Las ac¬ 
ciones de divorcio o cesación de efec¬ 
tos jurídicos relativas al grave e injus¬ 
tificado incumplimiento de los debe¬ 
res conyugales y par entales, a los ul¬ 
trajes, trato cruel y maltratamientos, 
a la embriaguez o el consumo habitual 
de estupefacientes, deben ser inicia¬ 
das dentro del año siguiente a la fecha 


de la ocurrencia de los hechos. Las 
demás causales, es decir, la relativa 
a la enfermedad o anormalidad grave 
e incurable y a la separación legal o 
de hecho por más de dos años, no 
tienen término de caducidad particu¬ 
lar y pueden alegarse en cualquier 
tiempo. 

Finalmente, la acción de divorcio o 
de cesación de efectos jurídicos se 
pierde y el proceso debe terminar, 
cuando ocurre uno de los siguientes 
eventos durante el trámite del proce¬ 
so: la muerte de uno de los cónyuges; 
su reconciliación; el pronunciamiento 


de la sentencia de nulidad del matri¬ 
monio dvil por parte de las autorida¬ 
des jurisdiccionales, o del matrimo¬ 
nio religioso por quien, conforme a 
la religión o confesión religiosa, tenga 
la autoridad de declarar la nulidad del 
matrimonio. 

A las acciones de divorcio y cesa¬ 
ción de efectos jurídicos se aplican las 
reglas generales que el ordenamiento 
prevé. Las principales reglas procesa¬ 
les particulares son las siguientes: a 
este tipo de acciones de familia les 
corresponde el proceso verbal, que 
debe ser conocido por un juez espe- 



El valse de los novios. Dibujo al carboncillo y pastel de Enrique Grau , 1987. 100 x 70 an. 
Colección particular , Medellín. 


235 


Familia, divorcio y filiación 





cializado; es el juez de Familia. En 
cuanto al factor territorial de compe¬ 
tencia/ ésta le corresponde al juez de 
familia del lugar del domicilio del de¬ 
mandado/ conforme a la regla gene¬ 
ral; sin embargo/ también puede co¬ 
nocer del proceso el juez de familia 
del lugar del domicilio común ante¬ 
rior de los cónyuges, siempre y 
cuando el demandante lo conserve al 
momento de presentarse la demanda. 
Aun cuando en esta clase de procesos 
no es admisible la reconvención, por 
excepción/ tratándose de las acciones 
de divorcio y de cesación de efectos 
jurídicos, el demandado puede re¬ 
convenir al demandante. Finalmente, 
habida cuenta de la disolución de la 
sociedad conyugal, como consecuen¬ 
cia del decreto del divorcio o de la 
cesación de efectos jurídicos, en estos 
procesos pueden tomarse las medi¬ 
das preventivas de embargo y secues¬ 
tro de los bienes que puedan ser ob¬ 
jeto de gananciales. 

Divorcio y cesación de efectos 
jurídicos por mutuo acuerdo 

Con la expedición de la ley 25 de 1992, 
que modificó el régimen anterior en 
materia de divorcio, se transformó el 
objetivo del divorcio, se instituyó el 
mutuo consentimiento como causal 
autónoma de divorcio y de cesación 
de efectos jurídicos y se impusieron 
las condiciones particulares para que 
pudiera procederse a uno y otra 
cuando se trataba de esta causal. 

Tradicional mente en Colombia el 
divorcio sólo perseguía un objetivo 
particular: sancionar al cónyuge que 
incurría, durante el desarrollo de la 
vida conyugal, en comportamientos 
censurados por la ley; de ahí que sólo 
era posible el divorcio medíante la 
acusación al otro cónyuge y la prueba 
de un hecho particular descrito abs¬ 
tractamente en el ordenamiento. Este 
objetivo del divorcio sigue vigente, 
cuando se trata del divorcio conten¬ 
cioso, pero con la ley 25 se introdujo 
uno nuevo: servir de remedio a los 
conflictos conyugales, sin privilegiar 
particularmente a una especie de ma¬ 
trimonio. El divorcio es remedio tanto 
para los matrimonios civiles como 
para los religiosos, frente a estos últi¬ 
mos, a través de la figura de la cesa¬ 
ción de efectos civiles por causa de 
divorcio. El ordenamiento jurídico 
permite a los esposos acordar poner 
fin a su matrimonio, ya no se requiere 
que uno acuse al otro de un compor¬ 
tamiento indebido, ni que la acusa¬ 
ción sea mutua; ahora basta el 
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acuerdo en el divorcio para que, sin 
ningún otro hecho a probar, pueda 
obtenerse el divorcio. Desde el punto 
de vista jurídico, resulta claro que si 
lo que hace el matrimonio es el con¬ 
sentimiento encaminado a su forma¬ 
ción, el disentimiento matrimonial o 
el consentimiento encaminado a su 
deformación dehe igualmente ser te¬ 
nido en cuenta por el ordenamiento 
para la disolución del vínculo matri¬ 
monial, o, por lo menos, para la cesa¬ 
ción de sus efectos jurídicos, si se 
trata de un matrimonio religioso. 

En la iey 25 de 1992 el mutuo con¬ 
sentimiento aparece como causal au¬ 
tónoma de divorcio; esto es realmente 
una novedad en nuestro ordenamien¬ 
to, ya que sólo se conocía el mutuo 
acuerdo para la separación de cuer¬ 
pos y la separación de bienes o diso¬ 
lución y liquidación de la sociedad co¬ 
nyugal. Antes de la expedición de 
esta ley, encontramos en nuestro or¬ 
denamiento algunos visos de mutuo 
consentimiento para el divorcio. De 
una parte, conforme al ordenamiento 
vigente, la separación legal de cuer¬ 
pos era permitida por mutuo consen¬ 
timiento de los esposos, quienes po¬ 
dían pactarla por tiempo indefinido 
o durante un lapso preciso y de ma¬ 
nera temporal; de otra parte, la ley 1 
de 1976 contemplaba como motivo 
suficiente para el divorcio la separa¬ 
ción legal de cuerpos, que hubiese 
perdurado por más de dos años con¬ 
secutivos; de ahí se concluyó que in¬ 
directamente había un mutuo con¬ 
sentimiento condicionado al paso del 


tiempo, pero en todo caso, era preciso 
que hubiese contención, aun cuando 
se alegaba esta causal. Posteriormen¬ 
te, con la expedición del decreto 1900 
de 1989, se dio un paso más hada el 
verdadero mutuo consentimiento; 
este decreto permitió que se proce¬ 
diera al divorcio ante notario, siempre 
y cuando éste se fundara en la sepa¬ 
ración legal de cuerpos por más de 
dos años; así desapareció la conten¬ 
dón y realmente se dio vía a un divor¬ 
cio por mutuo consentimiento, condi¬ 
cionado aun motivo particular. Con 
la expedición de la ley 25 de 1992, 
quedó definitivamente permitido el 
divorcio por acuerdo mutuo en un 
buen sentido: constatado el mutuo 
acuerdo, habrá de decretarse por el 
juez. Sin embargo, el legislador con¬ 
sideró prudente que el mutuo con¬ 
sentimiento estuviese sometido a al¬ 
gunas condiciones legales particula¬ 
res. 

El primer grupo de esas condicio¬ 
nes se refiere al aspecto sustancial del 
divorcio por mutuo consentimiento. 
Partimos de la idea según la cual el 
divorcio por acuerdo mutuo, en sí 
mismo, es un negocio jurídico de los 
llamados de familia; de ahí resulta 
que para que el divorcio pueda ser 
acordado, deben necesariamente 
cumplirse a cabalidad la totalidad de 
Las condiciones relativas a la capaci¬ 
dad y la libertad del consentimiento. 
A propósito de la capacidad, recorde¬ 
mos que en materia matrimonial hay 
una capacidad especial: es posible a 
los menores de edad consentir en ma¬ 
trimonio. Esa misma capacidad espe¬ 
cial es la requerida para acordar el 
divorcio, sin perjuicio de la designa¬ 
ción al cónyuge menor de un curador 
especial para el proceso y del derecho 
de los padres del menor a intervenir, 
no en calidad de partes, sino de coa- 
dyudantes. En lo relativo al consenti¬ 
miento, han de aplicarse las normas 
que el derecho común contiene al res¬ 
pecto; así, el consentimiento para 
acordar el divorcio no puede adolecer 
de ningún vicio, es decir, no puede 
haber sido manifestado bajo error, 
fuerza o dolo. Queda entendido que 
las condiciones de objeto y causa lí¬ 
citas, como condición para la eficacia 
negocial, se encuentran en el acuerdo 
de divorcio. 

Las otras condiciones se refieren al 
aspecto formal-procesal del divorcio 
por mutuo consentimiento. El con¬ 
sentimiento para el divorcio acordado 
debe expresarse siempre ante el juez 
competente, es decir ante el juez de 
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familia del lugar del domicilio de los 
cónyuges. Junto con la demanda de 
divorcio en donde se manifiesta su 
consentimiento para el mismo, ios 
cónyuges deben indicar la forma 
como van a desarrollar, a partir del 
decreto de divorcio, sus relaciones 
personales y las relaciones de cada 
uno con los hijos comunes; así habrá 
de informarse todo lo relativo a la 
obligación alimentaria recíproca y 
frente a los hijos, al cuidado y custo¬ 
dia de los mismos, las visitas y el es¬ 
tado en que se encuentra la sociedad 
conyugal. Luego de presentada la de¬ 
manda de divorcio, los cónyuges de¬ 
ben comparecer a una audiencia de 
conciliación ante el juez, y en caso de 
no asistir o de persistir en el divorcio, 
se dictará la sentencia. 

Como la cesación de efectos civiles 
opera por el decreto de divorcio, na¬ 
turalmente que para los matrimonios 
religiosos también es posible acordar 
mutuamente la cesación de sus efec¬ 
tos civiles por los cónyuges. 

Contenido y efectos 
dei decreto de divorcio 

El único medio de acceso al divorcio 
o a la cesación de efectos jurídicos es 
una sentencia judicial pronunciada 
por el juez competente, una vez se 
hayan cumplido las condiciones de 
fondo y de forma. Conforme al orde¬ 
namiento jurídico colombiano, tal 
providencia produce los efectos pro¬ 
pios, en primer lugar, entre los cón¬ 
yuges, y en segundo lugar, frente a 
los hijos comunes, cuando estos son 
menores de edad o incapaces. 

Cualquiera que sea el motivo del 
divorcio, causal probada o acuerdo 
entre los cónyuges, la sentencia debe 
resolver La totalidad de situaciones 
entre ellos, y tiene dos tipos de efec¬ 
tos: los personales y los patrimonia¬ 
les. En cuanto a los primeros, según 
se trate de divorcio o de cesación de 
efectos jurídicos, hay efectos perso¬ 
nales particulares a cada figura y co¬ 
munes a ellas. Los particulares tienen 
que ver con la situación del vínculo 
matrimonial luego de pronunciada La 
sentencia. Cuando el matrimonio sea 
civil, la sentencia será de disolución 
del vínculo por divorcio, el vínculo 
jurídico que unía a los esposos deja 
de existir. De otra parte, si se trata de 
un matrimonio religioso, cualquiera 
que sea el rito por el que fue contraí¬ 
do, el vínculo matrimonial no queda 
disuelto; no correspondiendo a la ley 
civil resolver sobre la disolución del 
vínculo religioso, son la totalidad de 
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sus efectos jurídicos los que cesan de¬ 
finitivamente. 

Por otra parte, las sentencias de di¬ 
solución del vínculo matrimonial o de 
sus efectos jurídicos, producen algu¬ 
nos efectos idénticos. Ejecutoriada la 
providencia, se suspenden inmedia¬ 
tamente La totalidad de deberes que 
se imponían a los esposos, por cuanto 
estos dejan automáticamente de ser¬ 
lo; cada uno de los cónyuges recobra 
su estado civil de soltero, sin que in¬ 
terese si su matrimonio anterior era 
civil o religioso. Como consecuencia, 
podrá cada uno de ellos contraer vá¬ 
lidamente nuevas nupcias, por lo me¬ 
nos civiles; La posibilidad de las nue¬ 
vas nupcias religiosas dependerá de 
las normas internas de cada religión. 

Los efectos patrimoniales, en cam¬ 
bio, sí son comunes cualquiera que 
sea el vínculo matrimonial que unía 
a los esposos. Como consecuencia de 
la sentencia, se declarará disuelta la 
sociedad conyugal y se ordenará su 
liquidación conforme a la ley, y se 
fijará, de ser necesario, la forma como 
se cumplirán las obligaciones alimen¬ 
tarias entre ellos, si la sentencia fue 
provocada por mutuo acuerdo o no 
implicó la condena de uno de los 
cónyuges como culpable. A propósito 
de las donaciones, tratándose de di¬ 
vorcio contencioso por las causales 1, 
2, 3, 4, 5 y 7, el cónyuge inocente 
podrá revocar las que hubiere hecho 
al cónyuge culpable de divorcio con 
ocasión del matrimonio. En todo 
caso, ninguno podrá heredar abintes- 
tato al otro cónyuge invocando su ca¬ 


lidad de sobreviviente, u optar por 
porción conyugal. 

Las sentencias de divorcio y de ce¬ 
sación de efectos jurídicos también 
producen efectos frente a los hijos 
menores. En ellas se decide, en pri¬ 
mer lugar, a cuál de los cónyuges co¬ 
rresponde la guarda y custodia de los 
hijos menores, el régimen de visitas 
frente al otro cónyuge y la cuota con 
la que cada uno de los ex-esposos 
debe contribuir con los alimentos de 
los hijos. Finalmente, si se ha invo¬ 
cado como causal cualquier compor¬ 
tamiento de uno de los cónyuges rea¬ 
lizado sobre o en contra de los hijos 
menores, también se pierde la autori¬ 
dad pareo tal, antigua patria potestad, 
sobre los hijos menores. 

Filiación 

La filiación es la relación en la que se 
encuentran unas personas en calidad 
de padre y madre, y otra en calidad 
de hijo; esa calidad se funda unas ve¬ 
ces en la existencia de lazos de sangre 
entre ellos, y otras en la simple volun¬ 
tad de asumir la relación parento-íi- 
lial, constatada y homologada por el 
juez/De aquí resulta que la filiación 
no es otra cosa que un lazo de derecho 
que une al hijo con su madre y con 
su padre. 

Como en cualquier situación de he¬ 
cho, quien se atribuye la calidad de 
madre, padre e hijo debe comprobar 
la existencia del lazo jurídico que los 
une entre sí. Para ello no habría nin¬ 
guna dificultad en términos jurídicos, 
si esa situación que debe fijarse no 
tuviese diferentes orígenes y funda¬ 
mentos. El ordenamiento colombiano 
distingue en materia de filiación dis¬ 
tintas clases, según el marco de refe¬ 
rencia de la relación parento-filíal, 
esto es, según su origen y fundamen¬ 
to; así, si la filiación surge dentro del 
vínculo del matrimonio de quienes 
son el padre y la madre, es denomi¬ 
nada matrimonial; si ella pToviene de 
uniones diferentes al matrimonio, es¬ 
tables o no, la filiación se llama extra- 
matrimonial; finalmente, si ella es 
producto de la adopción, será desig¬ 
nada como filiación adoptiva. Siendo 
diferentes los orígenes y fundamen¬ 
tos de la filiación, también lo son los 
regímenes legales para determinarse, 
esto es, probarse fuera o dentro de 
un proceso. Por ello la clasificación 
de la filiación es un simple capricho 
del legislador; cada categoría de filia¬ 
ción se fija y prueba de manera dife- 
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rente, propia y particular. Así, todas 
las normas relacionadas con la filia¬ 
ción giran en tomo a su pruébales 
decir, a la manera de fijarse definitiva¬ 
mente. Pero el que existan diferencias 
sustanciales en el régimen legal de 
prueba de las distintas categorías de 
filiación, no quiere decir que entre 
ellas no exista un principio de igual¬ 
dad; ese principio rige desde hace 
más de diez años en nuestro derecho 
positivo, y se refiere a la igualdad de 
derechos y obligaciones entre los hi¬ 
jos matrimoniales, extramatrimonia - 
les y adoptivos. Observando el dere¬ 
cho relativo a la filiación, diremos que 
no hay contradicción interna del siste¬ 
ma; un principio necesario de diferen¬ 
cia entre las categorías de filiación se 
sienta a propósito de su precisión, 
mientras que el principio de igualdad 
se predica una vez se ha fijado la filia¬ 
ción; ocurrido esto, no hay discrimi¬ 
nación sobre la totalidad de derechos 
y obligaciones —patrimoniales y per¬ 
sonales— que resultan de ella, 
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Filiación matrimonial 

Hay dos tipos distintos de reglas para 
fijar definitivamente la filiación matri¬ 
monial; las relativas a la determina¬ 
ción y las que tienen que ver con su 
impugnación. 

En cuanto a la determinación de la 
filiación matrimonial, la calidad de 
hijo matrimonial de una persona 
frente a su madre y frente a su padre 
debe siempre aparecer establecida 
respecto de los dos a la vez; se es hijo 
matrimonial del padre porque se 
tiene la misma calidad frente a la ma¬ 
dre; en caso contrario, no se tiene la 
calidad de matrimonial respecto de 
ninguno de los dos. Lo anterior no 
obsta para que por la misma natura¬ 
leza de los hechos que constituyen la 
paternidad y la maternidad, la ma¬ 
nera de probarse lo uno y lo otro no 
sean iguales para el derecho. Parale¬ 
lamente a las normas ordinarias de 
determinación de la filiación matri¬ 
monial, ésta también se adquiere por 
la legitimación. La legitimación no es 


una categoría de filiación, sino un me¬ 
canismo legal mediante el cual una 
filiación de naturaleza extramatrimo¬ 
nial puede convertirse en matrimo¬ 
nial; debemos entonces referimos al 
fenómeno de la legitimación como 
otro mecanismo de fijación de la filia¬ 
ción matrimonial. 

Para la determinación de la mater¬ 
nidad matrimonial, la relación filial 
de una persona con su madre resulta 
fácilmente constatable* En estricto 
sentido, el ordenamiento no distin¬ 
gue la prueba de la maternidad matri¬ 
monial de la prueba de la maternidad 
extramatrimonial; cualesquiera que 
sean las circunstancias de la materni¬ 
dad, no podría distinguirse* La natu¬ 
raleza ha dotado a las mujeres de la 
posibilidad de concebir, gestar y parir 
a sus hijos; de ahí que desde el punto 
de vista jurídico la prueba de la mater¬ 
nidad no tenga gran dificultad. Quien 
pretenda demostrar que es madre 
debe simplemente probar que ha 
dado a luz a una persona, y que quien 
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fue dado a luz es la misma persona 
de quien ella se dice madre. En la 
práctica, la prueba no judicial del 
parto es la copia del registro civil de 
nacimiento del hijo, ya que no es po¬ 
sible sentar el registro de nacimiento 
de una persona sin prueba de aquel; 
además de aparecer en el registro civil 
la mención del nombre de la mujer 
que dio a luz al inscrito. Esta será la 
única prueba de la maternidad, con 
tal mención no se requiere ninguna 
otra formalidad para el estableci¬ 
miento de la filiación materna. 

Si por cualquier circunstancia no es 
posible la comprobación del parto, y 
sólo ante este evento, podrá la madre 
optar por una de estas dos vías para 
fijar su maternidad: reconocer al hijo 
como suyo en la forma prevista en la 
ley o accionar en pos de la declaración 
judicial de su maternidad. Si quien 
pretende demostrar la relación ma- 
terno-filial es el hijo y se encuentra 
en la imposibilidad de probar por 
cualquier medio el parto, podrá pro¬ 
vocar el reconocimiento de la filia¬ 
ción. Cuando se trate de la acción de 
investigación de la filiación materna, 
la prueba de la maternidad se hace 
mediante la prueba de los hechos que 
por ley la constituyen, esto es, el 
parto y la identidad entre el dado a 
luz y la persona cuya filiación se pre¬ 
tende; a falta de la prueba de uno y 
otra, la prueba de la posesión notoria 
dei estado de hijo es suficiente. 

Contrariamente a lo que ocurre con 
la maternidad, la prueba del hecho 
de la paternidad resulta, incluso hoy 
en di a, de gran di ficultad. Aun 
cuando en ambos casos el hecho a 
probar es el mismo: el lazo de sangre, 
éste no es perceptible tratándose de 
la paternidad. Para facilitar la prueba 
de la filiación, el ordenamiento plan¬ 
tea la presunción de paternidad ma¬ 
trimonial; así, se considera que la mu¬ 
jer casada que da a luz ha quedado 
encinta por la obras del marido. Con¬ 
forme a nuestro ordenamiento, padre 
es quien esté casado con la mujeT que 
pare; debe notarse que la presunción 
de paternidad matrimonial se aplica, 
por extensión, a todos los hijos que 
nazcan durante el matrimonio, así 
como a aquellos que nacen dentro de 
ios trescientos días siguientes a la di¬ 
solución del vínculo o la separación 
de cuerpos. 

Desde el punto de vista probatorio, 
la filiación matrimonial paterna se de¬ 
termina, entonces, probando el parto 
y el matrimonio de la madre, de ma¬ 
nera que pueda atribuírsele la pater¬ 


nidad al marido de ésta. La ocurrencia 
del parto y la identidad se demostrará 
con el registro civil de nacimiento del 
hijo, y el matrimonio de la madre con 
quien se dice padre se probará con el 
respectivo registro civil de matrimo¬ 
nio. 

Legitimación 

Siendo el matrimonio de los padres 
el que determina la calidad de la filia¬ 
ción, la ley contempla la posibilidad 
de convertir una filiación original¬ 
mente extramatrimonial en matrimo¬ 
nial. Nuestro ordenamiento prevé 
dos tipos generales de legitimación: 
la llamada ipso jure y la que ocurre 
por acto posterior. 

La legitimación ipso jure opera de 
pleno derecho en dos eventos: 
cuando el nacimiento del hijo ocurre 
dentro de los primeros 180 días del 
matrimonio de sus padres, o cuando 
habiendo ocurrido el nacimiento an¬ 
tes del matrimonio de los padres, se 
pueda probar la maternidad en la 
forma legal, y la paternidad haya sido 
establecida mediante reconocimiento 
del hijo en la forma legalmente esta¬ 
blecida, todo previamente a la cele¬ 
bración del matrimonio. En estos dos 
casos de filiación legítima adquirida 
mediante el fenómeno de la legitima¬ 
ción ipso jure, los medios de prueba 
de la filiación son los mismos que se 
utilizan para la demostración de la fi¬ 
liación matrimonial de origen. Ellos 
serán, entonces, el juego de registros 
civiles de nacimiento del hijo y de ma¬ 
trimonio de los padres; en el registro 
civil de nacimiento del hijo habrá de 
constar el respectivo reconocimiento 
del padre por cualquiera de los me¬ 
dios previstos, y el nombre de la ma¬ 
dre; por su parte, el registro civil de 
matrimonio debe corresponder al del 
varón que aparece reconociendo al 
hijo como suyo, con la mujer que apa¬ 
rece como madre del mismo. 

La legitimación por acto concomi¬ 
tante o posterior al matrimonio se 
aplica sólo cuando al momento de 
contraer matrimonio ambos padres, 
respecto de uno o de los dos no se 
ha establecido la filiación extra matri¬ 
monial del hijo. En este evento, la 
legitimación puede hacerse de dos 
maneras: es posible que una vez cele¬ 
brado el matrimonio y en el mismo 
acto, se reconozca al hijo como propio 
y se legitime dejando constancia de 
ello en el acta matrimonial; de otra 
parte, luego de celebrado el matrimo¬ 
nio, él o los padres mediante escritura 
pública pueden reconocer al hijo 


como suyo y lo legitiman en el mismo 
acto aportando la prueba del matri¬ 
monio. 

Impugnación 

de la filiación matrimonial 

Es posible que la prueba de los hechos 
constitutivos de la maternidad y la 
paternidad no corresponda a la reali¬ 
dad biológica; entonces, la filiación 
matrimonial establecida puede ser 
contestada. El ordenamiento jurídico 
colombiano contempla reglas que 
permiten impugnar la filiación matri¬ 
monial materna y paterna. 

Sabemos que quien establezca bien 
la maternidad o la paternidad matri¬ 
monial establece automáticamente la 
otra relación parento-filial De la 
misma manera, quien desvirtúa una 
de las relaciones parento-fíliales, des¬ 
virtúa la calidad de matrimonial; pero 
impugnar la calidad de la filiación no 
quiere necesariamente decir que se 
impugnan ambas relaciones parento- 
filiales. Es posible impugnar la filia¬ 
ción matrimonial a través de la im¬ 
pugnación de la maternidad, o a tra¬ 
vés de la de la paternidad. 

Quien impugna la maternidad ma¬ 
trimonial, automáticamente impugna 
la paternidad; recordemos que ésta 
sólo puede establecerse cuando aque¬ 
lla está precisada. Por ello decimos 
que la filiación matrimonial se puede 
impugnar a través de la impugnación 
de la maternidad. Si el hecho de la 
maternidad se prueba con la demos¬ 
tración del parto y de la identidad en¬ 
tre quien fue dado a luz y la mujer 
que dio a luz, es natural que pro¬ 
bando la no ocurrencia de uno cuales¬ 
quiera de esos hechos se desvirtúa la 
maternidad. De suerte que la mater¬ 
nidad también puede ser impugnada, 
y lo será mediante la comprobación 
de una cualesquiera de estas dos cir¬ 
cunstancias: que quien dice haber 
dado a luz en realidad no lo hizo, esto 
es, que el parto aducido es falso; y, 
en segundo lugar, de haber ocurrido 
efectivamente el parto, es decir, si 
quien se dice madre realmente tuvo 
un parto, podrá desvirtuarse la ma¬ 
ternidad probando que quien se dice 
hijo de ella no es realmente quien fue 
dado a luz por ella; este es el sentido 
real de la expresión ''suplantación del 
pretendido hijo al verdadero" que 
trae nuesto Código Civil. 

La impugnación de la maternidad 
debe ser siempre judicial; la acción de 
impugnación de la maternidad sólo 
puede ser instaurada, en principio, 
dentro de los diez años siguientes a 
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la fecha del partea y exclusivamente 
por el marido de la supuesta madre, 
la madre supuesta, o los verdaderos 
padre o madre. Puede también im¬ 
pugnar la maternidad la persona a 
quien tal calidad perjudique en sus 
derechos herenriales, y su acción ca¬ 
duca dentro de los sesenta días si¬ 
guientes a la fecha en que tuvo cono¬ 
cimiento del fallecimiento de los pa¬ 
dres, y en todo caso dentro de los dos 
años siguientes a la fecha de la muerte 
de estos. 

Por otra parte, si quien impugna la 
maternidad matrimonial lo hace auto¬ 
máticamente de la paternidad, 
cuando la impugnación recae sobre 
esta última no se destruye aquélla; 
pero, no obstante, la calidad de hijo 
matrimonial queda desvirtuada. 
Como la presunción de paternidad 
que pesa sobre el marido de la mujer 
que ha dado a luz se funda en la su¬ 
posición de relaciones sexuales entre 
ellos, el marido podrá impugnar su 
paternidad si demuestra que estuvo 
en imposibilidad física de tener ac¬ 
ceso a la mujer durante la época legal 
de concepción. Esa imposibilidad fí¬ 
sica implica dos circunstancias dife¬ 
rentes: o bien no tuvo relaciones se¬ 
xuales con su esposa, cualquiera que 
sea el motivo, o bien, no obstante ha¬ 
berlas tenido el marido está imposibi¬ 
litado de manera absoluta para en¬ 
gendrar. De otra parte, no le basta al 
marido para impugnar su paternidad 
demostrar que la esposa le fue infiel 
en la época en que se presume la con¬ 
cepción. El marido tiene, en princi¬ 
pio, el monopolio de la acción de im¬ 
pugnación; él deberá accionar dentro 
de los sesenta días contados desde 
que tuvo conocimiento del parto. Si 
el marido muere dentro de este tér¬ 
mino y no ha intentado la acción, los 
herederos y cualquier persona a 
quien la paternidad cause perjuicio 
actual, podrán accionar dentro del 
término de sesenta días contados a 
partir de la fecha en que tuvieron co¬ 
nocimiento de la muerte del padre. 
Además del padre y sus herederos, 
en estas condiciones, el propio hijo 
puede impugnar su paternidad matri¬ 
monial; ello solo es posible si demues¬ 
tra que nació después del décimo mes 
siguiente a la separación de hecho de 
su madre y el marido de ésta. Esta 
acción de impugnación la puede in¬ 
tentar el hijo en cualquier tiempo. 

Filiación extra matrimonial 

Cuando no ha mediado matrimonio 
entre los padres de una persona, la 
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forma como hastie fijarse la filiación 
cambia. La filiación extramatrimonial 
puede determinarse de dos maneras: 
voluntariamente, esto es, fuera del 
contexto judicial, o mediante la inter¬ 
vención judicial. 

En la determinación no judicial de 
la filiación extramatrimonial no inter¬ 
viene, en principio, ninguna autori¬ 
dad jurisdiccional. Aquí también se 
diferencia la determinación de la ma¬ 
ternidad de la de la paternidad. A 
propósito de la maternidad extrama¬ 
trimonial, en estricto sentido ella no 
es diferente de la matrimonial. De ahí 
que se apliquen a la maternidad extra¬ 
matrimonial las mismas reglas de la 
maternidad matrimonial, tanto para 
determinarla como para impugnarla. 
En cuanto a la paternidad, por el con¬ 
trario, hay gran diferencia. Nó exis¬ 
tiendo vínculo matrimonial entre la 
madre y el padre, no hay a quién se¬ 
ñalar jurídicamente como tal. Por esta 
razón, el ordenamiento permite que 
quien se crea padre de una persona 
pueda, voluntariamente, reconocerlo 
como suyo. El reconocimiento es, por 
definición, un acto solemne, esto es, 
está dotado de ciertas formalidades; 
no hay reconocimiento sino en cuanto 
se utilice uno de los medios legales 
para hacerlo: firmando el acta de na¬ 
cimiento, haciendo la mención del re¬ 
conocimiento mediante escritura pú¬ 
blica o testamento, o haciendo la ma¬ 
nifestación del reconocimiento ante 
juez. El reconocimiento es irrevoca¬ 
ble, quien ha reconocido a una per¬ 
sona como su hijo, no puede por nin¬ 
gún medio retractarse. 


El reconocimiento puede impug¬ 
narse, siempre y cuando se demues¬ 
tre que quien fue el reconocedor no 
pudo tener por padre al reconocido. 
Nuestro ordenamiento no exige en 
este caso ningún hecho particular a 
probar; basta que por cualquier medio 
pueda comprobarse que quien hizo 
el reconocimiento no pudo ser el pa¬ 
dre del reconocido. La acción de im¬ 
pugnación del reconocimiento la 
tiene toda persona que pueda demos¬ 
trar que tiene un interés actual en él. 

En caso de no haber mediado reco¬ 
nocimiento voluntario de la filiación 
extramatrimonial, materna y paterna, 
es posible que mediante la actuación 
del órgano jurisdiccional se provoque 
el reconocimiento de la filiación, o se 
obtenga la declaración judicial de fi¬ 
liación. Quien no haya sido recono¬ 
cido por su madre cuando ello sea 
necesario, o por su padre siempre que 
la filiación paterna no esté determina¬ 
da, puede hacer que ellos lo reconoz¬ 
can con la intervención del juez. El 
hijo puede, entonces, solicitar al juez 
para que ante su despacho sean cita¬ 
dos su madre o su padre a declarar 
bajo juramento si creen serlo; en la 
citación debe indicarse que este es el 
objeto de la diligencia; si, no obstante 
poder comparecer, no lo hizo en la 
primera oportunidad y luego de una 
segunda citación tampoco compare¬ 
ce, se tendrá como reconocida la pa¬ 
ternidad. Este es el reconocimiento 
provocado, también llamado recono¬ 
cimiento tácito. Además del hijo, la 
solicitud para este tipo de reconoci¬ 
miento puede ser presentada también 
por los parientes del hijo hasta el 
cuarto grado de consanguinidad, por 
quien haya cuidado de la crianza o 
tenga actualmente la guarda del me¬ 
nor, y, en todo caso, el defensor de 
familia. 

La intervención del juez en el reco¬ 
nocimiento no hace que éste devenga 
inatacable mediante la impugnación; 
recuérdese que en este tipo de reco¬ 
nocimiento no hay pruebas particula¬ 
res a practicar para que se produzca. 
El reconocimiento puede, entonces, 
impugnarse en los mismos términos, 
por las mismas personas y aduciendo 
las mismas razones que el reconoci¬ 
miento espontáneo. 

De no haber mediado reconoci¬ 
miento de la filiación, extrajudicial o 
judicial, materna —sólo si es necesa¬ 
rio— o paterna —siempre—, es pre¬ 
ciso instaurar una acción para la in¬ 
vestigación de la filiación. De ahí que 
el ordenamiento prevea unas presun- 
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dones de filiación extramatrimoniai. 
Algunas de esas presunciones son 
aplicables tanto a los casos de inves¬ 
tigación de la maternidad como de la 
paternidad; otras sólo pueden apli¬ 
carse a los de paternidad. La declara¬ 
ción de filiación, sea materna o pater¬ 
na, debe hacerse siempre y cuando 
el demandante haya podido compro¬ 
bar todos y cada uno de los supuestos 
^y circunstancias que conforman la 
presunción invocada como funda¬ 
mento de la acción. 

Las presunciones aplicables tanto 
a la investigación de la maternidad 
como de la paternidad extramatrimo¬ 
niales son dos: la existencia de una 
carta o escrito contentivo de una con¬ 
fesión inequívoca de filiación y la 
existencia de la posesión notoria de 
estado civil de hijo, padre o madre, 
por más de cinco años. Se aplican ex¬ 
clusivamente a los casos de investiga¬ 
ción de la filiación paterna, las pre¬ 
sunciones relativas al rapto, violación 
o seducción a la mujer durante la 
época de la concepción, las relaciones 
sexuales consentidas para la época de 
la concepción y el trato personal y 
social dado a la madre durante el em¬ 
barazo y parto. 

Filiación adoptiva 

Contrariamente a las otras dos ante¬ 
riores categorías de filiación, la adop¬ 
tiva no tiene fundamento en un lazo 
de sangre que una al padre o la madre 
con el hijo; es más, diríamos que por 
definición, ese lazo de sangre no debe 
existir entre quienes se encuentren en 
esa relación parento-filiaL Desde el 
punto de vista de la institución, ella 
es por lo general utilizada no tanto 
para dar hijos a quienes naturalmente 
no los tienen, sino, sobre todo, para 
dar familia a los menores que la han 
perdido; por ello es tenida como una 
medida de protección al menor que 
se encuentra en situación irregular. 
El ordenamiento jurídico colombia¬ 
no impone, en consecuencia, una se¬ 
rie de condiciones para que surja la 
relación parento-filial y le otorga a la 
decisión judicial que la crea una serie 
importante de efectos. 

Nuestro ordenamiento contempla 
dos series particulares de condiciones 
para la adopción: unas se refieren a 
las condiciones sustanciales o de fon¬ 
do, y otras a las de forma. En cuanto 
a las primeras, en la adopción hay 
dos interesados, o a lo sumo tres: 
quien o quienes van a adoptar y quien 
va a ser adoptado. Puede adoptarse 
individual o conjuntamente a una 


persona; la adopción conjunta podrá 
hacerse tanto por los cónyuges, como 
por los compañeros perma nentes que 
estén vi vendo en unión marital de he¬ 
cho por lo menos durante tres años. 
Quien adopta debe tener una capaci¬ 
dad especial, no basta que sea plena¬ 
mente capaz, conforme a las reglas 
generales, sino que es preciso que sea 
mayor de 25 años. Si la adopción es 
conjunta o si se adopta al hi jo del otro 
cónyuge o compañero permanente, 
esta edad mínima no obliga al adop¬ 
tante, Quien esté casado puede adop¬ 
tar individual o conjuntamente con 
su cónyuge o su compañero perma¬ 
nente; si estando casado y no sepa¬ 
rado de cuerpos, o si estando vi¬ 
viendo en unión marital de hecho, se 
opta por una adopción individual, se 
requiere que el otro cónyuge o com¬ 
pañero permanente dé su consenti¬ 
miento. Como el propósito de la 
adopción no es dar hijos a quien ca¬ 
rece de ellos, tampoco se opone a la 
adopción que el o los adoptantes ten¬ 
gan o puedan tener otros hijos, bioló¬ 
gicos o adoptivos. Además, entre el 
adoptante y el adoptivo, o entre uno 
de los adoptantes —si es conjunta— 
y el adoptivo, debe haber una diferen¬ 
cia de edad de por lo menos quince 
años. Finalmente, los adoptantes de¬ 
ben garantizar su idoneidad física, 
mental, moral y material para adop¬ 
tar. 

Por su parte, el adoptable debe ser, 
en principio, menor de edad; por ex¬ 
cepción podrá ser adoptado un mayor 
de edad sí quien lo adopta es la per¬ 
sona que lo tenía a su cuidado cuando 



La familia del artista , Oleo de Ricardo Acevedo 
Bernal. Centro Documental, Biblioteca Luis 
Angel Amngo, Bogotá. 


cumplió la mayoría de edad. Para que 
pueda ser adoptado, el menor debe 
ser previamente declarado en situa¬ 
ción de abandono, a menos que la 
adopción haya sido consentida pre¬ 
viamente por sus padres o au torizada 
por el defensor de familia, cuando 
aquel carezca de representantes lega¬ 
les. En lo referente al consentimiento, 
para la adopción deben consentir, 
previamente, quienes ejercen la auto¬ 
ridad parental sobre el menor, sean 
mayores o menores de edad; a falta 
de uno de ellos el consentimiento del 
otro basta. El consentimiento debe ser 
expresado manifiestamente ante el 
defensor de familia; el de los padres 
podrá ser revocado dentro del mes 
siguiente a la fecha de su otorgamien¬ 
to, y una vez transcurrido el plazo, 
el consentimiento deviene irrevoca¬ 
ble. No es admitido el consentimiento 
del que está por nacer, ni el que se 
otorgue en relación con adoptantes 
determinados; por excepción, este úl¬ 
timo puede valer si el adoptante de¬ 
terminado fuere pariente del adop¬ 
tivo hasta dentro del tercer grado, o 
si fuere hijo del cónyuge. A falta de 
representantes legales del menor 
para que den el consentimiento para 
la adopción, ella sólo será posible con 
la autorización del defensor de fami¬ 
lia, expresada por medio de una reso¬ 
lución. 

Con relación a las principales con¬ 
diciones formales, corresponde al 
juez constatar que se cumplan la tota¬ 
lidad de las condiciones de fondo 
para la adopción; esa constatación la 
hace mediante un proceso. La de¬ 
manda de adopción sólo podrá ser 
presentada por quienes están intere¬ 
sados en ser declarados adoptantes 
ante el juez competente; a la demanda 
habrán de adjuntarse la totalidad de 
documentos que sirvan de prueba de 
todas y cada una de las condiciones 
que el ordenamiento establece para 
la adopción. El juez competente para 
conocer de la demanda de adopción 
es el juez de familia del lugar del do¬ 
micilio de la persona o entidad que 
tiene a su cargo al menor. Cumplidas 
todas las condiciones, el juez dictará 
sentencia concediendo la adopción. 

Los efectos de la sentencia conce¬ 
diendo la adopción comienzan a sur¬ 
tir desde la fecha de la admisión de 
la demanda. Entre adoptante y adop¬ 
tivo surge el lazo de derecho que lla¬ 
mamos filiación, y por lo mismo ad¬ 
quieren los derechos y obligaciones 
de padre o madre e hijo. Con la adop¬ 
ción, el adoptivo deja de pertenecer 
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a su familia de sangre, guardándose, 
sin embargo, la prohibición relativa 
al matrimonio entre ascendientes y 
descendientes o al matrimonio entre 
hermanos de sangre. También desa¬ 
parecen las acciones tendientes a es¬ 
tablecer la filiación de sangre del 
adoptivo, ya sea como hijo matrimo¬ 
nial o extramatrimonia!; igualmente, 
el hijo adoptivo no puede ser recono¬ 
cido como hijo extramatrimonial. Con 
todo, el propio adoptivo podrá iniciar 
las acciones tendientes a establecer su 
filiación camal, sólo para comprobar 
que quienes dieren el consentimiento 
para la adopción no eran sus verdade¬ 
ros padre o madre* 

Estado civil 

El estado civil es principalmente un 
derecho y una carga para el ciuda¬ 
dano de hoy* Es derecho de cada ciu¬ 
dadano tener un estado civil, pero so¬ 
bre todo, tener el que realmente le 
corresponde. El estado civil de una 
persona goza de especial protección 
del Estado y la sociedad, al punto que 
hay acciones establecidas tanto para 
defender cualquier perturbación del 
estado civil, como para fijar el que 
corresponde de veras a una persona, 
en especial. Corresponde al Estado 
fijar todas las reglas sobre estado civil, 
y no es posible por pactos privados 
entrar a derogarlas; el orden público 
tiene, pues, interés en el estado civil 
de las personas y por ello las reglas 
que lo fijan son de obligatorio cumpli¬ 
miento* 

El estado civil ha sido definido por 
doctrinantes de muy diversas mane¬ 
ras. Para algunos es un conjunto de 
calidades naturales inherentes al su¬ 
jeto y derivadas directamente de la 
ley; otros consideran que el estado 
civil no sólo son esas calidades natu¬ 
rales, sino que situaciones jurídicas 
de una persona también forman parte 
del mismo, por ejemplo, la interdic¬ 
ción. En Colombia, el Código Civil 
consideraba que el estado civil era 
una calidad habilitante del individuo 
para el ejercicio de algunos derechos 
y para comprometerse en ciertas obli¬ 
gaciones. La misma idea fue mejo¬ 
rada por el decreto 1260 de 1970, se¬ 
gún el cual el estado civil es una situa¬ 
ción jurídica de la persona con refe¬ 
rencia a la familia y la sociedad, situa¬ 


ción determinante de la capacidad 
para el ejercicio de ciertos derechos y 
la posibilidad de contraer ciertas obli¬ 
gaciones* Este decreto fijó las caracte¬ 
rísticas fundamentales del estado ci¬ 
vil. La primera de ellas tiene que ver 
con su indivisibilidad; esta caracterís¬ 
tica pretende señalar que el estado 
civil es único en cuanto situación ju¬ 
rídica de la persona; siendo único, no 
es posible que internamente existan 
contradicciones, por ejemplo, no es 
posible que una misma persona 
pueda tener la calidad de hijo matri¬ 
monial frente a una persona y la de 
hijo extramatrimonial frente a otra; de 
la misma manera, no es posible que 
alguien pueda estar a un mismo 
tiempo casado y soltero. La segunda 
característica es la indisponibilidad 
del estado civil, consecuencia lógica 
de su carácter de orden público; no 
solo no es posible a los particulares 
hacer convenciones derogatorias del 
estado civil, sino que tampoco es po¬ 
sible que por las mismas convencio¬ 
nes pueda disponerse a cualquier tí¬ 
tulo; por esta razón no es posible que 
en una acción de investigación judi¬ 
cial de la paternidad, por ejemplo, 
pueda convenirse una transacción so¬ 
bre el estado civil. Finalmente, la otra 
característica, la imprescriptibilidad, 
es consecuencia también del carácter 
de orden público; cada persona tiene 
derecho al estado civil, a uno en par¬ 
ticular, y a su estado civil en especial. 
El estado civil es susceptible de pose¬ 
sión, es posible detentar, es decir, 
portarse y comportarse como si se tu¬ 
viera un estado civil; puede deten¬ 
tarse —y de hecho ocurre casi siem¬ 
pre— un estado civil que correspon¬ 
de, pero también puede detentarse 
uno que no corresponde; aun más, 
puede poseerse uno u otro durante 
muchos años o durante toda la vida; 
paralelamente, puede dejarse de de¬ 
tentar un estado civil que correspon¬ 
de; en todo caso, siendo imprescripti¬ 
ble, el estado civil no se pierde por el 
abandono o el no uso del mismo, ni 
se adquiere por posesión prolongada, 
ni aun con buena fe. 

En la existencia de todo individuo 
hay circunstancias ocasionales, queri¬ 
das, buscadas o impuestas, que van 
a conformar su estado civil* Cierta¬ 
mente, éste deriva de los hechos, los 
actos y las providencias que la ley ca¬ 
lifica como determinantes del estado 


civil de una persona, y a las que les 
da un valor particular. Muchos y va¬ 
riados son los hechos, actos y provi¬ 
dencias que constituyen y determi¬ 
nan el estado civil de una persona; 
legalmente se han enunciado los más 
importantes: el nacimiento, el recono¬ 
cimiento de los hijos, las legitimacio¬ 
nes y adopciones, las alteraciones, 
modificaciones y suspensiones de la 
autoridad par ental, el matrimonio ci¬ 
vil o religioso, las capitulaciones ma¬ 
trimoniales, las incapacidades, la nu¬ 
lidad del matrimonio, el divorcio, la 
cesación de efectos civiles, la separa¬ 
ción de cuerpos y de bienes, en fin, 
la muerte. Todos estos constituyen el 
estado dvü, pero también lo determi¬ 
nan y fijan la capacidad para el ejerci¬ 
cio de ciertos derechos y para contraer 
ciertas obligaciones; recordemos, por 
ejemplo, que la ley permite el matri¬ 
monio y cada cual tiene derecho de 
contraerlo libremente, pero lo 
prohíbe cuando los contrayentes es¬ 
tán en línea ascendiente o descen¬ 
diente; esta es, pues, la capacidad que 
se genera en el estado civil. 

Todos los hechos, actos y providen¬ 
cias que constituyen y determinan el 
estado civil, deben constar en el res¬ 
pectivo registro civil; de aquí resulta 
que el registro rivil tiene Varias fun¬ 
ciones: primeramente, dar publicidad 
a los hechos, actos y provídendas que 
se encuentran inscritos en él; en se¬ 
gundo lugar, daT certeza jurídica del 
estado dvil determinado por aque¬ 
llos; y, finalmente, permitir la prueba 
del estado civil* 
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Tratado de Amistad, Comercio y Navegación entre Colombia e Italia , suscrito por el rey Umherto 1 , octubre 27 de 1892. Archivo de la Cancillería , Bogotá. 


Como sujeto de derecho internacio¬ 
nal, Colombia ha tenido desde su in¬ 
dependencia una necesaria Ínter rela¬ 
ción con los países que conforman la 
comunidad internacional. Para la 
consolidación de estas relaciones ha 
sido necesaria la suscripción de ins¬ 
trumentos internacionales que descri¬ 
ban los compromisos, derechos u 
obligaciones pactados entre los Esta¬ 
dos. La convención de Viena sobre 
derecho de los tratados recoge los 
principales conceptos que deben ser 
aplicados en la negociación, suscrip¬ 
ción y ratificación de un instrumento 
internacional tanto bilateral como 
multilateral. Para el derecho interna¬ 
cional contemporáneo es fundamen¬ 
tal la existencia de los tratados, como 
medio de cooperación entre las naciones 


y como fuente del derecho internacio¬ 
nal mismo* 

La convención define un tratado 
como un acuerdo internacional cele¬ 
brado por escrito entre Estados y re¬ 
gido por el derecho internacional, ya 
conste en un instrumento tínico o en 
dos o más instrumentos conexos, y 
cualquiera que sea su denominación 
particular. Existen otras denomina¬ 
ciones como convenio, acuerdo, con¬ 
vención, canje de notas, pero siempre 
con la característica esencial de conte¬ 
ner todos los elementos que integran 
su definición. Cualquiera que sea el 
concepto asimilado, se debe seguir 
para su aplicación el principio pacta 
sunt servando (los pactos son para 
cumplirse); de ahí su importancia 
para la convivencia pacífica mundial. 


Tratados bilaterales 

Los tratados bilaterales son los acuer¬ 
dos de carácter internacional celebra¬ 
dos entre dos países, sujetos de dere¬ 
cho internacional* Colombia ha sus¬ 
crito gran cantidad de tratados bilate¬ 
rales sobre diferentes temas; parte de 
ellos han cumplido los requisitos de 
orden interno vigentes (aprobación, 
sanción, ratificación), pero otros sola¬ 
mente han sido suscritos. 

En primer lugar, Colombia ha cele¬ 
brado tratados bilaterales con los paí¬ 
ses vednos para la deíinidón de las 
respectivas fronteras, tanto terrestres 
como marítimas. En cuanto a las fron¬ 
teras terrestres, Colombia ha suscrito 
diversos tratados con Brasil, Ecuador, 
Panamá, Perú y Venezuela; y en 
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Portada del Protocolo suscrito por Colombia 
y Ecuador para el tratado de arbitraje sobre 
¡imites entre tos dos países, firmado en 
octubre 26 y noviembre 5 de 1904 por Julio 
Andrade y Julio Betancourt . Cancillería. 


cuanto a las marítimas, con Costa 
Rica, Ecuador, Haití, Honduras, Ni- 
car agua, Panamá y República Domi¬ 
nicana. 

Extradición 

Desde el siglo xix Colombia ha cele¬ 
brado tratados de extradición con dis¬ 
tintas naciones. El primero de ellos 
se firmó en 1850 y, desde entonces, 
sus características se han venido mo¬ 
dificando. 

El 9 de abril de 1850 se firmó en 
Bogotá una convención para la recí¬ 
proca extradición de reos entre la Re¬ 
pública de la Nueva Granada y la Re¬ 
pública Francesa. Los instrumentos 
de ratificación se canjearon en Bogotá 
el 12 de mayo de 1852. Esta conven¬ 
ción buscaba reprimir los delitos que 
se cometieran en los territorios de las 
dos naciones y pactaba una mutua 
extradición de los acusados o conde¬ 
nados como reos de los delitos que 
se especificaban en el artículo se¬ 
gundo de la convención. Los respec¬ 
tivos gobiernos se comprometían a 
entregarse recíprocamente los indivi¬ 
duos prófugos que fueran persegui¬ 
dos o condenados pOT los tribunales 
competentes como autores o cómpli¬ 
ces de los delitos allí consagrados. La 
extradición tendría lugar previa la re¬ 
clamación que uno de los gobiernos 
dirigiera ai otro por vía diplomática, 
a excepción de los nacionales de cada 
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país y de quienes cometieran críme¬ 
nes y delitos políticos. El 26 de no¬ 
viembre de 1938 y el 10 de marzo de 
1939 se cruzaron en Bogotá más notas 
diplomáticas entre Colombia y Fran¬ 
cia, relativas a la interpretación de 
esta convención, incluyendo la peti¬ 
ción de extradición de los evadidos 
de Cayena. 

El 7 de mayo de 1888 se firmó en 
Bogotá una convención para la recí¬ 
proca extradición de reos entre la Re¬ 
pública de Colombia y los Estados 
Unidos de América. Aprobada por la 
ley 66 de 1888, los instrumentos de 
radicación fueron canjeados en Bogo¬ 
tá, el 12 de noviembre de 1890. Des¬ 
pués de establecer las reglas precisas, 
fundadas en la reciprocidad para la 
extradición de los acusados o conde¬ 
nados por los delitos que se especifi¬ 
can en el artículo 2, la convención 
prevé dos situaciones que vale la pena 
señalar: en caso de solicitarse la extra¬ 
dición de una persona que sea extran¬ 
jera en las dos partes, ésta no se con¬ 
cederá mientras el gobierno o el re¬ 
presentante del país del cual dicho 
criminal es ciudadano o súbdito, no 
haya tenido oportunidad de hacer ob¬ 
jeciones a la extradición; y, por o rio 
lado, ninguna de las partes estará 
obligada a entregar a sus propios ciu¬ 
dadanos. 

El 9 de septiembre de 1940 se firmó 
en Bogotá una convención suplemen¬ 
taria de extradición entre la República 
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de Colombia y los Estados Unidos de 
América, donde se adicionaba la lista 
de los delitos consagrados en la con¬ 
vención de 1888 y se modificaba el 
artículo 3 de dicha convención, en lo 
referente a la petición de la extradición. 
Esta convención suplementaria fue 
aprobada por la ley 8 de 1943 y canjea¬ 
dos los instrumentos de ratificación el 
23 de junio de 1943 en Washington. 

El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y los Estados 
Unidos de América firmado en Wash¬ 
ington el 14 de septiembre de 1979, 
aprobado por la ley 27 de 1980 y can¬ 
jeados los instrumentos de ratifica¬ 
ción en Bogotá el 4 de marzo de 1982, 
fue declarado inexequible por la Corte 
Suprema de Justicia, en sentencia de 
diciembre 12 de 1986, por vicios de 
forma en la aprobación de un tratado 
internacional. Igual sucedió con la ley 
68 de 1986, que pretendía volver a 
aprobar el tratado, declarada inexe- 
quible por la Corte Suprema de Justi¬ 
cia en sentencia de junio 25 de 1987. 
Sin embargo, doctrinalmente se con¬ 
sidera que estas declaratorias de in- 
exequibiÜdad de las leyes aprobatorias 
no afectan el vigor internacional. 

El 27 de octubre de 1888 se firmó 
en Bogotá un tratado de extradición 
entre la República de Colombia y el 
Reino Unido de la Gran Bretaña e Ir¬ 
landa, aprobado por la ley 148 de 1888 
y canjeados los instrumentos de rati¬ 
ficación en Bogotá el 27 de octubre de 



At’íti adicional y Protocolo de Amistad y Cooperación entre Perú y Colombia , de mayo 24 de 1934 
y firmas del presidente del Perú Oscar Raimundo Bemvides y del canciller Carlos Concha . 
Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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Firma del Tratado de Extradición entre Colombia y Estados Unidos de América, por el canciller 
Luis López de Mesa. "El Gráfico", septiembre 1940. 


1899, La extradición se concedería por 
los delitos enumerados en el artículo 
segundo, más numerosos en aquella 
época que hoy. El tratado estipulaba 
que cualquiercTcíe los dos gobiernos 
tendría libertad para rehusar la en¬ 
trega de sus súbditos al otro gobierno. 
El trámite de la extradición y los requi¬ 
sitos para otorgarla eran complejos, 
y el artículo 17 establecía que las esti¬ 
pulaciones del tratado serían aplica¬ 
das a las colonias y a las posesiones 
extranjeras de su majestad británica, 
hasta donde lo permitieran las leyes 
de tales territorios. 

El 2 de diciembre de 1929 se celebró 
en Bogotá una convención suplemen¬ 
taria al tratado de extradición recí¬ 
proca entre Colombia y el Reino 
Unido de la Gran Bretaña e Irlanda, 
ampliando su aplicación a varios pro¬ 
tectorados británicos y otros territo¬ 
rios respecto de los cuales su majes¬ 
tad británica había aceptado mandato 
de la Sociedad de Naciones. Esta con¬ 
vención fue aprobada por la ley 15 de 
1930 y canjeados los instrumentos de 
ratificación en Bogotá el 5 de noviem¬ 
bre de 1930, Actualmente se encuen¬ 
tra vigente. 

La convención de extradición de 
reos entre la República de Colombia 
y el Reino de España se firmó en Bo¬ 
gotá el 23 de julio de 1892, aprobada 
por la ley 35 de 1892 y canjeados ¡os 
instrumentos de ratificación en Bogo¬ 
tá, el 17 de junio de 1893. En una 
época en la que las relaciones exteriores 
con España eran excelentes, se suscri¬ 


bió esta convención de extradición 
buscando mejorar la administración 
de justicia en lo referente a la repre¬ 
sión y castigo de los delincuentes. 
Ninguna de las partes quedaba obli¬ 
gada a entregar a sus propios ciuda¬ 
danos, ni a los individuos que se hu¬ 
bieren nacionalizado antes de la comi¬ 
sión del crimen. No habría lugar a la 
extradición cuando ya se hubiera pro¬ 
cesado al individuo, lo mismo que si 
ya estuviere prescrita la acción o la 
pena. Esta convención, vigente aún, 
se caracteriza por la negativa a conce¬ 


der la extradición por delitos políti¬ 
cos y por el trámite para efectuarla 
cuando tuviere lugar. 

El convenio de extradición entre la 
República de Colombia y el Reino de 
Bélgica se firmó en Bruselas el 21 de 
agosto de 1912, aprobado por la ley 
74 de 1913 y se canjearon los instru¬ 
mentos de ratificación en Bruselas el 
22 de abril de 1914. Al igual que en 
las otras convenciones de extradición 
suscritas hasta ese año por Colombia, 
aquí se siguió un modelo en el que 
se estipulaba una lista de delitos, el 
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de Manuel Maltarino, secretario de Relaciones Exteriores , Edouard Lisie , encargado de Negocios francés y del rey Luis Felipe. Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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trámite para la solicitud y entrega del 
extraditado y requisitos para el otor¬ 
gamiento, con una figura nueva: la 
reextradición a un tercer país, que 
quedaría sometida a las mismas re¬ 
glas de la extradición primaria. 

El 21 de noviembre de 1931 se firmó 
en Bogotá una convención con el 
Reino de Bélgica, adicional al tratado 
de extradición del 21 de agosto de 
1912, que amplió la aplicación del tra¬ 
tado a los territorios de Ruanda 
Urundi y al Congo Belga, donde Bél¬ 
gica ejercía mandatos en nombre de 
la Sociedad de las Naciones. 

En Bogotá, el 24 de febrero de 1959, 
se firmó otra convención adicional a 
la convención de extradición entre la 
República de Colombia y el Reino de 
Bélgica, que consagró un nuevo nu¬ 
meral a la lista de delitos que contem¬ 
plaba el artículo 2, relacionado con el 
tráfico ilícito de drogas nocivas, tal 
como lo preveía el artículo 2 de la 
convención internacional para la re¬ 
presión del tráfico ilícito de drogas 
nocivas, suscrita en Ginebra el 26 de 
junio de 1936. 

El tratado de extradición entre Co¬ 
lombia y Chile fue firmado en Bogotá 
el 16 de noviembre de 1914, aprobado 
por la ley 8 de 1928, con canje de ins¬ 
trumentos de ratificación el 4 de 
agosto de 1928 en Bogotá. Razones 
políticas llevaron al gobierno nacional 
a firmar el tratado en esa época, aun¬ 
que la ley que aprobó la ratificación 
se celebró sólo catorce años después. 
El tratado conservó el modelo de las 
convenciones ya firmadas y continúa 
vigente, 

Ei tratado de extradición entre la 
República de Colombia y la República 
de Panamá se firmó en Ciudad de Pa¬ 
namá el 24 de diciembre de 1927, 
aprobado por la ley 57 de 1928 y can¬ 
jeados los instrumentos de ratifica¬ 
ción en Panamá el 24 de noviembre 
de 1928, Este fue el primero de una 
serie de tratados que suscribió Co¬ 
lombia con otros países latinoameri¬ 
canos sobre este tema. Aquí se consi¬ 
deraron requisitos adicionales a las 
anteriores convenciones, con res¬ 
pecto a la forma y al fondo para trami¬ 
tar las extradiciones. El tratado conti¬ 
núa vigente. 

El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y Costa Rica 
fue firmado en San José el 7 de mayo 
de 1928, aprobado por la ley 19 de 
1931 y canjeados los instrumentos de 
ratificación en San José el 13 de mayo 
de 1931. Además de los rasgos comu¬ 
nes a todos los tratados de extradi- 

^ Trata dos y orga ni ¡ra dones 
internacionales 



Firmas de Diego Uribe Vargas y Elíseo Pérez 
Cadalso, cancilleres de Colombia y Honduras, 
en un Acuerdo Administrativo para la prevención, 
control y represión del uso de estupefacientes, 
marzo 4 de 1980. Ministerio de Relaciones., Bogotá, 


ción, aquí se contempla el caso en 
que varias naciones soliciten la extra¬ 
dición de la misma persona por el 
mismo acto; el tratado prevé que la 
nación donde se cometió el acto reci¬ 
birá atención preferente, si fueren 
distintos actos recibirá preferencia el 
país donde se cometió el delito más 
grave, si fueren de igual gravedad se 
concederá la extradición a la primera 
nación que la solicitó, y si las extradi¬ 
ciones se presentaron en la misma fe¬ 
cha prevalecerá la nación de naci¬ 
miento del individuo a extraditar o, 
en su defecto, la nación de refugio 
entrará a determinar el orden a se¬ 
guir. El tratado está vigente y permite 
la reextradición. 

El tratado de extradición entre Co¬ 
lombia y México se firmó en México 
el 12 de junio de 1928, aprobado por 
la ley 3Ü de 1930, y el canje de instru¬ 
mentos de ratificación se efectuó en 
México el 1 de julio de 1937, El ar¬ 
tículo 3 prevé: «No se concederá la ex¬ 
tradición por delitos de culpa de im¬ 
prenta, o de orden militar, ni por de¬ 
litos políticos o por hechos que le sean 
conexos». Estos aspectos fueron con¬ 
templados en los tratados teniendo 
en cuenta las legislaciones que sobre 
la materia existían en los dos países. 
El tratado está vigente. 

El tratado de extradición entre Co¬ 
lombia y Guatemala fue firmado en 
Guatemala el 24 de noviembre de 
1928 y aprobado por la ley 40 de 1930, 
pero no entró en vigor por cuanto no 
se celebró el canje de instrumentos 
de ratificación. Sin embargo, las rela¬ 
ciones en materia de extradición son 
reguladas por la convención sobre ex¬ 
tradición firmada en Montevideo el 
26 de diciembre de 1933. 

El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y Nicaragua 
se firmó en Managua el 25 de marzo 
de 1929, aprobado por la ley 39 de 


1930, canjeados los instrumentos de 
ratificación en Bogotá el 15 de junio 
de 1932. El texto de este tratado es 
igual al que se había suscrito con 
Costa Rica. 

El tratado de extradición entre Co¬ 
lombia y Cuba fue firmado en La Ha¬ 
bana el 2 de julio de 1932. Se aprobó 
por la ley 16 de 1932 y se efectuó el 
canje de instrumentos de ratificación 
el 15 de octubre de 1936 en La Haba¬ 
na. Es un tratado muy específico en 
cuanto a sus disposiciones, debido a 
la forma de su redacción. Comprende 
no sólo el delito o crimen consumado, 
sino también el frustrado y el intenta¬ 
do. Está vigente. 

El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y la República 
de los Estados Unidos del Brasil fue 
firmado en Río de Janeiro el 28 de 
diciembre de 1938, aprobado por la 
ley 85 de 1939 y se canjearon los ins¬ 
trumentos de ratificación en Río de 
Janeiro el 2 de septiembre de 1940, 
Con este tratado Colombia suspendió 
la negociación de convenios sobre 
este tema durante un tiempo, puesto 
que las necesidades del país apunta¬ 
ban a otros tópicos y, además, porque 
la convención de Montevideo de 1933 
había unificado criterios al respecto. 

El canje de notas entre Colombia y 
Fidji referente a la vigencia del tratado 
de extradición entre Colombia y la 
Gran Bretaña de 1888, se efectuó en 
Fidji el 14 de julio de 1972, y la res¬ 
puesta en Bogotá el 9 de noviembre 
de ese mismo año. Por medio de estas 
notas nace un compromiso interna¬ 
cional entre las dos naciones, donde 
Fidji (excolonia británica) aplicará lo 
estipulado en el tratado de extradi¬ 
ción entre la República de Colombia 
y el Reino Unido de la Gran Bretaña 
e Irlanda de 1888. Está vigente. 

El canje de notas entre Colombia y 
Bahamas referente a la vigencia entre 
los dos Estados del convenio de extra¬ 
dición entre Colombia y la Gran Bre¬ 
taña de 1888, se realizó en Nueva 
York el 7 de marzo de 1978, y la res¬ 
puesta en Bogotá en septiembre de 
1978. Similar a lo ocurrido con Fidji 
en 1972, se configura aquí un caso 
práctico de tratados en materia de su¬ 
cesión de Estados. 

El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y la República 
de Venezuela se firmó en Cartagena 
el 25 de agosto de 1985, Aún no ha 
sido aprobado por el Congreso Nacio¬ 
nal. Este tratado pretende unificar y 
modernizar conceptos en este campo, 
dando una aplicación a nivel bilateral. 







PRINCIPALES CONVENIOS DE COOPERACION SUSCRITOS POR COLOMBIA 

DESDE 1950 



¿/nfWMV /r/rm/íA /Mi.am/.tfóüÍMWí, 



Convención General de Paz, Amistad, Navegación y Comercio entre Colombia y Estados Untóos, de octubre 3 de 1 824, suscrita por Pedro Gual 
y Richard Clough Anderson. Archivo de la Cancillería, Bogotá. 


CULTURAL 

“ Convenio sobre intercambio cultural 
entre Colombia y Francia. Bogotá, julio 
31 de 1952, Ley 75 de 1959. 

■ Convenio cultural entre Colombia y 
España. Madrid, abril 11 de 1953. Ley 139 
de 1963, 

• Convenio entre Colombia y los Esta¬ 
dos Unidos de América para financiar 
ciertos programas de intercambio educa¬ 
tivo. Bogotá, enero 9 de 1957. Ley 86 de 
1958. 

■ Convenio cultural entre Colombia y 
Ecuador. Quito, junio 11 de 1958. Ley 28 
de 1964, 

* Convenio cultural entre Colombia y 
la República Federal de Alemania y su 
protocolo de enmiendas. Bogotá, octubre 
11 de 1960. Ley 60 de 1964, Este convenio 
se considera vigente respecto al nuevo 
Estado alemán. 



* Convenio cultural entre Colombia y 
Perú, Lima, junio 30 de 1961. Ley 16 de 
1967. 

* Acuerdo cultural entre Colombia e 
Italia, Bogotá, marzo 30 de 1963. Ley 47 
de 1973. 

* Acuerdo de intercambio cultural en¬ 
tre Colombia y Brasil* Bogotá, abril 20 de 
1963. Ley 64 de 1973. 

* Convenio de intercambio cultural 
entre Colombia y Argentina. Bogotá, sep¬ 
tiembre 12 de 1964. Ley 46 de 1973, 

* Convenio de intercambio cultural 
entre Colombia y Paraguay. Bogotá, 
mayo 14 de 1965, Ley 23 de 1970, 

■ Convenio cultural entre Colombia y 
Corea. Bogotá, julio 27 de 1967. Ley 27 
de 1975. 

- Convenio de cooperación cultural y 
científica entre Colombia y la Unión de 
Repúblicas Socialistas Soviéticas. Bogotá, 


agosto 3 de 1970* Ley 37 de 1975. En la 
actualidad se debe establecer la vigencia 
de éste y otros tratados con los Estados 
segregados que hacían parte de la URSS. 

■ Convenio cultural entre Colombia y 
Ecuador. Quito,, mayo 20 de 1971. Ley 49 
de 1973* 

* Convenio de intercambio cultural y 
educativo entre Colombia y los Estados 
Unidos Mexicanos. México, junio 8 de 
1979. Ley 6 de 1980, 

* Acuerdo marco de cooperación cuL 
tural entre Colombia y Francia, París, ju¬ 
nio 13 de 1979* Ley 20 de X980. 

* Convenio cultural entre Colombia y 
el Reino Unido de la Gran Bretaña e Ir¬ 
landa del Norte* Londres, julio 3 de 1979* 
Ley 16 de 1980* 

* Convenio cultural entre Colombia y 
la República Popular China* Pekín, octu¬ 
bre 1 de 1981. Ley 6 de 1984. 



Tratado de Comercio , Amistad y Navegación entre Estados Unidos de Colombia y Gran Bretaña , de febrero 16 de 1866 , con la firma de ¡a rema Victoria , 
Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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Tratado de Amistad, Comercio y NaueguciíSn entre e( imperio Alemán y Colombia, del 23 de julio 
de 1892 r firmado por el emperador Guillermo ¡I. Archivo de la Cancillería , BcgoM 




— ^ 






firmas ¿íí> Francisco Franco y de su canciller Alberto Martín Arta jo en un Convenio Cultural con España , abril 11 de 1353. Firmas de julio Cesar 
Turbay y de su canciller Diego Üribe Vargas en un Convenio de Intercambio Cultural con México , agosto 3 de 1979. Tratado de Amistad , Comercio 
y Navegación con el imperio del japón, de mayo 25 de 1908 , firmado por el barón Takahira Kogoro Shosammi y por el canciller colombiano Enrique 
Cortés. Archwo Cancillería, Bogotá. _ . 


ción Suiza. Bogotá, febrero 1 de 1967. Ley 
12 de 1969. 

* Convenio de cooperación técnica y 
científica entre Colombia y Polonia, Var- 
sovia, junio 22 de 1967. Dictamen consejo 
de ministros, febrero 28 de 1972. 

* Convenio de cooperación técnica, in¬ 
dustrial y agrícola entre Colombia y la 
Unión Económica Belgo-Luxemburgue- 
sa. Bruselas, octubre 20 de 1971. Dicta¬ 
men ministros, eneTO 28 de 1972. 

* Convenio básico entre Colombia y 
Argentina sobre colaboración en la inves¬ 
tigación científica y en el desarrollo tecno¬ 
lógico, Bogotá, febrero 26 de 1972, Ley 
28 de 1980, 

* Convenio de cooperación técnica y 
científica entre Ecuador y Colombia. Bo¬ 
gotá, octubre 18 de 1972. Dictamen con¬ 
sejo de ministros, febrero 19 de 1973. 

* Convenio general sobre cooperación 
técnica entre Colombia y Canadá, Bogo¬ 
tá, noviembre 17 de 1972. Dictamen con¬ 
sejo de ministros, diciembre 19 de 1972* 

* Convenio referente a la cooperación 
técnica entre Colombia y el Japón, Bogo¬ 
tá, diciembre 22 de 1976. Ley 18 de 1978, 

* Convenio básico de cooperación téc¬ 
nica y científica entre Perú y Colombia, 
Lima, marzo 30 de 1979. Ley 24 de 1980. 

* Convenio básico de cooperación cien¬ 
tífica y técnica entre Colombia y México. 
México, junio 8 de 1979, Ley 20 de 1980, 

* Convenio básico de cooperación 
científica y técnica entre Colombia y Es¬ 
paña. Madrid, junio 27 de 1974, Ley 13 
de 1980. 

* Convenio básico de cooperación eco¬ 
nómica, industrial y tecnológica entre Co¬ 
lombia y Finlandia. Bogotá, febrero 19 de 

1980. Ley 19 de 1981, 

* Acuerdo de cooperación científica y 
tecnológica entre Colombia y Brasil Bo¬ 
gotá, marzo 12 de 1981. Ley 39 de 1982, 

* Convenio básico de cooperación téc¬ 
nica y científica entre Colombia y Corea, 
Bogotá, junio 1 de 1981. Ley 3 de 1982. 

* Convenio de cooperación científica 
y técnica entre Colombia y la República 
Popular China. Pekín, diciembre 23 de 

1981. Ley 57 de 1983. 


COMERCIAL Y ECONOMICA 

* Convenio sobre bases para coopera¬ 
ción económica y técnica entre Colombia 
y Brasil. Bogotá, mayo 28 de 1958. Ley 5 
de 1971. 

* Convenio de cooperación económi¬ 
ca, comercial y técnica entre Colombia y 
Bolivja. La Paz, agosto 2 de 1961. En vigor 
desde esa fecha, 

» Convenio general para ayuda eco¬ 
nómica, técnica y afín entre Colombia y 
Estados Unidos de América. Bogotá, julio 
23 de 1962. Dictamen consejo de minis¬ 
tros, julio 13 de 1962. 

* Convenio comercial entre Colombia 
e Israel Bogotá, diciembre 18 de 1967. 
En vigor a partir de la firma. 

- Convenio comercial y protocolo adi¬ 
cional, entre Colombia y la Unión de Re¬ 
públicas Socialistas Soviéticas. Bogotá, 
junio 3 de 1968. Ley 77 de 1968, 

* Acuerdo comercial entre Colombia y 
la India. Bogotá, julio 14 de 1970. Ley 8 
de 1976, 


• Convenio comercial y de pagos entre 
Colombia y Polonia. Bogotá, noviembre 
10 de 1970. Ley 45 de 1973. 

- Convenio comercial y de pagos entre 
Colombia y Bulgaria. Bogotá, junio 15 de 
1971. Ley 28 de 197L 

- Acuerdo comercial entre Colombia y 
Canadá. Ottawa, noviembre 17 de 1971. 
Ley 29 de 1976. 

■ Convenio comercial entre Colombia 
y Kenya. Nairobi, abril 6 de 1977. Ley 9 
de 1980, 

• Acuerdo comercial entre Colombia y 
la República Popular China. Pekín, julio 
17 de 1981. Ley 53 de 1983. 

• Convenio de cooperación económi¬ 
ca, industrial y tecnológica entre Colom¬ 
bia y Dinamarca. Bogotá, abril 22 de 1982. 
Ley 35 de 1983. 


TECNICA Y CIENTIFICA 

* Acuerdo de cooperación técnica y 
científica entre Colombia y la Confedera- 
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El tratado de extradición entre la 
República de Colombia y la República 
Dominicana fue suscrito en Santo Do¬ 
mingo de Guzmán el 2 de abril de 
1986. Aún no se le ha dado trámite 
en el Congreso Nacional. 

Cooperación 

Casi todos los tratados internacionales, 
ya sean bilaterales o multilaterales, 
se celebran bajo los parámetros de 
la cooperación, prestación mutua de 
servidos acorde con las necesidades 
de cada país o con los lineamientos 
de su política exterior; sin embargo, 
en épocas redentes se ha especificado 
el ámbito de la cooperación en los di¬ 
ferentes instrumentos internacionales, 
ya que un país en determinado caso 
puede necesitar más una cooperadón 
económica que una de tipo dentífico. 

Colombia ha suscrito múltiples 
convenios o tratados bilaterales de 
cooperadón cultural, económica, co¬ 
mercial, dentífica y técnica con dife¬ 
rentes países, algunos de los cuales 
han entrado en vigor una vez cumpli¬ 
dos los requisitos para tal efecto, lle¬ 
vándose a cabo los programas allí 
contemplados. Otros, en cambio, se 
han quedado solamente en el papel, 
pues ha faltado la ejecución práctica 
de lo dispuesto en el tratado. 


Tratados multilaterales 

Al igual que los tratados bilaterales, 
los tratados multilaterales se pueden 
definir como acuerdos de carácter in- 
temadonal, con la diferencia de que 
éstos son celebrados por más de dos 
sujetos de derecho intemadonal. Co¬ 
lombia se ha destacado por la suscrip¬ 
ción de tratados de este tipo, hasta el 
punto de que hoy todavía se encuen¬ 
tran vigentes instrumentos multilate¬ 
rales suscritos desde 1870, 

Derechos humanos 

Los derechos humanos son instru¬ 
mentos de defensa contra las fuerzas 
deshumanizadoras; son inherentes a 
la naturaleza del hombre, y sin ellos 
no podríamos vivir como seres huma¬ 
nos, Actualmente los derechos huma¬ 
nos se han convertido en factor básico 
de convivencia en cada país y en las 
relaciones de éstos entre sí. Las carac¬ 
terísticas de los derechos humanos 
son: congenitud (nacen con la perso¬ 
na), universalidad (se extienden a to¬ 
dos los miembros del género huma¬ 
no), inalienabilidad (el hombre no 


puede desposeerse de ellos), inviola¬ 
bilidad (ni el Estado ni los particulares 
obrarían acertadamente si intentaran 
vulnerarlos o desconocerlos) y nece- 
sariedad (corresponden a un requeri¬ 
miento de la condición humana). 

Históricamente estos derechos han 
recibido varias denominaciones: los 
teólogos los llamaron derechos natu¬ 
rales, luego el liberalismo del siglo 
XVIII los llamó libertades públicas, en 
el siglo xix surgió el concepto de de¬ 
rechos públicos subjetivos; también 
se denominan derechos fundamenta¬ 
les, pero en cualquier caso éstos son 
«la suma de atributos inherentes al 
hombre fundados en su naturaleza 
misma». 

La Declaración Universal de los De¬ 
rechos Humanos, aprobada el 10 de 
diciembre de 1948 en la Asamblea Ge¬ 
neral de la Organización de las Nacio¬ 
nes Unidas, se convierte de cieria ma¬ 
nera en un punto de partida al reco¬ 
nocimiento de los múltiples aspectos 
desde los cuales se deben apreciar las 
diferentes categorías de derechos in¬ 
herentes al hombre. El preámbulo de 
esta declaración hace un llamado a 
los países, resaltando que el descono¬ 
cimiento de los derechos humanos ha 
sido causante de la barbarie y que hay 
que trabajar por un mundo en el que 
las personas disfruten de las liberta¬ 
des. Los treinta artículos de la decla¬ 
ración comprenden los derechos hu¬ 
manos y las igualdades propias del 
ser humano: deber de comporta¬ 
miento fraterno; universalidad de los 
derechos humanos; prohibición de 
las discriminaciones; derecho a la 
vida, libertad y seguridad personal; 
prohibición de la esclavitud; proscrip¬ 
ción de la tortura y de los malos tratos; 
derecho al reconocimiento de la per¬ 
sonalidad jurídica; igualdad ante la 
ley y la observancia de todas las ga¬ 
rantías; derecho a la intimidad, a la 
honra, a la libertad de circulación y 
residencia; derecho de asilo y nacio¬ 
nalidad; derecho a contraer matrimo¬ 
nio, de la familia y su protección; de¬ 
recho a la propiedad; libertades ideo¬ 
lógicas, religiosas, expresión, opinión 
y comunicación; libertad de reunión 
y asociación; participación en asuntos 
públicos; derecho al trabajo y los rela¬ 
cionados con él; derecho a un ade¬ 
cuado nivel de vida; derechos de la 
maternidad y de la infancia; derecho 
de la educación, la cultura y propie¬ 
dad intelectual; y derecho a un orden 
justo. 

Hoy en día los temas de derechos 
humanos se han tratado con la suscrip¬ 


ción de otros instrumentos internacio¬ 
nales, de Jos cuales Colombia es Estado 
parte, entre otros podemos citar: 


- Pacto internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales. 
Nueva York, diciembre 16 de 1966, 
Aprobado por la ley 74 de 1968, 

- Pacto intemadonal de derechos 
civiles y políticos, Nueva York, di¬ 
ciembre 16 de 1966, Aprobado por la 
ley 74 de 1968, 

- Convención internacional sobre 
eliminación de todas las formas de 
discriminación racial, Nueva York, 
marzo 7 de 1966, Aprobada por la 
ley 22 de 1981, 

- Convención para la prevención 
y la sanción del crimen de genocidio, 
Nueva York, diciembre 9 de 1948, 
Aprobada por la ley 28 de 1959. 

- Convenio sobre eliminación de 
todas las formas de discriminación 
contra la mujer. Nueva York, diciem¬ 
bre 18 de 1979, Aprobado por la ley 1 
51 de 1981. 

- Convención internacional sobre 
la represión y el castigo del crimen 
del apartheid. Nueva York, noviem¬ 
bre 30 de 1973, Aprobada por la ley 
26 de 1987. 

- Convención sobre la tortura y 
otros tratos o penas crueles, inhuma¬ 
nos o degradantes. Nueva York, di¬ 
ciembre 10 de 1984, Aprobada por la 
ley 70 de 1986, 


Existen otras convenciones interna¬ 
cionales relacionadas con los dere¬ 
chos humanos, a las cuales debe ad¬ 
herir Colombia, y algunas más que 
faltaría ratificar. Sería necesario y 
conveniente ser parte de todos los 
instrumentos internacionales que se 
relacionen con el tema, para integrar 
así debidamente la Constitución Na¬ 
cional con todas las disposiciones a 
nivel mundial relativas a la protección 
de los derechos humanos. 

Especial mención merece la Conven¬ 
ción Americana sobre los Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa 
Rica, firmado en San José el 22 de 
noviembre de 1969, y aprobado me¬ 
diante la ley 16 de 1972, vigente para 
Colombia. En Costa Rica los Estados 
americanos confirmaron y reiteraron 
la Declaración Universal de los Dere¬ 
chos Humanos, pretendiendo crear 
condiciones que permitan a cada per¬ 
sona gozar de sus derechos. La con¬ 
vención se divide en tres partes que 
se componen así: la primera se refiere 
a ios deberes de los Estados y los de- 
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rechos protegidos, clasificándolos en 
derechos civiles y políticos, derechos 
económicos, sociales y culturales, con 
un capítulo destinado a la suspensión 
de esas garantías, su interpretación y 
aplicación y los deberes de las perso- 
ñas. La segunda parte consagra los 
medios de protección a los derechos 
humanos, estableciendo los órganos 
competentes para conocerlos asuntos 
relacionados con el cumplimiento de 
los compromisos contraídos por los 
Estados partes en la convención, 
como son la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos y la Corte In- 
teramericana de Derechos Humanos. 
Finalmente, la comisión estipula lo re¬ 
ferente a las disposiciones generales 
y tramitorias para su aplicación. 

Los derechos humanos, como lo 
pretendió y lo pretende hoy en día la 
Organización de las Naciones Uni¬ 
das, son un «ideal común por el que 
todos los pueblos y naciones deben 
esforzarse». 

Derecho humanitario 

El derecho humanitario es una rama 
muy especial de los derechos.huma¬ 
nos, aplicada al comportamiento que 
se debe adoptar en caso de conflicto 
armado; su finalidad es proteger al 
hombre contra las consecuencias de 
la guerra. Los elementos que encierra 
esta noción son, en términos genera¬ 
les, el sentido de ayuda, la protección 
a ia persona y la finalidad de aliviar 
los sufrimientos de las víctimas de los 
conflictos armados. 

El derecho humanitario surge y se 
desarrolla ligado estrechamente a una 
organización catalogada hoy en día 
por algunos tratadistas como sujeto 
de derecho internacional; la Cruz 
Roja Internacional, La historia del de¬ 
recho humanitario se remonta a 1859, 
cuando el filántropo suizo Herir i Du- 
nant, después de ver con horror lo 
ocurrido en la batalla de Solferino, 
propuso adiestrar personal volunta¬ 
rio para auxiliar a los heridos y enfer¬ 
mos en tiempo de batalla. En 1864 el 
gobierno suizo convocó a una confe¬ 
rencia internacional sobre el tema, 
donde se firmó el convenio para me¬ 
jorar la suerte que corren en campaña 
los militares heridos de los ejércitos; 
se dispuso que serían asistidos y so- 
corridos todos los militares heridos y 
enfermos, fuera cual fuere el bando 
al que pertenecieran, y el personal y 
material sanitario serían respetados. 
Se adoptó por signo una cruz roja so¬ 
bre fondo blanco. Durante los años 
siguientes se celebraron nuevas con- 
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ferencias, donde se aplicó el marco 
de socorro a la guerra marítima y las 
categorías de combatientes y prisio¬ 
neros de guerra. 

La regulación jurídica internacional 
del derecho humanitario surgió a par¬ 
tir de los cuatro convenios de Ginebra 
del 12 de agosto de 1949. El primer 
convenio se refiere a los heridos y en¬ 
fermos de las fuerzas armadas en 
campaña, y el segundo, a los heridos, 
enfermos y náufragos de las fuerzas 
armadas en el mar. Ellos disponen 
que no se podrá atentar contra su vida 
y que deberá prestárseles toda la asis¬ 
tencia médica que requiera su estado; 
además, consagran otras disposicio¬ 
nes tales como: los combatientes de¬ 
berán ser atendidos como si fueran 
heridos propios, no se podrá incine¬ 
rar o enterrar ningún cadáver sin ser 
antes identificado, todos los heridos, 
enfermos, náufragos y desaparecidos 
deberán ser buscados, y, finalmente, 
se distingue al personal sanitario y se 
le concede especial protección. 

El tercer convenio, sobre el trato 
debido a los prisioneros de guerra, 
establece que todo combatiente cap¬ 
turado será prisionero de guerra y 
tendrá un tratamiento de igualdad, 
excepto que su estado de salud, sexo, 
edad, graduación y aptitudes justifi¬ 
quen un trato privilegiado; se les con¬ 
ceden derechos como conservar los 
efectos y objetos personales, y con¬ 
servar lo que sirva para alimentarse 
y vestirse; también se establecen las 
condiciones del cautiverio, liberación 
y repatriación una vez terminadas las 
hostilidades. Este convenio contiene 
un protocolo sobre el comporta¬ 
miento de los combatientes y lo rela¬ 
tivo a los métodos para hacer la gue¬ 
rra; se consagra la prohibición de ma¬ 
tar, herir o capturar valiéndose de la 
perfidia, al igual que la prohibición 
del cuartel; además se prevé una pro¬ 
tección a la población civil contra los 
efectos de las hostilidades, se prohí¬ 
ben tanto los ataques indiscriminados 
contra personas y bienes, como hacer 
padecer de hambre a la población civil 
del adversario. 

El cuarto convenio de Ginebra de 
1949 se refiere a la protección de las 
personas civiles en tiempo de guerra, 
autoriza en favor de ellos acciones de 
socorro, y establece respeto especial 
para mujeres y niños, derechos a las 
garantías fundamentales, y la prohi¬ 
bición del saqueo y las destrucciones 
de propiedad. En caso de violación o 
incumplimiento, las personas podrán 
dirigirse a la potencia protectora para 


pedir la intervención del comité inter¬ 
nacional de la Cruz Roja para que se 
tomen las medidas pertinentes. 

Hay que destacar de manera espe¬ 
cial el contenido del artículo 3, común 
a los cuatro convenios: «En caso de 
conflicto armado sin carácter interna¬ 
cional y que surja en el territorio de 
una de las altas partes contratantes, 
cada una de las partes contendientes 
tendrá la obligación de aplicar, por lo 
menos, las disposiciones siguientes; 

1) Las personas que no participen di¬ 
rectamente en las hostilidades, in¬ 
cluso los miembros de las fuerzas ar¬ 
madas que hayan depuesto las armas 
y las personas que hayan quedado 
fuera de combate por enfermedad, 
herida, detención o por cualquier otra 
causa, serán en toda circunstancia tra¬ 
tadas con humanidad, sin distinción 
alguna de carácter desfavorable, ba¬ 
sada en la raza, el color, la religión o 
las creencias, el sexo, el nacimiento o 
la fortuna, o cualquier otro criterio 
análogo. A tal efecto, están y quedan 
prohibidos en cualquier tiempo y lu¬ 
gar, respecto a las personas arriba 
mencionadas; a) Los atentados a la 
vida y a la integridad corporal, espe¬ 
cialmente el homicidio en todas sus 
formas, las mutilaciones, los tratos 
crueles, torturas y suplicios; b) La 
toma de rehenes; c) Los atentados a 
la dignidad personal, especialmente 
los tratos humillantes y degradantes; 
d) Las condenas dictadas y las ejecu- 
ciones efectuadas sin juido previo 
emitido por un tribunal regularmente 
constituido, provisto de las garantías 
judiciales reconocidas como indis¬ 
pensables por los pueblos civilizados. 

2) Los heridos y enfermos serán reco¬ 
gidos y cuidados. Un organismo hu¬ 
manitario impardal, tal como el co¬ 
mité internacional de la Cruz Roja, 
podrá ofrecer sus servicios a las partes 
contendientes. Las partes conten¬ 
dientes se esforzarán, por otra parte, 
en poner en vigor por vía de acuerdos 
especiales la totalidad o parte de las 
demás disposidones del presente 
convenio. La aplicación de las dispo¬ 
siciones precedentes no tendrá efecto 
sobre el estatuto jurídico de las partes 
contendientes». 

Estos convenios fueron aprobados 
en Colombia por la ley 5 de 1960, el 
instrumento de ratificadón fue deposi¬ 
tado ante el Consejo Federal Suizo en 
1961, y entraron en vigor desde el 8 
de mayo de 1962. 

El 20 de junio de 1977 se suscribie¬ 
ron en Ginebra los protocolos i y II 
adicionales a los convenios de Gine- 
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bra de 1949, relativos a la protección 
de las víctimas de los conflictos arma¬ 
dos internacionales (protocolo i) y a 
la protección de víctimas sin carácter 
internacional (protocolo u). El proto¬ 
coló I contiene disposiciones referen¬ 
tes a la protección de las personas ci¬ 
viles contra los efectos de las hostili¬ 
dades, puesto que muchas veces la 
población civil resulta mezclada con 
el personal armado y es susceptible 
de consecuencias funestas. Se dis¬ 
pone también sobre el trato debido a 
las personas en poder de una parte 
del conflicto, se prohíben el asesina¬ 
to, la tortura, los castigos corporales, 
las mutilaciones, los atentados contra 
la dignidad humana, la toma de rehe¬ 
nes, los castigos colectivos y la ame¬ 
naza de cometer tales actos; también 
se protege al personal y a las unidades 
sanitarias civiles, a la misión médica 
y a los transportes sanitarios. En este 
protocolo se prevén normas para faci¬ 
litar la búsqueda de desaparecidos, la 
identificación de los muertos y la pro¬ 
tección y conservación de las sepultu¬ 
ras; y, finalmente, se amplían los con¬ 
ceptos de 1949 referentes a los méto¬ 
dos y medios de combate, a la limita¬ 
ción al uso de ciertas armas, a los pri¬ 
sioneros de guerra, la aplicación y di¬ 
fusión del derecho internacional hu¬ 
manitario y a las sanciones en caso 
de violación de ese derecho. El ámbito 
de aplicación del protocolo i se ex¬ 
tiende a las luchas contra la domina¬ 
ción colonial, la ocupación extranjera 
y los regímenes racistas. 

El protocolo ii, relativo a los conflic¬ 
tos armados no internacionales, es un 
instrumento internacional que des¬ 
arrolla el citado artículo 3. Es aplicable 
a los conflictos armados que se des¬ 
arrollen en el territorio de una alta 
parte contratante, entre sus fuerzas 
armadas y fuerzas armadas disiden¬ 
tes o grupos armados organizados 
que, bajo la dirección de un mando 
responsable, ejerzan sobre una parte 
del territorio un control que les per¬ 
mita realizar operaciones militares 
sostenidas y concertadas. Su contenido 
es similar al del protocolo i respecto a 
la población civil, a la no discrimina¬ 
ción y otras prohibiciones que vulne¬ 
ran las garantías fundamentales del 
ser humano en las guerras internas. 

Los protocolos 1 y II adicionales a 
los convenios de Ginebra de 1949 han 
sido presentados a consideración del 
Congreso Nacional para su aproba¬ 
ción, pero ésta no ha sido dada aún. 
Esperamos que se comprenda la im¬ 
portancia de estos protocolos como 
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instrumento de ayuda y medio de ali¬ 
vio para quienes son víctimas de la 
más cruel de las actividades: la gue¬ 
rra. Henri Dunant decía en 1862: 
«Puesto que las guerras no pueden 
siempre evitarse ¿no es urgente insistir 
paTa que se procure prevenirlas o, por 
lo menos, suavizar sus horrores?». 

Extradición 

A nivel multilateral, Colombia tam¬ 
bién ha suscrito tratados referentes a 
la extradición, tema que se regula a 
través de los siguientes instrumentos 
internacionales: 

- Acuerdo B olivaría no sobre Extra¬ 
dición, firmado en Caracas el 18 de 
julio de 1911 y aprobado por la ley 26 
de 1913. Los gobiernos de Ecuador, 
Bolivia, Perú, Colombia y Venezuela 
convinieron entregarse mutuamente 
los individuos procesados o condena¬ 
dos por las autoridades judiciales de 
uno de los Estados, como autores, 
cómplices o encubridores de alguno 
o algunos de los delitos que enumera 
el acuerdo en el artículo 2 (24 nume¬ 
rales). Se establecen las condiciones 
y trámites para efectuar la extradi¬ 
ción; como características especiales 
el tratado dispone que ésta se hará a 
través de solicitud por la vía diplo¬ 
mática, y que no se aplicará la pena 
de muerte a un reo, sino cuando ésta 
esté permitida en el país que lo entre¬ 
ga. El artículo 9, referente a la deten¬ 
ción provisional del prófugo, fue ob¬ 
jeto de acuerdos adicionales para su 
interpretación entre algunos de los 
países partes, Colombia los celebró 
con Bolivia el 21 de abril de 1928, con 
Venezuela el 6 de septiembre de 1928 


y con Ecuador el 15 de noviembre de 
1933. 

- Convención sobre extradición, 
firmada en Montevideo el 26 de di¬ 
ciembre de 1933, en la séptima confe¬ 
rencia internacional americana, apro¬ 
bada en Colombia con la ley 74 de 
1935. Esta convención fue firmada 
por las delegaciones de Honduras, 
Estados Unidos de América, El Salva¬ 
dor, República Dominicana, Haití, 
Argentina, Uruguay, Paraguay, Mé¬ 
xico, Panamá, Guatemala, Brasil, 
Ecuador, Nicaragua, Colombia, Chi¬ 
le, Perú y Cuba, con reservas por 
parte de Estados Unidos de América 
a los artículos 2, 3, 12, 15,16 y 18, de 
El Salvador al artículo 18, y declara¬ 
ciones de México y Ecuador. La con¬ 
vención prevé todo lo concerniente a 
la entrega del procesado, concesión 
de la extradición, petición y requisitos 
que se deben cumplir para que ésta 
se lleve a cabo. No deroga ni modifica 
los tratados bilaterales o colectivos 
que estuvieren en vigor entre los paí¬ 
ses signatarios, y en caso de que al¬ 
guno de éstos deje de regir, entrará 
a aplicarse la convención. Al respecto 
es necesario mencionar que ésta fue 
una alternativa de aplicación pro¬ 
puesta cuando la ley aprobatoria del 
tratado de extradición entre Colombia 
y Estados Unidos de América de 1979 
fue declarada inexequible por la Corte 
Suprema de Justicia. 

- Convención Inferamericana so¬ 
bre Extradición, firmada en Caracas 
el 25 de febrero de 1981. Los Estados 
miembros de la Organización de Esta¬ 
dos Americanos pretenden con esta 
convención consolidar la cooperación 
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en materia jurídico-penal y luchar 
contra el delito en escala internacio¬ 
nal, Hay disposiciones acerca de la 
jurisdicción para que proceda la extra¬ 
dición, los delitos que dan lugar a ella, 
su relación con el derecho de asilo, la 
nacionalidad del reclamado, la solici¬ 
tud, detención, medidas cautelares, 
derechos y entrega de la persona re¬ 
clamada, al igual que su custodia, 
tránsito y gastos. 

Solución pacífica 
de controversias 

En la misma fecha de suscripción de 
la Carta de la Organización de Esta¬ 
dos Americanos, el 30 de abril de 
1948, se firmó también en Bogotá el 
Tratado Americano de Soluciones Pa¬ 
cíficas o Pacto de Bogotá, donde los 
gobiernos representados en la ix Con¬ 
ferencia Internacional Americana se 
comprometen a resolver las contro¬ 
versias por medios pacíficos, abste¬ 
niéndose de la amenaza, el uso de la 
fuerza u otro medio de coacción, y a 
recurrir en todo tiempo a procedi¬ 
mientos pacíficos regionales, antes de 
llevarlos al Consejo de Seguridad de 
las Naciones Unidas. 

El tratado establece los procedi¬ 
mientos de solución de controversias, 
buenos oficios y la mediación, lo 
mismo que el de la investigación, con¬ 
ciliación, procedimiento judicial y ar¬ 
bitraje, definiendo cada uno y dando 
las pautas para llevarlos a cabo. El 
artículo 50 trata sobre el cumpli¬ 
miento de las decisiones: en el caso 
de que una parte deje de cumplir las 
obligaciones impuestas por un fallo, 
la parte o partes interesadas, antes de 
acudir al Consejo de Seguridad de las 
Naciones Unidas, solicitará a la reu¬ 
nión de consulta de ministros de Re¬ 
laciones Exteriores que tome las me¬ 
didas para la ejecución de la decisión 
judicial o arbitral. 

Las opiniones consultivas que soli¬ 
cite un país a la Corte Internacional 
de justicia sobre algún asunto jurí¬ 
dico se tramitarán a través del Con¬ 
sejo de la Organización de Estados 
Americanos, en petición a la Asam¬ 
blea General o al Consejo de Seguri¬ 
dad de las Naciones Unidas. Se for¬ 
mularon reservas a este tratado por 
parte de Argentina, Bolivia, Ecuador, 
Estados Unidos de América, Para¬ 
guay, Perú y Nicaragua, lo que habrá 
de tenerse en cuenta para la aplica¬ 
ción del tratado a un caso particular. 

En Colombia el tratado fue apro¬ 
bado por la ley 37 de 1961, y el instru¬ 
mento de ratificación se depositó el 6 
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de noviembre de 1968. El tratado en¬ 
tró en vigor general el ó de mayo de 
1949, al depositar Costa Rica su ins¬ 
trumento de ratificación. 

El artículo 58 dispone que, a me¬ 
dida que este tratado entre en vigen¬ 
cia por Las ratificaciones de los países 
contratantes, cesarán para ellos los 
efectos de los siguientes tratados, 
convenios y protocolos: 

- Tratado para evitar o prevenir 
conflictos entre los Estados america¬ 
nos (1923). 

- Convención general de concilia¬ 
ción interamericana (1929). 

- Tratado general de arbitraje inter- 
amerícano y protocolo adicional de 
arbitraje progresivo (1929). 

- Protocolo adicional a la conven¬ 
ción general de conciliación interame¬ 
ricana (1933). 

- Tratado antibélico de no agresión 
y de conciliación (1933). 

- Convención para coordinar, am¬ 
pliar y asegurar el cumplimiento de 
los tratados existentes entre ios Esta¬ 
dos americanos (1936), 

- Tratado interamericano sobre 
buenos oficios y mediación (1936). 

- Tratado relativo a la prevención 
de controversias (1936). 

El artículo 59 señala: «Lo dispuesto 
en el artículo anterior no se aplicará 
a los procedimientos ya iniciados o 
pactados conforme a alguno de los 
referidos instrumentos internacio¬ 
nales». Así, a pesar de establecer me¬ 
canismos concretos de solución, el 


tratado goza de una flexibilidad para 
los asuntos donde hubo voluntad de 
solución. 

Asistencia recíproca 

Después de finalizada la Gran Guerra 
nació el deseo de los países de prote¬ 
gerse a través del fortalecimiento de 
sus relaciones, y procurando mante¬ 
ner la paz y seguridad del continente 
firmaron en Río de Janeiro, el 2 de 
septiembre de 1947, el Tratado Inter- 
americano de Asistencia Recíproca 
(TIAR). Las partes que suscribieron el 
tratado reiteraron su voluntad de per¬ 
manecer unidas dentro de un sistema 
acorde con los principios consagrados 
en la Carta de las Naciones Unidas, 
procurando la solidaridad y coopera¬ 
ción interamericana. 

A través de este tratado se consti¬ 
tuyó implícitamente una comunidad 
regional americana, que consideraba 
que una adecuada organización jurí¬ 
dica era condición básica para lograr 
la paz y seguridad continentales; por 
consiguiente, los países debían em¬ 
pezar por reconocer y proteger los de¬ 
rechos y libertades de las personas 
que formaban los pueblos de la re¬ 
gión. El artículo 4 establece sus lími¬ 
tes así: comenzando en el polo norte, 
desde allí directamente hacia el sur 
hasta el punto 74° latitud norte, 10° 
longitud oeste, desde allí por una lí¬ 
nea loxodrómica hasta el punto 47°30' 
latitud norte, 50 D longitud oeste; 
desde allí por una línea loxodrómica 
hasta un punto a 35° latitud norte, 60° 
longitud oeste; desde allí directa¬ 
mente al sur hasta un punto a 20° 
latitud norte; desde allí por una línea 
loxodrómica hasta un punto a 5 o lati¬ 
tud norte, 24° longitud oeste; desde 
allí directamente al sur hasta el polo 
sur; desde allí directamente hacia el 
norte hasta un punto a 3Ü U latitud sur, 
90° longitud oeste; desde allí por una 
línea loxodrómica hasta un punto en 
el ecuador a 97° longitud oeste; desde 
allí por una línea loxodrómica hasta 
un punto a 15° latitud norte, 120° lon¬ 
gitud oeste; desde allí por una línea 
loxodrómica hasta un punto a 50° la¬ 
titud norte, 170° longitud este; desde 
allí directamente hada el norte hasta 
un punto a 54° latitud norte; desde 
allí por una línea loxodrómica hasta 
un punto a 65 D 30' latitud norte, 
168°58'5" longitud oeste; desde allí 
directamente hacia el norte hasta el 
polo norte. 

El tratado pretende condenar la 
guerra y obligar a los Estados ameri¬ 
canos a no recurrir a la amenaza ni al 
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uso de la fuerza, así como asumir el. 
compromiso de someter cualquier 
controversia que surja entre las partes 
a ios métodos de solución pacífica. 
Se prevén los posibles casos que da¬ 
rían lugar a la aplicación del tratado, 
así como los trámites y mecanismos 
con el propósito de mantener la paz 
y seguridad interamericanas; para 
ello habrá un órgano de consulta en¬ 
cargado de procurar soluciones a los 
problemas* El tratado hace mención 
a La unión panamericana, pero hay 
que recordar que para la fecha de la 
firma de éste no se había firmado aún 
la Carta de Organización de Estados 
Americanos. 

El Tratado Interamencano de Asis¬ 
tencia Recíproca fue aprobado por la 
ley 52 de 1947, y reportado el instru¬ 
mento de ratificación el 3 de febrero 
de 1948, ante la Unión Panamericana. 
Entró en vigor el 3 de diciembre de 
1948, al depositar Costa Rica su ratifi¬ 
cación. 

El 26 de julio de 1975, en San José 
de Costa Rica, se firmó el protocolo 
de reformas al Tratado Inter ameri¬ 
cano de Asistencia Recíproca, bus¬ 
cando actualizar lo que era el sistema 
americano y adoptando medidas para 
su reestructuración. 

Derecho del mar 

Hasta el presente siglo, la libertad en 
los mares era una constante ejercida 
por las potencias marítimas que ma¬ 
nejaban el comercio internacional y 
tenían fácil acceso a los mercados 
mundiales* La importancia del mar 
adquirió mayor sentido cuando los 
Estados se dieron cuenta de los recur¬ 
sos animales, vegetales y minerales 


que posee el mar, que se constituye 
en una gran despensa para la huma¬ 
nidad y en la posibilidad de lograr un 
importante desarrollo científico, eco¬ 
nómico y social. Colombia ha tenido 
una activa participación en lo refe¬ 
rente a la formación del derecho del 
mar, debido a la existencia de dos 
océanos sobre sus costas* 

El primer intento de codificación 
del derecho del mar se llevó a cabo 
en 1930, en la conferencia de La Haya, 
que contó con la participación de 46 
Estados* Allí se lograron acuerdos so¬ 
bre varios puntos como la libre nave¬ 
gación, el paso inocente y la conve¬ 
niencia para los países de la existencia 
de una zona contigua; se discutió sobre 
la anchura del mar territorial y se es¬ 
tablecieron las primeras bases para el 
desarrollo de este derecho. 

Después de este primer intento se 
celebró en Ginebra la primera confe¬ 
rencia de Naciones Unidas sobre de¬ 
recho del mar, en 1958, donde se sus¬ 
cribieron cuatro convenios: 

- La convención sobre el mar terri¬ 
torial y la zona contigua. Colombia 
no es parte de esta convención, aun¬ 
que la suscribió el 28 de abril de 1958, 
haciendo una declaración en el sen¬ 
tido de que, según el artículo 98 de 
la Constitución colombiana, se nece¬ 
sitaba autorización del Senado de la 
República para el paso de tropas ex¬ 
tranjeras a través del territorio, y por 
ende también se requería para el paso 
de buques de guerra extranjeros a tra¬ 
vés de las aguas territoriales colom¬ 
bianas. La convención entró en vigor 
el 10 de septiembre de 1964. 

- La convención sobre la alta mar. 
Colombia tampoco es parte de esta 


convención, suscrita el 9 de abril de 
1958 y vigente desde el 30 de septiem¬ 
bre de 1962. 

- La convención sobre pesca y con? 
servad ón de los recursos vivos de la 
alta mar, sobre bases de cooperación 
internacional, que pretende una ade¬ 
cuada explotación de los recursos vi¬ 
vos en el mar, y concede a todos los 
Estados derecho para que sus nacio¬ 
nales se dediquen a la pesca en alta 
mar, tomando algunas medidas para 
conservar los recursos vivos y así ob¬ 
tener un mayor rendimiento y au¬ 
mentar el abastecimiento de alimen¬ 
tos y de otros productos marinos. Es¬ 
tas medidas deben reunir condiciones 
como conodmientos sobre pesquería, 
el apoyo en dictámenes rientíficos y 
la no discriminadón contra la pesca 
en general, en cuanto a los países ri¬ 
bereños se refiere* 

La convendón trata, además, sobre 
las diferencias que puedan surgir en¬ 
tre Estados, las cuales serán resueltas, 
a petidón de cualquiera de las partes, 
por comisiones especiales compues¬ 
tas de cinco miembros, salvo que las 
partes acuerden resolverlas según lo 
previsto en el artículo 33 de la Carta 
de las Naciones Unidas, Se detallan 
las fundones de la comisión, el proce¬ 
dimiento para los nombramientos y 
la obligatoriedad de las dedsiones. La 
convención se firmó el 29 de abril de 
1959, siendo Colombia parte en ella, 
aprobada por la ley 119 de 1961 y de¬ 
positado el instrumento de ratifica- 
dón el 3 de enero de 1963, Desde en¬ 
tonces está vigente. 

- La convendón sobre la plataforma 
continental establece que la expresión 
«plataforma continental designa: a) El 
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lecho del mar y el subsuelo de las 
zonas submarinas adyacentes a las 
costas, pero situadas fuera de la zona 
del mar territorial, hasta una profun¬ 
didad de 200 metros o, más allá de 
este límite, hasta donde la profundi¬ 
dad de las aguas suprayacentes per¬ 
mita la explotación de los recursos na¬ 
turales de dicha zona; b) el lecho del 
mar y el subsuelo de las regiones sub¬ 
marinas análogas, adyacentes a las 
costas de islas». El Estado ribereño 
ejerce su soberanía sobre la plata¬ 
forma continental y podrá explorar y 
explotar los recursos naturales si lo 
desea; el artículo 4 establece una limi¬ 
tación en cuanto al tendido y la con¬ 
servación de cables o tuberías subma¬ 
rinos. 

El artículo 6 prevé lo relacionado 
con las formas de delimitación, en 
caso de no efectuarse por los países 
interesados. En el momento de la 
firma de esta convención, que se llevó 
a cabo el 29 de abril de 1958, se hizo 
una declaración por parte de la Repú¬ 
blica Federal de Alemania con res¬ 
pecto al artículo 5. El gobierno iraní 
hizo reservas a los artículos 4 y ó. 

Colombia es parte de esta conven¬ 
ción, aprobada por la ley 9 de 1961, 
y depositado su instrumento de rati¬ 
ficación el 8 de enero de 1962. La con¬ 
vención entró en vigor general el 10 
de junio de 1964. 

Entre 1973 y 1982 se preparó lo que 
iba a ser la convención de las Nacio¬ 
nes Unidas sobre el derecho de! mar 
o convención de Montego Bay, fir¬ 
mada por 117 Estados, que consta de 
311 artículos y 9 anexos que resumen 
los temas de derecho del mar contem¬ 
poráneo, puesto que era necesario ac¬ 
tualizar lo dispuesto en las convencio¬ 
nes de 1958 y buscar acrecentar un 
nuevo orden económico relacionado 
con los recursos marinos. La conven¬ 
ción consta de 17 partes, a saber: la 
primera parte establece la terminolo¬ 
gía empleada y su alcance para los 
efectos de la convención. Desde la 
parte segunda hasta la décima se hace 
una presentación de los diferentes te¬ 
mas de derecho del mar: mar territo¬ 
rial y zona contigua (régimen jurídi¬ 
co, límites del mar territorial, paso 
inocente por el mar territorial y lo que 
tiene que ver con la zona contigua); 
estrechos utilizados para ia navega¬ 
ción internacional; Estados archipie- 
lágicos; zona económica exclusiva; 
plataforma continental; alta mar; ré¬ 
gimen de las islas; mares cerrados o 
semicerrados; derecho de acceso al 
mar y desde el mar de los Estados sin 
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litoral y libertad de tránsito. Las par¬ 
tes 11 a 14 se refieren a la zona de los 
fondos marinos y submarinos; pro¬ 
tección y preservación del medio ma¬ 
rino (cooperación mundial y regional, 
asistencia técnica); investigación cien¬ 
tífica, marina y desarrollo y transmi¬ 
sión de la tecnología marina. A conti¬ 
nuación la convención establece lo 
relacionado con la solución de contro¬ 
versias: la obligación de resolverlas 
por medios pacíficos, preferente¬ 
mente elegidos por las partes; el pro¬ 
cedimiento aplicable cuando las par¬ 
tes no hayan resuelto la controversia; 
los mecanismos para tal fin, como la 
conciliación y el intercambio de opi¬ 
niones, y la elección de los medios 
para solucionar la controversia rela¬ 
tiva a la interpretación o aplicación 
de la convención, que son: a) Tribunal 
internacional del derecho del mar, b) 
Corte internacional de justicia, c) Tri¬ 
bunal arbitral, d) Tribunal arbitral es¬ 
pecial. 

Además, contiene disposiciones 
sobre competencia, expertos, medi¬ 
das provisionales, liberación de bu¬ 
ques y sus tripulaciones, derecho 
aplicable, agotamiento de los recur¬ 
sos internos, fuerza obligatoria de las 
decisiones. 

Finalmente, las dos últimas partes 
tratan sobre las disposiciones genera¬ 
les y finales de la convención. Los 
nueve anexos se refieren a: i. Especies 
altamente migratorias; IL Comisión de 
límites de la plataforma continental; íil 
Disposiciones sobre la exploración y 
explotación; IV. Estatuto de la empresa; 
V* Conciliación; VI. Estatuto del Tribu¬ 
nal internacional del derecho del mar; 
vn. Arbitraje; vrn. Arbitraje especial; dc. 
Participación de organizaciones inter¬ 
nacionales, Las disposiciones de esta 
convención han sido aceptadas por la 
mayor parte de los Estados, sólo falta 
la entrada en vigor general. 

Derecho aéreo y espacial 

Desde el siglo xvtii se empezó a regu¬ 
lar jurídicamente la actividad del 
hombre en el espacio aéreo, con nor¬ 
mas propias en algunos países. Con 
3a evolución de la ciencia aeronáutica, 
los Estados notaron con preocupa¬ 
ción que no existían principios que lo 
regularan a nivel internacional; fue 
después de la primera guerra mundial, 
en la conferencia de París en 1919, 
cuando se comenzó a legislar sobre la 
jurisdicción del espacio aéreo► 

El derecho aéreo ha tomado en 
cuenta varios factores para emitir su 
normatividad, entre ellos podemos 


mencionar la vinculación de esta acti¬ 
vidad con el uso de aeronaves y la 
tecnología propia de la aeronáutica; 
la facilidad y rapidez en el desplaza¬ 
miento, lo que supone una conexión 
entre ciudades en menos tiempo; la 
autonomía que debe existir en la le¬ 
gislación aeronáutica frente a otras ra¬ 
mas, y su adecuación al orden inter¬ 
nacional 

La confirmación de la existencia de 
una soberanía sobre el espado aéreo, 
en 1919, dio las bases para que en 
1929 se suscribiera la convendón para 
la unificación de algunas normas rela¬ 
tivas al transporte aéreo internacio¬ 
nal, en Varsovía, Colombia 1a aprobó 
con 3a ley 95 de 1965 y entró en vigor 
para nosotros desde el 13 de noviem¬ 
bre de 1966, Un protocolo que modi¬ 
ficaba este convenio fue suscrito en 
La Haya, el 29 de septiembre de 1955; 
y el 18 de septiembre de 1961 fue fir¬ 
mado en Guadaiajara el convenio 
complementario del convenio de Var- 
sovia, para la unificación de ciertas 
reglas relativas al transporte aéreo in- 
temadonal realizado por quien no sea 
el transportista contractual. 

En Chicago, el 7 de diciembre de 
1944, se suscribió el convenio de avia¬ 
ción dvil internacional, aprobado por 
Colombia en la ley 12 de 1947, y en 
vigor desde el 30 de noviembre de 
1947. Colombia también es parte del 
convenio para la represión y apodera- 
miento ilídto de aeronaves suscrito 
en La Haya en 1970, y del convenio 
para ia represión de actos ilícitos con¬ 
tra la seguridad en la aviación dvil, 
firmado en Montreal el 23 de septiem¬ 
bre de 1971. 

Respecto al derecho espacial ante¬ 
riormente se sostenía que existía una 
ilimitada soberanía de cada Estado 
sobre el espado aéreo que cubría todo 
su territorio, pero debido a los lanza¬ 
mientos de satélites y naves espáda¬ 
les cambió implídtamente la tenden¬ 
cia, pues los Estados que no se halla¬ 
ban involucrados en las conquistas 
espádales nunca protestaron por ta¬ 
les actividades, A partir de 1959, con 
el tratado sobre la Antártida y, poste¬ 
riormente, con el tratado de Moscú 
en 1963 y las resoluciones emitidas 
por las Nadones Unidas (1721-XVI y 
1962-XV1II de 1963), se configuró el an¬ 
tecedente que daría lugar a la suscrip¬ 
ción del tratado sobre los prindpios 
que deben regir las actividades de los 
Estados en la exploración y utilización 
del espacio ultraterrestre, incluso la 
Luna y otros cuerpos celestes, abierto 
a la firma de los Estados en Washing- 







Alberto i leras Cantargo, ministro de Relaciones Exteriores de Colombia , firma la Carta de la Organización de Naciones Unidas al clausurarse la Conferencia 
de San Francisco , julio de 1945 , 


ton, Londres y Moscú el 27 de enero 
de 1967. 

Los principios básicos del tratado 
se pueden resumir así; 1) la explora¬ 
ción y utilización del espado ultrate* 
rrestre debe ser en provecho de toda 
la humanidad; 2} el espado ultrate¬ 
rrestre y los cuerpos celestes pueden 
ser utilizados por los Estados libre¬ 
mente, pero no habrá apropiación na¬ 
cional; 3) la aplicación del derecho in¬ 
ternacional al espado ultraterrestre; 
4} habrá una cooperación internacio¬ 
nal y se deberán tener en cuenta los 
intereses de los Estados en una activi¬ 
dad espacial; 5) existirá control y re* 
gistro de los objetos y del personal 
que vaya en ellos; y 6) la responsabi¬ 
lidad del Estado por los daños ocasio- 
nados por un objeto espacial, sin te¬ 
ner en cuenta la culpabilidad sobre la 
limitadón del espacio ultraterrestre. 

En lo que se refiere a la órbita geo- 
estadonaria dentro del derecho espa- 
cial, en 1974 Colombia y otros países 
ecuatoriales redamaron la soberanía, 
argumentando que era una proyec¬ 
ción de su territorio sobre la cual te¬ 
nían unos derechos preferencia les 


por tratarse de un recurso natural (re- 
soludones 18Ü3-XV1II y 3016-XVI1 de las 
Nadones Unidas sobre la soberanía 
de los Estados en sus recursos natura¬ 
les). Sin embargo, posteriormente, en 
el proyecto de principios para regular 
la órbita geoestadonaría presentado 
por Colombia, Ecuador, Indonesia y 
Kenya, en la subcomisión de asuntos 
jurídicos de la comisión para el uso 
del espacio ultraterrestre de 1984, no 
se hace mención de la soberanía, se 
dice que no se reclaman derechos 
para ser ejercidos egoístamente por 
los países ecuatoriales, sino para 
compartir con los países en desarro¬ 
llo, siempre y cuando exista un régi¬ 
men jurídico que permita el acceso 
equitativo a todos los países. 


Organizaciones 

INTERNACIONALES 

Las organizaciones internacionales 
son de enorme importanda para el 
derecho internadonal, puesto que se 
han convertido en mecanismos efecti¬ 


vos para la búsqueda de soluciones a 
los problemas que aquejan a los paí¬ 
ses y a la comunidad que representan; 
tal es el caso de la Organización de 
Naciones Unidas, en el ámbito mun¬ 
dial, y la Organización de Estados 
Americanos, en el ámbito regional, al 
igual que otras como la Comunidad 
Europea o, a nivel subregional, el 
Pacto Andino, dentro de las más co¬ 
nocidas por los colombianos. La crea¬ 
ción de los organismos internaciona¬ 
les y la ejecución de los programas 
que adelantan se ha multiplicado y 
diversificado en las últimas décadas. 
Existen organismos dedicados a la sa¬ 
lud, a la infancia, al trabajo, a las co¬ 
municaciones, a la protección de de¬ 
rechos, que se han especializado en 
su área logrando destacados éxitos. 

A nivel mundial la idea de las orga¬ 
nizaciones internacionales tiene ori¬ 
gen en la época antigua, y desde en¬ 
tonces sus objetivos han sido la bús¬ 
queda de la cooperación internacional 
y la prevención de los conflictos, para 
de esta manera lograr el beneficio de 
quienes forman parte de la organiza¬ 
ción. Pero es especialmente en el siglo 
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Primera Conferencia de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, fundadora de la FAO f 
reunida en Hot Springs, Virginia , mayo ¡8 de 1943. Foto Usis. 


xx cuando las organizaciones se em¬ 
piezan a crear a nivel mundial, se 
multiplican y se especializan en di¬ 
versos campos del derecho interna¬ 
cional para lograr que los asociados a 
cada una de ellas gocen de mayores 
ventajas y participen de las decisiones 
que allí se toman, Colombia no se ha 
quedado al margen de este movi¬ 
miento y hoy en día hace parte o tiene 
relaciones establecidas con numero¬ 
sos organismos internacionales, ade¬ 
más de ser el promotor de conferen¬ 
cias internacionales sobre temas espe¬ 
cíficos y de impulsar la creación y 
mantenimiento de organizaciones 
como el Grupo de Contadora para el 
logro de la paz en Centroamérica* 
Entendemos por organizaciones in¬ 
ternacionales tanto los organismos in¬ 
ternacionales como tales, es decir 
como sujetos de derecho internacio¬ 
nal, como aquellas agrupaciones de 
países que persiguen objetivos deter¬ 
minados en pro de la humanidad o 
de sus miembros, sin tener acuerdo 
constitutivo, lo que daría una catego¬ 
ría diferente en el plano internacio¬ 
nal, pues sus pretensiones se discu¬ 
ten durante reuniones de las partes 


y sus objetivos se planean sin tener 
un marco institudonaL 

Organización 

de las Naciones Unidas íonu) 

El antecedente inmediato de esta or¬ 
ganización fue la Sociedad de las Na¬ 
ciones, que surgió a raíz de la termi¬ 
nación de la primera guerra mundial 
en 1919, Colombia adhirió al pacto 
con una reserva, en el sentido de que 
la Constitución de la República confe¬ 
ría autorización al Congreso para per¬ 
mitir el paso de tropas extranjeras por 
el territorio nacionah 

La finalidad de la Sodedad de las 
Naciones era sustituir la rivalidad de 
los países por una cooperación inter¬ 
nacional, y el establecimiento de una 
doctrina según la cual la agresión ar¬ 
mada es un crimen contra la humanh 
dad, además de otras disposiciones 
referentes a la composición de la so¬ 
ciedad, órganos, asamblea, el conse¬ 
jo, secretaría, sede e inmunidades, 
garantías territoriales y de indepen¬ 
dencia, procedimientos en caso de di- 
ferendas, tratados internacionales, 
compromisos, mandatos, administra¬ 
ción y oficinas internacionales. La So¬ 


ciedad de las Nacieres terminó de he¬ 
cho con la iniciación de la segunda 
guerra mundial en 1939, 

La Carta de las Nadon es Unidas, 
firmada en San Erandsco el 26 de ju¬ 
nio de 1945, fue el final de una serie 
de negociaciones entre varios países 
que estaban de acuerdo en la necesi¬ 
dad de establecer una nueva organi¬ 
zación internacional, basada en la 
igualdad y el deseo de la paz. Colom¬ 
bia aprobó la Carta con la ley 13 de 
1945 y depositó su instrumento de ra- 
tificadón el 5 de noviembre de 1945, 
siendo considerado como miembro 
original de las Nadones Unidas. 

Los fines de la Carta de las Nado¬ 
nes Unidas son: reafirmar la fe en los 
derechos fundamentales del hombre, 
en la dignidad y el valor de la persona 
humana, y en la igualdad de derechos 
entre los seres y entre ios Estados; 
mantener la justicia y el respeto a las 
obligaciones emanadas de los trata¬ 
dos y de otras fuentes de derecho in¬ 
ternacional; y promover el progreso 
social en todas sus formas. 

En sus 111 artículos, reunidos en 
19 capítulos, la Carta de las Naciones 
Unidas establece las diferentes dispo¬ 
siciones que regulan todo io relacio¬ 
nado con miembros, órganos (Asam 
blea General, Consejo de Seguridad) 
arreglo pacífico de controversias, at 
dones en caso de amenazas a la paz 
acuerdos regionales, cooperación in 
ternacional económica y social, Con 
se jo Económico y Social, dedar aciór 
sobre territorios no autónomos, régi¬ 
men internacional de administración 
fiduciaria. Consejo de Admínistra- 
dón Fiduciaria, Corte Internacional de 
Justicia, secretaría; finalmente, dedica 
cuatro capítulos a las disposidones va¬ 
rias: acuerdos transitorios sobre seguri¬ 
dad, reformas, ratificadón y firma. 

La labor de las Naciones Unidas ha 
sido destacada y su participadón en 
algunos conflictos internacionales ha 
tenido relativo éxito; se le critica en 
aspectos relacionados como la toma 
de decisiones del Consejo de Seguri¬ 
dad y la efectividad de sus resoludo- 
nes, pero lo importante es que existe 
un organismo a nivel mundial encar¬ 
gado de velar por la paz y seguridad, 
pretendiendo en todo tiempo y lugar, 
de manera propia o a través de sus 
agencias especializadas, lograr la co¬ 
operación internacional en todos los 
campos. 

No Alineados 

Como consecuencia del llamado neo- 
colonialismo, las desigualdades eco- 


intemadonales 
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nómicas volvieron a incrementarse en 
el mundo, lo que exigió la reestructu¬ 
ración de las relaciones entre ios paí¬ 
ses industrializados y las naciones po¬ 
bres. La idea del movimiento de los 
No Alineados surgió apoyada por los 
países de reciente independencia, 
que rechazaban alinearse con alguno 
de los bloques aparecidos luego de la 
segunda guerra mundial. 

Los No Alineados nacieron real¬ 
mente en 1961 en Belgrado, donde 
asistieron representantes de 29 nacio¬ 
nes, y otros más en calidad de obser¬ 
vadores. Los principios que orienta¬ 
ron el movimiento fueron: antiimpe¬ 
rialismo, rechazo a la política de blo¬ 
ques, anticolonialismo y coexistencia 
pacífica. Sólo hasta 1970 el grupo se 
empezó a preocupar por las exigen¬ 
cias económicas de los países, y al 
final de esa década, la rivalidad en el 
liderazgo del grupo y el desacuerdo 
entre sus miembros llevó a una crisis 
que duró hasta la conferencia de 
Nueva Delhi, en 1983, donde, preci¬ 
samente, Colombia fue acogida como 
nuevo miembro. Para Colombia esto 
significó, de cierta forma, un cambio 
en la política exterior y tuvo implica¬ 
ciones ideológicas profundas, pues 
constituía una nueva visión de las re¬ 
laciones internacionales, demostrando 


que se podían tomar posiciones inde¬ 
pendientes a nivel mundial, 

A partir de ese momento se comen¬ 
zaron a debatir nuevos temas dentro 
de los No Alineados: el desarme, el 
apartheid, el endeudamiento de Amé¬ 
rica Latina, el caso de Namibia; y se 
buscó dejar un mensaje de paz, de 
independencia y de coexistencia pa¬ 
cífica. 

Colombia busca aprovechar su po¬ 
sición dentro del grupo de los No Ali¬ 
neados para obtener un mejor mer¬ 
cado cafetero, lo mismo que para in¬ 
crementar las relaciones políticas y 
comerciales. La participación de Co¬ 
lombia ha sido muy activa, lo que ser¬ 
virá para lograr sus intereses. 

En Colombia existen tendencias a 
favor y en contra del ingreso a los No 
Alineados; algunos señalan que la in¬ 
corporación al movimiento estuvo 
motivada por el proceso interno de 
paz que se llevaba a cabo; otros opi¬ 
nan que se buscaba una mayor parti¬ 
cipación a nivel internacional, o tal 
vez un acercamientos los países lati¬ 
noamericanos, necesario para esa 
época. Además, ese período coinci¬ 
día con una crisis financiera interna¬ 
cional, para lo cual Colombia busca¬ 
ría, al pertenecer ai movimiento, dar 
con soluciones. 


Hay que recordar que los No Alinea¬ 
dos no son un organismo internacio¬ 
nal como tal, sino un movimiento 
compuesto por países que buscan lo¬ 
grar unos objetivos determinados. 

Comunidad Europea 

La Comunidad Europea representa 
actualmente una gran atracción comer¬ 
cial a nivel mundial, tiene relaciones 
con varios países, con los que esta¬ 
blece desde políricas comerciales co¬ 
munes hasta políticas de cooperación 
para el desarrollo. Fue creada en 1957, 
con la firma del tratado de Roma entre 
Bélgica, República Federal Alemana, 
Francia, Italia, Luxemburgo y Países 
Bajos; en 1973 se incorporaron Dina¬ 
marca, Irlanda y el Reino Unido, pos¬ 
teriormente Grecia, y por último, Es¬ 
paña y Portugal. La Comunidad Eu¬ 
ropea realiza las siguientes activida¬ 
des: supresión de los aranceles adua¬ 
neros entre los Estados miembros; 
creación de una política comercial co¬ 
mún con terceros países; creación de 
políticas comunes sectoriales (agríco¬ 
la, transporte); supresión de obstácu¬ 
los para la circulación de personas, 
servicios y capitales dentro de la Co¬ 
munidad; promoción del desarrollo 
social; y aproximación de las legisla¬ 
ciones nacionales. 
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Respecto a su estructura,, la Comu¬ 
nidad está compuesta básicamente 
por cuatro instituciones: el Consejo, 
formado por voceros de los países 
miembros, que determina las políti¬ 
cas a seguir; la Comisión, integrada 
por los representantes de cada gobier¬ 
no, uno de los cuales es nombrado 
presidente, y que se divide en comités 
especializados; el Parlamento Euro¬ 
peo, conformado por miembros elegi¬ 
dos directamente en cada país, que 
es además un órgano asesor; y la 
Corte de Justicia, que es la autoridad 
para casos relativos a la aplicación de 
los tratados de la Comunidad. 

En los últimos años, la Comunidad 
Europea se ha convertido en socio 
principal de los países del Tercer 
Mundo, no sólo en términos de co¬ 
mercio, sino también de inversiones, 
transferencia de tecnología, ayuda 
técnica, financiera y, algunas veces, 
de aporte de mano de obra especiali¬ 
zada. Colombia ha establecido sus 
vínculos y negociaciones con la Co¬ 
munidad Europea como país en des¬ 
arrollo, y así ha logrado cooperación 
en diferentes áreas, como se refleja 
en los convenios suscritos directa¬ 
mente o con los países miembros. 
Además, hay que destacar que Co¬ 
lombia dirige actualmente en un gran 
porcentaje sus exportaciones hacia la 
Comunidad Europea, donde goza de 
diversas políticas favorables a la coo¬ 
peración que, junto al proceso de 
apertura económica, arrojará segura¬ 
mente muy buenos resultados. 

Organización de Estados 
Americanos íoeaí 
Después de la firma de la Carta de 
las Naciones Unidas, en 1945, los 
países americanos decidieron reu¬ 
nirse en Bogotá el 30 de abril de 1948, 
buscando consolidar en el continente, 
dentro del marco de la democracia, 
un régimen de libertad, respeto, 
apoyo y justicia, fundados en la de¬ 
fensa de los derechos humanos y 
conscientes de que para lograr una 
intensa cooperación continental ten¬ 
drían que plasmar un convenio que 
agrupara a todos los países. Así, ba¬ 
sándose en la paz y seguridad dentro 
de las Naciones Unidas, constituye¬ 
ron la Organización de Estados Ame¬ 
ricanos como un organismo regional. 
La Carta, suscrita por los Estados re¬ 
presentados en la novena conferencia 
internacional americana, fue apro¬ 
bada por Colombia con ley 1 de 1951 
y entró en vigor el 13 de diciembre 
de 1951. 


La Caria de la Organización de Es¬ 
tados Americanos consta de tres par¬ 
tes: en la primera se recoge todo lo 
referente a la naturaleza y propósitos, 
los principios, miembros, derechos y 
deberes de los Estados, solución pa¬ 
cífica de controversias, seguridad co¬ 
lectiva, normas económicas, sociales 
y culturales; la segunda parte hace 
referencia a los órganos que compo¬ 
nen la Organización (el artículo 51 los 
enumera: la Asamblea General, la 
reunión de consulta de ministros de 
Relaciones Exteriores, los consejos, el 
Comité Jurídico Interamericano, la 
Coiñisión Inter americana de Dere¬ 
chos Humanos, la Secretaría General, 
las conferencias y organismos espe¬ 
cializados); la tercera parte se rela¬ 
ciona con las disposiciones varias, ra¬ 
tificación y vigencia. 

Al ratificar la Carta, países como 
Guatemala, Perú y Estados Unidos 
hicieron reservas que fueron acepta¬ 
das por los demás Estados. A partir 
de entonces se han efectuado las si¬ 
guientes reformas a la Carta: reforma 
del 17 de diciembre de 1963, en Nueva 
York, aprobada por la ley 85 de 1965 
y en vigor general desde agosto 31 de 
1965; el 27 de febrero de 1967 se firmó 
el Protocolo de Buenos Aires, apro¬ 
bado por la ley 15 de 1969, que entra¬ 
ría en vigor el 27 de febrero de 1970; 
al respecto Ecuador, Panamá y Ar¬ 
gentina hicieron declaraciones al mo¬ 
mento de firmar, porque no estaban 
de acuerdo integramente con las dis- 


posici o n e s con tenidas* Pos terior men¬ 
te, el 5 de diciembre de 1985, se rea¬ 
lizó otra reforma sustancial a la Carta, 
en Cartagena de Indias, firmándose 
otro protocolo de reformas que fue 
aprobado por la ley 77 de 1986 y de¬ 
positado el instrumento de ratifica¬ 
ción ante la Secretaría General de la 
Organización de Estados America¬ 
nos, el 12 de marzo de 1987, entrando 
en vigor general el 16 de noviembre 
de 1988; allí se reformaron aspectos 
considerados como fundamentales 
en el marco de la organización, como 
el fortalecimiento de la democracia re¬ 
presentativa en el continente, la pre¬ 
cisión conceptual en cuanto a la de¬ 
mocracia y el pluralismo, el propósito 
de limitar los armamentos convencio¬ 
nales en los países partes, la modifi¬ 
cación de la Carta en cuanto a la aper¬ 
tura de la Organización de Estados 
Americanos a los países caribeños, el 
proceso de desarrollo integral de 
América Latina, la solución pacífica 
de controversias, la ampliación de las 
facultades del secretario de la Organi¬ 
zación y algunas reformas de carácter 
institucional. 

Pacto Andino 

En 1960 fue firmado en Montevideo el 
tratado constitutivo de la Asociación 
Latinoamericana de Libre Comercio 
(ALALC) por los gobiernos de Argenti¬ 
na, Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 
Ecuador, México, Paraguay, Perú, 
Uruguay y Venezuela, que se convir- 
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tió en el primer intento multinacional 
para lograr una integración de los 
países del área. Esta asociación tenía 
como propósitos establecer una zona 
de libre comercio y eliminar los dere¬ 
chos aduaneros y todo lo que pudiera 
entorpecer el libre tránsito de mercan¬ 
cías entre los países miembros. Como 
experimento en el marco teórico, la 
Asociación fue buena, sin embargo, 
en la práctica fracasó debido a los me¬ 
canismos establecidos y, además, 
porque el comercio no era la única 
solución a los problemas económicos 
de la región. 

Entonces surgió el Grupo Andino, 
que a través del acuerdo de integra¬ 
ción subregionar suscrito en 1969 por 
los gobiernos de Bolivia, Colombia, 
Chile, Ecuador y Perú, plantea un 
modelo de desarrollo con el elemento 
de la industrialización y basado en la 
integración, no sólo económica y co¬ 
mercial, sino también política y cultu¬ 
ral Venezuela se adhirió en 1973 y 
Chile se retiró en 1978, 

Desde ia firma del acuerdo, Colom¬ 
bia ha impulsado políticas tendientes 
a implementar el proceso de integra¬ 
ción; promovió la creación del Tribu¬ 
nal Andino de Justicia, en 1979, que 
se constituyó en un paso importante 
para que los países partes aceptaran 
el principio de la aplicación directa de 
las decisiones de la comisión. Al lado 
del tribunal se crearon otras dos ins¬ 
tituciones para consolidar el acuerdo: 
el Consejo Andino y el Parlamento 
Andino, también en 1979, que han 
venido colaborando con los órganos 
del acuerdo para el desarrollo de las 
políticas a seguir. 

Colombia ha participado activa¬ 
mente en el comercio andino, demos¬ 
trando su actividad en el intercambio 
que ha tenido con los países del área 
desde 1981. Dentro del marco de la 
integración se han firmado convenios 
como el Convenio Andrés Bello, sobre 
educación, cultura y ciencia, en 1970; 
el Simón Rodríguez, sobre trabajo, en 
1973; el Hipólito Unanue, en el campo 
de la salud, en 1971. El 30 de octubre 
de 1976 se firmó el Protocolo de Lima, 
adicional al Acuerdo de Cartagena, 
aprobado por la ley 42 de 1978 y en 
vigor general desde el 25 de abril de 
1979. 

En los últimos años se ha tratado 
de lograr una mejor armonía en el 
manejo de las relaciones dentro del 
grupo y fomentar una política general 
que debe asumir cada país para hacer 
efectivo el acuerdo y conseguir así 
una adecuada apertura del bloque 



Firma de la Declaración de Bogotá para la 
creación del Pacto Andino , por los presidentes 
Raúl Leoni (Venezuela), Eduardo Freí (Chile) 
y Carlos Lleras (Colombia) y por Galo Plaza Lasso 
y Fernando Schwalb López, representantes 
de Ecuador y Perú, Agosto 16 de 1966. 


frente a otros organismos regionales 
en el campo internacional 

El 12 de agosto de 1980 se firmó en 
Montevideo el tratado constitutivo de 
la Asociación Latinoamericana de In¬ 
tegración (alaDI), actualmente vigen¬ 
te, que derogó el tratado de 1960 y 
buscó mejorar y corregir los proyectos 
de integración allí contemplados. 

Otros tratados suscritos por Co¬ 
lombia en relación con estos temas 
son: 

- Convenio constitutivo de la Cor¬ 
poración Andina de Fomento. Bogo¬ 
tá, febrero 7 de 1968, aprobado por 
la ley 103 de 1968 y en vigor para 
Colombia desde enero 30 de 1970. 

- Convenio que establece la Orga¬ 
nización Latinoamericana de Ener¬ 
gía. Lima, noviembre 2 de 1973, apro¬ 
bado por la ley 6 de 1976 y en vigor 
para Colombia desde marzo 6 de 

1976. f ^ 

- Convento constitutivo del Sis¬ 
tema Económico Latinoamericano, 
Panamá, octubre 17 de 1975, apro¬ 
bado por la ley 15 de 1979 y en vigor 
para Colombia desde junio 18 de 
1979, 

- Acuerdo para el establecimiento 
del Fondo Andino de Reservas. Cara¬ 
cas, noviembre 12 de 1976, aprobado 
por la ley 29 de 1977 y en vigor para 
Colombia desde junio 8 de 1978, 

- Convenio marco de cooperación 
entre el Grupo Andino y la República 
Argentina. Caracas, julio 25 de 1983, 
en vigor general desde julio 25 de 
1983, 

- Protocolo relativo a la coopera¬ 
ción comercial y económica entre el 
Acuerdo de Cartagena y sus países 
miembros: Bolivia, Colombia, Ecua¬ 
dor, Perú y Venezuela y la Comuni¬ 
dad Europea del Carbón y el Acero. 
Cartagena, diciembre 17 de 1983, 


aprobado por la ley 127 de 1985 y en 
vigor desde 1986, 

- Acuerdo de cooperación entre el 
Acuerdo de Cartagena y sus países 
miembros: Bolivia, Ecuador, Perú, 
Colombia y Venezuela y la Comuni¬ 
dad Económica Europea, Cartagena, 
diciembre 17 de 1983, aprobado por 
la ley 34 de 1985. 

Grupo de Contadora 

Debido a la crisis centroamericana, 
originada por diferentes causas, espe¬ 
cialmente políticas, nació en 1983 el 
Grupo de Contadora, que se consti¬ 
tuyó en una ilusión de paz para el 
área centroamericana. El grupo es¬ 
taba formado por representantes de 
países que conocían el conflicto y 
cuyo único interés era poder lograr 
su propósito: Colombia, México, Pa¬ 
namá y Venezuela; posteriormente se 
unieron Perú, Brasil, Argentina y 
Uruguay, a los que se llamó grupo de 
apoyo. 

Entre los objetivos del Acta de Con¬ 
tadora se pueden destacar los si¬ 
guientes: 1) basarse para el logro de 
sus fines en los principios de derecho 
internacional contemplados en la 
Carta de la Organización de las Nacio¬ 
nes Unidas y de la Organización de 
los Estados Americanos; 2) la bús¬ 
queda de una democracia política, 
económica y social en los países de 
la zona y una reactivación del comer¬ 
cio regional; 3) concientizar a las par¬ 
tes sobre la necesidad de reducir el 
material de guerra, prevenir el uso 
del territorio para actos terroristas y 



Sello de correos conmemorativo del Grupo 
de Contadora (México , Panamá, Colombia 
y Venezuela), diseño de Jaira Romero V., 1984. 
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eliminar las bases militares extranje¬ 
ras; 4) garantizar los derechos huma- 
nos y propugnar por la reconciliación 
nacional. 

El primer logro del Acta de Conta¬ 
dora fue evitar un conflicto mayor; en 
segundo Jugar, logró reunir a todos 
Jos países centroamericanos y persua¬ 
dirlos para que dialogaran acerca de 
sus diferencias. Colombia es conside¬ 
rada como el país gestor de ese pro¬ 
ceso de paz. 

Infortunadamente, después de va¬ 
rios intentos y reuniones para lograr 
acuerdos, el Grupo de Contadora no 
alcanzó a cristalizar todos sus objeti¬ 
vos, por lo que tuvo que dar paso a 
nuevas propuestas que se constitui¬ 
rían en la base del acuerdo para la 
tan deseada paz centroamericana. 
Esto sucedió a partir de 1986, y actual¬ 
mente esos esfuerzos se han conver¬ 
tido en realidad a través de los acuer¬ 
dos firmados para lograr la conviven¬ 
cia pacífica de los países de la región* 

Grupo de los 8 

En el mes de noviembre de 1987 se 
reunieron en México ocho presiden¬ 
tes latinoamericanos, representantes 
de los países que hacían parte de 
Contadora y los del grupo de apoyo, 
para examinar los aspectos políticos 
y económicos que estaban enfrentan¬ 
do* Se analizaron problemas comu¬ 
nes como el de la deuda externa, el 
manejo de sus economías, la autono¬ 
mía tecnológica, sus identidades y 
otros más de carácter internacional. 

Desde el mes de febrero de 1988 
Panamá comenzó a tener inconve¬ 
nientes para seguir siendo parte del 
grupo, hasta el punto de que en una 
reunión celebrada con posterioridad 
se propuso que fuera reemplazada 
por Ecuador; además, se habían pre¬ 
sentado varias solicitudes a la Organi¬ 
zación de Estados Americanos para 
la investigación de la violación de los 
derechos humanos en Panamá du¬ 
rante el régimen del general Manuel 
Antonio Noriega. 

En 1989 se volvió a reunir el Grupo 
de los 8 para buscar soluciones a los 
retos comunes, en especial a la deuda 
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externa* En esta oportunidad ios paí¬ 
ses miembros consideraron que este 
problema había tomado visos políti¬ 
cos y amenazaba con aumentar el em¬ 
pobrecimiento y la dependencia exis¬ 
tentes, por eso se necesitaba buscar 
nuevos recursos por medio de crédi¬ 
tos e incrementar las exportaciones 
intrarregionales, esenciales para ge¬ 
nerar recursos que debían aplicarse 
al crecimiento interno; además, el ser¬ 
vicio de la deuda debía ajustarse a la 
capacidad de pago de cada país* 
También se trataron temas como el 
narcotráfico y se solicitó a los países 
industrializados asumir en conjunto 
la responsabilidad de la lucha contra 
el tráfico de estupefacientes y una es¬ 
trecha cooperación entre los países 
del grupo para dar soluciones a este 
problema. De igual manera se toma¬ 
ron decisiones y se hicieron recomen¬ 
daciones referentes a la preservación 
ecológica en la región y a la importan¬ 
cia del fenómeno ambiental para el 
derecho internacional. Hasta 1990 el 
grupo tuvo importancia en los asun¬ 


tos que preocupaban a los países par¬ 
tes, destacándose en el ámbito ameri¬ 
cano e internacional; sin embargo, la 
falta de integración y de voluntad en 
la ejecución de los planes ha llevado 
a este grupo subregional a decrecer 
en sus intentos para aliviar los proble¬ 
mas planteados en la época de su for¬ 
mación. 

Grupo de los 3 

Conformado por México, Venezuela 
y Colombia, el Grupo de los 3 ha man¬ 
tenido firmes las ideas de cooperación 
en diferentes áreas. Los países miem¬ 
bros han acordado planes a corto y 
mediano plazos que, indudablemen¬ 
te, alcanzarán ventajas significativas 
para cada uno de ellos. En lo relativo 
al comercio, los objetivos se lograrán 
a través de normas en materia de 
aranceles, lo que facilitará llevar a 
cabo las transacciones; igual sucede 
con el intercambio de servicios, tecno¬ 
logía y apoyo económico. 
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Servicio diplomático 

La política exterior, como el conjunto 
de acciones que un Estado desarrolla 
en la búsqueda de determinados ob¬ 
jetivos más allá de sus fronteras, y la 
diplomada, como el principal instru¬ 
mento de un Estado para entablar re¬ 
laciones internacionales con otros su¬ 
jetos de derecho internacional, mate¬ 
rializan su labor estableciendo en el 
exterior entes encargados de tal fin. 

La convención de Viena sobre rela¬ 
ciones diplomáticas, suscrita en esa 
ciudad el 18 de abril de 1961, aprobada 
por Colombia a través de la ley 6 de 
1972, depositado su instrumento de 
ratificación el 5 de abril de 1973 y vi¬ 
gente un mes después de esta fecha, 
busca garantizar el eficaz desempeño 
de las funciones diplomáticas en cali¬ 
dad de representantes de los Estados, 
y en su afán de contribuir al estable¬ 
cimiento de relaciones amistosas en¬ 
tre las naciones, establece parámetros 
para que los Estados se identifiquen 
en cuanto a las funciones de las misio¬ 
nes diplomáticas. Entendiendo como 
Estado acreditante a aquel que envía 
a sus representantes, y como Estado 
receptor a aquel que los recibe en su 
territorio, estas funciones consisten, 
principalmente, en: 

a) Representar al Estado acredi¬ 
tante ante el Estado receptor. 

b) Proteger en el Estado receptor 
los intereses del Estado acreditante, 
al igual que el interés de sus naciona¬ 
les, ya sean personas naturales o jurí¬ 
dicas, 

c) Llevar a cabo las negociaciones 
que se le encarguen ante el Estado 
receptor, 

d) Informar al gobierno respectivo 
sobre todos aquellos acontecimientos 
ocurridos en el Estado receptor que 
puedan interesar al Estado acreditante, 

e) Trabajar por el buen logro de las 
relaciones económicas, culturales y 
científicas entre los dos Estados. 

Establecimiento de relaciones 
diplomáticas 

El establecimiento y envío de misio¬ 
nes diplomáticas entre los Estados se 
efectúa por mutuo consentimiento, 
no obstante el cumplimiento de cier¬ 
tas disposiciones, tales como que el 


José Joaquín Casas con d unifórme de embajador de Colombia. Oleo de A> Castellanos , Madrid. 
Ministerio de Relaciones Exteriores , Palacio de San Carlos, Bogotá. 


Estado acreditante deberá obtener el 
asentimiento del Estado receptor en 
cuanto a la persona que se proponga 
acreditar como jefe de misión, y si 
éste se negare a aceptarlo, no está 
obligado a expresar sus motivos. De 
igual manera, el Estado acreditante 
no podrá establecer oficinas que for¬ 
men parte de la misión en localidades 
distintas del lugar donde se radique 


la propia misión, sin el consenti¬ 
miento previo y expreso del Estado 
receptor. 

El jefe de misión asume sus funcio¬ 
nes en el Estado receptor desde el mo¬ 
mento en que presenta sus cartas cre¬ 
denciales o ejecuta la práctica acos¬ 
tumbrada en el Estado receptor para 
estos casos. Con respecto a los jefes 
de misión, la convención sobre rela- 
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Pasaporte concedido a Camilo Torres 
por el gobernador de Cundimmarca 
José Nicolás Rivas, abril l de 1816, 
Casa Museo 20 de Julio , Bügotá. 


clones diplomáticas hace la siguiente 
clasificación; 

a) Embajadores o nuncios, acredita¬ 
dos ante los jefes de Estado; otros je¬ 
fes de misión de rango equivalente; 

b) Enviados, ministros o internun¬ 
cios, acreditados ante los jefes del Es¬ 
tado; y 

c) Encargados de negocios, acredi¬ 
tados ante los ministros de Relaciones 
Exteriores, 

Facilidades, privilegios 
e inmunidades 

Los Estados receptores brindarán la 
colaboración necesaria para el desem¬ 
peño de las actividades de las misio¬ 
nes diplomáticas. Entre las facilida¬ 
des y privilegios concedidos pode¬ 
mos mencionar: 

a) Las misiones diplomáticas y su 
jefe tienen derecho a colocar la ban¬ 
dera y el escudo del Estado en los 
locales de la misión, incluyendo la re¬ 
sidencia del jefe de la misión y en sus 
medios de transporte. 

b) El Estado receptor colaborará 
para la instalación en su territorio de 
las respectivas misiones, e incluso 
ayudará a obtener alojamiento para 
sus miembros, 

c) Los locales de la misión serán 
inviolables y el Estado receptor adop¬ 
tará las medidas adecuadas para pro¬ 
tegerlos de cualquier daño. No po¬ 
drán ser objeto de registro, requisa, 
embargo o medida de ejecución. 
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d) Existirá para el Estado acredi¬ 
tante y el jefe de misión una exención 
en cuanto a impuestos y gravámenes 
sobre locales de la misión de que sean 
propietarios o inquilinos, salvo aque¬ 
llos que constituyan pago de servicios 
particulares prestados. 

e) Los documentos, al igual que los 
archivos de la misión, serán inviola¬ 
bles dondequiera que se hallen. 

f) Habrá libertad de movilización y 
tránsito por el territorio del Estado 
receptor para ios miembros de la mi¬ 
sión, salvo en aquellos sidos que por 
seguridad nacional no sea posible. 

g) Se permitirá y protegerá la libre 
comunicación de la misión para todos 
los fines oficiales a través de los me¬ 
dios adecuados, como son los correos 
diplomáticos, mensajes, etc. La co¬ 
rrespondencia oficial de la misión es 
inviolable. 

h) Estarán exentos de todo im¬ 
puesto y gravamen todos los dere¬ 
chos y aranceles que perciba la mi¬ 
sión. 

i) Tanto la persona del agente diplo¬ 
mático, como la residencia y sus do¬ 
cumentos en general, gozan de invio¬ 
labilidad. 

j) El agente diplomático no puede 
ser objeto de detención o arresto; de 
igual manera, goza de inmunidad de 
la jurisdicción penal del Estado recep¬ 
tor, También goza de inmunidad en 
lo civil y administrativo, con algunas 
excepciones consagradas en el ar¬ 
ticulo 31 de la convención de Viena 
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Sobre de correo enviado a José Fernández Madrid , 
en Ijondres , por el embajador Ignacio Sánchez 
de Tejada, Roma , abril 15 de 1820 . 
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Sanción de la Convención general de paz, amistad, 
navegación y comercio con Colombia, firmada por 
John QuincyAdams, presidente de Estados Unidos, 
1824 . Archivo de la Cancillería t Bogotá . 

sobre relaciones diplomáticas. Es per¬ 
mitido al Estado acreditante renun¬ 
ciar a la inmunidad de jurisdicción de 
sus agentes diplomáticos, al igual que 
de otras personas que gocen de inmu¬ 
nidad, como los miembros de su fami¬ 
lia, los miembros del personal admi¬ 
nistrativo y técnico de la misión con 
sus familias, los miembros de perso¬ 
nal de servicio de la misión y los cria¬ 
dos particulares de los miembros de 
la misión, siempre y cuando todos 
ellos no sean nacionales del Estado 
receptor, 

k) Habrá un tratamiento favorable 
al agente diplomático en cuanto a la 
exención de impuestos y gravámenes 
personales o reales, salvo aquellas 
transacciones de índole privada. 

l) Aun en caso de ruptura de rela¬ 
ciones diplomáticas entre los dos Es¬ 
tados, el Estado receptor está obli¬ 
gado a respetar y proteger ios locales 
de la misión diplomática. 

Todas estas facilidades, privilegios 
e inmunidades no deben convertirse 
en un abuso de los derechos de los 
demás, se deben respetar las leyes y 
reglamentos del Estado receptor; 
igualmente, no se debe intervenir en 
los asuntos internos de ese Estado, 
observando buena conducta y de¬ 
jando en alto el nombre del Estado 
acreditante. El propósito de los privi¬ 
legios e inmunidades no es beneficiar 
a los individuos, sino asegurar el 
cumplimiento eficiente de las funcio¬ 
nes de Las misiones diplomáticas. 
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Convención consular para las colonias holandesas 
en el Caribe , firmada por el rey Guillermo III 
de los Países Bajos, julio 20 de 1831, 

Archivo de la Cancillería , Bogotá. 


Misiones diplomáticas en las 
organizaciones internacionales 

La aparición de nuevas organizacio¬ 
nes internacionales a nivel mundial/ 
regional e inclusive subregional, con 
las múltiples actividades a las que 
se han dedicado, ha llevado a consi¬ 
derar la forma de participación que 
los países puedan tener en aquéllas. 
Una forma de participación sería la 
representación del Estado en las reu¬ 
niones o conferencias diplomáticas a 
las cuales se envía a uno o a varios 
delegados para que asistan y partici¬ 
pen de acuerdo con las instrucciones 
impartidas por el respectivo gobier¬ 
no; otra forma es actuar como sujeto 
de derecho internacional/ cuando las 
organizaciones internacionales tie¬ 
nen relaciones directas con los Esta¬ 
dos y para poder desempeñar sus 
funciones deben establecer sedes en 
territorio de los Estados anfitriones. 


los cuales, de acuerdo con el derecho 
internacional, les conceden una serie 
de privilegios e inmunidades, tanto 
a las misiones, como a los locales y 
al personal acreditado. Cuando son 
los Estados los que envían sus misio¬ 
nes para que los diplomáticos ejerzan 
sus funciones en las sedes de las orga¬ 
nizaciones internacionales, se opera 
de igual manera. En cuanto a la acre¬ 
ditación de los representantes de los 
gobiernos en las organizaciones inter¬ 
nacionales, hay que mencionar que 
ésta se realiza ante la organización 
misma y no ante el Estado donde está 
instalada la sede del organismo. 

Las inmunidades y privilegios de 
los representantes de los Estados ante 
las organizaciones internacionales y 
los representantes de éstas en los Es¬ 
tados son similares a los otorgados a 
los representantes o enviados entre 
los Estados, puesto que la finalidad 
es la misma y se busca poder desem¬ 
peñar con independencia las fundo¬ 
nes encomendadas, bien sea en el 
país donde el organismo se va a esta¬ 
blecer o en el país donde tenga su 
sede la organización internacional. 

Servicio consular 

Entre ios propósitos del servido con¬ 
sular podemos mencionar los si¬ 
guientes: 

a) Representar al Estado acredi¬ 
tante ante los países donde se instale 
el respectivo consulado. 

b) Defender los intereses del Estado 
acreditante, así como promover las 
relaciones internacionales de coope¬ 
ración económica, cultural y científica 
con el Estado receptor. 

c) Proteger a los nacionales del Es¬ 
tado acreditante, sean personas natu¬ 
rales o jurídicas, de acuerdo con el 
derecho internacional; igualmente, 
prestarles ayuda y asistencia. 

d) Promover las relaciones comer¬ 
ciales y de intercambio entre los res¬ 
pectivos países. 



Convención consular entre Ecuador y Nueva 
Granada, firmada por el presidente encargado 
de ese país, Marcos Espinel, abril 12 de 1858 . 
Archivo de la Cancillería, Bogotá . 


e) Comunicar al respectivo go¬ 
bierno todo aquello que pueda ser útil 
para el Estado acreditante, respecto 
a acontecimientos ocurridos en el Es¬ 
tado donde estén desempeñando sus 
funciones. 

Además, el servido consular de¬ 
sempeña funciones encaminadas a lo¬ 
grar una adecuada aplicación de los 
instrumentos internacionales suscri¬ 
tos entre los países, lo mismo que 
otras referentes a la expedición de vi¬ 
sas, pasaportes, certificaciones y au¬ 
tenticaciones , entre otras actividades. 

El servicio consular actúa como me¬ 
dio de enlace entre las autoridades 
judiciales de los países cuando se no¬ 
tifican providencias, se realizan dili¬ 
gencias judiciales y comisiones roga¬ 
torias, que se remiten a través de las 
corre sp ondi ente s comunicaciones; 
también se encarga de cumplir actos 
notariales fuera del país, incluido el 
de registro civil y el proceso electoral. 

La convención de Viena sobre rela¬ 
ciones consulares, celebrada en esa 
ciudad el 24 de abril de 1963, fue apro¬ 
bada en Colombia por la ley 17 de 
1971, entrando en vigor el 6 de sep¬ 
tiembre de 1972, fecha del depósito 
del instrumento de ratificación. Esta 
convención busca el mantenimiento 
de la igualdad de los Estados, lo 
mismo que fomentar las relaciones de 



Membretes con el escudo de Colombia, de las legaciones en Venezuela (1870), Roma (1880) y consulado en Liverpool (1923), encargado de la hacienda 
e inspección fiscal de los consulados europeos. Archivo de la Cancillería, Bogotá. 
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amistad entre las naciones, garanti¬ 
zando a las oficinas consulares un efi¬ 
caz desempeño de sus fundones en 
nombre de sus respectivos países. 

Establecimiento de relaciones 
consulares 

Las relaciones consulares se efectúan 
por mutuo consentimiento entre los 
países. El establecimiento de relacio¬ 
nes diplomáticas supone el de las re¬ 
laciones consulares, salvo disposición 
contraria. En el caso de una posible 
ruptura de las relaciones diplomáti¬ 
cas, ésta no implica la ruptura de las 
relaciones consulares. Esto revela 
derta independenda entre las potes¬ 
tades representativas del Estado en 
el exterior; sólo en ocasiones esperia- 
les, cuando las funciones consulares 
son ejercidas por las misiones diplo¬ 
máticas, se confunden las potestades 
y, por consiguiente, las actividades. 

Para el establea miento de una ofi¬ 
cina consular se deben observar der¬ 
las reglas, consagradas dentro del de- 
rech o in terna cion al: 

a) Consentimiento del Estado re¬ 
ceptor del establecimiento de una ofi¬ 
cina consular. 

b) Aprobación del Estado receptor 
de la clase, circunscripción y sede de 
la oficina consular. 

c) Consentimiento del Estado re¬ 
ceptor al consulado que desee abrir 
otra oficina o una agencia consular en 
una localidad diferente de la ya esta¬ 
blecida. 
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Categorías de funcionarios, 
derechos y prohibiciones 

Los funcionarios consulares se clasifi¬ 
can en: cónsules generales, cónsules, 
vicecónsules y agentes consulares. 
Cada uno de ellos tiene una situación 
en el escalafón de la carrera consular; 
no obstante, pueden desempeñar di¬ 
ferentes funciones según las que les 
sean asignadas. 

Una vez nombrado el funcionario 
para su cargo en el exterior, el presi¬ 
dente de la República, o quien haga 
sus veces, y el ministro de Relaciones 
Exteriores envían un documento, lla¬ 
mado carta patente o notificación de 
nombramiento, al país para el que 
haya sido designado el funcionario, 
con el fin de que se le reconozca como 
tal y empiece a gozar de las prerroga¬ 
tivas, fueros y privilegios que le co¬ 
rresponden. El Estado receptor, a su 
vez, expide una credencial o exequá¬ 
tur que lo autoriza para ejercer sus 
funciones en el lugar y rango que in¬ 
dica el documento. 

El funcionario que ha sido nom¬ 
brado para desempeñar un cargo con¬ 
sular en propiedad, al igual que sü 
cónyuge, tiene derecho a recibir pasa¬ 
porte diplomático para viajar y residir 
en el lugar donde ejercerá el cargo; 
igualmente, tiene derecho a que se le 
suministren los pasajes de ida y re¬ 
greso al lugar de sus funciones para 
él, su cónyuge y sus hijos. Se ie reco¬ 
nocen también viáticos y una prima 
de instalación. 


Los funcionarios consulares, al 
igual que los diplomáticos, tienen de¬ 
recho a que se Ies reembolsen los gas¬ 
tos de equipaje o de transporte del 
menaje doméstico. Para que se reco¬ 
nozcan esos valores, el transporte se 
deberá hacer dentro de un límite de 
tiempo determinado, y el funcionario 
debe haber ejercido el cargo por un 
tiempo mínimo. 

Los funcionarios consulares remu¬ 
nerados tienen prohibiciones en el 
ejercicio de su cargo, absteniéndose 
de realizar actos tales como ausen¬ 
tarse de su sede sin permiso o licencia 
previa concedida por el Ministerio de 
Relaciones Exteriores; residir en ciu¬ 
dad distinta de la fijada en el nombra¬ 
miento; adquirir bienes raíces en el 
país donde se encuentren, sin la de¬ 
bida autorización de la Cancillería; 
admitir y usar condecoraciones sin 
autorización del gobierno colombia¬ 
no; ejercer profesión u oficio diferente 
de las fundones que le corresponden; 
permitir el acceso a documentos, ar¬ 
chivos, correspondencia y oficinas a 
personal que no esté debidamente au¬ 
torizado; dar declaraciones sin la de¬ 
bida autorización del jefe de misión 
o del Ministerio de Relaciones Exte¬ 
riores; instalar oficinas en su casa de 
habitación, salvo autorización previa 
de la Cancillería; desempeñar cargos 
remunerados o ad honorem de gobier¬ 
nos extranjeros o de entidades extran¬ 
jeras o nacionales. 

Oficinas consulares 

Las oficinas consulares, además de 
todos sus muebles y enseres, símbo¬ 
los u otros efectos de la nación, con¬ 
tienen gran cantidad de documentos, 
valores y otras especies, dentro de los 
cuales hay certificaciones bancarias, 
dinero en efectivo que se encuentra 
en cajas, valores en custodia deposi¬ 
tados en el consulado por entidades 
diversas con sus correspondientes re¬ 
cibos, testamentos otorgados ante el 
consulado, documentos en general 
expedidos por el consulado o por par¬ 
ticulares, inventario de lo que se en¬ 
cuentra en el consulado, libros, códi¬ 
gos y otros textos de consulta. 

Las diferentes categorías de las ofi¬ 
cinas consulares, la jurisdicción 
donde actúan, el número y calidad 
de su personal se determinan te¬ 
niendo en cuenta las necesidades re¬ 
queridas para el adecuado desem¬ 
peño de las fundones consulares; 
también influye el interés que tenga 
el país en las relaciones con el Estado 
receptor. 


Membretes de la Cancillería colombiana con las Ordenes de Boyará y de San Carlos. 
Ministerio de Relaciones Exteriores, Palacio de San Carlos , Bogotá. 
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Pasaportes colombianos ; ordinario (i969) t colectivo expedido en BammqutUa Pasaportes colombianos expedidos en México U93'I), Guayaquil (1939) 

(19331 de emergencia (1951), del Magdalena (1926), de Bolívar (1940) y Nueva Orleans (1938), Archivo de la Cancillería, Bogotá, 

y pasaporte oficial (1936). Archivo de la Cancillería, Bogotá. 


Durante los últimos años se han 
creado y suprimido consulados en di¬ 
ferentes países; se destacan los casos 
de Estados Unidos y España, donde 
fueron eliminados varios, debido 
principalmente al cambio en las rela¬ 
ciones internacionales e intereses de 
política exterior. Colombia se ha 
preocupado por iniciar relaciones 
con ios países nuevos. Cuando no 
existe una oficina consular instalada 
en algún territorio, la actividad del 
servicio exterior se ejerce por funcio¬ 
narios acreditados en países vecinos. 

Con respecto a la ubicación de las 
oficinas consulares, éstas deberán 
instalarse Jo más próximas que sea 
posible del centro de la ciudad, y ten¬ 
drán por lo menos una sala para el 
jefe de la oficina y otras en el número 
que fuere necesario para los demás 
servidos, de acuerdo con el movi¬ 
miento e importancia del consulado. 
Los cónsules deberán dedicar las ofi¬ 
cinas del consulado única y exclusiva¬ 
mente al servicio oficial, y en caso de 
traslado, informar oportunamente 
al Ministerio de Relaciones Exterio¬ 
res, con la descripción de su ubica¬ 
ción, números de teléfono y apartado 
aéreo. 

Facilidades, privilegios 
y deberes 

Las oficinas consulares gozan de pri¬ 
vilegios similares a los de las misiones 
diplomáticas. Todo Estado receptor 
brindará las facilidades necesarias 
para el adecuado ejercicio de las fun¬ 
ciones de las oficinas consulares. Én¬ 
tre otras, habrá un tratamiento espe¬ 
cial en lo referente a la exención fiscal 
de los locales consulares; el Estado 


receptor protegerá la libertad de co¬ 
municación y la oficina consular po¬ 
drá utilizar todos los medios adecua¬ 
dos, como correos, valijas y claves; 
los funcionarios consulares podrán 
comunicarse libremente con los na¬ 
cionales del país y viceversa; el Es¬ 
tado receptor informará sin retraso 
cualquier caso de defunción, los nom¬ 
bramientos de tutela o cúratela de un 
menor o un incapacitado, y la ocu¬ 
rrencia de un naufragio o accidente 
aéreo, cuando la nave o aeronave 
tenga la nacionalidad del Estado acre¬ 
ditante; existirá un grado de inmuní- 



Pasaportes diplomáticos expedidos en Bogotá 
(1933 ) r Consulado de Nueva York (1940), 
Burdeos (1933) y Bogotá (1947). 

Archivo de la Cancillería, Bogotá. 


dad personal para los funcionarios 
consulares, informándoseles en caso 
de arresto, detención preventiva o 
instrucción de un proceso penal, y 
observando las reglas del proceso; los 
funcionarios y empleados consulares 
gozarán de exenciones como la ins¬ 
cripción de extranjeros y permiso de 
residencia, permiso de trabajo, régi¬ 
men de seguridad social, exención fis¬ 
cal, inspección aduanera, prestacio¬ 
nes sociales. Los miembros de la ofi¬ 
cina consular y sus familias gozarán 
de los privilegios e inmunidades 
desde cuando entran al territorio del 
Estado receptor para tomar posesión 
del cargo, o si ya estuvieren allí, 
desde cuando asumen sus funciones 
en el consulado, y cesarán cuando ter¬ 
mínen las funciones del miembro de 
la oficina consular. 

Por su parte, los funcionarios con¬ 
sulares deberán: 

-Ser leales al país y a sus leyes. 

-Proteger los intereses del Estado 
y de los colombianos que se encuen¬ 
tren allí. 

-Ayudar a los colombianos que re¬ 
siden en su jurisdicción consular. 

-Visitar, controlar e inspeccionar 
las naves o aeronaves que lleguen a 
los aeropuertos de su jurisdicción, y 
prestarles ayuda a aquéllos y a su tri¬ 
pulación. 

-Legalizar y expedir documentos 
de transporte y despacho de mercan¬ 
cías destinadas a Colombia. 

-Expedir pasaportes y documentos 
de viaje. 

-Visar los pasaportes de los extran¬ 
jeros que vengan a Colombia. 

-Cumplir los encargos e instruccio¬ 
nes del gobierno nacional. 
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-Atender e informar acerca de las 
operaciones comerciales que realice 
Colombia con el Estado receptor. 

-Realizar las comisiones judiciales 
que se les encarguen. 

Libros y archivo 

En todo consulado de la República de 
Colombia, y bajo el cuidado del cón¬ 
sul, se deben llevar los siguientes li¬ 
bros: 

a) Posesiones 

b) Registro de correspondencia en¬ 
viada y recibida 

c) Libro de movimiento diario 

d) Inscripción de colombianos 

e) Libro de autenticaciones 

0 Los correspondientes al registro 
civil de las personas 

g) Libro de protocolo y de relación 

h) Indice anual 

Además de éstos, existen otros li¬ 
bros llamados legajos especiales, 
donde se encuentra la relación de ac¬ 
tividades del consulado: pasaportes 
expedidos, pasaportes revalidados, 
certificaciones, inventarios, compro¬ 
bantes banca ríos, visas a extranjeros, 
solicitudes de visas, facturas, despa¬ 
cho de naves y aeronaves, además de 
los necesarios para el control y funcio¬ 
namiento adecuado de la oficina con¬ 
sular. 

En la oficina debe existir un archivo 
consular, organizado y adecuada¬ 
mente arreglado, que se ordenará por 
procedencia o destino y, por lo gene¬ 


ral, utilizando el orden cronológico 
anual. De igual manera deberá existir 
una biblioteca con los principales tex¬ 
tos y libros de consulta referentes a 
la actividad consular. 

En cuanto a la correspondencia 
postal o telegráfica expedida o reci¬ 
bida por los consulados, ésta se con¬ 
sidera como propiedad del Estado; 
por esta razón no puede ser retirada 
de los archivos, y de estos documen¬ 
tos no se podrán sacar copias, salvo 
que tengan destinación oficial, y con 
la previa autorización del Ministerio 
de Relaciones Exteriores. 

Mención especial merece el inven¬ 
tario general que debe hacerse en 
todo consulado, de carácter obligato¬ 
rio, que debe seT remitido al Ministe¬ 
rio de Relaciones Exteriores, pues los 
bienes son de propiedad de la nación. 
Para cualquier cambio de los muebles 
o enseres que figuren en el inventario 
se debe solicitar autorización del Mi¬ 
nisterio, ya que a través de él se ma¬ 
nejan los recursos destinados a la ad¬ 
quisición y administración de los in¬ 
muebles y mobiliarios que requieren 
las sedes diplomáticas y consulares, 
al igual que los gastos de arrenda¬ 
miento y sostenimiento de las oficinas 
consulares. 

Informes económicos 
y comerciales 

Una de las funciones de los cónsules 
es fomentar el desarrollo de las rela- 
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Carta de cese de funciones del embajador 
Luis Córdoba Marido ante Argentina , firmada por 
Guillermo León Valencia , septiembre de 1963 . 
Archivo de la Cancillería f Bogotá. 
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Credencial de AtHtul-Méguid Ramadan f 
embajador de la RAU , firmada por Gamal Abdel 
Nasser, 1961, Archivo de la Cancillería , Bogotá. 


dones comerciales e informar sobre 
la situación económica de la región 
donde se encuentra ubicada su sede. 
Estos informes deben incluir: 

a) Información general, con el nom¬ 
bre de la oficina consular y el pe¬ 
ríodo de tiempo al que corresponde 
el informe. 

b) Un análisis de la situadón eco¬ 
nómica de la región, donde se tratan 
temas referentes al mercado local, le¬ 
gislación comercial, importación de 
mercancías en general y, en espedal, 
las provenientes de Colombia; lo 
mismo que información sobre ios 
eventos, ferias y exposiciones que se 
realicen en su jurisdicción. 

c) Una relación de los hechos eco¬ 
nómicos, financieros e industriales, 
con información sobre lo que está 
ocurriendo tanto en el sector publico, 
como en el sector privado, respecto 
a la ejecución de obras, programas de 
desarrollo, introducción de nuevos 
métodos o sistemas de producáón, 
variaciones que afectan a la industria, 
el comercio, la minería y la agricultu¬ 
ra. 

d) Información sobre comerdo ex¬ 
terior, donde se detallarán los com¬ 
probantes del respectivo período, al 
igual que la situación de los progra¬ 
mas de integración económica de los 
que se beneficia la región y la promo¬ 
ción de exportaciones nacionales y 
proyectos encaminados a incremen¬ 
tarlas. 
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Acía de fíosesídíi de Jasé María Ritáis Grüt?f eomü mínísíttJ plenipotenciario ante la Santa Sede, 
firmada también por el canciller Francisco fosé Urrutia, Bogotá , febrero 13 de 1909 , 


e) Observaciones y recomendación 
ríes, con comentarios sobre los pun- 
tos de mayor importancia, datos vera¬ 
ces y fácilmente comprobables. 

Derechos consulares, facturas 
y certificados 

Los derechos para la nación o dere¬ 
chos consulares son todos aquellos 
emolumentos o ingresos que por con¬ 
cepto de tarifas se reciben por algunas 
actuaciones de la oficina consular, 
como las certificaciones de facturas 
comerciales, las expediciones y reva¬ 
lidaciones de pasaportes colombia¬ 
nos, la visa de pasaportes extranjeros, 
las certificaciones, autenticaciones, 
escrituras públicas y otros actos nota¬ 
riales. Para estos últimos se aplican 
los precios que rigen en el país. 


También existen los llamados docu¬ 
mentos de embarque, que son nece¬ 
sarios para el despacho de mercancías 
hacia el país; entre ellos están las fac¬ 
turas consulares, conocimiento de 
embarque o guía aérea, facturas co¬ 
merciales, certificados de libertad y 
certificados de origen. Todos ellos 
causan costos a quienes los requieran, 
a excepción de los casos en que los 
destinatarios sean entidades de dere¬ 
cho público, esto es, organismos o de¬ 
pendencias que integran las ramas 
del poder publico (los establecimien¬ 
tos públicos, como integrantes de la 
rama ejecutiva, tienen igual exención) 
o misiones diplomáticas, consulares o 
técnicas que estén debidamente acre¬ 
ditadas en nuestro país. Los despa¬ 
chos a zonas francas no requieren vi¬ 


sación consular, pero en caso de que 
se presente algún documento para le¬ 
galización, se deberán hacer efectivos 
los derechos que correspondan. 

Las facturas consulares deben cum¬ 
plir con ciertos requisitos puesto que 
respaldan todo despacho de mercan¬ 
cías del exterior a Colombia. Se excep¬ 
túan los casos de los menajes domés¬ 
ticos y prendas personales de extran¬ 
jeros que lleguen al país a estable¬ 
cerse permanentemente, o de los co¬ 
lombianos que regresen a domici¬ 
liarse en el país, los envíos sin valor 
comercial y muestras, las mercancías 
introducidas al país para fines tempo¬ 
rales como, por ejemplo, las que lle¬ 
gan con destino a las ferias de expo¬ 
sición, y los útiles o herramientas de 
profesión u oficio de personas que lle¬ 
guen al país a instalarse. 

Las facturas consulares deben ela¬ 
borarse en castellano, salvo el caso en 
que el despacho de mercancías se 
haga desde un lugar donde no exista 
consulado colombiano, evento en el 
cual se hará una traducción oficial por 
parte de una persona autorizada para 
tal fin por el Ministerio de Relaciones 
Exteriores colombiano. 

Dentro de los documentos de em¬ 
barque están los certificados de ori¬ 
gen, expedidos por las autoridades 
expresamente determinadas en cada 
país y con la autenticación del cónsul, 
exigidos en virtud de acuerdos de in¬ 
tegración o convenios comerciales; y 
los certificados de pureza, necesarios 
para proceder a la legalización de fac¬ 
turas comerciales en los despachos de 
bebidas alcohólicas, conservas, acei¬ 
tes, esencias; este certificado también 
es expedido por la autoridad compe¬ 
tente del país exportador y debe de¬ 
positarse en el consulado, donde 
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Exequátur de la reina Victoria de Gran Bretaña a su cónsul en Panamá. 
William Perry, 1842. Libro copiador, Archivo de la Cancillería . 


Registros de exequátur a los cónsules José Garulla y Vidal , de España , 
y Luis Fischer, de Alemania , noviembre 11 y diciembre 4 de 1907. 
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Ubm de registro de colombianos que viajan al exterior, 7920. Figuran , entre otros, Luis Cano, fosé Camocho Lorenzana, Morís Gutt, José María González 
Valencia t Benjamín Herrera, Enrique Olaya Herrera, RaimUndo Rivas, Archivo de la Cancillería, Bogotá. 


surte efecto durante determinado 
tiempo para todos los despachos que 
se realicen- 

Colombianos en el exterior 

Una de las principales finalidades del 
servicio exterior, además de la repre¬ 
sentación del Estado, el manteni¬ 
miento de las relaciones diplomáticas 
y la búsqueda de cooperación en cual¬ 
quier área, es brindar protección, 
apoyo e, inclusive, asesoría a los na¬ 
cionales que vivan o trabajen en el 
territorio de un país extranjero. 

Desde el comienzo del estableci¬ 
miento de relaciones entre los países, 
el que más se ha encargado de la labor 
de asistencia y protección a los nacio¬ 
nales ha sido el servicio consular. La 
convención de Viena sobre relaciones 
consulares plasma esa costumbre in¬ 
ternacional en una norma precisa, 
que establece como función consular 
proteger en el Estado receptor a sus 
nacionales, sean personas naturales 
o jurídicas, dentro de los límites per¬ 
mitidos por el derecho internacional. 
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La protección consular se brinda en 
el territorio del Estado receptor y en 
favor de los nacionales que residan o 
se encuentren ocasionalmente en esa 
jurisdicción y hayan recibido un trato 
no debido; en este caso, el cónsul es¬ 
tará legitimado para desarrollar ac¬ 
ción ante la autoridad competente. 

La asistencia consular se refiere es- 
pedalmente a facilitar la permanencia 
de sus connacionales en el Estado re¬ 
ceptor, vela por sus intereses y se di¬ 
ferencia de la protección consular en 
que no implica un trato no debido, 
sino que busca la cooperación y el en¬ 
tendimiento entre las autoridades lo¬ 
cales y la oficina consular. Por este 
motivo se protege y facilita la opción 
de comunicación y visitas que debe 
existir entre los extranjeros de un país 
y su consulado* 

Entre otras funciones, ia asistencia 
consular debe conocer de los casos de 
fallecimiento de connacionales y co¬ 
operar en las gestiones necesarias 
(entierro, traslado) cuando no haya 
familia ni allegados; recibir las quejas 
o comunicaciones que se formulen en 


relación con intereses particulares; 
auxiliar y asesorar a los nacionales, 
sean comerciantes, comisionistas, in¬ 
dustriales residentes o transeúntes, 
en todo lo referente a ia legalidad y 
acertado trámite de sus negocios. Por 
supuesto, la actividad consular no 
puede llegar a convertirse en un 
agente oficioso o un intermediario de 
iniciativas particulares ante las auto¬ 
ridades o nacionales del Estado re¬ 
ceptor, su labor de asistencia con¬ 
siste simplemente en una ayuda a 
los nacionales para que éstos logren 
su fin. 

Una de las formas más comunes de 
ayudar a los colombianos que se en¬ 
cuentran en el exterior es facilitando 
su repatriación. Cuando los connacio¬ 
nales se encuentran ausentes del país 
y además carentes de recursos para 
su regreso a Colombia, se les puede 
conceder auxilios a través del repre¬ 
sentante consular, siempre y cuando 
demuestren que en realidad les es im¬ 
posible ganar dinero para poder vivir 
y que no han solicitado con anteriori¬ 
dad esa dase de auxilio* 
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Pasaportes diplomáticos concedidos a Indalecio Liévano Aguirre y Ednardo Carranza (1945), Gustavo Rojas Pinilla (1960) y César Gaviria Trujillo (1982), 
Archivo de la Cancillería, Bogotá. 


inscripción de colombianos 

Todo nacional colombiano que vaya 
a residir en el exterior tiene la obliga¬ 
ción de inscribirse en el consulado co¬ 
lombiano que tenga jurisdicción en el 
lugar donde va a instalar su residen¬ 
cia* En el respectivo consulado exis¬ 
tirá un libro que relacionará la inscrip¬ 
ción de aquellas personas. 

Cada inscripción llevará un nú¬ 
mero de orden, la fotografía del ins¬ 
crito y todos los datos necesarios para 
su identificación, junto con la relación 
de documentos por los cuales ha acre¬ 
ditado su calidad de colombiano. 
Acto seguido, se le expedirá una 
constancia de inscripción a la perso¬ 
na, advirtiéndole que ésta no reem¬ 
plaza el respectivo certificado de na¬ 
cionalidad, que será el que debe pre¬ 
sentar cuando las autoridades del 
país donde reside se lo exijan. 

La calidad de colombiano se de¬ 
mostrará presentando un pasaporte 
colombiano o documento de identi¬ 
dad; en caso de no poder presentar 
ninguno de estos documentos, si el 
interesado es colombiano de naci¬ 


miento con padre o madre colombia¬ 
no, deberá acreditar su nacimiento en 
Colombia y la nacionalidad colom¬ 
biana del padre o de la madre; si es 
colombiano de nacimiento con padres 
extranjeros, deberá demostrar su na¬ 
cimiento en Colombia y el domicilio 
en el país durante cualquier época; si 
es extranjero con padre o madre co¬ 
lombiano, deberá comprobarla nacio¬ 
nalidad colombiana del padre o de la 
madre y que esté o haya estado domi¬ 
ciliado en Colombia; cuando el intere¬ 
sado es naturalizado o inscrito como 
colombiano, deberá presentar la res¬ 
pectiva carta de naturalización o ins¬ 
cripción. 

En cualquier caso que se necesite 
probar el domicilio en Colombia, el 
interesado deberá presentar el certifi¬ 
cado expedido por la autoridad com¬ 
petente. Sólo en eventos especiales 
se admitirá prueba testimonial, y en 
lo que se refiere a la nacionalidad co¬ 
lombiana hay que observar lo pre¬ 
visto en el artículo 96 de la Constitu¬ 
ción Política de Colombia sobre los 
nacionales colombianos* 


La inscripción de colombianos en 
los consulados de la jurisdicción a la 
cual pertenezcan será la base para la 
elaboración de los censos que se rea¬ 
licen periódicamente y cuyos datos 
generales son: nombres y apellidos, 
sexo, edad, estado civil, ocupación, 
domicilio y dirección de la residencia. 

Registro del estado civil 
y actos notariales 

Es función de las oficinas consulares 
llevar el registro del estado civil de 
los colombianos en el exterior, según 
el artículo 118 del decreto 1260 de 
1970. Todos los hechos y actos relati¬ 
vos al estado civil y la capacidad de 
las personas deben ser inscritos, 
como si se hubieran efectuado en una 
notaría en el país. Dentro de éstos 
podemos señalar los nacimientos, re¬ 
conocimientos, adopciones, altera¬ 
ciones de la patria potestad, emanci¬ 
paciones, habilitaciones de edad, ma¬ 
trimonios, interdicciones, nulidades, 
separaciones de cuerpos y de bienes, 
divorcios, cambios de nombre, de¬ 
funciones y otros. 
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CANCILLERES DE COLOMBIA 



Pedro Cual y Escandón 
1821-1823 

Oteo de Delio Ramírez 


José Rafael Revenga 
1825-1826 1827-1828 


José Manuel Restrepo y Vélez Estanislao Ver gara Domingo Caycedo 

1826-1827 ' 1828-1830 1 830 

Franco , Montoya y Rubiana 



Lino de Rombo Felipe Zapata 

1833-1838 1840 1855-1857 1870-1872 

Miguel Díaz Vargas Soledad Zapata 


ff 


Nicolás Esguerra 
1874 

Inés Acevedo Biester 



Salvador Camacho Roldán 
1878 

Marco A . Salas 


Marco Fidel Suárez 
1891-1895 1914-1917 
A. Aragón!F. Mastellari 



Jorge Holguín Ma! tari no 
1897-1898 1918 
Felipe Santiago Gutiérrez 


Antonio Gómez Restrejto 
1897-98 1918-20 1921-22 
1924-27 ]. Vidal Quadras 


Garios Cuervo Márquez 

1899-1900 

Delio Ramírez 


Antonio José Uribe 
1901 1922 

Sergio Trujülo Magnenat 


José Joaquín Casas 
1902 

Marco Salas Y. 


Entre los registros que se elaboran 
comúnmente en un consulado colom¬ 
biano están: 

-Registro de nacimiento. Se hacen 
de acuerdo con lo establecido por la 
ley para tal fin. Se inscriben ios naci¬ 
mientos ocurridos en el extranjero de 
personas hijas de padre o madre co¬ 
lombianos por nacimiento o por 
adopción. Los nacimientos que ten¬ 
gan lugar en el extranjero o durante 


viaje cuyo término sea un país extran¬ 
jero, se inscribirán en el respectivo 
consulado colombiano; en defecto de 
éste, en la forma y deJ modo prescrito 
por la legislación de cada país. Sólo 
serán inscritas las criaturas que naz¬ 
can vivas, y la inscripción debe ha¬ 
cerse dentro del mes siguiente al na¬ 
cimiento. 

-Registro de matrimonios. Los ma¬ 
trimonios celebrados en el extranjero. 


bien sea entre dos colombianos por 
nacimiento, entre un colombiano por 
nacimiento y un extranjero, entre un 
colombiano por adopción y un ex¬ 
tranjero, entre dos colombianos por 
adopción, o entre un colombiano por 
nacimiento y uno por adopción, se 
inscribirán tal como lo establecen los 
artículos 67 a 72 del decreto 1260 de 
1970. A petición de los interesados el 
consulado registrará los matrimo- 
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Francisco de Paula Mateus 
1904 



Alfredo Vázquez Cobo 

1906-1908 

Yepes 



Francisco José Urrutia 
í 908-1909 1913-1914 
J. Vidal Quadras 



Pedro Antonio Molina 
1917-1918 1919 
Jorge ViUaveces Vázquez 


I 



Hernando Holguín y Caro 
1909 1910 

Ricardo Acevedo Berna! 



Laureano García Qrliz 

Jorge Velez Díaz 

Eduardo Restrepo Sáenz 

Raimundo Rivas 

Jorge Soto del Corral 

1920-1921 

1922-1923 1924-1925 

1925-1926 

1930-1931 

1935 1936 1937 

Sergio Trujülo Maguenat 

J, Vidal Quadras 

Sergio Trujillo Magnenat 

J, Durán 

Marco Salas Y, 




Eduardo Zuíeta Angel 
1948-1949 


Fernando Gómez Martínez 
1963-1965 J. Durán 



Indalecio Liévano Águirre 
1974-1978 


Colecciones: Palacio de San Carlos , Academia Colombiana de Historia y Museo Nacional , Bogotá , 


nios, bien sean católicos o civil es, en 
los cuales intervenga algún colom¬ 
biano como contrayente. En todos los 
casos los colombianos residentes o 
domiciliados en país extranjero per- 
manecerán sujetos a las disposiciones 
de la Constitución y demás leyes co¬ 
lombianas referentes al estado civil de 
las personas y su capacidad para cele¬ 
brar actos que produzcan efectos ju¬ 
rídicos, así como a las obligaciones y 


derechos que nacen de las relaciones 
de familia. Los matrimonios contraí¬ 
dos por colombianos en el exterior tie¬ 
nen plena validez en Colombia, siem¬ 
pre y cuando se celebren de acuerdo 
con la legislación del respectivo país. 
Cabe observar que los funcionarios 
consulares colombianos carecen de la 
facultad legal para celebrar matrimo¬ 
nios en ios consulados; por tanto, un 
acto de esa naturaleza sería jurídica¬ 


mente nulo de acuerdo con nuestra 
legislación, 

-Registro de defunciones. Se inscri¬ 
birán las defunciones de colombianos 
por nacimiento o por adopción, 
cuando fallezcan en territorio extran¬ 
jero. El consulado de la respectiva ju¬ 
risdicción se encargará de realizar tal 
actividad* 

Otro acto que pueden celebrar los 
colombianos en el exterior es el otor- 
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ga miento de testamentos, expresa- 
mente regulado por los artículos 1084 
a 1086 del Código Civil, que establece 
como válido el testamento escrito 
otorgado en el extranjero, si se ha he¬ 
cho conforme a la ley del país en el 
cual se otorgó y si, además, se prueba 
la autenticidad del instrumento. De 
igual manera valdrá el testamento 
otorgado en el extranjero, siempre y 
cuando se reúnan los siguientes re¬ 
quisitos: a) que el testador sea colom¬ 
biano, o si es extranjero, que tenga 
domicilio en el territorio; b) que sea 
autorizado por un ministro diplomá¬ 
tico de Colombia o de una nación ami¬ 
ga, por un secretario de legación que 
tenga titulo de tal, expedido por el 
presidente de la República, o por un 
cónsul que tenga patente del mismo; 
en el testamento se hará mención ex¬ 
presa del cargo y de los referidos tí¬ 
tulos y patentes; c) que los testigos 
sean colombianos o extranjeros, pero 
que se encuentren domiciliados en la 
ciudad donde se otorgue el testamen¬ 
to; d) que se observen en lo demás 
las normas previstas para el testa¬ 
mento solemne que fuere otorgado 
en Colombia; e) que el instrumento 
lleve el sello de la legación o consula¬ 
do; f) que el testamento que no haya 
sido otorgado ante un jefe de legación 
lleve, por lo menos, el visto bueno de 
éste, si lo hubiere; sí el testamento 
fuere abierto, al margen, y si fuere 
cerrado, sobre la carátula; el jefe de 
legación debe poner su rúbrica al 
principio y fin de cada página, 
cuando el testamento fuere abierto; y 
g) que el jefe de legación, si lo hubiere, 
o el cónsul, remita inmediatamente 
una copia del testamento abierto, o 
de la carátula del cerrado, al Ministe¬ 
rio de Relaciones Exteriores con las 
respectivas firmas de quien lo remite. 

Los cónsules también pueden au¬ 
tenticar y reconocer documentos 
otorgados en país extranjero, debien¬ 
do, en todo caso, legalizar la firma 
del funcionario al que le haya corres¬ 
pondido el trámite por la oficina en¬ 
cargada para tal fin en el Ministerio 
de Relaciones Exteriores. Las certifi¬ 
caciones que expide el cónsul, por 
medio de las cuales se da fe de hechos 
que él conoce, o que deduce de ele¬ 
mentos probatorios, constituyen una 
prueba válida ante las autoridades co¬ 
lombianas. 


Asuntos judiciales 

La oficina consular cumple funciones 
de colaboración y asistencia a la rama 
jurisdiccional de la nación. Le corres¬ 
ponde tramitar los respectivos despa¬ 
chos judiciales que le sean solicitados 
por los diferentes juzgados de la Re¬ 
pública, dentro de los procesos o ac¬ 
tos judiciales que hayan sido inicia¬ 
dos, para de esta manera poder esta¬ 
blecer y garantizar las pruebas dentre 
de la normatividad y respectivos de¬ 
rechos consagrados en el ordena¬ 
miento jurídico colombiano. 

Las diligencias judiciales para las 
cuales son comisionadas las oficinas 
consulares, tienen como finalidad, 
ante todo, cumplir con los requisitos 
procesales y así proteger los dere¬ 
chos que cada parte pueda tener en 
el proceso. De esta manera, la colabo¬ 
ración de los funcionarios consulares 
es vital, puesto que ellos hacen cono¬ 
cer a las partes interesadas que se en¬ 
cuentran domiciliadas y/o residentes 
en el exterior, las providencias {autos 
y sentencias) emanadas de las autori¬ 
dades competentes; en otras ocasio¬ 
nes, su colaboración sirve para allegar 
pruebas requeridas en los juicios y 
que no pueden ser practicadas en Co¬ 
lombia; muchas veces estas diligen¬ 
cias son fundamentales para cual¬ 
quier tipo de decisión que tome la au¬ 
toridad judicial colombiana. 

Las solicitudes serán realizadas por 
el funcionario judicial por medio de 
exhortos o cartas rogatorias. La ofi¬ 
cina consular, una vez haya recibido 
ei despacho comisorio, procederá a 
examinar cuidadosamente el docu¬ 
mento enviado, para luego absolver 
y/o cumplir, de ser posible, las peti¬ 
ciones que en él se formulen. Si lle¬ 
gare a presentarse algún contra¬ 
tiempo para dar cumplimiento a la 
comisión, deberá informarse oportu¬ 
namente al Ministerio de Relaciones 
Exteriores, y una vez cumplido el en¬ 
cargo se procederá a la devolución de 
los documentos, acompañados de los 
anexos e informes correspondientes. 

Las notificaciones de lás providen¬ 
cias emanadas por los despachos ju¬ 
diciales, que deban hacerse a las par¬ 
tes y demás personas que tengan un 
vínculo con el proceso y que residan 
o se domicilien en país extranjero, se 
practicarán una vez recibida por el 
consulado la comisión y previa orden 


de cumplimiento dictada por el cón¬ 
sul. Después de la notificación, se ex¬ 
tenderá un acta donde se anotará la 
fecha, nombre del notificado, identi¬ 
ficación, la clase de providencia y su 
contenido, junto con las firmas del 
notificado, el riotificador y el cónsul. 

Otro tipo de encargos que deben 
cumplir los consulados son los rela¬ 
cionados con los juicios de alimentos, 
donde los jueces competentes envían 
por medio de exhortes y a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores la 
comisión respectiva al consulado lo¬ 
calizado en el país donde se deban 
realizar las diligencias, ya sea para la 
notificación a quien tiene el deber de 
prestar alimentos y no lo está hacien¬ 
do, o para quien deba acreditarlo con 
los comprobantes de giro que propor¬ 
cione el demandado, enviándolos de 
nuevo al país con el acta que el cónsul 
elabore al juez respectivo, trámite que 
se realiza por intermedio del Ministe¬ 
rio de Relaciones Exteriores. 

A través de las respectivas oficinas 
consulares, las cuales realizarán las 
comisiones a que hubiere lugar, se 
tramitarán los asuntos de carácter pe¬ 
nal que sea necesario tramitar en el 
extranjero, tales como la indagatoria, 
la investigación de los hechos, la in¬ 
vestigación de los partícipes en la co¬ 
misión del delito, la recepción de tes¬ 
timonios, las inspecciones judiciales 
a que haya lugar y, en general, las 
demás pruebas que sean requeridas 
dentro del proceso. Los funcionarios 
consulares desempeñarán estas fun¬ 
ciones observando siempre las nor¬ 
mas y formas previstas para cada caso 
en la legislación colombiana y respe¬ 
tando las del Estado receptor. 
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Participación ciudadana 


Sandra Morelli Rico 



Participación popular. Detalle del mural en el Teatro de la Media Torta de Bogotá, de María del Carmen Villaveces, 1982. 


La expresión "'participación política 
generalmente ha sido empleada para 
designar una serie de actividades re¬ 
lacionadas con la intervención de los 
ciudadanos en la vida política. En el 
marco del Estado liberal clásico, esas 
actividades se circunscriben al acto de 
votación y a aquellas relacionadas con 
tas prácticas partidistas. 

Esto se explica porque dicho mo¬ 
delo de Estado propugna por un di- 
vorcio entre Estado y sociedad civil, 
entre individuo y ciudadano, y en 
aras de la defensa del interés general 
y del principio de igualdad desconoce 
o niega los intereses particulares de 
los distintos grupos que forman la po¬ 
blación; de esa manera busca hacer 
abstracción de las particularidades y 
diferencias existentes entre ellos, con 


miras a evitar conflictos que afecten 
la armonía que debe reinar en el seno 
del cuerpo social. 

Ese pretendido interés general es 
la principal elaboración de la teoría, 
de la soberanía nacional, justificadora 
de la democracia representativa: la so¬ 
beranía reside en la nación, figura 
abstracta, y no en los miembros de la 
colectividad; por tanto, el sufragio 
aparece como el principal mecanismo 
de participación, los elegidos toman 
decisiones consultando únicamente 
el interés general y el bien nacional, 
y no son responsables ante los electo¬ 
res. Los defensores de esta tesis afir¬ 
man que, dadas las actuales caracte¬ 
rísticas de la mayor parte de los Esta¬ 
dos, es imposible seguir el modelo 
propuesto por la democracia directa, 


esto es, que el cuerpo electoral decida 
directamente todos los asuntos que 
conciernen a la buena marcha del 
país, y su participación se reduce en¬ 
tonces a escoger a quienes han de go¬ 
bernarlos. 

Sin embargo, la democracia repre¬ 
sentativa se halla actualmente en un 
Estado de crisis generalizada, el abs¬ 
tencionismo aumenta considerable¬ 
mente en todos los países y la militan- 
cia en ios partidos políticos se reduce 
en proporciones aún mayores, lo que 
hace inoperantes los dos principales 
mecanismos de participación pro¬ 
puestos por este sistema. 

Surge entonces la necesidad de es¬ 
tablecer un nuevo modelo democrá¬ 
tico que permita la intervención activa 
de los diversos actores sociales en la 
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En el barrio popular. Oleo de Clemencia Escobar de Lucena f 1975 . 130 x 160 cm. 
Centro Documental , Biblioteca Luis Angel Arango, Bogotá. 


vida política. El primer elemento de 
ía transformación consiste en la im¬ 
plantación del mandato imperativo y 
la posibilidad de revoca tona, seguido 
por el reconocimiento de la pluralidad 
de intereses que guían la sociedad y 
la multiplicidad de grupos que inter¬ 
vienen en la vida social. Bajo este 
nuevo esquema la participación no se 
limita solamente al sufragio. 

Como consecuencia de esta ten¬ 
dencia se produce una redefmidón 
del concepto de democraria, que se 
enriquece con la aceptación de las di¬ 
ferencias existentes entre los miem¬ 
bros de la colectividad y por la instau¬ 
ración de vías que permiten a todos 
los actores sociales intervenir en los 
procesos de toma de decisiones, A su 
vez, para fundonar adecuadamente el 
sistema requiere que los dudadanos 
estén interesados en utilizar activa¬ 
mente el nuevo conjunto de posibili¬ 
dades, es decir, que usen efectiva¬ 
mente los mecanismos existentes* 
Esto supone la formulación de un 
nuevo compromiso en el seno de la 
sociedad, en el que aparezcan como 
únicos canales de participación acep¬ 
table los establecidos. Igualmente, 
ese nuevo pacto debe restituir al mo¬ 
delo democrático su legitimidad y ha¬ 
cer que los dudadanos consideren la 
democracia como el sistema que les 
permite la satisfacción de sus genui- 
ñas aspiradones* 


Descentralización 

En Colombia la partidpación política 
ha estado ligada al proceso de descen- 
tralizarión. Esta no ha sido concebida 
simplemente como una técnica de 
asignación de competencias entre la 
nación y las distintas entidades terri¬ 
toriales, sino que involucra todo el 
esquema de relaciones existente entre 
los ciudadanos, la administración, la 
política y la economía. Es todo un 
sistema que se propone reforxnular el 
modelo de desarrollo y lograr la mo¬ 
dernización del aparato estatal, así 
como dotar a las institudones de una 
legitimidad de la que carecen; en este 
orden de ideas, la participación ciuda¬ 
dana aparece como uno de los princi¬ 
pales instrumentos para la consecu¬ 
ción de tales propósitos. 

La crisis de legitimidad del sistema 
democrático representativo en Co¬ 
lombia es particularmente aguda* Es¬ 
tamos en presenda de un Estado dé¬ 
bil, carente de legitimidad e incapaz 
de asegurar mejores condiciones de 
vida a los ciudadanos. El monopolio 
bipartidista, establecido por el Frente 
Nacional, terminó por agotar la única 
forma de participación reconocida 
constitucionalmente: las elecciones; 
en la medida en que los partidos tra¬ 
dicionales han perdido, si es que al¬ 
guna vez lo tuvieron, el carácter de 
instrumentos a través de los cuales 


se canaliza la intervención de los ciu- v 
dadanos en la vida política. Los índi¬ 
ces de abstencionismo aumentan sig¬ 
nificativamente y la ausencia de me¬ 
canismos de participación diferentes, 
que permitan la expresión del males¬ 
tar social, se traduce en una irrupción 
de formas violentas de protesta, mul¬ 
tiplicación de tomas de instalaciones 
públicas, paros cívicos e incremento 
de la actividad subversiva que, adicio- 
nalmente, goza de un creciente apoyo 
por parte de algunos estamentos de 
la sociedad. 

La participación se concibe inicial- 
mente como un instrumento de la lu¬ 
cha antiguerrillera; la creación de 
nuevos espacios que permitan la ex¬ 
presión de las fuerzas sociales es con¬ 
siderada como un elemento indispen¬ 
sable dentro del proceso de paz em¬ 
prendido por la administración del 
presidente Belisario Betancur. E! mu¬ 
nicipio aparece como el espacio propi¬ 
cio para iniciar el experimento partid- 
pativo, dada su condición de ámbito 
natural donde entran en contacto el 
ciudadano y el Estado, Se busca invo¬ 
lucrar a los ciudadanos en la política 
y eliminar las vías de hecho, ofre¬ 
ciendo instrumentos para participar 
en las decisiones locales; en otras pa¬ 
labras, se trata de la sodalización del 
Estado, Simultáneamente se aban¬ 
dona la tradidonal concepción de la 
sociedad civil como un cuerpo único 
e indistinto, reconociendo las organi¬ 
zaciones sociales existentes y permi¬ 
tiéndoles desempeñar una fundón 
importante dentro del proceso en 
marcha. 



Campaña en Codazzi. Oleo de Clemencia Escobar 
de Lacena r 1975 , 160 x 130 cm r Centro 
Documental , Biblioteca Luis Angel Arango, Bogotá. 
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m íes de instrucción c ívica " 'E usriianzfl cínica " 

Ra/arí Duífüíí S. r 1937. León Fado Lince , 1945. 


"El fiiMtí patriota" Hermano 
Fíarencto 1959. 


Democracia municipal 
y consulta popular 

Una de las principales medidas expe¬ 
didas por la administración Betancur 
para impulsar el proceso de descen¬ 
tralización y de participación ciuda¬ 
dana fue el acto legislativo 1 de 1986, 
que dispuso en su artículo primero: 
«Todos los ciudadanos eligen directa¬ 
mente presidente de la República, se¬ 
nadores, representantes, diputados, 
consejeros intendenciales y comisa- 
ríales, alcaldes y concejales municipa¬ 
les del Distrito Especial», Esta es la 
instauración de la democracia munici¬ 
pal; los habitantes pueden elegir di¬ 
rectamente a los mandatarios locales, 
quienes ya no son vistos como una 
imposición de autoridades lejanas. 

En lo relativo a la elección popular 
de alcaldes, este acto legislativo fue 
desarrollado parcialmente por las le¬ 
yes 8 de 1986 y 49 de 1987. Fue esta¬ 
blecida además, conjuntamente con 
el artículo 374 del Código del Régi¬ 
men Municipal, la consulta ciuda¬ 
dana a nivel municipal para decidir 
sobre asuntos de interés locaL 

La ley 42 del 8 de septiembre de 
1989 desarrolló y reglamentó ía con¬ 
sulta local de la siguiente manera: 
«Artículo primero. La consulta popu¬ 
lar es una institución que garantiza la 
efectiva intervención de la comuni¬ 
dad para que decida directamente so¬ 
bre asuntos de orden locaL Artículo 
segundo. Participación: Todo ciuda¬ 
dano tiene derecho a expresarse en 
las consultas populares, si aparece en 
el censo electoral vigente del respec¬ 
tivo municipio o distrito y no ha per¬ 
dido sus derechos políticos. Artículo 
tercero. Iniciativa y convocatoria: Co¬ 
rresponde al respectivo concejo mu¬ 
nicipal o distrital convocar la consulta 
popular, a petición de: a) el alcalde; 
b) la tercera parte, al menos, de los 
concejales del respectivo municipio o 
distrito; c) un número plural de ciuda¬ 
danos equivalente al 5% del censo 
electoral del respectivo municipio o 
distrito. En este evento el concejo no 
podrá negar la convocatoria, salvo 
por causales de ilegalidad o inconsti- 
tudonalidad; d) un número plural, no 
inferior a la mitad de las juntas direc¬ 
tivas de acción comunal, debida¬ 
mente reconocidas, que funcionen en 
el territorio del correspondiente dis¬ 
trito o municipio». 

Otras disposiciones 

del proceso des centraliza dor 

La ley 11 de 1986 facultó a los concejos 
municipales para dividir su territorio 


en jurisdicciones administrativas lla¬ 
madas Comunas en la zona urbana, 
y Corregimientos en la zona rural. A 
la cabeza de ellas se encontrará una 
Junta Administradora Local (JAL) . El 
artículo 313 de esta ley dispuso que 
las juntas estarán integradas por no 
menos de tres, ni más de siete miem¬ 
bros, elegidos en la forma que deter¬ 


minen los concejos, «en todo caso, 
no menos de la tercera parte de los 
miembros de la junta serán elegidos 
pOT votación directa de los ciudada¬ 
nos de la comuna o corregimiento co¬ 
rrespondiente». Esto constituye una 
manera de acercar la decisión de los 
asuntos locales a la comunidad; el ba¬ 
rrio adquiere una importancia política 
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Aglomeración ciudadana en Bogotá, durante los comicios de febrero de 1922 . 
Fotografía de "El Gráfico 11 . 


Mujer campesina vota en el plebiscito del 1- de diciembre de 1957 , 
Fotografía de Sady González , "Cromos"* 


que no tenía y se establece una corpo¬ 
ración encargada de velar por sus in¬ 
tereses. 

Según los artículos 157 a 160 del 
Código de Régimen Municipal: «Las 
juntas o consejos directivos de los es¬ 
tablecimientos públicos y de las em¬ 
presas industriales o comerciales en¬ 
cargados de la prestación directa de 
los servidos munidpales estarán inte¬ 
grados así: una tercera parte de sus 
miembros serán funcionarios de la 
respectiva administración municipal; 
otra tercera parte, representantes de 
¡os respectivos concejos; y la tercera 
parte restante, delegados de entida¬ 
des cívicas o de usuarios del servido 
o servicios cuya prestación corres¬ 
ponda a los atados establedmientos 
o empresas». 

Los representantes de 1a comuni¬ 
dad deberán constituir Ligas de Usua¬ 
rios que facturen al menos ei 2% del 
total facturado como promedio men¬ 
sual del último año* De esta manera, 
los ciudadanos podrán participar en 
la fiscalizadón y control de la presta¬ 
ción de los servidos públicos. 

Por último, la ley 11 de 1986 permi¬ 
tió la celebración de contratos, conve¬ 
nios o acuerdos entre las Juntas de 
Acción Comunal, las Sociedades de 
Mejora y Ornato, las Juntas y Asola¬ 
ciones de Recreación, Defensa Civil 
y Usuarios, por una parte, y los mu¬ 
ñid pios y sus entidades descentrali¬ 
zadas, por la otra; siempre y cuando 
las primeras estén constituidas con 
arreglo a la ley, no tengan ánimo de 
lucro, tengan sede en el respectivo 
distrito y los contratos versen sobre 
la prestación de servidos que se ha¬ 
llen a cargo de los últimos. 
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La reforma descentralista impul¬ 
sada poT Betancur siguió su curso en 
el gobierno de Virgilio Barco. Durante 
la administración Barco se estructuró, 
mediante el decreto 1216 de junio 12 
de 1989, la participación comunitaria 
en el servicio de salud, facultando a 
la comunidad para que compartiera, 
interviniera y acordara sobre todo lo 
relacionado con el servicio de salud. 
Para ello deberán crearse los Comités 
de Participación de la Comunidad en 
Salud en cada puesto y centro de sa¬ 
lud, hospital local o regional del país. 
Los comités estarán integrados por 
representantes de la administración 
municipal, instituciones que presten 
el servido de salud y organizaciones 
comunitarias; estas últimas pueden 
ser: juntas de acdón comunal, asocia¬ 
ciones de bienestar, asociaciones de 
padres de familia, asociaciones de 
usuarios campesinos, organizaciones 
indígenas, organizador!es de mine¬ 
ros, pescadores, industriales y gana¬ 
deros, entre otros. Serán responsabi¬ 
lidades de los comités: estudiar los 
problemas y proponer soluciones por 
orden de prioridades; ponerse de 
acuerdo sobre cómo invertirlos recur¬ 
sos disponibles y vigilar la calidad de 
los servicios que se prestan; velar por¬ 
que las tarifas y los horarios sean los 
adecuados para la comunidad; esta¬ 
blecer sus propias normas de funciona¬ 
miento y mantener una comunicación 
efectiva con la comunidad. 

La ley 10 de enero 10 de 1990 con¬ 
sagró dentro de los principios básicos 
del servido público de salud ia parti- 
dpación dudadana, señalando en su 
artículo tercero las bases generales de 
la participación ciudadana y la parti¬ 


cipación comunitaria en la planeadón 
y gestión de los servidos de salud. 

Constitución de 1991 

Durante la administración Barco la 
violencia adquirió en Colombia pro- 
pordones insospechadas. Todos los 
sectores clamaban por la formuladón 
de un nuevo pacto sodal y el estable- 
dmiento de nuevas formas de convi¬ 
vencia. Las medidas que ampliaban 
el espectro democrático no eran sufi¬ 
cientes para asegurar la legitimidad 
del Estado, se requería una reforma 
radical, un nuevo punto de partida. 
Este malestar se tradujo en un movi¬ 
miento en favor de la convocatoria de 
una Asamblea Constituyente, movi¬ 
miento liderado desde el comienzo 
por las fuerzas sodales; el Estado iba 
a la zaga de la inidativa ciudadana; 
se limitaba, por así decirlo, a legalizar 
situadones de facto* En este proceso 
la participación ciudadana, por fuera 
de los cauces establecidos por la 
Constitución, alcanzó su máxima ex¬ 
presión y su producto fue la nueva 
Constitudón Política de Colombia. 

La Carta de 1991 establece un sis¬ 
tema al que podríamos denominar de- 
mocrada partidpativa, descubriendo 
horizontes para un nuevo esquema de 
organizado*! política. Desde el inido, 
artículo primero, queda estableado 
que el Estado colombiano es una de- 
mocraria partidpativa y pluralista y 
que uno de los fines primordiales del 
Estado es facilitar la partidpadón de 
todos los dudadanos en las decisiones 
que los afecten y en la vida económica, 
política, administrativa y cultural de la 
nadón (artículo segundo). 
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Participación política 

La Constitución de 1991 hace múlti¬ 
ples alusiones a la participación de 
los colombianos en la conformación, 
ejercicio y control del poder político; 
pero la responsabilidad de establecer 
las formas y los mecanismos de ejecu¬ 
tar tal participación recae, en especial, 
sobre los artículos 40 y 103, respectiva¬ 
mente. 

Así, el instrumento para poder ele¬ 
gir, ser elegido, participar en eleccio¬ 
nes, plebiscitos, referendos y consul¬ 
tas populares, es el voto. Para propo¬ 
ner leyes y reformas constitucionales 
a las corporaciones públicas, los co¬ 
lombianos cuentan con la iniciativa 
legislativa y pueden, además, ejercer 
control sobre la conducta política de 
sus elegidos mediante la revocatoria 
del mandato. 

Participación social 

Aunque la política es un principio de 
organización de la vida social de los 
individuos, la participación social re¬ 
quiere elementos y mecanismos dife¬ 
rentes de los de la participación polí¬ 
tica para poder cristalizarse. En este 
campo, los constituyentes también 
fueron innovadores e introdujeron 
importantes avances, al complemen¬ 
tar muchos de los artículos del título 
segundo, especialmente los que ata¬ 
ñen al derecho de asociación, con la 
segunda parte del artículo 103, que 
dispone que el Estado contribuirá a 
la organización, promoción y capaci¬ 
tación de las asociaciones profesiona¬ 
les, cívicas, sindicales, comunitarias, 
juveniles, benéficas o de utilidad co¬ 
mún no gubernamentales, con el ob¬ 
jeto de que constituyan mecanismos 
democráticos de representación en 
las diferentes instancias de participa¬ 
ción, concertadón, control y vigilan¬ 
cia de la gestión pública, clara mani¬ 
festación del deseo de estimular la 
partid pación social. 

Dentro de esta misma tónica, el ar¬ 
tículo 45 establece que el Estado y la 
sodedad garantizarán la partidpadón 
de los jóvenes en los organismos que 
tengan a cargo la protecdón, educadón 
y progreso de la juventud. Así mis¬ 
mo, el artículo 78 consagra la posibi¬ 
lidad de que las asociaciones de con¬ 
sumidores y usuarios intervengan en 
el estudio de las disposiciones que les 
conciernen. Por último, el artículo 369 
dispone que la ley establecerá las for¬ 
mas como los usuarios contribuirán 
a la gestión y fiscalización de las em¬ 
presas estatales que presten servidos 
públicos, elevando a precepto consti- 



Botón electoral para la campana presidencial 
de Laureano Gómez Castro , 1950. 


tudonal lo que antes era una mera 
disposición legal. 

El voto 

El voto ha sido el mecanismo tradicio¬ 
nal de partidpadón política en los sis¬ 
temas democráticos. Una de las con¬ 
diciones y, a la vez, característica 
esencial de un sistema democrático 
es que la colectividad escoja a sus go¬ 
bernantes. Esto se hace a través de 
elecciones periódicas y libres, en las 
cuales todos los dudadanos pueden 
ejercer el derecho al sufragio. 

Jurídicamente el sufragio universal 
es aquel en el cual no existe ninguna 
restricción por causas de fortuna o de 
capacidad intelectual. Esta es una 
conquista relativamente redente en la 
mayor parte de los países occidenta¬ 
les y corresponde a la irrupción de 
las masas en la vida política, debido 
a la eliminadón de las limitaciones al 
ejercido del voto por razones de 
edad, sexo, indignidad. Taza o profe¬ 
sión. 

En Colombia el sufragio universal 
fue establecido por primera vez en la 
Constitución de 1853, pero sólo de 
manera definitiva con la reforma 
constitudonal de 1936. Hasta enton¬ 
ces imperó un sistema que puede ca¬ 
lificarse de mixto, pues oscilaba entre 
dos variaciones de sufragio restrin¬ 
gí d o-cen sita rio, cuando se restringe 
el derecho al voto por razones de for¬ 
tuna; y sufragio capadtario, cuando 
se reserva a los ciudadanos que po¬ 
seen un cierto grado de instrucdón, 
básicamente a quienes saben leer y 
escribir. La Constitudón de 1886 esta¬ 
blecía que todos los dudadanos ele¬ 
gían directamente a los concejales y 
diputados a las asambleas departa¬ 


mentales; pero tratándose de la elec¬ 
ción de representantes a la Cámara y 
de electores a cuyo cargo estaba la 
elección del presidente de la Repúbli¬ 
ca, no podían sufragar sino los ciuda¬ 
danos que supieran leer y escribir, o 
tuvieran una renta anual de quinien¬ 
tos pesos o propiedad inmueble de 
mil quinientos pesos. La reforma 
constitudonal de 1910 mantuvo el 
principio, pero rebajó la cuantía de la 
renta y la propiedad raíz. La reforma 
de 1936 consagró definitivamente el 
sufragio universa] para todas las elec- 
dones. El acto legislativo N- 3 de 
agosto 25 de 1954 extendió el derecho 
de sufragio a ia mujer. 

Hasta hace poco el voto constituía 
el único modo de partidpadón polí¬ 
tica en Colombia. La nueva Constitu¬ 
ción lo consagra como derecho y 
como deber. El voto conserva su ca¬ 
rácter facultativo, a pesar de numero¬ 
sas ínidativas para hacerlo obligato¬ 
rio. Los ciudadanos eligen en forma 
directa, esto es, sin la conformación 
de asambleas electorales, al presi¬ 
dente y vicepresidente de la Repúbli¬ 
ca, a los senadores, representantes, 
gobernadores, diputados, alcaldes, 
concejales munidpales y distritales y 
miembros de las juntas administrado¬ 
ras locales, y cuando la ocasión lo re¬ 
quiera, a los miembros de la Asam¬ 
blea Nadonal Constituyente. 

El plebiscito 

La nodón de plebisdto es controver¬ 
tida. Está fuera de discusión el hecho 
de que se trata de un pronuncia¬ 
miento popular, Tradidonalmente se 
ha definido como una consulta al 
cuerpo electoral sobre un acto de na¬ 
turaleza constitudonal o guberna¬ 
mental, es dedr, político, y es, en 
consecuencia, un instrumento de de- 
mocraria directa, aunque puede ser 
utilizado, como todos tos mecanis¬ 
mos de este tipo, de manera instru¬ 
mental por corrientes dictatoriales o 
totalitarias para legitimar su poder 
autocrítico. Ésta definidón puede pa¬ 
recer incompleta, debido a que no 
permite trazar una línea de distindón 
entre plebisdto y una instituáón 
análoga: el referendo; pero algunos 
estudiosos consideran que son figu¬ 
ras distintas, mientras que otros sos¬ 
tienen que entre ellas no existe nin¬ 
guna diferencia conceptual rigurosa. 
Hay quienes consideran que el plebis¬ 
cito tiene lugar cuando el pueblo de¬ 
libera sobre un tema sin que haya nin¬ 
gún acto previo de los órganos estata¬ 
les; la presencia de éstos caracteriza- 
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la multitud con la V de la victoria en portada 
de " Cromos" dedicada al Plebiscito de 1957 , 


ría al referendo, Pero esta definición 
es controvertida por la existencia de 
plebiscitos realizados para ratificar ac¬ 
tos estatales, como el plebiscito cele¬ 
brado en Colombia en 1957 para apro¬ 
bar la reforma a la Constitución. 
Otros opinan que el plebiscito se 
aplica cuando el pueblo se pronuncia 
sobre determinados hechos o suce¬ 
sos, tales como la proposición de per¬ 
sonas en cargos, anexiones territoria¬ 
les o elección de formas de gobierno, 
y no sobre actos normativos, para los 
cuales se aplicaría el referendo. Los 
estudiosos franceses configuran el 
plebiscito como la elección de un 
hombre, viendo en el referendo el 
voto sobre un problema. Gladio 
Gemina considera que los términos 
son sinónimos y que puede sola¬ 
mente destacarse una diferencia his¬ 
tórica en el uso de uno u otro término. 

De este modo, el término plebiscito 
se utiliza en primer lugar para indicar 
sucesos excepcionales, normalmente 
fuera de las previsiones constitucio¬ 
nales —los textos constitucionales 
mencionan con más frecuencia el Te- 
ferendo—. En este contexto se puede 
encontrar no una convalidación, pero 
sí una explicación a ciertas definicio¬ 
nes propuestas, dado que puede sos¬ 
tenerse que, debido a su tendencia a 
la excepcionalidad, se utiliza con máf 
frecuencia el término plebiscito pan 
indicar ya sea pronunciamientos po¬ 
pulares no precedidos por actos esta¬ 
tales o, sobre todo, hechos o sucesos 


que debido a su excepcionalidad no 
encuentran una disciplina constitu¬ 
cional. La Constitución colombiana se 
limita a enumerar al plebiscito dentro 
de los mecanismos de participación, 
sin establecer los casos en los cuales 
tendría aplicación esta figura. 

El referendo 

El referendo es un mecanismo que 
permite al cuerpo electoral aprobar o 
rechazar las decisiones de las autori¬ 
dades legislativas ordinarias; se dife¬ 
rencia del plebiscito por una mayor 
regularidad. La voluntad del refe¬ 
rendo es hacer una democracia plura¬ 
lista, que se manifieste no sólo a tra¬ 
vés de los partidos (asociaciones po¬ 
líticas), sino también a través de las 
formaciones sociales, del pueblo en 
general y, más concretamente, del 
cuerpo electoral. En relación con la 
actividad legislativa, puede constituir 
una función de iniciativa y estímulo 
para producir nuevos actos jurídicos 
y una función de control respecto de 
los actos normativos ya adoptados. 

El referendo funciona como una re¬ 
serva de la democracia directa, puesto 
que mediante tal institución el pue¬ 
blo, o más exactamente el cuerpo elec¬ 
toral, participa por vía consultiva o 
deliberativa en el proceso decisional. 
Es natural, por tanto, que el destino 
del referendo haya estado estrecha¬ 
mente ligado a las vicisitudes de la 
democracia directa. 

En el siglo pasado —y también en 
el precedente, en la medida en que 
fue superado el absolutismo— no se 
advirtió la exigencia de hacer partici¬ 


par al pueblo en las decisiones públi¬ 
cas, y se reconoció un cuerpo electoral 
notablemente restringido. Con sólo 
algunas excepciones, como Suiza, se 
afirmó un sistema parlamentario res¬ 
petuoso de las libertades populares, 
pero no preocupado por asegurar el 
pleno poder del pueblo, y en el cual 
el referendo tuvo muy poco lugar. En 
el siglo xx, durante la oleada demo¬ 
crática que caracterizó a la primera 
posguerra, se difundió la institución 
del referendo, que fue disciplinado 
en múltiples formas por las diversas 
Constituciones; después de la se¬ 
gunda guerra hubo un retomo al es¬ 
píritu de 1919, pero atenuado puesto 
que la complejidad de la actividad es¬ 
tatal, por un lado, y la desconfianza 
en el real poder decisorio del pueblo, 
por el otro, favorecieron un mayor 
escepticismo sobre la democracia di¬ 
recta, o sobre el injerto de institucio¬ 
nes de esta última en la democracia 
representativa. 

Desde el punto de vista de la vali¬ 
dez del referendo como técnica deci¬ 
sional, hay quienes consideran que si 
bien es cierto que el referendo per¬ 
mite obtener información sobre las 
opiniones de la población respecto de 
leyes específicas y controvertidas, 
también es cierto que instrumentos 
como los sondeos de opinión serían 
de igual utilidad, si no fuera porque 
el referendo impone a los gobernan¬ 
tes plegarse inmediatamente a la vo¬ 
luntad de los gobernados y, por tan¬ 
to, conduce al país legal en automá¬ 
tica sintonía con el país real. El refe¬ 
rendo es una de las posibles técnicas 
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decisorias a disposición de los siste¬ 
mas políticos; maximiza la democra¬ 
cia partí cipa ti va y la eficacia decisio- 
nal en determinadas condiciones. 

La práctica histórica ofrece diversas 
clasificaciones del referendo. Por su 
fundamento jurídico se diferencian: 
el referendo obligatorio, cuando es 
impuesto por la Constitución como 
requisito necesario para la validez de 
determinadas normas legislativas; y 
el referendo facultativo, cuando su 
iniciativa depende de una autoridad 
competente, por ejemplo, de una de¬ 
terminada fracción del cuerpo electo¬ 
ral o de las cámaras. Bajo este aspecto 
el referendo puede ser el momento 
de un procedimiento —constitucio¬ 
nal, legislativo o administrativo—, o 
puede constituir el único acto delibe¬ 
rativo, agotándose en el procedimien¬ 
to, como cuando abroga un acto vá¬ 
lido y operante en el ordenamiento. 
Atendiendo a su eficacia normativa, 
puede ser constituyente, si se refiere 
a la aprobación de una Constitución; 
constitucional, si atiende a la revisión 
de una Constitución; legislativo o ad¬ 
ministrativo, si concierne respectiva¬ 
mente a leyes o actos administrativos. 
Por su eficacia jurídica, el referendo 
es de ratificación o sanción, cuando 
la norma sólo se convierte en ley por 
la previa aprobación del cuerpo elec¬ 
toral que viene a sustituir a la autori¬ 
dad sancionatoria de las leyes; y con¬ 
sultivo, cuando el resultado no tiene 
carácter vinculante para la autoridad 
legislativa ordinaria. 

En Colombia el referendo ha sido 
consagrado por la Constitución de 
1991 como uno de los mecanismos de 
participación del pueblo en la vida po¬ 
lítica del país. En varias ocasiones ha¬ 
brá que someter a la opinión del 
cuerpo electora] decisiones tomadas 
por el Congreso; por ejemplo, cuando 
dos o más departamentos deseen 
constituirse en una región como enti¬ 
dad territorial, la decisión tomada por 
el Congreso se someterá en cada caso 
a referendo de los ciudadanos de los 
departamentos interesados, según lo 
establece el artículo 307 de la Carta 
constitucional. También deberán so¬ 
meterse a referendo las reformas 
constitucionales aprobadas por el 
Congreso, cuando versen sobre los 
derechos fundamentales, sus garan¬ 
tías, procedimientos de participación 
popular o el Congreso, siempre y 
cuando así lo solicite un 5% de los 
ciudadanos que integren ei censo 
electoral (artículo 377). Además, los 
ciudadanos podrán mediante refe- 
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rendo reformar directamente la Cons¬ 
titución (artículo 374). 

El cabildo abierto 

Esta institución, que tiene reminis¬ 
cencias coloniales, ya era contem¬ 
plada por las Leyes de Indias. En la 
Colonia, los cabildos eran el máximo 
órgano de gobierno de las municipa¬ 
lidades. Las leyes preveían dos tipos 
de cabildo: ordinario y abierto; los pri¬ 
meros estaban integrados por las au¬ 
toridades locales de las ciudades o vi¬ 
llas, que eran los regidores o conceja¬ 
les, los alcaldes ordinarios, el alguacil 
mayor, el alférez real, el depositario 
general, el fiel ejecutor (que tenía a 
su cargo la vigilancia de las reglamen¬ 
taciones de pesas y medidas) y el re¬ 
ceptor de penas (cobrador de multas). 
En algunos cabildos, como en el de 
Buenos Aires, esos cargos eran de¬ 
sempeñados con carácter rotativo por 
los mismos regidores. Además de 
funciones propiamente municipales, 
tenía atribuciones judiciales en pri¬ 
mera instancia, en lo civil y criminal. 

El cabildo abierto era la reunión 
convocada por los miembros del ca¬ 
bildo ordinario cuando la gravedad 
de las circunstancias lo hacía aconse¬ 
jable. Estaba formado por aquellos 
vecinos que los cabildantes juzgaban 
oportuno invitar. Su carácter demo¬ 
crático era del todo ilusorio, porque 
en realidad en él sólo se reunían las 
élites coloniales; a pesar de ello, en 
casi toda la América española la con¬ 
vocatoria de cabildos abiertos permi¬ 


tió que se manifestara por primera 
vez el credo revolucionario de algu¬ 
nos colonos, tal como ocurrió en San- 
tafé de Bogotá el 20 de julio de 1810, 
cuando el pueblo, reunido en un ca¬ 
bildo abierto, protestó contra las auto¬ 
ridades españolas. 

El cabildo abierto tenía un carácter 
extraordinario y no estaba contem¬ 
plado como mecanismo de uso co¬ 
rriente dentro de la vida colonial De 
acuerdo con estas características, pa¬ 
recería que la intención de la Asam¬ 
blea Constituyente de 1991 fue esta¬ 
blecer un mecanismo excepcional que 
permitiera a los pobladores dei muni¬ 
cipio afrontar situaciones de crisis. 

La iniciativa legislativa 

La iniciativa legislativa es un meca¬ 
nismo mediante el cual los ciudada¬ 
nos pueden lograr que sus represen¬ 
tantes se ocupen de un asunto concre¬ 
to, cuya propuesta inicial surge de la 
voluntad del electorado. Hace parte 
de las instituciones de la democracia 
semidirecta, pues como su nombre lo 
indica presume la existencia de un 
cuerpo representativo que dé curso a 
la iniciativa. 

La Carta de 1991 determina que las 
leyes no sólo tendrán origen en las 
propuestas de los miembros de las 
cámaras y del gobierno, o de otras 
entidades expresamente señaladas 
por la Constitución, sino también en 
la iniciativa popular, pudiendo pre¬ 
sentar proyectos de ley o de reforma 
constitucional un número de ciuda¬ 
danos igual o superior al 5% del censo 
electoral existente en la fecha. 

La Constitución consigna, además, 
diferentes oportunidades en que se 
puede poner en práctica la iniciativa 
popular; los habitantes de las entida¬ 
des territoriales podrán presentar a la 
respectiva corporación pública, y ésta 
estará obligada a tramitarlos, proyec¬ 
tos sobre asuntos de su competencia; 
presentar, siempre y cuando los pro¬ 
ponentes logren un número igual o 
superior al 5% del censo electoral vi¬ 
gente, proyectos de acto legislativo; 
tendrán también iniciativa para que 
el Congreso, mediante ley, someta a 
referendo un proyecto de reforma 
constitucional; y en un número equi¬ 
valente a la décima parte del censo 
electoral, tendrán iniciativa para soli¬ 
citar la convocación de un referendo 
para la derogatoria de una ley. 

La revocatoria del mandato 

La palabra revocatoria significa dejar 
sin efecto o invalidar una concesión 
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o mandato. Este mecanismo consti¬ 
tuye una verdadera novedad en la 
Constitución colombiana, pues en la 
historia política del país no se había 
considerado antes la posibilidad de 
exigir la responsabilidad de los elegi¬ 
dos ante sus electores. 

La revocatoria del mandato, consa- 
grada en el artículo 103 de la Carta 
como mecanismo, y en el artículo 40 
como forma de ejercerla participación 
política, queda plenamente estable¬ 
cida como un derecho de los ciudada¬ 
nos en el artículo 133, cuando expre¬ 
sa: «El elegido [miembros de los cuer- 
pos colegiados de elección directa] es 
responsable ante la sociedad y frente 
a sus electores del cumplimiento de 
las obligaciones propias de su inves¬ 
tidura». Así mismo, el artículo 289 
establece el voto programático, esto 
es, la obligación de los gobernadores 
y alcaldes de cumplir el programa que 
presentaron al inscribirse como can¬ 
didatos. 

La consulta popular 

En Colombia existe un precedente ju¬ 
rídico no muy lejano de la consulta 


popular: el acto legislativo 1 de 1986, 
que conjuntamente con el artículo 374 
del Código de Régimen Municipal es¬ 
tablecía la consulta ciudadana a nivel 
municipal para decidir sobre asuntos 
de interés local. 

Del contexto de estas disposiciones 
y de las que dedica la nueva Constitu¬ 
ción a este tema, puede concluirse 
que la consulta popular es una insti¬ 
tución a través de la cual la ciudada¬ 
nía expresa su opinión sobre un 
asunto concreto, a pedido de una de¬ 
terminada autoridad. En consecuen¬ 
cia, el presidente de la República, los 
gobernadores y alcaldes, según el 
caso, podrán solicitar la opinión del 
pueblo respecto de asuntos de su 
competencia. El primero, con la firma 
de todos los ministros y previo con¬ 
cepto favorable del Senado de la Re¬ 
pública; y los segundos, previo cum¬ 
plimiento de los requisitos y formali¬ 
dades que señale el estatuto general 
de la organización territorial y en los 
casos que éste determine (artículos 
104 y 105), Tratándose de consulta a 
nivel nacional, la Constitución es 
clara en cuanto a la obligatoriedad de 


la decisión del pueblo; no sucede lo 
mismo con la consulta a nivel regional 
(artículo 105), donde no se expresa si 
la opinión de los ciudadanos obliga a 
los alcaldes y gobernadores a acogerla 
y traducirla en acciones concretas. 

Adicionalmente, los ciudadanos 
disponen de un mecanismo de con¬ 
trol sobre los actos reformatorios de 
la Constitución: la demanda de in¬ 
coo stiturionalidad. No obstante, la 
nueva Carta la limita a los vicios de 
procedimiento en el trámite de las re¬ 
formas. 
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El pensamiento político moderno está 
fundado sobré el principio según el 
cual todo gobierno debe ser fiel expre¬ 
sión de la voluntad popular. Por tan¬ 
to, el fenómeno del poder político 
está supeditado a la idea de democra¬ 
cia, definida por Abraham Lincoln 
como «gobierno del pueblo, por el 
pueblo y para el pueblo». 

De acuerdo con la doctrina liberal, 
impulsada históricamente por los 
procesos revolucionarios de Inglate¬ 
rra (revolución de 1688), Estados Uni¬ 
dos (declaración de independencia de 
1776 y Constitución de Filadelfia de 
1787) y Frauda (revolución de 1789), 
todo gobierno constituido por los re¬ 
presentantes legítimos del pueblo es 
democrático. Y para lograr la integra¬ 
ción de un gobierno que sea represen¬ 


tativo de la voluntad popular, se ne¬ 
cesita la realización de elecdones. Es¬ 
tas son elemento fundamental y deri- 
sivo para llevar a la práctica la idea 
de democracia. 

Ahora bien, las elecdones deben 
efectuarse conforme a la ley y su re¬ 
sultado debe traducir, con toda fide¬ 
lidad, la auténtica voluntad de las ma¬ 
yorías, porque el acatamiento deí de¬ 
seo mayoritario es regla de oro de la 
democracia. Garantizar que ello sea 
asi es cuestión que atañe a las normas 
electorales, que son, por así dedrlo, 
el estatuto de la democrada* La defi¬ 
nición de las reglas a las cuales debe 
someterse el juego político forma 
parte esendal de la Constitudón Po¬ 
lítica de todo Estado moderno. No 
olvidemos que entre las principales 


finalidades de una Constitución se 
encuentra, precisamente, la de regu¬ 
lar la organización y funrionamiento 
del Estado, propósito que en los Esta¬ 
dos contemporáneos de tradición oc¬ 
cidental se cumple por medio de ins¬ 
tituciones y normas electorales. 

Los dudadanos son los protagonis¬ 
tas de la vida política del país. Indivi¬ 
dualmente y agrupados en todo tipo 
de organizaciones, manifiestan sus 
preferendas políticas por medio de 
las elecciones. Las posibilidades de 
acdón política de los dudadanos y 
los grupos están garantizadas en los 
llamados derechos políticos consa¬ 
grados por la Constitudón; el princi¬ 
pal de ellos es el derecho de sufragio. 
El Estado tiene la obligadón de respe¬ 
tar, proteger y fomentar esos dere- 
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chos y de facilitar los medios técnicos 
y materiales necesarios para que el 
pueblo pueda ejercerlos, finalidad 
que cumple por medio de un orga¬ 
nismo especializado y autónomo, a 
cuyo cargo está la preparación, orga¬ 
nización y vigilancia de los comicios. 
Así, la organización electoral co¬ 
rresponde a la parte del derecho pú¬ 
blico que trata sobre los principios y 
procedimientos relativos a la designa¬ 
ción de autoridades mediante el voto 
popular, tanto en el orden nacional 
como en los distintos niveles territo¬ 
riales; la participación ciudadana en 
las elecciones, tanto en forma indivi¬ 
dual como asociada, a través de par¬ 
tidos, movimientos y grupos políti¬ 
cos; la administración de los servidos 
electorales por parte del Estado; y, 
finalmente, la legislación que regula 
las elecciones en forma especial. 

Evolución del derecho 
de sufragio 

La democracia implica necesaria¬ 
mente libertad, partidos políticos y 
elecciones. Los miembros de toda so¬ 
ciedad democrática, cumplidos cier¬ 
tos requisitos jurídicos, adquieren la 
calidad de dudadanos y, desde ese 
momento, la plenitud de los derechos 
políticos, entre los cuales descolla el 
derecho de sufragio. Este derecho 
otorga al ciudadano la capacidad de 
votar en toda elección (derecho de su¬ 
fragio activo) y la capacidad de ser 
candidato a los distintos cargos de 


elección popular (derecho de sufragio 
pasivo). 

El estudio de la evolución del dere¬ 
cho de sufragio permite conocer los 
progresos de ja democracia desde sus 
inidos, cuando se mantuvo restringida 
a sectores privilegiados de la seriedad, 
hasta hoy, cuando bajo la denomina¬ 
ción de sufragio universal ha adquirido 
una gran amplitud. En las democracias 
del siglo xx el derecho de sufragio tiene 
las siguientes características; es secre¬ 
to, directo, igual, libre y universal. 

Al secreto del voto se opone el voto 
público, que permite a todos los par¬ 
ticipantes enterarse de la forma como 
cada uno ha votado. El voto público 
expone al elector a las presiones, ame¬ 
nazas y represalias de la colectividad, 
la cual fácilmente puede alterar la in¬ 
tención de voto inicial y espontánea 
de los ciudadanos. Por ello, el secreto 
se erige en una protección de la liber¬ 
tad de conciencia e, inclusive, de la 
integridad física y moral del elector, 
en especial de quien forma parte de 
grupos minoritarios en asambleas ai¬ 
radas y vociferantes, y es condición 
indispensable del voto democrática¬ 
mente entendido. 

En Colombia, como en muchos 
otros países a comienzos del siglo Xix, 
el voto fue público durante los prime¬ 
ros tiempos de la República. La ley 
electoral del 2 de abril de 1832 decía 
en su artículo 13: «Cada sufragante 
parroquial votará por el elector, o 
electores que correspondan al distrito 
parroquial, pronunciando clara i dis¬ 
tintamente, de uno en uno, los nom¬ 


bres de los ciudadanos por quienes 
votare». No obstante, la ley sobre 
elecciones de mayo 23 de 1843 esta¬ 
bleció el voto secreto, que debía ano¬ 
tarse en papeletas de color blanco, y 
el uso de las urnas electorales. 

El voto es directo cuando el elector 
sufraga sin valerse de intermediarios, 
por el candidato o candidatos de su 
personal preferencia. Es indirecto 
cuando los ciudadanos designan a 
unos electores, quienes en elecciones 
de segundo grado votan por quienes 
van a ocupar los cargos de elección 
popular. En esta forma se elige hasta 
hoy al presidente de los Estados Uni¬ 
dos. El voto indirecto puede prestarse 
para desviar la intención original del 
electorado; por tanto, el voto directo 
ofrece más garantías para el ejercicio 
de la democracia. 

El sufragio indirecto se practico en 
Colombia desde los primeros tiempos 
de la República hasta 1853, cuando la 
Constitución expedida ese año consa¬ 
gró por primera vez el sufragio di¬ 
recto para todas las elecciones nacio¬ 
nales. La Constitución de 1863 con¬ 
servó el sufragio directo sólo para ele¬ 
gir representantes al Congreso de la 
República, al igual que la Constitu¬ 
ción de 1886* El acto legislativo 3 de 
1910 lo restableció para la elección de 
presidente de la República, y el acto 
legislativo 1 de 1945 lo generalizó para 
las demás elecciones. 

La práctica del voto igual corres¬ 
ponde al principio expresado en la 
fórmula "un hombre, un voto". Todo 
ciudadano tiene idéntico derecho a 
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votar, y todos los votos tienen igual 
valor, sin que sea posible atribuirles 
mayor o menor importancia por razo¬ 
nes de propiedad, educación, reli¬ 
gión, raza, sexo o posición política. 

La práctica del voto desigual es, 
fundamentalmente, un fenómeno del 
siglo XIX, cuando era usual conceder 
el derecho de votar por segunda vez, 
en una misma elección, a ios gradua¬ 
dos universitarios (voto de "capaci¬ 
dad" o "capadtario"), o a los propie¬ 
tarios de casas, tierras o negocios, 
quienes al pagar impuestos figuraban 
en el censo de contribuyentes (de ahí 
su denominación como voto "censita¬ 
rio"). Hasta 1948 subsistieron en In¬ 
glaterra algunas modalidades de voto 
múltiple* En Colombia sólo se prac¬ 
ticó parcialmente, en el siglo xix, el 
voto censatario* 

En una democracia es inconcebible 
que el elector no pueda votar con entera 
libertad. Objetivo esendal de las normas 
electorales es, por tanto, rodear de ga¬ 
rantías al dudadano para permitirle 
depositar su voto libre de toda coacción 
o intimidadón, y para que el sufragio 
sea manifestad ón espontánea de sus 
íntimas convicciones y preferendas. 

El sufragio universal es resultado 
de un largo proceso ocurrido a lo 
largo del siglo XIX y parte del XX, que 
llevó finalmente a la supresión de las 
restricciones que en un principio re¬ 
servaron el derecho de sufragio a sec¬ 
tores minoritarios de la sociedad: los 
propietarios, los varones, los letra¬ 
dos* La sucesiva remoción de impedi¬ 
mentos legales por razón de sexo, 
creendas políticas o religiosas, raza, 
edad, condición cultural, social o eco¬ 
nómica, ha unlversalizado contempo¬ 
ráneamente el derecho de sufragio, 
de tal manera que corresponde hoy 
a una extensión de la ciudadanía sin 
antecedentes en la historia. 

En Colombia el acto legislativo 1 de 
1936 abolió las últimas limitaciones de 
carácter socioeconómico que pesaban 
sobre el derecho de sufragio, origina¬ 
rias del siglo xix. El acto legislativo 3 
de 1954 extendió la plenitud de los de¬ 
rechos ciudadanos a la mujer, y el acto 
legislativo 1 de 1975 redujo de 21 a 18 
años la edad a partir de la cual se ad¬ 
quiere en Colombia la ciudadanía. 

Constitución Política 

DE 1991 

Reforma electoral 

La Constitución Política de 1991 es la 
concreción de un ambicioso proyecto 
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de la nueva Constitución Política de Colombia 
el 4 de julio de 2991. 

de reforma económica, social y polí¬ 
tica. Entre sus principales objetivos 
está la introducción del principio de 
la democracia participad va, y el esta¬ 
blecimiento de los mecanismos o pro¬ 
cedimientos propios de esta modali¬ 
dad democrática, con la cual se pre¬ 
tende remediar las limitaciones de 
la democracia fundada exclusiva¬ 
mente en la clásica noción de repre¬ 
sentación* 

La idea de la participación busca 
que las posibilidades ofrecidas al ciu¬ 
dadano para influir en la vida política 
del país no se agoten en el ejercido 
del derecho de sufragio* La democra¬ 
cia participativa diversifica y multi¬ 
plica los canales institucionales que 
permiten al ciudadano expresar sus 
opiniones y anhelos, a sodarse con 
otros en la búsqueda de propósitos 
comunes, integrarse a los sectores 
modernos de la sociedad, influir en 
su destino histórico, intervenir más 
activa y frecuentemente en el manejo 
de los asuntos públicos y, de esta ma¬ 
nera, crear múltiples oportunidades 
para la realización personal y colec¬ 
tiva de los colombianos* 

En esta perspectiva la reforma elec¬ 
toral es el aspecto instrumental de la 
reforma política contenida en la 
Constitución de 1991, y uno de los 
componentes de la participación ciu¬ 
dadana* Los temas electorales se en¬ 
cuentran dispersos a lo largo del ar¬ 
ticulado constitudonal, pero aparecen 
concentrados de manera espedal en 
dos títulos: el IV, denominado "De la 
participarión democrática y de los par¬ 
idos políticos", y el ix, "De las eleccio¬ 
nes y de la organización electoral". 

Ciudadanía 

Es preciso distinguir entre ciudadanía 
y nadonalidad. Se entiende poT na¬ 
cionalidad la calidad jurídico política 
que adquiere una persona por el he¬ 
cho de formar parte de una nadón, 
fenómeno que puede ocurrir fortuita* 


mente (sin el concurso de la voluntad- 
de la persona) o por propia determi¬ 
nación (cuando una persona extran¬ 
jera decide consciente y voluntaria¬ 
mente nadonalizarse en el país). Las 
leyes de cada país establecen las re¬ 
glas que permiten determinar la na¬ 
cionalidad de las personas, condición 
que se adquiere desde el momento 
mismo del nacimiento, es dedr, por 
el simple hecho de pertenecer a la es¬ 
pecie humana* Se habla de nacionales 
por oposición a los extranjeros, quie¬ 
nes pred sámente por no pertenecer 
a la nación, quedan excluidos del dis¬ 
frute de ciertos derechos, espedal- 
rnente los políticos. 

La nacionalidad es presupuesto de 
la ciudadanía. En consecuencia nin¬ 
gún extranjero puede ser dudadano 
colombiano. Por otra parte, todo ciu¬ 
dadano es nacional, pero no necesa¬ 
riamente todo nacional es dudadano. 
De acuerdo con el artículo 98 de la 
Constitución, los nadonales colom¬ 
bianos adquieren la calidad jurídica 
de dudadanos cuando llegan a la edad 
de diedocho años* La dudadanía im¬ 
plica, en general, la posibilidad de dis¬ 
frutar de*una categoría espedal de de¬ 
rechos, de los cuales, antes de llegar a 
la mayoría de edad, el individuo estaba 
marginado: los derechos políticos. Co¬ 
rrelativamente, la dudadanía también 
implica nuevas responsabilidades 
frente al Estado y la sodedad* 

Desde el punto de vista del derecho 
electoral, interesan espedalmente 
aquellos derechos que permiten al 
ciudadano participar en el proceso de 
las elecciones y ser protagonista del 
mismo. De acuerdo con el artículo 99 
de la Carta, la dudadanía otorga al 
individuo el derecho de contribuir 
con su voto a la composición de los 
órganos estatales (ius eligendi) y, den¬ 
tro de determinadas condiciones 
constitudonales y legales, a candida- 
tizarse para ocupar cargos electivos 
(ius honorum). Para poder desempe¬ 
ñar algunos de los más elevados car¬ 
gos del Estado, la Constitución ha im¬ 
puesto al dudadano el requisito espe¬ 
cial de la nacionalidad por nacimiento 
(para ser presidente de la República 
o senador), estableciendo, por lo de¬ 
más, igualdad jurídico política entre 
nacionales por nacimiento y naciona¬ 
les por adopción. 

Siendo la nadonalidad presu¬ 
puesto de la dudadanía, esta última 
se pierde de hecho cuando la persona 
renuncia a la nacionalidad colombia¬ 
na, según el articulo 98 de la Carta. 
Pero de acuerdo con el artículo 96, la 
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Cédula de ciudadanía expedida en 1934 en el departamento de Cund mamaren, jurado electoral de Bogotá. Cédula expedida en 1949, en tres 
ejemplares, destinados al ciudadano, al jurado y a la oficina de identificación electoral. Primera cédula laminada, fechada el 24 de noviembre de 
1952, a nombre del presidente Laureano Gómez Castro . Registro de la primera cédula de ciudadanía concedida a la mujer (N 2 20'.00Q, 0001) t expedida 
el 25 de mayo de 1956 a la primera dama Carola Correa de Rojas Pinilla, Archivo de la Registrado ría Nacional del Estado Civil , Bogotá. 


calidad de nadonal colombiano ya no 
se pierde por el solo hecho de adquirir 
otra nacionalidad, lo que permite no 
solamente el fenómeno de la doble 
nacionalidad, sino también el de la 
doble ciudadanía. 

El ejercicio de la ciudadanía se 
puede suspender en virtud de una 
decisión judicial, en los casos que de¬ 
termine la ley. Es una sanción que 
puede imponer el Senado de la Re¬ 
pública, dentro de los juidos políticos 
que adelante contra altos funciona¬ 
rios del Estado (artículos 174 y 175 de 
la Constitución). Por otra parte, 
cuando los juidos penales concluyen 
en sentencia condenatoria a pena de 
prisión, el juez impone como pena 
accesoria la de «interdicción de dere¬ 
chos y funciones públicas», que equi¬ 
vale a la suspensión de los derechos 
de ciudadanía. Quienes hayan sido 
suspendidos en el disfrute de la ciu¬ 
dadanía podrán solicitar su rehabili¬ 
tación, una vez cumplida la pena, de 
acuerdo con los trámites y requisitos 
prescritos en el Código de Procedi¬ 
miento Penal. 
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Derecho de sufragio 

El principio de la democracia repre¬ 
sentativa sólo puede llevarse a la 
práctica mediante el reconocimiento 
a los miembros de la sociedad del de¬ 
recho de sufragio, en su doble sentido 
de poder votar y de poder postularse 
para cargos electivos. 

La mayor o menor extensión del 
derecho de sufragio ha sido aspecto 
capital de la controversia política du¬ 
rante los dos últimos siglos, y ha dado 
lugar a muy diversas regulaciones le¬ 
gales. Los vaivenes de la legislación 
en este campo han obedecido a facto¬ 
res socioeconómicos y de cultura po¬ 
lítica, que hicieron prevalecer, según 
cada lugar y circunstancia, bien una 
concepción elitista, aristocrática u oli¬ 
gárquica, o bien una concepción po¬ 
pular, igualitaria y social del poder. 
Con todo, los progresos de la demo¬ 
cracia en el terreno práctico de la re¬ 
presentación han hecho evolucionar 
consistentemente las regulaciones del 
derecho de sufragio, de manera que 
cada vez sectores más amplios de la 
sociedad tengan acceso a él. 


Los reglamentos concretos del de¬ 
recho de sufragio determinan final¬ 
mente quiénes tienen capacidad para 
elegir o ser elegidos. Entendemos por 
capacidad electoral la aptitud que la 
ley reconoce a las personas para ejer¬ 
cer el derecho de sufragio, en el sen¬ 
tido activo y en el sentido pasivo, no 
sólo por tener la calidad de ciudada¬ 
nos, sino por cumplir con una suma 
de requisitos de carácter general, que 
delimitan el cuerpo electoral y el nú¬ 
mero de los elegibles. La capacidad 
electoral se configura ante la presen¬ 
cia de unas calidades que expresa¬ 
mente demanda la ley, y ante la au¬ 
sencia de situaciones o antecedentes 
que descalifiquen al ciudadano para 
participar en las elecciones. Si falta 
alguna de las primeras o se hace pre¬ 
sente una de las segundas, se genera 
la incapacidad electoral. 

En relación con la capacidad para 
ser elector, la Constitución Política y 
las leyes prevén distintas situaciones 
sobre violentes a la adquisición de la 
ciudadanía, que incapacitan o inhabi¬ 
litan para votar. Como consecuencia 
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de estas restricciones al derecho de 
votar siempre se contrae el tamaño 
del cuerpo electoral, determinado 
sólo en primera instancia por el nú¬ 
mero total de ciudadanos de un país. 
El régimen electoral colombiano li¬ 
mita la capacidad del elector cuando 
su conducta personal o su actividad 
profesional le coloca en determinadas 
situaciones jurídicas o sociales que, 
por razones de conveniencia, aconse¬ 
jan excluirle del cuerpo electoral. 
También puede ocurrir el mismo 
efecto por razón de las exigencias téc¬ 
nicas y administrativas propias de la 
preparación de los eventos electora¬ 
les. 

Carecen de capacidad para elegir: 
los miembros de las Fuerzas Militares 
y de la Policía Nacional, de acuerdo 
con el artículo 219 de la Carta («Los 
miembros de la Fuerza Pública no po¬ 
drán ejercer la función del sufragio 
mientras permanezcan en servicio ac¬ 
tivo»); quienes hubieren incurrido en 
indignidad penal, que se predica de 
quienes habiendo sufrido la suspen¬ 
sión judicial de la ciudadanía no hu¬ 
bieren obtenido rehabilitación; y 
quienes no hubieren cumplido con re¬ 
quisitos de carácter electoral'para po¬ 
der votar (para poder votar el ciuda¬ 
dano debe presentar ante los jurados 
de votación su cédula de ciudadanía, 
no pueden votar los ciudadanos cuya 
cédula de ciudadanía no aparezca en 
el censo electoral o en la lista de sufra¬ 
gantes del lugar donde deseen votar). 
Los ciudadanos que se encuentren en 
el exterior para la fecha de las eleccio¬ 
nes, únicamente podrán votar para 
presidente y vicepresidente de la Re¬ 
pública, si oportunamente han cum¬ 
plido con el requisito de inscripción 
de su cédula de ciudadanía o pasa¬ 
porte vigente ante la respectiva emba¬ 
jada o consulado. 

Aun cuando por regla general los 
extranjeros carecen de derechos polí¬ 
ticos, el artículo 100 de la Carta excep¬ 
cionalmente dispone: «La ley podrá 
conceder a los extranjeros residentes 
en Colombia el derecho al voto en las 
elecciones y consultas populares de 
carácter municipal». 

En cuanto a la capacidad para ser 
candidato, las normas que regulan la 
capacidad de los ciudadanos para que 
se les considere elegibles, reducen el 
numero de los ciudadanos con apti¬ 
tud para desempeñar tales cargos por 
medio de dos métodos: uno selectivo 
y otro excluyen te. Mediante el prime¬ 
ro, algunas normas obligan a seleccio¬ 
nar de entre la totalidad de los ciuda¬ 


danos a aquellos que reúnan ciertas 
características que los califiquen de 
manera especial {"calidades", según 
la expresión más usual de las leyes). 
Mediante el segundo método, otras 
normas excluyen a aquellos que, no 
obstante satisfacer tales calidades, se 
encuentren dentro de alguna de las 
numerosas situaciones que, con¬ 
forme a las normas electorales, desca¬ 
lifican, incapacitan o inhabilitan para 
ser candidato (generalmente denomi¬ 
nadas "inhabilidades"). 

En materia de calidades, es común 
que las leyes exijan para ciertos cargos 
una edad especial, superior a la mí¬ 
nima de ciudadanía (para ser elegido 
presidente, vicepresidente o senador 
se requiere tener más de treinta años 
de edad; para ser representante hay 
que tener más de veinticinco años). 
También se exige ser colombiano de 
nacimiento para ser presidente, vice¬ 
presidente o senador; en cambio, los 
colombianos por adopción o naciona¬ 
lizados podrían ser representantes, 
diputados, gobernadores, alcaldes y 
concejales. Cuando la Constitución o 
la ley no exige calidades, la capacidad 
del candidato se rige por los princi¬ 
pios mínimos del artículo 99 de la 
Carta, que establece la calidad básica 
y primera: «La calidad de ciudadano 
en ejercido». 

Por el método de la exclusión las 
normas electorales desconocen la ca¬ 
pacidad para ser candidato a determi¬ 
nados ciudadanos. Es el caso de los 
miembros de la Fuerza Pública, quie¬ 
nes mientras permanezcan en servi¬ 
do activo «no pueden ejercer la fun¬ 


ción del sufragio». Tampoco pueden 
ser candidatos quienes se encuentren 
en situación de indignidad penal o de 
indignidad declarada por el Senado, 
De acuerdo con el artículo 179 de la 
Carta, no podrán ser congresistas 
quienes hayan sido condenados «en 
cualquier época», por sentencia judi¬ 
cial, a pena privativa de la libertad, 
excepto por delitos políticos o culpo¬ 
sos; en este evento el criterio es sim¬ 
plemente el de tener en cuenta el pa¬ 
sado judicial de las personas, y excluir 
a quienes registren antecedentes de 
carácter penal, con el objeto de salva¬ 
guardar la moralidad pública y la dig¬ 
nidad de la función pública. 

Las normas de organización electo¬ 
ral exigen que los candidatos se inscri¬ 
ban previamente a las elecciones, 
cumpliendo un mínimo de formalida¬ 
des y requisitos. Por su parte, la 
Constitución de 1991 aumentó las in¬ 
habilidades para remediar múltiples 
vicios de politiquería y dientelismo. 
Así, no puede ser candidato quien 
hubiere sido empleado público en 
época inmediatamente anterior a la 
fecha de las elecciones; tampoco 
quien sea pariente próximo de autori¬ 
dades «que ejerzan autoridad civil o 
política», ni quienes hubieran gestio¬ 
nado negocios ante entidades públi¬ 
cas seis meses antes de la elección. 

Partidos políticos 

Los partidos son el vehículo funda¬ 
mental para el ejercido de los dere¬ 
chos políticos. Son grupos en tomo 
a los cuales se organizan, defienden 
y promueven intereses, doctrinas y 



Sede de la Registrad aria Nacional del Estado Civil y del Consejo Nacional Electoral en el Centro 
Administrativo Nacional de Bogotá. Fotografía de Ernesto Monsalve. 
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programas políticos. Su objetivo prin¬ 
cipal es la conquista del poder, me¬ 
díante la utilización de los cauces ins¬ 
titucionalmente creados para tal pro¬ 
pósito. Todos los partidos que actúan 
en la escena política compiten en su 
común aspiración por llegar al poder, 
y entre tanto pueden apoyar al go¬ 
bierno establecido o declararse 
opuestos a éste, proponiéndose ante 
la opinión como una alternativa. 

Los partidos organizan al electora¬ 
do, elaboran programas de gobierno, 
despliegan una intensa labor propa¬ 
gandística y de proselitismo, prepa¬ 
ran líderes, designan sus candidatos 
a los cargos de elección popular, orga¬ 
nizan y adelantan las campañas elec¬ 
torales, lideran y refuerzan corrientes 
de opinión publica y representan a 
sus seguidores en las distintas instan¬ 
cias gubernamentales. Ellos son mo¬ 
tor de la democracia, factores de orga¬ 
nización política e ideológica de la so- 
ciedad e impulsores del Estado hacia 
derroteros históricos concretos, en la 
forma de programas y adopción de 
grandes decisiones, bien sea en el go¬ 
bierno o desde la oposición. 

Los partidos históricos colombia¬ 
nos han presentado tradicíonalmente 
un grado mínimo de regulación legal, 
lo cual jamás ha puesto en entredicho 
su existencia real ni, en absoluto, su 
capacidad para protagonizar legíti¬ 
mamente el juego político. Durante 
mucho tiempo existieron en un com¬ 
pleto vacío constitucional; a princi¬ 


pios de este siglo la Constitución co¬ 
menzó a aludirlos ocasionalmente; y 
con la instauración del Frente Nacio¬ 
nal, mediante el plebiscito de 1957, 
se produjo la «constitucionalización 
del hipar tidisrno», según expresión 
del profesor Luis Carlos Sáchica. 

Si bien la regulación constitucional 
de los partidos ha evolucionado cons¬ 
tantemente, nunca hubo una ley que 
reglamentara la materia hasta la expe¬ 
dición de la ley 58 de 1985, «por la 
cual se dicta el estatuto básico de los 
partidos políticos y se provee a la fi¬ 
nanciación parcial de las campañas 
electorales»* Son tres los principales 
temas de esta ley; estatutos y registro 
de los partidos, financiación de las 
campañas electorales y publicidad 
política y electoral. 

La Constitución de 1991, por pri¬ 
mera vez en la historia constitucional 
colombiana, destina un espado im¬ 
portante al asunto de los partidos, al 
cual dedica el capítulo 2 del título IV, 
"De la partidpación democrática y de 
los partidos políticos". En sus dispo¬ 
siciones preliminares la Carta consa¬ 
gra los principios fundamentales in¬ 
dispensables para la libre existencia 
de toda clase de partidos políticos, 
garantías que contribuyen a crear un 
clima propicio para la acdón parti¬ 
dista y a integrar dinámicamente la 
tril og í a duda da no-pa r tidos-E stado. 
El artículo 1 declara que Colombia es 
una república democrática, participa- 
ti va y pluralista. El artículo 2 consagra 


como uno de los fines del Estado, «fa¬ 
cilitar la partidpación de todos en las 
decisiones que los afectan y en la vida 
económica, política, administrativa y 
cultural de la nación». Esencial para 
la práctica de la democracia y la nor¬ 
mal existencia de los partidos es la 
declaración del artículo 3, según la 
cual «la soberanía reside exclusiva¬ 
mente en el pueblo, del cual emana 
el poder público. El pueblo la ejerce 
en forma directa o por medio de sus 
representantes, en los términos que 
la Constitución establece». 

El artículo 107 de la Carta consagra 
el derecho de asociación con fines po¬ 
líticos, como la garantía con que 
cuentan todos los nacionales colom¬ 
bianos para fundar partidos y movi¬ 
mientos políticos, darles una organi¬ 
zación propia y desarrollar las activi¬ 
dades características de estas agrupa¬ 
ciones* Este derecho comprende, 
además, la entera libertad que se reco¬ 
noce a los colombianos tanto para afi¬ 
liarse como para retirarse de los par¬ 
tidos, así como la libertad para decidir 
no formar parte de ninguno de ellos. 
Se trata de un desarrollo especial del 
genérico derecho de asociación, regu¬ 
lado en el artículo 38 de la Constitu¬ 
ción: «Se garantiza el derecho delibre 
asociación para el desarrollo de las 
distintas actividades que las personas 
realizan en sociedad». 

Los derechos de reunión y manifes¬ 
tación se reconocen en el artículo 37 
de la Carta a «toda parte del pueblo», 
y en el segundo inciso del artículo 
107, a las «organizaciones sociales», 
las cuales además pueden «participar 
en eventos políticos» sin limitación 
alguna. Las «organizaciones sociales» 
son toda modalidad de asociación de 
personas movidas por intereses co¬ 
munes de cualquier género; se inclu¬ 
yen aquí, por ejemplo, los sindicatos, 
los gremios, las asociaciones religio¬ 
sas y los movimientos culturales, eco¬ 
lógicos o regionales. 

El ejercido del derecho de asocia¬ 
ción con fines políticos puede dar lu¬ 
gar a una gran diversidad de expre¬ 
siones asociativas. El artículo 108 de 
la Constitudón menciona, sin definir¬ 
las, pero trazando algunas diferencias 
de régimen jurídico, las siguientes: 
los partidos políticos, los movimien¬ 
tos políticos, los movimientos socia¬ 
les y los grupos significativos de per¬ 
sonas. El partido es la formación po¬ 
lítica clásica, con estatutos, progra¬ 
mas, símbolos, organización propia 
y personería jurídica. Los movimien¬ 
tos políticos son formaciones que pro- 
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curan distinguirse de los partidos re¬ 
conocidos, y pretenden colocarse por 
encima de sus diferencias ideológicas 
para conquistar adeptos sobre unas 
bases de mayor consenso, como co¬ 
rrientes suprapartidistas* Los movi¬ 
mientos políticos son eminentemente 
coyunturales, aparecen en ocasiones 
con fuerza electoral sorprendente, 
pero afrontan grandes dificultades 
para mantenerse largo tiempo. En la 
práctica se les plantea una alternativa 
difícil: o se convierten en partido po¬ 
lítico, con lo cual logran instituciona¬ 
lizarse y adquirir un perfil propio 
frente a los contendores, pero co- 
rriendo el riesgo de provocar masivas 
deserciones de quienes provienen de 
otros partidos; o bien, por falta de 
identidad, se disuelven retornando 
sus ocasionales seguidores a las tol¬ 
das políticas de origen. 

Los movimientos sociales son, en 
mi concepto, expresión sinónima de 
las organizaciones sociales a que hace 
mención el artículo 107. Y, finalmen¬ 
te, los «grupos significativos de ciu¬ 
dadanos» son también asociaciones 
ciudadanas con fines políticos, pero 
que no son ni partidos ni movimien¬ 


tos, porque su acción no se desarrolla 
en función de la actividad partidista, 
sino motivada por propósitos amplia¬ 
mente integra dores de la opinión (ser¬ 
vidos públicos, vías de comunicación, 
empleo), sin distingos políticos* En 
cierta forma, estos grupos intentan ha¬ 
cer política prescindiendo de los parti¬ 
dos. Son los llamados «movimientos 
cívicos», que en las elecdones locales 
y secdonales han cobrado gran im¬ 
portancia durante los últimos años. 

Sistemas electorales 

De acuerdo con la definición del tra¬ 
tadista alemán Dieter Nohlen, «los 
sistemas electorales son procedimien¬ 
tos con los cuales los electores mani¬ 
fiestan su voluntad mediante votos y 
estos votos se traducen en curules* 
Los reglamentos técnicos que incluye 
un sistema electoral abarcan todo el 
proceso electoral: la subdivisión terri¬ 
torial en circunscripciones electora¬ 
les, la forma de la candidatura (candi¬ 
datura individual o distintas formas 
de listas), el procedimiento de vota¬ 
ción propiamente dicho (esto es, si el 


elector puede entregar uno o varios 
votos o cómo debe votar) y el proce¬ 
dimiento de asignación de los votos 
computados». Los sistemas electora¬ 
les en su sentido restringido consis¬ 
ten en el procedimiento de asignación 
de los votos computados, y así suele 
hablarse del "sistema mayoritario a 
dos vueltas" o del "sistema de cuo¬ 
ciente electoral". 

Circunscripciones electorales 

En estricto sentido, la circunscripción 
electoral es el conjunto de electores 
que tiene derecho a una representa¬ 
ción propia como resultado de las 
elecdones. Las porciones de electores 
se determinan mediante La delimita¬ 
ción del territorio donde se hallan es¬ 
tablecidos, y por ello es también vá¬ 
lido concebir las circunscripciones 
como divisiones especiales del territo¬ 
rio para efecto de las elecciones* 

La tótalidad de los electores del 
país —aun quienes se encuentren en 
el exterior— se considera como cir¬ 
cunscripción única o nacional para la 
realizadón de referendos y plebisci¬ 
tos, para la elección de presidente y 
vicepresidente de la República y para 
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Sellos de correo conmemorativos de los derechos políticos de la mujer y del voto femenino, emitidos en 1962 . 


la elección de senadores. En el plano 
de las elecciones seccionales y locales, 
los departamentos y municipios son 
circunscripciones únicas para la elec¬ 
ción de gobernadores y diputados, en 
el primer caso, y de alcaldes y conce¬ 
jales en el segundo. 

En cambio, la elección de represen¬ 
tantes a la Cámara se efectúa no en 
una sino en varias drconscripciones. 
Se aplica el principio de las circuns¬ 
cripciones múltiples, característico de 
las elecciones parlamentarias. Así, la 
Cámara de Representantes se consti¬ 
tuye por elecciones pardales realiza¬ 
das en los departamentos. Este prin¬ 
cipio podría extenderse a la eiecdón 
de diputados a las asambleas departa¬ 
mentales, al tenor del inciso segundo 
del artículo 299 de la Carta: «El Con¬ 
sejo Nacional Electoral podrá formar 
dentro de los límites de cada departa¬ 
mento, con base en su pobladón, cír¬ 
culos para la eiecdón de diputados, 
previo concepto de la Comisión de 
Ordenamiento Territorial». 

Autoridades de elección popular 

Según el artículo 260 de la Constitu¬ 
ción Política: «Los ciudadanos eligen 
en forma directa presidente y vicepre¬ 
sidente de la República, senadores, 
representantes, gobernadores, dipu¬ 
tados, alcaldes, concejales municipa¬ 
les y distritales, miembros de las jun¬ 
tas administradoras locales, y en su 
oportunidad, los miembros de la 
Asamblea Constituyente y las demás 
autoridades o funcionarios que la 
Constitución señale». Entre estas 


otras autoridades se encuentran los 
ediles que integran las juntas admi¬ 
nistradoras de las localidades en el 
Distrito Capital, conforme al artículo 
323 de la Carta. 

Estas autoridades no se eligen to¬ 
das de la misma manera. Hay distin¬ 
tos tipos de elección, según el caso, 
y las diferencias se refieren a aspectos 
tales como: el tamaño de la circuns¬ 
cripción; el número de autoridades 
que se elige en cada circunscripción, 
por lo cual la elección puede ser uni- 
nominal cuando sólo se elige una au¬ 
toridad por circunscripción, o pluri- 
nominal cuando en cada circunscrip¬ 
ción se eligen varios representantes; 
la fecha de cada elección, condicio¬ 
nada por el período para el cual son 
elegidos los servidores, que es varia¬ 
ble, y determinada por las disposicio¬ 
nes constitucionales y legales en lo 
que se llama el calendario electoral; 
la forma del voto, singular si se trata 
de elección uninominal, y por listas 
de candidatos si la elección es pluri- 
nominal; y la fórmula o método téc¬ 
nico-matemático que se utiliza en el 
escrutinio de los votos para determi¬ 
nar quién o quiénes ganaron la elec¬ 
ción, esto es, los sistemas electorales 
en sentido estricto. 

Sistema mayoritario 

Conforme al principio de mayoría, 
gana la elección el candidato que ob¬ 
tenga un número de votos superior 
al obtenido por cualquier otro de los 
contendores. Este es principio básico 
de la democracia, que sólo cede ante 


la unanimidad o consenso de los elec¬ 
tores, Como generalmente es muy di¬ 
fícil contar con el respaldo de la tota¬ 
lidad en las contiendas políticas, co¬ 
rresponde entonces legítimamente a 
la mayoría asumir la conducción de 
la sociedad. 

Existen distintos tipos de mayoría, 
los principales son: la mayoría simple 
o relativa, la mayoría absoluta y las 
mayorías cualificadas. Mayoría sim¬ 
ple o relativa es la que reúne el mayor 
número de votos en relación con los 
demás candidatos, sin importar que 
la ventaja sea tan sólo de un voto. 
Mayoría absoluta es la formada por 
la mitad más uno de la totalidad de 
los votos válidos depositados en una 
elección; esta regla apunta a la confor¬ 
mación de gobiernos que cuenten con 
un fuerte respaldo popular, y con fre¬ 
cuencia obliga a que los partidos cele¬ 
bren pactos o coaliciones para asegu¬ 
rar un resultado electoral favorable. 
La mayoría cualificada consiste en la 
exigencia de una proporción especial, 
superior a la mayoría absoluta, para 
poder ganar una elección (los dos ter¬ 
cios o las tres cuartas partes del total 
de votos depositados). 

En el sistema electoral colombiano 
se aplican tanto la regla de mayoría 
relativa como la de mayoría absoluta: 

a) Sistema mayoritario a una vuel¬ 
ta. Se practica a una vuelta porque, 
al estar basado en la regla de mayoría 
relativa, basta con una jornada de vo¬ 
tación para concluir las elecciones y 
determinar quién las ganó. Conforme 
a este sistema se elegía, antes de la 
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Constitución de 1991, al presidente 
de la República, El sistema se man¬ 
tiene para la elección de alcaides y ha 
sido establecido también para la elec¬ 
ción de gobernadores. 

b) Sistema mayoritario a dos vuel¬ 
tas. En este caso se aplica la regla de 
mayoría absoluta, que la Constitu- 
ción de 1991 ha implantado para la 
elección de presidente y vicepresi¬ 
dente de la República (artículo 190 de 
la Carta). Si en la fecha señalada para 
las elecciones presidenciales uno de 
los candidatos obtiene la mayoría ab¬ 
soluta de los votos depositados, gana 
la elección y el proceso de votación 
concluye en esa primera y única vuel¬ 
ta. En cambio, si ninguno de los can¬ 
didatos alcanza la mayoría absoluta, 
será necesario efectuar una segunda 
votación, en la cual únicamente parti¬ 
ciparán los dos que hubieren obte¬ 
nido la mas alta votación en la pri¬ 
mera vuelta. Como sólo compiten dos 
candidatos, obviamente ganará uno 
de ellos conforme a la regla de mayo¬ 
ría absoluta. 


Sistema de cuociente electoral 

El sistema de cuociente electoral es 
uno de los numerosos procedimien¬ 
tos practicados hoy para efectuar elec¬ 
ciones, de acuerdo con el principio 
proporcional. Este principio permite 
obtener, a partir de los votos deposi¬ 
tados por los ciudadanos, una repro¬ 
ducción en pequeña escala del cuerpo 
de los electores, con todas sus inquie¬ 
tudes, tendencias, aspiraciones y 
temperamentos, en una asamblea for¬ 
mada por los representantes popular¬ 
mente elegidos* La elección propor¬ 
cional permite la representación de 
las minorías —algo imposible cuando 
sólo se aplica a la elección de corpora¬ 
ciones el principio mayoritario— y la 
representación de los partidos políti¬ 
cos y las regiones, en directa propor¬ 
ción a los votos obtenidos. 

La reforma constitucional de 1968 
estableció el sistema, hoy vigente, del 
cuociente electoral (conocido también 
como sistema de Haré, por su autor 
el británico Thomas Haré, quien lo 
formuló a mediados del siglo pasa¬ 
do), con asignación de escaños res¬ 
tantes a los mayores residuos, como 
norma general para la integración de 
las corporaciones de representación 
popular; el Congreso de la República 
en el orden nacional, las asambleas 
departamentales én el orden seccio¬ 
nal, y en el orden local los concejos 
municipales y las juntas administra¬ 
doras locales* 
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ELECCIONES PRESIDENCIALES SIGLO XX 

Fecha 

Candidatos 

Votación 

1904 

Rafael Reyes Prieto 

994 ' 

Mayo 23 

Joaquín Fernando Vélez 

982 , 

1910 

Carlos Eugenio Restrepo 

23 

Julio 15 

José Vicente Concha 

18 

1914 

José Vicente Concha 

295.511 

Febrero i 0 

Nicolás Esguerra 

35.899 

1918 

Marco Fidel Suárez 

214.839 

Febrero 10 

Guillermo Valencia Castillo 

168.254 


José María Lombana Baireneche 

24.041 

1922 

Pedro Nel Ospina Vásquez 

413.619 

Febrero 

Benjamín Herrera Cortés 

256.231 

1926 

Miguel Abadía Méndez 

370.492 

Febrero 14 



1930 

Enrique Olaya Herrera 

369.934 

Febrero 9 

Guillermo Valencia Castillo 

240.360 


Alfredo Vázquez Cobo 

213.470 

1934 

Alfonso López Pumarejo 

938.908 

Febrero 11 

Eutí guio Tí moté 

1.974 

1938 

Eduardo Santos Montejo 

511.974 

Mayot 

Votos en blanco 

1.573 

1942 

Alfonso López Pumarejo 

673,169 

Mayo 3 

Carlos Arango Vólez 

474.673 

1946 

Mariano Ospina Pérez 

565.939 

Mayo 5 

Gabriel T urbay Avi nader 

441.199 


Jorge Eliécer Gaitán 

358.957 

1949 

Laureano Gómez Castro 

1440.122 

Noviembre 27 

Votos en blanco 

501 

1957 

Plebiscito 


Diciembre 1 

Votos afirmativos 

44 69.294 


Votos negativos 

206.864 


Votos en blanco 

20.738 

1958 

Alberto Lleras Camargo 

2482,948 

Mayo 4 

Jorge Leyva 

614.861 

1962 

Guillermo León Valencia 

1 636.081 

MayoB 

Jorge Leyva 

308.992 

1966 

Carlos Lleras Restrepo 

1'891.175 

Mayol 

José Jaramillo Gí raido 

742.133 

1970 

Misael Pastrana Borrero 

V625.025 

Abril 19 

Gustavo Rojas Pinilla 

r561.468 


Belisario Betancur Cuartas 

471.350 

1974 

Alfonso López Michelsen 

2929.719 

Abril 21 

Alvaro Gómez Hurtado 

1'634.879 


María Eugenia Rojas de Moreno Díaz 

492.166 

1978 

Julio Cés ar Tu rbay Ayata 

2’503.681 

Junio 4 

Beíisario Betancur Cuartas 

2356.620 

1982 

Belisario Betancur Cuartas 

3'189.278 

Mayo 30 

Alfonso López Micheisen 

2797.627 


Luis Carlos Galán Sarmiento 

745.738 

1986 

Virgilio Barco Vargas 

4214.510 

Mayo 25 

Alvaro Gómez Hurtado 

2'588.050 


Jaime Pardo Leal 

328752 

1990 

César GaviriaT rujíllo 

2*891.808 

Mayo 27 

Alvaro Gómez Hurtado 

1'433,913 


Antonio Navarro Wolff 

754740 

Nota: Las elecciones de 1904 fueron indirectas, es decir, realizadas por electores que habían 

sido elegidos a su vez popularmente. En 1910 el presidente fue elegido por la Asamblea 

Nacionaí Constituyente, 


Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil. 
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Corte Electoaal Nacional 
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Acta de instalación de la primera Corte Electoral Nacional integrada por el ex-presidente Alfonso López Pumarejo, los magistrados de la Corte Suprema 
j í w stlcw tteutmo Serna y Ricardo Hmestrosa Daza, el rector de la Universidad Nacional luis López de Mesa y el gerente del Banco de la República 
Luis Angel Arango con el secretario general del Ministerio de Gobierno, José Antonio Cayendo , como secretario ad-hoc. Esta Corte eligió como primer 
registrador nacional del Estado Civil a Aníbal Cardóse Gañán . Bogotá , diciembre Í8 de 1948 . Archivo de la Registraduría Nacional. 


Este sistema está definido por el ar¬ 
tículo 263 de la Constitución: «El cuo¬ 
ciente será el número que resulte de 
dividir el total de los votos válidos 
por el de puestos por proveer. La ad¬ 
judicación de puestos a cada lista se 
hará en el número de veces que el 
cuociente quepa en el respectivo nú¬ 
mero de votos válidos. Si quedaren 
puestos por proveer, se adjudicarán 
a los mayores residuos, en orden des¬ 
cendente». Propia de este sistema es 
la votación por listas de candidatos 
elaboradas por los partidos y movi¬ 
mientos que compiten en la elección. 
El orden en que aparecen los candida¬ 
tos en cada lista es muy importante, 
porque quien la encabeza tiene más 
oportunidad de salir elegido que 
quienes le siguen. 

Un ejemplo nos ayudará a com¬ 
prender cómo se aplica el sistema de 
cuociente electoral en la práctica. Su¬ 
pongamos que en una circunscrip¬ 
ción electoral, digamos el departa¬ 
mento de Caldas, hay que elegir a 
diez representantes a la Cámara, y 
que los resultados de la votación han 
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sido los siguientes: total de votos vá¬ 
lidamente depositados: 15000; cuo¬ 
ciente electoral (número que resulta 
de dividir el total de los votos válidos 
por el de puestos por proveer): 15000 
10 = 1500, Esto significa que, por 
cada porción de 1500 votos que ob¬ 
tenga la lista de candidatos de un par¬ 
tido, gaña un puesto o curul. Ahora 
veamos cuántos votos obtuvo en la 
elección cada uno de los partidos, 
para aplicar el cuociente electoral a 
cada uno de esos resultados: 


Partido 

Votos 

obtenidos 

Cuociente 

Curu les 

Residuos 

A 

6200 

* 1500 

= 4 

200 

D 

5300 

-v. 1500 

= 3 

600 

C 

3700 

* 1500 

- 2 

700 


En el anterior ejemplo se adjudica¬ 
ron 9 p u e sto s o curu le s por cu ocí en te. 
Quedó un puesto por proveer, que 
lo gana el partido que resultó con ma¬ 
yor residuo de votos, en este caso el 
partido C, con 700 votos de residuo. 
En definitiva, los puestos quedaron 
repartidos así: partido A, 4 puestos; 
partido ES, 3 puestos; partido C, 3 


puestos. Esto significa que, en el caso 
del partido A, salieron elegidos los 
candidatos que figuraban en los pri¬ 
meros cuatro renglones de su lista, y 
en el caso de los partidos B y C se 
eligieron los que aparecían en los tres 
primeros renglones de las respectivas 
listas. 

FUNCIÓN ELECTORAL 

Desde hace años los tratadistas co¬ 
lombianos han coincidido en conside¬ 
rar la organización electoral como una 
parte autónoma del aparato estatal, a 
cuyo cargo estaba la administración 
de todos los servicios concernientes 
a las elecciones, esto es, la fundón 
electoral, constituyendo una virtual 
rama del poder público. 

La concepción de la función electo¬ 
ral como un servicio autónomo del 
Estado fue obra de la doctrina y de la 
legislación, pero sólo a partir de la 
Constitución de 1991 ha tenido ex¬ 
preso recibo en la Carta fundamental. 
Así, el artículo 113 consagra, además 
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de las tres clásicas ramas del poder 
público —legislativa, ejecutiva y judi¬ 
cial—, otros órganos «autónomos e 
independientes, para el cumpli¬ 
miento de las demás funciones del 
Estado». 

Autoridades electorales 

Según el articulo 120 de la Carta, las 
autoridades electorales son responsa¬ 
bles por la organización de las eleccio¬ 
nes, su dirección y vigilancia y todo 
lo relativo a la identidad de las perso¬ 
nas, El órgano principal de la organi¬ 
zación electoral es el Consejo Nacio¬ 
nal Electoral, que se compone de un 
mínimo de siete miembros designa¬ 
dos por el Consejo de Estado, para 
un período de cuatro años, de ternas 
de candidatos elaboradas por los par¬ 
tidos y movimientos políticos con 
personería jurídica. 

A partir del Consejo Nacional Elec¬ 
toral se generan todos los demás or¬ 
ganismos de la administración electo¬ 
ral, a cuya cabeza está el registrador 
nacional del Estado Civil, designado 
por el Consejo para un período de 
cuatro años. En suma, los organismos 
electorales son los siguientes, en or¬ 
den jerárquico: 

a) Consejo Nacional Electoral 

b) Registrador Nacional del Estado 
Civil 

c) Delegados del registrador en 
cada uno de los departamentos 

d) Registradores distritales, muni¬ 
cipales y auxiliares 

e) Delegados de los registradores 
distritales y municipales (existen en 
los corregimientos, inspecciones de 
policía y sectores rurales donde el 
Consejo Nacional Electoral hubiere 
autorizado la instalación de mesas de 
votación), 

Normas electorales 

La fuente formal principal del dere¬ 
cho electoral es la Constitución Polí¬ 
tica y, especialmente, su título IX, de¬ 
nominado "De las elecciones y de la 
organización electoral", que se com¬ 
pone de dos capítulos: el primero se 
ocupa "Del sufragio y de las eleccio¬ 
nes" y el segundo trata "De las auto¬ 
ridades electorales". 

Además, existe un Código Electo¬ 
ral, adoptado mediante decreto 2241 
de 1986, que ha sido objeto de refor¬ 
mas parciales por disposiciones pos¬ 
teriores y leyes especiales de interés 
electoral, como las relativas a la elec¬ 
ción popular de alcaldes (ley 78 de 
1986 y ley 49 de 1987) y a los partidos 
políticos (ley 58 de 1985). 



Aviso publicitario para la consulta popular 
interna del partido liberal en los comicios 
del 11 de marzo de 1990. Diseño: C Lersundy, 


Preparación de elecciones 

Cuando comienza la preparación de 
las elecciones se moviliza todo el país* 
Los preparativos conciernen a todos 
los organismos estatales, a los parti¬ 
dos políticos, a los medios masivos 
de comunicación y, claro está, a la 
ciudadanía. Parte principal de la pre¬ 
paración de las elecciones es respon¬ 
sabilidad de la organización electoral, 
que debe planificar y resolver innu¬ 
merables actividades y problemas téc¬ 
nicos, financieros, administrativos, 
políticos y jurídicos. 

El aspecto relativo a la organización 
de los electores es muy importante. 
La Registraduría Nacional del Estado 
Civil, a través de todas sus agendas, 
debe proveer a los ciudadanos de su 
documento de identidad electoral, 
esto es, la cédula de dudad anía, sin 
la cual no pueden ejercer el derecho 
de sufragio el día de las elecciones. 
Debe determinar, además, los lugares 
donde serán instaladas las mesas de 
votación y facilitar a los ciudadanos 
la posibilidad de inscribir su cédula 
para que puedan votar cómodamente 
en sitio próximo al lugar de su resi¬ 
dencia. 

La organizadón electoral elabora el 
censo electoral, que es el registro ge¬ 
neral de los dudadanos con derecho 
a voto. Así mismo, confecciona las 
listas de sufragantes, donde aparecen 


las cédulas correspondientes a cada 
una de las mesas de votación, con 
base en las cuales se sabe quiénes 
pueden votar en una mesa determi¬ 
nada, y que sirven como medio de 
control para impedir fraudes como la 
votación múltiple y la suplantadón 
de votantes. También compete a la 
organizadón electoral protocolizar la 
inscripción de candidatos para las dis¬ 
tintas elecciones y anunciar a la duda- 
dama los nombres de los dudadanos 
que, al inscribirse, han quedado habi¬ 
litados para participar como candida¬ 
tos en los comicios. 

La organización electoral suminis¬ 
tra los elementos necesarios para la 
realización de las elecciones, tales 
como mesas de votación, urnas, cu¬ 
bículos, formularios y, como nove¬ 
dad de los años recientes, «tarjetas 
electorales numeradas e impresas en 
papel que ofrezca seguridad», donde 
aparecen las fotografías de los candi¬ 
datos y cabezas de listas, identifica¬ 
das con un número, sobre las cuales 
el elector marca el candidato de su 
prelerenda al momento de sufragar. 
Estas tapetas son impresas y distri¬ 
buidas ofidalmente por la organiza¬ 
ción electoral. 

Proceso de votación y escrutinios 

Las votaciones se llevan a cabo en un 
solo día, tradicional mente en día do¬ 
mingo. Comienzan a las ocho de la 
mañana y concluyen a las cuatro de 
la tarde. Para recibir los votos, la or¬ 
ganización electoral instala mesas de 
votación en todos los munidpios de 
Colombia y eñ los corregimientos, 
inspecciones de policía e innumera¬ 
bles zonas rurales. La mesa de vota¬ 
ción está a cargo de ciudadanos ex¬ 
presamente designados para que 
cumplan con la función cívica de ser¬ 
vir como jurados el día de las elec¬ 
ciones. 

Al momento de votar cada dudada- 
no, el presidente del jurado de la 
mesa de votación le exigirá su cédula 
de dudadanía, verificará su identidad 
y buscará el número de la cédula en 
la lista de sufragantes elaborada por 
la organizadón electoral para esa 
mesa. Si aparece allí, le entregará la 
tarjeta o las tarjetas electorales (" tarje- 
tones") que sean del caso para que, 
apartado en el cubículo dispuesto 
para tal efecto, marque en la tarjeta 
su voto y luego proceda a introducirlo 
en la urna* Los jurados registrarán el 
hecho en los formularios que les co¬ 
rresponde elaborar para efecto de los 
escrutinios* 
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Concluida la votación, comienza el 
proceso de los escrutinios. El escruti¬ 
nio consiste no sólo en la contabiliza- 
ción de los votos válidos obtenidos 
por cada candidato o lista, sino ade¬ 
más en la aplicación de la fórmula le¬ 
gal mayoritaria o proporcional, según 
el caso, y la resolución de las reclama¬ 
ciones que se presenten, con el objeto 
de declarar oficialmente el resultado 
de las elecciones* 

Los escrutinios, entendidos como 
proceso de contabilizadón de votos 
válidos, están confiados a una organi¬ 
zación completamente diferente de la 
organización electoral. Los responsa¬ 
bles del escrutinio son ciudadanos ex¬ 
presamente reclutados para esa acti¬ 
vidad, que es un deber cívico cuyo 
incumplimiento acarrea severas san¬ 
ciones* Esta función se cumple por 
medio de organismos colegiados — 
por ello la ley los designa corporacio¬ 
nes escrutadoras—, que son en su or¬ 
den; jurados de las mesas de vota¬ 
ción, comisiones escrutadoras distri¬ 
tales, municipales y auxiliares, dele¬ 
gados del Consejo Nacional Electoral 
y, finalmente, para el escrutinio de 


Jas votaciones de carácter nacional, el 
Consejo Nacional Electoral. 

Impugnación electoral 

Es permitido a todo ciudadano atacar 
la presunta legitimidad de una elec¬ 
ción, lo que constituye una impor¬ 
tante garantía electoral. Hay dos vías 
para impugnar los resultados electo¬ 
rales; el procedimiento de las recla¬ 
maciones que es posible proponer en 
el curso de los escrutinios ante las res¬ 
pectivas corporaciones escrutadoras, 
con base en las causales y de acuerdo 
con las formalidades que prevé el Có¬ 
digo Electoral; y el ejercido de la ac- 
rión electoral ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo, es de¬ 
cir, ante los tribunales administrati¬ 
vos y ante el Consejo de Estado, que 
cuenta con una sección especializada 
para conocer de los juicios electorales: 
la secdón quinta. 

La acdón electoral es una acción 
pública, esto es, que puede ser inten¬ 
tada por cualquier ciudadano, y tiene 
una caducidad de veinte días conta¬ 
dos a partir de la notificadón del acto 
mediante el cual se declaró la elec¬ 


ción* Transcurrido ese término, ya no 
se podrá demandar. La demanda sólo 
procede cuando esté sustentada en 
alguna de las causales de nulidad de 
la elección establecidas en el Código 
Contenrioso Administrativo. 
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La seguridad social 


Hernando Franco Márraga 



En los últimos años La seguridad so¬ 
cial ha sido objeto de profundos cam¬ 
bios y trans forma dones, que van 
desde el reconocimiento del derecho 
a la segundad social en la Declara¬ 
ción Universal de los Derechos Hu¬ 
manos, hasta las actuales tendencias 
orientadas a su privatización. En Co¬ 
lombia la lenta y precaria evolución 
del sistema de seguridad social defi¬ 
nió desde sus comienzos, en sus con¬ 
notaciones sodales y económicas, 
una evidente ineficiencia del Estado 
frente a esta problemática. Sin embar¬ 
go, con la Constitución Política de 
1991 se produjo un cambio institucio¬ 
nal verdaderamente significativo; en 
ella se consagró como una de las fina¬ 
lidades del Estado la de procurar el 
bienestar general y el mejoramiento 
de la calidad de la vida, sobre los prin¬ 
cipios de la universalidad y la solida¬ 
ridad de la seguridad social. 

La consagración inequívoca del de¬ 
recho de la seguridad social como 
irrenundable y el mandato expreso 
para que el Estado organice un sis¬ 
tema de seguridad sodal que garan¬ 
tice las prestaciones a sis ten cíales y 
económicas, con la participación de 
los distintos sectores públicos y priva¬ 
dos y de los mismos trabajadores, fue 
uno de los más significativos avances 
de la nueva Constitución colombiana, 
con lo cual quedó abierta la posibili¬ 
dad para que en forma tripartita se 
decida sobre la gestión y financiación 
de la seguridad sodal. 


Conceptos básicos 

Se entiende por sistema de seguridad 
social, en un contexto amplio, la fun¬ 
dón institucional que tiene el Estado 
de organizar, promover y participar 
activamente en la solución de los pro¬ 
blemas nadonales relarionados con la 
salud de ios trabajadores y sus fami¬ 
lias y, en general, con el bienestar de 
la sociedad, a través de los distintos 
organismos encargados por la ley de 
administrar los seguros sociales obli¬ 
gatorios y suministrar a la población 
trabajadora de los sectores privado y 
público ios recursos asistenciales en 
materia de salud y, al mismo tiempo, 


La beneficiencm y la asistencia social. Detalle del fresco de Dolcey Versara Delgado, 1957 , 
Instituto Colombiano de Seguros Sociales , Palmira (Valle del Cauca). 


garantizar el pago de los amparos de 
carácter económico. 

Dentro de este contexto, al sistema 
de seguridad social le corresponde 
cumplir una misión de la mayor y más 
vital importancia: velar por la salud 
de los trabajadores, condición indis¬ 
pensable para ei desarrollo socioeco¬ 
nómico del país, y proteger a los tra¬ 
bajadores ante contingencias que les 
impidan laborar. En efecto, e! sistema 


de seguridad social es responsable 
pOT la salud de los trabajadores y de 
sus familias, servicio que les presta 
integralmente, desde el comienzo 
hasta el fin de sus vidas, incluyendo 
el manejo de sus prestaciones de ve¬ 
jez, invalidez y muerte. 

La importancia de un sistema de 
seguridad social eficaz se evidencia 
particularmente en las políticas socia¬ 
les del Estado, si se tiene en cuenta 

293 


La seguridad social 










Noticias de prensa sobre la iniciación de prestación de servicios por parte del Instituto Colombiano 
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que los diferentes grados de desarro¬ 
llo de los países bien pueden medirse,' 
entre otras variables, por la mayor o 
menor protección que ofrecen a sus 
ciudadanos frente a la enfermedad, 
la invalidez, ia vejez, la falta de recur¬ 
sos económicos y la muerte. 

Como un servicio público orien¬ 
tado y dirigido por el Estado, la fun¬ 
ción y el objeto fundamental de la se¬ 
guridad social son: 1) el servicio de 
salud, al que compete la atención para 
los trabajadores afiliados y sus fami¬ 
lias, y 2) las prestaciones económicas, 
que se pagan al afiliado en caso de 
incapacidad laboral, enfermedad, 
maternidad, accidente de trabajo o 
enfermedad profesional, o porque lle¬ 
gue a un estado de invalidez, vejez o 
muerte. La seguridad social com¬ 
prende las funciones y actividades re¬ 
lacionadas con la atención integral de 
la salud, es decir, la realización de 
acciones de promoción, detección 
precoz de factores de riesgo, trata¬ 
miento oportuno de la enfermedad y 
rehabilitación, fortaleciendo los me¬ 
canismos de autocuidado y control. 

En la sociedad contemporánea la 
seguridad social es el mecanismo por 
medio del cual el Estado garantiza los 
plenos derechos de sus ciudadanos 
en materia de salud y asistencia so¬ 
cial, lo mismo que los medios que él 
emplee para tai fin. Los logros que 
obtenga expresarán el valor y el con¬ 
cepto de hombre que distinguen a la 
sociedad. Una política de seguridad 
social humanista busca necesaria¬ 
mente ampliar el margen de posibili¬ 
dades de la población trabajadora 
frente a las expectativas de vida, en¬ 
sanchando ia cobertura de los servi¬ 
cios a ia población desprotegida y 
convirtiéndose en eficaz medio de 
elevación de los niveles de bienestar 
de quienes construyen con su trabajo 
la riqueza de las naciones. 

La seguridad social ha tenido un 
abundante desarrollo legal derivado 
particularmente de los convenios in¬ 
ternacionales de la Organización In¬ 
ternacional del Trabajo (oit) ratifica¬ 
dos por Colombia, entre los cuales 
vale la pena mencionar siete conve¬ 
nios ratificados mediante la ley 129 
de 1931, relativos al empleo de las 
mujeres, indemnización por acciden¬ 
tes de trabajo y por enfermedad pro¬ 
fesional, igualdad de trato entre tra¬ 
bajadores nacionales y extranjeros, 
seguro de enfermedades de los traba¬ 
jadores de la industria, el comercio y 
el servicio doméstico y seguro de enfer¬ 
medad de los trabajadores agrícola^. 


Postulados de la seguridad social 

La seguridad social se sustenta sobre 
postulados básicos que fueron esta¬ 
blecidos explícitamente en la sexta 
Reunión Panamericana de Seguridad 
Social; 

1) Garantía para que cada ser hu¬ 
mano cuente con medios suficientes 
para satisfacer sus necesidades en ni¬ 
vel adecuado a su dignidad. 

2) Garantía para el goce de los bie¬ 
nes materiales, morales, culturales y 
sociales de la civilización. 

3} Establecimiento de condiciones 
para que cada pueblo o persona 
pueda vivir sin temor, amenaza o re¬ 
celos. 

4) Enseñar que nada puede lograrse 
sin esfuerzo propio y que es antisocial 
la falta de cumplimiento de los debe¬ 
res y obligaciones en que se funda¬ 
menta el goce de los derechos y ga¬ 
rantías. 

5) Permitir que cada hombre pueda 
perfeccionar su propia capacidad y 
que la utilidad de sus labores se refleje 
en beneficio de su familia, de su co¬ 
munidad y de su nación. 

6) Fortalecer el ejercicio verdadero 
de la libertad mediante lucha siste¬ 
mática contra la miseria, la ignoran¬ 
cia, la insalubridad, la necesidad, el 
abandono y el desamparo, a fin de 
crear las condiciones para que la gTan 
mayoría disfrute de alimentación 
sana, de habitación digna y de vesti¬ 
menta apropiada. 

7) Incrementar las condiciones que 
estimulen la solidaridad entre los 


hombres y entre los pueblos, para 
convertirla en instrumento eficaz de 
la seguridad social. 

8) Advertir que la prosperidad debe 
ser indivisible y compartida común¬ 
mente, como único medio de vigori¬ 
zar la democracia política y econó¬ 
mica y el disfrute de la seguridad so¬ 
cial. 

9) Contribuir a que el ingreso nacio¬ 
nal sea distribuido con equidad según 
la capacidad de las personas, su res¬ 
ponsabilidad individual y social y su 
aporte al bienestar colectivo, para que 
la redistribución se realice inspirada 
en la satisfacción general. 

10) Promover el constante ascenso 
de ios niveles de vida de la población, 
y la consolidación del patrimonio eco¬ 
nómico y cultural de cada pueblo. 

11) Asegurar a cada persona la 
oportunidad de un sitio en la produc¬ 
ción, con retribución adecuada para 
sus necesidades individuales y fami¬ 
liares, con el objeto de auspiciar y pro¬ 
mover el conocimiento y goce de los 
valores culturales y una recreación 
sana. 

12) Constituir un amparo eficaz 
contra los riesgos, previniéndolos en 
la medida posible, y luchar con los 
mejores recursos contra la enferme¬ 
dad, la invalidez, el desempleo y sub¬ 
empleo para proteger la maternidad, 
la estabilidad familiar, el curso de la 
vejez y las necesidades creadas por 
la muerte. 

13) Iniciar y desarrollar las presta¬ 
ciones familiares y sociales en favor 
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del progreso individual, familiar y co¬ 
munitario. 

14) Estimular la conciencia de co- 
operación, ayuda mutua y solidaridad 
para el desarrollo de las comunidades 
y de los pueblos, y enfatizar la acción 
para transformar el campo y hacer 
que su trabajo sea más remunerado 
y que sus trabajadores reciban aten¬ 
ción en las contingencias del trabajo 
y la enfermedad, y en los riesgos de 
la subocupación, la vejez y la muerte. 

En síntesis, ampliar en la medida 
en que lo permitan las circunstancias 
políticas, económicas y jurídicas el ra¬ 
dio de acción del seguro social, para 
que alcance la concepción integral de 
la seguridad social general, promo¬ 
viendo los nuevos factores de bienes¬ 
tar, en un ambiente de paz social y 
en aras del constante avance para for¬ 
talecer la justicia social. 

Los postulados de la seguridad so¬ 
cial han sido instituidos con carácter 
universal y constituyen, en la actuali¬ 
dad, el punto de partida filosófico e 
incluso práctico de las instituciones 
de seguridad social en cada país. 

U n sis tema de segurida d socia 1 
comprende aspectos preventivos, re¬ 
paradores y rehabilitad ores. Las me¬ 
didas preventivas pertenecen al 
campo de la seguridad e higiene del 
trabajo y persiguen evitar o prever 
los estados de necesidad creados por 
la verificación de los riesgos. Las me¬ 
didas reparadoras y re habilita doras 
se concretan en las prestaciones en 
dinero, en especie y en servicios que 
deben ser suministradas al realizarse 
los riesgos. 

La seguridad social se convierte, 
entonces, en un complejo sistema a 
través del cual la administración pú¬ 
blica u otros entes públicos dan viabi¬ 
lidad o materializan el principio de la 
solidaridad con los ciudadanos que 
se encuentran en situaciones de nece¬ 
sidad por causa de la verificación de 
determinados riesgos. Por su parte, 
la Organización Internacional del Tra¬ 
bajo ha definido la seguridad social 
como el conjunto de medidas traza¬ 
das por la sociedad y, en primer lugar, 
por el Estado, para garantizar a todos 
los cuidados médicos y asegurarles 
los medios de vida en caso de pérdida 
o de reducción importante de sus me¬ 
dios de existencia, causada por cir¬ 
cunstancias no dependientes de su 
voluntad. 

La tendencia actual es deslaboraii- 
zar la seguridad social, con el fin de 
entenderla como una organización 
necesaria para abolir los estados de 


necesidad de todos los ciudadanos, 
garantizando a los individuos la solu¬ 
ción contra los riesgos que le sobre¬ 
vengan y realizando, a la vez, una 
política general destinada a lograr el 
equilibrio económico, es decir, una 
acdón política dirigida a los ciudada¬ 
nos para protegerlos con medidas so¬ 
ciales adecuadas contra las conse¬ 
cuencias negativas de la pérdida o la 
disminución de la capacidad laboral 
y, sobre todo, para asegurar su sub¬ 
sistencia cuando las cargas familiares 
han aumentado significativamente. 

Objeto y sujetos 
de la seguridad social 

El objeto fundamental de la seguridad 
social es garantizar el beneficio a toda 
persona, especialmente a los trabaja¬ 
dores, de una protección eficaz contra 
ciertas eventualidades que afectan su 
actividad humana y laboral, En este 
sentido se ha creado una normativi- 
dad tendiente a delimitar dichas 
eventualidades o contingencias, las 
cuales se resumen según su origen 
en tres grupos: 

1) De origen patológico: enfermedad 
general y profesional, invalidez y ac¬ 
cidente de trabajo. 

2) De origen biológico: maternidad, 
vejez y muerte. 

3) De origen económico social : las car¬ 
gas familiares excesivas. 

En cuanto a los sujetos de la segu¬ 
ridad social, ella protege en forma ge¬ 
neral al hombie sin ninguna restric¬ 
ción. Sin embargo, en Colombia y en 
la mayor parte de los países de Amé¬ 
rica Latina esta protección cubre úni¬ 
camente a la población trabajadora y, 
en particular, a quienes están cobija¬ 
dos pOT alguna de las siguientes de¬ 
nominaciones: 

1) Trabajadores formales vincula¬ 
dos mediante una relación laboral. 

2) Trabajadores independientes y 
por cuenta propia. 

3) Trabajadores del servicio domés¬ 
tico. 

4) Trabajadores de la industria fa¬ 
miliar y a domicilio. 

5) Sacerdotes, religiosos, estudian¬ 
tes y otros. 

Principios de la seguridad social 

Doctrinalmente se han formulado 
cinco principios rectores que orientan 
y dan fundamento a la seguridad so¬ 
cial, ellos son: 

- Principio de la universalidad, en 
virtud del cual el sistema de seguri¬ 
dad social debe abarcar a todos los 
individuos por el solo hecho de exis¬ 


tir, sin limitar su objeto sólo a la con¬ 
dición de población trabajadora. Este 
principio caracteriza a la seguridad 
social como un derecho humano, 

- Principio de la integridad, según 
el cual la seguridad social debe ampa¬ 
rar contra todas las contingencias de 
carácter preventivo, curativo, de re¬ 
adaptación, maternidad, accidentes de 
trabajo y enfermedades profesiona¬ 
les, invalidez, vejez, viudez, orfan¬ 
dad, asignaciones familiares. 

- Principio de la solidaridad, orien¬ 
tado a que todos los estamentos de 
la comunidad contribuyan según su 
capacidad económica a la financiación 
y administración de la seguridad eco¬ 
nómica y a la financiación y adminis¬ 
tración de la seguridad social. Esta 
solidaridad se materializa en la con¬ 
junción de esfuerzos por parte del Es¬ 
tado, los trabajadores y los patronos. 

- Principio de la unidad. La segu¬ 
ridad social debe caracterizarse por la 
unidad normativa, administrativa y 
financiera, que evite multiplicidad de 
organismos que presten el servicio en 
forma dispersa y descoordinada, con 
duplicidad de prestaciones, gastos 
múltiples e injustas discriminaciones. 

- Principio de la internacionalidad, 
que se refiere a la cobertura de la se¬ 
guridad social más allá de las fronte¬ 
ras, mediante tratados de reciproci¬ 
dad jurídica sobre la base de una po¬ 
lítica integracionista, como reciente¬ 
mente se ha ordenado en el contexto 
del acuerdo subregional andino. 


"I 
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Carlos Echeverri Herrera, primer diredor 
del Seguro Social , en portada de " Semana", 
junio 18 de 1949. Dibujo de Carlos Roa. 
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Deberes sociales 
de los particulares 

La Carta Política colombiana consa¬ 
gró deberes sociales en cabeza de los 
particulares, este aspecto tiene gran 
aplicación en la seguridad social, 
pues en Colombia este proceso se ha 
ido evidenciando con el incremento 
de los servicios sociales en las cajas 
de compensación. En efecto, para un 
futuro próximo, no será requisito 
para prestar u obtener un servicio so¬ 
cial el tradicional y único criterio de 
que exista una relación laboral, se ten¬ 
drán en cuenta, en cambio, otros as¬ 
pectos importantes que permitan el 
acceso a los servidos sociales, como 
tener familia o personas a cargo, o 
tener ingresos bajos. 

Según esto, grupos de población 
diferentes de los trabajadores y con 
criterios como la necesidad social, las 
carencias y deficiencias en materia de 
salud se deberán beneficiar de los ser¬ 
vidos sociales que otorga la seguridad 
social. Ello significa deslaboralizar la 
seguridad social, ignorando el crite- 
rio clásico de la vinculación laboral 
como requisito para gozar de sus be¬ 
neficios. 

El principio fundamental consa¬ 
grado en los artículos 2 y 48 de la 
Constitución Nacional, sobre la pro¬ 
tección del Estado a los duda da nos y 
los deberes sociales del Estado y de 
los particulares, ha planteado en Co¬ 
lombia la necesidad de promover la 
solidaridad del sector productivo con 
el resto de la comunidad. Ya se ha 


iniciado, en alguna medida, esta ta¬ 
rea, si se tienen en cuenta los servidos 
que en la actualidad prestan las cajas 
de compensación familiar, tales como 
recreación, supermercados, servicios 
médicos, crédito y capacitación, que 
se están volviendo de libre acceso 
para la comunidad en general. En la 
medida en que estos servicios se am¬ 
plíen en forma indiscriminada, sin te¬ 
ner en cuenta la afiliación, los particu¬ 
lares, a través del sector productivo, 
estarán brindando alguna forma de 
solidaridad, pues el sector improduc¬ 
tivo informal se estará beneficiando 
del sector formal productivo por me¬ 
dio de la seguridad social, en especial 
en lo referente a los servicios asistco¬ 
cíales de mayor prioridad social. 

Los llamados servidos sociales de¬ 
rivados del sistema de seguridad so¬ 
cial a través de las cajas de compensa¬ 
ción, son diferentes pero complemen¬ 
tarios de las prestadones sociales tra¬ 
dicionales y cumplen importantes 
fundones con sus programas de pro¬ 
tección, que atienden necesidades so¬ 
ciales colectivas e individuales, en si¬ 
tuaciones de necesidad social, parti¬ 
cularmente con acciones preventivas 
de promodón de la salud. 

Fundamentos constitucionales 
del sistema de seguridad social 

La Constitución Política de Colombia 
consagra el derecho a la seguridad so¬ 
cial en los siguientes artículos: 

« Artículo 48. La seguridad social es 
un servicio público de carácter obliga¬ 


torio que se prestará bajo la dirección, 
coordinación y control del Estado, en 
sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los 
términos que establezca la ley. Se ga¬ 
rantiza a todos los habitantes el dere¬ 
cho irrenunciable a la seguridad so¬ 
cial, El Estado, con la participación 
de los particulares, ampliará progresi¬ 
vamente la cobertura de la seguridad 
social que comprenderá la prestación 
de los servicios en la forma que deter¬ 
mine la ley. La seguridad social podrá 
ser prestada por entidades públicas o 
privadas, de conformidad con la ley. 
No se podrán destinar ni utilizar los 
recursos de las instituciones de la se¬ 
guridad social para fines diferentes 
de ella. La ley definirá los medios para 
que los recursos destinados a pensio¬ 
nes mantengan su poder adquisitivo 
constante». 

«Artículo 49. La atención de la sa¬ 
lud y el saneamiento ambiental son 
servicios públicos a cargo del Estado, 
Se garantiza a todas las personas el 
acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. 
Corresponde al Estado organizar, di¬ 
rigir y reglamentar la prestación de 
servicios de salud a los habitantes y 
de saneamiento ambiental conforme 
a los principios de eficiencia, univer¬ 
salidad y solidaridad. También, esta¬ 
blecer las políticas para la prestación 
de servicios de salud por entidades 
privadas, y ejercer su vigilancia y con¬ 
trol. Así mismo, establecer las compe¬ 
tencias de la nación, las entidades te¬ 
rritoriales y los particulares, y deter¬ 
minar los aportes a su cargo en los 
términos y condiciones señalados en 
la ley. Los servicios de salud se orga¬ 
nizarán en forma descentralizada por 
niveles de atención y con participa¬ 
ción de la comunidad. La ley señalará 
los términos en los cuales la atención 
básica para todos los habitantes será 
gratuita y obligatoria. Toda persona 
tiene el deber de procurar el cuidado 
integral de su salud y la de su comu¬ 
nidad». 

«Artículo 47, El Estado adelantará 
una política de previsión, rehabilita¬ 
ción e integración social para los dis¬ 
minuidos físicos, sensoriales y psí¬ 
quicos, a quienes se prestará la aten¬ 
ción especializada que requieran», 

«Artículo 50. Todo niño menor de 
un año que no esté cubierto por algún 
tipo de protección o de seguridad so¬ 
cial tendrá derecho a recibir atención 
gratuita en todas las instituciones de 
salud que reciban aportes del Estado. 
La ley reglamentará la materia». 
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Con estas normas constitucionales 
se formalizó en Colombia el derecho 
a la seguridad social, pues desde 1946 
sólo existía el seguro social en su con¬ 
cepción restringida. 

El concepto de seguridad social 
también se ha diferenciado de la pre¬ 
visión social, pues si ambas protegen 
de las contingencias sociales, la previ¬ 
sión se desarrolló sin el auxilio de una 
política estatal que le permitiera pla¬ 
nificar una acción universal, integral 
y sistemática* 

Un concepto más amplio que la pre¬ 
visión y que la misma seguridad so¬ 
cial es el de la política social, cuyo 
objeto final tiende a la redistribución 
cualitativa y cuantitativa de la riqueza 
y los ingresos, integrando dentro de 
sí a la seguridad social, pues en ella 
el empleo, el bienestar, los salarios, 
la salud, la educación y los medios 
económicos de subsistencia constitu¬ 
yen importantes factores para la pre¬ 
vención, reparación y rehabilitación 
de las contingencias sociales. 

Evolución de la seguridad social 

En su conjunto la seguridad social ha 
sido objeto de una clara evolución 
conceptual, que incluye los aspectos 
preventivos más importantes para el 
trabajador y su familia, pero también 
la rehabilitación e inserción socíolabo¬ 
ral del afiliado discapacitado y la uni¬ 
versalización de su cobertura a secto¬ 
res de la población tradición al mente 
excluidos de los esquemas de protec¬ 
ción; para ello se adelanta un claro 
esfuerzo orientado a la adecuación de 
las estructuras e instituciones a las 
profundas transformaciones de la so¬ 
ciedad. 

En este contexto se ha venido for¬ 
mulando una filosofía de la seguridad 
social, cuyos principios sean coheren¬ 
tes con la realidad del país y las nece¬ 
sidades de la población. Queda así 
clara la necesidad de que la seguridad 
social en general y el régimen del se¬ 
guro social se conviertan en impor¬ 
tantes factores para lograr adecuadas 
relaciones entre el progreso social y 
el desarrollo económico y, al mismo 
tiempo, contribuyan al proceso de inte¬ 
gración nacional y redistribución equi¬ 
tativa de los beneficios del Estado. 

La seguridad social debe estar en 
absoluta coherencia con la política so¬ 
cial del Estado, de tal forma que tenga 
en cuenta las deficiencias y necesida¬ 
des sociales, que en la mayor parte 
de los casos conducen a tensiones y 
conflictos. Desde una perspectiva po¬ 
lítica, el problema de la seguridad so¬ 



Qinicii San Pedro Claver , de Bogotá, principal centro hospitalario de tos Seguros Sociales. 
Fotografía de Ernesto Monsalve. 


cial es un asunto del Estado que inte¬ 
resa a toda la colectividad, vinculada 
o no a determinadas relaciones labo¬ 
rales. La seguridad social afecta a la 
sociedad entera, razón por la que se 
enmarca como uno de los deberes so¬ 
ciales del Estado y de los particulares. 

Desde el punto de vista normativo, 
el derecho de seguridad social está 
consagrado en la Declaración Univer¬ 
sal de los Derechos Humanos, en la 
cual se atribuye esta competencia no 
sólo al Estado, sino que compromete 
también la cooperación internacional: 
«Toda persona como miembro de la 
sociedad tiene derecho a la seguridad 
social y a obtener mediante el es¬ 
fuerzo nacional y la cooperación in¬ 
ternacional, habida cuenta de la orga¬ 
nización y los recursos de cada Estado, 
la satisfacción de los derechos econó¬ 
micos, sociales y culturales indispensa¬ 
bles a su dignidad y al libre desarrollo 
de su personalidad» (artículo 22). 

ASPECTOS OPERATIVOS 
Afiliación 

La afiliación es la inscripción de un 
trabajador al régimen de los seguros 
sociales obligatorios, y constituye la 
fuente de los derechos y obligaciones 
que de él se derivan* En sentido am¬ 
plio se trata de un acto jurídico, en 
virtud del cual se reconoce a una per¬ 
sona la condición de asegurado según 
lo establecido en la ley, quedando por 
tanto incluido en el campo de aplica¬ 
ción de la seguridad social. 


Las etapas de la afiliación son: 

1) régimen constitucional, legal y re¬ 
glamentario expedido por el Estado; 

2) inscripción empresarial y, bajo su 
responsabilidad, inscripción de los tra¬ 
bajadores; 3) afiliación de los trabaja¬ 
dores; 4) clasificación y trámites admi¬ 
nistrativos por parte del seguro; 5) 
pago de las cuotas o cotizaciones por 
parte del patrono y los trabajadores; 
ó) entrega del documento que acre¬ 
dita el carácter de afiliado; y 7) dis¬ 
frute de las prestaciones* 

Los sujetos activos del proceso son 
el afiliante: patrono o trabajador, el 
afiliado: persona que adquiere el de¬ 
recho, y el afiüador: institución que 
asegura. 

La financiación de las prestaciones 
y de los servicios se realiza a través 
de: 1) aportes de los patronos, 2) apor¬ 
tes de los trabajadores, 3) aportes de 
los pensionados por invalidez y ve¬ 
jez, 4) impuestos y tasas especíñcas, 
5) presupuesto nacional, departa¬ 
mental o municipal, y 6) rendimiento 
de inversiones de las reservas. 

Riesgos que protege 
el sistema de seguridad social 

1. Enfermedad general y materni¬ 
dad (EGM)* 

Este grupo de riesgos genera pres¬ 
taciones médico-a sis tendales, referi¬ 
das a la asistencia médica obstétrica, 
quirúrgica, hospitalaria y farmacéuti¬ 
ca, lo mismo que a servicios de salud 
oral. Algunas instituciones dan co¬ 
bertura familiar, mientras otras atien- 
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den servidos de rehabilitadón y ser¬ 
vidos sociales complementarios. 
Igualmente genera prestaciones eco¬ 
nómicas, que se refieren a los auxilios 
por enfermedad general y profesio¬ 
nal, auxilios por maternidad, indem¬ 
nizaciones, incapacidades, pensión 
de invalidez, vejez, seguro por muer¬ 
te, auxilio funerario, sustitución pen- 
sional e, inclusive, cesantías. 

2, Invalidez, vejez y muerte (ivm). 

Se entiende por invalidez la pér¬ 
dida de la capacidad de trabajo en 
forma temporal, definitiva, parcial o 
total. Vejez es el riesgo biológico de 
llegar a determinada edad sin recur¬ 
sos económicos; muerte, el hecho 
inesperado que puede dejar a una fa¬ 
milia sin formas de subsistencia. 

Tendrán derecho a pensión por in¬ 
validez: 1) quienes sean inválidos en 
forma permanente, y 2) quienes acre¬ 
diten 150 semanas cotizadas por ivm 
en los seis años anteriores a la invali¬ 
dez, o 300 en cualquier época. 

Son factores determinantes: 1) el 
número de semanas cotizadas: por las 
primeras 500 semanas, el 45% de sa¬ 
lario, con un aumento del 3% por 
cada 50 semanas de exceso; 2) el capi¬ 
tal de la empresa; 3) el tipo de invali¬ 
dez; y 4) la edad. 


Las prestaciones por invalidez, ve¬ 
jez y muerte se otorgarán inicial¬ 
mente por un año y no se aplican ni 
cotizan aquellos que al inscribirse al 
Instituto de Seguros Sociales por pri¬ 
mera vez tienen más de 60 años. El 
tratamiento de recuperación, rehabi¬ 
litación y reeducación se prestará por 
el tiempo necesario. La pensión de 
vejez y la pensión de invalidez tienen 
sus propios reglamentos, en relación 
con edad, número de semanas cotiza¬ 
das y tiempo de servido. 

Son beneficiarios: 1) las personas 
que han cumplido 60 años de edad si 
son varones, y 55 si son mujeres; y 
2) quienes han cotizado 500 semanas 
durante los últimos veinte años o 
1000 semanas en cualquier tiempo. 

La pensión de invalidez o de vejez 
no puede ser inferior al salario mí¬ 
nimo vigente, ni superior al 90% del 
salario de base; además, es vitalida. 

3. Accidente de trabajo y enferme¬ 
dad profesional. 

Se entiende por accidente de tra¬ 
bajo y enfermedad profesional aquel 
suceso imprevisto y repentino, por 
causa o con ocasión del trabajo, que 
produce una lesión orgánica o pertur¬ 
bación funcional. Enfermedad profe¬ 
sional es aquel estado patológico que 


sobreviene como consecuencia de la 
clase de trabajo o del medio en que 
éste se desarrolla, bien sea por agen¬ 
tes químicos, biológicos o físicos. 

Son beneficiarios los trabajadores 
inscritos en el Seguro Social que su¬ 
fran un accidente de trabajo o adquie¬ 
ra n una enfermedad profesional. Las 
prestaciones a que tienen derecho por 
este riesgo son: asisten dales, referi¬ 
das a los servicios médicos, odonto¬ 
lógicos, farmacéuticos, hospitalarios 
y demás medios terapéuticos; y eco¬ 
nómicas, organizadas así: en incapa¬ 
cidad, el salario hasta los 180 días y 
2/3 partes de éste si en este lapso no 
se declara la incapacidad permanente 
de esta forma: a) incapacidad perma¬ 
nente parcial, pensión proporcional 
a la permanente total y según la va¬ 
luación; b) incapacidad permanente 
total, 50% salario mensual (pensión); 
y c) incapacidad permanente absolu¬ 
ta, 70% salario mensual de pensión. 

Las responsabilidades en este 
grupo de riesgos son la denuncia del 
accidente, los primeros auxilios y los 
gastos de transporte a cargo del patro¬ 
no; y la pensión de invalidez, la pen¬ 
sión de sobrevivencia, la indemniza¬ 
ción, la sustitución pensional y el au¬ 
xilio funerario a cargo de La Previso¬ 
ra. No tiene requisitos de cotización 
mínima y su concesión es inmediata. 
Están excluidas de esta prestación las 
personas que ejecuten trabajos oca¬ 
sionales extraños a la empresa o acti¬ 
vidad propia del patrono, y los traba¬ 
jadores afiliados a otras instituciones 
de seguridad social en las cuales ten¬ 
gan derecho a mejores prestaciones, 
previa calificación de los mayores be¬ 
neficios. 

Además, se han creado servicios 
sociales complementarios del seguro 
social, servicios sociales de las cajas 
de compensación familiar, todos en¬ 
marcados en el sistema de subsidio 
familiar y cuya cobertura básica está 
dirigida a los afiliados beneficiarios, 
personas a cargo y a la comunidad en 
general, dentro de los campos y or¬ 
den de prioridades señalados por ta 
ley. Progresivamente se ha ido au¬ 
mentando la cobertura, cuyos límites 
máximos alcanzan el 20 ó 21% de la 
población colombiana, concentrada 
principalmente en las ciudades gran¬ 
des e intermedias. Se destaca el hecho 
de que Ja población rural tiene muy 
poco acceso a estos servicios y que se 
presenta un elevado numero de tra¬ 
bajadores independientes adscritos al 
sector informal de la economía, cuya 
denominación genérica es la de un 
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régimen laboral de excepción, que 
tampoco se encuentran afiliados a un 
régimen de seguridad social. 


Proyecciones 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

En los últimos años ha sido evidente 
un movimiento reformador no sólo 
orientado a que el Estado garantice el 
derecho a la seguridad social, sino 
que se lo garantice al menos a la po¬ 
blación trabajadora, argumentando 
razones de carácter político, er\ el sen¬ 


Centro Documental 


tido de que ésta es una fundón del 
Estado. Desde el punto de vista so¬ 
cial, se impone como un esfuerzo cua¬ 
litativo de la comunidad y, por tanto, 
del Estado para lograr el bienestar in¬ 
dividual y colectivo. 

La tendencia en Colombia en rela¬ 
ción con la seguridad social es con¬ 
siderarla como un servicio público, 
enmarcado dentro de los deberes so¬ 
ciales del Estado; este enfoque con¬ 
duce necesariamente a la universali¬ 
dad de las coberturas de la seguridad 
social y, en consecuencia, a lograr en 
alguna medida la deslaboraiización 
de la seguridad social, lo que conlleva 


una mayor solidaridad del sector pro¬ 
ductivo para atender las necesidades 
de la población. 

Según el moderno concepto, la se¬ 
guridad social no sólo es un derecho 
que se concede, sino que se les reco¬ 
noce a los hombres poT el solo hecho 
de su existencia, y se halla vinculado 
a la propia naturaleza humana. Como 
un derecho subjetivo público, la segu¬ 
ridad social debe concebirse tomando 
en cuenta la obligación que tiene la 
sociedad de garantizar la salud y pre¬ 
servar al individuo de los infortunios 
sociales que le puedan sobrevenir. 

Como un derecho subjetivo del 
hombre, la seguridad social debe es¬ 
tar orientada hacia la protección de 
todos los sectores de La población, en 
cuanto todos los individuos están vir- 
tualmente sometidos a las diversas 
contingencias sociales* Por razones 
de orden práctico y económico se ha 
iniciado el proceso de la seguridad 
social tomando como primer sujeto al 
trabajador dependiente y a su familia, 
pero la meta es alcanzar la protección 
real y efectiva de toda la población. 

Asistencia Social y Seguro Social 

La Asistencia Pública y el Seguro So¬ 
cial son pasos o modalidades de la 
seguridad social, y por consiguiente 
tienen estrechas semejanzas, pero 
sus diferencias son también ostensi¬ 
bles. Ambas están propuestas como 
función estatal, se fundan en un 
mismo sentimiento de solidaridad 
humana y su objetivo común es la 
atención de los infortunios sociales; 
pero la Asistencia Social es gratuita y 
el Seguro Social es contributivo; la 
Asistencia Social está financiada ex¬ 
clusivamente por el Estado, y el Se¬ 
guro Social es financiado por los tra¬ 
bajadores, los patronos y, por lo ge¬ 
neral, contribuye también el Estado* 
La ayuda suministrada por la Asisten¬ 
cia Social está por debajo de la nece¬ 
sidad que se debe cubrir, y en la prác¬ 
tica su acción es aleatoria en cuanto 
depende de los recursos oficiales de 
que se dispone para ello y de la polí¬ 
tica adoptada por el gobierno sobre 
dicho campo. En cambio, las presta¬ 
ciones del Seguro Social responden a 
un cálculo de necesidades y el derecho 
a ellas está relacionado con las contri¬ 
buciones hechas por el asegurado. 

La acción de la Asistencia Social es 
indeterminada, de tal forma que 
quien acude a ella ignora la medida 
en que puede hacer su exigencia. Las 
prestaciones del Seguro Social son de¬ 
limitadas de antemano, y pOT tanto 
el usuario conoce la extensión de su 
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derecho. Para recurrir a la Asistencia 
Social es necesario demostrar la nece¬ 
sidad absoluta de ella y el haber ago¬ 
tado los recursos personales, esto es 
lo que se conoce como principio de 
la subsidiaridad. 

La Asistencia Social es para el Es- 
tado costosa y de difícil administra¬ 
ción, y para el individuo es deficiente, 
además de ser deprimente su utiliza¬ 
ción. El Seguro Social, con su finan¬ 
ciación bipartita o tripartita, alivia al 
Estado de gran parte del costo de la 
seguridad social, a la vez que garan¬ 
tiza una mayor protección, en forma 
más compatible con la dignidad hu¬ 
mana; por esta razón, el Seguro Social 
es la herramienta de que dispone el 
Estado moderno para realizar los pos¬ 
tulados de la seguridad social 

La protección del trabajador contra 
los riesgos que lo colocan en imposi¬ 
bilidad de ejercer sii actividad profe¬ 
sional, es el primer objetivo del Se¬ 
guro Social. Esta meta encuentra per¬ 
fecto asidero en el principio de uni¬ 
versalidad de la seguridad soda!, bajo 
el presupuesto de constituir el trabajo 
un derecho y un deber de la persona. 
La concepción pluralista del trabajo 
está consignada en las Constituciones 
de los Estados en los cuales se hace 
significativo énfasis en las políticas 
sociales. Desde el anuncio de la pro¬ 
tección especial del Estado, hasta la 
enérgica consagración del trabajo 
como un deber y una obligación so¬ 
cial, según lo consagra el artículo 25 
de la Constitudón Nacional, se hace 


énfasis en esta orientación: «El trabajo 
es una obligadón sodal y gozará de 
la especial protección del Estado». 
Por su parie, el Código Sustantivo del 
Trabajo, artículo 7, establece: «El tra¬ 
bajo es socialmentc obligatorio». 

El Seguro Social constituye la rama 
de la seguridad social esencialmente 
económica, que protege al trabajador 
(dependiente e independiente) y a su 
familia, manteniendo la continuidad 
del ingreso de aquel en caso de des¬ 
empleo o de incapacidad para conti¬ 
nuar laborando, y la del núcleo fami¬ 
liar en caso de muerte del elemento 
productivo. 

Régimen de la seguridad social 
y financiación 

En la actualidad el tema de la seguri¬ 
dad social se asocia con el problema 
del empleo, pues existe una relación 
evidente y compleja entre el desarro¬ 
llo económico y el sistema de protec¬ 
ción social, dado que las dificultades 
económicas revisten importantes 
consecuencias sobre el fundamento y 
el futuro de los sistemas de protección 
social. Se han propuesto muchas al¬ 
ternativas por parte de quienes consi¬ 
deran que los sistemas tradicionales 
de protección están ya superados y 
que constituyen una grave carga en 
materia económica sobre el empleo. 

Desde un punto de vista científico, 
los especialistas en Derecho del Tra¬ 


bajo y de la Seguridad Social dedican 
ingentes esfuerzos a la investigación 
tendiente a establecer las medidas 
más aconsejables que faciliten la im¬ 
plantación de un régimen de seguri¬ 
dad social acorde con las necesidades 
modernas. Las incidencias de la co¬ 
yuntura económica sobre el sistema 
de seguridad social se deben princi¬ 
palmente a que este último se ha 
construido y desarrollado a partir de 
empleos asalariados, y porque el cre¬ 
cimiento del desempleo plantea gra¬ 
ves problemas en materia de seguri¬ 
dad y protección social. 

De todas formas, la extensión pro¬ 
gresiva de los sistemas de seguridad 
social constituye un hecho compro¬ 
bado general, y no es posible ignorar 
que tal extensión ha planteado graves 
problemas, especialmente en ío que 
concierne al financiamiento de los re¬ 
gímenes de protección, pues cuales¬ 
quiera que sean las técnicas adopta¬ 
das parece existir siempre un lazo de¬ 
terminante entre trabajo, empleo y 
sistema de seguridad social. Por su 
naturaleza, los gastos de protección 
social están destinados a personas 
inactivas y son sufragados por tas per¬ 
sonas activas, es decir, que son los 
activos quienes aseguran en defini¬ 
tiva el mantenimiento de los ancia¬ 
nos, los niños, los adultos enfermos 
y los inválidos o desempleados que 
por distintas razones no participan en 


INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES 

INFRAESTRUCTURA 

Número de seccionales 

25 

Centros de atención básica 

234 

Consultorios de empresas 

94 

Instituciones hospitalarias 

39 

Instituciones hospitalarias a contrato 

139 

Número de camas en instituciones propias 

4542 

Número de camas en instituciones a contrato 

1420 

COBERTURA POBLACIONAL 


Municipios cubiertos 

303 

Afiliados 

3167,149 

Derecho habientes de afiliados 

1’882,705 

Pensionados 

260.510 

Derecho habientes de pensionados 

255.524 

Total beneficiarios 

5'565,888 

PRINCIPALES ACTIVIDADES DE SALUD 

Consulta odontológica 

2'503.664 

Consulta médica 

13’053.633 

Fórmulas despachadas 

10 r 873.124 

Intervenciones quirúrgicas 

318.310 

Partos 

130.688 

Fuente: Instituto de Seguros Sociales, Informe estadístico 1992. 
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una enfermedad profesional. Esta 
razón de carácter democrático es 
esencialmente determinante en la fi¬ 
nanciación, pues toda medida pro¬ 
gramada en el marco de los sistemas 
de seguridad social debe confron¬ 
tarse con los datos demográficos, 
dada la conexión existente entre 
tales aspectos y los aspectos econó¬ 
micos. 

Se vislumbra a mediano plazo, 
como consecuencia de las tendencias 
a nivel internacional y de la Constitu¬ 
ción de 1991, una profunda transfor¬ 
mación en el sistema colombiano de 
seguridad social, en el sentido de su 
unificación, su universalización y su 
integridad. No obstante, fenómenos 
como la privatización, la ínter nacio¬ 
nalización de la economía, la apertura 
económica, el libre comercio y. en ge¬ 
neral, la flexibilización de las relacio¬ 
nes laborales, hacen pensar en nue¬ 
vas proyecciones y orientaciones del 
sistema colombiano de seguridad so¬ 
cial. 

En la actualidad se formula una im¬ 
portante controversia relacionada con 
la privatización de la seguridad social, 
o lo que podría llamarse gestión com¬ 
partida en la seguridad social, pues 
el Estado ha sido considerado admi¬ 
nistrador infortunado y socio incó¬ 
modo de la seguridad social, en razón 
de su incumplimiento reiterado en las 
obligaciones que le competen, por la 
costosa carga burocrática que general¬ 
mente aporta y por su tendencia a 


dispersar los recursos y reservas hacia 
otros objetivos económicos. Sobre 
esta problemática se han planteado 
varias soluciones tendientes a encon¬ 
trar el mejor sistema para la adminis¬ 
tración y ¿mandamiento de la seguri¬ 
dad social. Algunos criterios funda¬ 
mentales sirven de base a estas pro¬ 
puestas; 

- A pesar de la importancia y de 
las bondades de la gestión comparti¬ 
da, es imprescindible la fundón del 
Estado en la ejecución de las políticas 
adecuadas de seguridad social; su pa¬ 
pel protagónico se deriva de sus obli¬ 
gaciones sociales, como quiera que se 
trata de un derecho fundamental con¬ 
sagrado en la Carta Constitucional. 

- No puede existir una diferencia¬ 
ción marcada entre seguridad social 
publica y seguridad social privada, 
pues los derechos privados no son de 
incumbencia exclusiva del titular in¬ 
dividual, no tienen como meta funda¬ 
mental al individuo aislado, sino la 
protección del bien común. La protec¬ 
ción al individuo y a la comunidad 
son propósitos concurrentes de la ley 
y, como tal, no permiten dicotomía, 

- El Estado debe asumir un papel 
básico como árbitro, como conciliador 
y como promotor en el manejo de la 
seguridad social, para evitar que em¬ 
presarios y trabajadores la apliquen 
a su manera. 

- La economía del país está estrecha¬ 
mente ligada al sistema de seguri¬ 
dad social, pues cualquiera que sea 


el sistema económico imperante éste 
será siempre el resultado de los nive¬ 
les de crecimiento y desarrollo que se 
presenten en el bienestar de las perso¬ 
nas y, particularmente, de la seguri¬ 
dad social. La prestación de un servi¬ 
cio deficiente de salud a nivel nacio¬ 
nal tiene serias repercusiones en la 
productividad, 

- Una buena oportunidad para lo¬ 
grar la participación de los trabajado¬ 
res en la formulación de políticas la¬ 
borales y de seguridad social es el me¬ 
canismo de concerta ción. 

Conclusiones 

La crisis de la seguridad social es la 
crisis del Estado protector, resultado 
de la evolución que ha experimentado 
en los últimos años. El objetivo esen¬ 
cial de un sistema de seguridad social 
es infundir un sentimiento de seguri¬ 
dad en las personas y familias, garan¬ 
tizándoles que las circunstancias so¬ 
ciales, económicas o humanas no me¬ 
noscabarán sensiblemente su nivel de 
existencia. Por esta razón, la seguri¬ 
dad social se entiende hoy como ex¬ 
presión de una solidaridad colectiva 
organizada, que recurre a diferentes 
técnicas, tales como el Seguro Social, 
vinculado en principio al ejercicio de 
una actividad laboral; y la Asistencia 
Social, que involucra la institución de 
servicios públicos, los cuales tienden 
a proteger a toda la comunidad. 

En la actualidad existe una notoria 
tendencia orientada a la creación de 
regímenes universales, se trate de re¬ 
gímenes de servicio publico o regíme- 
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REFORMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL 


Pensiones 

Todos los trabajadores, del sector público 
o del sector privado, vinculados con an¬ 
terioridad o que se vinculen a partir de 
la iniciación de la vigencia de la ley, tie¬ 
nen el derecho a afiliarse al Régimen de 
Prima Medía, administrado por el Insti¬ 
tuto de Seguros Sociales (ISS), o al Régi¬ 
men de Capitalización. El Régimen de 
Capitalización se compone de los fondos 
y de las sociedades administradoras. Los 
fondos serán de propiedad de los trabaja¬ 
dores afiliados, tanto en la parte de coti¬ 
zaciones como en la de los rendimientos. 
Estos rendimientos no podrán ser inferio¬ 
res a las rentabilidades del mercado. 
Cualquier diferencia negativa se pagará 
con cargo al capital de la administradora. 
Otra garantía para el trabajador afiliado 
consiste en la obligación de la administra¬ 
dora de asegurar, pagando la respectiva 
prima, la totalidad del valor del fondo en 
el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras. Las sociedades administra¬ 
doras podrán ser constituidas por los sec¬ 
tores público, privado y sodal-soüdario. 
Este último se entiende integrado por las 
cooperativas y solidarias en general, por 
las cajas de compensación, los fondos 
mutuos y de empleados. Garantía de 
pensión mínima: ninguna jubilación po¬ 
drá ser inferior al salario mínimo. Si en 
los fondos el trabajador afiliado no al¬ 
canza a acumular una suma que por el 
monto de sus cotizaciones y de sus rendi¬ 


mientos no fuere suficiente para generar 
una pensión por lo menos igual al salario 
mínimo, el Estado pagará la diferencia. 


Salud 

Los colombianos podrán afiliarse al ISS o 
a empresas promotoras de salud que se 
constituyan por el Estado, las cajas de 
compensación familiar, las instituciones 
solidarias o cooperativas y los particula¬ 
res. El plan mínimo de servidos que las 
diferentes promotoras deben ofrecer es 
el que actualmente impera de acuerdo 
con el decreto 1660 en el ISS. La cobertura 
para prestación de señuelos incluye al tra¬ 
bajador afiliado y a la familia. Se mantie¬ 
nen los elementos de descentra liza dón y 
de participación de la comunidad creados 
por la ley 10 de 1990. 

Fondo de Solidaridad 
para Extensión de Cobertura 

A fin de facilitar la afiliación al Sistema 
de Seguridad Social de las personas que 
no tengan capaddad económica para pa¬ 
gar el monto total de las cotizaciones, 
campesinos o informales pobres, por 
ejemplo, se crea el Fondo de Solidaridad 
para Extensión de Cobertura, con el ob¬ 
jeto de otorgar subsidios tanto en pensio¬ 
nes como en salud. 


Otras expresiones 

DE SOLIDARIDAD 

Fondo de solidaridad. Subcuenta de com¬ 
pensación en salud: parte de la cotización 
de los afiliados de mayores ingresos debe 
trasladarse para absorber el costo de la 
atención a los añilados de menores ingre¬ 
sos. El plan de servicios, su costo y las 
cotizaciones serán iguales en todas las 
empresas promotoras de salud, por lo 
cual esta compensación nacional contiene 
solidaridad regional. 

Subcuenta del fondo de solidaridad 
para riesgos catastróficos en salud. 

Los fondos de pensiones serán de pro¬ 
piedad de los trabajadores afiliados, quie¬ 
nes estarán protegidos con la garantía de 
rendimiento mínimo. 

Los ancianos indigentes de más de 65 
años recibirán del Estado una pensión 
asistendal de valor igual a medio salario 
mínimo mensual. Los andanatos o asilos 
intervendrán para organizar el pago. 

Si los trabajadores independientes 
acreditan incapacidad del pago pleno de 
la cotización, podrán ser beneficiarios del 
Fondo de Solidaridad para Extensión de 
Cobertura. 

Las personas naturales que presten sus 
servicios al Estado, cualquiera que sea la 
modalidad de vinculación, deberán ser 
afiliadas al Sistema de Seguridad Social. 

ALVARO URIBE VELEZ 

Senador ponente del proyecto de ley 


nes de seguro nacional. Esta tenden¬ 
cia ha sido radical en sus efectos, pues 
conduce a cubrir el conjunto de la po¬ 
blación sin consideración alguna de 
vínculo laboral, por lo menos en las 
ramas para las cuales se estima más 
justificada una protección universal: 
asistencia médica, pensiones y pres¬ 
taciones familiares. La relación entre 
el ejercicio de una actividad laboral y 
el derecho a la seguridad social, que 
la universalización hace desaparecer, 
Tesulta sin duda afectada por esta ten¬ 
dencia, pues el trabajador sigue go¬ 
zando de un trato de preferencia en 
la medida en que está protegido con¬ 
tra un mayor número de riesgos, 
mientras que el resto de la población 
no alcanza la paridad de las ventajas 
concedidas, aunque pueda obser¬ 
varse una armonización progresiva. 

No obstante, la mayor preocupa¬ 
ción del momento es alcanzar la efica¬ 


cia en la protección y prolongar en 
alguna medida la duración máxima 
de las prestaciones y su diversifica- 
don, ampliando la cobertura de ma¬ 
nera que incluya buena parte de los 
servicios preventivos, y la adición de 
nuevas prestaciones a los subsidios 
familiares ya tradicionales. 

Un plan general de los programas 
de seguridad social debe integrarse 
como componente esencial de las po¬ 
líticas sociales, de forma que salud, 
familia, vejez, empleo y vivienda ocu¬ 
pen un lugar preponderante en los 
planes nadonales de desarrollo, pues 
sin duda alguna una protección social 
satisfactoria aumenta la seguridad in¬ 
dividual, facilita las relaciones socia¬ 
les y se convierte en un factor de paz 
social, contribuyendo a la prevención 
de los agudos conflictos sociales que 
caracterizan la problemática colom¬ 
biana en la actualidad. 
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ASOCIACIONES GREMIALES 

Las asociaciones gremiales son aque¬ 
llas organizaciones de carácter patro¬ 
nal, conformadas con el objetivo de 
defender intereses comunes, en par¬ 
ticular de carácter económico o social, 
amparados en el principio de la libre 
empresa, la democracia política, la 
propiedad privada y la libertad. Fun¬ 
damentalmente buscan asumir posi¬ 
ciones frente a la expansión económi¬ 
ca, la elevación del progreso social, 
el aumento de la producción nacional 
y el mejoramiento de sus índices ren¬ 
tables* 

La mayor parte de estas asociacio¬ 
nes se constituyen como persona ju¬ 
rídica de derecho privado, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 633 del 
Código Civil, sin ánimo de lucro, y 
en ellas las personas o entidades que 
las integran aúnan sus esfuerzos y ac¬ 
tividades para conseguir una finali¬ 
dad económica, comercial o social re¬ 
ferida a un sector. Tales asociaciones 
tienen un carácter más o menos esta¬ 
ble para la realización de objetivos co¬ 
munes* Cooperan en defensa de sus 
legítimos intereses y los de sus afilia¬ 
dos, pero también colaboran con el 
Estado en la determinación de políti¬ 
cas tendientes a mantener el equili¬ 
brio de los sectores económicos y ca¬ 
talizar los efectos derivados de los 
problemas sociales y económicos, 
particularmente de las medidas esta¬ 
tales que afectan al sector empresa¬ 
rial, aportando ideas o soluciones 
propicias para el análisis de las distin¬ 
tas coyunturas que afectan a la em¬ 
presa privada* 

Es propósito de las asociaciones 
gremiales estudiar todos aquellos fe¬ 
nómenos que afectan al sector empre¬ 
sarial en particular y a la comunidad 
en general, a fin de disponer de los 
elementos de juicio necesarios para 
llevar ante las autoridades las inquie¬ 
tudes, iniciativas y observaciones que 
el sector empresarial tiene sobre los 
distintos aspectos de la actividad eco¬ 
nómica y social, y asesorar al Estado 
sobre las estrategias que se deben se¬ 
guir frente a los diferentes problemas 
que afectan a la economía* 

La Constitución Política de 1991, en 
el artículo 39, estableció el derecho 


de los trabajadores y empleadores 
para constituir sindicatos y asociacio¬ 
nes. La estructura interna y el funcio¬ 
namiento de los sindicatos, organiza¬ 
ciones sociales y organizaciones gre¬ 
miales se sujetarán al orden legal y a 
los principios democráticos. 

Gremios económicos 

En general, las asociaciones gremia¬ 
les conforman intereses de emplea¬ 


dores y se agrupan según su rama 
o especialidad. Existen los gremios 
de la producción, los gremios banca- 
nos, financieros, comerciantes, conoci¬ 
dos bajo la denominación general de 
gremios económicos* Estos son for¬ 
mas organizativas de los menciona¬ 
dos sectores, que de modo formal o 
informal concentran paulatinamente 
las decisiones en sus respectivos es¬ 
pacios de influencia. Gremios econó- 
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micos como la Federación Nacional 
de Cafeteros de Colombia (fedecafe), 
la Asociación Nacional de Industria¬ 
les (andi), la Sociedad de Agricultores 
de Colombia (SAC), la Federación Na¬ 
cional de Comerciantes (fenalco), la 
Federación Colombiana de Ganade¬ 
ros (FEDEGAN), la Asociación Nacional 
de Instituciones Financieras (anif), la 
Asociación Nacional de Cobranzas 
(asonalco), la Asociación Nacional 
de Productores de Leche (analac), 
representan a los gremios económi¬ 
cos de capital superior en el orden 
nacional e internacional. Su impor¬ 
tancia varía de acuerdo con el predo¬ 
minio de unos u otros intereses, pero 
en general representan a la agricul¬ 
tura comercial la industria multina¬ 
cional, el sector financiero y el gran 
comercio de consumo. 

Se presentan también dentro de la 
denominación de gremios económi¬ 
cos algunas formas orgánicas de ca¬ 
rácter informal, que revisten una ma¬ 
yor depuración como tales, y por esto 
mismo una mayor capacidad de deci¬ 
sión frente al Estado y frente a los 
sectores de mediano y pequeño capi¬ 
tal. Si bien no actúan como los gre¬ 
mios económicos mencionados, sí se 
constituyen como grandes conglome¬ 
rados empresariales, A título de 
ejemplo podemos señalar los Grupos 
San todo mingo, Bogotá, Suramerica- 
na, Ardila Lulle, First National, Gran 
Colombiano. Estas modalidades aso¬ 
ciativas se caracterizan por la alta con¬ 
centración de capitales en formas efec¬ 
tivas de planea cíón económica y por 
su carácter centralizador de capitales, 
que les permiten una homogénea evo¬ 
lución y estrechas vinculaciones con 
los demás gremios y con el Estado, Es¬ 
tos mecanismos de concentración de 
la propiedad y del capital canalizan la 
influencia de los gremios económicos 
y atenúan la confrontación de intereses 
en las distintas estrategias de negocia- 
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cion, a tra vés de las cuales se deciden 
las políticas macroeconómicas. 

Paralelamente a los gremios eco¬ 
nómicos se presentan formas asocia¬ 
tivas más sencillas, que tratan de 
aglutinar la búsqueda de intereses 
particulares y que se ubican en algún 
lugar de los gremios económicos; es 
el caso de las compañías multinacio¬ 
nales, o los trust financieros, que se 
diferencian de aquéllas en que persi¬ 
guen objetivos de carácter más gene¬ 
ral; por ejemplo, la Agencia Interna¬ 
cional de Desarrollo (ato), el Fondo 
Monetario Internacional (fmi), el 
Pacto Andino, el Sistema Económico 
Latinoamericano (SELa), y otros, que 
constituyen el sector externo de los 
distintos medios económicos. 

Esto significa que la acción de los 
gremios económicos trasciende las 
fronteras, pues responde a las moder¬ 
nas tendencias de la Ínter nacionaliza¬ 
ción de la economía, a la apertura eco¬ 
nómica, al libre comercio,, a la econo¬ 
mía de escala. Tales formas asociati¬ 
vas tienen un componente estructural 
de orden internacional, que materia¬ 
liza sus intereses sobre espacios con¬ 
cretos y evidencia su presencia en el 
sector correspondiente. 

Clasificación y estructura 

Las asociaciones gremiales se encuen¬ 
tran con diversos criterios de catego- 
rizacíón que establecen diferencias: 
en primer lugar, entre unidades eco¬ 
nómicas productivas, unidades de 
aquellas que representan formas or- 
ganizacionales como los gremios del 
capital y las de carácter informal como 
los gremios empresariales; en se¬ 
gundo lugar, se estratifican todas las 
organizaciones entre sí y frente a las 
demás organizaciones; en tercer lu¬ 
gar, se distingue el gremio de los me- 
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dios de comunicación, como un espa¬ 
cio autónomo, independiente del ca¬ 
rácter empresarial o estatal. 

En el plano de la estructura, las aso¬ 
ciaciones gremiales presentan dos 
formas de dirección diferenciadas por 
sus actividades, los mecanismos de 
acceso a ellas y la procedencia de 
quienes las ocupan. Por una parte, la 
junta directiva actúa como organismo 
representativo de los asociados y de¬ 
fine las políticas básicas de la entidad; 
por otra parte, una planta administra¬ 
tiva de carácter ejecutivo realiza la 
gestión y ejecución, con la ayuda de 
un cuerpo asesor, pero siguiendo li¬ 
nea mi en tos de los asociados. Así, los 
gremios actúan con formas concretas 
de relación entre individuos y entida¬ 
des, pues los vinculados a la organi¬ 
zación, en su calidad de miembros 
asociados, envían sus delegados para 
actuar en la junta o consejo directivo, 
y los nombrados en la planta adminis¬ 
trativa prestan servicio de asesoría. 
En el primer caso, estas relaciones sig¬ 
nifican más que simples vinculacio¬ 
nes, un efectivo control sobre la acti¬ 
vidad económica. 

Funciones 

La complejidad de las relaciones eco¬ 
nómicas en el mundo contemporáneo 
ha determinado una interdependen¬ 
cia necesaria entre los distintos secto¬ 
res que integran el mundo social y 
económico. Existen nuevas formas de 
distribución del poder entre los diver¬ 
sos grupos sociales, como consecuen¬ 
cia de la composición de ios agentes 
económicos y del grado relativo de 
organización de éstos, si se tiene en 
cuenta que la mayor o menor disper¬ 
sión del poder en la sociedad de¬ 
pende en buena medida del manejo 
dado pOT quienes detentan el poder 
económico y político. 

Como consecuencia, se presenta 
concentración del poder en determi¬ 
nados sectores, de acuerdo con los 
rumbos que va asumiendo la econo¬ 
mía, según la distribución de los in¬ 
gresos, y conforme a las prioridades 
que van caracterizando la política eco¬ 
nómica y el poder del Estado, pues a 
partir de estas dos variables las aso¬ 
ciaciones gremiales tienden a concen¬ 
trar su poder en torno a la maxímiza- 
ción del crecimiento, prestando aten¬ 
ción sólo marginal a los efectos que 
aquel pueda tener sobre la distribu¬ 
ción del ingreso o el nivel de empleo. 

El comportamiento de las asociacio¬ 
nes gremiales señala que existe una 
correlación positiva entre el nivel de 
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desarrollo del país y la importancia 
que van adquiriendo los sectores pro¬ 
ductivos, particularmente el sector in¬ 
dustrial, el cual evidencia su influen¬ 
cia en la multiplicación de unidades 
de decisión dentro del sistema eco¬ 
nómico, fruto de su mayor desarrollo, 
que obliga necesariamente a una evo¬ 
lución hacia formas más descentrali¬ 
zadas, que le permitan mantener 
cierta eficiencia en el sistema. 

La influencia de las asociaciones 
gremiales es indiscutible en la deter¬ 
minación de las políticas económicas 
en la actualidad, pues con base en los 
costos y beneficios sociales involucra¬ 
dos en el manejo económico, se de¬ 
fine la utilización adecuada o eficiente 
de las instituciones y de los objetivos 
contenidos en los planes nacionales 
de desarrollo que, en último término, 
están señalando estrategias relativas 
al crecimiento económico, a la plena 
ocupación, a la redistribución de los 
ingresos y, en general, al manteni¬ 
miento de la paz y la armonía sociaL 

Sin duda alguna, el papel del Es¬ 
tado frente a los gremios se limita a 
intervenir pardal y esporádicamente 
en algunas decisiones económicas, en 
particular en relación con los salarios, 
los precios o las tarifas arancelarias. 
Si bien el Estado tiende a dirigir la 
actividad económica en una forma 
permanente, su capacidad de contro¬ 
lar los indicadores económicos y el 
mismo crecimiento es relativamente 
baja, pues se ha demostrado que ante 
situaciones de desocupación crónica 
en la fuerza de trabajo, el Estado no 
ha desarrollado un programa com¬ 
pleto de inversiones en actividades 


generadoras de empleo, tales como 
obras públicas, vivienda o servicios, 
aspecto en el cual los gremios econó¬ 
micos sí han demostrado capacidad 
para manejar el problema con alguna 
eficiencia. 

El papel de los gremios económicos 
en la solución de problemas sociales 
es de indiscutible importancia, pues 
sí es posible logTar una eficaz concer¬ 
tad ón con los organismos estatales, 
resultará fácil alcanzar coherente y si¬ 
multáneamente un conjunto de obje¬ 
tivos económicos, tales como creci¬ 
miento con estabilidad, redistribución 
de ingresos, pleno empleo, y correc- 
dón en las rigideces de los mercados. 

Todo esto es viable si se tiene en 
cuenta la complejidad que presenta 
una economía mixta, pues en los sec¬ 
tores de actividad privada la planifica¬ 
ción económica tiende a ser indirecta 
o flexible, en tanto que en las activida¬ 
des productivas más estratégicas del 
sector público se ha utilizado con mu¬ 
cha frecuencia una planificación de 
tipo imperativo. La conciliación de 
ambos sistemas implica una raciona¬ 
lidad diferente para las decisiones de 
cada sector, con lo cual el papel de 
las asociaciones gremiales adquiere 
mayor importancia, si se considera la 
prioridad que existe en la actualidad 
por los cambios estructurales y por la 
forma como la actividad pública se 
está desplazando en el contexto de la 
internarionalización de la economía 
y de las tendencias priva tizantes, no 
sólo de los servicios públicos, sino de 
las mismas empresas industriales y 
comerciales del Estado. 

De esta manera se está caracteri¬ 
zando necesariamente una transfor¬ 
mación progresiva en la estructura 
del poder, como consecuencia del 
reordenamicnto de objetivos nacio¬ 
nales, ia necesidad de cambios pro¬ 
fundos en el comportamiento de las 
asociaciones gremiales de carácter 
económico y de los mismos agentes 
sociales, que con una política de con¬ 
junto pueden llevar al país a una pa- 
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cífica forma de redistribuir ei ingreso. 
El papel de los gremios en las decisio¬ 
nes económicas hace compatible el 
cambio estructural profundo con el 
mantenimiento de un nivel mínimo de 
eficiencia en sus propios objetivos, par¬ 
ticularmente en la esfera productiva. 

Relación gremios-Estado 

El esquema de relación gremios-Es¬ 
tado parece tener su fundamento en 
una nueva concepción del Estado, 
que sirva de instrumento para las 
grandes decisiones económicas, que 
permita la formulación de objetivos y 
políticas sociales adecuadamente je¬ 
rarquizados y coordinados por los 
centros de decisión política, y que 
contrarreste al aparato tradicional del 
Estado en el interior del cual se ha 
desarrollado una frondosa burocra- 
' da, acostumbrada a tomar decisiones 
de acuerdo con criterios tradicionales 
y capaz de inmovilizar el potencial 
productivo de los gremios económi¬ 
cos, con la implantación exitosa de 
políticas radicales propias de la es¬ 
tructura institucional del Estado, que 
permiten desarrollar nuevos canales 
de decisión y de comunicación y que 
no asignan un papel activo a los gre¬ 
mios económicos. 

Es necesario lograr una convergen¬ 
cia de intereses, extractada de las aso¬ 
ciaciones gremiales, formales o infor¬ 
males que representan el poder eco¬ 
nómico, para concretar una estrategia 
global de desarrollo fundamentada 
en un nuevo tipo de sociedad, en un 
nuevo estilo de desarrollo y en una 
oportuna identificación de políticas y 
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objetivos sociales. Entre estos últimos 
es esencial distinguir los grupos que 
se van a beneficiar, de aquellos que 
verán afectados sus intereses, con el 
fin de que el proceso no genere trau¬ 
matismos, sino que alcance el equili¬ 
brio necesario en la conformación de 
tales políticas* 

No se trata de entregar a los gre¬ 
mios económicos el manejo de las 
grandes decisiones, y tampoco puede 
entenderse solamente como el ma¬ 
nejo de ciertos instrumentos econó¬ 
micos, sino más bien como un pro¬ 
ceso complejo en el cual los factores 
políticos, institucionales, sociales y 
culturales tengan al menos tanta im¬ 
portancia como los económicos. En¬ 
tendida así la concertación entre los 
gremios y el Estado, se está caracteri¬ 
zando en primer lugar un proceso po¬ 
lítico, es decir, una movilización de 
fuerzas sociales y económicas en fun¬ 
ción de objetivos sociales, y una par¬ 
ticipación de los gremios en las deci¬ 
siones del Estado, como una manera 
de asegurar la vigencia de los objeti¬ 
vos propuestos al momento de im¬ 
plantar estas políticas. 

Los gremios económicos, a través 
de sus distintas asociaciones, están 
asumiendo en la actualidad un papel 
protagonicen frente a fenómenos como 
la internacionalización de la econo¬ 
mía, las empresas multinacionales y 
los procesos de privatización, no sólo 
de los servicios públicos, sino de las 
empresas estatales* En este contexto 
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son famosos en Colombia los gremios 
de los industriales, ANDI; los comer¬ 
ciantes, FENALCO; las finanzas, ANlF; 
los bancos, la Asociación Bancada; los 
corredores de seguros, ACORDES; los 
ganaderos, F EDECAN; los agricultores, 
sac, los exportadores, analdex; los 
plásticos, ACOPLÁSTICOS; los fabrican¬ 
tes de licores, acil; el cuero, ABOGUE- 
ROS; los confecríonistas, ASCONFEC- 
CIÓN; los cultivadores de caña, asoca- 
ÑA; los fabricantes de productos farma¬ 
céuticos, afidrO; la Asociación Nacio¬ 
nal de Exportadores de Café; la Asocia¬ 
ción Nacional de Molineros de Arroz; 
la Asociación Nacional de Pescadores 
Artesanales; y el gremio de los comu¬ 
nicad ores, ASOMEDIOS, 

Perspectivas 

Todas las asociaciones gremiales tie¬ 
nen sus particulares intereses, como 
resultado del ejercicio de la democra¬ 
cia participa Uva, que ha comenzado 
a imperar en Colombia en los últimos 
años* En efecto, las organizaciones 
gremiales de base y sus federaciones 
de segundo y tercer grados luchan 
por defender los intereses del gremio 
o sector respectivo, a diferencia de lo 
que sucede con las organizaciones so¬ 
ciales de base, como la acción comu¬ 
nal, las cooperativas, los sindicatos o 
asociaciones profesionales, que bus¬ 
can ante todo reivindicaciones y dere¬ 
chos sociales de amplias capas de la 
población. 

El Estado no siempre ha formulado 
políticas y programas en beneficio del 
interés colectivo, sino que la mayor 
parte de las veces, en cuestiones fun¬ 
damentales, ha formulado políticas 
que favorecen los intereses particula¬ 
res de gremios económicos, sectores 
o grupos, que tienen gran capacidad 
para influir sobre sus decisiones. Esto 
evidencia en Colombia una sobrerre- 
presentación de los intereses de los 
grupos poderosos que se han ido 
conformando progresivamente como 
consecuencia de la concentración del 
capital financiero, de la propiedad, 
del ingreso y de la riqueza. Este fenó¬ 
meno ha debilitado los procesos de 
participación social en los sectores 
medios y populares del país, pero 
otra sería la situación sí el Estado de¬ 
cidiera concertar con los medios eco¬ 
nómicos conjuntamente con las orga¬ 
nizaciones sociales de base, con el fin 
de lograr reformas económicas y so¬ 
ciales que favorezcan el interés gene¬ 
ral y la participación social. 

Los gremios económicos locales o 
nacionales favorecen el desarrollo de 


otras formas asociativas tendientes a 
defender intereses generales o secto¬ 
riales de las distintas comunidades, 
facilitan la más amplia información 
sobre sus actividades y permiten un 
mejor uso de los medios públicos para 
acceder a las ayudas económicas y a 
la realización de actividades que im¬ 
pulsen su participación en la gestión. 

Asociaciones 

PROFESIONALES 

La Constitución Política de 1991, ade¬ 
más de garantizar el derecho de libre 
asociación para el desarrollo de las 
distintas actividades que las personas 
realizan en sociedad (artículo 38), es¬ 
tablece que las profesiones legal¬ 
mente reconocidas pueden organi¬ 
zarse en colegios, los cuales en su es¬ 
tructura y funcionamiento deben 
adoptar procedimientos democráti¬ 
cos (artículo 26). Lo mas importante 
de este último artículo es el hecho de 
que la ley podrá asignar a los mencio¬ 
nados colegios funciones públicas. 

El término asociación profesional 
se ha empleado tradicionalmente 
para designar la aspiración de los pro¬ 
fesionales a la unidad; sin embargo, 
el fenómeno de la asociación profesio¬ 
nal puede estudiarse desde un doble 
punto de vista: a) como expresión de 
los intereses de sus miembros y b) 
como institución jurídica que cumple 
fundones públicas o privadas. En 
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cualquiera de los dos casos, la asocia¬ 
ción profesional es una fuerza social 
que se formaliza como consecuencia 
de la convergencia e identidad de in¬ 
tereses profesionales y en defensa de 
de los mismos. 

En cierta forma, la asociación profe¬ 
sional representa un esfuerzo para 
elevar la dignidad de la persona hu¬ 
mana y mejorar las condiciones éticas 
y jurídicas que conforman el ejercicio 
profesional, buscando ante todo dig¬ 
nificar la propia profesión, caracteri¬ 
zarla de manera homogénea y prestar 
un mejor servicio a la comunidad; en 
último término no es otra cosa que 
una garantía social para los asocia¬ 
dos, pues no tiene un fin en sí mismo, 
sino que es un medio para lograr un 
ejercicio profesional con verdaderas 
dimensiones sociales y éticas. 

El derecho de asociación profesio¬ 
nal, desde el punto de vista constitu¬ 
cional y legal, es distinto del derecho 
general de asociación, pues se consti¬ 
tuye como un derecho fundamental 
de naturaleza especial, orientado a la 
defensa y mejoramiento de las condi¬ 
ciones en que se han de realizar el 
ejercicio profesional y las condiciones 
de trabajo en general. La asociación 
profesional supone un interlocutor, 
incluye una potencialidad para nego¬ 
ciar y conlleva un sinnúmero de me¬ 
tas y objetivos que han de realizarse 
para lograr imponer criterios funda¬ 
mentales, normas esenciales y proce¬ 
dimientos especiales en el ejercido 
profesional. La asociación profesional 
defiende intereses colectivos que 
afectan a determinados sectores ciu¬ 
dadanos y que se organizan frente al 
Estado o frente a los particulares con 
fundamento en los principios demo¬ 


cráticos, pues al constituirse como 
asociación queda abierta la posibili¬ 
dad de participar en la gestión de los 
asuntos públicos en forma directa o 
indirecta. 

La asociación profesional es una or¬ 
ganización autónoma, lo cual implica 
su capacidad de autorregulación, de 
creación de estatutos propios, de ad¬ 
ministración de su patrimonio y, en 
general, su capacidad para determi¬ 
nar su funcionamiento y actividad ex¬ 
terna. La internacionalización de las 
relaciones económicas y la complejidad 
de los cambios que se están produ¬ 
ciendo en el mismo perfil profesional 
de las distintas ocupaciones, han he¬ 
cho apremiante la necesidad de en¬ 
tender cada disciplina como un todo, 
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y diseñar instituciones que se encar¬ 
guen de su coordinación, acción en 
la que tienen un papel fundamental 
las numerosas asociaciones profesio¬ 
nales que han surgido a nivel munici¬ 
pal, regional, nacional, internacional 
y aun continental, por ejemplo, la 
Asociación Iberoamericana de Abo¬ 
gados Labora lis tas y, en su extremo 
opuesto, la Asociación de Abogados 
Laboralistas de una dudad capital. 

Las más connotadas asociaciones 
profesionales en Colombia son las si¬ 
guientes: la Asociadón Médica Sindi¬ 
cal Colombiana, La Asodadón Colom¬ 
biana de Ingenieros, la Asociación 
Colombiana de Sodedades Científi¬ 
cas, la Asociación Colombiana de In¬ 
dustriales y Profesionales, la Asoda- 
ción Colombiana de Profesionales de 
Comercio Internacional, la Asocia¬ 
ción Colombiana de Odontólogos, la 
Asociación Colombiana de Aviadores 
Civiles, la Asociación Colombiana de 
Auxiliares de Vuelo, la Asociadón 
Colombiana de Fisioterapia, la Aso¬ 
ciación Colombiana de Dactiloscopis¬ 
tas, la Asociación Nadonal de la Ma¬ 
rina Mercante Colombiana, la Asocia¬ 
ción Nacional de Trabajadores y Em¬ 
pleados de Hospitales, Clínicas, Con¬ 
sultorios y Entidades dedicadas a pro¬ 
curar la Salud, la Asociación para la 
Enseñanza (aspaen), la Asociadón de 
Poli tolo gos y, en general, las a soda¬ 
ciones profesionales de los egresados 
de todas las universidades en las dis¬ 
tintas carreras. 

Reglamentación 

del ejercicio profesional 

La libertad para formar asociaciones 
profesionales está en íntima relación 
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con la libertad de escoger profesión 
u oficio, teniendo en cuenta que el 
Estado puede exigir títulos de ido¬ 
neidad y reglamentar el ejercido de 
las profesiones. Tal reglamentación 
constituye un imperativo de la segu¬ 
ridad profesional y una garantía de 
los derechos humanos, pues para el 
ejercido de algunas profesiones se 
exige una prueba de idoneidad por 
medio de títulos universitarios o aca¬ 
démicos, tales como el título de abo¬ 
gado, medico, cirujano, odontólogo, 
farmaceuta, ingeniero, etc. La regla¬ 
mentación se refiere sólo a las profe¬ 
siones de título universitario o aca¬ 
démico que exigen estudios regulares 
inspeccionados por las autoridades 
educativas. 

Las denominadas profesiones libe¬ 
rales, como la medicina, el derecho, 
la ingeniería o la contaduría, requie¬ 
ren además del título que certifica la 
terminación de estudios universita¬ 
rios, la habilitación para el ejercido 
profesional por medio de lo que se 
ha denominado Tarjeta Profesional. 
Lo primero acredita la idoneidad aca¬ 
démica y científica, lo segundo es 
asunto de orden legal, que corres¬ 
ponde al Congreso reglamentar. 

Las asociaciones profesionales tie¬ 
nen particular importancia sobre este 
último aspecto, teniendo en cuenta 
que el ejercicio profesional no es ilimi¬ 
tado sino reglamentado e implica la 
prestación de servicios útiles a la co¬ 
munidad, que no pueden ser sumi¬ 
nistrados por toda clase de personas 
y deben estar orientados hacia el be- 
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neficio social e individual de quien 
ejerce la profesión, vigilancia que co¬ 
rresponde en la práctica al colegio o 
asociación respectiva. Las asociacio¬ 
nes profesionales son las llamadas a 
velar por la calidad y el adecuado ejer¬ 
cicio de la respectiva profesión, pues 
esta actividad humana, que en el con¬ 
cierto social se denomina profesión, 
tiene una función eminentemente so¬ 
cial, libre de toda competencia y de 
toda discriminación o distorsión en 
su verdadera finalidad, pues están de 
por medio no solamente las cualida¬ 
des de una persona, sus habilidades 
y competencias, sino el servicio social 
que a través de ella se presta. 

La Constitución Nacional, en el ar¬ 
tículo 26, deja al legislador la posibi¬ 
lidad de asignarles a los colegios o 
asociaciones determinadas fundones 
públicas, como ya lo ha hecho en an¬ 
teriores oportunidades. La finalidad 
de esta potestad, además de tecnificar 
el ejercicio profesional y asignarle 
controles internos, es conformar un 
elemento de información digno de la 
confianza del Estado y de los particu¬ 
lares, habilitando sus fundones con 
la exigencia de condiciones especiales 
de competencia y de idoneidad, para 
que sea acreedora a la fe pública de 
que en determinados casos el Estado 
la hace depositaría. 

En este contexto, la ley ha determi¬ 
nado con cierta claridad lo que se en¬ 
tiende por profesión para los efectos 
de su reglamentación, las exigencias 
mínimas para su ejercicio y las funcio¬ 
nes publicas que puedan cumplir 


cuando los profesionales se encuen¬ 
tran colegiados. 

La Constitución impone al Estado 
la obligación de resguardar los intere¬ 
ses individuales y colectivos, me¬ 
diante la aplicación de normas que 
eviten el indebido ejercido de las pro¬ 
fesiones por quienes no reúnan las 
aptitudes o capacidades suficientes y 
adecuadas para desempeñarlas; esta 
función social puede alcanzar un ca¬ 
bal cumplimiento si para tal fin se uti¬ 
liza a los colegios o asociaciones pro¬ 
fesionales, para que éstos, mediante 
una facultad punitiva de carácter dis¬ 
ciplinario o correccional, puedan sus¬ 
pender o cancelar la licencia corres¬ 
pondiente, con fundamento en unas 
normas preestablecidas, cuando se ha 
demostrado que un determinado pro¬ 
fesional no ejerce legítimamente su 
profesión. 

Perspectivas 

En el mundo contemporáneo los 
hombres no se encuentran aislados y 
vinculados únicamente por la compe¬ 
tencia, sino como partícipes de una 
empresa común. La institucionaliza- 
ción de esta realidad y de los valores 
presentes en la misma es algo que 
tiene que ser aprobado, pensando en 
una democracia social en la cual asu¬ 
men cada día mayor importancia los 
entes profesionales. 

La expansión de este tipo de organi¬ 
zaciones, situadas entre el hombre y el 
Estado, representa uno de los más se¬ 
guros sustentos de la democracia, pues 
significa, en alguna forma, la auto¬ 
administración de los intereses que le 
son específicamente propios, es de¬ 
cir, intereses sectoriales con cabal au¬ 
tonomía. Los colegios profesionales 
son, pues, una de las formas de aso¬ 
ciación de personas para la defensa 
de intereses comunes, a la que se le 
ha otorgado personalidad jurídica y 
que puede estar llamada al cumpli¬ 
miento de funciones públicas. 

La posibilidad consagrada por la 
Constitución Nacional de 1991, en el 
sentido de que los particulares a tra¬ 
vés de los colegios profesionales es¬ 
tán llamados a desempeñar un impor¬ 
tante papel en el campo del derecho 
administrativo, no ya como adminis¬ 
trados simples o calificados, sino 
como sujetos activos y ejecutores de 
la actividad administrativa, como sus¬ 
titutos o auxiliares de la misma, es un 
hecho indiscutible. SeTá objeto de des¬ 
arrollo legal adecuado la forma como 
estos colegios profesionales van a rea¬ 
lizar tales funciones, lo cual facilitará 
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la desconcentración administrativa y 
la descentralización funcional, to¬ 
mando a su cargo lo atinente al go¬ 
bierno y control de ciertas profesiones 
para las cuales se requiere título uni¬ 
versitario. Identificar tales roles a par¬ 
tir del concepto mismo de función ad¬ 
ministrativa, permite clarificar con¬ 
ceptualmente este procedimiento, si 
se tiene en cuenta que de su extensión 
depende a quién o a quiénes se les 
reconoce su ejercicio, para que pue¬ 
dan tener viabilidad jurídica. 


ACCIÓN COMUNAL 

La acción comunal se edifica sobre los 
siguientes principios fundamentales: 
libertad de afiliación y de retiro, igual¬ 
dad de derechos, igualdad de obliga¬ 
ciones, participación democrática en 
las deliberaciones y decisiones, y au¬ 
sencia de preferencias o discrimina¬ 
ciones de cualquier índole. 

Los grados de asociación aplicables 
a la acción comunal son: 1) Junta de 
acción comunal, 2) Asociación comu¬ 
nal de juntas, 3) Federación de juntas 
comunales, y 4) Confederación Co¬ 
munal Nacional. La entidad coordi¬ 
nadora es la Dirección General de Inte¬ 
gración y Desarrollo de la Comunidad, 
adscrita al Ministerio de Gobierno. 

Juntas de acción comunal 

Las juntas de acción comunal se ins¬ 
titucionalizaron en Colombia con la 
ley 19 de 1958. Adscritas en sus co¬ 
mienzos a una reglamentación de 
los concejos municipales, posterior- 
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mente el Ministerio de Gobierno rees¬ 
tructuró sus funciones con normas de 
carácter general para hacer más efi¬ 
ciente su filosofía en beneficio de las 
comunidades. 

Se entiende por comunidad un 
asentamiento humano ubicado den¬ 
tro de un determinado espacio geo¬ 
gráfico y que comparte actividades de 
solidaridad, sociabilidad y coopera¬ 
ción, aspectos que se reúnen en la 
disposición para trabajar en grupo 
buscando metas comunes, lo cual de¬ 
pende de la capacidad de las personas 
para relacionarse con los demás y su 
inclinación al servicio y cooperación 
mutuos. 

Las juntas de acción comunal se or¬ 
ganizan como las demás asociacio¬ 
nes, sobre la base de una asamblea 
general que elige una junta directiva 
y distribuye las competencias u obje¬ 
tivos en comités de trabajo, los cuales 
convergen en todo y en parte hacia 
el logro de los estatutos que rigen a 
la asociación y, en general, a la bús¬ 
queda de propósitos comunes que be¬ 
neficíen a la comunidad. 

Para constituir una junta de acción 
comunal se tienen en cuenta un área 
geográfica, en primeT lugar, y un nú¬ 
mero determinado de afiliados comu¬ 
nales. En el caso del territorio, se con¬ 
sideran asentamientos humanos en 
áreas urbanas o rurales identificadas 
como veredas, municipios, inspeccio¬ 
nes de policía, corregimientos, barrios, 
es decir, pordones resultantes de las 
tradidonales divisiones territoriales a 
nivel local, lo cual no impide que se 
asoden varias de estas unidades para 
constituir una sola junta, o que corres¬ 
ponda a un grupo homogéneo con ju- 
risdicdón de varios munidpios. 

En relación con los afiliados, se en¬ 
tienden como tales las personas ma¬ 
yores de quince años, residentes den¬ 
tro de la mencionada unidad territo¬ 
rial, que tengan allí su vivienda habi¬ 
tual y que desarrollen actividades 
económicas independientes o asala¬ 
riadas en dicha área. Para las áreas 
urbanas se requiere un número de afi¬ 
liados no menor de sesenta personas, 
y para las áreas rurales, veinticinco 
personas. 

Una vez reunidos estos elementos 
se procede a la obtendón de la perso¬ 
nería jurídica, es decir, el trámite de 
su reconocimiento legal en virtud de 
la ley para convertirse en sujetos de 
derechos y de obligaciones. Para tal 
efecto se debe señalar como domicilio 
el lugar concreto donde se cumplen 
ciertas obligaciones y se ejercen cier¬ 
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tos derechos. La existencia de una 
junta de acción comunal no tiene lí¬ 
mites, pero ella puede desaparecer 
cuando así lo definan sus afiliados, o 
cuando reciba una sanción consis¬ 
tente en la cancelación de la persone¬ 
ría jurídica. 

La finalidad esencial de una junta 
de acción comunal es el desarrollo in¬ 
tegral de la persona humana dentro 
de su familia y de su comunidad, 
meta posible de alcanzar cuando los 
habitantes de una determinada co¬ 
munidad deciden afrontar sus pro¬ 
pios problemas y necesidades, me¬ 
diante la cooperación, colaboración, 
solidaridad y práctica de virtudes ciu¬ 
dadanas. 

Una junta de acción comunal nace 
con la celebración de la asamblea ge¬ 
neral de afiliados que deciden en 
forma unánime constituir la junta, 
después de que han sido convocados 
para tal finalidad previa la exposición 
de motivos por parte de los promoto¬ 
res de la misma y con el consiguiente 
compromiso de aceptar las responsa¬ 
bilidades que conlleva la nueva orga¬ 
nización. Según el artículo 138 de la 
ley 79 de 1988, las juntas de acción 
comunal, las sociedades de mejoras 
y ornato, las juntas de asociaciones 
de recreación, defensa civil y usuarios 
de los organismos cooperativos po¬ 
drán vincularse al desarrollo y mejo¬ 
ramiento de los municipios, mediante 
su participación en el ejercicio de las 
funciones y la prestación de los servi¬ 
cios que estén a cargo de éstos. Con 
tal fin, las juntas de acción comunal 
y las demás organizaciones podrán 
celebrar con los munidpios y sus en¬ 
tidades descentralizadas convenios, 
acuerdos o contratos a que hubiere 
lugar para el cumplimiento o la ejecu¬ 
ción de determinadas fundones u 
obras. 

Las juntas de acción comunal de¬ 
ben llevar unos libros reglamentarios 
mínimos: el libro de registro de afilia¬ 
dos, el de actas de asamblea general 
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y junta directiva, el de inventarios, el 
de tesorería y el de caja menor, libros 
ue deben registrarse ante el Ministe- 
.0 de Gobierno o ante las autoridades 
que éste autorice. En cuanto al libro 
de inventarios, en él se registran con 
exactitud y detalle todos los bienes 
muebles e inmuebles, deudas a favor 
o en contra de la junta de acción co¬ 
munal, al igual que el balance que 
sirve como medida para la entrega de 
la tesorería. Este libro contiene la in¬ 
formación y los comprobantes. 

Cuando se ha decidido en asamblea 
general la disolución y liquidación de 
una junta de acción comunal, para su 
validez tal decisión requiere la apro¬ 
bación del Ministerio de Gobierno y 
en la misma acta que aprueba la diso¬ 
lución se nombra el liquidador. El li¬ 
quidador debe publicar tres avisos en 
un periódico de amplia circulación 
nacional, con un lapso de 15 días en¬ 
tre cada uno de ellos, informando so¬ 
bre el proceso de liquidación. Trans¬ 
curridos 15 días, después de la última 
publicación, se procede a reintegrar 
los aportes oficiales al Estado y se pa¬ 
gan las obligaciones que están vigen¬ 
tes en favor de terceros. Si cumplido 
lo anterior queda algún remanente 
patrimonial, éste pasa a una organiza¬ 
ción comunal previamente escogida 
por la asamblea general antes de des¬ 
aparecer, y si ésta no lo hizo entonces 
irán al Fondo de Desarrollo Comunal. 

Asociación 
comunal de juntas 

Como organizaciones de segundo 
grado fueron creadas las asociaciones 
comunales de juntas, cuyo objetivo 
es agrupar a las juntas de acción co¬ 
munal y juntas de vivienda comunita¬ 
ria, con el propósito de prestarles ser¬ 
vicios, dirimir sus conflictos y partici¬ 
par en su nombre en la administra¬ 
ción municipal. Una asociación co¬ 
munal de juntas se constituye como 
persona jurídica de derecho privado 
y sin ánimo de lucro, pues su finali¬ 
dad es procurar el desarrollo integral 
de las juntas afiliadas. Para constituir 
una, es necesario identificar un deter¬ 
minado territorio y contar con un mí¬ 
nimo de juntas afiliadas. En el primer 
caso, se trata del espacio geográfico 
dentro del cual la asociación de juntas 
debe ejecutar sus actividades de des¬ 
arrollo comunitario y en donde tienen 
su radio de acción las juntas afiliadas. 

En el segundo caso, en relación con 
el mínimo de juntas afiliadas, se tie¬ 
nen en cuenta dos clases: las juntas 
de acción comunal propiamente di- 
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chas y las juntas de vivienda comuni¬ 
taria que aspiren a formar parte de 
una asociación, caso en el cual deben 
reunir las siguientes cualidades: que 
su territorio esté comprendido dentro 
de la asociación que se formará y que 
su personería jurídica esté vigente. 
Sin embargo, es necesario que, ade¬ 
más, la junta interesada en afiliarse a 
la asociación se reúna en asamblea 
general y decida con una votación, al 
menos de la mitad más uno, aprobar 
la afiliación y elegir sus delegados. 

Las juntas afiliadas estarán repre¬ 
sentadas en la asociación por perso¬ 
nas naturales que se denominan dele¬ 
gados, los cuales deben tener el carác¬ 
ter de miembros de dichas juntas y 
deben ser elegidos conforme a los es¬ 
tatutos, teniendo en cuenta, además, 
que el presidente de cada junta afilia¬ 
da, por derecho propio, tiene el carác¬ 
ter de delegado. El número de delega¬ 
dos por cada junta depende del nú¬ 
mero de juntas afiliadas que tenga la 
asociación, pues si son menos de 20 
¡untas, el número de delegados será 
de cuatro; sí son entre 20 y 50, el nú¬ 
mero de delegados será de tres, y si 
son más de cincuenta, sólo habrá dos 
delegados por cada junta. 

Así mismo, las juntas tienen dere¬ 
cho a recibir capacitación, orientación 
y asesoría de la asociación, lo mismo 
que obtener de su comité conciliador 
una pronta, efectiva e imparcial justi¬ 
cia, cuando se trata de dirimir algún 
conflicto. Son deberes de las juntas 
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afiliadas, además de elegir y reempla¬ 
zar oportunamente a sus delegados, 
conocer y cumplir las leyes y estatu¬ 
tos, reglamentos y decisiones de la 
asociación, y participar activamente 
en los planes y programas. 

La asociación comunal de juntas 
tiene como órganos fundamentales 
los siguientes: 1) Asamblea general, 
2) Junta directiva, 3) Fiscalía, 4) Co¬ 
mité conciliador, 5) Comité empresa¬ 
rial, 6} Secretarías ejecutivas, 7) Teso¬ 
rero, 8) Secretaría general, y otras 
según los estatutos. 

El comité conciliador de la asocia¬ 
ción comunal de juntas es el órgano 
de administrar la justicia comunal, 
entendida como la potestad para de¬ 
cidir con autoridad los conflictos o 
mediar en ellos propiciando acuerdos 
entre las partes. La administración de 
justicia comunal se ejerce tanto al in¬ 
terior de la asociación (órganos digna¬ 
tarios delegados), como hacia el exte¬ 
rior de ella (la junta). Integran el co¬ 
mité conciliador tres miembros que 
reciben el nombre de conciliadores, 
elegidos de entre los delegados de las 
distintas juntas afiliadas. Sus decisio¬ 
nes no son arbitrarias, sino que deben 
estar sometidas a procedimientos cla¬ 
ramente establecidos en los estatutos 
y en los cuales deben prevalecer los 
principios de celeridad, eficacia, publi¬ 
cidad, contradicción e imparcialidad. 

Confederación 
Comunal Nacional 

Mediante la resolución 4688 de 1989 
se reglamentó la Confederación Co¬ 
munal Nacional, en su naturaleza ju¬ 
rídica y como organismo de cuarto y 
último grado, con tos siguientes obje¬ 
tivos, además de los señalados en los 
estatutos: 1) Representar a las federa¬ 
ciones comunales ante el gobierno na¬ 
cional y entidades privadas, naciona¬ 
les e internacionales, 2) Asesorar y 
capacitar a sus afiliados y resolver sus 
diferencias por intermedio del comité 
conciliador, 3) Gestionar ayudas na¬ 
cionales e internacionales, publicas o 
privadas para los distintos proyectos 
de beneficio comunitario, 4) Propiciar 
ia participación de la comunidad or¬ 
ganizada en acción comunal en los 
planes y programas oficiales de bene¬ 
ficio social. 

Para que la Confederación pueda 
constituirse y subsistir se requiere 
que de ella hagan parte un mínimo 
de 17 federaciones comunales, las 
cuales se harán representar por 10 de¬ 
legados, cada uno con derecho a voz 


310 


y acción comuna! 









y voto. La asamblea general es el ór¬ 
gano máximo de la Confederación y 
a ella pertenecen todas las federacio¬ 
nes afiliadas, cuyo número determina 
el quorum deliberativo. La Dirección 
General de Integración y Desarrollo 
de la Comunidad, adscrita al Ministe¬ 
rio de Gobierno, coordina y pro¬ 
mueve todo lo relacionado con estas 
organizaciones. No pueden ser dig¬ 
natarios de los organismos comuna¬ 
les las personas que dentro del año 
anterior hayan sido funcionarios de 
la Dirección General de Integración y 
Desarrollo de la Comunidad. 

Corresponde a la directiva de la 
Confederación Comunal Nacional re¬ 
presentarla ante las distintas autori¬ 
dades nacionales e internacionales, e 
igualmente velar porque las secreta¬ 
rías ejecutivas, los comités empresa¬ 
riales y la secretaría general cumplan 
con sus funciones estatutarias y regla¬ 
mentarias, ai igual que con los come¬ 
tidos de la asamblea general. 

Acción comunal 
y derecho de participación 

La filosofía que orienta a la acción co¬ 
munal tiene plena identificación con 
uno de los derechos ciudadanos de 
mayor vigencia en la actualidad: la 
participación. Participar es "hacer 
parte de" o "tomar parte en". Hacer 
parte de una junta comunal, de un 
comité cívico, de un grupo u organi¬ 
zación juvenil o de una cooperativa 
o un sindicato, o tomar parte en las 
actividades que de ellas se despren¬ 
den acciones que se logran en tres 
etapas principales: 

a) La decisión de asociarse con sus 
vecinos o coterráneos, esto es, ejercer 
el derecho de asociación mediante la 
vinculación a una junta de acción co¬ 
munal existente o dando comienzo a 
una nueva. 

b) La decisión de intervenir en la 
adopción de las determinaciones que 
tome la organización en torno a sus 
objetivos y estrategias de acción para 
lograrlo. 

c) La decisión de tomar parte en las 
acciones que la junta resuelva adelan¬ 
tar para obtener sus propósitos y me¬ 
tas. 

Así, la filosofía que debe orientar 
a los miembros de una junta de acción 
comunal es el real conocimiento de 
las situaciones que afectan a la comu¬ 
nidad; identificando con claridad los 
intereses individuales y colectivos, 
con el objeto de unir esfuerzos y vo¬ 
luntades capaces de transformar las 
condiciones de vida, obtener solucio- 
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nes efectivas a los problemas concre¬ 
tos y luchar por un nivel óptimo de 
bienestar y ejercido de los derechos 
individuales y sociales. Cualquier 
junta de acción comunal será más efi¬ 
ciente y poderosa sí un mayor nú¬ 
mero de personas participa, no sólo 
en sus reuniones, sino en sus dedsio- 
nes, en sus realizaciones y en el con¬ 
trol de aquellos a quienes se elige para 
que representen la organización. 

Una junta comunal que lleve a cabo 
frecuentes asambleas de afiliados, o 
que consulte a sus afiliados en forma 
directa un mayor número de decisio¬ 
nes, por medio de referendos o con¬ 
sultas, estará avanzando en la demo¬ 
cracia interna y en corto tiempo estará 
haciendo tránsito de la democracia re¬ 
presentativa a la democracia partici¬ 
pa ti va. 

Las comunidades, los vednos de 
una localidad, de un barrio, vereda o 
municipio deciden a través de la 
asamblea comunal o comunitaria, de 
la junta de acción comunal, de la junta 
de vecinos o de un comité cívico, mo¬ 
vilizarse ante las autoridades para re¬ 
damar la prestadón de un servicio 
público o social. Esta movilización, 
que aglutina los intereses comunita¬ 


rios, se realiza en forma autónoma i 
independiente para adelantar progra¬ 
mas o actividades que conduzcan á 
la solución de problemas. Este prc 
ceso es la más común de las activicfc 
des de las asociaciones comunales y 
se denomina participación social, en 
razón de que involucra procesos de 
organización y decisión autónoma de 
comunidades y grupos sociales de 
base y de segundo y tercer grados, 
con reales posibilidades de ejercer el 
poder que han desarrollado mediante 
el consenso activo en tomo a tareas 
comunes y con la conciencia de que 
han alcanzado, como sujetos capaces 
de defender sus derechos, plena cla¬ 
ridad sobre sus intereses y la necesi¬ 
dad de participar en la construcción 
de su futuro. 

El trabajo en las asociaciones comu¬ 
nales se realiza, por una parte, sobre 
la base del reconocimiento del dere¬ 
cho de las comunidades y grupos so¬ 
ciales a organizarse y decidir autóno¬ 
mamente, y por otra, sobre el derecho 
que tienen a intervenir en todas aque¬ 
llas decisiones que los afectan, sean 
de carácter económico, social, cultu¬ 
ral o político. Quienes se asocian en 
juntas de acción comunal no hacen 
otra cosa que ejercer el derecho de 
participación que tienen todos los ciu¬ 
dadanos a organizarse, tomar decisio¬ 
nes y actuar en beneficio colectivo y 
a intervenir en todas las determina¬ 
ciones que se relacionen con sus inte¬ 
reses, calidad de vida y posibilidades 
de progreso. 

Asociaciones 

COOPERATIVAS 

Se han ensayado muchas definiciones 
sobre las cooperativas, la mayor parte 
coincide en señalarlas como una aso¬ 
ciación de personas de número varia¬ 
ble que se enfrenta a las mismas difi¬ 
cultades económicas y que libremente 
unida, sobre la base de la igualdad 
de derechos y obligaciones, se es¬ 
fuerza por resolver esas dificultades 
por su cuenta y riesgo, con miras ai 
provecho material y moral común, y 
mediante la colaboración de todos, en 
una empresa en la cual delegaron una 
o varías de las funciones económicas 
que responden a las necesidades co¬ 
munes. 

Las asociaciones cooperativas ha¬ 
cen parte de las formas asociativas 
que constituyen el sector solidario de 
la economía, el cual representa una 
opción válida para democratizar el 
desarrollo y lograr un plan de econo- 
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mía social, en cuanto el cooperati¬ 
vismo es un aporte a la democratiza¬ 
ción de la propiedad, que genera su 
propia capacidad de autocontrol para 
vigilar los principios y objetivos de 
sus organizaciones. Cooperar signi¬ 
fica trabajar con otras personas hacia 
un objetivo común y, en consecuen¬ 
cia, la cooperación se refiere al ejerci¬ 
cio o la consecuencia de cooperar, es 
decir, la acción o el efecto de dos o 
más personas que colaboran entre sí 
para la realización de una tarea co¬ 
mún, o la obtención de una misma 
finalidad, de acuerdo con ciertos prin¬ 
cipios que caracterizan a las entidades 
cooperativas. 

Las cooperativas son entidades socio¬ 
económicas, asociaciones de personas 
que organizan y administran empresas 
económicas que satisfacen necesidades 
mediante el esfuerzo propio, la ayuda 
mutua de sus miembros y el espíritu 
cooperativo de los asociados, regidos 
por principios o normas de aplicación 
universal, que han conformado ya una 
doctrina que considera a las cooperati¬ 
vas como una forma ideal de organiza¬ 
ción de las actividades socioeconómi¬ 
cas de la humanidad. 

La existencia de una entidad coope¬ 
rativa no depende sólo de que un 
grupo de personas asocien su es¬ 
fuerzo propio al esfuerzo de los de¬ 
más para satisfacer necesidades o so¬ 
lucionar problemas, sino que es indis¬ 
pensable que tal objetivo se logre a 
través de la organización y el funcio¬ 
namiento de una empresa económica 
propia que pueda reemplazar, coexis¬ 
tir o competir con las demás empre¬ 
sas. Es preciso que junto a los factores 
económicos se verifique la existencia 
de espíritu cooperativo, de asociación 
y, sobre todo, la vigencia de los con¬ 
ceptos de solidaridad, igualdad, justi¬ 
cia, equidad y libertad. 

Para constituir una cooperativa, 
tanto la asociación de personas como 
la empresa común deben adaptarse 
en su organización y funcionamiento 
a un conjunto de principios o normas 
de reconocimiento universal, expues¬ 
tos en forma sistemática por la coope¬ 
rativa de los Probos Pioneros de Roeh- 
dale en 1844, estudiados luego por la 
Alianza Cooperativa Internacional y 
formulados solemnemente en 1937* 

Principios cooperativos 

Los pioneros de Rochdale, primera 
cooperativa conformada por 28 traba¬ 
jadores que abrieron un pequeño al¬ 
macén cooperativo en Inglaterra, se¬ 
ñalaron los principios básicos del sis- 
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tema cooperativo, en síntesis admira¬ 
ble y afortunada sobre lo que hasta 
hoy se considera la parte medular de 
la doctrina cooperativa: a) el acceso 
libre y la adhesión voluntaria de los 
asociados sin discriminaciones so¬ 
ciales, políticas, raciales o religiosas; 
b) la organización democrática; c) el 
destino de los beneficios o excedentes a 
finalidades comunes y/o su distribu¬ 
ción entre los asociados en propor¬ 
ción a las operaciones realizadas por 
cada uno de ellos con la cooperativa; 
y d) la promoción de la educación con 
el objeto de proporcionar fundamen¬ 
tos conceptuales y el esfuerzo para 
aumentar y perfeccionar los servidos 
mediante la activa colaboración con 
otras entidades cooperativas. 

En síntesis, los principios más im¬ 
portantes son los relacionados con la 
adhesión voluntaria, el control demo¬ 
crático, la distribución del excedente 
en proporción a las transacciones de 
los socios con la cooperativa o ai uso 
de los servidos sociales, y finalmente 
el interés limitado. La adhesión a una 
sociedad cooperativa debe ser volun¬ 
taria y abierta a todas las personas 
que puedan hacer uso de sus servicios 
y acepten las responsabilidades inhe¬ 
rentes a su afiliación. El control demo¬ 
crático es importante por cuanto las 
operaciones de la cooperativa deben 
ser administradas por personas elegi¬ 
das o designadas por medio de proce¬ 
dimientos previamente acordados 
por los socios. La educación coopera¬ 
tiva para sus miembros, empleados y 
dirigentes, y para el público en gene¬ 


ral, es fundamental a fin de que se 
hagan realidad los principios coope¬ 
rativos y las técnicas económicas. 

Las asociaciones cooperativas tie¬ 
nen ventajas económicas especial¬ 
mente relativas al ahorro y calidad de 
los artículos y servicios. Las coopera¬ 
tivas de distribución permiten ingre¬ 
sos mayores y regularizados y, en ge¬ 
neral, alcanzan la promoción econó¬ 
mica y elevación del nivel de vida ge¬ 
neral; por otra parte, constituyen un 
instrumento eficaz contra los mono¬ 
polios, contra la intermediación y 
otras manifestaciones especulativas. 

Las asociaciones cooperativas re¬ 
presentan un procedimiento gradual 
y pacífico para solucionar los conflic¬ 
tos económicos y para atenuar las va¬ 
riaciones e inconvenientes de los mo¬ 
delos económicos capitalistas, predo¬ 
minantemente individualistas, pues 
ellas trabajan con el esfuerzo propio 
mancomunado de distintos grupos 
de personas. En los sistemas colecti¬ 
vistas también son estimuladas las or¬ 
ganizaciones de tipo cooperativo, con 
el objeto de descentralizar la ejecu¬ 
ción de planes y corregir la falta de 
iniciativa y el burocratismo. 

Por otra parte, las asociaciones co¬ 
operativas tienen ventajas sociales y 
educativas, tales como la vigencia de 
normas éticas, la difusión de la con¬ 
ciencia y el espíritu solidario, la de¬ 
mocratización y humanización de la 
economía y, particularmente, la pre¬ 
servación de La autonomía, la digni¬ 
dad personal y la libertad individual 
cien tro de una acción común. 
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Legislación cooperativa 

Desde los orígenes del cooperati¬ 
vismo en Colombia se han expedido 
normas legales y reglamentarías que 
demuestran el interés del Estado por 
favorecer el desarrollo de este siste¬ 
ma, A partir de la ley 1598 de 1963 se 
ha acentuado esa voluntad de apoyo, 
y aunque ésta no ha sido aplicada ob¬ 
jetivamente en la práctica, los recur¬ 
sos suministrados en la normatividad 
para el logro de los objetivos del sis¬ 
tema cooperativo han sido de gran 
significado. 

En virtud de la ley 1 de 1963 se 
dictaron los decretos 1587,1598,1629, 
2630 y el decreto reglamentario 2059 
de 1958, normas de gran favorabili- 
dad para el fomento y promoción del 
sistema cooperativo, que han dado 
particular importancia al estímulo de 
la educación cooperativa, a la ayuda 
técnica y orientación para los grupos 
que desean organizarse de esa ma¬ 
nera, al estímulo de la integración 
cooperativa y especialmente a la 
participación y representación de las 
cooperativas en los planes de bie¬ 
nestar económico y social. Pero el 
más importante apoyo del Estado al 
fomento y desarrollo de las coopera¬ 
tivas surge con la Constitución Polí¬ 
tica de 1991, que consagró en su ar¬ 
tículo 58 la protección del Estado a 
las formas asociativas y solidarías de 
propiedad, elevando al carácter de 
norma constitucional un principio 
de vital importancia para el futuTO 
del cooperativismo en Colombia. 
Sin embargo, antes de la Constitu¬ 
ción de 1991, la ley 79 de 1988 ya 
había establecido claras normas 
para estimular y promover en Co¬ 
lombia al sector cooperativo, pro¬ 
porcionando así un marco favorable 
para su desarrollo como parte fun¬ 
damental de la economía nacional. 

El acuerdo cooperativo se define 
como un contrato celebrado por per¬ 
sonas que tienen como objetivo crear 
y organizar una persona jurídica de¬ 
nominada cooperativa, con fines de 
interés social y sin ánimo de lucro sus¬ 
ceptible de aplicarse en toda actividad 
económica, social o cultural. Así apa¬ 
rece la cooperativa, definida como 
una empresa asociativa, sin ánimo de 
lucro, cuyo objeto es producir o distri¬ 
buir conjunta y eficazmente bienes o 
servicies que han de satisfacer las ne¬ 
cesidades de sus asociados y de la 
comunidad en general, y que debe 
reunir las siguientes características: li¬ 
bre adhesión, participación demo¬ 
crática, educación cooperativa, igual¬ 


dad de derechos y obligaciones de los 
asociados, sin consideración de sus 
aportes, irrep ar tibí lid ad de las reser¬ 
vas sociales y promoción de la inte¬ 
gración con otras organizaciones que 
promuevan el desarrollo integral del 
hombre. 

Una cooperativa nace como per¬ 
sona jurídica en la asamblea de cons¬ 
titución, en la cual se aprueban los 
estatutos y se nombran los órganos 
de administración y vigilancia. Segui¬ 
damente se hará el trámite correspon¬ 
diente ante el Departamento Admi¬ 
nistrativo Nacional de Cooperativas, 
entidad que deberá resolver sobre el 
reconocimiento de la personería jurí¬ 
dica en un término de sesenta días. 
Sí no lo hiciere se entenderá recono¬ 
cida y deberá expedirle la correspon¬ 
diente certiñcación como prueba de 
su existencia. 

Para ser asociado de una coopera¬ 
tiva se requiere el carácter de persona 
natural legalmente capaz, o el de per¬ 
sona jurídica de derecho público, 
aunque pueden también serlo las em¬ 
presas o unidades económicas cuyos 
propietarios trabajen en ellas y en las 
cuales prevalezca el trabajo familiar o 
asociado, o las personas jurídicas del 
sector cooperativo y las demás de de¬ 
recho privado sin ánimo de lucro. Los 
asociados tienen derechos funda¬ 
mentales, según lo establece el ar¬ 
tículo 23 de la ley 79/88, y derechos 
especiales derivados de este tipo de 
organización. Se pierde la calidad de 
asociado por la muerte o por disolu¬ 
ción, cuando se trate de personas ju¬ 
rídicas, o simplemente por el retiro 
voluntario. 

La administración y vigilancia de 
las cooperativas están a cargo de la 
asamblea general, el consejo de admi¬ 
nistración y el gerente. La asamblea 
general está constituida por la reu¬ 
nión de los asociados hábiles o sus 
delegados, es el órgano máximo y sus 
decisiones son obligatorias para todos 
los asociados. Se entiende por aso¬ 
ciado hábil quien se haya inscrito en 
el registro social y se encuentre a paz 
y salvo con sus obligaciones, según 
los estatutos o reglamentos. 

El representante legal de la coope¬ 
rativa es el gerente, quien ejecuta las 
decisiones de la asamblea. No obstan¬ 
te, las cooperativas tienen órganos de 
control, como la junta de vigilancia y 
un revisor fiscal, sin perjuicio de la 
inspección y vigilancia que también 
ejerce el Estado. 

El patrimonio económico de las 
cooperativas está conformado por los 


aportes sociales individuales y los 
amortizados, los fondos y reserva de 
carácter permanente y las donaciones 
o auxilios que se reciban. Los aportes 
sociales no pueden ser gravados en 
favor de terceros, son inembargables, 
sólo pueden cederse a otros asociados 
y quedan afectados en favor de la co¬ 
operativa como garantía de las obliga¬ 
ciones. Ninguna persona natural 
puede tener más del 10% de los apor¬ 
tes sociales y ninguna persona jurí¬ 
dica más del 49%. El 31 de diciembre 
de cada año se realiza el corte de cuen¬ 
tas y se elaboran el balance e inventa¬ 
rio. Si resultan excedentes, éstos se 
aplicarán en un 20% para una reserva 
de protección de los aportes sociales, 
un 20% para el fondo de educación 
y un 10% para un fondo de solidari¬ 
dad. El remanente, según los estatu¬ 
tos, irá a la re valorización de aportes, 
a servicios comunes y seguridad so¬ 
cial, a los asociados en relación con 
el uso de los servicios o la participa¬ 
ción en el trabajo, o a un fondo para 
amortización de aportes de los asocia¬ 
dos, una vez se hayan compensado 
pérdidas de ejercicios anteriores. 

El trabajo de las cooperativas estará 
preferentemente a cargo de los aso¬ 
ciados, y sí no lo son tendrán derecho 
a ser admitidos si la naturaleza de la 
cooperativa y las condiciones exigidas 
lo permiten. En las etapas inicíales o en 
períodos de grave crisis se podrán pres¬ 
tar servidos personales bajo el título 
de coopera don solidaria, y con carácter 
gratuito, pero en estos casos debe 
constar por escrito el ofrecimiento. 

Clases de cooperativas 

No obstante las dificultades para cla¬ 
sificar en una forma adecuada y com¬ 
pleta a las cooperativas, pueden seña¬ 
larse dos grandes grupos atendiendo 
al objetivo principal de sus asociados: 
cooperativas de consumidores de los 
bienes y servidos que tales cooperati¬ 
vas suministran y cooperativas a las 
cuales se afilian los socios con el pro¬ 
pósito de valorizar su trabajo. En el 
segundo grupo se encuadran no sola¬ 
mente las cooperativas de trabajo y 
producción, sino también las de apro¬ 
visionamiento, comercialización y mer¬ 
cadeo, si sus socios trabajan personal 
y directamente sin la participación de 
asalariados. Una visión global de esta 
clasificadón sería: 

I. Cooperativas de consumidores 

a) Cooperativas de consumidores 
en sentido estricto 

b) Cooperativas de vivienda 
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c) Cooperativas de salud 

d) Cooperativas de transporte 

e) Cooperativas de servicios pú¬ 
blicos 

f) Cooperativas para la educación 

II. Cooperativas de trabajadores 
productores 

1) Cooperativas agrícolas o agro¬ 
pecuarias 

a) Cooperativas de producción 
agropecuaria 

b) Cooperativas de mercadeo 
agrícola 

c) Cooperativas de aprovisiona¬ 
miento para fines agrícolas y 
pecuarios 

d) Cooperativas de maquinaria 
agrícola 

2) Cooperativas industriales 

a) C oo pera ti va s d e pro ducció n in - 
dustrial 

b) Cooperativas de trabajo 

c) Cooperativas de comercializa¬ 
ción de productos industriales 
y artesanales 

d) Cooperativas de aprovisiona¬ 
miento para fines industriales 
y artesanales 

e) Cooperativas de transportado¬ 
res 

III. Cooperativas de ahorro y crédito. 

La ley 79 de 1988 menciona simple¬ 
mente las llamadas cooperativas es¬ 
pecializadas; multiactivas e integra¬ 
das; refiriéndose simplemente a los 
servicios prestados por ellas, pero 
que podrían también prestar servicios 
que corresponden a todos los aspec¬ 
tos mencionados. Las primeras se or¬ 
ganizan para atender una necesidad 
específica dentro de una rama de ac¬ 
tividad económica; social o cultural; 
y pueden ofrecer servidos diferentes 
de su objeto social mediante conve¬ 
nios con otras cooperativas. Las mul¬ 
tiactivas atienden varias necesidades 
mediante concurrencia de servicios 
en una sola entidad jurídica; pero los 
servicios deben ser prestados en sec¬ 
ciones independientes; según las ca¬ 
racterísticas de cada tipo especiali¬ 
zado de cooperativas. Las integradas 
realizan dos o más actividades cone¬ 
xas y complementarias entre sí, por 
ejemplo, prestación de servicios, pro¬ 
ducción, distribución y consumo. 

Las cooperativas de educación se¬ 
rán de usuarios o de trabajadores y 
pueden atender los distintos niveles 
o grados de la enseñanza, incluyendo 
la superior. Las cooperativas pueden 
comprender en su objeto social la 
prestación de servicios de previsión, 
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asistencia y solidaridad para sus 
miembros. Las cooperativas de con¬ 
sumo deben tener una vinculación 
abierta a todas las personas que pue¬ 
dan utilizar sus servicios y aceptar las 
responsabilidades inherentes a la aso¬ 
ciación. 

En forma permanente las coopera¬ 
tivas están obligadas a realizar activi¬ 
dades que tiendan a la formación de 
sus asociados en relación con los prin¬ 
cipios, métodos y características del 
cooperativismo, así como la capacita¬ 
ción de sus administradores en la ges¬ 
tión empresarial propia de cada co¬ 
operativa. Forman parte de esta edu¬ 
cación las actividades de asistencia 
técnica, de investigación y de promo¬ 
ción del cooperativismo. 

Para lograr un adecuado cumpli¬ 
miento de sus fines económicos y so¬ 
ciales, las cooperativas se pueden 
asociar entre sí en organismos de se¬ 
gundo grado de carácter nacional o 
regional, y pueden participar en di¬ 
cha integración fondos de emplea¬ 
dos, asociaciones mu tu alistas y otras 
instituciones sin ánimo de lucro que 
puedan contribuir o beneficiarse de 
las actividades que desarrollan las 
cooperativas. Para constituir un orga¬ 
nismo de segundo grado de carácter 
nacional, se requiere un mínimo de 
diez cooperativas, y cinco sí es de ca¬ 
rácter regional. 


Por su parte, las cooperativas de 
producción y de trabajo se proponen 
la abolición progresiva del régimen 
del asalariado, pues de conformidad 
con sus principios y métodos en ellas 
se asocian los trabajadores con el ob¬ 
jeto de realizar conjuntamente su ac¬ 
tividad profesional, y en forma demo¬ 
crática deciden sobre los procedi¬ 
mientos para efectuar las diversas la¬ 
bores. 

El Estado consagra políticas, nor¬ 
mas y procedimientos para asegurar 
el acceso de las cooperativas a los pro¬ 
gramas y recursos financieros de fo¬ 
mento necesarios para promover el 
desarrollo del sector cooperativo, así 
como para orientar e incrementar la 
producción y el empleo. Igualmente, 
los organismos cooperativos de se¬ 
gundo y tercer grados tienen a su 
cargo el desarrollo y fomento coope¬ 
rativos. La ley también señala que la 
industria en general y el comercio ma¬ 
yorista deben vender directamente 
sus productos a las cooperativas a 
precios de mayoristas, agentes o con¬ 
cesionarios, según solicitudes de la 
cooperativa; su incumplimiento aca¬ 
rrea sanciones que imponen los orga¬ 
nismos competentes. 

Perspectivas 

El cooperativismo es un sistema en 
cuanto representa un conjunto de 
principios que ordenadamente rela¬ 
cionados contribuyen a un objeto de¬ 
terminado; el bienestar económico y 
social. Su comprensión como sistema 
requiere un conocimiento de sus prin¬ 
cipios y de las relaciones entre ellos, 
pues como elementos constitutivos 
del cooperativismo, ellos caracterizan 
su particularidad frente a otros siste¬ 
mas. En el cooperativismo convergen 
dos elementos fundamentales que co¬ 
rresponden al concepto y a las relacio¬ 
nes de los dos principales factores que 
caracterizan a una sociedad coopera¬ 
tiva: la asociación y la empresa. Una 
preponderancia de este ultimo ele¬ 
mento y de los factores meramente 
económicos, abandonando los aspec¬ 
tos asociativos, conduce a la deshu¬ 
manización de la sociedad coopera¬ 
tiva y a la búsqueda de fines contra¬ 
rios a su naturaleza. 

La cooperación en sí misma es un 
régimen que puede adaptarse a cual¬ 
quier sistema, como principio de ra¬ 
cionalización u ordenamiento de la 
vida social y económica. Sin embargo, 
el régimen cooperativo no podrá al¬ 
canzar su plena eficacia sino dentro 
de un medio económico-social en el 
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que el Estado garantice la primacía 
del interés colectivo sobre el interés 
privado, y en el que puedan existir 
soluciones globales a los problemas 
prioritarios, utilizando como procedi¬ 
miento una técnica de planificación y 
rigor científico de la economía* 

Desde otro punto de vista/ las aso¬ 
ciaciones cooperativas/ al igual que 
las juntas de acción comunal y otras 
asociaciones/ pueden celebrar contra¬ 
tos o convenios con los municipios/ 
a tenor de los artículos 375 y 376 del 
Código de Régimen Político y Muni¬ 
cipal, siempre que se encuentren 
constituidas legalmente y sin ánimo 
de lucro, con el fin de encargarse de 
funciones y de la prestación de servi¬ 
cios en los municipios. Los convenios 
que celebre el municipio con estas en¬ 
tidades no estarán sujetos a las forma¬ 
lidades de los contratos de la adminis¬ 
tración pública, bastará entonces que 
el concejo, por acuerdo, autorice al 
alcalde para celebrar tales contratos. 
En su contenido los contratos serán 
administrativos y contendrán las 
cláusulas pertinentes (artículo 376). 
El municipio podrá ceder en fíducia 
la administración de determinados 
bienes, rentas, contribuciones, tasas 
destinadas a la atención de una fun¬ 
ción administrativa, prestación de 
servicios, o simplemente podrá con¬ 
tratar la ejecución de una obra. La 
administración podrá, sin embargo, 
exigir las garantías que se consideren 
necesarias y efectuar la interventoría 
del contrato. 

Aparte del importante apoyo que 
desde el punto de vista normativo 
han recibido las asociaciones en Co¬ 
lombia, las actuales perspectivas se 
presentan significativamente favora¬ 
bles en lo que atañe al desarrollo legal 
que pueda tener el artículo 58 de la 
Constitución Nacional, en el cual se 
reitera la protección que el Estado de¬ 
berá dar a las formas asociativas y so¬ 
lidarias de la propiedad. Esta norma 
constitucional, complementada por el 
artículo 60 que consagra la obligación 
del Estado de promover, de acuerdo 
con la ley, el acceso a fa propiedad/ 
constituye un pilar fundamental para 
la reformulación de un sistema eco¬ 
nómico más justo, en el que se adop¬ 
ten los principios cooperativos como 
norma para frenar la concentración 
de la propiedad y del capital* En efec¬ 
to, el inciso 2 del artículo 60 de la 
Constitución Nacional señala que 
cuando el Estado enajene su partici¬ 
pación en una empresa, tomará las 
medidas conducentes a democratizar 
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la titularidad de sus acciones y ofrecer 
a los trabajadores y a las organizacio¬ 
nes solidarías y de trabajadores con¬ 
diciones especiales para acceder a la 
propiedad accionaria, disposición 
que no es otra cosa sino la institucio- 
naiización del sistema cooperativo, 
en un significativo sector de la econo¬ 
mía nacional. 

Estas normas y el artículo 64, que 
consagra el deber del Estado de pro¬ 
mover el acceso progresivo a la pro¬ 
piedad de la tierra de los trabajadores 
agrarios, en forma individual o aso¬ 
ciativa, constituyen brillantes expec¬ 
tativas para la consolidación del sis¬ 
tema cooperativo, como una forma de 
asumir los grandes retos y la solución 
a los problemas sociales más críticos 
del presente siglo. 

Asociaciones sindicales 

Los sindicatos son mecanismos de re¬ 
presentación de los trabajadores ante 
el Estado y ante las empresas, con el 
objeto de reclamar la adopción de po¬ 
líticas y de disposiciones legislativas, 
o de cláusulas contractuales para me¬ 
jorar las condiciones de trabajo y el 
bienestar social en general. 

Las asociaciones sindicales consi¬ 
deran que corresponde al Estado y a 
los empleadores asegurar la existen¬ 
cia y el buen funcionamiento de las 
relaciones laborales y los servicios so¬ 
ciales necesarios para el bienestar de 
los trabajadores y de sus familiares. 
Los sindicatos desempeñan un papel 



¡osé Raquel Mercado 

Presidente de la Confederación de Trabajadores 
de Colombia (CTC). 


importante en las situaciones de crisis 
económica, en el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los trabajado¬ 
res y, particularmente, cuando hay 
déficit en materia de servicios sociales 
y también cuando son protagonistas 
de movimientos en favor de la instau¬ 
ración o consolidación de regímenes 
democráticos. Desde el punto de vista 
jurídico, son entidades de derecho 
privado, sin ánimo de lucro, cuyo ot> 
jeto es la defensa y fomento de los 
intereses de los trabajadores. 

La primera asociación sindical apa¬ 
reció en Colombia en 1910, como una 
agrupación de artesanos que consi¬ 
guió su personería bajo la denomina¬ 
ción de Sindicato de Tipógrafos de 
Bogotá, En 1910 también se concedió 
personería a otras asociaciones y así 
en los años sucesivos aumentó el mo¬ 
vimiento sindical, hasta el año de 
1913 cuando se ensayó una organiza¬ 
ción de segundo grado llamada 
Unión Obrera de Colombia. En 1919 
se expidió la ley 78, que suprimió la 
pena con que se castigaba hasta ese 
entonces la suspensión del trabajo, 
es decir que, prácticamente, comenzó 
a admitirse la huelga. En 1931 se ex¬ 
pidió la ley 83, que permitió el forta¬ 
lecimiento del sindicalismo y se pro¬ 
dujeron cambios fundamentales para 
el reconocimiento de este tipo de aso¬ 
ciaciones* En virtud del artículo 39 de 
la Constitución Política, los trabaja¬ 
dores tienen derecho a formar sindi¬ 
catos o asociaciones, sin intervención 
del Estado, y su estructura interna y 
funcionamiento se deben sujetar al 
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orden legal y a los principios demo¬ 
cráticos . 

Un sindicato es una organización 
creada por los trabajadores para la de¬ 
fensa de sus intereses comunes; me- 
jorar sus salarios y condiciones de tra¬ 
bajo mediante la negociación colecti¬ 
va, En general, los trabajadores pre¬ 
tenden promover el mejoramiento de 
las condiciones de vida y participar 
en la gestión de la empresa, plan¬ 
teando soluciones a problemas eco¬ 
nómicos o sociales comunes. 

Un sindicato no puede ser exclu- 
yente ni discriminatorio, pues las li¬ 
bertades sindicales consagradas in¬ 
cluyen los siguientes aspectos: el de¬ 
recho de los trabajadores a constituir 
sindicatos; la autonomía colectiva, es 
decir, la no intervención del Estado 
en la vida, desarrollo y acción de estas 
organizaciones; la personería jurídica 
automática con la simple constitu¬ 
ción; la aplicación de los principios 
democráticos en la estructura interna 
y funcionamiento de los sindicatos; 
el reconocimiento de la representa¬ 
ción sindical y las garantías para sus 
gestiones; y el fuero sindical. 

El derecho de asociarse en defensa 
de los intereses comunes constituye 
una garantía de libertad frente al Es¬ 
tado, en el contexto de las libertades 
democráticas y teniendo como finali¬ 
dad suprema la protección de los tra¬ 
bajadores y la finalidad última de 
todo ordenamiento jurídico: la per¬ 
sona humana. 

Objetivos 

El sindicato tiene fines inmediatos, 
representados en la obtención de ven¬ 
tajas económicas mediante laudos ar¬ 
bitrales y convenciones colectivas, 
como un esfuerzo para mejorar las 
condiciones económicas actuales de' 


la ciase trabajadora; y fines mediatos, 
que pretenden la organización social 
para lograr transformaciones sustan¬ 
ciales en las estructuras económicas 
y políticas. Pretende, igualmente, la 
transformación social del Estado, 
como un instrumento de organiza¬ 
ción completa, para lograr una más 
equitativa distribución de la riqueza. 
El sindicato busca dar fin a las injus¬ 
ticias sociales y evitar desequilibrios 
que podrían conducir a la destrucción 
del sistema democrático que impera 
en los distintos niveles, con o sin re¬ 
conocimiento de la existencia de la 
propiedad privada. 

Los sindicatos sirven de instru¬ 
mento de equilibrio con el capital y 
pretenden conseguir, a través de sus 
métodos de lucha, el mejoramiento 
de las condiciones de vida de sus 
miembros y de la sociedad en general, 
como un propósito mediato, ac¬ 
tuando siempre dentro de los límites 
y trámites que determina la ley, y ago¬ 
tando sus diferentes instancias. Son, 
entonces, elementos fundamentales 
dentro de una sociedad de tipo capi¬ 
talista como la colombiana, ya que 
pueden colaborar con los gobiernos 
en su empeño por conseguir que se 
distribuya en mejor forma la riqueza 
y se impida el surgimiento desmesu¬ 
rado de poderes económicos al mar¬ 
gen del Estado, que afecten significa¬ 
tivamente el nivel de vida de los tra¬ 
bajadores. 

Clasificación 

Los sindicatos se clasifican en la si¬ 
guiente forma: 

1) Sindicatos de empresa, formados 
por individuos de varias profesiones, 
oficios o especialidades, que prestan 
sus servicios a una misma empresa, 


establecimiento o institución, no im¬ 
porta su profesión, oficio o especiali¬ 
dad; se requiere tan sólo que los afilia¬ 
dos estén subordinados a un mismo 
patrono. En una misma empresa no 
pueden coexistir dos o más sindicatos 
de empresa, en caso de q ue existieren 
prevalecerá el que tenga mayor nú¬ 
mero de afiliados. 

2) Sindicatos de industria o por 
rama de actividad económica, si están 
constituidos por individuos que pres¬ 
tan sus servicios en varias empresas 
de la misma industria o rama de acti¬ 
vidad económica, 

3) Sindicatos gremiales, conforma¬ 
dos por trabajadores de una misma 
profesión, oficio o especialidad. No 
es necesario que estén vinculados a 
una misma empresa. Pueden ser loca¬ 
les, regionales o nacionales. En una 
misma empresa pueden coexistir dos 
o más sindicatos gremiales. 

4) Sindicatos de oficios varios, con¬ 
formados por trabajadores de diver¬ 
sas profesiones disímiles o inconexas. 
Estos sólo pueden formarse en luga¬ 
res donde no haya trabajadores de 
una misma actividad, profesión u ofi¬ 
cio en número mínimo requerido 
para formar uno gremial, y sólo mien¬ 
tras subsista esta circunstancia. 

5) Sindicatos mayoritarios, integra¬ 
dos por la tercera parte o más de los 
trabajadores de una empresa (en la 
práctica generalmente es el sindicato 
de empresa). Tienen la representa¬ 
ción sindical en la empresa; puede 
ocurrir que haya representación con¬ 
junta, cuando un sindicato de base y 
otro gremial contengan igual número 
de afiliados y entre los dos sumen la 
tercera parte de los trabajadores del 
lugar. Si coexisten un sindicato de 
empresa con uno gremial o de indus¬ 
tria, y uno de éstos agrupa a la mayo- 
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ría de los trabajadores, la representa¬ 
ción corresponderá al mayoritario, lo 
cual se denomina representación pre¬ 
ferencia!. 

Cuando el 75% o más de los traba¬ 
jadores de una misma profesión, ofi¬ 
cio o especialidad al servicio de una 
empresa estén afiliados a un sindicato 
gremial, el pliego de peticiones que 
éste le presente a la empresa deberá 
discutirse directamente con ese sindi¬ 
cato, y el acuerdo a que se llegue for¬ 
mará un capítulo especial de la respec¬ 
tiva convención colectiva de trabajo. 

Funciones 

Las funciones de un sindicato son las 
siguientes: designar entre sus miem¬ 
bros las comisiones de reclamos per¬ 
manentes o transitorias y los delega¬ 
dos en las comisiones disciplinarias; 
presentar pliego de peticiones, ade¬ 
lantar su tramitación legal y nombrar 
negociadores, conciliadores y árbitros 
a que haya lugar; declarar la huelga 
de conformidad con la ley; celebrar 
convenciones colectivas y contratos 
sindicales y velar por su cumplimien¬ 
to. Asesorar a sus asociados en la de¬ 
fensa de los derechos emanados de 
un contrato de trabajo y representar¬ 
los ante las autoridades administrati¬ 
vas, ante los patronos y terceros; re¬ 
presentar en juicio o ante cuales¬ 
quiera autoridades los intereses eco¬ 
nómicos comunes de los agremiados 
y representar esos mismos intereses 
ante los patronos y terceros en caso 
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de conflictos colectivos que no hayan 
podido resolverse por arreglo directo, 
procurando la conciliación; propulsar 
el acercamiento de patronos y trabaja¬ 
dores. Servir de intermediarios para 
la adquisición entre sus afiliados de 
artículos de consumo, materias pri¬ 
mas y elementos de trabajo a precio 
de costo; prestar socorro a sus afilia¬ 
dos en casos, por ejemplo, de enfer¬ 
medad o desocupación; promover la 
educación técnica y general de sus 
miembros y la creación de cooperati¬ 
vas, cajas de ahorro y demás organi¬ 
zaciones de mejoramiento profesio¬ 
nal; estudiar las características de la 
respectiva profesión y los salarios, 
prestaciones, honorarios, sistemas de 
protección o prevención de acciden¬ 
tes y demás condiciones de trabajo 
para el mejoramiento o defensa de 
sus asociados; y adquirir bienes in¬ 
muebles necesarios para el ejercicio 
de sus actividades. 

Prohibiciones 

Un sindicato no puede promover 
cualquier cesación o huelga ilegal en 
el trabajo. Es importante tener pre¬ 
sentes las etapas del conflicto colecti¬ 
vo, reducidas significativamente por 
la ley 50 de 1990, que tienen cada una 
un trámite y término específico, seña¬ 
lados por las normas, que deben cum¬ 
plirse antes del decreto de huelga para 
así evitar que sea declarada ilegal. 

Tampoco le está permitido efectuar 
operaciones comerciales de cualquier 


naturaleza, ya sea que se realicen con 
los trabajadores o con terceros, porque 
el sindicato no puede tener ánimo de 
lucro, ni destinar fondos o cualesquiera 
de sus bienes sociales a fines diversos 
de los que constituyen el objeto de la 
asociación; no puede coartar la liber¬ 
tad sindical; compeler directa o indi¬ 
rectamente a los trabajadores a ingre¬ 
sar al sindicato, o a retirarse de él, 
salvo los casos de expulsión por cau¬ 
sales previamente establecidas en los 
estatutos y plenamente comproba¬ 
das, y siguiendo el procedimiento re¬ 
querido; promover o apoyar campa¬ 
ñas o movimientos tendientes a des¬ 
conocer de hecho, sin razón ni funda¬ 
mento, normas del contrato de tra¬ 
bajo o la convención que obligue a 
los afiliados; ordenar, recomendar o 
patrocinar actos de violencia frente a 
las autoridades, los patronos o en per¬ 
juicio de terceras personas. 

Las prohibiciones se encuentran 
taxativamente señaladas en la ley la¬ 
boral, a diferencia de las funciones, 
que son simplemente enunciativas o 
indicativas. Esto no es óbice para que 
cada sindicato, autónomamente, dicte 
prohibiciones para poder cumplir sus 
fines, a las que deben someterse sus 
afiliados, siempre y cuando no infrin¬ 
jan la Constitución, las leyes o vayan 
en contra de las buenas costumbres. 

El miembro de la directiva de un 
sindicato que haya originado, como 
sanción, la disolución de éste, podrá 
ser privado del derecho de asociación 



"Liberación Obrera ", N 5 118, noviembre de 1980. 



"Liberación Obrera ", N' 2 149 , diciembre de 1991 . 


Asociaciones 


y acción comunal 


317 


















































sindical en cualquier carácter, hasta 
por el término de tres años, según la 
apreciación del juez, en el fallo que 
nnponga la disolución. 

Obligaciones 

frente al Estado un sindicato tiene 
dos obligaciones; a) obtener el regís- 
tro sindical ante el Ministerio de Tra¬ 
bajo, cumpliendo todos ios requisitos 
de forma y fondo, y b) preparar sus 
estatutos de acuerdo con la Constitu¬ 
ción, la ley y las buenas costumbres. 

Erente al patrono, un sindicato 
debe, básicamente, procurar la buena 
marcha del conflicto colectivo para 
que llegue a feliz termino, mediante 
la convención colectiva o el laudo ar¬ 
bitral. En caso de no haber acuerdo, 
el sindicato debe decretar la huelga, 
previo cumplimiento de lo estipulado 
legalmente, y durante ella abstenerse 
de promover conductas atentatorias 
contra los bienes o contra las personas. 
Las obligaciones de los sindicatos 
tienen que ver con los fines sindicales: 
consejería individual y colectiva, ase¬ 
soría jurídica para situaciones labora¬ 
les contenciosas extraproceso y ante 
la jurisdicción laboral. Y frente a otros 
sindicatos tienen deberes interdisci- 
plinarios que se relacionan con la je¬ 
ra rqu iza dón y representación. El sin¬ 
dicato mayoritario de la empresa 
tiene la representación sindical, por 
tal razón está obligado a recibir las 
peticiones de los otros sindicatos y 
consignarlas en el pliego que se pre¬ 
sentará al patronq. Puede ocurrir que 
no haya un sindicato mayoritario, en 
cuyo caso todos tienen la obligación 
de actuar mancomunadamente para 
presentar un pliego unificado; excep¬ 
ción hecha del sindicato gremial que, 
a pesar de no ser el mayoritario pero 
reunir entre sus afiliados más del 75% 
de trabajadores dedicados al mismo 
oficio, tiene el derecho de presentar 
y negociar directamente su propio 
pliego, el cual será un capítulo espe¬ 
cial de la convención colectiva. 

Estructura interna 

La estructura de los sindicatos se 
compone de asamblea, junta directiva 
y las diferentes comisiones. 

La asamblea general es un órgano 
colegiado, deliberante, de carácter 
transitorio. Es la reunión en sesión 
de todos los miembros activos de la 
organización sindical o de los delega¬ 
dos, cuando así lo prevean los estatu¬ 
tos. Es ordinaria cuando está prevista 
en los estatutos, se celebra una vez 
por semestre y se ocupa de todo lo 


relacionado con la vida de la organiza¬ 
ción; y extraordinaria, cuando una 
circunstancia especial así lo requiera. 
El procedimiento para convocarla 
está previsto en los estatutos. 

La ley determina un quorum esta¬ 
tutario para deliberar, el cual no 
puede ser inferior a la mitad más uno 
de los afiliados. Cuando se requiera 
votación, solamente se tendrá en 
cuenta el voto de los asistentes, por 
los miembros que los estatutos deter¬ 
minen. 

Las funciones de la asamblea son 
de carácter sindical cuando tienen 
que ver con la reforma de estatutos, 
fusión de sindicatos, afiliación o retiro 
a federaciones y confederaciones, di¬ 
solución del sindicato; profesional, 
cuando se relacionan con la celebra¬ 
ción de la convención colectiva, el 
nombramiento de la comisión nego¬ 
ciadora, la adopción del pliego de pe¬ 
ticiones, el nombramiento de árbitros 
y la declaratoria dé huelga; electivo, 
cuando se trata de elegir junta direc¬ 
tiva y los demás órganos consagrados 
en los estatutos; fis caliza dor y finan¬ 
ciero, cuando se relacionan con la 
aprobación de cuotas extraordinarias, 
determinación de la cuantía de la cau¬ 
ción del tesorero, determinación de 
sueldos del personal administrativo, 
aprobación de presupuesto, aproba¬ 
ción de gastos de más de 10 salarios 
mínimos que no estén contemplados 
ni en el presupuesto ni en los estatu¬ 
tos; y, finalmente, disciplinario, 
cuando se trata de la exclusión o sus¬ 
titución de miembros de la junta di¬ 
rectiva y comisiones, expulsión de afi¬ 
liados, imposición de sanciones y 
multas a los afiliados. Se entiende 
que, en lo general, son funciones bá¬ 
sicas, indelegables y forzosas. 

La junta directiva es por excelencia 
el órgano de ejecución sindical, de ca¬ 
rácter permanente y deliberativo. Es 
elegida por la asamblea general ordi¬ 
naria mediante votación secreta y 
aplicando el sistema de cuociente 
electoral para que tenga validez su 
mandato, por el término establecido 
por los estatutos, que no puede ser 
inferior a seis meses. Se compone de 
diez miembros: cinco principales y 
cinco suplentes. 

Para ser miembro de la junta direc¬ 
tiva se requiere ser de nacionalidad 
colombiana, ser trabajador y miem¬ 
bro del sindicato, saber leer y escribir, 
tener cédula de ciudadanía o tarjeta 
de identidad, estar ejerciendo nor¬ 
malmente, esto es, al momento de la 
elección haber desempeñado su acti¬ 


vidad en la empresa por más de seis 
meses en el año inmediatamente an¬ 
terior (aquí se hace referencia al año 
laboral y no al año calendario), no 
estar detenido ni haber sido conde¬ 
nado a detención o arresto (a menos 
que haya sido habilitado, pero no por 
causa del indulto), no haber sido lla¬ 
mado a juicio por delitos comunes en 
el momento de la elección, no tener un 
cargo de dirección o representación. 

Las interrupciones en el ejercicio 
normal de la actividad, profesión u 
oficio no invalidan la elección, 
cuando han sido ocasionadas por la 
necesidad de atender funciones sindi¬ 
cales, En los demás casos, la falta de 
estos requisitos invalida la elección. 
En relación con la obligación de tener 
cédula de ciudadanía o tarjeta de 
identidad, surge un interrogante que 
tiene que ver con la dirección sindical 
a cargo de un menor; en efecto, se 
entiende que una persona mayor de 
14 y menor de 18 años puede ser 
miembro directivo de un sindicato; 
sin embargo, hay que tener en cuenta 
que los directivos de los sindicatos 
ejercen actos de representación, actos 
que en el derecho común exigen 
plena capacidad, o sea, mayoría de 
edad. Esta cuestión aún no ha sido 
resuelta por la jurisprudencia. 

El período de la junta directiva no 
podrá ser inferior a seis meses. La 
elección de las directivas sindicales se 
realizará por votación secreta, en pa¬ 
peleta escrita, mediante el sistema de 
cuociente electoral para que las mino¬ 
rías tengan representación. Una vez 
instalada la junta directiva, elegirá a 
sus dignatarios; el cargo de fiscal co¬ 
rresponderá a la fracción minoritaria. 

El Ministerio del Trabajo ha con¬ 
ceptuado que el fiscal de las organiza¬ 
ciones sindicales debe salir de la lista 
minoritaria que ha obtenido mayor 
número de votos. Por ejemplo, se van 
a elegir diez miembros y hay tres lis¬ 
tas en el debate eleccionario, la mayo¬ 
ría obtuvo 150 votos, las minoritarias 
obtuvieron una 100 votos y la otra 50, 
el fiscal debe corresponder a la lista 
que obtuvo 100 votos. En toda reu¬ 
nión de la asamblea general o de la 
junta directiva, cualquiera de sus 
miembros podrá solicitar que se haga 
constar en el acta los nombres de los 
que estén presentes al momento de 
tomarse una decisión y pedir que la 
votación sea secreta, de no aceptarse 
tal petición el acto o votación estará 
viciado de nulidad. 

El sindicato, por intermedio de su 
presidente y secretario, deberá notifi- 
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El presidente Belisario Betancur y las centrales obreras: 

Víctor Acosta de UTC, Manuel Felipe Hurtado de CTC, Alvaro Ramírez 
deCGTy Pastor Pérez de CSTC, entre otros, con Guillermo Alberto González 
Mosquera , ministro de Trabajo. Fotografía de Hernando Chaves, 1985. 


Dirigentes sindicales del banano y del agro en Urabá, reunidos con 
el ministro de Gobierno de la administración Barco, César Gaviria Trujillo, 
y con el representante a la Cámara Bernardo Jara ni filo Qssa. 

Fotografía de hura, noviembre 12 de 1987. Archivo "Voz", Bogotá. 



Reunión de las centrales obreras con el presidente Virgilio Barco Vargas. Acuerdo laboral en Ecopetrol: Andrés Restrqx) Londoño, presidente 

Fotografía de John ¡airo Alzate, agosto 25 de 1988, Archivo "Voz”, 1988. de la empresa ; María Teresa Forero de Saade, ministra de Trabajo 

ó y Seguridad Social; César Carrillo, presidente de USO, y Jorge Camilo, 

presidente de la CUT Julio 6 de 1989. 


car al patrono y al inspector del traba¬ 
jo, o en su defecto al alcalde del lugar, 
por comunicación escrita, cualquier 
cambio total o parcial en ta junta di¬ 
rectiva. 

Son funciones de ia junta directiva 
aquéllas no asignadas a la asamblea, 
y las que los estatutos le fijen. La junta 
tiene a su cargo la administración del 
sindicato, la guarda del patrimonio 
de la organización, la representación 
legal, objetivos varios que le señalen 
la ley y los estatutos, la ejecución de 
las decisiones de la asamblea general, 
y la protección, defensa y guarda de 
los estatutos. 

No pudra ser miembro de la junta 
directiva de un sindicato de empresa, 
ni ser designado funcionario del sin¬ 
dicato, aquel afiliado que en razón de 
su cargo en la empresa, represente al 
patrono o tenga fundones de direc¬ 
ción o confianza personal, o pueda 
fácilmente ejercer indebida coacción 
sobre sus compañeros. Dentro de esta 


prohibición se incluyen los siguientes 
funcionarios: gerentes, administra¬ 
dores, jefes de personal, secretarios 
privados de la junta directiva, ia ge¬ 
rencia o la administración, directores 
de departamentos y otros empleados 
semejantes. Será nula la elección que 
recaiga en uno de tales empleados y 
el que, debidamente electo, entre des¬ 
pués a desempeñar alguno de los 
empleos referidos, dejará ipso fado va¬ 
cante su cargo sindical. 

Causales de disolución 

La ley contempla las siguientes causa¬ 
les para la disolución de los sindica¬ 
tos: a) por cumplirse cualquiera de 
los eventos previstos en los estatutos 
para este efecto, b) por voluntad de 
las dos terceras partes de los afiliados 
en asamblea general, c) mediante sen¬ 
tencia judicial, y d) cuando desapare¬ 
cen los requisitos de fondo estableci¬ 
dos por 1a ley. Otros casos de disolu¬ 
ción son: a) median té la declaratoria 


de unidad de empresa por parte del 
Ministerio de Trabajo, caso en el que 
no pueden coexistir dos sindicatos y 
prevalecerá el mayoritario; y b) por 
fusión de empresas, caso en el que 
subsistirá el sindicato de la empresa 
fusionante, o en su lugar se creará 
uno nuevo. 

En los casos en que se controvierta 
la causal de disolución, ésta sólo 
puede disponerse por sentencia judi¬ 
cial. Por consiguiente, la cancelación 
del registro sindical no es sino conse¬ 
cuencia directa de la decisión jurisdic¬ 
cional, la cual es de obligatoria obser¬ 
vancia para el Ministerio de Trabajo. 
Al disolverse el sindicato se ocasiona 
la pérdida de la personería jurídica y 
de los atributos que ésta otorga; en 
lo relacionado con el patrimonio, se 
requiere la liquidación del sindicato. 

Luego de disuelto un sindicato, 
federación o confederación, el liqui¬ 
dador se encargará de aplicar ios fon¬ 
dos existentes, el producto de Jos bie- 


Asociaciones 
y acción comunal 


319 





















nes que fuere indispensable enajenar 
y el valor de los créditos que recaude, 
en primer término al pago de las deu- 
das del sindicato, incluyendo gastos 
de liquidación; de lo que sobrare se 
devolverá a los miembros activos las 
sumas que hubieren aportado como 
cotizaciones ordinarias, previa de¬ 
ducción de sus deudas. Lo que quede 
se adjudicará por el liquidador a la 
organización sindical designada para 
ello en estatutos o asamblea general; 
si nada se dice al respecto, se adjudi¬ 
cará a un instituto de beneficencia o 
utilidad social que señale el gobierno. 
La liquidación será sometida a la 
aprobación del juez que la ordenó, y 
en los demás casos a la del Departa¬ 
mento Nacional de Supervigilancia 
Sindical. 

Fuero sindical 

El fuero sindical es la garantía de que 
gozan determinados trabajadores de 
no ser despedidos, ni desmejorados 
en sus condiciones de trabajo, ni tras¬ 
ladados a otros establecimientos de 
la misma empresa o a un municipio 
distinto sin justa causa, previamente 
calificada en proceso especial por el 
juez laboral. Se trata pues de una ga¬ 
rantía dual, que protege tanto al sin¬ 
dicato como al trabajador individual¬ 
mente considerado. La violación a 
esta disposición conduce al reintegro 
en caso de despido, a la restitución a 
su lugar de trabajo en caso de traslado 
o desmejora, y en todo caso al resar¬ 
cimiento de los perjuicios ocasiona¬ 
dos al trabajador. 

Por otra parte, el fuero sindical no 
impide aplicar al trabajador aforado 
las sanciones disciplinarias distintas 
del despido, contempladas en el re¬ 
glamento de trabajo. No gozan de 
fuero sindical los trabajadores que 
sean servidores públicos, de acuerdo 
con lo preceptuado al respecto en nor¬ 
mas especiales, ni los trabajadores 
que desempeñen cargos de dirección, 
confianza o manejo. 

Organizaciones 
sindicales mundiales 

En 1908 se creó la Confederación 
Mundial del Trabajo, que surgió de 
la Confederación Internacional de 
Sindicatos Cristianos. En 1945 se 
constituyó en París la Federación Sin¬ 
dical Mundial, con delegación de 75 
organizaciones de 56 países, sede 
mundial en Praga y organismos regio¬ 
nales filiales. En 1949 se constituyó 
en Londres la Confederación Interna¬ 
cional de Organizaciones Sindicales 
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Libres, que agrupó centrales de 40 
países y adoptó como sede mundial 
la ciudad de Bruselas. 

También existen Secretariados Pro¬ 
fesionales Internacionales, sindicatos 
mundiales especializad os cuyos obje¬ 
tivos son colaborar con las organiza¬ 
ciones afiliadas de su gremio en el 
mejoramiento de las condiciones la¬ 
borales, sociales y salaríales. 

Sindicatos mixtos 

En la actualidad han surgido nuevas 
formas de asociación sindical, parti¬ 
cularmente las que se refieren a los 
sindicatos mixtos y a los sindicatos 
de industria o rama de actividad eco¬ 
nómica. Estos últimos están forma¬ 
dos por trabajadores que prestan sus 
servidos en varias empresas de la 
misma industria o rama de actividad 
económica. 

Los sindicatos mixtos constituyen 
un tema poco tratado por la doctrina, 
y las investigaciones que se conocen 
al respecto son muy pocas, debido a 
que es una figura relativamente 
nueva en el campo laboral. El Consejo 
de Estado, a través de la sala de con¬ 
sulta y servido civil, emitió un con¬ 
cepto en el cual consideró que en vir¬ 
tud del derecho de asociación pueden 
constituirse sindicatos mixtos, con¬ 
formados por empleados públicos y 
trabajadores oficiales. Igualmente, 
que se debe dar aplicación a los con¬ 
venios 87 y 98 sobre libertad sindical 
y protección al derecho de sin dicaliza- 
don y negociación colectiva. Por otra 
parte, la legisladón laboral y los con¬ 
venios de la Organización Internado- 
nal del Trabajo (oit), ratificados por 
Colombia, en ninguna parte prohí¬ 
ben la formación de sindicatos mix¬ 
tos, por lo cual se aplica el principio 
según el cual lo que no está expresa¬ 
mente prohibido, está permitido. 

Doctrinalmente los sindicatos mix¬ 
tos son definidos como aquellas orga¬ 
nizaciones compuestas por emplea¬ 
dos públicos y trabajadores oficiales. 
La denominación de estos sindicatos 
surge en razón de su composición he¬ 
terogénea, porque reúne trabajadores 
vinculados al servido público y traba¬ 
jadores vinculados al Estado por un 
contrato de trabajo, lo mismo que los 
empleados vinculados por una situa¬ 
ción legal y reglamentaria. Todos es¬ 
tos trabajadores están sometidos en 
materia de contratación colectiva a 
normas diferentes, pues los sindica¬ 
tos de empleados públicos pueden di¬ 
rigir memoriales respetuosos a la ad¬ 
ministración, mientras que los de los 


trabajadores oficiales tienen todas las 
ventajas de la contratación colectiva, 
como presentar pliego de peticiones, 
suscribir la convención colectiva y lle¬ 
gar al arbitramento obligatorio. 
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